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c) Análisis de las sentencias 
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c.1. Cuerpo de Inspectores Veterinarios municipales 


c.1.1. Ayuntamiento de Alicante 


c.1.2 . Ayuntamiento de Orihuela 
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c.3.1. Ayuntamiento de Rojales 

c.4 . Escribiente de la Secretaría del Ayuntamiento 


c.4.1  Ayuntamiento de Pedreguer 

c.5. Maestra auxiliar de escuela municipal 


c.5.1. Ayuntamiento de Pedreguer 

c.6. Otros empleados municipales 


c.6.1. Ayuntamiento de Pedreguer 

D) La destitución definitiva del cargo funcionarial o del empleo público 

a) Introducción 

b) Panorama legislativo aplicable 

c) Análisis de las sentencias 

c.1. Personal armado 


c.1.1. Cuerpo de Inspectores de la Guardia Municipal 



c.1.1.1. Ayuntamiento de Elda 



c.1.1.2. Ayuntamiento de Novelda 



c.1.1.3. Ayuntamiento de Monóvar 


c.1.2. Cuerpo de Subinspectores de la Guardia Municipal 



c.1.2.1 Ayuntamiento de Orihuela 



c.1.2.2. Ayuntamiento de Elda 


c.1.3. Cuerpo de Cabos de la Guardia municipal 



c.1.3.1. Ayuntamiento de Novelda 


c.1.4. Cuerpo de la Guardia Municipal 



c.1.4.1. Ayuntamiento de Muchamiel 



c.1.4.2. Ayuntamiento de Teulada 



c.1.4.3. Ayuntamiento de Jávea 



c.1.4.4. Ayuntamiento de Monóvar 



c.1.4.5. Ayuntamiento de Crevillente 



c.1.4.6.Ayuntamiento de Castalla 



c.1.4.7 . Ayuntamiento de Relleu  




c.1.4.8. Ayuntamiento de Tibi 



c.1.4.9 . Ayuntamiento de Sax 



c.1.4. 10 .Ayuntamiento de Bañeres 


c.1.5. Cuerpo de Vigilantes Nocturnos municipales 
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c.2.1. Ayuntamiento de Hondón de la Nieves 


c.2.2. Ayuntamiento de Hondón de los Frailes 


c.2.3. Ayuntamiento de Rafal 


c.2.4. Ayuntamiento de Jacarilla 


c.2.5. Ayuntamiento de Albatera 


c.2.6. Ayuntamiento de Benejama 


c.2.7. Ayuntamiento de Guardamar del Segura 


c.2.8 . Ayuntamiento de Benisa 


c.2.9 . Ayuntamiento de Polop 



c.2.10 . Ayuntamiento de San Miguel de Salinas 


c.2.11 . Ayuntamiento de Tárbena 


c.2.12 .Ayuntamiento de Benejuzar 


c.2.13 . Ayuntamiento de Relleu 
c.3. Personal sanitario 
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c.3.1.3. Ayuntamiento de Cox 
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c.3.1.5. Ayuntamiento de Agost 


c.3.2. Cuerpo de Inspectores de Carnes e Higiene y Sanidad Pecuaria 



c.3.2.1. Ayuntamiento de Callosa de Segura 



c.3.2.2. Ayuntamiento de Benidorm 
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c.4.2.1. Ayuntamiento de Denia 



c.4.2.2. Ayuntamiento de Orihuela 



c.4.2.3. Ayuntamiento de Monforte del Cid 
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c.4.3.2. Ayuntamiento de Castalla 



c.4.3.3. Ayuntamiento de Parcent  


c.4.5. Auxiliares de Recaudación de Arbitrios Municipales 



c.4.5.1. Ayuntamiento de Santa Pola 


c.4.6. Administradores de Arbitrios municipales 



c.4.6.1 . Ayuntamiento de Monforte del Cid 


c.4.7. Auxiliares de la Administración de Arbitrios Municipales 



c.4.7.1. Ayuntamiento de Denia 


c.4.8 . Inspectores de Arbitrios Municipales 



c.4.8.1 . Ayuntamiento de Orihuela 


c.4.9. Fieles del Repeso de Mercados Municipales 



c.4.9.1. Ayuntamiento de Orihuela 


c.4.10 . Alguaciles Municipales 



c.4.10.1. Ayuntamiento de Tibi 



c.4.10.2. Ayuntamiento de Lliber 



c.4.10.3. Ayuntamiento de Algorfa 


c.4.11. Vigilantes de lugares públicos municipales 



c.4.11.1. Ayuntamiento de Orihuela 


c.4.12 . Vigilantes municipales de obras 



c.4.12.1. Ayuntamiento de Elche 


c.4.13 . Empleados de estación telefónica municipal 



c.4.13.1. Ayuntamiento de Benejama 


c.4.14 . Conserjes de Mataderos Municipales 



c.4.14.1. Ayuntamiento de Monóvar 


c.14.15 . Empleados de las Oficinas locales de Colocación obrera 



c.14.15.1. Ayuntamiento de Monóvar 



c.14.15.2. Ayuntamiento de Alicante 


c.14.16. Otros empleados 



c.14.16.1 . Diputación provincial 
9. COMENTARIO PERSONAL DE LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL EXPUESTA 
II . HACIENDA PUBLICA 
1.ARBITRIO DE UTILIDADES 
a) Introducción 
b) Panorama legislativo aplicable 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Disconformidad con las bases de valoración y cuotas 
c.1.1. Junta General de Repartimento de Utilidades de Novelda para el ejercicio 1. 925 – 1. 926 
c.2. Disconformidad con las cuotas impuestas 
c.2.1. Junta General de Repartimento de Utilidades de Novelda para el ejercicio de 1. 932 
c.2.2. Junta General de Repartimento de Utilidades de Monóvar para el ejercicio de 1. 932 

c.2.3. Junta General de Repartimento de Utilidades de Elda para el ejercicio de 1. 933 
c.2.4. Junta General de Repartimento de Utilidades de Jalón para el ejercicio de 1. 933 

c.2.5. Junta General de Repartimento de Utilidades de Sella para el ejercicio de 1. 932 
c.2.6. Junta General de Repartimento de Utilidades de San Vicente del Raspeig para el ejercicio de 1. 934 
c.2.7. Junta General de Repartimento de Utilidades de San Fulgencio para el ejercicio de 1. 933 y 1. 934 
c.3. Legitimación activa de los Presidentes de las Juntas Generales de Repartimento para impugnar la determinación de las cuotas fijadas por el Tribunal Económico-administrativo Provincial 
c.3.1. Presidencia de la Junta General de Repartimento de Busot para el ejercicio de 1. 929 
c.3.2. Presidencia de la Junta General de Repartimento de Jijona para el ejercicio de 1. 931 

c.3.3.Presidencia de la Junta General de Repartimento de Torremanzanas para el ejercicio de 1. 933 
c.3.4. Presidencia de la Junta General de Repartimento de Benifallim para el ejercicio de 1. 931  

c.4. Legitimación activa de los Ayuntamientos para impugnar la determinación de las cuotas fijadas por el Tribunal Económico-administrativo Provincial 

c.4.1. Ayuntamiento de Orihuela 


c.4.2. Ayuntamiento de Muchamiel 

c.4.3. Ayuntamiento de La Romana 
c.5. Gastos generados por el funcionario-comisionado nombrado por la Delegación Provincial de Hacienda para la formación del Repartimento General de Utilidades en el supuesto de concurrir negligencia municipal al respecto : la acción de repetición 

c.5.1. Ayuntamiento de Polop respecto del Repartimento de 1. 935 
2. IMPUESTO DE INQUILINATO 
a) Introducción 
b) Panorama legislativo aplicable 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Orihuela 
3. TRIBUTOS CON FINES NO FISCALES 
a) Introducción 
b) Panorama legislativo aplicable 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Alicante 
c.2. Ayuntamiento de Crevillente 
4. EXPEDIENTES SANCIONADORES POR DEFRAUDACIÓN FISCAL 
a) Introducción 
b) Panorama legislativo aplicable 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Delegación provincial de Hacienda 
c.2. Diputación provincial 
c.3. Ayuntamiento de Almoradí 
5. PROCEDIMIENTO EN VÍA EJECUTIVA 
a) Introducción 
b) Panorama legislativo aplicable 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Delegación provincial de Hacienda 
c.2. Ayuntamiento de Jijona 
6. OTROS ASPECTOS DE LA TEMÁTICA 
a) Introducción 
b) Panorama legislativo aplicable 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Delegación Provincial de Hacienda 

c.1.1. Devolución de ingresos indebidos por duplicidad de recibos 
c.1.2. Clasificación de edificio religioso en Villena a efectos de la Contribución Urbana 
c.2. Ayuntamiento de Alicante 
c.2.1. Cobro de arbitrios municipales por anuncios insertos en un número extraordinario editado por la prensa local – Diario “ La Razón “ -
c.2.2. Sujeción al Arbitrio sobre el producto neto de las Compañías Anónimas de la “ Sociedad de Aguas de Alicante “ 
c.3. Ayuntamiento de Crevillente 
c.3.1. Determinación de la base imponible del Arbitrio municipal de Casinos y Círculos de Recreo 
c.4. Ayuntamiento de Alcoy 
c.4.1. Pago por los derechos de acometida a la alcantarilla pública de una vivienda con fachada a varias calles 
c.4.2.Expediente de contribuciones especiales por la construcción del puente de San Jorge y ensanche de varias calles de la ciudad 
c.5. Ayuntamiento de Orihuela 
c.5.1 Liquidación de la tasa sobre degüello de reses en el matadero y de la del arbitrio sobre el consumo de carnes frescas y saladas 
c.5.2. Cuotas por arbitrio municipal sobre canalones y bajadas de aguas pluviales 
c.6. Ayuntamiento de Elche 
c.6.1. Impugnación de Ordenanzas municipales relativas al tendido eléctrico y su ocupación de suelo y subsuelo público 
7.COMENTARIO PERSONAL DE LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL EXPUESTA 
III . PRESUPUESTOS MUNICIPALES 
1. CONSIGNACIÓN EN LOS PRESUPUESTOS MUNICIPALES DE LA TASA ESPECIAL DE RODAJE PARA EL PATRONATO DEL CIRCUITO NACIONAL DE FIRMES ESPECIALES  
a ) Introducción 
b) Panorama legislativo aplicable 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Calpe 
c.2. Ayuntamiento de San Juan de Alicante 
c.3. Ayuntamiento de Jijona 
c.4. Ayuntamiento de Campello 
c.5. Ayuntamiento de Finestrat 
2. CUESTIONES PROCEDIMENTALES EN SU ELABORACIÓN Y APROBACIÓN 
a) Introducción 
b) Panorama legislativo aplicable 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Senija 
c.2. Ayuntamiento de Daya Vieja 
c.3. Ayuntamiento de Benifallim 
3. COMENTARIO PERSONAL DE LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL EXPUESTA 
IV. ESTATUTO Y RESPONSABILIDAD DE LOS MIEMBROS DE LAS CORPORACIONES LOCALES EN EL EJERCICIO DE SUS CARGOS 
a) Introducción 
b) Panorama legislativo aplicable 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Relleu 
c.2. Ayuntamiento de Aspe 
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ANEXO 
1. RELACION DE SENTENCIAS – FICHAS DE LA Nº 0 A LA Nº 261- 
PARTE PRIMERA : ESTUDIO ESPECIFICO DEL CONTEXTO HISTORICO Y LEGISLACION DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO EN EL PERIODO COMPRENDIDO ENTRE EL 13 DE SEPTIEMBRE DE 1. 888 AL 18 DE JULIO DE 1. 936 
1. EL ELEMENTO HISTORICO : LA EVOLUCION LEGISLATIVA 
I . LA REGENCIA DE MARIA CRISTINA DE HABSBURGO-LORENA ( 1.885-1.902 ) , EN ESPECIAL EL PACTO DEL PARDO Y EL LLAMADO “ PARLAMENTO LARGO “ DE 1. 885 a 1. 890  
A)REFERENCIA AL CONTEXTO HISTORICO 
El Partido Liberal regresa al gobierno de la nación bajo el liderazgo de Práxedes Mateo Sagasta durante los años 1. 885 – 1.890 , denominado tal período cronológico como “ Parlamento largo “ , debido esencialmente a la concurrencia de dos causas : el fallecimiento inesperado – tenía 27 años de edad - del monarca Alfonso XII , que aunque estaba aquejado de tuberculosis murió al parecer de una bronquitis aguda , el día 25 de Noviembre de 1. 885 y el acuerdo político alcanzado con el líder del Partido Conservador , Antonio Cánovas del Castillo , conocido como el Pacto del Pardo . 
Dicho pacto garantizaba el “ turnismo “ de los dos partidos mayoritarios – Conservador y Liberal – como funcionamiento ordinario del sistema parlamentario que posibilitaba la Constitución de 1. 876, manifestando su conformidad al efecto María Cristina de Habsburgo-Lorena , segunda esposa de Alfonso XII y a la sazón convertida en Regente , cristalizando tal voluntad regia en la formación del gobierno presidido por Sagasta el 27 de Noviembre de 1. 885
 .
No obstante , el 4 de Abril de 1.886 se celebran elecciones al Congreso de los Diputados , otorgando una amplia victoria al Partido Liberal que obtiene más del 70 % de los posibles escaños que componen la Cámara Baja .

La referida legislatura parlamentaria iniciada en la solemne sesión celebrada el 10 de Mayo de 1. 886 , dio comienzo con el discurso de la Corona , en esta ocasión leído por Sagasta dado el avanzado estado de gestación en que se encontraba la Regente de quién posteriormente sería coronado como Alfonso XIII , destacado una importante mención a la denominada  cuestión social , que por primera vez la Corona mostraba una especial sensibilidad por la armonía de todos los protagonistas sociales y que debía plasmarse en la obra legislativa que debía emprenderse al efecto y para el desarrollo de la Constitución vigente .
Tras la dimisión de Camacho como Ministro de Hacienda y quizá la concurrencia de otros factores de menor peso político desembocó en una profunda crisis de gobierno ,  motivando la brillante comparencia de Sagasta en el Congreso de los Diputados el 18 de Noviembre de 1. 886 , donde explicó las causas de tal crisis gubernamental y la composición de un nuevo gabinete , así como manifiesta su voluntad que se produzca una pronta aprobación de más de veinticinco proyectos legislativos de gran calado social y que varios de ellos afectaban a la propia estructura orgánica y territorial del Estado
 , parte de los mismos ya estaban en tramitación parlamentaria y otros se someterían en breve al correspondiente conocimiento y trámite de dicha Cámara , entre los que se anunciaba el proyecto de ley sobre el ejercicio de la jurisdicción contencioso-administrativa .
Precisamente respecto a la tramitación de dicho proyecto de ley de la jurisdicción contencioso-administrativa , es menester mencionar que el ministerio de Gracia y Justicia fue ocupado reiteradamente por Manuel Alonso Martínez en los tres gobiernos que van desde el 27 de Noviembre de 1. 886  a 11 de Diciembre de 1. 888 , siendo decisivo su impulso para la tramitación parlamentaria del indicado proyecto legislativo
 que llegó a aprobarse como Ley de 13 de septiembre de 1. 888 , de ahí la especial importancia que tuvo en la elaboración y aprobación de la ley que nos ocupa el período histórico conocido como Parlamento largo
 . 
B)LA LEY DE 13 DE SEPTIEMBRE DE 1. 888 , SOBRE EL EJERCICIO DE LA JURISDICCION DE LO CONTENCIOSO – ADMINISTRATIVO 
a ) SU ELABORACION 
a.1 . EL ESTADO PREVIO DE LA CUESTION 
La instauración y puesta en marcha de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo en España , mediante la Ley de organización y atribuciones de los Consejos Provinciales de 2 de Abril de 1. 845 – desarrollada por el Real Decreto de 1 de octubre de 1. 845 -  y la Ley de organización y atribuciones del Consejo Real de 6 de Julio de 1. 845 , se caracterizaron por tres notas esenciales concurrentes predicables de la propia elaboración de tales textos jurídicos y de la organización que se plasmó en los mismos de la indicada jurisdicción  .
En primer lugar , las dos leyes citadas se elaboraron por el Gobierno del Partido Moderado presidido por Ramón María Nárvaez y se aprobaron por el mismo en el ejercicio de la delegación legislativa de la que traían causa , la Ley de 27 de Diciembre de 1. 844 ,  eludiendo así  el debate parlamentario de las indicadas leyes 
.
En segundo lugar , destaca la elaboración y aprobación de las citadas leyes en un lapso de tiempo extremadamente corto , teniendo presente la fecha de la aprobación de la ley de delegación de la que traen causa 
. 
Y en tercer lugar , se opta sin ninguna ambigüedad por una organización de la indicada jurisdicción donde el Poder judicial no tenga ninguna competencia respecto del control de la actividad administrativa del Gobierno , con fundamento en una interpretación sesgada y doctrinaria de la configuración del principio de separación de poderes que consagra la Constitución de 1845 
 , que por cierto se aprobó ésta con anterioridad a la publicación de las leyes ordenadoras de la Jurisdicción contencioso-administrativa , por lo que se entendía la acomodación de tales leyes a  las prescripciones constitucionales en vigor 
 . 
Otra cuestión fue el funcionamiento de los propios órganos que integraban dicha jurisdicción , teniendo en cuenta cual era el carácter jurídico previsto en tal régimen jurídico respecto del denominado Consejo Real que encarna a la perfección el principio de la llamada jurisdicción retenida
 , así como de los propios Consejos Provinciales
 , que actuarían como una auténtica jurisdicción delegada regia en el propio ámbito competencial de tales órganos ,  competencias que se contienen esencialmente en el sistema de lista previsto en el artículo 8 y 9 de la Ley de 2 de Abril de 1. 845 respecto de los Consejos Provinciales y en el artículo 1 del Real Decreto de 30 de Diciembre de 1846 en punto al Consejo Real
 .
El referido esquema organizativo y funcional de la jurisdicción que nos ocupa no resulto ajeno a los avatares propios de lo que aconteció en el Estado español durante el siglo XIX
 .

En este sentido , en el denominado Bienio Progresista ( 1.854 – 1. 856 ) , mediante sendos Reales Decretos de 7 de Agosto de 1. 854 , se suprimió el Consejo Real , creándose un Tribunal Contencioso-administrativo que suplía sus competencias rigiéndose por lo dispuesto en el Real Decreto de 10 de Enero de 1. 855 , así como se abolieron los Consejos Provinciales atribuyéndose los asuntos que conocían a las Diputaciones provinciales .

Superada dicha etapa histórica , se restableció por Decreto de 16 de Octubre de 1. 856 la jurisdicción de lo contencioso-administrativo en los términos que se encontraba en 1. 854 , si bien , el denominado Consejo Real mediante Decreto de 14 de Julio de 1. 858 paso a denominarse Consejo de Estado , que fue objeto de reorganización mediante la Ley de 17 de Agosto de 1. 860 .

La llamada revolución “ Gloriosa “ que se produjo en el mes de Septiembre de 1. 868 y que inició el período histórico denominado el “ Sexenio revolucionario “ – 1. 868 a 1. 874 - , de nuevo abolió los órganos mencionados integrantes de la indicada jurisdicción mediante los Decretos de 13 y 16 de Octubre y de 26 de Noviembre de 1. 868 , pasando sus competencias al Tribunal Supremo y a las Audiencias Territoriales , asumiéndose tal distribución orgánica y funcional por la Ley Orgánica provisional del Poder Judicial de 15 de Septiembre de 1. 870 .
Por su parte , la denominada Restauración Borbónica que se estableció en España a finales del año 1.874 , trajo consigo el restablecimiento de la jurisdicción retenida en lo contencioso-administrativo , reinstaurándose el Consejo de Estado y las llamadas Comisiones Provinciales , mediante los  Reales decretos - leyes de 20 , 24 y 26 de Enero de 1. 875  y la Ley de 30 de Diciembre de 1. 876 , régimen jurídico que esencialmente pervivió hasta la elaboración de la Ley de 13 de Septiembre de 1. 888 .
En todo caso , el sistema jurisdiccional de lo contencioso-administrativo como fue diseñado en la legislación de 1. 845 ha sido el sistema que más ha pervivido en el tiempo como se observa , aunque no llegó a los cuarenta años en total   y  haciendo balance de la eficacia en su funcionamiento no parece que haya sido lo suficientemente operativo , amén del resto de reparos al sistema a que me he referido con anterioridad 
. 
a.2. EL DIAGNOSTICO DE LA SITUACION PRECEDENTE : LA PONENCIA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DEL CONGRESO JURIDICO ESPAÑOL CELEBRADO EN 1. 886 COMO REFERENCIA 
Desde que en el Estado español se consolidó lo que se ha venido denominando como Restauración borbónica , que históricamente se inicia con el Pronunciamiento militar en Sagunto a finales del año 1. 874 propiciado por el general Arsenio Martínez Campos que proclama como monarca a Alfonso XII , regresando éste a Madrid el 14 de Enero de 1. 875 , concurre una circunstancia en la que de manera común y generalizada se coincide ,  cual es , la concienciación por parte de los partidos políticos que integran el arco parlamentario de la época sobre la imperiosa necesidad de modificar el régimen jurídico existente regulador de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo .

Ahora bien , expresado lo anterior ya todo son discrepancias sobre el modelo jurisdiccional que se postula
 y las razones que se esgrimen para tal reforma legislativa 
 .
Resulta evidente que las razones de mayor especulación teórica al efecto siguen en buena medida afectando a la propia consideración del llamado principio de división de poderes , que se proclamó formalmente en la famosa “ Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano “ como texto jurídico que sirvió de frontispicio de la Revolución Francesa de 1. 789 , concretamente en su artículo 16 , en cuanto condición necesaria para la existencia de una Constitución y que luego se incorporó al llamado constitucionalismo liberal y doctrinario de origen francés 
 , donde según la interpretación auténtica de los revolucionarios galos los poderes públicos no deben controlarse entre sí , sino operar como auténticos contrapesos entre los mismos , lo que implicaba esencialmente que el poder judicial no podría controlar la actividad del poder ejecutivo , ni siquiera en su vertiente de Administración Pública como gestora del interés general , de ahí que se vertebrara la jurisdicción de lo contencioso-administrativo como retenida en la propia Administración activa y , por ende , totalmente dependiente del poder ejecutivo 
. Pero al respecto , también resulta evidente que la evolución que sufrió en España el llamado Consejo Real y posteriormente el Consejo de Estado, no fue la misma que el denominado Conseil d´Etat en Francia , aunque en los inicios el modelo español seguía “ pari pasu “ la propia estela de dicho órgano galo 
 , teniendo además presente en este debate la adecuada valoración sobre la vertebración y efectividad de los derechos de la ciudadanía frente a la actuación de las Administraciones Públicas y del poder ejecutivo .  
Por tanto , las aportaciones tanto legislativas como doctrinales del derecho comparado para justificar la reforma del régimen jurídico mencionado pudieron ser de suyo condición quizás necesaria  , pero no suficiente al efecto , ya que el inadecuado funcionamiento del sistema de lo contencioso-administrativo entiendo que fue la causa que con mayor seguridad motivó la reforma legislativa operada .
En este sentido , puede servir como diagnóstico del sistema de lo contencioso-administrativo implantado en España por las leyes de 1. 845 , la ponencia que como tema undécimo , titulada “ Lo contencioso-administrativo “ , se presentó en el Congreso Jurídico Español , convocado por la Junta de Gobierno de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación , que se celebró en Madrid entre los días 27 de noviembre y 11 de diciembre de 1. 886 , nombrándose una Comisión al efecto compuesta por varios juristas de reconocido prestigio de la época , que fueron los autores de la misma y que se llegó a publicar con anterioridad a la propia celebración del Congreso : José Gallostra y Frau 
 , José Maluquer de Tirell , Gabriel Rodríguez y Enrique Ucelay 
 .
Sobre la ponencia de referencia resulta de interés destacar por su directa vinculación con la problemática que nos ocupa tres aspectos de la misma , a saber :

En primer lugar , en su apartado I se aborda el concepto de la llamada “ vía de lo contencioso-administrativo “ , que se define como “ la revisión en forma de juicio de una resolución dictada con carácter definitivo por la Administración , en vía gubernativa , en virtud de sus facultades regladas o preestablecidas , en cuanto puede haber lesionado derechos o intereses legítimos .” 

En segundo lugar , se postula que para que el concepto de lo contencioso-administrativo esté completo , en el mismo se deben comprender tres elementos que se enuncian al final del apartado I de la ponencia y se desarrollan en el apartado IV de la misma  , a saber :
“ 1º , la jurisdicción contencioso-administrativa , o sea la facultad de conocer y resolver el juicio ( organización de tribunales ) ; 2º , la materia contencioso-administrativa , o sea el asunto del conflicto que puede ser objeto del juicio ; 3º , el procedimiento contencioso-administrativo, o sea la tramitación de este juicio .”
Sobre el llamado elemento de la jurisdicción o por mejor decir su organización
 , se sostiene en la ponencia , “ nos limitamos a exponer nuestra opinión en el sentido de que debe establecerse un tribunal especial , sobre cuya composición , por ser accidental , no creemos necesario hacer consideración alguna ; pero en sentir de varios de los firmantes , podría formarse por mitad de magistrados con las condiciones que para los del Tribunal Supremo exige la legislación vigente , y de funcionarios letrados del orden administrativo , cuya categoría habrán de designar los reglamentos “.

Tras valorar los datos numéricos respecto de los pleitos interpuestos , instruidos , fallados y pendientes de tramitar por el Consejo de Estado y las Comisiones provinciales
 se manifiesta lo que sigue :

“ Estos datos acerca del corto número de pleitos en los tribunales de provincia vienen a constituir un argumento a favor de los que opinan , como alguno de los firmantes de este dictamen , que debe suprimirse esta instancia , avocando al Tribunal Contencioso-Administrativo el conocimiento en una sala de todos los negocios de esta clase , como acontece en otros países , si bien tiene esto el inconveniente de una excesiva centralización , siempre peligrosa y cuando menos perjudicial para los interesados .”

En lo referido al carácter de la jurisdicción , se sostiene que “ no es ya una cuestión que deba tratarse en serio y doctrinalmente la relativa a si ha de ser retenida o delegada , y empleamos esta nomenclatura por respeto al uso ; la jurisdicción , o es propia o no existe según los buenos principios .” 
Por lo que hace a la materia contencioso-administrativa , “ hállase formada la opinión en el sentido de que deben excluirse de la misma y reservarse al conocimiento de los tribunales ordinarios muchas de las cuestiones o materias que por circunstancias determinadas o por un interés pasajero de gobierno se ha atribuido sin razón bastante a la jurisdicción contencioso-administrativa , y confiamos que la reforma , que por modo evidente se impone , no ha de hacerse esperar .”

A este respecto también se reflexiona sobre la operatividad y transcendencia de mantener el sistema de lista competencial que establecieron las leyes de 1. 845 .

Y en lo atinente al procedimiento de lo contencioso-administrativo , en las conclusiones de la ponencia se contienen con nitidez propuestas concretas de “ lege ferenda “ para su incorporación a la legislación patria , teniendo siempre en cuenta como en la misma se indica que “ las leyes procesales son siempre leyes de garantía .” 

En este sentido , se enumeran , entre otras , como medidas necesarias para su incorporación al ordenamiento español : la unificación de los términos para interponer el recurso jurisdiccional ; la admisión de la demanda por el Tribunal mediante auto motivado y después de oír a las partes en litigio ; la fijación de plazos e , incluso , la previsión de la sanción penal si no se remite el expediente administrativo por la Administración actuante ; el carácter obligatorio para el Tribunal del trámite de prueba cuando así se solicite por alguna de las partes ; la inexcusable competencia del Tribunal para ejecutar sus sentencias mediante los medios jurídicos procedentes ; la valoración y ponderación de los intereses públicos en juego en el litigio en cuestión para resolver sobre el incidente de suspensión del acto o acuerdo que se recurre . 
Por último , en lo que a la meritada ponencia se refiere simplemente señalar que las reformas legislativas que se plantean deben canalizarse mediante la codificación del Derecho Administrativo , “ a cuyo ideal puede llegarse por medio de la codificación parcial “ 
 .
a.3 . EL PROYECTO DE LEY DE 22 DE JULIO DE 1886 SOBRE LA JURISDICCION DE LO CONTENCISO-ADMINISTRATIVO: SU SIGNIFICADO , SU “ ITER “ PARLAMENTARIO Y SU RESULTADO FINAL 
Soslayando las diversas iniciativas parlamentarias que se presentaron desde la instauración de la Restauración Borbónica en España sobre la reforma de la vigente legislación de lo contencioso-administrativo , que incluso algunas de las mismas se llegaron a tramitar
 , lo cierto es que la ley de fecha 13 de Septiembre de 1. 888 trae causa directa e inmediata del proyecto de ley de la jurisdicción contencioso-administrativa que presentó en el Congreso de los Diputados Sagasta , en calidad de Presidente del Gobierno , el 22 de Julio de 1. 886 . Se publicó en la Gaceta de Madrid el 21 de Noviembre de 1. 886 y en el Diario de Sesiones del Congreso como apéndice al número 68 , de fecha 20 de Noviembre de 1. 886 .

En la propia exposición de motivos que dicho proyecto incorpora se alude a otro proyecto presentado por Sagasta ante el Congreso de los Diputados el 30 de Diciembre de 1. 882 , publicado en el Diario de Sesiones del Congreso de fecha 27 de febrero de 1. 883 en su apéndice 1 ,  como presupuesto de partida del proyecto que ahora se presenta y que el mismo reproduce en sus aspectos esenciales
 .

Las notas esenciales del proyecto de ley que se presentó en 1. 886 son las siguientes : 
Sin duda alguna la cuestión de la organización de los tribunales de lo contencioso-administrativo fue la cuestión prioritaria de dicho proyecto de ley , que ya se dejaba vislumbrar en la propia Exposición de Motivos , que se remitía en este punto a lo expresado en el propio proyecto de ley anterior de 1. 882 
.
El proyecto de ley de 1. 886 consta de 76 artículos , de los que los dos primeros Títulos se refieren a la organización y competencias de los Tribunales de lo Contencioso – Administrativo – artículos 1 al 21 - 
 . Mientras que el Título III disciplina el procedimiento contencioso-administrativo – artículos 22 al 73 - 
 . 
Una vez nombrada la Comisión dictaminadora del Congreso de los Diputados , cuyo Presidente será Trinitario Ruiz Capdepon y Secretario de la misma , Vicente Santamaría de Paredes 
 , su dictamen de fecha 21 de Junio de 1. 887 , se publica el siguiente 22 de Junio – consta de 81 artículos y 3 disposiciones transitorias - , tras aceptar dicha Comisión numerosos aspectos del dictamen de la ponencia , cuyo autor fue su Secretario .
El expresado dictamen varió el proyecto de ley en los siguientes aspectos esenciales :

- Creación de un Tribunal Superior Contencioso-Administrativo y unos Tribunales Regionales Contencioso-administrativos – artículos 8 y siguientes - .

- Se vertebra el ámbito competencial estableciéndose una cláusula general en vez del anterior sistema de lista – artículos 1 al 3 - .

- Se dispone la unificación del plazo general para interponer el recurso contencioso-administrativo con determinadas especialidades respecto de su interposición por la Administración .

- Se establece la supresión del trámite previo de admisión de la demanda y la previsión de numerosas excepciones dilatorias ( artículos 33 y siguientes ) .

- Se prevé como auténtica obligación jurídica la remisión del expediente por la Administración demandada ( artículos 22 a 26 ) .

- La facultad limitada de los tribunales para acordar la suspensión del acto impugnado ( artículo 76 ) .

- La regulación específica de la prueba ( artículos 37 a 41 ) .

- La publicidad de los votos particulares de las sentencias ( artículos 46 y 75 ).

- La previsión de la potestad administrativa de hacer ejecutar lo juzgado ( artículos 63 a 67 ) .

- El establecimiento del recurso extraordinario de revisión .

El dictamen referido se aprobó con carácter definitivo por el Congreso el 23 de diciembre de 1. 887 , con un único voto particular debido a Manuel Benayas Portocarrero 
 .

Se remite dicho proyecto de ley y su correspondiente dictamen evacuado por el Congreso de los Diputados al Senado , nombrándose la preceptiva Comisión al efecto , donde de nuevo se reaviva la polémica sobre la conveniencia de mantener la llamada jurisdicción retenida así como el propio diseño de la organización de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo 
 y se considera conveniente , en todo caso , que el control del Gobierno se mantenga en la propia jurisdicción de lo contencioso-administrativo respecto del ejercicio de la potestad administrativa de suspender la ejecución de las sentencias y en lo relativo a la interposición del recurso extraordinario de revisión .

Al respecto , sirva como anécdota que al plantearse la descrita polémica sobre el carácter y la organización de los tribunales de lo contencioso – administrativo en el Congreso , tiene lugar una encendida defensa del llamado sistema armónico o mixto por Santamaría de Paredes en su ya famoso discurso pronunciado el 14 de Diciembre de 1. 887 , en su calidad de Secretario de la Comisión nombrada al efecto y ponente de la misma en el Congreso de Diputados y , por tanto , en vísperas de la aprobación definitiva del dictamen correspondiente por la Cámara baja que recogió prácticamente la totalidad de sus tesis 
 .

Con fecha 19 de Abril de 1. 888 se publica el dictamen del Senado , que no acata en varios de los puntos esenciales expuestos el dictamen del Congreso , en especial , respecto a la organización de los tribunales , toda vez que el Tribunal Superior Contencioso-administrativo mantiene una vinculación orgánica con el Consejo de Estado , así como una clara opción por hacer prevalecer la elección administrativa de sus miembros y asimismo los tribunales inferiores tienen un ámbito estrictamente provincial , manteniéndose tales postulados hasta su aprobación definitiva de dicho dictamen en el mes de Mayo de 1. 888 elaborándose el correspondiente texto articulado .
Dada la disparidad de los contenidos de los indicados dictámenes evacuados por ambas cámaras parlamentarias y la consiguiente elaboración de dos textos articulados distintos
 , se procedió al nombramiento de una Comisión Mixta para llevar a cabo la coordinación de los dos textos referidos , publicándose su dictamen al efecto los días 2 y 3 de Julio de 1. 888 , que no cuenta con la firma , entre otros miembros de tales Cámaras , de Vicente Santamaría de Paredes , a la sazón también nombrado Secretario de dicha Comisión Mixta , ya que su inicial posición sobre el denominado sistema armónico o mixto se va diluyendo con la tramitación parlamentaria derivando a otros postulados que él no defendía 
 , aprobándose definitivamente por ambas Cámaras previa la preceptiva votación .

La sanción regia de la ley aprobada en Cortes se produce el 6 de Julio de 1. 888 , su promulgación es de fecha 13 de Septiembre siguiente y su publicación en la Gaceta de Madrid es de 14 de Septiembre de 1. 888 
 . 
b) SUS CARACTERES ESENCIALES 
Se pueden destacar los siguientes caracteres esenciales de la referida Ley de 13 de Septiembre de 1. 888 
 .
En primer lugar , la configuración de la organización de los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo distinguiendo con nitidez las dos instancias jurisdiccionales que se establecen del siguiente modo :

De una parte , por lo que hace a la segunda instancia jurisdiccional – o primera según la autoridad que haya dictado el acto o acuerdo enjuiciado - 
 se consagra legalmente la llamada jurisdicción delegada 
 , el Tribunal de lo Contencioso-administrativo se configura como una Sección del Consejo de Estado y se integra por Magistrados y funcionarios preponderando mayoritariamente éstos sobre aquéllos 
 , vaciándose así el llamado sistema armónico que propugnaba Santamaría de Paredes y que se recogió en el dictamen de la Comisión del Congreso para dar el giro al que se ha aludido en la tramitación parlamentaria posterior  
 .
Por otro lado , en lo referido a la primera instancia se crean los Tribunales Provinciales de lo Contencioso-administrativo , incardinándose en la propia organización jurisdiccional ordinaria – Audiencias Territoriales o Audiencias Provinciales - y estableciéndose una composición tanto de Magistrados de tales Audiencias , como de dos Diputados provinciales letrados , elegidos por sorteo anual y respecto de determinados trámites procesales 
 . 
En segundo lugar , respecto de las materias objeto de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo , se sustituye el vetusto sistema de lista que establecía la legislación de 1. 845 mediante un sistema de cláusula general que se contiene en el artículo 1  de la ley 
 , por tanto se configura el objeto de la referida jurisdicción mediante un cambio sustancial operado en la propia técnica legislativa 
 . 
En tercer lugar , respecto de los distintos trámites procesales regulados por dicha ley en relación a la precitada jurisdicción , resultan destacables por la persistencia de la esencial influencia del Gobierno en la actividad jurisdiccional contencioso-administrativa , en la propia  configuración de la potestad administrativa para la ejecución y suspensión de las sentencias dictadas en tal orden jurisdiccional 
 , así como en la posibilidad de interposición de un recurso extraordinario de revisión por parte del Ministerio Fiscal , en el caso que entienda que el Tribunal de lo Contencioso-administrativo carezca de competencia o incurra en abuso de poder , correspondiendo su resolución al Consejo de Ministros 
 .
c) SU DESARROLLO 
c.1.EL REAL DECRETO DE 13 DE SEPTIEMBRE DE 1. 888 : SU DESARROLLO PARCIAL  
El Real Decreto mencionado constituye el primer desarrollo reglamentario de la precitada ley con el objeto esencial de organizar la planta jurisdiccional necesaria para su entrada en vigor y su puesta en funcionamiento partiendo , obviamente , de las los recursos humanos y medios materiales existentes en la fecha .

En este sentido , el Real Decreto de de 13 de Septiembre de 1. 888 que se compone de 12 artículos , los artículos 1 al 7 regulan la constitución de los Tribunales provinciales de lo Contencioso-Administrativo , mientras que su artículo 8 al 12 prescriben la regulación del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo 
 .

c.2.EL REAL DECRETO DE 29 DE DICIEMBRE DE 1. 890 : SU DESARROLLO INTEGRO 
El Real Decreto de 29 de Diciembre de 1. 890 , aprobando el Reglamento general del procedimiento a que deberá ajustarse la sustanciación de los asuntos de lo Contencioso-administrativo y de sus incidentes , constituye la obra normativa de dos Comisiones nombradas al efecto que intervinieron de forma sucesiva , a saber :

La primera Comisión se nombró por el Gobierno de la Nación y estuvo presidida por el Presidente del Tribunal de lo Contencioso-administrativo , Félix García Gómez de la Serna , que elaboró un proyecto de reglamento general de la ley indicada .

La segunda Comisión se designó como especial en el seno del Consejo de Estado por su Presidente , Alejandro Groizard y Gómez de la Serna , aceptando parcialmente el proyecto elaborado por la anterior Comisión 
.

El Reglamento indicado se aprobó por el Gobierno de Cánovas del Castillo , no asumiéndose en el mismo la totalidad del dictamen evacuado al efecto por el propio Consejo de Estado 
 . 
El Reglamento meritado se integra de 513 artículos y como se comprueba se superó por el Gobierno el plazo de un año máximo previsto para su aprobación a contar desde la publicación de la ley de la que trae causa , a tenor de lo dispuesto en el artículo 107 de la Ley de 1. 888 , toda vez que dicha ley se publicó en la Gaceta de Madrid el 14 de Septiembre de 1. 888 .
C) EL REAL DECRETO DE 22 DE JUNIO DE 1894 : LA MODIFICACIÓN DE LA LEY DE 13 DE SEPTIEMBRE DE 1. 888 
a) SU ELABORACION 
En la elaboración y aprobación del Real Decreto de 22 de Junio de 1. 894 incidieron esencialmente dos factores :

Por un lado , las carencias y deficiencias que se detectaron por los propios tribunales del orden jurisdiccional que nos ocupa con la entrada en vigor de la meritada Ley de 1. 888 , tras seis años de vigencia .

De otro lado , la situación de precariedad que con el nuevo sistema de organización jurisdiccional del orden contencioso-administrativo sufrió el propio Consejo de Estado 
 .
Ante tal situación el Congreso otorga al Gobierno la correspondiente autorización mediante la Ley de Presupuestos de 1. 892 , que se aprobó a finales del año 1. 891 , en concreto en su artículo 30 , con objeto que proceda a la reorganización del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y del propio Consejo de Estado debiendo contenerse e , incluso ,  reducirse de manera drástica  el gasto público previsto al respecto , por lo que le Gobierno , presidido por Cánovas del Castillo , habilitado legalmente al efecto dicta el Real Decreto de 28 de Julio de 1. 892 
 , que en su disposición adicional , prevé la creación de una Comisión de la formarán parte los Presidentes del Consejo de Estado y del Tribunal de lo Contencioso-administrativo , entre otros , con el fin de proponer al Gobierno las reformas precisas respecto a la organización y procedimiento contencioso-administrativo regulado en la legislación en aquel entonces vigente en el término de tres meses .
Como corolario a las reformas propuestas por la mentada Comisión nombrada al efecto y previo el preceptivo dictamen del Consejo de Estado se dictó el Decreto de 22 de Junio de 1. 894 , siendo Presidente del Gobierno Sagasta y Ministro de Gracia y Justicia , Ruiz Capdepon , por el que se modificó parcialmente tanto la Ley de 1. 888 
 como su Reglamento de 1. 890 
 , según lo prescrito en su artículo 1 y en su artículo 2 , respectivamente , se mandaba publicar de nuevo en la Gaceta de Madrid la ley y el reglamento reformados como así se procedió .
b) SUS CARACTERES ESENCIALES 
Se pueden destacar como características más significativas de la reforma llevada a cabo las siguientes :

En primer lugar , la Comisión mencionada constituida al efecto tuvo como objetivo esencial y prioritario de la reforma emprendida respecto del tratamiento de la legislación anterior  , el “ no alterar ninguno de los principios que la informan , ni de sus prescripciones sustanciales , que al cabo fueron producto del trabajo asiduo de importantísimas personalidades de varios partidos políticos y representan un término de avenencia entre ellos , en medio de las múltiples opiniones que , tratándose de lo contencioso-administrativo , venían sosteniéndose “. 
En segundo lugar , se retocaron levemente las competencias jurisdiccionales en la materia que nos ocupa , así sufrió una leve modificación el artículo 4 , párrafo segundo “ in fine “ , de la Ley y los artículos 2 , 4 y 5 del Reglamento . 

En tercer lugar , se regula el “ iter “ y las consecuencias jurídicas de la declaración de lesividad de las resoluciones administrativas y su ulterior vía jurisdiccional , añadiéndose un último párrafo al artículo 2 de la Ley e incorporándose tal regulación en el artículo 7 del Reglamento . 
En cuarto lugar , las inicialmente llamadas excepciones dilatorias por la Ley de 1. 888 , se califican en la reforma estrictamente como “ excepciones “ , en el epígrafe que encabeza los artículos 46 y siguientes de la Ley , dada la naturaleza de las mismas que argumenta la Comisión en esta sede 
 , introduciendo además dicha reforma que el recurrente debe inexcusablemente acompañar a su escrito de interposición del recurso la documentación acreditativa del carácter con que el actor comparece en juicio . 
En quinto lugar , respecto del régimen de apelaciones y con el fin de rebajar la notable carga de trabajo del Tribunal de lo Contencioso –administrativo , se establece que las sentencias dictadas en grado de apelación que sean confirmatorias de las apeladas , contendrán la condena en costas para la parte apelante en los pleitos de segunda instancia que en lo sucesivo se entablen .

En sexto lugar , también sufren leves retoques la regulación del recurso extraordinario de revisión en cuanto a concretos aspectos procedimentales como así se recoge en el artículo 103 de la Ley reformada , así como en idéntico sentido la regulación del recurso de nulidad que se contiene en el artículo 66 de la Ley reformada , en especial en su párrafo cuarto .

En séptimo lugar , también se regulan con amplitud los supuestos de suspensión del cumplimiento de las sentencias en cuanto potestad administrativa , a tenor de lo establecido en el artículo 84 de la Ley objeto de la reforma indicada .

Y en octavo lugar , la Comisión impulsa determinadas medidas para agilizar la tramitación de los litigios en la primera y en la ulterior instancia , a saber : los asuntos entablados ante los Tribunales provinciales del expresado orden y que su cuantía litigiosa sea inferior a mil pesetas no será necesaria la formación de extracto , ni vista pública y no procederá el recurso de apelación en tales asuntos ; asimismo también se plantea y aconseja al Gobierno una nueva regulación de las competencias de las dos instancias judiciales ante el creciente aumento de litigios ante el Tribunal de lo Contencioso-administrativo y el número escaso de pleitos que se plantean ante los Tribunales provinciales de dicho orden jurisdiccional 
 .
II . EL REINADO DE ALFONSO XIII  ( 1.902 – 1.931 ) . EN ESPECIAL , LA DICTADURA DEL GENERAL PRIMO DE RIVERA ( 1. 923 – 1. 930 ) 
A)REFERENCIA AL CONTEXTO HISTORICO 
El expresado período histórico 
 se inicia con la mayoría de edad del monarca Alfonso XIII , el día 17 de Mayo de 1. 902 – que contaba 16 años de edad - hasta su huida de España el día 14 de Abril de 1. 931 .
El profesor SECO SERRANO divide el reinado de Alfonso XIII en las siguientes etapas 
 : 1. 902 – 1. 912 – la esperanza regeneracionista - ; 1. 913 – 1. 918 – la crisis del sistema y los gobiernos de concentración - ; 1. 918 – 1. 922 – los problemas de la posguerra - ; 1. 922 – 1. 923 – el plano inclinado hacia la Dictadura - ; 1. 923 – 1. 931 – la Dictadura y el fin de la Monarquía - . 
También siguiendo a SECO SERRANO 
 , la pérdida de las últimas colonias españolas en 1. 898 fue el hecho que en buena medida vino a determinar el reinado de Alfonso XIII , así como resultaba cada vez más evidente que los presupuestos de la llamada “ Restauración Borbónica “ estaban en constante situación de crisis como lo venían a demostrar las siguientes circunstancias : en primer lugar , el inicio del reinado con reiterados cambios gubernamentales 
 , que obedecían coyunturalmente a la debilidad de liderazgo del bipartidismo que sostenía el sistema parlamentario heredado de la Restauración – en el partido conservador , la sucesión de Silvela , Fernández Villaverde , Maura y Dato y en el partido progresista , la sucesión de Sagasta , Moret y Montero Ríos , Canalejas y Romanones  - y con carácter estructural al excesivo protagonismo del monarca respecto del papel asignado al mismo en la Constitución de 1. 876 
 , toda vez que el monarca otorgaba el poder a un partido basándose en el único criterio de su unidad interna o , incluso de su propia apetencia personal y no en el apoyo parlamentario que disfrutaba dicho partido , pues una vez encargado de formar gobierno el partido “ fabricaba “ su mayoría en las Cortes , por lo que el sistema parlamentario no sólo no sólo no servía para lograr la adecuada regeneración del Estado que al parecer pretendía la monarquía , sino por el contrario , servía para agudizar su lastre ; en segundo lugar , a causa de la llamada Semana Trágica de Barcelona en 1. 909 , se acentuaron los problemas de orden público que sirvieron como protesta de determinados agentes sociales que se consideraban excluidos del sistema político y parlamentario de la Monarquía , así como se acentuó la intromisión de militares en la vida política
 ; en tercer lugar , el propio desencuentro que se produjo entre el partido conservador y el liberal que creció a lo largo de este período y que determinó las reiteradas alianzas de éste con partidos minoritarios , lo que cuestionó en sus propias bases la pervivencia del “ turnismo “ partidista 
 y en cuarto lugar , los impactos socio-económicos que vivió la sociedad española como consecuencia de las crisis económicas de 1. 917 y 1. 921 y el constante clima bélico de las colonias y plazas de España en Marruecos y las consecuencias que del mismo se derivaron 
 .
Pero la etapa de la monarquía que más interesa a los efectos de este estudio , dadas las normas que en la misma se aprobaron especialmente incidentes en el estudio que me propongo , cuales son , el Estatuto Municipal ( 1. 924 )  y el Estatuto Provincial   ( 1. 925 ) ,  es la de la Dictadura del General Primo de Rivera ( 1. 923 – 1. 930 ) 
 .
La indicada etapa que fue transcendental en el devenir de la monarquía de Alfonso XIII 
 , toda vez que las causas que la originaron , la actitud del Rey en su implantación , las fases del Directorio Militar y Civil en que se dividió la misma , su entramado institucional , sus logros económicos , la abrogación material del sistema parlamentario 
 y , por ende , del régimen constitucional , la suspensión formal de algunos de algunos derechos y garantías previstos en la Constitución de 1. 876 
 y los factores que determinaron la dimisión del dictador en 1. 930 , así como su huida a París , me remito para su pormenorizado estudio a la bibliografía citada , pero de lo que no cabe la menor duda es que dichas circunstancias y factores fueron determinantes para analizar las razones que precipitaron la propia caída de la monarquía y la huida de Alfonso XIII de España en la noche del 14 de Abril de 1. 931 , toda vez que los hechos demostraron que se habían unido los destinos del dictador y del monarca que consintió su dictadura  .
En este período histórico , si bien a nuestros efectos conviene mencionar las distintas medidas adoptadas para la llamada “ militarización del orden público “ 
 , me centraré en las llamadas “ medidas purificadoras “ decretadas respecto de la organización y funcionamiento de las Administraciones Públicas , con el objetivo prioritario de eliminar el caciquismo en cuanto mal que acechaba a la vida pública desde el siglo XIX 
 .
Las medidas para la pretendida purificación de las Administraciones Públicas se referían a diversos aspectos de su organización y funcionamiento , a saber :

Respecto a la reforma de los usos y costumbres de la Administración central , se dictó el Real Decreto de fecha 17 de Septiembre de 1. 923 y una batería normativa adicional 
 , con el objeto de sanear dicha Administración mediante la erradicación del clientelismo político y la imposición que los funcionarios públicos cumplieran en su integridad los horarios y jornada de trabajo bajo la supervisión de delegados gubernativos militares , así como fueran supervisados respecto del ejercicio de otras actividades al margen de la función pública y de las gratificaciones extraordinarias que solían percibir .

Por lo que hace a la Administración periférica estatal , mediante el Real Decreto de fecha 20 de Septiembre de 1. 923 se ordenó la sustitución de los gobernadores civiles por los militares 
 .

En lo atinente a la Administración Local , mediante el Real Decreto de 30 de Septiembre de 1. 923 se procedió a la disolución de los Ayuntamientos existentes 
 en un número de 9.254 y se procedió a su sustitución por las llamadas Juntas de Vocales Asociados 
 , así como el Directorio Militar se reservaba el derecho de nombrar a los ediles en los municipios de más de cien mil habitantes lo que suponía el retorno de la histórica figura de lo llamados “ alcaldes de Real Orden “ y aunque desde el inicio de la Dictadura se anunció la intención de celebrar elecciones municipales , éstas nunca se llevaron a cabo .

Según las precisas instrucciones remitidas por el Directorio Militar , el día primero de Enero de 1. 924 , los delegados gubernativos procederían a disolver a su vez los Ayuntamientos constituidos con fecha de 1 de Octubre de 1. 923 sobre la base de la citada Junta Municipal de Vocales Asociados y sustituir los Ayuntamientos por nuevas corporaciones integradas por los miembros elegidos por los delegados gubernativos 
 , lo que no determinó la ansiada “primoriverista” desaparición del caciquismo en la vida pública local 
 .

Y por último , mediante el Real Decreto de 12 de Enero de 1. 924 se procedió a la disolución de las Diputaciones provinciales con la excepción de las de Álava , Guipúzcoa , Navarra y Vizcaya 
 . Los nuevos diputados provinciales se elegirían por los gobernadores civiles entre los ciudadanos mayores de 25 años con títulos profesionales , mayores contribuyentes o directivos de las corporaciones representativas de intereses culturales , industriales y profesionales . Asimismo a las nuevas  Diputaciones provinciales se les obligaba a elevar una Memoria sucinta detallando defectos o anomalías de funcionamiento que se detectaran y proponiendo las medidas más convenientes para remediarlas .
B) LA LEY DE 5 DE ABRIL DE 1. 904 , DE CREACION DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO EN EL TRIBUNAL SUPREMO 
a)SU ELABORACION 
El proceso normativo de adscripción del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo desde su integración en el Consejo de Estado como se ha examinado anteriormente a configurarse como una Sala del Tribunal  Supremo , es decir , que la jurisdicción de lo contencioso-administrativo queda a todos los efectos incardinada en el orden jurisdiccional ordinario y , por ende , en el Poder judicial , cristalizó dicho proceso totalmente vinculado al lastre que al parecer la organización y funcionamiento de dicho Tribunal con el paso del tiempo supuso respecto del adecuado funcionamiento del Consejo de Estado al que siempre estuvo unido  y con planteamientos coyunturales de ahorro presupuestario 
 .

En el sentido indicado , la base segunda del artículo 17 de la Ley de Presupuestos de 31 de Marzo de 1. 900 , establecía que el Tribunal Supremo ejercerá “ además la jurisdicción contencioso-administrativa en única y segunda instancia , según la ley de 13 de Septiembre de 1888 , por otra Sala que se llamará de lo Contencioso-administrativo .”

Ante el mencionado marco jurídico y presupuestario se inició con posterioridad la tramitación parlamentaria de la Ley de 5 de Abril de 1. 904 , en concreto , con la presentación del proyecto de ley orgánica en cuestión por el Jefe del Gobierno , Francisco Silvela , con fecha 8 de Junio de 1. 903 ante el Senado , constituyéndose la preceptiva Comisión al efecto que dictaminó el proyecto que se le sometía a su consideración introduciendo diversas modificaciones al mismo referidas a las competencias y organización del Consejo de Estado  , presentándose una única enmienda por el senador Danvila proponiendo un sueldo para los consejeros ex ministros , que se rechazó y sólo el Conde de Esteban – Collantes manifestó su oposición a que se procediera a la separación del orden jurisdiccional contencioso – administrativo del Consejo de Estado 
 .

El proyecto de ley pasó al Congreso y por la Comisión nombrada al efecto se dictaminó introduciendo diversas modificaciones , así como también fueron numerosas las enmiendas introducidas respecto de la adscripción del orden jurisdiccional contencioso-administrativo al Tribunal Supremo .

Finalmente se nombró la Comisión mixta del Congreso y del Senado proponiéndose como fórmula de consenso el texto que se aprobó finalmente como Ley de 5 de Abril de 1. 904 
 ,  constando su contenido de dos Títulos que regulan la organización y atribuciones del Consejo de Estado en 30 artículos , así como lo que la ley denomina como Artículos Adicionales que se dedican a regular la jurisdicción contencioso-administrativa en un número de 10 artículos .

b)SUS CARACTERES ESENCIALES 
Los caracteres esenciales de dicha Ley son los siguientes :

En primer lugar , como hecho histórico en la evolución del recurso de lo contencioso-administrativo 
 se establece la separación definitiva de la Jurisdicción contencioso-administrativa del Consejo de Estado 
 , desvinculándose de su ejercicio desde entonces .

En segundo lugar , la expresada jurisdicción se atribuye a una Sala de nueva creación en el Tribunal Supremo denominada “ de lo contencioso-administrativo “ y se integrará en la organización y funcionamiento del mencionado Alto tribunal a todos los efectos  , de cuya composición formarán parte necesariamente tres Magistrados procedentes de la carrera administrativa en el grado de Jefe Superior de la Administración y con las condiciones exigidas en los artículos 12 , 13 y 20 de la Ley reformada de 22 de junio de 1. 894 – artículo adicional 1º de la Ley - , teniendo presente que de los cinco Consejeros que actualmente constituyen el Tribunal Contencioso-Administrativo , el Gobierno designará a tres , que pasarán a formar parte de la nueva Sala como Magistrados – artículo adicional 5º - .

En tercer lugar , la nueva organización de la jurisdicción que nos ocupa se ajustará a las reglas de competencia y de procedimiento de la legislación de lo contencioso-administrativo vigente – artículo adicional 1º - .

Y en cuarto lugar , se modifican los siguientes preceptos contenidos en la Ley de 22 de Junio de 1. 894 : su artículo 84 – disposición adicional 2ª - , en el sentido que se restringen y se tasan los supuestos de suspensión e inejecución de las sentencias por parte de la Administración actuante y sus artículos 103 y 104 – articulo adicional 3º - en punto al recurso extraordinario de revisión .
C) EL ESTATUTO MUNICIPAL DE 8 DE MARZO DE 1. 924 : SU INCIDENCIA EN LA LEGISLACION DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
a)SU ELABORACION  

El llamado Estatuto Municipal se vincula de manera hipostática a la figura de José Calvo Sotelo 
 , dada la relevancia que éste tuvo tanto en la elaboración y su denominación , en el impulso de su aprobación y en su propia divulgación .
En lo relativo a su elaboración , Calvo Sotelo fue nombrado por el Directorio Militar , con fecha de 23 de Diciembre de 1. 923 , como Director General de Administración Local , con el preciso encargo de poner en marcha la reforma de la legislación de régimen local y el reto de acabar con el caciquismo como lacra de la vida pública local durante el siglo XIX 
 , toda vez que su elección se debía a su propia condición de brillantísimo Abogado del Estado ; a ser sin duda alguna una de las más firmes promesas del Partido Conservador que encabezó Antonio Maura Montaner y que le dio su expresa aprobación para ocupar el referido cargo ; a su condición de discípulo de la cátedra de Derecho Administrativo que ostentaba el ilustre jurista asturiano Adolfo Posada y haber sido un espectador excepcional de los intensos debates del proyecto de Ley Municipal de 1. 907 
 , elaborada por el propio Gobierno presidido por Maura y que no se llegó a aprobar por la dimisión de éste a la postre ante los acontecimientos producidos por la “ semana trágica “  , del que Calvo Sotelo sería su secretario y hombre de plena confianza del ilustre mallorquín ; así como también intervino Calvo Sotelo en la elaboración del proyecto de Ley de Haciendas Locales de 1. 918 presentado en el Congreso por el que fue Ministro de Hacienda , González Besada 
  , que pueden considerarse los dos proyectos citados como los dos auténticos antecedentes del texto normativo que se examina en este epígrafe 
 .
El grueso del trabajo de redacción del texto normativo corrió a cargo del propio Calvo Sotelo , si bien tuvo que auxiliarse en un equipo profesional que él mismo escogió 
 y que incluso en la redacción de específicas partes de dicho texto fue determinante la elección de las personas que formaron dicho equipo 
 .
El proyecto se ultimó en un plazo inferior a dos meses 
 y Calvo Sotelo lo denominó como “ Estatuto Municipal “ 
 .
Tal proyecto se presentó al Directorio Militar y se debatió en tres sesiones a las que asistió Calvo Sotelo , que sintetizó las bases fundamentales de la reforma del régimen local que se proponía  y los retoques que se introdujeron fueron mínimos 
 , siendo sancionado por Alfonso XIII el día 8 de Marzo de 1. 924 , entrando en vigor un mes después .
Y Calvo Sotelo también participó intensamente en su divulgación encargándole a Jordana de Pozas un ambicioso plan de propaganda para su difusión 
 , que comprendió diversas conferencias en varias universidades españolas 
 , así como múltiples charlas divulgativas a lo largo de toda España 
 , así como la participación y fomento de Congresos de carácter internacional 
 y nacional 
 . 
Como afirma ORDUÑA REBOLLO 
 :
“ El Estatuto Municipal es un verdadero código . Consta de 585 artículos , más una disposición final y 28 transitorias , distribuidas en dos libros , el primero referido a la organización y administración municipal y el segundo a la Hacienda local .” 
El Estatuto Municipal se sustenta esencialmente en tres pilares básicos , a saber : la autonomía municipal que se promueve y protege desde la Exposición de Motivos de dicho texto jurídico como nunca se había hecho en ninguna norma en España , la legitimidad democrática de la organización y funcionamiento de los municipios y la aspiración a conseguir la suficiencia financiera de las Haciendas municipales 
 .

Respecto de la autonomía municipal , el Estatuto parte que el municipio es un “ ente natural “ 
 , por lo que la ley tiene que reconocerle su propia personalidad jurídica 
 , su imprescindible potestad de autoorganización 
 y su capacidad de obrar mediante la atribución de un cuantioso haz de competencias de las cuales el mismo es su titular 
 , por lo que las resoluciones y acuerdos municipales no podían ser revocados por ninguna autoridad gubernativa – quedaba suprimida cualquier tutela estatal al efecto- , sino exclusivamente por el poder judicial y la potencialidad que otorgaba a los Ayuntamientos el artículo 290 del Estatuto en defensa de su autonomía 
 , así como se creaban los llamados Cuerpos de Secretarios e Interventores de las Corporaciones Locales de existencia obligatoria en todos los municipios con objeto de velar por la legalidad administrativa , la fe pública administrativa y la legalidad en la disposición de los fondos municipales debidamente presupuestados , al tiempo que se establecían medidas para lograr la estabilidad funcionarial de los empleados municipales .
También el principio de autonomía municipal se despliega en el ámbito de las técnicas de descentralización administrativa , ya que el Estatuto posibilita la libre “mancomunación” de los municipios , aun cuando pertenezcan a provincias o regiones distintas , tanto para la realización en común de tareas municipales , así como para solicitar y explotar servicios y obras públicas incluso ajenas a la competencia municipal .  
Por lo que hace al principio de legitimación democrática en la organización y funcionamiento de los municipios 
 , se establece respecto de los inferiores a 1. 000 habitantes y , en concreto , los menores de 500 habitantes una forma de gobierno de democracia directa , es decir , la posibilidad de su funcionamiento mediante Concejo Abierto ; la fórmulas de democracia representativa se configuran para los Ayuntamientos de más de 1. 000 habitantes o los inferiores que no funcionen en Concejo Abierto , donde los miembros corporativos se eligen dos tercios por los por sufragio de los vecinos 
 y un tercio eran de representación corporativa conforme al complicado procedimiento establecido en el artículo 72 del Estatuto ; el Alcalde en cuanto órgano que representaba y dirigía la actividad administrativa del municipio , se elegía por los respectivos Ayuntamientos entre los Concejales o los electores con capacidad para ser Concejales con el quórum establecido en dicho Estatuto ; así también quedaban suprimidas las elecciones y suspensiones de tales cargos por las autoridades gubernativas – ya no se contemplaban el nombramiento de Alcaldes por real orden , los suplentes de nombramiento gubernativo y los “ vocales asociados “ por sorteo - y sólo eran competentes para la suspensión y deposición de los mismos las Autoridades judiciales 
 , también se amplió notablemente el régimen de incompatibilidades de tales miembros corporativos para facilitar de manera más adecuada el ejercicio de su cargo público . Ahora bien , no debemos olvidar que tales prescripciones normativas nunca se llegaron a estrenar en la práctica , toda vez que la Dictadura de Primo de Rivera no convocó elecciones municipales y las convocadas para el día 12 de Abril de 1. 931 se realizaron bajo los preceptos de la “ Ley maurista de 1. 907 “ 
 . 
En lo atinente al deseado principio de suficiencia financiera de las Haciendas municipales , el Estatuto tuvo especial interés en regular dos problemas endémicos de las finanzas locales : el crédito municipal y los presupuestos extraordinarios , tales instrumentos se regularon minuciosamente para garantizar una gestión económica ordenada , así como también dicha norma modernizó la estructura presupuestaria y fiscal de los municipios , por lo que se dotó a la Hacienda municipal de un número de recursos ordinarios y extraordinarios que no se conoció hasta la fecha 
 , así como se suprimió el examen gubernativo de las cuentas municipales y se residenció el control de las mismas en la Delegación Provincial de Hacienda – no ya en el Gobierno Civil - 
 . 
El Estatuto Municipal fue objeto de un prolífico desarrollo reglamentario 
 .
b) SUS CARACTERES ESENCIALES 
El Estatuto Municipal además de su vertiente analizada como norma de régimen local , tiene una incidencia esencial en la modificación de la legislación de lo contencioso-administrativo referida al ámbito municipal , que ha llevado a afirmar a algunos autores la existencia de un “ nuevo régimen de lo contencioso municipal “
 .
En este sentido , destacan los siguientes caracteres esenciales :

En primer lugar , desde el punto de vista del objeto de la indicada jurisdicción , se establece el principio general relativo a que las resoluciones municipales causan estado , así como se introduce  un específico y novedoso recurso contencioso-administrativo 
 por “ infracción de disposiciones administrativas con fuerza legal , cuya observancia pida cualquier vecino o Corporación , aunque no hayan sido agraviados individualmente en sus derechos “ , según reza el artículo 253 , párrafo segundo , del Estatuto Municipal 
 , todo ello sin perjuicio de establecer otros recursos respecto a la validez de las elecciones , actas e incidentes relativos al estatuto del Concejal – artículo 252 – ; en relación a las multas y sanciones penales impuestas por las Autoridades municipales – artículo 254 - ; en lo referido a acuerdos municipales tácitos por silencio administrativo – artículo 268 -  ; en lo atinente a la materia de Hacienda municipal cuya tipología es variada , así como introduciendo otros recursos contencioso-administrativos especiales por la materia enjuiciada o sin tener dicho carácter se encomienden a los Tribunales Provinciales de lo Contencioso-administrativo 
 , destacando al respecto la regulación del  llamado recurso de abuso de poder que se regula en el artículo 290 del Estatuto , cuya principal novedad es la posibilidad de interponer por las Corporaciones municipales recurso contra “ alguna disposición del Gobierno o de Autoridades subordinadas o delegadas , aunque se hayan dictado en el ejercicio de facultades discrecionales  y no lesionen derechos concretos de la que reclame “  , siempre que tal disposición  se estime atentatoria al régimen de autonomía municipal ,   podrán interponer tal recurso ante la Sala correspondiente  del Tribunal Supremo pidiendo su nulidad , obsérvese que cabe interponer dicho recurso contra normas o disposiciones reglamentarias como gran novedad respecto del régimen jurídico anterior 
  .

En segundo lugar , en relación con la organización de los Tribunales provinciales de lo Contencioso-Administrativo , en vez de integrar dichos Tribunales los dos Diputados provinciales letrados a que se refiere el artículo 15 de la Ley de 22 de Junio de 1. 894 , a tenor de lo prescrito en el artículo 253 , párrafo cuarto , del Estatuto , tales vocales en número de dos , los “ designará el Presidente de la Audiencia mediante sorteo público entre los que reúnan las condiciones que se enumeran a continuación , por orden de preferencia … “ 
. 
Y en tercer lugar , respecto de la tramitación del recurso jurisdiccional contencioso-administrativo se producen múltiples modificaciones respecto del régimen jurídico general en cuanto a sus requisitos y trámites , a tenor de lo dispuesto , entre otros , en el referido artículo 253 del Estatuto – cuantía , procedencia de vista pública y alegaciones orales – y el artículo 256 – régimen de representación y defensa - , además de las disposiciones que en desarrollo de tales previsiones se contienen en el Reglamento de Procedimiento en materia municipal , de 23 de Agosto de 1. 924 , en especial , en su artículo 32 y siguientes . 
D) EL ESTATUTO PROVINCIAL DE 10 DE MARZO DE 1. 925 : SU INCIDENCIA EN LA LEGISLACION DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
a) SU ELABORACION 
Calvo Sotelo señaló cuatro inconvenientes estrictamente técnicos para proceder a la redacción del texto que con posterioridad se aprobaría como Estatuto Provincial : su magnitud , su aridez , la falta de documentación y la diversificación de normas 
 . 
Y siendo ello cierto , no resulta menos verdad , que también concurrió una manifiesta falta de ilusión por parte de su redactor y su equipo teniendo presente que dejó de ser Director General de Administración Local en el mes de Noviembre de 1. 925 
 - aunque se le nombró Ministro de Hacienda el 3 de diciembre de 1. 925 -, así como que Calvo Sotelo se topó con un grave problema de carácter político , cual es , la nueva concepción del Directorio Militar de la cuestión regional y de su incidencia en la organización territorial del Estado que  se pretendía , toda vez que la región se concebía por los dirigentes de la Dictadura como una mera técnica de descentralización y , por ende , de gestión administrativa , pero nunca cuestionando la unidad de la patria , teniendo además presente que en el Estatuto Municipal ya aprobado habían diversas alusiones a la región , por lo que a juicio de Calvo Sotelo dicho problema no podía soslayarse 
 .
 Calvo Sotelo precisa al respecto una vez se redactó en su integridad el texto en cuestión 
 :

“ Yo repartí mi proyecto entre los generales del Directorio . Y todo iba viento en popa , hasta que llegamos al Libro III , titulado “ De la Región “. El Presidente se cuadró , abiertamente . Él no transigía con que se hablase de la región con alcance económico-administrativo . Y quería que se suprimiese ese Libro III “ .

Finalmente por las gestiones llevadas a cabo por el propio Calvo Sotelo convenciendo a cada uno de los miembros del Directorio se logró  aprobar el Estatuto Provincial , incluyéndose el Libro III en la redacción finalmente incorporada referido a la Región 
.
El nuevo Estatuto Provincial de 21 de marzo de 1. 925 estaba dividido en tres libros que trataban , respectivamente , de la organización provincial – provincia , gobernadores civiles , diputaciones provinciales , administración provincial , régimen jurídico provincial y régimen administrativo de las Islas Canarias - , de la hacienda provincial – presupuestos , ingresos de carácter provincial , recaudación y contabilidad provinciales - y de la región , con un solo título .

Los principios caracterizadores del Estatuto provincial eran los siguientes :

De una parte , por primera vez en el régimen local español se configuraba la provincia como un auténtico ente local 
 , además obviamente de seguir manteniendo su condición de administración periférica estatal 
.

Y por otro lado , se posibilita la constitución de regiones con los requisitos y efectos establecidos en el Libro III del Estatuto 
  .

Pero en todo caso , tanto en la posibilidad  y potenciación de la provincia como ente local , cuanto en la constitución de regiones como nuevo ente de la organización territorial estatal , juegan un papel esencial los municipios , toda vez que se trata de los únicos entes “ naturales “ frente al carácter artificial – de creación “ ex lege “ - de los demás – provincias y regiones - , ya que en función de su voluntad pueden incluso excepcionar la organización provincial básica otorgándole un carácter meramente contingente mediante el “ Régimen de carta intermunicipal “ 
 y podrían cerrar definitivamente la puerta a la constitución del estado regional 
.
Por último , se pretende dotar a la provincia para el cumplimiento de su nuevos fines con una hacienda provincial suficiente y saneada 
 . 
También el Estatuto Provincial fue objeto de prolífico desarrollo reglamentario 
 .
b)SUS CARACTERES ESENCIALES 
En  materia de lo contencioso-administrativo el Estatuto Provincial presenta los siguientes caracteres esenciales :

En primer lugar , se establece en su artículo 170 , párrafo primero , la procedencia de interponer recurso contencioso-administrativo  contra los acuerdos provinciales exclusivamente por los interesados , en tanto “ hayan sufrido lesión en los derechos administrativos reconocidos a su favor ” , así como también la posibilidad de recurrir contra acuerdos tácitos provinciales mediante la técnica del silencio administrativo , en los términos del artículo 174 del Estatuto .
En segundo lugar , se establece un régimen jurídico específico para acordar la suspensión e interposición de recursos en relación con los acuerdos provinciales , regulándose también un régimen específico de recursos contra los acuerdos de las Diputaciones provinciales sobre incapacidad , incompatibilidad y excusa de los Diputados provinciales , en los términos que con posterioridad analizaremos .
Por último y dentro del período histórico que nos ocupa se dictó el Real Decreto – Ley de 14 de octubre de 1. 926 , por el que se ampliaban las causas de suspensión e inejecución de las sentencias firmes de la Sala Tercera del Tribunal Supremo respecto de lo regulado en la legislación anterior de 1. 894 – artículos 1 y 2 – y se establecía la competencia del Gobierno para reconocer la indemnidad de los justiciables en los supuestos previstos al respecto – artículo 3 - , que derogó el Real Decreto –Ley de 13 de Marzo de 1. 930 .  .
III. LA SEGUNDA REPUBLICA : EL PERIODO COMPRENDIDO ENTRE EL 14 DE ABRIL DE 1. 931 AL 18 DE JULIO DE 1. 936 
A)REFERENCIA AL CONTEXTO HISTORICO 
El aludido período que comprende un poco más de cinco años de historia se inicia con la particular lectura del monarca Alfonso XIII de los resultados de unas elecciones municipales , convocadas por el almirante Juan Bautista Aznar como objetivo principal de su gobierno , con fecha de 13 de Marzo de 1. 931 ,  se celebraron el 12 de Abril de 1. 931 , que fueron las primeras después de haber entrado en vigor el Estatuto Municipal y las últimas hasta la celebradas después de entrar en vigor la Constitución de 1. 978. 
Aunque fueron escasos los años de este período desde un punto de vista cronológico , sin embargo fueron extremadamente intensos y los acontecimientos se precipitaron sin solución de continuidad 
 .
El hecho que desencadenó el advenimiento de la Segunda República , insisto , fue la lectura que la propia monarquía hizo de los resultados electorales de las elecciones municipales celebradas el domingo 12 de Abril de 1. 931 , que arrojaron un resultado en general favorable a los candidatos de tendencia monárquica sobre todo en zonas rurales y en pequeños y medianos municipios , pero los candidatos de tendencia republicana triunfaron arrolladoramente en 41 de las 50 capitales de provincia , con una participación de cerca del 67 % de los electores convocados 
 , lo que determinó la salida de Alfonso XIII de España , la tarde-noche del martes 14 de Abril de 1. 931 , una vez se completó el recuento definitivo de los votos emitidos , sin que se produjera su renuncia ni abdicación a la Corona 
 .
Existe una general coincidencia ente los autores citados en determinar tres fases claramente diferenciadas por las que discurrió la Segunda República , considerándose como el inicio del régimen republicano la propia implantación del Gobierno provisional de la República presidido por Niceto Alcalá Zamora el 14 de Abril  de 1. 931 hasta el 14 de octubre de 1. 931 , período donde se adoptan las primeras medidas fundacionales del régimen político implantado por la mera inercia de como acontecieron los hechos determinantes , dada la inesperada salida de España de su Rey , celebrándose el 28 de Junio de 1. 931 las elecciones a Cortes Constituyentes para elaborar y aprobar una nueva Constitución .
La primera fase de la Segunda República llamada por la mayoría de autores como “ Bienio reformista “ o “ Bienio social – azañista “ , comprende desde el 14 de Octubre de 1. 931 al 12 de Septiembre de 1. 933 , donde a lo largo de estos casi dos años , Manuel Azaña presidirá tres gobiernos de coalición republicano-socialista , donde se aprueba la Ley de la Defensa de la República de 21 de Octubre de 1. 931 , se aprueba la Constitución de la República Española de 9 de Diciembre de 1. 931
 y se profundiza en las reformas a llevar a cabo en la materia militar , religiosa , educativa , regional y agraria 
. 
La segunda fase del régimen político citado se denomina “ Bienio Radical - Cedista “ o por algunos historiadores también se conoce como “ Bienio negro “ , que se inicia el 12 de septiembre de 1. 933 hasta el 19 de Febrero de 1. 936
 , como consecuencia de la dimisión de Azaña como Presidente del Gobierno en el mes de septiembre de 1. 933 y la decisión de Alcalá Zamora de disolver el Parlamento y la convocatoria de nuevas elecciones generales 
 , que se celebraron en el mes de Noviembre de 1. 933 hasta que de nuevo se disolvió por el Presidente de la República el Parlamento y se celebraron elecciones generales en el mes de Febrero de 1. 936 .  
Los poco más de dos años que dura este período iniciados cuando ganaron tales elecciones el Partido Radical , la coalición electoral – CEDA – y otras formaciones de derecha por abrumadora mayoría , se caracterizan por estudiar y aprobar medidas de carácter y contenido revisionista respecto de la fase anterior y se asiste a un deterioro progresivo del orden público hasta llegar a la llamada “ Revolución de Octubre de 1. 934 .”

Y la tercera fase que se destaca se iniciaría con la victoria electoral mayoritaria de la coalición de partidos y formaciones de izquierdas denominada “ Frente Popular “
 , tras la elecciones celebradas el 16 de Febrero de 1. 936 hasta el 17 de Julio de 1. 936 , cuya primera medida tras la constitución de las nuevas Cortes fue la destitución del Presidente de la República , Alcalá Zamora , por la vía del artículo 81 
 de la Constitución de 1. 931 y la elección de Manuel Azaña con fecha 10 de Mayo de 1. 936 como nuevo Presidente de la República de conformidad con las previsiones constitucionales , pero el orden público se seguía deteriorando de manera incesante , el 12 de Julio de 1. 936 fue asesinado el Teniente Castillo de la Guardia de Asalto y José Calvo Sotelo y el día 17 de julio de 1. 936 las tropas de la Comandancia de Melilla se sublevan contra el legítimo Gobierno de la República iniciándose así la Guerra civil 
 . 
B)LA REVISION DE LA OBRA LEGISLATIVA DE LA DICTADURA DE PRIMO DE RIVERA 
a)LA CONSTITUCION DE 1. 931 
A los efectos que nos ocupan son esencialmente dos aspectos de dicha Constitución de 1. 931
 los que inciden en la temática a que se refiere el presente trabajo de investigación . 
En primer lugar , la Constitución indicada tras proclamar en su artículo 1 , párrafo tercero , que la “ República constituye un Estado integral , compatible con la autonomía de los Municipios y Regiones .”

Por su parte , su artículo 8 prescribe que el Estado español se integra por Municipios , por Provincias - en cuanto suma de municipios mancomunados de conformidad con una ley que desarrolle las mismas , todo ello según lo previsto en el artículo 10 de la Constitución - , Islas y por Regiones autónomas , que se les reconoce potestad legislativa 
 y se regirán por lo dispuesto en sus Estatutos que serán aprobados mediante ley estatal 
 , estableciéndose en su artículo 21 que , “ El derecho del Estado español prevalece sobre el de las regiones autónomas en todo lo que no esté atribuidos a la exclusiva competencia de éstas en sus Estatutos “ 
 .
Y su artículo 9 establece las notas con las que se invisten los Municipios de la República , cuales son , su carácter autónomo para la gestión de las materias de su competencia ; su carácter democrático , tanto en su dimensión de democracia representativa , toda vez que se garantiza la elección de los miembros de los Ayuntamientos mediante sufragio universal , igual , directo y secreto y los Alcaldes se elegirán directamente por el pueblo o por el Ayuntamiento , cuanto en su dimensión de democracia directa , cuando los municipios funcionen en régimen de Concejo abierto , lo que añade una nota más a las indicadas y es el carácter plural de la propia organización y funcionamiento de los municipios que se establece constitucionalmente . 
En segundo lugar , la Constitución de 1. 931 cuando en su Título VII se regula la “ Justicia “ ,  su artículo 101  prescribe lo siguiente :
“ La ley establecerá recursos contra la ilegalidad de los actos o disposiciones emanadas de la Administración en el ejercicio de su potestad reglamentaria , y contra los actos discrecionales de la misma constitutivos de exceso o desviación de poder .”
Por tanto , mediante una norma con rango de ley se establece en dicho precepto constitucional , la necesariedad de arbitrar el régimen jurídico de la procedencia de recursos contencioso-administrativos que cabe interponer contra el ejercicio de la potestad reglamentaria de la Administración y contra los actos de la Administración de carácter discrecional que sean constitutivos de exceso o desviación de poder 
.
b) EL DECRETO DE 16 DE JUNIO DE 1. 931 , SOBRE REVISION Y CLASIFICACION DE LA ACTIVIDAD LEGISLATIVA DURANTE LA DICTADURA DE 1. 923 – 1. 931  

La identificada norma tuvo un impacto esencial respecto de la vigencia de la obra legislativa que se promulgó durante los años que duró la Dictadura militar en el reinado de Alfonso XIII , es decir , entre los años 1. 923 a 1. 931 y fue convalidada por las Cortes Constituyentes mediante el Decreto – Ley de 15 de septiembre de 1.931 . Así aquel Decreto , entre otros extremos , dispuso lo siguiente :

En primer lugar , en virtud de su artículo 1 se derogaron varias normas y sin perjuicio de declarar subsistentes las situaciones jurídicas creadas a su amparo .

Seguidamente , en atención a lo dispuesto en su artículo 2 se prescribió la anulación de diversas normas con la consiguiente invalidación de sus consecuencias jurídicas .

En tercer lugar , según lo prescrito en su artículo 3 , se estableció reducir el rango de determinados preceptos legales en meramente reglamentarios y otros con validez siempre que se conformen con el texto de leyes votadas en Cortes .

Y finalmente , se declararon subsistentes diversas normas , por exigencias de realidad y quedando a salvo la facultad del Gobierno de la República para proceder a su modificación previo conocimiento del Parlamento , entre las que destacan :

Respecto del Estatuto Municipal se decreta la subsistencia en lo relativo a su Libro I ,  el capítulo IV del Título V – artículos 226 al 251 , De los funcionarios municipales ( Secretario , Interventor , Empleados municipales en general )- , así como su capítulo I del Título VI – artículos 252 al 268 , De los recursos contra los acuerdos municipales - . Y en lo atinente a su Libro II , De la Hacienda Municipal , el mismo subsiste vigente en su totalidad . 

Por lo que hace a la Ley Municipal  de 1. 877 , se restablece la vigencia de los Títulos I – De los términos municipales y sus alteraciones - , Título II – Del gobierno y organización  de los municipios - , Título III – De la administración municipal – y su Título VI – Del gobierno político de los distritos municipales - , con excepción de los artículos referentes a las Juntas de asociados y Alcaldes de barrio , quedando asimismo en suspensión los preceptos que conferían a los Gobernadores y Diputaciones atribuciones jerárquicas o facultades de injerencia en los Ayuntamientos , salvo en los artículos 172 y 182 y concordantes y189 , que continuarán en vigor y las atribuciones extraordinarias que les confiera el Gobierno de la República .

En lo que atañe al Estatuto Provincial y respecto a su Libro I , subsiste su capítulo IV del Título VI – artículos 135 a 158 , De los funcionarios provinciales ( Secretario , Interventores de fondos provinciales y demás empleados de la Administración provincial ) , así como su capítulo I del Título V – artículos 159 a 174 , De la suspensión y de los recursos contra los acuerdos provinciales - . Por lo que hace a su Libro II – De la Hacienda Provincial – subsiste en su integridad . En las demás materias que afectan a la provincia , queda restablecida la vigencia de la Ley Provincial de 25 de Agosto de 1. 882 , en cuanto no se oponga a lo dispuesto en el Decreto del Gobierno Provisional de la República de 15 de Abril de 1. 931 , declarando de libre nombramiento los Gobernadores civiles .
c)EL REGIMEN JURIDICO PARA EL EJERCICIO DE LA ACCION DE LESIVIDAD DE LOS ACUERDOS ADOPTADOS DURANTE LA DICTADURA 
Mediante Decreto – Ley de fecha 20 de Abril de 1. 931 , se dispuso que el plazo de cuatro años , establecido en el artículo 7 de la Ley de 22 de Junio de 1. 894 para la declaración de lesivos al interés público los actos y resoluciones de la Administración del Estado , se contará a partir de la caída de ésta , con el fin de ir contra “ los errores e ilegalidades de la Administración , dañosas al interés del Estado “ , teniendo en cuenta que el período cronológico de la dictadura del General Primo de Rivera comprende desde el 13 de Septiembre de 1. 923 al 29 de Enero de 1. 930 , terminándose tal plazo el 29 de Enero de 1. 934 .
Por Decreto de 3 de Julio de 1. 931 se concedió análoga facultad a las Corporaciones Locales , fijándose el plazo de un año para que las Diputaciones y los Ayuntamientos , previa declaración de lesivos de sus respectivos acuerdos , puedan hacer uso de la facultad que otorga el artículo 7 de la Ley de 22 de Junio de 1. 894 , siendo prorrogado éste último decreto por el de 15 de Abril de 1. 932 , que establecía el plazo de otro año , que empezaría a contarse desde el 12 de abril de 1. 932 a los efectos indicados y previa declaración de lesividad de los referidos acuerdos provinciales y municipales .
C)LA LEY DE 26 DE JULIO DE 1. 935 , SOBRE ORGANIZACIÓN Y OTRAS REFORMAS DE LA LEY DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO , EN ESPECIAL ,  LA CREACION DE UNA SALA TRANSITORIA PARA EL CONOCIMIENTO DE ASUNTOS CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVOS EN MATERIA DE ADMINISTRACION LOCAL : SUS CARACTERES ESENCIALES 
La referida ley contiene las siguientes medidas para la mayor eficacia del funcionamiento de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo :

En primer lugar , se autoriza al Ministro de Justicia para crear de manera transitoria una Sala adicional – además de las Salas Tercera y Cuarta de lo Contencioso-Administrativo  - en el seno del Tribunal Supremo dedicada al conocimiento y resolución de los asuntos contencioso-administrativos pero , en concreto , exclusivamente en materia de Administración Local  –artículo 1 , 6.2 y 13 - , integrada por un Presidente y cinco Magistrados y tal Sala cesará en sus funciones cuando el Ministro de Justicia lo estime oportuno , así como se podrá desdoblar dicha Sala en dos Secciones distintas en función de las necesidades del servicio o de la experiencia – artículo 3 - .

En segundo lugar , se establecen importantes modificaciones en cuanto al régimen jurídico del recurso de apelación – artículos 7 al 12 de un total de 15 artículos - , destacando además de los nuevos plazos , cuantías y trámites establecidos al respecto , lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 11 , en punto a que no procederá apelación contra las sentencias que dicten los Tribunales provinciales de lo Contencioso-administrativo en los recursos referentes a correcciones disciplinarias impuestas a los funcionarios públicos , excepto que el acuerdo impugnado implique la destitución del mismo .
Y en tercer lugar , también se introduce una nueva regulación respecto de las costas procesales en su artículo 14 .
D)LA LEY MUNICIPAL DE 31 DE OCTUBRE DE 1. 935 : SU INCIDENCIA EN LA LEGISLACION DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO  

a)SU ELABORACION 
Un anteproyecto de ley municipal en el período republicano se elaboró y tramitó con la llegada de Martínez Barrio al Ministerio de la Gobernación el 12 de Septiembre de 1. 933 y su posterior acceso a la Presidencia del Gobierno .

Cuando en el mes de marzo de 1. 934 accede al Ministerio de la Gobernación Salazar Alonso , se redacta un nuevo proyecto de ley municipal de 39 bases que se presentó en las Cortes y que no seguía las pautas de su antecesor .

Dicho proyecto pasó a la Comisión parlamentaria de Gobernación que elaboró su dictamen preceptivo , haciéndose público el 1 de febrero de 1. 935 , conteniendo dicho dictamen 36 bases y su deliberación parlamentaria duró desde el 12 de Febrero al 9 de Mayo de 1. 935 .

Cabe destacar como una constante en la tramitación parlamentaria de la indicada ley , dadas las fechas en que tuvo lugar la misma y las consecuencias derivadas de la llamada Revolución de Octubre de 1. 934 en Asturias y la proclamación del “ Estat Catalá “ , que la tramitación del proyecto tuvo la ausencia de una parte importante de las fuerzas políticas de la oposición , en especial , Izquierda Republicana y PSOE ; así como el debate parlamentario se hizo largo y tedioso , resaltando quizás la altura de las intervenciones de Calvo Sotelo que ostentaba la condición de parlamentario y el capítulo de la Hacienda municipal fue objeto de un nuevo dictamen de la Comisión permanente de Hacienda y siguió su tramite parlamentario propio 
 .

Se aprobó finalmente en las Cortes la Ley de 10 de Julio de 1. 935 , donde en su artículo único , se autorizaba al Gobierno con arreglo al artículo 61 de la Constitución de 1. 931 , para articular y promulgar una Ley Municipal en su parte orgánica y con estricta sujeción a las 28 Bases establecidas en la misma . 
El texto articulado de dicha Ley de Bases , es decir , la Ley Municipal de 31 de Octubre de 1. 935 se aprobó por el Consejo de Ministros correspondiente y se publicó en la Gaceta de Madrid el mismo 31 de Octubre de 1. 935 , constando de 242 artículos y once disposiciones transitorias 
 , destinándose la mayor parte de las mismas al establecimiento de plazos y requisitos para aprobar los escalafones correspondientes a los funcionarios estatales y locales de la Administración Local – disposiciones transitorias cuarta a novena – , pasando prácticamente desapercibida por la doctrina jurídica de la época 
 , teniendo presente la inminencia del estallido de la Guerra civil .
Las notas más destacables de la indicada Ley municipal de 1. 935 serían las siguientes : la concepción del municipio como entidad natural y el reconocimiento de su autonomía mediante el régimen de carta municipal ; el establecimiento en la organización municipal ordinaria de la Comisión Permanente en municipios de más de 20.000 habitantes ; se crea el Cuerpo de Depositarios de Administración Local ; introducción de técnicas democráticas en la configuración y gestión municipal como la garantía de la legitimidad democrática de los miembros corporativos que deben ser elegidos por sufragio universal , igual , directo y secreto , la previsión de la organización municipal por Concejo Abierto y la consulta popular mediante referendum .
b)SUS CARACTERES ESENCIALES 
Se pueden destacar las siguientes notas esenciales respecto de la temática que nos ocupa : 
En primer lugar , se establece una nítida distinción respecto del recurso contencioso-administrativo municipal , como ya existía en Francia por la labor jurisprudencial del Consejo de Estado , distinguiéndose el recurso de plena jurisdicción por la lesión de un derecho administrativo del recurrente – artículo 223.a) y 224 - y el recurso de anulación , por los motivos referidos a una violación material de disposición administrativa , a un vicio de forma o a incompetencia por razón de la materia – artículo 223.b) y 225 - .

Teniendo además presente el régimen de suspensión de acuerdos municipales por los Tribunales , que debe acordarse a petición de parte , con audiencia de la Corporación y , en su caso , del Fiscal y siempre que se acredite que con la resolución pretendida se evita un grave perjuicio de reparación imposible o difícil –artículo 232 - .

En segundo lugar , se establece una ampliación de competencias de los Tribunales provinciales de lo Contencioso-administrativo en los términos previstos en su artículo 228 y 229 , en punto a las cuestiones planteadas por entidades infra / supra municipales , los recursos contra los acuerdos que dicten los Jefes provinciales de Estadística sobre vecindad y los recursos expresamente asignados en la presente ley ; así como también respecto del Tribunal Supremo , que conocerá de las resoluciones definitivas de la Administración Central en materia municipal , a no ser que la ley singularmente lo impida , según lo dispuesto en su artículo 230 . 
Y en tercer lugar , se establece una variada tipología de recursos jurisdiccionales a los que nos referiremos posteriormente . 
2. EL ELEMENTO CONCEPTUAL Y FUNCIONAL : LA NATURALEZA , EL OBJETO Y EL PROCEDIMIENTO DE LA JURISDICCION DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO A TRAVES DE SU REGIMEN JURIDICO EVOLUTIVO 
I. LA LEGISLACION DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE 1. 888 – 1. 894  
A) LA LEY DE 13 DE SEPTIEMBRE DE 1. 888 
La Ley precitada en su redacción original regula la naturaleza y objeto del recurso contencioso-administrativo en sus artículos 1 al 6 
 .

Así en su artículo 1 se prescribe lo siguiente:

“ El recurso contencioso-administrativo podrá interponerse por la Administración o por los particulares contra las resoluciones administrativas que reúnan los requisitos siguientes :

1º Que causen estado .
2º Que emanen de la Administración en el ejercicio de sus facultades regladas .

3º Que vulneren un derecho de carácter administrativo establecido anteriormente a favor de demandante por una ley , un reglamento ú otro precepto administrativo .”

Dado lo lacónico en la determinación de tales requisitos que inexcusablemente deben reunir las citadas resoluciones administrativas 
 , para que su conocimiento pueda residenciarse en la jurisdicción de lo contencioso-administrativo , se concretan en el artículo 2 de tal Ley los caracteres esenciales de los transcritos requisitos regulados en el artículo anterior de la misma , a saber :
Se entiende que causan estado las resoluciones administrativas , “ cuando no sean susceptibles de recurso por la vía gubernativa , ya sean definitivas , ya de trámite , si estas últimas deciden directa o indirectamente el fondo del asunto de tal modo que pongan término a aquella , ó hagan imposible su continuación .”

Se considera que la Administración actúa en el ejercicio de sus facultades regladas , “ cuando deba acomodar sus actos a disposiciones de una ley , de un reglamento o de otro precepto administrativo .”

Así como se precisa establecido el derecho a favor del  recurrente , “ cuando la disposición que repute infringida le reconozca ese derecho individualmente , ó a personas que se hallen en el mismo caso en que él se encuentre .”

Por su parte , también indica al respecto el tenor literal del artículo 3 de la Ley citada :

“ El recurso contencioso-administrativo podrá interponerse de igual modo contra resoluciones de la Administración que lesionen derechos particulares establecidos ó reconocidos por una ley , cuando tales resoluciones hayan sido adoptadas como consecuencia de alguna disposición de carácter general , si con ésta se infringe la ley en la cual se originaron aquellos derechos .”
El artículo 4 de la Ley de 1. 888 establece en seis puntos las cuestiones , las resoluciones y las Reales órdenes cuyo conocimiento no corresponde a la jurisdicción contencioso-administrativa , es decir , se contempla una cláusula competencial negativa .

Su artículo 5 , por el contrario , establece una cláusula competencial positiva respecto de la jurisdicción contencioso-administrativa en las siguientes cuestiones :

“ … referentes al cumplimiento al cumplimiento , inteligencia , rescisión y efectos de los contratos celebrados por la Administración central , provincial y municipal para obras y servicios públicos de toda especie . 

Continuarán también atribuidas a dicha jurisdicción aquellas cuestiones de las que se otorgue el recurso especialmente en una ley o reglamento , si no estuviesen comprendidas en las excepciones del artículo anterior . “

El artículo 6 de la Ley establece la regla “ solve et repete “ respecto de los asuntos sobre cobranza y demás rentas públicas o créditos definitivamente liquidados a favor de la Hacienda como requisito imprescindible para acudir a la jurisdicción contencioso – administrativa , salvo en el supuesto que sea declarada la pobreza del recurrente instada por el mismo . 
B)EL REAL DECRETO DE 29 DE DICIEMBRE DE 1. 890 
Dicho Real Decreto que se dictó en desarrollo de la indicada Ley de 1. 888 contiene el siguiente esquema normativo en la materia que nos ocupa , en sus artículos 1 al 7 .

Su artículo 1 contiene una remisión expresa a los requisitos que deben contener las resoluciones administrativas para que sean susceptibles de recurso jurisdiccional contencioso-administrativo , interpuesto por los particulares o la propia Administración , que se regulan en los artículos 1 y 2 de la Ley de 1. 888 . 
Al desarrollo normativo de dichos requisitos se dedican los artículos 2 al 6 . Así su artículo 2 
 es del tenor literal siguiente :

“ Causan estado , y podrán ser reclamadas sólo en vía contenciosa ante los Tribunales provinciales , las resoluciones a que se refiere el artículo anterior , dictadas por los Gobernadores de la provincia , por los Delegados de Hacienda y por cualquiera otra Autoridad o Corporación , contra los cuales no proceda por ley o reglamento recurso de alzada en la vía gubernativa o en la judicial .”

En su artículo 3 se contiene idéntica previsión pero respecto de los Tribunales locales de Ultramar .
Por su parte el artículo 4 del citado Real Decreto , establece “ que corresponde señaladamente a la potestad discrecional : 

1º Las cuestiones que por la naturaleza de los actos de que nazcan o de la materia sobre que versen , pertenezcan al orden político o de gobierno y las disposiciones de carácter general relativas a la salud e higiene públicas , al orden público y a la defensa del territorio , sin perjuicio a las indemnizaciones a que puedan dar lugar tales disposiciones .

2º Las resoluciones denegatorias de concesiones de toda especie que se soliciten de la Administración , salvo lo dispuesto en contrario por leyes especiales .

3º Las que niegan o regulan las gratificaciones o emolumentos , no prefijados por una ley o reglamento , a los funcionarios públicos que presten servicios especiales .”

Los artículo 5 y 6 precisan que no son materia del recurso jurisdiccional contencioso-administrativo las siguientes : las declaraciones de la Administración sobre su competencia o no para conocer de un asunto ; las correcciones disciplinarias impuestas a los funcionarios públicos , salvo las que impliquen separación del cargo de empleados inmovibles según la ley ; las resoluciones dictadas por un Ministro de la Corona no podrán ser reclamadas en vía contenciosa por Ministro de distinto ramo , así como las resoluciones administrativas no podrán ser reclamadas por las Autoridades inferiores respecto de aquella que dictó el acto , ni por los particulares cuando estos obren por delegación o como meros agentes o mandatarios de la Administración .
En lo atinente al artículo 7 de tal Real Decreto y con objeto de aplicar la anteriormente mencionada regla “ solve et repete “ consagrada en la propia ley , se exige la acreditación en autos de la carta de pago expedida por la correspondiente Tesorería de Hacienda acreditativo de haber realizado el ingreso que se reclama jurisdiccionalmente .
C)EL REAL DECRETO DE 22 DE JUNIO DE 1. 894 
Dicho Real Decreto retoca levemente las reglas competenciales mencionadas , así respecto de la Ley de 1. 888 se operan las siguientes modificaciones :

En primer lugar , se añade un cuarto párrafo al artículo 2 de la ley citada del tenor literal siguiente :

“ La Administración podrá someter a revisión en la vía contencioso-administrativa las providencias de primera instancia que por orden ministerial se declaren lesivas de los intereses del Estado . En este caso , la demanda se interpondrá ante el Tribunal que corresponda , según la Autoridad que hubiese dictado la resolución que se declare lesiva .” 

Y en segundo lugar , se añade al párrafo segundo del artículo 4 de la ley citada , en cuanto cuestiones cuyo conocimiento no corresponde a los Tribunales del orden contencioso-administrativo , aquellas que por su naturaleza “ sean competencia de otras jurisdicciones .”
Y en punto al Real Decreto de 1.890  citado , se modifican los siguientes extremos :

En primer lugar , en su artículo 2 se añade el término “ provincial “ a Corporación en punto a las resoluciones administrativas que causan estado y el contenido trascrito de la artículo 21 del Real Decreto de 1. 890 se convierte en el artículo 22 de la versión del Real Decreto de 1. 894 .
En segundo lugar , se añade en el párrafo primero del artículo 4 , respecto a lo que se considera potestad discrecional , “ o afecten a la organización del Ejército o a la de los servicios generales del Estado .”

En tercer lugar , en su artículo 5 , se especifica que no pertenecen a la potestad discrecional las resoluciones de la Administración sobre la inteligencia , rescisión y efectos de las ventas y arriendos de bienes sujetos a la desamortización , materias éstas que se atribuyeron originariamente a la Administración en exclusiva 
 , así como el artículo 6 mantiene el contenido del anterior artículo 5 del Real Decreto de 1. 890 .

En cuarto lugar , su artículo 7 regula pormenorizadamente los requisitos para que proceda la declaración de lesividad de las resoluciones dictadas por la Administración del Estado .

Y su artículo 8 del Real Decreto que se glosa mantiene el contenido del anterior artículo 7 del Real Decreto de 1. 890 .
En todo caso , los requisitos predicables de las resoluciones administrativas que pueden ser enjuiciadas por la jurisdicción de lo contencioso-administrativo son los que se establecen en el artículo 1 de la versión original de la Ley de 1. 888 y que se mantienen íntegramente en la modificación de dicha ley aprobada por el Real Decreto de 22 de Junio de 1. 894 
 .
A continuación se procederá a un sucinto análisis de los mismos :
Respecto del primer requisito consistente que las resoluciones administrativas “ causen estado “ .

En puridad dicho requisito exige que las resoluciones cuyo conocimiento se residencia en la jurisdicción de lo contencioso-administrativo , “ no sean susceptibles de recurso en la vía gubernativa , ya sean definitivas , ya de trámite , si este último decide directa o indirectamente el fondo del asunto , de tal modo , que ponga término a aquella o haga imposible su continuación … Mientras la resolución no sea definitiva , puede la Administración dictar otras , corrigiendo los defectos de la inferior inmediata . Por eso la Lex exige que está agotada .” 
 
Al respecto añade el profesor PI Y SUÑER 
 :
“ La presunción de haber terminado o no la vía gubernativa , depende , en términos generales , del carácter centralizador o descentralizador de la Legislación de un país . A mayor centralización , más cantidad de recursos jerárquicos . Cuanto más descentralizada es la Legislación , más pronto se agota la vía gubernativa .
También puede decirse , en líneas generales , que si se trata de funciones delegadas , ha de presumirse posible el recurso de alzada ante una autoridad gubernativa más alta , mientras que en los casos de funciones propias , es lo frecuente que la providencia cause estado .
Se hace necesario determinar por grupos de materias los casos en que las resoluciones administrativas causan estado .”
Y sin duda alguna , la cuestión más espinosa al respecto que perduró hasta la entrada en vigor del Estatuto Municipal , fue la relativa a que los acuerdos municipales no causaban nunca estado 
 .

PI Y SUÑER de forma encomiable describe sucintamente la situación generada al respecto en punto a la Administración municipal 
 :
“ Con arreglo a la legislación municipal , una resolución municipal no ponía nunca término a la vía gubernativa . Discutióse en alguna ocasión si cabía admitir lo contrario , pero es indudable que hubiese un Tribunal Contencioso- provincial tramitando una reclamación contra una resolución de los Ayuntamientos . En el caso más favorable , esto es , cuando se tratara de asuntos de la exclusiva competencia municipal , era precisa la intervención del Gobernador civil , cuya providencia cerraba el ciclo de lo gubernativo , abriendo el camino a lo contencioso tras de sí . En los casos menos favorables , o sea , cuando el Ayuntamiento no actuaba en funciones de su típica competencia , la resolución del Gobernador era apelable ante el Ministro de la Gobernación , que terminaba la vía gubernativa , permitiéndose entonces lo Contencioso ante el Tribunal Supremo .”
En lo atinente a la Administración central , tres constituyen los principios esenciales concurrentes al respecto cuando entró en vigor la Ley de lo Contencioso-administrativo de 1. 888 
 :

En primer lugar , las resoluciones dictadas por las Direcciones generales causan estado cuando expresamente lo declaren así las leyes o las disposiciones reglamentarias , puesto que sin esta expresa declaración , puede utilizarse contra aquellas el recurso de alzada ante el Ministro correspondiente .

En segundo lugar , en idéntico sentido respecto de las resoluciones de los Subsecretarios cuando no despachan por delegación del Ministro correspondiente .

Y en tercer lugar , las resoluciones ministeriales tiene como regla general carácter definitivo y podrán apelarse , en su caso , para ante el Tribunal Supremo .  
El segundo requisito enunciado es el relativo a que las resoluciones administrativas emanen de la Administración en el ejercicio de sus facultades regladas y , en sentido contrario , que no emanen de sus facultades discrecionales 
 .

Aunque el propio Reglamento de 1. 890 , en su artículo 4 en los tres párrafos que lo componen , dictado en desarrollo de la Ley de 1. 888 , reguló los supuestos que corresponden a las facultades discrecionales de la Administración  y por ende , las resoluciones administrativas dictadas en base a tales facultades no son susceptibles del recurso que nos ocupa , lo cierto y verdad es que al tratarse en la mayoría de supuestos de conceptos jurídicos indeterminados ha tenido un papel fundamental la jurisprudencia en la determinación de tal facultad administrativa 
 , teniendo presente , en todo caso , que si bien como se ha indicado , las resoluciones administrativas dictadas mediante la potestad discrecional de la Administración no podían ser objeto de la jurisdicción que nos ocupa , sin embargo los perjuicios que de ellas pudieran derivarse deben ser indemnizados por ésta , a tenor de lo dispuesto en el mencionado artículo 4 , párrafo primero , “ in fine “ del citado Reglamento , con fundamento al parecer en una reiterada doctrina del Consejo de Estado , pudiendo resultar ilustrativo el Real Decreto Sentencia de 6 de Noviembre de 1. 880 .  
Respecto al tercer requisito exigible al respecto , en punto a que las resoluciones administrativas “ vulneren un derecho de carácter administrativo establecido anteriormente a favor del demandante por una ley , un reglamento u otro precepto administrativo .”

Por tanto , dado el tenor literal del precepto ha sido reiterada y abundante la doctrina jurisprudencial que respecto de la aplicación de este requisito exige la concurrencia de dos condiciones esenciales , a saber : que la resolución administrativa en cuestión haya vulnerado un derecho - no un mero interés - establecido en la legislación administrativa – los derechos establecidos en el Código Civil y en la Ley del Notariado no tienen dicho carácter administrativo - , a favor del interesado o titular del mismo y que tal derecho se haya establecido por la legislación administrativa , con anterioridad ha haberse dictado dicha resolución administrativa que lo infringe o lo desconoce – es decir , dicha legislación debe haber entrado en vigor - y así lo debe alegar , puntualizar o concretar el demandante en su escrito de demanda 
  . 
En lo referido a la perspectiva procesal de dicha legislación reguladora del recurso contencioso-administrativo 
 , son muchas las obras que estudian la misma , bien , desde una perspectiva íntegra del “ proceso de lo contencioso-administrativo “ 
 , como desde determinados aspectos concretos de dicho proceso o de alguno de sus trámites 
 o , incluso , un concienzudo estudio de los factores históricos que determinaron la aparición y evolución de dicho proceso por los propios tratadistas del Derecho Administrativo español , surgiendo una enconada polémica doctrinal al efecto a finales de la década de los años sesenta entre NIETO y PARADA , en punto al carácter declarativo o revisor de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo  , sirviendo de vehículo de tales publicaciones la Revista de Administración Pública  
 .

Por último , también es menester mencionar la importancia que tuvieron en sopesar su dimensión práctica y en la proposición de reformas respecto del proceso contencioso-administrativo , las Memorias de la Fiscalía del Tribunal Supremo . 
 

II . LA LEGISLACION DE REGIMEN LOCAL 
A) EL ESTATUTO MUNICIPAL  
El  Estatuto Municipal prescribe en su artículo 253 :

“ Los restantes acuerdos de los Ayuntamientos , Comisiones municipales permanentes y Alcaldes , no comprendidos especialmente en otros artículos de esta ley , causarán estado en la vía gubernativa y contra ellos sólo cabe recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal provincial .

Podrá interponerse este recurso :

1º Por lesión de derechos administrativos del reclamante .

2º Por infracción de disposiciones administrativas con  fuerza legal , cuya observancia pida cualquier vecino o Corporación , aunque no hayan sido agraviados individualmente en sus derechos . “
Dado el tenor literal del transcrito precepto resultan destacables las siguientes notas esenciales abundando en la perspectiva histórica del recurso jurisdiccional que nos ocupa , a saber :
En primer lugar , no existe ningún óbice normativo a que las resoluciones municipales puedan causar estado como así se ha manifestado , constituyendo tal extremo una novedad singular en el devenir histórico del recurso contencioso-administrativo .

En segundo lugar , el recurso contencioso-administrativo municipal de carácter ordinario puede ser de dos clases como ya se ha indicado con anterioridad : por la lesión de un derecho de índole administrativa , que reproduce el existente en la legislación de lo contencioso-administrativo y por la lesión de un mero interés cuando así lo solicite cualquier vecino o Corporación , es decir , se trata del ejercicio de una verdadera acción popular en la materia 
 , eso sí cumpliendo los requisitos establecidos en dicho precepto 
 , que es el que constituye una gran novedad respecto del anteriormente enunciado . 

Y en tercer lugar , el propio Estatuto Municipal también regula lo que se denominan recursos contencioso-administrativos especiales 
 , así como otros asuntos que se encomiendan a los Tribunales del orden contencioso-administrativo . 
En relación a los recursos contencioso-administrativos especiales se pueden distinguir los siguientes :

Recursos contra los acuerdos tácitos o por silencio negativo , artículos 268 en relación con el artículo 255 del Estatuto Municipal – a partir de ahora EM - , produciéndose tales acuerdos cuando hayan transcurrido un plazo de cuatro meses , como regla general , desde la presentación de la petición al respecto sin haberse dictado ni notificado resolución alguna .
En materia de Hacienda municipal , se establecen los recursos relativos a las exacciones e imposiciones municipales –artículo 317 EM - , Ordenanzas reguladoras de exacciones municipales – artículo 321 EM- , Presupuestos ordinario y extraordinarios – artículos 292 a 302 del EM- , aplicación y efectividad de las exacciones municipales – artículos 327 y 330 , 535 y siguientes del EM – y Cuentas municipales – artículos 577 y siguientes del EM- .

En otras materias , recursos relativos a acuerdos adoptados en referendum – artículo 164 EM- , acuerdos relativos a los proyectos de obras de  ensanche , saneamiento y urbanización – artículo 180 EM - , acuerdos de aprobación de planes generales de ensanche , de urbanización , o saneamiento por defecto de procedimiento – artículo 182 EM- , acuerdos sobre justiprecio y tasación – artículo 181 “ in fine “ EM – , acuerdos de expropiación de industrias cuando intenten municipalizarlas – artículo 172 EM - , exoneración de Alcaldes – artículos 93 , 195 , 267 y 278.6 EM - , acuerdos de creación de entidades locales menores – artículo 2 del Reglamento de Población y Términos municipales - , daños en montes municipales – artículo 63 del Real Decreto de 17 de octubre de 1. 925 - , Secretarios municipales – artículo 236 del EM- , Interventores municipales – artículo 242 del EM- , Empleados municipales – artículos 249 y 250 del EM - , multas –artículo 274 del EM -. 

En lo referido a otros asuntos encomendados a los Tribunales Provinciales de lo Contencioso-administrativo , serían los recursos para impedir la extralimitación de las facultades de los Ayuntamientos – artículo 168 y 260 EM- , los recursos para garantizar la autonomía de los Ayuntamientos – artículo 290 del EM- , enjuiciamiento de cuestiones o desavenencias ocurridas entre entidades municipales – artículo 267 EM - , competencias de dichos Tribunales para declarar a los Ayuntamientos en estado de tutela – artículo 280 EM-.
Desde una perspectiva procesal , el proceso contencioso-administrativo municipal se caracteriza por esenciales especialidades y derogaciones puntuales respecto del régimen del recurso contencioso-administrativo general , habiéndose dictado diversa legislación específica al efecto tras la vigencia del Estatuto Municipal 
 y sobre todo por la pormenorizada regulación del mismo contenida al respecto en el Reglamento de 23 de Agosto de 1. 924 , que regula el Procedimiento en materia municipal , en especial , en su Título V – Del recurso de reposición , artículos 29 a 31 - , Título VI – Del recurso contencioso-administrativo , artículos 32 a 54 – y el Título VI – Del procedimiento económico-administrativo en materia municipal , artículos 55 a 66 - 
 . 

En concreto , las discordancias de mayor relevancia entre el referido Reglamento municipal  en materia procedimental y la legislación procesal de lo contencioso-administrativo se centran sobre tres puntos esenciales en punto a la elucidación de su prevalencia  , según lo contenido en la Memoria de la Fiscalía del Tribunal Supremo correspondiente a la anualidad 1. 932 habiéndose reiteradamente planteado tales cuestiones , a saber : el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo municipal , la facultad del Ministerio Fiscal para allanarse a las demandas en las referidas materias municipales , así como la facultad del Ministerio Fiscal para no apelar de las sentencias contrarias a la Administración municipal 
 .    

B) EL ESTATUTO PROVINCIAL 
Existe una diferencia fundamental respecto del  recurso contencioso-administrativo provincial de carácter genérico establecido en el artículo 170 del Estatuto  Provincial – a partir de ahora EP - , respecto de lo contenido al efecto en el Estatuto Municipal en su artículo 253 , ya que el indicado precepto del Estatuto Provincial  regula la modalidad clásica de dicho recurso :

“ El recurso contencioso-administrativo contra acuerdos de la Diputación o de la Comisión provincial se interpondrá ante el Tribunal provincial de lo Contencioso por aquellos interesados que hayan sufrido lesión en los derechos administrativos reconocidos a su favor .

Con la salvedad consignada en el párrafo anterior , serán aplicables a dicho recurso los preceptos contenidos en los artículos 253 y 256 del Estatuto Municipal y sus concordantes del Reglamento de procedimiento en materia municipal de 23 de Agosto de 1924 .”

Respecto de los recursos contencioso-administrativos especiales se prevé el régimen de la suspensión de los acuerdos provinciales – artículos 159 a 165 del EP - , recursos contra los acuerdos dictados por los Gobernadores civiles – artículo 166 EP - , recursos contra los acuerdos dictados sobre incapacidad , incompatibilidad y excusas de los Diputados provinciales – artículo 168 - , recursos contra actos tácitos o por la aplicación de la técnica del silencio negativo , como regla general cuatro meses sin dictar resolución desde la petición – artículo 174 -
 .
Como se observa el tenor literal del artículo 170 del Estatuto Provincial asume con las concretas especialidades previstas en dicho precepto , el régimen procesal establecido en el Estatuto Municipal y la normativa dictada en su desarrollo ,  a los que nos hemos referido con anterioridad , respecto de la sustanciación del recurso contencioso-administrativo provincial . 

C ) LA LEY MUNICIPAL DE 31 DE OCTUBRE DE 1. 935 
 
Se regula el recurso contencioso-administrativo municipal de carácter general en el artículo 223 de la ley de 1. 935 como ya se indicó :

“ Los acuerdos que las Corporaciones municipales y los Alcaldes adopten , con excepción de aquellos a los que la ley asigna otro recurso de naturaleza especial , podrán ser objeto del contencioso-administrativo ante el Tribunal provincial , que será de dos clases 
 :

a) Recurso de plena jurisdicción por lesión de derecho administrativo del recurrente , en el que será parte , como demandado el Ministerio fiscal , el cual podrá allanarse a la demanda y se admitirán coadyuvantes .

Este recurso terminará por confirmación o reforma del acuerdo recurrido .
b) Recurso de anulación por los siguientes motivos :

1º Violación material de disposición administrativa , bien sea legal , reglamentaria o de prescripción autonómica .

2º Vicio de forma .

3º Incompetencia por razón de la materia .

En todos estos casos será parte legítima la persona individual o jurídica que invoque un interés agraviado , sin que la invocación haya de ser sometida a prueba .

En esta segunda clase de recursos no será demandado el Fiscal , pero intervendrá como defensor de la ley por vía de informe , que versará sobre la admisión del recurso y , en su caso , sobre el fondo . “

Sobre los recursos especiales los mismos se regulan en los siguientes preceptos de la Ley citada : recurso por acto presunto o silencio negativo – artículo 217 - , recurso de reposición como presupuesto para acudir a la vía contencioso – administrativa – artículo 218 - , recursos contra la validez de elecciones , actas o credenciales y sobre el estatuto del  Alcalde y del Concejal – artículo 219 - , recursos contra las Ordenanzas municipales –artículo 220 - , recursos contra las multas –artículo 222 - , régimen de recursos respecto a cuestiones entre entes municipales y respecto de las resoluciones definitivas de la Administración Central en materia municipal – artículos 228 a 230 - , recursos adoptados en Concejo abierto y en referendum – artículo 231 - , recursos para la salvaguarda de la autonomía municipal – artículo 233 - , recurso de abuso de poder que pueden interponer las Corporaciones , autoridades municipales y los vecinos en los términos establecidos en el artículo 234 de la Ley de 1. 935 .
Desde una perspectiva procesal , resulta destacable lo dispuesto en los artículos 224 a 227 de la Ley de 1. 935 , respecto del régimen jurídico aplicable a los recursos de plena jurisdicción y de anulación que se establecen en tal ley .
PARTE SEGUNDA : LA COMPOSICIÓN , EL FUNCIONAMIENTO Y LAS COMPETENCIAS DEL TRIBUNAL PROVINCIAL DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE ALICANTE Y EL ANALISIS DE SUS SENTENCIAS EN EL PERÍODO CRONOLÓGICO COMPRENDIDO ENTRE 1.888 A 1.936  
1. INTRODUCCION 

El objetivo inicial de este trabajo era el estudio de la organización , del funcionamiento y de las competencias del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo de Alicante , así como el análisis pormenorizado de las sentencias dictadas por dicho órgano jurisdiccional desde su constitución se entiende en 1.888 hasta el 18 de julio de 1.936 , con el fin de abarcar así períodos históricos completos con cierta distancia en su perspectiva temporal para su análisis . 
Pero tras proceder a las iniciales labores de investigación en el Archivo Histórico Provincial de Alicante – a partir de ahora AHPA - , se constató que sólo se conservan diversos expedientes judiciales o , en su caso , las resoluciones judiciales o sus minutas ,  correspondientes a los recursos contencioso-administrativos que se interpusieron en el seno de los  períodos de la Historia Contemporánea de España relativos al reinado de Alfonso XIII y a la Segunda República , así como a los efectos de este trabajo sólo se puede realizar un estudio sistemático de dicha jurisprudencia a partir de la sentencia del indicado Tribunal de 23 de marzo de 1.925 – Anexo ficha nº 1 - , es decir , ya en la fase de la Dictadura del General Primo de Rivera , teniendo presente que tampoco se custodian la totalidad de tales expedientes o de sus resoluciones o minutas producidas en dichas fechas .

Por tanto , el presente trabajo de investigación aludirá a los expedientes y sus resoluciones o sus minutas que se guardan en el referido archivo , teniendo en cuenta que no se conservan los antecedentes referidos a las fechas inmediatas a la entrada en vigor de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo de 13 de septiembre de 1. 888 , cuando se constituyó dicho Tribunal , que tampoco constan en ningún otro archivo histórico . En el estudio sistemático de las sentencias de dicho Tribunal que comprende desde la Dictadura del General Primo de Rivera hasta el inicio de la Guerra civil se analizará su contenido , mientras en el anexo de tales resoluciones se mencionan sus caracteres formales de mayor relevancia por orden cronológico con objeto de hacer más dinámico y menos farragoso el texto principal .

Asimismo es menester precisar que cuando existen varias sentencias de la misma temática el orden que se sigue de los Ayuntamientos , Diputación provincial o Administración periférica provincial es en función de la fecha de antigüedad de la sentencia en cuestión , es decir , de más antigua a más reciente con el fin de acceder de forma más fácil al anexo final donde se agrupan las sentencias por su orden cronológico de la fecha en que se dictaron como se ha indicado .

La pretensión de abordar el estudio del referido Tribunal de Alicante desde una perspectiva netamente experimental en punto a analizar su concreta organización , funcionamiento y competencias se considera por la doctrina como un cometido inédito y , por tanto , innovador respecto de los estudios existentes al uso y ya no sólo sobre el indicado Tribunal de Alicante en concreto sino , en general , respecto de adoptar tal perspectiva en el estudio de los distintos Tribunales provinciales de lo Contencioso-administrativo que funcionaron en cada capital de provincia del Estado español tras la entrada en vigor de la mentada Ley de 1.888 , ya que ninguno ha sido objeto de tal análisis por el momento 
 . 
2. LA COMPOSICION DEL TRIBUNAL PROVINCIAL DE ALICANTE

La entrada en vigor de la Ley de 13 de septiembre de 1.888 , sobre el ejercicio de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo , a tenor de lo prescrito en su artículo 15 tuvo una incidencia transcendental en la planta jurisdiccional de las Audiencias Provinciales españolas , como en el caso de la Audiencia Provincial de Alicante , donde según dicho precepto el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo se constituirá por el Presidente de la Audiencia Provincial , dos Magistrados de la Audiencia de lo Criminal de las capitales de provincia y por dos Diputados provinciales letrados 
 , elegidos por sorteo anual , por tanto compuesto por un total de 5 miembros .

Los Tribunales Provinciales de lo Contencioso-Administrativo constituyen la primera instancia de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo instaurada por dicha Ley de 1.888 y que tras la entrada en vigor del Estatuto Municipal y del Estatuto Provincial  entienden de las resoluciones y acuerdos dictados por las Administraciones Locales – la Diputación provincial y los Ayuntamientos o sus correspondientes Comisiones Gestoras - , así como por regla general de tales actos administrativos adoptados por los órganos que integran la Administración periférica estatal – Gobierno Civil , Delegación de Hacienda y el llamado Tribunal Económico-Administrativo Provincial - .


La definitiva puesta en funcionamiento de tales Tribunales se estableció mediante el Real Decreto de 13 de septiembre de 1.888 y sólo sufrió una modificación fundamental en su composición , mediante lo dispuesto en el artículo 253.4 del Estatuto Municipal de 8 de marzo de 1.924 , por la que se sustituyó a los iniciales dos Diputados Provinciales que reunieran la condición de letrado por dos vocales que designará el Presidente de la Audiencia provincial , mediante sorteo público por el orden de preferencia establecido en tal precepto , reforma que por cierto no resultó alterada por la entrada en vigor de la Ley Municipal de 1.935 , a tenor de lo dispuesto en su disposición transitoria segunda . 


En todo caso , como se observa tanto en la composición inicial del indicado Tribunal como tras su reforma , propiciada esencialmente por las corruptelas a las que al parecer sólo se imputaban a dichos Diputados provinciales , no se garantiza una adecuada formación de los miembros de tal órgano jurisdiccional en Derecho Administrativo , que era el derecho sustantivo que se ventilaba en los mismos , toda vez que los propios Magistrados integrantes de dicho tribunal habían sido formados esencialmente en las materias propias del Derecho Penal  y , en su caso , del Derecho Civil y sus correspondientes normas procesales . 


En lo que respecta al Tribunal Provincial de Alicante procede poner de relieve que en el archivo consultado no consta ninguna referencia sobre la fecha de constitución del mismo , ni tampoco obra mención alguna sobre los sorteos realizados para la elección de los Vocales miembros de dicho tribunal . Tan sólo en algún expediente judicial que se conserva de manera adecuada se menciona la profesión de algún Vocal como Abogado en ejercicio colegiado en Alicante , en concreto , Anselmo Cutayar Mauricio , se entiende cumpliendo los requisitos establecidos en el artículo 553.3-6º del Estatuto Municipal , es decir , “ Abogados que sean o hayan sido Decanos del Colegio o acrediten el ejercicio de la profesión por más de diez años …, los Abogados que formen parte del tribunal durante un año no podrán ejercer su profesión en lo contencioso-administrativo ante el mismo tribunal en ése ni en los dos años siguientes  .”

De los expedientes judiciales y de las resoluciones jurisdiccionales consultados consta que como Presidentes titulares del Tribunal Provincial de Alicante actuaron los siguientes Magistrados se entiende en su calidad a su vez de Presidentes de la propia Audiencia Provincial  : Daniel Chulvi Ramírez , años 1.925 y 1.926 ; Pascual Domenech Marín , años 1.929 a 1.931 ; Julián Plaza Miralles , año 1.932 ; Mariano Marín Buitrago , años 1.933 a 1.936 . 

También procede mencionar que los Magistrados que durante más tiempo integraron dicho Tribunal en el período histórico indicado fueron Manuel Dominguez , Fernando Candel y Francisco Arias , así como los Vocales que más tiempo ejercieron como tales fueron Anselmo Cutayar , Vicente Sorribes y Francisco Rodrigo y como Secretario del Tribunal Provincial consta que el que más tiempo desempeñó dicho cargo fue Antonio Fitera Tejeiro .

En este apartado asimismo es menester precisar que de los expedientes y resoluciones jurisdiccionales analizados en este trabajo a tenor de lo dispuesto en el artículo 25 de la indicada Ley de 13 de septiembre de 1.888 , se constata que la Abogacía del Estado con la denominación legal de Ministerio Fiscal representa a la Administración demandada , tanto si se trata de un órgano de la Administración periférica estatal como si se trata de una Administración Local – Diputación y Ayuntamientos y sin perjuicio que pudieran comparecer éstos en juicio como coadyuvantes - , resultando ilegibles las firmas del Ministerio Fiscal que se conservan al efecto en los expedientes judiciales estudiados .  

Por último , es necesario manifestar que la vigencia de tales Tribunales duró desde su constitución prevista en el año 1.888 hasta la entrada en vigor de la Ley reguladora de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo de 27 de diciembre de 1.956 , a pesar de la vehemencia con que se alzaron algunas voces que defendieron su continuidad por su manifiesta eficacia y operatividad en la resolución de los litigios que se sometían a su consideración al tiempo de considerar haberse insertado tales tribunales en el acervo jurídico de los propios administrados , aunque con la adopción de determinadas medidas que justifiquen su reforma parcial  por razones de carácter político , económico e , incluso de orden procesal . En dicho sentido destaca la posición de C. MARTIN-RETORTILLO que manifiesta sobre tales Tribunales 
 , “ su eficacia ha sido extraordinaria y han servido en mil ocasiones para que la injusticia y la arbitrariedad no prevalezcan , logrando que impere el orden en la gestión pública y el respeto a derechos e intereses sagrados , tanto de la Administración como de los particulares … que el gran Calvo Sotelo los veía como la mayor garantía para una recta y ordenada actuación de las Corporaciones Locales . “
3. EL FUNCIONAMIENTO Y LAS COMPETENCIAS DEL TRIBUNAL PROVINCIAL DE ALICANTE  

En relación con el funcionamiento de los Tribunales Provinciales de lo Contencioso-Administrativo , el mismo con carácter general se puede abordar desde una doble perspectiva , según se use un concepto estricto o amplio de tal término 
 .


Por un lado , desde un concepto estricto el funcionamiento de tales tribunales y de cualquier órgano jurisdiccional se circunscribiría a analizar los requisitos exigibles establecidos en el régimen jurídico aplicable respecto de las deliberaciones , las votaciones y las resoluciones o el fallo de tales instancias jurisdiccionales . Sobre dicha perspectiva la legislación que nos ocupa en el presente trabajo ha establecido con manifiesta precisión los requisitos de aplicables al efecto 
 . 

En el expresado sentido , destaca lo prescrito en el artículo 63.5º de la meritada Ley de 13 de septiembre de 1.888 , cuando establece : “ Las providencias , autos y sentencias de los Tribunales provinciales se dictarán por mayoría de votos , pudiendo salvar los suyos los que disintieren ” 
 .


Teniendo presente que cuando no concurra dicha mayoría respecto de los miembros del Tribunal , se citará a una nueva vista a los mismos a los efectos previstos en el artículo 62 , en su párrafo tercero , de dicha Ley 
 .

Por su parte el Real Decreto de 29 de diciembre de 1.890 , que desarrolla la precitada Ley , regula pormenorizadamente en sus artículos 430 a 444 el régimen jurídico aplicable a las votaciones y a los fallos de tales Tribunales , destacando para la formación de la voluntad de tal órgano jurisdiccional la función asignada al Magistrado Ponente , que expondrá en la deliberación al resto de miembros del mismo los puntos de hecho y las cuestiones jurídicas sobre las que deberá recaer el fallo , es decir , en la práctica elaborará lo que se denomina una minuta o borrador del documento de sentencia a deliberar y votar , teniendo presente que en el artículo 61 de la citada Ley de 1.888 establece los requisitos que deben cumplir las sentencias que se dicten en estos procedimientos . 


Asimismo , en el artículo 127 del citado Real Decreto se establecen las distintas resoluciones jurisdiccionales que pueden dictar tales Tribunales , distinguiéndose entre providencias , autos y sentencias .


Y por otra parte , desde una concepción amplia se podría entender el funcionamiento de los indicados Tribunales comprendiendo además de lo expuesto , la sustanciación de la totalidad de los trámites procesales previstos en la mencionada legislación hasta dictar la pertinente resolución , así como la tramitación de los recursos previstos contra tales resoluciones e incluso , la ejecución de las sentencias dictadas por el Tribunal por la propia Administración condenada .


Dicho lo anterior como obligado preliminar , por lo que hace al funcionamiento y las competencias del Tribunal Provincial de Alicante en el período indicado , teniendo en cuenta la aplicación del Estatuto Municipal , el Estatuto Provincial y con posterioridad la Ley Municipal de 1.935 como legislación sustantiva a los litigios estudiados , que determina el régimen competencial de dicho Tribunal de carácter jurisdiccional expuesto en la parte primera del presente trabajo al que me remito , destacan los datos que a continuación se exponen .


La presente investigación se ha elaborado analizando un número de 261 sentencias o sus minutas de dicho Tribunal Provincial y sus correspondientes sentencias del Tribunal Supremo motivadas por los recursos interpuestos contra las mismas que totalizan un número de 15 , así como 9 autos y 1 una providencia que se han considerado de especial de relevancia , es decir , se estudian un total de 286 resoluciones o sus minutas respecto de aquellos recursos contencioso-administrativos que se hayan interpuesto con anterioridad al 18 de julio de 1.936 , aunque se hayan resuelto tales recursos con posterioridad a dicha fecha . En concreto , se han contado un número de 78 minutas de las resoluciones jurisdiccionales con la firma del Ponente de la sentencia correspondiente , que normalmente se conservan en los libros custodiados por la Secretaría del Tribunal pero sin que se conozca el contenido de la sentencia definitiva y así se hace constar en las fichas del anexo de sentencias que se incorpora al presente trabajo .

En lo atinente a la legitimación activa en los recursos estudiados , un número de 14 de los 271 indicados , es decir , un 5% se interpusieron por las propias Administraciones intervinientes , entre otros supuestos , pretendiendo la declaración judicial de lesividad del acto en cuestión por la Administración Local autora del mismo o impugnando los propios Ayuntamientos los presupuestos municipales al efecto aprobados por la Delegación de Hacienda . El resto de recursos – un 95%- se interpusieron por las personas físicas y jurídicas titulares del correspondiente derecho subjetivo que se considera vulnerado por la resolución administrativa dictada y en algún supuesto los vecinos del municipio reclaman la infracción de disposiciones administrativas con fuerza de Ley por la propia Administración demandada , en base a lo dispuesto al efecto en el  Estatuto Municipal . 


Respecto a las Administraciones demandadas en los recursos analizados , los recursos referidos a la Administración periférica estatal son un total de 50 , constituyendo el 18,4% de los 271 interpuestos , en especial , respecto a la temática de Hacienda Pública , presupuestos municipales y patrimonio público . Contra la Administración Local se interpusieron un total de 221 recursos – el 81,4%- , si bien , 10 se presentaron contra la Diputación Provincial constituyendo el 3,6% de los interpuestos , frente a los 211 contra los Ayuntamientos que suponen 77,8% , destacando los 16 recursos interpuestos contra el Ayuntamiento de Alcoy y otros tantos contra el de Orihuela – un 6% de los mismos en cada caso - , así como los 14 contra el Ayuntamiento de Alicante – 5%- y 8 recursos contra los Ayuntamientos de Aspe , de Callosa de Segura y de Pego –  en este municipio todos los casos en materia de personal - y 7 recursos contra los Ayuntamientos de Elda y de Monovar . 

En lo referido a las materias a las que aluden los indicados 271 recursos , un total de 162 de los mismos corresponden a la temática de personal de las entidades locales constituyendo el 60% de los interpuestos , entre otros , un número de 98 referidos a las sanciones impuestas de separación del servicio y 30 sobre el acceso al empleo público local ; 45 sobre Hacienda Pública ; 15 relativos a la ordenación urbana ; 13 referidos a la contratación administrativa ; 8 en materia de presupuestos municipales ; 7 sobre la defensa del patrimonio público ; 6 relacionados con el estatuto de los miembros corporativos locales ; 5 en sanidad municipal ; 4 recursos electorales ; 3 sobre servicios públicos , 2 atinentes a fiestas locales y 1 sobre la demarcación territorial municipal .

Atendiendo a un criterio cronológico y cuantitativo , el año en que más sentencias se dictaron objeto del presente estudio fue el de 1.934 con un total de 64 sentencias a fecha de 18 de diciembre de tal año y que el día 11 de julio de 1.936 ya se habían dictado 57 sentencias , cifras y tendencia esencialmente coincidentes con el contenido de las estadísticas de las Memorias anuales de la Fiscalía del Tribunal Supremo , donde se constata el escaso o , incluso , nulo número de sentencias en algún año dictadas por tales Tribunales Provinciales desde su implantación , incrementándose notablemente tras su funcionamiento y especialmente entre los años 1.934 y 1.936 
 .

Sobre los recursos interpuestos contra las sentencias dictadas en primera instancia – un número de 261 - , consta que se interpusieron 31 recursos de apelación ante el Tribunal Supremo , el 12% de las sentencias son objeto del recurso de apelación  y se conservan  15 sentencias dictadas por el Tribunal Supremo en lo referido a tales recursos , en el resto de casos o no se dictó sentencia o en algún caso no se conserva.

Respecto a la duración de los procesos contencioso-administrativos en los 261 pleitos estudiados , consta que en primera instancia tienen una duración media de 16,6 meses desde el día de la presentación del escrito de interposición a la fecha en que se dicta sentencia – estudio de 112 fichas obrantes en el Anexo de este trabajo - ; la resolución de los recursos de apelación por el Tribunal Supremo tiene una media de 22,3 meses – estudio de 10 fichas del Anexo – y sólo en 5 casos reflejados en las fichas del anexo incorporado constan incidentes de ejecución de las sentencias dictadas , que duran una media de 24,5 meses hasta su íntegra ejecución por la Administración obligada , pasándose en algún caso por el Tribunal Provincial o , en su caso , por el Tribunal Supremo el tanto de culpa correspondiente al juzgado penal competente por negarse injustificadamente el Ayuntamiento obligado a su ejecución , por concurrir un presunto delito de desobediencia a la autoridad judicial , teniendo presente que no se han computado a los efectos expuestos los expedientes judiciales cuya resolución se interrumpió por la contienda civil española .          

4. EL ESTUDIO SISTEMATICO DE LAS SENTENCIAS QUE SE CONSERVAN EN EL ARCHIVO HISTORICO PROVINCIAL DE ALICANTE EN EL PERÍODO CRONOLÓGICO INDICADO 
I . PERSONAL 
1.PROCESOS SELECTIVOS PARA EL INGRESO EN EL EMPLEO PUBLICO

A)Personal sanitario 

a)Introducción

Se conservan un total de diecinueve sentencias – en algunos casos sólo sus minutas – dictadas por el Tribunal Provincial Contencioso-Administrativo de Alicante  que aluden al ingreso en la función pública municipal de personal sanitario titulado .
Dichas resoluciones jurisdiccionales en sus partes dispositivas estimaron once  recursos contencioso-administrativos y desestimaron un total de ocho .
Consta que cinco sentencias del referido Tribunal fueron recurridas en apelación ante el Tribunal Supremo , existiendo dos sentencias del expresado Alto tribunal confirmatorias de las sentencias del Tribunal Provincial , dos recursos de apelación se desistieron por los recurrentes y un recurso no se conserva su tramitación ni resolución .

b)Panorama legislativo aplicable 
Destacan los ocho recursos referidos a la provisión mediante concurso de méritos de plazas de Médico Titular e Inspector Municipal de Sanidad , así como tres de tales recursos se refieren a la provisión mediante concurso de méritos de plazas de Farmacéutico Titular .

Por tanto , la legislación cuya aplicación más se cuestionó por los recurrentes fue el artículo 247 del Estatuto Municipal , que dispone :
“ Los ingenieros , arquitectos , abogados , médicos , farmacéuticos , veterinarios , archiveros y demás funcionarios técnicos y titulados del Ayuntamiento ingresarán , en cada caso , según la respectiva Corporación acuerde por oposición o por concurso . En los concursos se establecerá escala graduada de méritos  , por orden de preferencia “.
Dicho precepto se reitera en el artículo 96 del Reglamento de Secretarios , Interventores de fondos y empleados municipales en general de 23 de agosto de 1.924 , así como también resulta destacable lo previsto al efecto en el Reglamento de Sanidad Municipal de 9 de febrero de 1.925 , en concreto,  el artículo 1 de su Apéndice , que reitera la necesidad de incorporar en los concursos para provisión de plazas municipales de personal sanitario facultativo aquellos méritos que se consideren preferentes - apartado e)- , sin perjuicio que los mismos se puedan computar en su conjunto si no se prohíbe en las bases de los mismos .
En los recursos contencioso-administrativos que se fallan en las aludidas ocho sentencias relativas a la provisión mediante concurso de plazas de Médico Titular e Inspector Municipal de Sanidad por los respectivos Ayuntamientos , se plantean esencialmente las siguientes cuestiones , a saber :
En algunos recursos se considera por los actores que el baremo aprobado para la valoración de méritos que ha determinado la adjudicación de la plaza en cuestión vulnera la legislación aplicable en la materia – Ayuntamientos de Alcoy , Agres y La Romana - , en otros se alega por los recurrentes que el propio tribunal calificador del concurso convocado aplica inadecuadamente el baremo regulador del proceso selectivo – Ayuntamientos de Castalla y Agost - , también se recurre en algunos casos la adjudicación de la plaza por concurrir defectos formales en la adopción de tales acuerdos – Ayuntamientos de Guardamar del Segura y La Romana - y en un recurso se deniega la toma de posesión al funcionario ya nombrado para el desempeño de su cargo – Ayuntamiento de Villafranqueza - .
El resto de recursos precitados tiene un objeto muy variado dentro de la temática descrita y se refieren dos a Médicos especialistas – una plaza de Tocólogo convocada por el Ayuntamiento de Monóvar  y una plaza de Médico Tisiólogo convocada por el Ayuntamiento de Orihuela - ; a una plaza de Veterinario Titular convocada por el Ayuntamiento de Biar  ; a una plaza de practicante Titular del Ayuntamiento de Penáguila ; dos de tales recursos se refieren a una plaza de Comadrona Titular del Ayuntamiento de Monóvar , así como dos recursos se refieren a dos plazas convocadas por el Instituto Municipal de Higiene del Ayuntamiento de Alcoy . 

c) Análisis de las sentencias 
c. 1. Cuerpo de Médicos Titulares e Inspectores Municipales de Sanidad 
c.1.1.Ayuntamiento de Alcoy 
En el recurso contencioso-administrativo que interpuso Julio Miró Carbonell contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alcoy del día 3 de junio de 1.929 , por el que se adjudicó la plaza de Médico Titular a  Juan Pascual Sanus , consta en el sexto Resultando de la sentencia que se dispone que en el escrito de demanda el actor solicita del Tribunal que anule “ el concurso de que se trata , desde su  convocatoria así como el nombramiento que en su virtud se había hecho a favor de D. Juan Pascual Sanus , y que en caso de no anularse el concurso se hiciera el nombramiento a favor del mentado D. Julio Miró Carbonell fundándose para ello en que los méritos del señor Miró eran superiores a los del señor Pascual Sanus para lo cual hizo un detenido examen de los alegados por uno y otro ; y que en el edicto publicado no se establecían y graduaban por el orden de su preferencia los méritos de los concursantes conforme a los artículos 247 del Estatuto Municipal , 96 del Reglamento de empleados municipales y primero del apéndice del Reglamento de Sanidad Municipal “ .
En el segundo Resultando de tal sentencia se contenían los méritos a baremar en el proceso selectivo en cuestión , que fueron debidamente publicados en el Boletín Oficial de la Provincia  y en la prensa de la ciudad de Alcoy : “ 1º Ser español y mayor de edad , sin exceder de los cuarenta y seis años. 2º Carecer de antecedentes penales . 3º Acreditar buena conducta . 4º No padecer defecto físico que pueda impedir el ejercicio de su profesión . 5º Estar en pleno goce de los derechos civiles . 6º Pertenecer al Cuerpo municipal de sanidad ; añadiendo en párrafo aparte “ Los interesados acompañarán además cuantos documentos acreditativos de méritos consideren oportunos “ .
El Ministerio Fiscal en la contestación a la demanda fundamentó y suplicó al Tribunal que se desestimara el presente recurso y que se confirmara el acuerdo recurrido .

El Tribunal  sostiene como principales fundamentos jurídicos de su decisión en el primer Considerando de la precitada sentencia que “ no fue reclamada oportunamente la nulidad de la convocatoria del concurso “ . Y en el segundo Considerando de la misma manifiesta : “ el Ayuntamiento ha podido con plenas atribuciones computar los restantes méritos en conjunto para hacer libremente la elección del facultativo al que ha otorgado la plaza , ajustándose a lo dispuesto en el párrafo 3º  del referido artículo 1º del aludido Reglamento .”
Teniendo el Tribunal presente según obra en el citado Considerando que :“ la mayor antigüedad del Médico nombrado en el Cuerpo de Titulares y de haber asistido aquél con sus conocimientos a los heridos de una catástrofe y de la igualdad que representa el haber prestado uno y otro concursante servicio como Médicos Auxiliares en el Ejército  y supernumerarios de la Beneficiencia Municipal  .”
En consecuencia , el Tribunal confirma el acuerdo recurrido desestimando el presente recurso , así como , absolver de la demanda a la Administración General del Estado 
 .

 Julio Miró Carbonell interpone recurso de apelación contra la indicada sentencia del Tribunal Provincial , que se admitió a trámite y se resuelve mediante la Sentencia del Tribunal Supremo de la Sala Cuarta de lo Contencioso-administrativo de fecha 26 de septiembre de 1.931 , en la que se confirma en sus términos la sentencia apelada con imposición de costas a la parte apelante .
La “ ratio decidendi “ de dicha resolución jurisdiccional se contiene en el cuarto Considerando de su texto del siguiente tenor :

“ Respecto de la superioridad de méritos que alega el actor … , la jurisprudencia tiene reiterado que la apreciación de los que concurren en los aspirantes a un cargo público que ha de proveerse en virtud de concurso ,    cuando no hay ley ni disposición administrativa , como acontece en el caso presente , que taxativamente marque la preferencia a la que ha de atenerse la selección , es función propia de la facultad discrecional de la Administración , que no puede ser discutida en vía contenciosa , porque no vulnera ningún derecho administrativo establecido con anterioridad a favor de ninguno de los concursantes .”
En este sentido , el Tribunal Supremo al igual que sostuvo el Tribunal Provincial considera que por el Ayuntamiento de Alcoy se ha aplicado correctamente el artículo 1 del Apéndice del Reglamento de Sanidad Municipal de fecha 9 de febrero de 1.925 , dados los términos de la convocatoria que se aprobó y que no fue objeto de alegación ni impugnación por los aspirantes en el concurso en cuestión .

c.1.2. Ayuntamiento de Agres 
El segundo caso fue el recurso contencioso-administrativo que interpuso José María Valdés Pastor contra el acuerdo de la Comisión Municipal Permanente del día 5 de enero de 1.930 del Ayuntamiento de Agres , por el que se nombra Médico Titular e Inspector Municipal de Sanidad de los Ayuntamientos de Agres y Alfafara a Enrique Calatayud Tormo , se fundamentó y resolvió en idénticos términos a los expuestos en la sentencia analizada con anterioridad  referida al Ayuntamiento de Alcoy 
 .
c. 1. 3. Ayuntamiento de La Romana 
Sobre la temática objeto de este epígrafe , también se refiere el recurso contencioso-administrativo interpuesto por Pablo Calatayud Gil contra el acuerdo adoptado por el Ayuntamiento Pleno de La Romana el día 26 de junio de 1.929 , por el que se resuelve el concurso convocado para la provisión de la plaza de Médico Titular .

En dicho recurso comparece como coadyuvante de la Administración el Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de La Romana .

De este pleito se conserva la minuta de sentencia  , donde el Tribunal Provincial estimó parcialmente el recurso interpuesto por el actor , dado que declaró la nulidad del procedimiento selectivo materializado a partir del anuncio del mismo en el Boletín Oficial de la Provincia  y se deja sin efecto jurídico el nombramiento recaído a favor de José Limiñana Miralles  , pero considera que no ha lugar al nombramiento para tal cargo a favor del actor 
 .
Resulta extremadamente significativa la argumentación contenida en el primer Considerando de la referida minuta de sentencia , a saber : “ anunciado por la Alcaldía el concurso en el Boletín Oficial de esta Provincia … con la indicación :
“ Serán preferidos los concursantes que sean hijos , vecinos o habiten en la entidad municipal y entre estos los que hayan  prestado servicio antes o después de ser constituida “ , y habiéndose interpuesto ante el Ayuntamiento por el recurrente , a su tiempo la correspondiente reclamación contra la forma en que se convocó el concurso , es visto que procede su nulidad en los términos en que se produjo el allanamiento del Señor Fiscal por las siguientes razones :
Primera . Porque la Alcaldía , al ejecutar el acuerdo del Ayuntamiento y anunciar el concurso , agregó a la forma reglamentaria marcada un orden de preferencia , no determinado por la ley , ni por la Corporación municipal .

Segunda . Porque la preferencia expresada en el anuncio de naturaleza , vecindad o residencia en el término municipal , va contra la esencia y substancia de los concursos , limitando arbitrariamente el derecho a la obtención de cargos públicos y excluyendo injustificadamente a los que ostentando títulos de aptitud legal , no reúnan circunstancias personalísimas , que bajo ningún aspecto pueden ser estimadas como base de selección de un concurso .
Y Tercera . Porque todo lo relativo al procedimiento es de suma trascendencia y afecta directamente al orden público . “
Por tanto , el Tribunal Provincial aprecia que la Alcaldía de La Romana , al anunciar oficialmente el concurso convocado al efecto por acuerdo plenario , determina un orden de preferencia que considera discriminatorio respecto de los aspirantes que no han nacido y / o residido en dicho municipio , infringiendo la legislación aplicable y los propios términos del acuerdo plenario habilitante , por lo que dicha infracción del ordenamiento jurídico se considera de tal dimensión que determina un vicio de nulidad de pleno derecho del proceso selectivo que se ha llevado a cabo .
 Se conserva otro pleito referido a la indicada Corporación municipal y relativo a la concurrencia de deficiencias formales en la adjudicación de la plaza de Médico Titular de tal localidad objeto del anterior recurso .
Dicho recurso se interpuso por Alfredo Pina Vidal contra el acuerdo del Ayuntamiento de La Romana del día 20 de febrero de 1. 931 , por el que se desestimó la instancia del recurrente solicitando tomar parte en el concurso para la provisión de la plaza indicada , que fue adjudicada a José Limiñana Miralles y que comparece como parte coadyuvante en estos autos 
 .
El actor solicita en el escrito de demanda que se declare la nulidad del acuerdo que impugna y del procedimiento selectivo materializado , ya que lo actuado supone una vulneración del régimen jurídico de aplicación y  pide que se le adjudique la plaza en cuestión al reunir más méritos que el resto de los participantes .

El objeto del pleito se centra en la polémica jurídica sobre si resultaba de aplicación al caso lo dispuesto en Reglamento para la provisión de plazas de Médicos Titulares e Inspectores Municipales de Sanidad de fecha 2 de agosto de 1. 930 y la Real Orden de 11 de noviembre de 1. 930 , ya que el Ayuntamiento sostenía que no eran procedentes tales normas en el presente supuesto que se enjuicia , ya que las mismas entraron en vigor el día 1 de diciembre de 1. 930 y el acuerdo para la provisión de la plaza en cuestión se adoptó el 1 de noviembre de 1. 930 , por lo que sí era competente para resolver el proceso selectivo impugnado .
Al respecto , disponía el artículo 4 del aludido Reglamento de 2 de agosto de 1. 930 , que la resolución de los concursos para la provisión de plazas de Médicos Titulares tendrán lugar en el término de un mes desde que expiró el plazo de presentación de instancias . Si el Ayuntamiento interesado no hubiera resuelto el concurso en dicho término se entenderá decaído en su derecho , en cuyo caso se procederá a la resolución del mismo por la Dirección General de Sanidad .
En la documentación obrante en autos consta que el acuerdo de adjudicación de la plaza se resolvió por el Ayuntamiento cuarenta y siete días después de haber expirado el plazo de presentación de instancias para participar en el proceso selectivo .

El Tribunal Provincial en el cuarto Considerando de la sentencia se pronuncia en el sentido que las expresadas normas no estaban en vigor cuando se convocó el concurso para la plaza , pero al tiempo manifiesta que el Ayuntamiento “ tenía necesariamente conocimiento  de su existencia y de que a sus disposiciones debía amoldar la resolución de tan mencionado concurso , porque los diferentes plazos del mismo , le harían llegar a la fecha en que dicha legislación fuera aplicable en todas sus partes al caso debatido “.
Sosteniendo dicho órgano jurisdiccional en el sexto Considerando de la sentencia , que “ como dicho acuerdo fue tomado cuarenta y siete días después de haber expirado el plazo de la convocatoria  , según se preceptúa en el artículo cuarto que reseñamos anteriormente , la Corporación  municipal de La Romana estaba decaída en su derecho y no era competente para resolver dicho concurso y sí únicamente la expresada Dirección General de Sanidad .”
El Tribunal ha declarado la nulidad del acuerdo impugnado , así como del procedimiento sustanciado por el Ayuntamiento al efecto a partir de la fecha en que expiró el plazo de presentación de instancias , ordenando que por el meritado Ayuntamiento se remita el expediente a la Dirección General de Sanidad a los efectos legales pertinentes y se declara la nulidad de la adjudicación de la plaza y su posterior nombramiento a favor del Sr. Limiñana .
Por el Sr. Limiñana se interpone recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra el citado fallo judicial , manteniendo la tesis que en este caso el Tribunal Provincial aplicaba una indebida retroactividad de las dos normas indicadas , ya que queda patente que cuando se convocó el concurso en cuestión todavía no habían entrado en vigor las mismas .

Consta en el expediente judicial correspondiente al presente pleito que por el recurrente se formula el desistimiento al recurso de apelación que interpuso .
c.1.4. Ayuntamiento de Castalla 
 
Antonio León Jiménez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Castalla del día 14 de noviembre de 1.930 , por el que se nombró Médico Titular de dicha localidad a  José Nacher Soler .


El actor en el escrito de demanda solicita del Tribunal Provincial que se revoque el acuerdo recurrido y se le nombre para ocupar dicha plaza , dado que acreditó mayores méritos en relación con los exigidos en el concurso convocado .


En la sentencia existente el Tribunal Provincial constata que el mérito determinante para la adjudicación de la plaza objeto del pleito fue que  Nacher ejerció en el municipio de Castalla como médico unos siete años con el beneplácito del vecindario  .

Al respecto sostiene el Tribunal en el tercer Considerando de dicha sentencia :

“ Si bien no puede negarse que sea un mérito positivo demostrativo cuanto menos de poseer una práctica profesional grande , dado que este mérito no se consignó en el anuncio de la convocatoria como pudo hacerse y en cambio se especificaron otros como preferentes , a éstos únicamente debió atenerse la expresada Comisión municipal por ser tanto para ella como para los aspirantes al cargo ley del concurso de la que no podían apartarse y al no proceder de esta manera y ser recurrido su acuerdo , debe éste ser revocado y , dejando sin efecto el nombramiento hecho , otorgar la plaza …a D. Antonio León Giménez por ostentar éste más méritos preferentes , según la gradación establecida en la convocatoria ,
  que el otro aspirante y favorecido con el nombramiento D. José Nacher Soler .”
Ante lo expuesto , el Tribunal Provincial ha estimado el presente recurso y revoca el acuerdo recurrido , con fundamento en que el baremo de méritos aprobado rige y constituye la ley a la que inexorablemente se ha de atener la propia Administración y los participantes en el proceso selectivo en cuestión , por lo que el tribunal calificador sólo puede aplicar los mismos de manera reglada 
 .

c.1.5 . Ayuntamiento de Agost 
Abundando en las anteriores consideraciones también se interpone el recurso contencioso-administrativo que promovió  Fernando Antón Pomares contra el acuerdo de la Comisión Municipal Permanente del Ayuntamiento de Agost del día 20 de noviembre de 1.930 , por el que se resolvió el concurso convocado para la provisión de la plaza de Médico Titular de dicho municipio a favor de  Emilio García Ferrer .

El actor planteaba en su demanda que no habían sido valorados adecuadamente los méritos que alegó y que la  valoración de tales méritos había sido arbitraria al no precisar su debida motivación , por lo que solicitó del Tribunal Provincial  que se revocara el acuerdo impugnado y se nombrara al demandante para ocupar la plaza en cuestión al acreditar más méritos que el nombrado .

En este sentido , obra en el quinto Considerando de la sentencia existente la siguiente argumentación : “ … que sentado que el Ayuntamiento de Agost al hacer el nombramiento de Médico Titular e Inspector Municipal de Sanidad , anunciada su provisión por concurso , debió tener en cuenta los méritos alegados por cada uno de los concursantes , dándoles la preferencia que señala el apartado e) del artículo 1 del Reglamento tantas veces citado de 9 de febrero de 1.925 y otorgar la plaza al que de aquellos los ostentase más preferentes sin perjuicio de computarlos en conjunto si a bien tenía , al no hacerlo así y limitarse a nombrar a D. Emilio García Ferrer “ por las condiciones que reúne “ , siendo así que en su instancia solicitando tomar parte en el concurso no enumeraba ningún mérito ni la presentación de documento alguno justificativo . “

El Tribunal Provincial tras examinar los méritos aportados y acreditados en tiempo y forma por Antón ha estimado el presente recurso jurisdiccional revocando el acuerdo recurrido , dejando sin ningún valor ni efecto jurídico el nombramiento realizado  y nombrando al recurrente para ocupar la plaza convocada 
 .

c.1.6. Ayuntamiento de Guardamar del Segura 
Por haberse omitido determinados requisitos formales de carácter preceptivo para la adopción de los acuerdos de adjudicación de plazas de Médico Titular , alude el  recurso contencioso-administrativo interpuesto por Sebastián Lorenzo Penalva contra el acuerdo del Ayuntamiento de Guardamar de 29 de febrero de 1.924 , por el que se nombró Médico Titular del municipio a  José Giménez  Giménez , que comparece como coadyuvante en este pleito .

En el escrito de interposición de dicho recurso consta que el mismo se interpone al amparo de lo dispuesto en el Real Decreto de 13 de marzo de 1.930 , dado que  por “ las presiones oficiales que padecimos durante la Dictadura , no se resolvió el recurso que se interpuso ante el Excelentísimo Gobernador Civil de la provincia .” En virtud de la  citada norma y habiéndose desestimado el recurso de reposición interpuesto se formula el presente recurso contencioso-administrativo .

Conviene precisar que cuando se adoptó el acuerdo recurrido estaba en vigor lo dispuesto en el artículo 40  del Reglamento de 11 de octubre de 1. 904 , que prescribe que el nombramiento de Médicos Titulares se hará por el Ayuntamiento y la Junta de Asociados , se debe componer ésta de igual número que Concejales integren la Corporación , a tenor de lo dispuesto en el artículo 64 de la Ley Municipal de 1.877 .

En la sentencia que se conserva en su cuarto Considerando  se considera probado , mediante la certificación del Secretario del Ayuntamiento aportada por el actor , que tres Vocales intervinientes en el nombramiento recurrido no pertenecían a la Junta de Asociados de Guardamar , “ lo que supone la intervención en tal acto de personas que carecían de personalidad para ello y no pudiendo por tanto sus votos computarse a los efectos de la votación .”  
 

También se constata en el indicado Considerando que “ habiendo sido diez y siete los individuos concurrentes según la enumeración de sus nombres y apellidos hecha al margen del acta y texto de esta , solamente firman diez y seis … es otra informalidad que hace dudar de si en efecto existió la mayoría de votos que se afirma a favor del concursante nombrado Sr. Giménez Giménez , dado que éste sólo tuvo sobre su contrincante un voto de diferencia.” Además se añade en tal Considerando : “ y si a esto se une el que el acuerdo no fue ratificado en la sesión inmediata por no aparecer de esto constancia en el expediente , no obstante así prevenirlo el artículo 102 de la ley municipal , de aplicación a las deliberaciones de la Junta Municipal según determina y lo exige la Sentencia del Tribunal Supremo de 8 de Febrero de 1. 907 , todo ello son infracciones que ponen de manifiesto un vicio de nulidad que afecta directamente al acuerdo tomado en 29 de febrero de 1.924 , a tenor de lo que previene el artículo 103 de la misma ley citada .” 

En consecuencia a lo expuesto , el fallo del Tribunal Provincial declara la nulidad del acuerdo que se recurre , adoptado en sesión conjunta del Ayuntamiento y la Junta de Asociados dadas las irregularidades procedimentales concurrentes , así como , declara nulo el nombramiento a favor de Giménez , ordenando que se proceda anunciar nuevamente la vacante en la forma y condiciones que la legislación vigente previene .

De otra parte , el Tribunal en dicha sentencia desestima la excepción perentoria de prescripción de la acción planteada por el Ministerio Fiscal , al considerar impugnable el acuerdo recurrido con fundamento en el Real Decreto de 13 de marzo de 1.930 .
c.1.7.Ayuntamiento de Villafranqueza

Por último , respecto del ingreso en las plazas convocadas por los Ayuntamientos de Médico Titular se conserva un recurso contencioso-administrativo que interpuso Juan Gomis Gomis contra la providencia de la Alcaldía de Villafranqueza del día 25 de septiembre de 1.931 , por la que denegó al recurrente su derecho a tomar posesión del cargo citado para el que se designó en concurso celebrado al efecto , nombrándose para dicha plaza a  Jorge Mateo Serrano .


Según obra en los Resultandos de la sentencia que se conserva  , el actor ante lo dispuesto por la indicada providencia requiere mediante acta notarial al Alcalde para que le de posesión inmediata en el cargo para el que fue nombrado , manifestando dicha Autoridad municipal que la providencia en cuestión se dictó por orden del Gobernador Civil de la Provincia con objeto que fuera nombrado para ocupar la plaza  Mateo Serrano , que había formulado reclamación relativa al proceso selectivo celebrado ante dicha Autoridad provincial 
.

En el segundo Considerando de la precitada sentencia manifiesta el Tribunal Provincial :
“ Que según preceptúa el artículo quinto del Reglamento para la provisión de las plazas de Médicos Titulares de dos de agosto de mil novecientos treinta , contra los acuerdos por la resolución de los concursos procede recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal correspondiente , no obstante lo cual , el nombramiento era ejecutivo , pudiendo el designado tomar posesión de su cargo inmediatamente … si el concursante D. Jorge Mateo Serrano estimó vulnerado su derecho por la resolución del Ayuntamiento de Villafranqueza del precitado concurso , debió interponer contra aquella resolución , el recurso contencioso-administrativo que autoriza el artículo doscientos cincuenta y tres del Estatuto Municipal , de conformidad con lo prevenido en el doscientos cincuenta y cinco del propio Cuerpo legal ; y nunca conforme hizo …”

En el tercer Considerando el Tribunal añade :

“ que el nombramiento hecho por el repetido Municipio de Médico Titular de Villafranqueza a favor de D. Jorge Mateo Serrano , carece de toda eficacia jurídica , toda vez que no utilizó el mismo , conforme ya se ha dicho , el único procedimiento legal que contra el acuerdo resolutorio del concurso estaba obligado a seguir para haber obtenido , en su caso , tal nombramiento ... y por tanto el acuerdo de aquél Ayuntamiento , resolutorio del concurso que se viene haciendo mérito , es firme , ya que contra el mismo no se ha utilizado dentro del plazo , el recurso correspondiente .”

Y en este sentido se sostiene por el Tribunal en el cuarto Considerando de la sentencia :

“ Que del mismo modo carece también de toda eficacia jurídica el acuerdo del Alcalde de Villafranqueza , por el que se negó al recurrente su derecho de tomar posesión del cargo de Médico Titular para el que había sido designado en concurso celebrado al efecto , toda vez que a tenor del precepto contenido en el artículo 5º del Reglamento de dos de agosto de mil novecientos treinta , anteriormente citado , el nombramiento hecho es ejecutivo, y el designado puede tomar posesión inmediata de su cargo .”

Por tanto , el Tribunal deja sin efecto jurídico alguno la providencia recurrida , así como , el nombramiento efectuado a favor de Mateo Serrano .
c. 2 . Cuerpo de Inspectores Farmacéuticos y de Farmacéuticos Titulares 
c.2.1. Partido sanitario de Callosa de Segura – Rafal 
Por  Antonio Grau Mora se formula recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Callosa de Segura del día 12 de febrero de 1.932 , por el que se resuelve adjudicar la plaza de Inspector Farmacéutico Titular del partido de Callosa de Segura-Rafal a  Ricardo Mascarell Sanjuán , modificando en su integridad el acuerdo adoptado el 4 de febrero de 1.932 que adjudicó la plaza a Grau Mora .

Dicho concurso se promovió a instancias de la Dirección General de Sanidad . En la sentencia que sobre este recurso se conserva consta en su cuarto Considerando respecto del acuerdo municipal que se impugna de fecha 12 de febrero de 1.932 , que “ carece de eficacia jurídica , toda vez que supone una revocación del acuerdo tomado en la nombrada sesión de cuatro de Febrero del próximo pasado año , y es apotegma en la materia , que la Administración no puede volver sobre sus propios actos cuando éstos son declarativos de derechos , ni revocar , modificar o anular sus resoluciones , sin declararlas lesivas previamente y someterlas a esta jurisdicción .” 
 .

El Tribunal declara subsistente el acuerdo inicialmente adoptado al respecto de fecha 4 de febrero de 1.932 , por el que se adjudica la plaza en cuestión a Grau , al que inmediatamente debe dársele posesión en el cargo con todos los derechos inherentes a la tal plaza .


Asimismo y entre otros extremos , se declara la nulidad de cuantos acuerdos o actos se hayan ejecutado con posterioridad a la mencionada adjudicación que se revoca .

c.2.2. Partido sanitario de Bañeres 
También se refiere a una plaza de Inspector Farmacéutico Titular el recurso contencioso-administrativo interpuesto por José Luna Luna , sobre la nulidad del concurso anunciado en la Gaceta de Madrid de 9 de noviembre de 1.934 para la provisión de la mencionada plaza del partido de Bañeres o , en su defecto , la nulidad del acuerdo adoptado por el Ayuntamiento de Bañeres el día 3 de enero de 1.935 que resolvió el referido concurso a favor de Ernestina Pastor Sogorb .


Precisamente el objeto de dicho recurso lo centraba el actor en que el nombramiento de Pastor se había realizado exclusivamente por el Ayuntamiento de Bañeres y no por la totalidad de Ayuntamientos integrantes del Partido Farmacéutico .


Al respecto , el Tribunal sostiene en la minuta de sentencia que se conserva  en su primer Considerando ,  que los Partidos Farmacéuticos resultantes de la Mancomunidad o Agrupación de municipios deben de regirse por una Junta de Delegados que los integren , a tenor de lo dispuesto en los artículos 80 y 81 de la Ley Municipal de 1.870 y los artículos 110 y 111 del Estatuto Municipal  .

En este sentido , se afirma por el Tribunal en el segundo Considerando que el nombramiento para ocupar dicha plaza corresponde a la Junta de Delegados del Partido Farmacéutico .


Concluyendo la argumentación en el tercer Considerando del siguiente tenor :

“ Que el nombramiento de Dña. Ernestina Pastor Sogorb para el cargo de Inspector Farmacéutico Titular del Partido integrado por los Ayuntamientos de Bañeres , Agres y Alfafara está hecho , exclusivamente , por el Ayuntamiento de Bañeres , ya que éste fue el único que falló el concurso abierto para la provisión de la plaza , sin que conste que para ello estuviera autorizado .”

El Tribunal declara la nulidad del acuerdo impugnado del Ayuntamiento de Bañeres y se ordena la reposición del expediente administrativo del concurso en cuestión al estado en que estaba con anterioridad de adoptarse el acuerdo que se anula 
 .

c.2.3. Ayuntamiento de Pego 

Respecto a la provisión mediante concurso de una plaza de Farmacéutico Titular consta el recurso contencioso-administrativo interpuesto por Juan Canet Alandete contra los acuerdos del Ayuntamiento de Pego adoptados los días 7 y 16 de julio de 1.932 , por los que se resolvió el concurso celebrado para la provisión en propiedad de una plaza de nueva creación de Farmacéutico Titular de dicho municipio a favor de Leocricio Pascual Alcina .


El Ministerio Fiscal en la contestación a la demanda alega la excepción perentoria de defecto en el modo de proponer la demanda , ya que dicho escrito carece de alguno de los requisitos establecidos en el artículo 42 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa y en los artículos 295 y 313 del Reglamento de dicha Ley , en concreto , no consta alegación , ni  siquiera referencia alguna a la competencia del Tribunal como así resulta preceptivo .


El Tribunal en la minuta de sentencia que se conserva , concretamente , en su segundo Considerando cita la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo dictada al respecto – Sentencias de 1 de marzo de 1.909 , 14 de noviembre de 1.925 y 21 de septiembre de 1.929 - , donde se mantiene la posición que en el escrito de demanda debe necesariamente hacer referencia el actor a las competencias jurisdiccionales 
 .

En consecuencia , el Tribunal estima procedente la excepción perentoria indicada que alegó el Ministerio Fiscal  sin entrar a resolver sobre el fondo del asunto .
c. 3 . Médicos especialistas  
c.3.1. Ayuntamiento de Monóvar 

La primera sentencia indicada se refiere al recurso contencioso-administrativo interpuesto por Leoncio Corbí Poveda contra el acuerdo de la Comisión municipal Permanente de Monóvar del día 5 de julio de 1.930 , por el que se resolvió el concurso para la provisión en propiedad de la plaza de Médico Tocólogo de dicho municipio a favor de  Juan Bellot Ibáñez  
 .

El actor en el escrito de demanda solicitó la revocación del acuerdo recurrido y que se le nombrara para el desempeño de dicha plaza , al considerar que reunía más méritos que el facultativo nombrado y que acreditó en la documentación aportada , dado que el tribunal calificador al no haberse aprobado previamente una escala graduada de méritos preferentes nombró a Bellot ,   teniendo únicamente presente que ocupó dicha plaza de manera interina .

El Tribunal Provincial al haber constatado que Corbí no sólo no recurrió el baremo de méritos debidamente aprobado , sino que se sometió plenamente al mismo cuando optó por concursar en dicha plaza sin que conste alegación o recurso contra la convocatoria efectuada , sostiene en el primer Considerando de la sentencia :

“ que habiendo acudido al concurso el recurrente , sin formular protesta ni reserva alguna por la no publicación en el anuncio del mismo de la escala graduada de méritos por orden de preferencia , es visto que la existencia de tal defecto  no es motivo legal suficiente para que prospere teniéndolo por nulo , porque a nadie es lícito ir contra sus propios actos y según declaración de copiosa y reiterada jurisprudencia que establece que aceptada la convocatoria para concurso de funcionarios técnicos y titulados de los Ayuntamientos , cualesquiera que sean sus términos esta voluntaria sumisión constituye un sometimiento absoluto a su regla , que son ley y deben cumplirse por cuantos intervienen en el certamen , resultando perfectamente ociosa la reclamación sobre este particular , que pudo a su tiempo ser formulada , pero que después una vez consentida no pude ser impugnada “ .

Así como , se añade en el segundo Considerando de la sentencia :

“ que no perteneciendo ninguno de los concursantes al Cuerpo de Inspectores Municipales de Sanidad , por los certificados presentados por los mismos de estudios y prácticas de la especialidad y el desempeño con carácter interino del nombrado D. Juan Bellot Ibáñez , es visto que el acuerdo recurrido se adoptó en términos legales dentro de las facultades atribuidas para estos casos a las Comisiones municipales de los Ayuntamientos “.

Por tanto , el Tribunal ha desestimado el recurso interpuesto por el actor confirmando en sus términos el acuerdo recurrido .


Obra que Corbí  interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra los términos de dicha sentencia , declarándose con posterioridad desierto dicho recurso y firme la sentencia recurrida .

c.3.2. Ayuntamiento de Orihuela 
El otro recurso relativo a una plaza de especialidad médica se interpuso por  Francisco Tafalla Pastor contra el acuerdo del Ayuntamiento de Orihuela del día 18 de diciembre de 1.934 , por el que se resolvió el concurso anunciado para proveer la plaza de Médico Tisiólogo del Hospital Municipal San Juan de Dios , a favor de José Ruíz García .


El recurrente fundamentaba su demanda en que por el Ayuntamiento no se habían valorado de forma adecuada ni rigurosa los méritos acreditados por el mismo, por lo que solicitaba que por el Tribunal se declarara la nulidad de lo actuado y se nombrara al recurrente para ocupar dicha plaza .


El Tribunal manifiesta al respecto en el segundo Considerando de la sentencia que se conserva :
“ basta pasar la vista por la documentación presentada por el recurrente para afirmar que es notoriamente superior a la del nombrado y al desconocerlo y resolver en contrario la Comisión gestora , es obvio , que no se sujetó a las bases publicadas del concurso y en consecuencia es nulo el acuerdo adoptado y es de rigor que la citada Corporación se atenga a las normas de la convocatoria y nombre al recurrente , sin que sea óbice para ello el último inciso del artículo 255 del Estatuto Municipal , toda vez que supeditado el derecho del nombrado a las consecuencias de un concurso , no cabe alegar como derecho creado a favor de tercera persona su nombramiento .”

El Tribunal estima el presente recurso y declara nulo el acuerdo recurrido , así como , impone al Ayuntamiento de Orihuela que nombre al recurrente para ocupar la plaza en cuestión “con sujeción estricta a las bases del concurso reclamado por el actor .” 

c. 4 . Cuerpo de Veterinarios Titulares e Inspectores de Higiene y Sanidad Pecuaria 
c.4.1. Ayuntamiento de Biar 
En relación a la temática referida se conserva une la temática del prelMora .ma :s .
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 recurso contencioso-administrativo interpuesto por Domingo Cortezón Hernández contra el acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Biar del día 2 de octubre de 1.929 , por el que se nombró Veterinario Titular e Inspector de Higiene y Sanidad Pecuaria de dicho municipio a  Cándido Gras Vicente .

El actor en el escrito de demanda basaba su pretensión esencialmente en que se hallaba ejerciendo el cargo en propiedad de Veterinario Titular en el municipio de Alconchel ( Badajoz ) , cuando recibió el ofrecimiento mediante escrito de la referida plaza por el Alcalde de Biar para su ejercicio inmediato con carácter interino , con la firme promesa que se le adjudicaría  cuando se anunciara en propiedad y sin perjuicio de alegar otras consideraciones que a continuación se exponen .


El Tribunal en la minuta de sentencia existente sostiene en el primer Considerando : “ no tiene eficacia ni valor legal alguno la promesa que al recurrente le hiciera el Alcalde de Biar al invitarle a ir a desempeñar en este pueblo interinamente el cargo de Veterinario Titular con el ofrecimiento de si cumplía los deberes de éste sería nombrado en propiedad por no descansar en precepto legal alguno de observancia precisa …” 
 .

Por otra parte , respecto que el Ayuntamiento se reservó el estimar libremente los méritos de preferencia contraviniendo lo exigido en la legislación de aplicación ,  que también alega en su escrito de demanda el recurrente , el Tribunal argumenta en su segundo Considerando de la minuta de sentencia referida que el actor “ acudió al concurso sometiéndose a las condiciones de éste , no puede ahora ir contra sus propios actos y tiene que someterse a los términos de la convocatoria , la que puede decirse que es ley para él reguladora de sus derechos como de los demás concursantes …”

Y por lo que hace a la alegación del recurrente que el nombramiento en cuestión lo efectuó la Comisión Municipal Permanente y no el Pleno del Ayuntamiento como exige la legislación vigente , el Tribunal argumenta en el tercer Considerando que tal circunstancia no “ resta eficacia , ni valor legal al mismo , puesto que según lo preceptuado en el artículo 45 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Ayuntamientos es peculiar atribución de las Comisiones municipales Permanentes el nombramiento de los funcionarios municipales técnicos o titulados a que se contrae el artículo 247 del Estatuto municipal “ . 

El Tribunal ha desestimado el presente recurso y confirma el acuerdo recurrido en sus propios términos .

c.5 .  Cuerpo de Practicantes Titulares 
c.5.1. Ayuntamiento de Penáguila 
Se conserva el recurso contencioso-administrativo que interpuso Pedro Jordá Aznar contra los acuerdos del Ayuntamiento de Penáguila de 20 de septiembre y 18 de diciembre de 1.929 , relativos al anuncio del concurso para la provisión de la plaza de Practicante Titular y la adjudicación de la misma a favor de  Joaquín Martínez Mira .

Consta en los Resultandos de la minuta de sentencia existente  que el recurrente ocupa la plaza de Practicante Titular del Ayuntamiento de Benifallim , y que la Alcaldía de Penáguila se dirigió a dicha Alcaldía para que procediera a nombrar sus representantes para la adjudicación de la plaza mencionada que se convocó , en cuanto  los dos municipios integran el  Partido Médico 
 .

Por la Alcaldía de Benifallim se informa a la de Penáguila que la plaza en cuestión en el municipio se ocupa en propiedad por Jordá Aznar , resolviendo el Ayuntamiento de Penáguila adjudicar dicha plaza a  Martínez Mira .


En el escrito de demanda formulado por el actor  la principal petición al Tribunal se concreta en que Jordá se considera con derecho preferente a ocupar dicha plaza , dado que él ocupa ya en propiedad una plaza en el ámbito territorial del Partido Médico constituido .


El Tribunal afirma al respecto en el tercer Considerando de la minuta de sentencia que se conserva que el Ayuntamiento de Benifallim no se opuso a que el de Penáguila convocara la plaza referida , partiendo de la premisa que la misma constituye una plaza de dicho Ayuntamiento y no del Partido Médico constituido en dicha circunscripción territorial , al sostener que el Ayuntamiento de Penáguila nombró otro Practicante para los servicios auxiliares de la sanidad en su término municipal , por lo que no se aprecia infracción de la Real Orden de 26 de septiembre de 1.929 que alegaba el actor con objeto de prestar sus funciones en la totalidad del Partido Médico .

El Tribunal ha desestimado el presente recurso y confirma en sus términos los acuerdos municipales impugnados .

c.6 .  Cuerpo de  Comadronas Titulares 
c.6.1. Ayuntamiento de Monóvar 

Sobre la presente temática se conservan dos recursos contencioso-administrativos que se refieren ambos a una plaza de Comadrona Titular convocada por el Ayuntamiento de Monóvar y que se analizan seguidamente.


El primer recurso se interpuso por Francisca Corbí Pina contra el acuerdo del Ayuntamiento de Monovar del día 3 de agosto de 1.933 , por el que se convocó concurso para proveer en propiedad una plaza  vacante de Comadrona Titular 
 .


En el escrito de demanda solicitaba la recurrente que se anulara la convocatoria acordada , ya que el Ayuntamiento no llegó a formar la preceptiva escala graduada de méritos profesionales por orden de  preferencia que exige la legislación aplicable para tales plazas .


El Tribunal en la sentencia dictada en el presente caso en su primer Considerando sostiene que el artículo 247 del Estatuto Municipal , el artículo 96 del Reglamento de Secretarios y empleados municipales y el artículo 5 de la Real Orden de 26 de septiembre de 1.929 – referido este último específicamente a las plazas de matronas titulares de los Ayuntamientos - , prescriben que “ los concursos para la provisión de los cargos expresados que los Ayuntamientos acuerden celebrar , siempre tienen que hacerse estableciendo la escala gradual de méritos “ . 

Resulta sumamente ilustrativo lo mantenido en el segundo Considerando de la sentencia por el Tribunal : “ al expresar en el concurso como único mérito preferente los servicios prestados al Ayuntamiento concursante y tiempo de prestación de los mismos , lejos de establecer la escala graduada de méritos por orden de preferencia , a que venía obligado por inexcusable cumplimiento de los preceptos citados , con ello , por el contrario , se estableció un mérito a favor de determinada persona a la que forzosamente había que adjudicarse la predicha plaza , excluyéndose del concurso a todas las solicitantes que por no hallarse en  aquel caso , no podían optar a dicho nombramiento .”

El Tribunal anula el acuerdo impugnado y obliga al Ayuntamiento a establecer una escala graduada de méritos por orden de preferencia , con objeto de que se proceda anunciar de nuevo el concurso en cuestión debidamente .


En relación a dicha plaza y una vez que el Ayuntamiento de Monóvar aprobó y publicó una escala graduada de méritos preferentes como baremo del concurso indicado según le impuso la sentencia precitada ,  Teresa Verdejo González interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento citado de 21 de diciembre de 1.934 , por el que se resolvió el concurso para el nombramiento de Comadrona Titular del referido municipio a favor de Francisca Corbí Pina 
 .


En el escrito de demanda la actora solicitaba del Tribunal la anulación del concurso recurrido , por no haberse atenido el tribunal calificador al baremo que regía el concurso convocado y que se le nombrara para dicha plaza al considerar que acreditó mayores méritos que la concursante nombrada como así consta en la sentencia existente  .

El Tribunal en el tercer Considerando de dicha sentencia sostiene :
“ El Ayuntamiento de Monóvar obró dentro de sus facultades al apreciar libremente el valor de las certificaciones presentadas por la recurrente las que , por otro lado , están compensadas por otras presentadas también por la nombrada señora Corbí …” .
Todo ello teniendo presente que el Tribunal distingue con precisión en dicho Considerando entre lo que constituyen certificaciones y lo que son títulos profesionales a efectos de computar méritos en el baremo aprobado para el aludido concurso .

 
En consecuencia , el Tribunal ha desestimado el presente recurso y confirma en sus términos el acuerdo municipal recurrido .

c.7 . Otras plazas

c.7.1. Ayuntamiento de Alcoy 
Por último , en lo atinente a este epígrafe se conservan dos sentencias recaídas en sendos recursos contencioso-administrativos referidos a la provisión de dos plazas convocadas por el Instituto Municipal de Higiene de la ciudad de Alcoy .


Un recurso se interpuso por Julio Miró Carbonell contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alcoy  del día  8 de marzo de 1.929 , por el que se acordó celebrar concurso-oposición para la provisión de la plaza de Director Médico Bacteriólogo del Instituto Municipal de Higiene , con arreglo a las condiciones establecidas en la sesión mencionada 
 .

El actor interpone el presente recurso al amparo de la acción pública o vecinal regulada en el artículo 253.2 del Estatuto Municipal y solicita en su escrito de demanda que se declare la nulidad del identificado acuerdo municipal , ya que en su opinión manifiestamente vulnera la legislación de aplicación .


El Tribunal en la sentencia que se conserva  en su primer Considerando sostiene : “ que el Ayuntamiento de Alcoy , obró con la debida competencia al adoptar en ocho de marzo último , el acuerdo motivo de este recurso , y ello , fácilmente es demostrable , si se observa , que la mencionada Corporación , decidió cumpliendo lo acordado por su Comisión permanente , al reorganizar los laboratorios que constituían el Instituto Municipal de Higiene de Alcoy , creado hacía más de veinticinco años cuando tal acuerdo de reorganización se adoptó … ; y la nombrada entidad local al adoptar el acuerdo de referencia , dio cumplimiento a preceptos legales , contenidos en los artículos doscientos cinco del Estatuto Municipal , y sesenta y uno del Reglamento de Sanidad Municipal de nueve de febrero de mil novecientos veinticinco .” 

En el segundo Considerando de dicha sentencia el Tribunal reitera que los Ayuntamientos pueden seleccionar su personal científico , como así se desprende de lo dispuesto en el artículo 247 del Estatuto Municipal y en el artículo 94 del Reglamento de Secretarios de Ayuntamiento y empleados municipales .

En  el tercer Considerando el Tribunal constata que el Ayuntamiento citado también se ajustó “ a las normas establecidas en el Reglamento para las oposiciones a plazas de Médicos Bacteriólogos y Epidemiólogos , Químicos y Veterinarios  de los Institutos Provinciales de Higiene , de dieciséis de febrero de  mil novecientos veintinueve .”

Y en el cuarto Considerando de la sentencia , el Tribunal manifiesta que las objeciones posteriores realizadas por el actor relativas al plazo de anticipación con que debe hacerse la convocatoria y la fijación de derechos de examen , “ no habiéndose suscitado en vía administrativa y a su tiempo , no puede ser tratada ni resuelta en la contenciosa por el carácter de revisión de esta jurisdicción .”

Dadas las expresadas consideraciones que vierte el Tribunal en el texto de la sentencia , se ha desestimado el presente recurso y se confirma en sus términos el acuerdo recurrido , con expresa imposición de costas a la parte recurrente a tenor de lo dispuesto en el artículo 40 del Reglamento de Procedimiento en materia municipal de 23 de agosto de 1.924 , toda vez que ejercitó la acción pública o vecinal .

 Miró  interpone recurso de apelación contra la meritada sentencia del Tribunal Provincial reiterando sus argumentos de incumplimiento por el Ayuntamiento de Alcoy de la legislación aplicable al caso , dictándose Sentencia por el Tribunal Supremo con fecha 3 de octubre de 1.931 , en la que se confirma la sentencia de instancia recurrida abundando en las consideraciones jurídicas expuestas .

El otro recurso contencioso-administrativo que se aludía con anterioridad se interpuso por Antonio Piñana Castaño contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Alcoy del día 25 de octubre de 1.930 , por el que se anula el concurso anunciado para la provisión del cargo de Jefe de la Sección Química del Instituto Municipal de Higiene de la Ciudad de Alcoy , que se convocó dicho concurso mediante acuerdo plenario de 12 de diciembre de 1.929 
 .


El recurrente en el escrito de demanda que presentó ante el Tribunal solicitaba que éste declarara la nulidad del acuerdo impugnado , dado que el mismo había revocado otro anterior que le facultó a presentarse al concurso indicado ,  sin respetar el procedimiento legalmente establecido para llevar a cabo tal proceder .

El Tribunal manifiesta en el segundo Considerando de la sentencia que se conserva  , “ que el acuerdo del Ayuntamiento de Alcoy de 12 de diciembre de 1.929 fue ejecutivo y firme a la par que creador de derechos , puesto que dio lugar a que se anunciara el concurso para proveer la plaza … ; concurso a que , dentro del plazo marcado , se presentó como aspirante único el recurrente en este pleito y por ello no puede ser modificado , por propio imperio del Pleno , cuya doctrina se sustenta en el artículo 255 del Estatuto Municipal y entre otras , en la Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de septiembre de 1.928 .” 

En este sentido argumentativo reitera el Tribunal Provincial en el tercer Considerando de la sentencia citada : “ que es indubitable el hecho de causar estado el repetido acuerdo , como no recurrido ni impugnado , y con estos actos otorgó derechos que no pudo luego negar , por el otro acuerdo de 25 de octubre de 1.930 , ampliatorio del primero , porque a ello se opone la legislación vigente , más la doctrina constante , inspirada en el bien jurídico de la irrevocabilidad de los acuerdos administrativos , que declaran derechos , según Sentencia del Tribunal Supremo de 6 de octubre de 1.928 .”

Y en el quinto Considerando de la citada sentencia , el Tribunal precisa que la única posibilidad jurídica que tenía el Ayuntamiento para dictar el acto impugnado revocando uno anterior declarativo de derechos era “ formular la declaración de lesividad , sometiendo la cuestión a revisión ante los Tribunales de esta jurisdicción , Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de enero de 1.930 .”

Ante lo expuesto , el Tribunal ha estimado el presente recurso y declara la nulidad del acuerdo impugnado , así como , ordena al Ayuntamiento de Alcoy que proceda a resolver el recurso convocado para proveer la plaza en cuestión . 

B ) Otros funcionarios  
a ) Introducción


Se conservan sobre la temática del ingreso del personal no sanitario en la función pública local un total de once sentencias , aunque en algunos casos sólo existen sus minutas . 


Tales pronunciamientos judiciales desestimaron un total de diez recursos contencioso-administrativos y se estimó uno .

b) Panorama legislativo aplicable 

Cuatro de dichos recursos aluden a la provisión mediante el proceso selectivo de concurso de méritos de plazas de Oficiales de Secretaría de Ayuntamiento , dos de los mismos se refieren al cargo de Administrador de las Casas de Beneficiencia Provincial y el resto versan sobre distintas plazas de funcionario , destacando los recursos relativos a una plaza de Secretario del Ayuntamiento de Jijona , una plaza de Depositario de fondos y de Arquitecto Auxiliar ambas del Ayuntamiento de Alcoy y una plaza de Inspector General de Especies Gravadas del Ayuntamiento de Alicante .


La temática que se plantea en dichos recursos es muy variada , por lo que la legislación de aplicación también resulta poco uniforme , si bien , puede servir de elemento común que se plantea en tales recursos la importancia que en los distintos procesos selectivos mediante concurso tiene las bases del mismo , que se configuran en la doctrina jurisprudencial generada al respecto como su auténtica ley reguladora y así se declara reiteradamente por el Tribunal Supremo ,  pudiendo resultar muy ilustrativa al respecto su Sentencia de fecha 6 de febrero de 1. 930 , donde se incide que si el concursante no cuestiona la legalidad de tales bases en la forma y plazos establecidos legalmente , es decir , que las acepta , por lo que las mismas resultan incuestionables en función del resultado de las pruebas selectivas en cuestión .
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Cuerpo de Oficiales de Ayuntamiento 
c.1.1. Ayuntamiento de Agost 
César Cortés Castelló y  Manuel Moltó Molina interponen recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Agost del día 11 de julio de 1.931 , que anuló los nombramientos de Oficiales de Secretaría a favor de los recurrentes de 14 de abril de 1.928 y de 27 de febrero de 1.931 , respectivamente 
 .

En el escrito de demanda que formularon los precitados recurrentes solicitaban del Tribunal que se declarara la validez de los nombramientos efectuados a su favor , fundamentando dicha pretensión en que tales plazas se cubrieron previo informe favorable de la Junta Calificadora de Aspirantes a Destinos Públicos por el turno de proporcionalidad , en cuanto vacantes del Cuerpo de Administrativos disponibles por el Ayuntamiento de Agost .

Y todo ello ,  en estricto cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 48 del Reglamento de fecha 6 de febrero de 1.928 para la aplicación del Real Decreto-Ley de 6 de septiembre de 1.925 , sobre provisión de destinos públicos .


El Alcalde comparece en calidad de coadyuvante y fundamenta la legalidad del acuerdo recurrido , al considerar que el Ayuntamiento cuando nombró a los actores como funcionarios de la forma en que se materializó incurrió en una manifiesta extralimitación de sus competencias , ya que no se convocó ningún proceso selectivo al efecto en la modalidad de concurso u oposición como exige el artículo 247 del Estatuto Municipal . Asimismo , entiende que los nombramientos efectuados no se verificaron como era preceptivo por la Comisión Municipal Permanente conforme exige el artículo 45 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Ayuntamientos de fecha 9 de julio de 1.924 .

El Tribunal Provincial en el primer Considerando de la minuta de sentencia que se conserva , sostiene que los nombramientos efectuados en su día a favor de los recurrentes “ reúnen cuantos requisitos legales son precisos para su validez “ , con expresa mención de los preceptos y normas de aplicación al supuesto , entre las que destaca , en apoyo de la legalidad de los nombramientos en cuestión lo dispuesto en el artículo 48 del citado Reglamento de 6 de febrero de 1.928  .
En dicho precepto de la aludida norma se posibilita que los Ayuntamientos efectúen los nombramientos referidos previo informe favorable de la Junta Calificadora  de Aspirantes a destinos públicos , siempre y cuando los municipios no alcancen los cuatro mil habitantes de población de derecho y no figuren como cabeza de Partido judicial , requisitos todos ellos que se dan en el presente caso , por lo que según el Tribunal el Ayuntamiento de Agost “ no obró ni con manifiesta extralimitación ni con incompetencia notoria , sino por el contrario con arreglo a la ley y dentro de las atribuciones que para estos casos le competen “.

En el segundo Considerando de la minuta mencionada se manifiesta por el Tribunal :

“ Que de conformidad con lo preceptuado en el número segundo del artículo 153 del Estatuto Municipal , vigente en la época en que fueron los expresados nombramientos , los mismos , eran de la competencia del Ayuntamiento Pleno  y no de la Comisión Municipal Permanente , a la que se le confiaban , según el artículo 45 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Ayuntamientos , de 9 de julio de 1.924 , los nombramientos de funcionarios municipales cuando se verificara previa oposición o concurso .”

El Tribunal ha estimado el presente recurso revocando el acuerdo impugnado y ordenando al Ayuntamiento de Agost que reponga a los recurrentes  en los cargos que ocupaban , así como , declarando el derecho de los actores de exigir el sueldo no percibido desde su indebida situación .
c.1.2. Ayuntamiento de Tibi 
Otro recurso contencioso-administrativo se interpuso por Ricardo Carbonell Morató contra el acuerdo del Ayuntamiento de Tibi del día 11 de septiembre de 1.931 , por el que se declaró nulo su nombramiento de Oficial de Secretaría que venía desempeñando en dicho Ayuntamiento , compareciendo como coadyuvante de la Administración General del Estado demandada el Síndico del Ayuntamiento , José Luna Garrigós 
 .

En el segundo Resultando de la minuta de sentencia que existe consta que el cargo lo ejercía el actor con carácter interino y en tal concepto fue nombrado  .

El recurrente en su escrito de demanda solicitaba del Tribunal su reposición en la plaza que ocupaba , dado que se le había destituido sin que el Ayuntamiento hubiera observado las garantías previstas en los artículos 253 y 249 del Estatuto Municipal y preceptos concordantes del Reglamento para su ejecución de 23 de agosto de 1.924 – artículos 109 a 113 - .


En el primer Considerando de la minuta de sentencia indicada se afirma por el Tribunal Provincial de Alicante que : “ el Tribunal Supremo en sentencia de 4 de junio de 1.929 establece que para que sea necesario cumplir las disposiciones del Estatuto de 8 de marzo de 1.924 y el Reglamento de 23 de agosto del propio año que se refiere a la inamovilidad de los empleados municipales y los requisitos que se señalan para su separación , es indispensable que estos desempeñen sus cargos en propiedad y de plantilla … y siendo así que el recurrente D. Ricardo Carbonell Morató que fue nombrado Oficial de la Secretaría del Ayuntamiento con fecha 28 de junio de 1.926 con carácter interino , es visto que no puede alegar en su favor las mencionadas disposiciones del Estatuto y Reglamento citados que fueron dados para los empleados en propiedad de los municipios .”

El Tribunal ha desestimado el presente recurso y confirma en todas sus partes el acuerdo impugnado .

c.1.3. Ayuntamiento de Finestrat 
El tercer recurso contencioso-administrativo que se conserva fue interpuesto por  Carmen Llorca Rabasa , como madre y representante legal de su hijo menor de edad  Santiago Martínez Llorca , contra el acuerdo del Ayuntamiento de Finestrat del día 24 de noviembre de 1.935 sobre provisión en propiedad mediante concurso del cargo de Oficial 2º de la Secretaría de dicho Ayuntamiento 
 .


En concreto , se impugnaba la edad establecida para poder tomar parte en el concurso convocado , al exigir para participar en el mismo tener una edad entre los veintitrés y treinta años , teniendo Santiago Martínez  veintiún años de edad .

En este sentido , se solicitaba del Tribunal en el escrito de demanda por la recurrente que el límite se fijara en dieciocho años con arreglo a las disposiciones vigentes en la materia .


En el quinto Considerando de la sentencia que se conserva se contiene la siguiente observación :

“ Que el Fiscal , en el correspondiente trámite de informe , ha hecho observar la circunstancia formal de no estar cumplidamente acreditada en el recurso la representación de Dña . Carmen Llorca Rabasa como madre del menor D. Santiago Martínez Llorca , ya que la representación legal de los menores corresponde al padre que ejerce la patria potestad , y únicamente en defecto del mismo a la madre sin que aparezca de los documentos aportados por la recurrente aquél hecho .”

Ante la referida alegación planteada por el Ministerio Fiscal , el Tribunal constata en el segundo Considerando de la indicada sentencia que el preceptivo recurso previo de reposición se interpuso por el indicado menor , es decir , que interpuso tal recurso sin disponer de capacidad jurídica al efecto por lo que sostiene el Tribunal que “ no pudo dar vida legal a dicho trámite que , por tal razón , ha de estimarse como inexistente por adolecer de vicio sustancial que lo invalida “.

También verifica el Tribunal en el tercer Considerando de la misma que ante lo expuesto por el Fiscal y no acreditándose en autos otra documentación sobre el aludido extremo de la representación por ejercicio de la patria potestad , se concluye por el Tribunal que  Llorca Rabasa  “ carece de la personalidad que ostenta en este pleito .”

El Tribunal resuelve la inadmisión del presente recurso dadas las circunstancias concurrentes que se acreditan .

c.1.4 . Ayuntamiento de Aguas de Busot 
La cuarta sentencia que se conserva relativa a la problemática contenida en el presente epígrafe respecto de plazas de oficiales de Secretaría de Ayuntamiento , se refiere al recurso contencioso-administrativo promovido por Lorenzo Ivorra Climent contra el acuerdo del Ayuntamiento de Aguas de Busot del día 30 de agosto de 1.934 , por el que se nombró para el cargo de Oficial de Secretaría de dicho Ayuntamiento a  Santiago Santonja Arnau 
 .

El recurrente en el escrito de demanda solicita del Tribunal que se declare la nulidad de la adjudicación realizada a favor de Santonja y que se le nombre al actor para ocupar dicha plaza por haber acreditado mayores méritos que el nombrado .

En defecto de la expresada pretensión principal se solicita que se declare la nulidad de la convocatoria del concurso realizada por providencia de la Alcaldía de 30 de julio de 1.934 , dado que no se establecen los preceptivos méritos preferentes que deben regir el proceso selectivo en cuestión .


El Tribunal en el segundo Considerando de la sentencia que se conserva considera improcedente la petición de nulidad solicitada por el actor , respecto de la convocatoria del concurso referido en base a las siguientes afirmaciones : “ en atención al principio de derecho consagrado por la jurisprudencia  de que nadie puede ir contra sus propios actos , y como el recurrente acudió al concurso sin protesta alguna , lo aceptó en los términos de su publicación , ya que como tiene declarado el Tribunal Supremo en sucesivas sentencias y entre ellas las citadas anteriormente , y la de 6 de Febrero de 1.930 , establecen que los términos y condiciones del concurso son ley entre las partes y en ellos la convocatoria es ley para los aspirantes que se presenten .”

Y en el tercer Considerando de la sentencia indicada argumenta el Tribunal en lo atinente a la legalidad de la adjudicación efectuada que se impugna en el presente recurso por el actor : “ es visto que al resolver el Ayuntamiento de Aguas de Busot el concurso anunciado a virtud del acuerdo que se impugna obró dentro de las condiciones del concurso … puesto que la providencia que anunció el concurso para nada aludió a preferencia alguna de méritos entre los concursantes , y como tal anuncio fue aceptado por el recurrente desde el momento que acudió al concurso , es consecuencia que hoy no puede ir contra aquella resolución que ya de antemano la tenía aceptada .”

El Tribunal ha desestimado el presente recurso y confirma en sus términos el acuerdo recurrido y la providencia de la Alcaldía en cuestión .

c. 2. Administrador de la Beneficiencia Provincial

c.2.1. Diputación provincial 

Como ya se indicó anteriormente se conservan dos sentencias referidas a la adjudicación mediante concurso de una plaza de Administrador de la Casa de la Beneficiencia Provincial dependiente de la Diputación Provincial .


Un recurso se interpuso por Jorge Pacheco Barrera contra el acuerdo de la Diputación Provincial del día 29 de abril de 1.933 , por el que se adjudicó a favor de  Antonio Valle Juan  la plaza referida mediante concurso celebrado para su provisión 
 .

El actor en el escrito de demanda solicita del Tribunal Provincial que se declarara la nulidad de la adjudicación realizada y del propio proceso selectivo materializado , ya que según fundamentaba el ingreso en el Cuerpo Administrativo local deber realizarse mediante oposición y además , debió de tenerse en cuenta la preferencia para ocupar la plaza por parte del personal excedente forzoso de la Diputación Provincial .

El Tribunal en la sentencia que se conserva  , precisa en el primer Considerando de la misma el carácter exclusivamente revisor de la jurisdicción contencioso-administrativa , lo que determina que la misma no puede enjuiciar otros actos que no hayan sido objeto de impugnación en vía administrativa . Y en el presente caso el único acto recurrido fue el acuerdo de adjudicación por la Diputación Provincial de la aludida plaza , por lo que “ no puede extenderse ahora el recurso presentado ante esta jurisdicción a materia distinta , cual lo hace el recurrente desde el momento que pide la nulidad del repetido concurso por defectos en su convocatoria .”

En el segundo Considerando de la indicada sentencia el Tribunal Provincial reitera la doctrina jurisprudencial reiterada y unánime del Tribunal Supremo , respecto que “ la convocatoria en los concursos es ley para los concursantes que a ella acudan … entendiéndose que aceptan sus condiciones desde el momento que acuden a tal convocatoria como concursantes, no siéndoles por tal motivo dado , ir después contra la aludida convocatoria aunque ésta adolezca de defectos .”

 Con fundamento en tales consideraciones fundamenta el Tribunal la legalidad del acto recurrido en este pleito y ha desestimado del recurso interpuesto por Pacheco confirmando en sus términos el acuerdo recurrido .


El recurso contencioso-administrativo que interpuso Luis Más Gil tiene idéntico objeto y finalidad que el expuesto con anterioridad , es decir , el acuerdo de la Diputación Provincial de 29 de abril de 1.933 por el que se adjudicó a Valle Juan la plaza mencionada de Administrador de las Casas de Beneficiencia Provincial 
 .


El Tribunal argumenta y resuelve en idénticos términos a los ya expuestos en el anterior recurso .

c. 3. Cuerpo de  Secretarios de Ayuntamiento 
c.3.1. Ayuntamiento de Jijona 
 Se conserva el recurso interpuesto por Salvador Perepérez Bordes contra los acuerdos adoptados por el Ayuntamiento de Jijona los días 3 y 5 de julio de 1.929 , por los que se adjudicó la plaza de Secretario del Ayuntamiento citado a favor de José María de Lacy y Zafra , así como , se fijó el orden de preferencia entre los concursantes para el supuesto que el funcionario nombrado no tomara posesión en tiempo , respectivamente ,  en cada una de las sesiones mencionadas 
 .

Por el recurrente se solicita del Tribunal en el escrito de demanda que presentó que se declarara la nulidad de la adjudicación materializada en el concurso celebrado al efecto y se efectuara el nombramiento a su favor , con fundamento en que la convocatoria de carácter extraordinario celebrada el tres de julio citado no respetó el preceptivo plazo de  tres días desde su notificación a los Concejales al día de su celebración , por lo que en su opinión se vulnera el artículo 128 del Estatuto Municipal .Y también considera un manifiesto motivo de nulidad concurrente , la circunstancia de que el orden de preferencia de los concursantes no se fijara en la misma sesión que se resolvió la adjudicación de la plaza , sino en otra sesión extraordinaria celebrada el cinco de julio , lo que supone una vulneración de lo dispuesto en el Real Orden de 13 de mayo de 1.929 que disciplina el concurso en cuestión .


El Tribunal en el segundo Considerando de la minuta de sentencia que se conserva sostiene respecto de la primera causa de supuesta nulidad alegada por el recurrente : “ que según tiene declarado el Tribunal Supremo , en sentencia dictada por la Sala Tercera , en veintiuno de Febrero de mil novecientos veintisiete , cuando los acuerdo son justos , lícitos y legales nunca deben anularse por defectos de tramitación que carezcan de importancia o trascendencia , y no produzcan indefensión ; y en el presente caso , del examen del expediente de su referencia … tal defecto de forma , no puede producir tan grave consecuencia como es , la declaración de nulidad pretendida por el recurrente .”

Y en lo atinente a la supuesta segunda causa de nulidad manifestada por el actor , el Tribunal en el tercer Considerando de la citada minuta de sentencia también sostiene  que el defecto formal planteado por el actor “ no puede nunca producir la nulidad de lo actuado , ni tampoco puede invalidar aquella sesión en que se realizó el nombramiento del Secretario , toda vez que ni en la Real Orden de trece de mayo de mil novecientos veintinueve , convocando el concurso , ni en otro precepto legal alguno , se determina expresamente la necesidad de practicar aquellas dos operaciones en el mismo acto “.

El Tribunal ha desestimado el presente recurso y confirmar en sus términos los acuerdos recurridos .

c.4 . Depositario de fondos municipales 
c.4.1. Ayuntamiento de Alcoy 
En lo atinente a la sentencia aludida de la plaza de Depositario municipal obra el recurso contencioso-administrativo interpuesto por Eduardo Plá Botí contra los acuerdos del Ayuntamiento de Alcoy de 3 y 24 de noviembre de 1.934 en relación con el del día 14 de septiembre de 1.934 , desestimando la solicitud del actor que se anulara el concurso libre anunciado para la provisión en propiedad de la plaza de Depositario de fondos municipales del citado Ayuntamiento 
 .


El referido recurso se interpone ejercitando el recurrente la acción popular o vecinal prevista en el Estatuto Municipal y en el escrito de demanda solicita éste la revocación de los acuerdos impugnados por vulnerar , en su opinión , la legislación de aplicación .

El Tribunal en el primer Considerando de la sentencia existente  sostiene que el acuerdo impugnado , en realidad , es el de fecha de 14 de septiembre de 1.934 , por el que la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Alcoy resolvió dejar sin efecto el acuerdo plenario adoptado el día 29 de diciembre de 1.933 . En el acuerdo del indicado mes de septiembre se anuló  el concurso específico previsto para la provisión en propiedad de la plaza vacante de Depositario y en su lugar proveerla mediante concurso libre .
 
El actor solicitó del Ayuntamiento la anulación del concurso libre ahora convocado por infracción manifiesta de lo dispuesto en el artículo 96 del Reglamento de 23 de agosto de 1.924 y así lo hizo constar en su escrito de demanda , ya que el ingreso en la función pública se permite con la nueva convocatoria al margen de los principios esenciales previstos en dicho precepto .

En el segundo y tercer Considerando de la sentencia , el Tribunal entiende debidamente interpuesto el preceptivo recurso de reposición por el actor contra los acuerdos impugnados .


En el cuarto Considerando de la sentencia el Tribunal manifiesta : 
“ Que a todos los efectos legales sustantivos y de procedimiento debe entenderse que el acuerdo de 24 de noviembre de 1.934 es confirmatorio de los de 14 de septiembre y 3 de noviembre del mismo año .”

El Tribunal en el quinto Considerando de tal sentencia sostiene , respecto de la supuesta infracción del aludido artículo 96 del citado Reglamento estatal de 1.924  alegado por el actor , que ya no está en vigor dicho precepto dado que el mismo contradice lo dispuesto en el artículo 157 de la Ley Municipal de aplicación , donde se “ establece que los Ayuntamientos nombran y separan libremente a los Depositarios y tal precepto tiene su cabal traducción en el artículo 566 del Estatuto Municipal , Ley de la República a partir del 15 de septiembre de 1.931 .”

En el séptimo Considerando de dicha sentencia el Tribunal mantiene que el Ayuntamiento actuó dentro de las competencias que se le atribuyen legalmente y así el fundamental acuerdo de 14 de septiembre de 1.934  también resulta conforme con la doctrina del Tribunal Supremo al respecto ,  expresada en su Sentencia de fecha 3 de enero de 1.931 ,  que declara: “ el cargo de Depositario puede ser conferido a persona determinada sin necesidad de acudir al concurso ni a la oposición , toda vez que el cargo no es de los de carácter técnico o administrativo que exige para que sea necesario tal concurso  el artículo 247 del Estatuto Municipal … , ya que además su función no es necesaria en todos los ayuntamientos y necesita de la fianza para poder entrar en el ejercicio de la misma .”
El Tribunal ha desestimado del recurso interpuesto por Plá Botí y confirma en sus términos los acuerdos municipales que se recurren .
c.5  Arquitecto municipal 

c.5.1. Ayuntamiento de Alcoy 
Al respecto obra el recurso contencioso-administrativo interpuesto por Camilo Grau Soler  contra el acuerdo del  Ayuntamiento de Alcoy del día 6 de octubre de 1.933 , por el que se adjudicaba la plaza de Arquitecto auxiliar afecto a los servicios de ensanche a favor de José María Mestre Asencio 
 .


El recurrente en el escrito de demanda solicitó del Tribunal que anulase la adjudicación de la plaza en cuestión y se procediera a su nombramiento para ocupar la misma , ya que acreditó mayores méritos que el nombrado , cuales son , ejercer la profesión más tiempo , haber sido Arquitecto municipal del Ayuntamiento de Onteniente y haber desempeñado el cargo de Arquitecto meritorio del Ayuntamiento de Alcoy .


El Tribunal en el primer Considerando de la minuta de sentencia que se conserva  manifiesta lo siguiente : “ que aceptados libremente y sin protesta de ningún género los términos y condiciones del concurso , cuya adjudicación se reclama , es obvio , que no es lícito al recurrente impugnar el acuerdo de convocatoria y por consiguiente a ella queda sometido , como ley indiscutible para todo los efectos .” 

Y en el segundo Considerando de la misma se  precisa : “ que no señalando como méritos especiales , el mayor tiempo de ejercicio de la profesión y no pudiendo invocarse como preferencia , el desempeño del cargo de Arquitecto meritorio de la propia Corporación ya que al hacerse tal nombramiento , se hizo constar de manera terminante que ello no constituiría mérito para hacer valer posteriormente ; es visto , que ambos concursantes se hallaban en igualdad de condiciones y por tanto , la facultad discrecional del Ayuntamiento de Alcoy era indiscutible .”
 El Tribunal ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos el acuerdo recurrido .
c.6 . Inspector municipal de especies gravadas 
c.6.1. Ayuntamiento de Alicante 
Sobre la presente temática se conserva el recurso contencioso-administrativo interpuesto por Miguel Arques Mayor contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alicante del día 6 de marzo de 1.936 , por el que se anuló el concurso para la provisión de la plaza de Inspector general de Especies Gravadas y el nombramiento efectuado a favor del recurrente 
 .

El presente recurso jurisdiccional tiene su origen en el recurso de reposición que interpuso Carmelo Serrano Sánchez , en calidad de concursante en el proceso selectivo aprobado para la provisión de la indicada plaza , con fundamento en que se había procedido al nombramiento de Arques pero a los dos restantes aspirantes – entre los que se encontraba Serrano – no se les practicó el preceptivo examen de aptitud obrante en la convocatoria del concurso y no se procedió a la valoración de los méritos que acreditaron , resultando además irrelevante , en opinión del recurrente en reposición , a efectos de dicho proceso selectivo que Arques desempeñara la plaza por libre designación de la Alcaldía desde el 13 de marzo de 1.935 . El expresado recurso de reposición se estimó mediante el referido acuerdo del Ayuntamiento de fecha 6 de marzo de 1.936 ,  que se impugna en este recurso jurisdiccional .

 Arques en su escrito de demanda solicitaba que por el Tribunal se anulara el acuerdo impugnado y se ordenara la validez del concurso , así como , del nombramiento a su favor para ocupar la plaza en cuestión .


Por el coadyuvante de la Administración y representante procesal del Ayuntamiento de Alicante se planteó la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción al considerar que el recurso de reposición interpuesto por Serrano se formuló fuera de plazo .

El Tribunal en el segundo Considerando de la minuta de la sentencia que existe sostiene que no procede estimar la excepción indicada que planteó el actor , dada la fecha en que se le notificó el acuerdo impugnado .


Y en el tercer Considerando de la indicada minuta que se conserva el Tribunal manifiesta sobre el fondo del asunto lo siguiente : “ al resolver el concurso la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Alicante a favor del recurrente sin someter a todos los aspirantes a las pruebas de aptitud que implícitamente se exigen en las condiciones 2ª y 3ª del concurso , es evidente que faltó a la ley del mismo por cuanto no dio ocasión a todos los concursantes , y muy especialmente al Sr. Serrano Sánchez , para que ante el Tribunal nombrado pudiera demostrar sus condiciones de aptitud para el desempeño del cargo que pretendió y de esta manera , contrastando los ejercicios de todos los concursantes dar después – y no antes como lo hizo el Ayuntamiento – la plaza solicitada a quien hubiera demostrado mayores conocimientos para el ejercicio del cargo ; y la Comisión Gestora del Ayuntamiento de esta Capital , lejos de cumplir con tal requisito adjudicó el cargo al Sr. Arques antes de someterlo a un examen de aptitud y sin llamar para sufrir tal prueba a los demás concursantes .”

El Tribunal ha desestimado la excepción planteada por el coadyuvante de la Administración General del Estado , así como , desestima el recurso que interpuso  Arques y confirma en sus términos el acuerdo recurrido .

c.7. Recaudador municipal 
c.7.1. Ayuntamiento de Benisa 
En lo relativo a dicha temática interpuso recurso contencioso-administrativo  Juan Bautista Mut Ballester contra el acuerdo del Ayuntamiento de Benisa del día 10 de agosto de 1. 935 , por el que se anunciaba concurso para la provisión en propiedad del cargo de Recaudador Voluntario de los Repartimentos Municipales de dicho Ayuntamiento , según edicto publicado en el Boletín Oficial de la Provincia nº 200 , de 28 de agosto de 1.935 
 .

El actor solicitaba en el escrito de demanda que por el Tribunal se dejara sin efecto por el momento el concurso convocado al efecto , en tanto recayera sentencia en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo respecto a otro recurso que interpuso , referido a las incidencias habidas en su nombramiento como interino para el desempeño de la plaza de Recaudador de tal municipio .


El Tribunal en el tercer Considerando de la minuta de sentencia que se conserva  sostiene respecto de la pretensión del actor  :


En primer lugar , que no se deduce de los hechos en cuestión que preexista a favor del recurrente un derecho administrativo que haya sido vulnerado por la resolución recurrida y que ésta haya causado estado , es decir , en  términos del propio Tribunal :“ el de pertenecerle en propiedad el cargo para cuya provisión con tal carácter se abrió el concurso “ .
Y en segundo lugar , constata el Tribunal que “ el acuerdo del Ayuntamiento de Benisa del 10 de agosto de 1.935 estableciendo la apertura del concurso en cuestión , es visto que dicho acuerdo no es revisable ante esta jurisdicción  por ser una resolución ya firme por consentida  , toda vez que el actor recurrió en reposición contra ella fuera de plazo .”

El Tribunal declara su incompetencia para conocer del presente recurso dadas las circunstancias concurrentes ya expuestas .

2. SITUACIONES ADMINISTRATIVAS

a) Introducción


Por lo que hace a dicha temática se conservan seis sentencias del Tribunal Provincial de Alicante – en algunos casos sólo sus minutas - . Tres de dichas resoluciones jurisdiccionales fueron estimatorias de los recursos interpuestos y en las otras tres se desestimaron dichos recursos .


Obra que contra las referidas sentencias se interpusieron cuatro recursos de apelación ante el Tribunal Supremo , del que uno no se conserva su tramitación , un recurso se desiste por el propio recurrente , en otro recurso se dicta sentencia por el Tribunal Supremo confirmatoria de la dictada por el Tribunal Provincial y un recurso de apelación no se admite a trámite por la cuantía del pleito en cuestión .
b) Panorama legislativo aplicable 

La problemática planteada en dichos recursos versa sobre los siguientes aspectos : un recurso alude a la petición de reingreso al servicio activo por un Médico de la Beneficencia del Ayuntamiento de Alicante que disfrutaba de la situación de excedencia voluntaria ; en otro recurso se plantea la problemática de la situación en que queda el farmacéutico que ejercía en Benitachell simultaneando dicho ejercicio profesional con su condición de Médico Titular de tal población , cuando se solicitó por el Farmacéutico Titular del Partido Farmacéutico de Teulada ejercer en Benitachell la expresada  profesión ; dos recursos aluden a la situación de excedentes de dos Aparejadores de los Ayuntamientos de Alcoy- en situación de excedencia voluntaria - y de Aspe – en situación de excedencia forzosa - ; también aluden a la situación administrativa de excedencia forzosa un recurso interpuesto por un Maestro del Ayuntamiento de Aspe y un Capellán de la Beneficiencia del Ayuntamiento de Orihuela .

Como se observa la temática objeto de este epígrafe es sumamente variada , si bien , en lo atinente a las plazas funcionariales municipales tiene esencial relevancia la normativa municipal al respecto dictada por los propios Ayuntamientos , con fundamento en  lo dispuesto al respecto por el artículo 247 del Estatuto Municipal al decir :

“ Los Ayuntamientos estarán obligados a formar reglamentos que determinen las condiciones de ingreso , ascenso , sueldo , sanciones , separación , derechos pasivos , funciones y deberes de los empleados municipales . Dichos Reglamentos deberán ser distintos para el personal técnico , el administrativo y el subalterno .”
Buena prueba de ello lo constituye el Reglamento de Empleados técnicos municipales del Ayuntamiento de Alcoy de fecha 23 de febrero de 1. 929 y el Reglamento Orgánico de Funcionarios del Ayuntamiento de Orihuela  , a los que se aluden en los recursos correspondientes . Teniendo presente que el Reglamento Estatal de Empleados Municipales  , de fecha 14 de mayo de 1. 928 , establece en su artículo 1 que en defecto de tal regulación municipal se observará en su integridad lo establecido en el mismo .  
c) Análisis de las sentencias 
c. 1. Cuerpo de Médicos de la Beneficiencia municipal 
c.1.1. Ayuntamiento de Alicante 

El recurso atinente a la referida temática se interpuso por Juan Martín de Santaolaya Esquerdo contra el acuerdo de la Comisión Municipal Permanente del Ayuntamiento de Alicante del día 15 de enero de 1.930 , por el que se dejó sin efecto el acuerdo de 26 de diciembre de 1.929 donde se  resolvía el reingreso del actor en el Cuerpo de Médicos de la Beneficiencia del Ayuntamiento de Alicante al que pertenecía por oposición 
.


El recurrente en el escrito de demanda acredita su condición de funcionario municipal en la plaza referida , así como , que en 1.922 se le reconoció la situación administrativa de excedencia voluntaria y que tras solicitar su reingreso en dicho Cuerpo funcionarial se le concedió dicha petición mediante el citado acuerdo municipal de fecha 26 de diciembre de 1.929 . Posteriormente en virtud del recurso de reposición que interpuso Ramón Guillén Tato contra el mentado acuerdo , en su calidad también de Médico del expresado Cuerpo de empleados municipales , se resolvió en la fecha citada de 15 de enero de 1.930 revocar la anterior resolución . En este sentido , sostiene el actor que el acuerdo inicial revocado por el Ayuntamiento constituye una resolución declaratoria de derechos  a favor de tercero – en este caso a su favor – y no se ha utilizado por la Administración competente el único procedimiento establecido por la ley al respecto , es decir , la previa declaración administrativa de lesividad y su ulterior impugnación jurisdiccional por lo que el acto impugnado adolece de un manifiesto vicio de nulidad de pleno derecho y  solicita que así lo declare el Tribunal .

En la minuta de sentencia que se conserva sobre este recurso se da cuenta que el Ministerio Fiscal se allana a la demanda del actor al considerar conforme a derecho su pretensión y que el propio Ayuntamiento manifestó ante el Tribunal que no debió adoptarse el acuerdo que se recurre , por carecer de facultades dicha Corporación  para revocar otro anterior a favor de terceros  .


Al respecto mantiene dicho Tribunal en el primer Considerando de la minuta de sentencia aludida , “ que el acuerdo tomado el 15 de enero de 1. 930 … es improcedente y no debió ni pudo hacerlo como así mismo lo ha reconocido la Corporación municipal .”

El Tribunal ha estimado el presente recurso y revoca el acuerdo recurrido , declarando el derecho del actor a reingresar al servicio activo .
c. 2 . Cuerpo de Farmacéuticos titulares 
c.2.1. Junta Provincial de Sanidad 

Sobre la descrita temática y con clara incidencia también en el régimen de incompatibilidades de los funcionarios públicos versa el recurso interpuesto por Vicente Noguera Moncho contra el acuerdo de la Junta Provincial de Sanidad del día 11 de abril de 1.935 , por el que se revoca otro acuerdo anterior de fecha 8 de marzo de 1.933 y se prohíbe a Noguera Moncho ejercer su profesión de farmacéutico en el municipio de Benitachell que simultaneaba con el ejercicio de Médico Titular de tal población , en atención a la reclamación que presentó ante dicho órgano provincial Manuel Miñana Valdés que ejerce como Farmacéutico Titular en el municipio de Teulada , como cabeza del Partido Farmacéutico al que pertenece Benitachell ,  con el fin de ejercer la profesión también en Benitachell 
 .

En el escrito de demanda al que hace referencia la sentencia que se conserva , el actor solicita del Tribunal que se declare nula la resolución recurrida ya que revocó otra anterior favorable a sus intereses profesionales , por la que se autorizó al recurrente a ejercer simultáneamente con su cargo de Médico Titular ejercer la profesión de farmacéutico en Benitachell mientras no se establezca otra farmacia , entendiendo el actor que tal circunstancia no concurre dada la condición también funcionarial de quien pretende ejercer la profesión en el municipio donde él está establecido .

En el segundo Considerando de la citada sentencia mantiene la siguiente posición el Tribunal respecto de la naturaleza jurídica de la autorización de compatibilidad de ejercicio profesional en su día resuelta por la Junta Provincial de Sanidad a favor del actor : “ que el ejercicio simultáneo de las profesiones de Médico y Farmacéutico por persona que ostente los correspondientes títulos es una potestad , que el artículo 68 de la Instrucción de Sanidad de 12 de enero de 1. 904 confiere al pleno de la Junta provincial de Sanidad , a la que corresponde el otorgar o denegar la autorización correspondiente según las circunstancias del caso , sin que se reglamente o condicione tal potestad de manera alguna , por lo que la misma hay que estimarla como discrecional y su ejercicio en uno u otro sentido no crea o lesiona derecho administrativo ninguno a favor de los titulares interesados , sino solamente la concesión de una gracia o autorización que en todo momento puede la Administración mediante sus órganos adecuados  enmendar , modificar o retirar …” .
Añade el Tribunal que la postura expresada resulta totalmente acorde con lo dispuesto en la Real Orden del Ministerio de la Gobernación de 4 de mayo de 1. 906 .


En el tercer y cuarto Considerando de tal sentencia el Tribunal constata que la resolución que se recurre en el presente recurso no ha causado estado , ya que el actor no interpuso el preceptivo recurso administrativo de alzada ante el Ministerio de Trabajo en cuanto superior jerárquico de la Junta Provincial de Sanidad y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 166 del Estatuto Provincial , lo que determina que el actor no ha cumplido la totalidad de requisitos exigibles en el artículo 1 , en sus párrafos 1º ,  2º y 3º ,  de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa para interponer el presente recurso jurisdiccional , teniendo presente que el Tribunal en el anterior Considerando postula el carácter meridianamente discrecional de la autorización en cuestión que se revocó .

Siguiendo el expresado “ iter “ argumental , el Tribunal en el quinto Considerando de la meritada sentencia expresa y manifiesta su competencia para apreciar de oficio los requisitos esenciales concurrentes que impiden conocer sobre el fondo del asunto , es decir , que en el presente caso la Administración competente ejerce una potestad netamente discrecional y que la resolución impugnada no ha causado estado por no haberse recurrido en vía gubernativa , por lo que se declara incompetente para conocer de la demanda deducida por el recurrente .

Noguera Moncho interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra la sentencia del Tribunal Provincial sin que se conserve el resultado de su tramitación ni de su resolución , en dicho recurso se reitera la pretensión contenida en el inicial escrito de demanda .
c . 3. Aparejadores municipales 

Como se indicó se conservan dos sentencias referidas a sendos recursos interpuestos en relación a la situación administrativa de excedencia de dos plazas de aparejador municipal .

c.3.1. Ayuntamiento de Alcoy 
El primer recurso aludido se interpuso por Enrique Grau Juan contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alcoy del día 30 de diciembre de 1.931 , por el que se dió por terminada la excedencia voluntaria que el recurrente venía disfrutando en el cargo de Perito Aparejador del Ensanche del mencionado Ayuntamiento 
 .

En los Resultandos de la sentencia que se conserva queda acreditado que el actor solicitó con el 19 de julio de 1.929 que se le concediera la excedencia voluntaria en la plaza municipal que ocupaba por un período superior a un año , que se le autorizó por acuerdo de la Comisión municipal Permanente de 24 de julio de 1.929 con expresa sujeción a lo dispuesto al efecto en el Reglamento del Ayuntamiento de Alcoy de empleados técnicos municipales   . También se constata que la mencionada Corporación municipal mediante acuerdo plenario de 30 de diciembre de 1.931 resolvió dar por terminadas las excedencias concedidas a los funcionarios municipales siempre que hubieren disfrutado más de un año de tal situación administrativa , así como , se ordenó a los funcionarios excedentes que se reintegraran en sus cargos en el plazo máximo de treinta días desde que se adoptó dicho acuerdo y en el supuesto que no lo hicieran , se entendería que renuncian a sus destinos y perderían todos los derechos inherentes al cargo .

El actor en el escrito de demanda solicitaba del Tribunal Provincial  que revocara el acuerdo plenario impugnado y que se declarara que el mismo disfruta del derecho de excedencia voluntaria sin limitación temporal , al tiempo que se le reconociera el derecho a ocupar la primera vacante que quede en su clase y categoría al solicitar su reingreso a dicha plaza .

El Tribunal centra el objeto de este litigio en verificar si el acuerdo impugnado por este recurso vulnera o no el Reglamento de Empleados técnicos municipales del Ayuntamiento de Alcoy de fecha 23 de febrero de 1.929 , en concreto , lo dispuesto en su artículo 32 , que establece que el término mínimo para disfrutar de la situación administrativa de excedencia voluntaria será de un año .

En este sentido , en el segundo Considerando de la precitada sentencia se manifiesta : “ es lo cierto que el Ayuntamiento de Alcoy , al conceder al hoy recurrente la excedencia por éste solicitada , lo hizo ajustándose en un todo a los preceptos del Reglamento de funcionarios técnicos aprobado por la expresada Corporación que está en plena vigencia … , por el actor fue consentido sin oponerse en tiempo oportuno .”
En el tercer Considerando de la sentencia citada el Tribunal se refiere específicamente a la regulación contenida en el artículo 32 del Reglamento municipal precitado : “ el artículo 32 del Reglamento que venimos comentando expresa que , los funcionarios tendrán derecho a solicitar la excedencia en una duración que no baje de un año ni exceda de tres y el Sr. Grau , conociendo esta terminante disposición acató su mandato y aceptó la excedencia condicionada a este precepto .”

En el quinto Considerando prosigue el Tribunal con su razonamiento , precisando : “ que al ser requerido , … , el hoy recurrente , por el Ayuntamiento de Alcoy , para que se reintegrase en su cargo y diese por terminada la excedencia que disfrutaba desde el 19 de noviembre de 1.929 , había transcurrido en exceso el plazo de un año que como mínimo señalaba el Reglamento tantas veces aludido , en su artículo 32 , y por consiguiente el Ayuntamiento de Alcoy , podrá en cualquier momento dar por terminadas las excedencias .”

El Tribunal ha desestimado el presente recurso y confirma en sus términos el acuerdo recurrido , al considerar que el mismo respeta el término mínimo de un año para disfrutar de la situación administrativa de excedencia voluntaria que se regula en la normativa municipal de aplicación .

Por Grau Juan se interpone recurso de apelación contra la referida sentencia ante el Tribunal Supremo reiterando la pretensión inicial que se desestimó por el Tribunal Provincial , dictándose por el Alto Tribunal la Sentencia de 21 de marzo de 1.944 , que confirma la sentencia apelada asumiendo esencialmente los fundamentos jurídicos expresados .

c.3.2. Ayuntamiento de Aspe 
El segundo recurso contencioso-administrativo mencionado se refiere a la situación administrativa de excedencia forzosa y fue interpuesto por Higinio Perlasia Rigal contra el acuerdo del Ayuntamiento de Aspe del día 7 de abril de 1.933 , por el que se desestimó la petición del actor para que le fuera reconocida la condición de excedente forzoso en el cargo suprimido de Aparejador – Jefe Técnico de Obras Municipales que ocupaba , con el correspondiente derecho a percibir los dos tercios del haber de dos mil pesetas que le hubieren correspondido en la fecha de la amortización de la referida plaza , que se resolvió por acuerdo plenario de 4 de junio de 1.931 
 .

En los Resultandos de la sentencia existente obra que el actor también interpuso previamente recurso contencioso-administrativo contra el indicado acuerdo plenario que suprimió la plaza funcionarial en cuestión , donde solicitaba que se declarara la nulidad de dicho acuerdo y en la que Tribunal Provincial dictó la Sentencia nº 6 / 1.933 , de 15 de marzo , desestimando dicho recurso . La referida sentencia tenía la condición jurídica de firme ya que no se recurrió  .

El Fiscal en la contestación a la demanda alegó la excepción de incompetencia de jurisdicción con fundamento en que el acuerdo impugnado en el presente recurso reproduce otras resoluciones ya firmes jurídicamente , en concreto , existe referencia a la precitada sentencia del Tribunal Provincial . Teniendo presente que el recurrente en su escrito de demanda solicitaba del Tribunal que se le reconociera su condición de excedente forzoso en la plaza que indebidamente amortizó el Ayuntamiento de Aspe y se le aplicase el régimen retributivo que conlleva dicha situación administrativa  , extremos estos que en su opinión en nada se prejuzgaron en la meritada sentencia del Tribunal Provincial .


Por su parte , el Tribunal parte en el presente caso de la premisa que el acuerdo recurrido es reproducción de otros acuerdos anteriores , en especial , el de fecha 4 de junio de 1.931 enjuiciado por la sentencia de dicho Tribunal nº 6 / 1.933 . Y en este sentido , tal órgano jurisdiccional argumenta en el segundo Considerando de la sentencia objeto de este recurso que en aplicación de lo dispuesto en el artículo 4 en su párrafo 3º de la Ley reguladora de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo , “ las resoluciones que sean reproducción de otras anteriores que hubieran causado estado y no hubieran sido reclamadas , y como el hoy recurrente si bien interpuso recurso contencioso-administrativo , contra las resoluciones municipales antes aludidas y que se mantienen y reproducen en la ahora recurrida , como su recurso se limitó a pedir la nulidad de los acuerdos , sin que para nada alcanzase a peticiones de declaración de su excedencia y sueldo a percibir , tampoco solicitados tales pronunciamientos en vía gubernativa , implícitamente quedaron denegados en aquellos acuerdos que al ser confirmados por el fallo que puso término al pleito , quedaron firmes y subsistentes en su integridad y hoy son inatacables para la Administración mientras no los revise .”

El Tribunal ha estimado la excepción de incompetencia de jurisdicción alegada por el Ministerio Fiscal con fundamento en las consideraciones jurídicas expresadas .


Por Perlasia Rigal se interpone recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra los términos de la citada sentencia , reiterando las pretensiones manifestadas ante el Tribunal Provincial y obrando que posteriormente desiste del recurso interpuesto .

c. 4. Maestro de la Escuela de párvulos municipal 
c.4.1. Ayuntamiento de Aspe 

Por lo que hace a dicha temática y a la situación administrativa de excedencia forzosa se interpuso  recurso contencioso-administrativo por José Calatayud Gil contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Aspe del día 23 de julio de 1.931 , por el que se resuelve suprimir la escuela de párvulos de niños costeada por dicha Corporación municipal , dado que pasa a prestarse dicho servicio por las seis escuelas existentes en la localidad , quedando el actor en su condición de Maestro de la misma en situación de excedente forzoso , sin sueldo , pero con derecho a ocupar la misma plaza de igual clase que creara dicho Ayuntamiento 
 .


El recurrente en el escrito de demanda solicitó del Tribunal que se revocara el acuerdo impugnado , dada la situación administrativa en que se le declara y la ausencia de retribuciones que se establece en el acuerdo en cuestión mientras permanezca en la expresada situación funcionarial , lo que en su opinión manifiestamente vulnera la legislación de aplicación .

En el cuarto Resultando de la sentencia existente se refleja que el Tribunal acuerda como diligencia para mejor proveer solicitar de dicho Ayuntamiento que se le remita certificación acreditativa sobre si el actor fue nombrado en propiedad o con carácter interino . Al respecto , se da cuenta en el primer Considerando de dicha sentencia , que se acredita mediante certificación municipal , que el actor fue nombrado Maestro de la escuela elemental de niños con un haber anual de mil quinientas pesetas por acuerdo plenario ordinario de fecha 24 de enero de 1.924 . Y que dicho nombramiento  se ratificó por el acuerdo plenario extraordinario de 28 de diciembre de 1.929 , designándole como Maestro auxiliar de la escuela de niños párvulos con el haber anual de dos mil pesetas y en propiedad  .


El Tribunal sostiene en el quinto Considerando de la sentencia la aplicación a este supuesto de lo dispuesto en los artículos 27 y 44 del Reglamento estatal  de Empleados Municipales de fecha 14 de mayo de 1.928 , teniendo presente que en su artículo 1 dicha norma establece que cuando las Corporaciones Locales no hayan dado cumplimiento al artículo 248 del Estatuto Municipal y a lo prescrito en el artículo 93 del Reglamento estatal de Secretarios , Interventores de fondos y empleados municipales en general , de 23 de agosto de 1.924 ,  en punto a aprobar sus propios reglamentos en materia de empleados municipales , se observará el Reglamento estatal de 1.928 en su integridad , todo ello en concordancia con lo dispuesto en la Base 4ª de la Ley de Funcionarios Públicos de  fecha 22 de julio de 1.918  y el artículo 44 , párrafo 2º , del Reglamento que la desarrolla . El Tribunal en dicho Considerando precisa las consecuencias jurídicas aplicables al caso con fundamento en el precitado régimen jurídico en los siguientes términos : “ los funcionarios que pasen a la situación de excedencia forzosa , por reforma de plantillas , gozarán de los dos tercios de sus sueldos y seguirán siéndoles de abono el tiempo de excedencia para todos los efectos . Del contexto de estos preceptos se desprende que en el caso de autos , el Ayuntamiento de Aspe , al acordar la excedencia forzosa sin sueldo del recurrente , lo hizo con manifiesta infracción de lo dispuesto en los preceptos antes citados ya que se trata de un cargo desempeñado en propiedad , por un funcionario municipal , cuya destitución , cese  y excedencia está taxativamente regulada por la ley .”

El Tribunal ha estimado el presente recurso y revoca el acuerdo municipal impugnado , declarando además el derecho del actor a percibir dos tercios del sueldo de dos mil pesetas anuales que disfrutaba durante el tiempo que dure su situación de excedente forzoso .

Por el Ministerio Fiscal se interpuso recurso de apelación contra dicha sentencia , que no se admitió a trámite por el Tribunal Provincial en base a lo prescrito en el artículo 1 del Decreto de fecha 8 de mayo de 1.932 , ya que la cuantía del pleito no excede de veinte mil pesetas .


En el expediente judicial que se conserva de este pleito se da cuenta de diversos incidentes materializados que dilataron la ejecución de la referida sentencia .

c.5 . Cuerpo de Capellanes de la Beneficiencia municipal 
c.5.1. Ayuntamiento de Orihuela 
Sobre el indicado Cuerpo funcionarial se conserva el recurso que interpuso el Reverendo José Ezcurra Sánchez contra el acuerdo del Ayuntamiento de Orihuela del día 8 de mayo de 1.934 , por el que se denegaba la petición del recurrente referida a que se le acreditara como Capellán que fue de la Beneficiencia municipal en la situación administrativa de excedente forzoso con el régimen de retribuciones  que proceda 
 .

En el escrito de demanda el actor solicita del Tribunal dos pretensiones alternativas , con carácter principal pide que se le abone el haber de dos tercios del sueldo de las dos mil pesetas anuales que percibía desde que se le consideró en la situación administrativa de excedente forzoso entiende que con fecha de 1 de abril de 1.932 , todo ello en el supuesto que su cargo se retribuyera a costa del presupuesto municipal . Y en su defecto , solicita que se le abone dicho sueldo íntegro si su cargo se retribuyese exclusivamente mediante fondos fundacionales al considerar en este caso que estaba en servicio activo .


El Tribunal en el primer Considerando de la minuta de sentencia existente sostiene que el recurrente tiene la condición de funcionario municipal , como así se detalla en su nombramiento para el ejercicio del cargo de Capellán de la Beneficiencia adscrito al Ayuntamiento de Orihuela de fecha 29 de septiembre de 1.925 y  dicho órgano jurisdiccional manifiesta que la disolución con carácter general del Cuerpo de Capellanes de Beneficiencia tuvo lugar con fecha 31 de mayo de 1.932  .

En este sentido , en el segundo Considerando de la minuta de sentencia indicada el Tribunal mantiene la aplicación al presente caso de lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto del Ministerio de la Gobernación de fecha 26 de marzo de 1.932 , que prescribe que el personal del Cuerpo ya disuelto de Capellanes de Beneficiencia pasaría a la consideración de excedente forzoso con derecho a percibir las dos terceras partes del sueldo que hubiera venido disfrutando , en concordancia con lo prescrito por  la Orden del Ministerio de la Gobernación de 16 de mayo de 1.932 y los artículo 36 y 48 del Reglamento Orgánico de Funcionarios del Ayuntamiento de Orihuela .

En el tercer Considerando de tal minuta de sentencia precisa lo siguiente el Tribunal : “ el sueldo correspondiente al Capellán corría a cargo del Capítulo 8º , artículo 3º , Partida 2ª del Presupuesto municipal ordinario y que este sueldo era el de 2.000 pesetas anuales , por lo que el sueldo que deberá percibir el recurrente como funcionario excedente forzoso de dicho Ayuntamiento es el de dos terceras partes del expresado haber que percibía en servicio activo … desde la fecha en que fue disuelto el Cuerpo de Capellanes de Beneficiencia .”

El Tribunal ha estimado el presente recurso y revoca el acuerdo impugnado , ordenando al Ayuntamiento de Orihuela que declare al Reverendo Ezcurra como excedente forzoso en el aludido Cuerpo funcionarial municipal con fecha de 31 de mayo de 1.932 , así como , debiendo dicha Corporación satisfacer el pago de la retribución anual que le corresponde al actor en aplicación del mencionado régimen jurídico a partir de tal fecha . 
3 . RETRIBUCIONES

a) Introducción


Sobre el régimen retributivo de los empleados públicos se conserva una minuta de sentencia .
b) Panorama legislativo aplicable 

La temática objeto de dicha minuta de sentencia se refiere a la pretensión del recurrente  que ,  en su calidad de Médico Titular del Ayuntamiento de Denia , solicitó de dicha Corporación municipal que se le reconociera y abonara determinada cantidad que se  le adeudaba en concepto de haberes en el desempeño ininterrumpido de dicho cargo , como retribución del contrato de arrendamiento de servicios de naturaleza administrativa que le ligaba con el indicado Ayuntamiento .


Se aplica a dicho supuesto lo dispuesto en el Reglamento de Hacienda Municipal de fecha 23 de agosto de 1. 923 , en concreto , lo dispuesto en su artículo 102 , en punto al régimen de prescripción aplicable respecto de los créditos devengados por los servicios prestados y su cómputo .   
c) Análisis de las sentencias 
c. 1. Cuerpo de Médicos Titulares e Inspectores Municipales de Sanidad 

c.1.1. Ayuntamiento de Denia 
La citada minuta de sentencia se refiere al recurso contencioso-administrativo que interpuso Manuel Muñoz Peris contra el acuerdo del Ayuntamiento de Denia del día 29 de enero de 1.932 – ratificado por el de 26 de agosto de 1.932- , por los que se denegó el reconocimiento de crédito a favor del recurrente de 14. 094 , 70 pesetas en concepto de haberes devengados en el ejercicio del cargo por el mismo de Médico Titular de dicho Ayuntamiento , al estimar prescrito dicho crédito 
 .


El actor en el escrito de demanda solicitaba del Tribunal Provincial que se le reconociera y abonara por el Ayuntamiento la citada cantidad , en concepto de haberes devengados y pendientes de cobro por el ejercicio del expresado cargo público , que ejerció ininterrumpidamente desde su toma de posesión con fecha 8 de mayo de 1. 908 y  en su nombramiento efectuado el día 13 de abril de 1. 908 se le reconoció un haber anual de dos mil pesetas . En dicho escrito también se solicitaba que se admitiera la práctica de la prueba documental por el Tribunal , donde se acreditara mediante el libramiento de las certificaciones municipales oportunas los extremos indicados de su nombramiento y toma de posesión , así como , que el Ayuntamiento de Denia dejó de satisfacer al recurrente la cantidad que reclama por haberes devengados entre los años 1. 908 y 1. 923 .

 El Fiscal en el escrito de contestación a la demanda se opone a la misma al estimar improcedente su pretensión , ya que considera que la cantidad solicitada al Ayuntamiento se trata de una reclamación de índole estrictamente civil y que la misma ha prescrito dado el tiempo transcurrido para su reclamación por el interesado , por lo que alega la excepción perentoria de prescripción de la acción .


En la minuta de sentencia aparece que el Tribunal mediante diligencia para mejor proveer solicita de la Alcaldía de Denia que se certifique si el actor ha prestado sus servicios como funcionario municipal ininterrumpidamente desde su toma del posesión de la plaza en cuestión , así como , si desde la fecha que se dejaron de pagar al mismo los haberes correspondientes tales atrasos se consignaron cada año en los presupuestos municipales , por la Alcaldía requerida se remite certificación municipal positiva sobre los puntos expresados .

El Tribunal en el primer Considerando de la minuta de sentencia existente cifra el objeto del pleito en dos cuestiones esenciales , a saber : de una parte , se ha de dilucidar la naturaleza administrativa o civil de la reclamación del actor . Y por otro lado , se ha de estudiar si dicha reclamación se interpuso o no en plazo hábil al efecto .


Sobre la primera cuestión se pronuncia el Tribunal en el segundo Considerando de la minuta de sentencia en los términos siguientes :

“ es evidente que el contrato de arrendamiento de servicios celebrado entre dicho Ayuntamiento y el Sr. Muñoz Peris es de naturaleza administrativa  y claro está que administrativos han de ser también los derechos de que dimanan … , y siendo ello así es incuestionable la competencia de este Tribunal para conocer y fallar este pleito por ser de carácter administrativo el derecho en que dimana la acción que  ejercita el recurrente .”

Por lo que hace a la segunda cuestión mencionada ,  en punto a si las retribuciones devengadas a favor del actor han sido reclamadas por éste habiendo prescrito o no el plazo para ejercer  la acción pertinente , el Tribunal manifiesta en  el tercer Considerando :

“ en lo que respecta … a la excepción de prescripción alegada por el Ministerio Fiscal , el precepto aplicable al caso es el art. 102 del Reglamento de Hacienda Municipal del que claramente se desprende , en su número primero , que los créditos contra los Ayuntamientos por servicios prestados a los mismos prescriben a los cinco años el derecho de reconocimiento y liquidación de los que no hayan sido instados con la presentación de documentos justificativos  y el cobro de los ya reconocidos ; y añade el párrafo segundo , que en el primer caso el plazo empezará a contarse desde la fecha de la terminación del servicio … siendo así que el recurrente está a las ordenes del Ayuntamiento de Denia como Médico Titular sin haber dejado de ejercer tal cargo desde su posesión hasta la fecha , según certificación aportada a virtud de providencia para mejor proveer , es evidente que el plazo de cinco años de prescripción , no es que no ha transcurrido , si no que ni siquiera ha empezado a contarse ; cuyo criterio se corrobora por el último párrafo del art. 1.976 del Código Civil , cuando dice que el tiempo de prescripción de las acciones a que se refiere  empieza a contarse desde el momento en que dejaron de prestarse los servicios .”

El Tribunal ha estimado el presente recurso y ordena al Ayuntamiento de Denia que reconozca y abone la cantidad reclamada por el actor , en concepto de haberes devengados y no abonados por el ejercicio de su cargo de Médico Titular .
 4 . PROMOCION EN LA CARRERA ADMINISTRATIVA 

a) Introducción


En lo relativo a la expresada temática se conservan seis sentencias del Tribunal Provincial – en algunos casos sólo sus minutas –  .


De los seis recursos contencioso-administrativos que motivaron tales sentencias sólo uno se llegó a estimar y los otros cincos se  desestimaron .


Existen cuatro recursos de apelación que se interpusieron contra dichas sentencias ante el Tribunal Supremo , un recurso se desestimó confirmándose la sentencia del Tribunal Provincial , dos recursos se desistieron por quienes los interpusieron y respecto del restante no se conserva su tramitación ni resolución .

b) Panorama legislativo aplicable 
El objeto de las aludidas sentencias se refieren a los siguientes aspectos de la enunciada  problemática :

En un recurso se plantea si el actor consolidó en propiedad la plaza que ocupaba como  funcionario interino - Jefe de Arbitrios - del Ayuntamiento de Orihuela ; cuatro recursos contencioso-administrativos aluden a la promoción en la carrera administrativa de otras tantas plazas de Oficiales de la Administración Local referidas a los Ayuntamientos de Alicante , Alcoy y Callosa de Segura y una plaza de la Diputación provincial ; el sexto recurso alude a la pretendida naturaleza funcionarial de una plaza que ocupaba el actor como Ordenanza de la Oficina de Colocación Obrera en el Ayuntamiento de Alicante con el fin de disfrutar los beneficios inherentes a la condición de funcionario municipal .
La legislación de mayor relevancia que se sustancia en la mayoría de dichos recursos es la referida en el artículo 248 del Estatuto Municipal que dispone :

“ Los Ayuntamientos estarán obligados a formar reglamentos que determinen las condiciones de ingreso , ascenso , sueldo … y han de ajustarse a dichos principios fundamentales :

…c) La mitad cuanto menos de las vacantes han de concederse a la mayor antigüedad dentro del escalafón …
a) Deberán establecerse categorías asimiladas , en lo posible , a la de funcionarios del Estado “. 
Así como , en su defecto se deberán observar las prescripciones contenidas al respecto en el Reglamento estatal de 14 de mayo de 1. 928 , en concreto su artículos 9 – denominación de puestos - y 11 – régimen de provisión de puestos - .
En este sentido , en las sentencias que se analizan a continuación existe referencia al Reglamento para los empleados administrativos aprobado por el Ayuntamiento de Alcoy en 1. 926 y su posterior modificación , así como al Reglamento Orgánico del Cuerpo de Funcionarios municipales del Ayuntamiento de Alicante de fecha 6 de agosto de 1. 929 y que el Ayuntamiento de Callosa de Segura no había aprobado ningún Reglamento municipal al efecto .
c) Análisis de las sentencias  

c.1 Jefe de Arbitrios municipal 
c.1.1. Ayuntamiento de Orihuela 

El único pleito que se conserva viene motivado por el recurso contencioso-administrativo que interpuso Juan Carrió Pastor contra los acuerdos del Pleno del Ayuntamiento de Orihuela adoptados los días 31 de octubre y 20 de diciembre de 1.930 , por los que se reconoció que desempeñaban en propiedad sus plazas los empleados municipales Justo Garriga y José Salinas , así como , se desestimó la petición del actor que se le reconociera el ejercicio en propiedad de la plaza de funcionario que ocupa como interino en el cargo de Jefe de Arbitrios 
 . 

Se persona como coadyuvante de la Administración General del Estado demandada  José Salinas .


El actor en su escrito de demanda solicita del Tribunal que se le reconozca haber consolidado en propiedad la plaza indicada que ocupaba en el Ayuntamiento citado como interino por un plazo de cinco años , de conformidad con lo exigido en las Reales Ordenes Ministeriales de fechas 7 de noviembre de 1.924 y de 17 de agosto de 1.925 . Y en su defecto , que se declare la nulidad del nombramiento en propiedad de los citados empleados municipales , ya que según alega el recurrente , se encuentran en idéntica situación que el mismo .


El Fiscal en la contestación de la demanda expone con precisión su parecer sobre las pretensiones del actor como veremos a continuación , mediante el análisis de los requisitos ineludibles que deben concurrir para aplicar las normas reglamentarias citadas por el recurrente . En opinión del Ministerio Fiscal ,  la  Real Orden de 7 de noviembre de 1.924 y su aclaratoria de fecha 26 de noviembre de 1.924 , se refieren , con exclusividad , a los funcionarios municipales que desempeñen destinos donde haya intervenido la Junta Calificadora de aspirantes a destinos civiles y además que los mismos hubieren servido tales destinos al menos cinco años a la fecha de la publicación del Reglamento de Funcionarios Municipales de 14  mayo de 1.928 . Por su parte , la Real Orden de 17 de agosto de 1.925 se aplicaría sólo a aquellos funcionarios municipales con nombramiento en propiedad . Por lo que concluye el Fiscal , en su contestación a la demanda , que en la situación del actor no concurren ninguno de los requisitos mencionados , así como , constata que los nombramientos de Garriga y de Salinas constituyen acuerdos firmes ya que no se impugnaron en plazo , solicitando del Tribunal que se desestime el presente recurso .

Por  Carrió Pastor , el día 25 de noviembre de 1.932 ,  se presentó escrito ante el Tribunal desistiendo del presente recurso , al entender que de hecho se había consolidado en su destino con arreglo a lo prescrito en la Real Orden de 26 de noviembre de 1.924 – aclaratoria de la Real Orden de 7 de noviembre de 1.924 – y aduciendo una sentencia en su amparo que le legitimaría en la situación pretendida del Tribunal Contencioso-administrativo Provincial de Jaén de 5 de julio de 1.932 .


El Tribunal en el primer Considerando de la sentencia que se conserva razona que dicho desistimiento no procedería , dado el avanzado estado del presente pleito y de la propia situación que el recurrente entiende producida que afecta al fondo de este recurso sin que tal órgano jurisdiccional se haya pronunciado , por lo que se dicta la sentencia que en derecho corresponde .


En el segundo Considerando de dicha sentencia el Tribunal circunscribe el objeto litigioso a la situación del actor que es la única que se enjuicia .


Sobre el fondo del asunto se afirma en el tercer Considerando de la misma con meridiana claridad : “ que tratándose en el presente recurso de un empleado interino del Ayuntamiento de Orihuela , cualquiera que sea el tiempo que con tal carácter de interinidad ha desempeñado el mencionado cargo , no puede estimarse consolidado el destino y son inaplicables las disposiciones aducidas y vigentes como alega el Sr. Fiscal , puesto que todas ellas se refieren a los casos de desempeño en propiedad de los cargos , a la separación de los mismos como sanción o correctivo y a destinos en cuya provisión corresponde intervenir a la Junta Calificadora de destinos civiles y que hubieren sido servidos , cinco años antes de la publicación del Reglamento de funcionarios municipales , lo que no concurre en este caso .”

El Tribunal ha desestimado este recurso y confirma en sus términos los acuerdos impugnados por el actor .


Carrió interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra dicha sentencia que posteriormente desistió del mismo , declarándose la firmeza de tal  sentencia del Tribunal Provincial analizada .
c. 2. Cuerpo de Oficiales de la Administración Local 
c.2.1. Ayuntamiento de Alcoy 
La primera sentencia se origina en relación al recurso que interpuso Miguel Payá Albero contra el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Alcoy del día 2 de marzo de 1.932 , por el que  se aprueba un nuevo Reglamento para el régimen de sus empleados administrativos y en su virtud se nombran como Oficiales terceros de dicho Ayuntamiento a los escribientes temporeros municipales Juan Antonio Tormo García , Manuel Tomás Escrivá y Rafael Moltó Candela , que comparecen en este pleito como coadyuvantes de la Administración General del Estado demandada 
.


En el escrito de demanda solicitaba el recurrente del Tribunal que revocase el acuerdo plenario citado ,  anulando y dejando sin efecto jurídico tales nombramientos , así como que se declarara que dichas plazas de Oficiales terceros deben para su debida provisión sacarse a oposición libre por imperativo de la legislación de aplicación , ya que los referidos escribientes temporeros municipales accedieron a sus cargos mediante libre designación de la Alcaldía , como personal eventual de confianza , habiendo cesado en varias ocasiones como consecuencia de los cambios de gobierno municipal . Y en su defecto , que por ostentar el actor iguales méritos a los empleados referidos se le nombrara para ocupar una plaza vacante en dicho Ayuntamiento clasificada como de Oficial tercero por corrimiento de las escalas administrativas existentes . La legislación que el recurrente estima vulnerada con el acuerdo impugnado se concreta en que el Ayuntamiento de Alcoy aprobó ya en 1.926 un Reglamento para sus empleados administrativos , que en su artículo 33 establecía el preceptivo ingreso por oposición de tales funcionarios ; todo ello al amparo de lo dispuesto esencialmente en los artículos 247 al artículo 249 del Estatuto Municipal , en especial , lo prescrito en dicho artículo 247 , que exige en las poblaciones de más de cuatro mil almas y que constituyan cabeza de partido judicial , como es el caso de la ciudad de Alcoy , que los funcionarios administrativos deberán ingresar en los Ayuntamientos mediante el sistema de oposición libre .


El Tribunal , en el segundo Considerando de la sentencia de este pleito ,  parte de la premisa que el referido Reglamento municipal aprobado en 1.926 “ nació defectuoso “ , ya que el mismo “ se apartó del artículo 248 del Estatuto Municipal , que ordena en su apartado E ) que deberán establecerse categorías asimiladas a los empleados del Estado , y como al propio tiempo a virtud de aquella imperfecta clasificación de los empleados que fijaba dicho Reglamento del año 1.926 quedaban en situación dudosa algunos funcionarios que , como los coadyuvantes , venían sirviendo al Ayuntamiento desde hacía años .” Añadiendo en el citado Considerando que a tales empleados municipales se les aplica el Reglamento estatal “ que con carácter general se mandó observar por Real Orden de 14 de mayo de 1.928 .”  

En su tercer Considerando de la sentencia analizada , el Tribunal examina con precisión la situación administrativa que les corresponde a los indicados coadyuvantes , de conformidad con el citado Reglamento estatal de 14 de mayo de 1.928 en los siguientes términos : “  los coadyuvantes … , venían desempeñando el cargo de Escribientes desde hacía más de diez años a satisfacción de sus superiores , haciendo aplicación de la regla segunda de las disposiciones transitorias del Reglamento General de 1.928 antes citado , que establece que los Escribientes al tiempo de su publicación se les incluiría en el Cuerpo Auxiliar con el haber correspondiente , es visto que los expresados señores coadyuvantes a virtud de dicha segunda disposición transitoria pasaron automáticamente de la clase de Escribientes a la de Oficiales del Cuerpo Auxiliar , y en propiedad en los expresados cargos , aún sin necesidad de declaración expresa del mencionado Ayuntamiento , de donde se desprende que la categoría que los coadyuvantes tenían al tiempo de reformar el Reglamento del repetido Ayuntamiento … , era la de Oficiales del Cuerpo Auxiliar del mismo con el carácter de propietarios en sus cargos .”

 En el quinto Considerando de la sentencia se argumenta y sostiene que el acuerdo impugnado por este recurso no supone una vulneración del ya mencionado artículo 247 del Estatuto Municipal como alega el actor , con fundamento en que según se indicó la disposición transitoria 2ª del Reglamento estatal de 1.928 clasificó a los coadyuvantes como Oficiales del Cuerpo Auxiliar “ope legis” y como quiera que el nuevo Reglamento municipal que se aprueba no llega a  contemplar en su literalidad dicha categoría funcionarial , concreta el Tribunal : “ que tenía que colocarlos dicho Reglamento municipal en alguna de las categorías en que dividió a sus funcionarios … y que no podía ser otra que la tercera , por ser la inferior .” Pero ello , como así se refleja en la meritada sentencia , en ningún caso supone  “una  provisión nueva , sino una adaptación de los funcionarios que ya existían en el Ayuntamiento a las nuevas plantillas que se unifican por el Reglamento impugnado , por lo que no procede convocar ninguna oposición al efecto .” Por tanto , concluye el Tribunal Provincial ,  que el Ayuntamiento de Alcoy , “ no sólo es que pudo tomar aquél acuerdo , de 2 de marzo citado , sino que debió hacerlo en cumplimiento de dicho artículo 248 del Estatuto Municipal , en especial , por lo dispuesto en su apartado E ) “ . 

El Tribunal ha desestimado el presente recurso y declara la legalidad de los nombramientos realizados a favor de los coadyuvantes en este pleito como Oficiales terceros en propiedad del Ayuntamiento de Alcoy .

Payá Albero interpone recurso de apelación contra la referida sentencia ante el Tribunal Supremo y con posterioridad desistió del mismo .

c.2.2. Ayuntamiento de Callosa de Segura 

El segundo recurso contencioso-administrativo se interpuso por José Maciá Maciá contra el acuerdo del Ayuntamiento de Callosa de Segura del día 17 de marzo  de 1. 932 , por el que se aprueba la reforma de la plantilla de los empleados administrativos de dicha Corporación y según el actor la nueva clasificación y denominación de su plaza no respetaría su lugar en la jerarquía burocrática ,  ni su legítima promoción profesional como empleado público
 .

El recurrente en su escrito de demanda solicitaba del Tribunal que se revoque el acuerdo plenario impugnado y se siga clasificando y denominando la plaza que ocupa el mismo como Oficial de Primera clase , ya que así se llamaba en la oposición que superó y en la configuración de la anterior plantilla de funcionarios administrativos .


En el primer Resultando de la minuta de sentencia que se conserva existe referencia a que por el Ayuntamiento indicado se convocó un concurso para la provisión en propiedad de una plaza de Oficial Mayor de su Secretaría , dotada con tres mil pesetas de sueldo anual , así como , otra plaza de Oficial Primero , con un haber anual de dos mil cuatrocientas pesetas ; y una vez celebrado dicho proceso selectivo se adjudicó la plaza de Oficial Primero a José Maciá Maciá , recayendo nombramiento a su favor mediante acuerdo plenario de fecha 15 de junio de 1. 931 . También se da cuenta que el tribunal calificador de dicho concurso declaró desierta la plaza convocada de Oficial Mayor y en el expresado acuerdo , por el que se le nombró al actor , de nuevo se convocó concurso para su provisión .

En el segundo Resultando de la minuta de sentencia indicada queda reflejado que el acuerdo plenario que se impugna , de 17 de marzo de 1.932 , se adoptó con fundamento en que la plantilla de empleados administrativos municipales no se ajustaba   

a la clasificación y denominación de los puestos de trabajo contenidos en el Reglamento estatal de 14 de mayo de 1. 928 , en concordancia con lo dispuesto en el artículo 248 del Estatuto Municipal , dado que el Ayuntamiento de Callosa de Segura carecía de Reglamento Orgánico de sus empleados . En este sentido , se contiene en el citado acuerdo la clasificación de los puestos de trabajo y que en la parte que interesa al presente recurso se articula del modo siguiente : “ Un Secretario con derecho reconocido de un quinquenio . Un Interventor de clase quinta . Un Depositario de clase sexta . Un Oficial de Primera clase con tres mil pesetas . Un Oficial de Segunda clase , dos mil cuatrocientas pesetas . Un Oficial de Tercera clase , con dos mil ciento sesenta pesetas .” Añadiéndose posteriormente que el criterio que se ha incorporado en el aludido acuerdo plenario es que “ para amoldar dichas plantillas a las disposiciones vigentes , se respetan aquellos cargos que en la anterior plantilla se disfrutaban en propiedad , pasando los propietarios interesados a la nueva plantilla con los mismos derechos , carácter y orden de lugar que ocupaban en la primitiva .”

Teniendo además presente que según se indica en el precitado Resultando que las plazas que se ocupen en propiedad , dicho personal  “ percibirá las cantidades asignadas en sus presupuestos a sus respectivos cargos , entendiéndose que el sueldo fijado al Oficial Mayor en el presupuesto ya aprobado , sería el que corresponda al Oficial de Primera ; el de éste Oficial al de Segunda  y el de Segunda al de Tercera clase de la nueva plantilla .” También se menciona el decreto de la Alcaldía de fecha 25 de marzo de 1. 932 , que “ dispuso que el Oficial  de aquel Ayuntamiento  D. José Maciá Maciá , ocupara en la nueva y definitiva plantilla , el orden y lugar que en la misma le correspondía , con igual sueldo de dos mil cuatrocientas pesetas , o sea el segundo , ya que , según el mencionado Decreto , éste era el idéntico lugar de orden  que en la antigua plantilla ocupaba .”

Por su parte ,  el Tribunal , en el primer Considerando de la minuta de sentencia existente , fundamenta la necesariedad de la reforma de la plantilla del personal administrativo municipal en cuestión por estricto imperativo de la legislación de aplicación en los siguientes términos : “ que al realizar la citada Corporación municipal , en el acuerdo objeto del presente recurso , la aludida reforma de plantilla , lo hizo por no tener Reglamento Orgánico de sus empleados , lo que le obligaba a observar y cumplir las prescripciones contenidas en el Reglamento de 14 de Mayo de 1. 928 , y así lo efectuó , acoplando dicha plantilla a las necesidades de aquella Corporación , conforme a lo establecido en el artículo once del predicho Reglamento , y amoldándose a las denominaciones del artículo noveno , también de igual disposición .”

En el segundo Considerando se analiza la situación que queda el recurrente en la nueva plantilla de personal administrativo , concluyendo que el mismo  permanece “ en idéntico puesto y con igual percibo de haberes que en la plantilla anterior ; y en su consecuencia , sin sufrir descenso alguno en su carrera administrativa y con todas sus legítimas expectativas que de la misma puedan derivarse .”

El Tribunal ha desestimado el presente recurso confirmando el acuerdo recurrido .

c.2.3. Ayuntamiento de Alicante 
El tercer recurso que se conserva en relación con la presente temática se interpuso por Manuel Rubio Verdú contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alicante del día 11 de octubre de 1. 935 , por el que se declaró decaído al recurrente , como Auxiliar de Intervención , en su derecho al ascenso para cubrir la vacante de Oficial de Intervención  habida en dicho Ayuntamiento por jubilación de José Bossio Gómez 
 .

En el segundo Resultando de la minuta de sentencia de este pleito , existe referencia a que el actor en la oposición libre que concurrió para proveer una plaza en la categoría de Auxiliares obtuvo el número uno e ingresó en la función pública municipal el 7 de mayo de 1. 932 , prestando sus servicios ininterrumpidamente . 

En el tercer Resultando obra que por acuerdo plenario de fecha de 21 de noviembre de 1. 934 , se aprobaron unas bases reformando las plantillas de los empleados municipales y reglas para su ascenso en la carrera administrativa . Tal acuerdo , según la minuta de sentencia citada , suponía una auténtica reforma del Reglamento Orgánico del Cuerpo de Funcionarios municipales aprobado el 6 de agosto de 1. 929 , estableciéndose en la Base K ) , párrafo 2º , que para el ingreso en la categoría de Oficiales habrá tres turnos , a saber : “ el primero , de antigüedad entre Auxiliares con título ; el segundo , a oposición restringida entre Auxiliares y el tercero , de oposición libre .”

En el cuarto Resultando de tal minuta queda patente que por acuerdo plenario municipal de fecha 27 de septiembre de 1.935 se acordó la jubilación del Oficial de Intervención Bossio Gómez  y se declaró la vacante producida con efectos de primero de octubre de dicho año . Con objeto de cubrir tal vacante se instruyó expediente municipal al efecto , requiriéndose por la Alcaldía al recurrente para que acreditase estar en posesión del Título de Perito Mercantil – que se exige en el artículo 12 del Reglamento de Funcionarios municipales para ocupar tal plaza , en concordancia con lo establecido en el artículo 18 de la Convocatoria , Reglamento y Programa de las oposiciones a ingreso en el Cuerpo de Auxiliares administrativos de 9 de enero de 1. 932 que rigió la oposición libre a que concurrió el actor - . Rubio Verdú presentó , en plazo , certificación de la Escuela Profesional de Comercio de Alicante donde se acreditaba que tenía aprobados los estudios que constituyen el grado de Perito Mercantil , así como , la papeleta debidamente compulsada acreditativa de haber aprobado el ejercicio de reválida en el mencionado grado . La citada Corporación municipal adopta el acuerdo que se impugna en el presente recurso .


El actor en el escrito de demanda solicita del Tribunal que revoque el acuerdo recurrido , con fundamento en que acreditó tras haber sido requerido al efecto que superó los estudios exigidos por la legislación aplicable , así como , que se le nombre para ocupar la plaza de Oficial declarada vacante que le corresponde mediante el turno primero –de antigüedad entre Auxiliares con título - .


El Tribunal en el primer Considerando de la mentada minuta de sentencia de este caso centra el objeto de este pleito del modo siguiente :

“ Que el asunto que se plantea en la presente litis , se reduce a determinar si los documentos presentados , por el hoy demandante , son bastantes para acreditar de una manera fehaciente  , estar en posesión de la carrera de Perito Mercantil , al objeto de llenar la exigencia del artículo 18 de la Convocatoria , Reglamento y Programa de las oposiciones a ingreso en el Cuerpo de Auxiliares Administrativos , de 9 de enero de 1. 932 , o por el contrario , con criterio excesivamente restrictivo , debe exigírsele al Sr. Rubio , la posesión , in acta , del Título académico exigido .” 

En el quinto Considerando de dicha minuta se mantiene al respecto la siguiente posición , en lo referido a la aplicación del régimen jurídico municipal precitado aplicable a este caso , del tenor literal que se cita a continuación :

“ a la normativa municipal mencionada hay que darle una interpretación , lo suficientemente amplia , para que , sin menoscabo de los servicios , pueda aplicarse , dando el tiempo indispensable a los funcionarios municipales , para que se provean de los títulos que se les exigen , a los efectos del ascenso a la categoría superior .” 

El Tribunal ha estimado el presente recurso y revoca el acuerdo recurrido , así como , declara el derecho del actor al ascenso en la vacante indicada y declarada con fecha 1 de octubre de 1. 935 y que se le abone la diferencia del sueldo que tiene derecho a percibir desde la indicada fecha .

c.2.4. Diputación provincial 
La cuarta sentencia sobre la presente temática se produjo como consecuencia del recurso contencioso-administrativo que interpuso Joaquín Sendra Tonda contra el acuerdo de la Comisión Gestora de la Diputación provincial de Alicante del día 20 de diciembre de 1.935 , por el que se declaró amortizada la plaza de Oficial 3ª de dicha Corporación que ocupaba  Vicente Farach en virtud de la defunción de este último 
 .


En el primer Resultando de la sentencia que se conserva en este caso , se da cuenta que a petición del recurrente , por acuerdo de la Comisión Permanente de la Diputación Provincial  de 26 de diciembre de 1. 929 ,  se le concedió al mismo la situación administrativa de excedencia voluntaria  en la plaza de Oficial que ocupaba en dicha Corporación provincial .  Sendra Tonda solicitó su reingreso para ocupar de nuevo la referida plaza , pidiendo su reincorporación efectiva a la situación de servicio activo en el mes de enero de 1. 934 , que se le autorizó por acuerdo de la Diputación provincial de 28 de febrero de 1. 934 , con reserva de la primera vacante que se produjera “ puesto que perteneciendo el actor a la categoría de Oficial 3ª y no quedando en ella excedente forzoso alguno , le correspondería la primera vacante que se produjera , máxime cuando tampoco existía categoría inferior por la que pudiera cubrirse en turno de antigüedad .”

En el segundo Resultando de la sentencia mencionada se refleja que por el fallecimiento de un Oficial 1º de la Diputación provincial se originó un corrimiento de escalas quedando vacante una plaza de Oficial 3º , que por acuerdo de la Corporación mencionada de 20 de diciembre de 1. 935 quedo amortizada y , por tanto , suprimida de la plantilla .


El actor en su escrito de demanda solicita del Tribunal que revoque el acuerdo impugnado ya que el mismo vulnera la legislación aplicable , toda vez que la Diputación provincial para acordar la amortización de la plaza en cuestión , en opinión del actor , debió declarar con anterioridad la excedencia forzosa del mismo y sólo entonces suprimirla de la plantilla , con la súplica al referido órgano jurisdiccional que se le declare en la situación administrativa de excedente forzoso con el régimen de retribuciones pertinente .

El Tribunal entiende de aplicación al caso lo dispuesto en los artículos 154 y 169 del Estatuto  Provincial , en concordancia con los preceptos que en desarrollo del mismo se contienen en el Reglamento de Régimen Interior de Funcionarios y Subalternos provinciales de fecha 2 de noviembre de 1.925 .


En el segundo Considerando de la sentencia se constata la legalidad de lo acordado por la Diputación provincial en este supuesto , cuando se manifiesta que tal Corporación “ optó por amortizar dicha plaza , en vez de declarar su vacante y cubrirla reglamentariamente . Doctrina que en nada contradice lo preceptuado en la legislación vigente , y además es evidente que la vacante , al suprimirla de la plantilla por amortización , se considera como no existente en momento alguno .”

En el tercer Considerando el Tribunal Provincial analiza el derecho que se le reconoció al actor por la Diputación provincial mediante el acuerdo aludido de 28 de febrero de 1. 934 , precisando lo siguiente :

“ Que si bien la Diputación provincial reconoció el derecho al recurrente , para ocupar la primera vacante de su categoría que ocurriera  , no existiendo otros aspirantes con título preeminente , este reconocimiento no da derecho a ocupar una plaza  , que en ningún momento se declaró su vacante .”

El mentado órgano jurisdiccional en el cuarto Considerando de la sentencia añade que la Corporación provincial cuando acordó amortizar la plaza en cuestión , no sólo debió valorar , como así lo hizo a juicio del Tribunal , la voluntad del actor en su reingreso en la función pública teniendo además presente que venía de disfrutar de una excedencia voluntaria , sino también y de manera preeminente “ las necesidades del servicio a cubrir o las posibilidades económicas de la entidad .” Reiterando que el dato fundamental para resolver el presente litigio viene constituido porque en ningún caso dicha Administración declaró la vacante en cuestión y las expectativas del actor respecto de su promoción en la carrera administrativa son idénticas en cuanto a la imposibilidad de reincorporarse al servicio activo .


En el quinto Considerando se concluye como corolario a lo ya  pronunciado con anterioridad : “ el derecho del recurrente queda en expectativa del resultado ; y en el supuesto que la plaza sea amortizada como es el caso , el derecho a ella del funcionario no existió .”

El Tribunal ha desestimado el recurso interpuesto confirmando el acuerdo impugnado . 
Por Sendra Tonda se interpone recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra la referida sentencia , reiterando los argumentos esgrimidos inicialmente ante el Tribunal Provincial . El Tribunal Supremo dicta sentencia en este asunto el día 28 de septiembre de 1. 949 , manifestando en el primer Considerando ,
” Que es un hecho incuestionable reconocido por el mismo recurrente que la Diputación provincial de Alicante tenía facultades para acordar la amortización de la plaza de Oficial tercero por arreglo de sus plantillas de empleados y no declarar la vacante que por fallecimiento de un funcionario quedaba y al ser así , ningún derecho lesionaba al recurrente por lo que procede la confirmación de la sentencia apelada que así lo ha estimado .”

El Alto Tribunal desestima el recurso de apelación interpuesto por Sendra y confirma la sentencia apelada en sus términos .

c. 3. Ordenanza de la Oficina de Colocación Obrera 
c.3.1. Ayuntamiento de Alicante 
Al respecto se conserva el recurso interpuesto por José Abad Galvañ contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alicante del día 6 de marzo de 1. 936 , por el que se acordó no aplicar al recurrente los beneficios que otorga la disposición transitoria 4ª de la Ley Municipal de 1 . 935 , respecto de la formación de los escalafones de funcionarios municipales 
 .

Obra en los Resultandos de la sentencia existente que el actor fue nombrado Ordenanza de la Oficina de Colocación Obrera por oficio de la Alcaldía de la ciudad de fecha 4 de mayo de 1. 935 , tomando posesión de dicho cargo el siguiente 6 de mayo . Se ratificó su nombramiento por resolución de la Alcaldía con fecha 13 de agosto de 1.935 y se le cesó por acuerdo del Ayuntamiento de 29 de febrero de 1. 936 . Con fecha 8 de enero de 1.936 formuló petición Abad Galvañ para que por dicha Corporación municipal se le concedieran los precitados beneficios al amparo de la mentada ley de 1. 935 , que se desestimó mediante el acuerdo municipal que se impugna .

En el escrito de demanda solicita el recurrente que por el Tribunal se revoque el acuerdo impugnado , ya que según argumenta el mismo tendría derecho a disfrutar de los beneficios establecidos en la meritada ley dada su condición de empleado municipal  cuando se solicitaron .


En el sexto Considerando de la sentencia indicada el Tribunal precisa que los beneficios contenidos en la disposición transitoria 4ª  , en sus apartados c) y d) , de la Ley Municipal de fecha 31 de octubre de 1. 935 , que pretende obtener el recurrente , corresponden “ única y exclusivamente a los funcionarios municipales ya sean en propiedad o interinos , pero siempre funcionarios que hayan ingresado en sus respectivos escalafones .”

En el tercer Considerando de tal sentencia obra que según consta en la certificación municipal aportada , “ el Sr. Abad fue nombrado con carácter eventual y cobrando por jornales diarios de siete pesetas .” Y en el cuarto Considerando se constata que según el informe municipal remitido , la plaza que ocupaba el actor no figuraba “ en los presupuestos del Municipio , cobrando aquel empleado por lista de jornales en “ Reparaciones “ de la Sección de Obras .”

Llegados a este punto el Tribunal se posiciona , en el quinto Considerando de la sentencia , en contra de la naturaleza funcionarial de la plaza que desempeña el recurrente en los términos siguientes :
“ Que por lo expuesto el recurrente Sr. Abad Galvañ no podía ni puede ostentar la cualidad de funcionario municipal  , pues para que ello pudiera darse sería necesario que estuviese incluido en la plantilla de empleados y fuese remunerado con cargo al Presupuesto municipal , lo que no ocurre en el caso discutido ,  pues el recurrente no tiene dicha condición funcionarial  y sí tiene la condición de obrero de servicios públicos municipales cuyas normas de trabajo se rigen por las mismas que los oficios análogos en la misma localidad .”

El Tribunal ha desestimado el presente recurso confirmando el acuerdo municipal impugnado .


Por Abad Galvañ se interpone recurso de apelación contra la indicada sentencia ante el Tribunal Supremo , sin que se conserve documentación acreditativa de su tramitación ni de su resolución .

5 . RESPONSABILIDAD EN EL EJERCICIO DE CARGO FUNCIONARIAL 

a) Introducción


En relación a la temática enunciada se conservan tres sentencias . Por lo que hace a los recursos contencioso-administrativos que motivaron las mismas se estimaron dos y uno se desestimó, también obra que se interpuso un recurso de apelación contra la sentencia , que fue desestimado por no haberse admitido a trámite el citado recurso .
b) Panorama legislativo aplicable 

En lo atinente a la temática sobre la que versan los recursos que generan las sentencias en cuestión se podría sintetizar del siguiente modo : un recurso tiene el carácter de “especial “ y alude a las presuntas responsabilidades contables del demandante en su calidad de Secretario e Interventor que fue del Ayuntamiento de Albatera , otro recurso se refiere a la declaración de varios pagos como indebidos que recibió el actor cuando ocupaba el cargo de Secretario del Ayuntamiento de Aspe y el tercer recurso , tiene por objeto la declaración  de responsabilidad del demandante en el ejercicio de su función como Recaudador del Ayuntamiento de Senija .

La legislación aludida en tales sentencias se refiere al artículo 578 del Estatuto Municipal que dispone :


“ La redacción de las cuentas incumbe al interventor o , en su defecto , al secretario y su aprobación provisional al Ayuntamiento Pleno , que deberá examinar y aprobar provisionalmente , en su caso , las de cada ejercicio económico en la segunda reunión cuatrimestral siguiente …La responsabilidad de los cuentadantes subsistirá íntegra , con independencia de estos acuerdos provisionales , mientras no recaiga el definitivo .”

También respecto a la responsabilidad de los Recaudadores municipales se aplica el artículo 557 del Estatuto Municipal cuando dice :


“ El recaudador municipal será responsable ante la Comisión Permanente , y ésta lo será a su vez civilmente ante el Ayuntamiento y el Municipio por omisión o negligencia culpables , sin perjuicio de los derechos y acciones que contra aquéllos se puedan ejercitar .” 
c)  Análisis de las sentencias
c . 1 . Cuerpo de Secretarios de Ayuntamiento 
c.1.1 .Ayuntamiento de Albatera 
Domingo Berna Martínez interpuso un contencioso-administrativo referido al incidente de revisión de acuerdo sobre censura de cuentas municipales , adoptado por el Ayuntamiento Pleno del municipio de Albatera el día 5 de septiembre de 1. 933 
 .

Se refleja en el primer Resultando de la sentencia objeto de análisis que el recurrente citado recibió en el municipio de Minaya ( Albacete ) por mediación de unos familiares , la notificación del aludido acuerdo plenario , donde se resolvió censurar y fijar definitivamente las cuentas correspondientes a las anualidades de 1. 927 y 1. 930 , inclusive , declarando como pagos indebidos y malversados los comprendidos en ciento veintinueve libramientos y en cantidad de 10. 053 , 65 pesetas e imputando como responsables a los ordenadores de pagos Olegario Gascón , Juan Rubio y el recurrente , así como , se les concede un plazo de quince días para reintegrar a caja dicha cantidad bajo apercibimiento de proceder por la vía de apremio en el caso de no realizar el ingreso en dicho plazo .

Berna Martínez presentó escrito ante la Secretaría del Tribunal el día 12 de septiembre de 1. 933 , donde manifestaba que no se le había citado en forma para comparecer en  la citada sesión de censura de cuentas y dado que no reside en la localidad de Albatera procedía haber sido notificado mediante edictos , que debieron ser publicados en la Gaceta de Madrid y en el Boletín Oficial de la Provincia , terminando con el suplico al Tribunal que se admitiera el presente incidente con arreglo a lo dispuesto en el artículo 581 del Estatuto Municipal y se ordenara la suspensión del procedimiento de apremio que le constaba iniciado contra su patrimonio para satisfacer el cobro de la mencionada cantidad .

En el segundo Resultando de la sentencia se indica que en el expediente municipal remitido al Tribunal se encuentra una cédula de notificación de fecha 25 de agosto de 1. 933 dirigida al actor y firmada por el Secretario del Ayuntamiento de Albatera , mediante la que se le cita para que comparezca el día 3 de septiembre de 1. 933 con objeto de tratar la censura de las cuentas en cuestión en la Casa Consistorial , acreditándose que se firma el recibí del duplicado de tal cédula por Encarnación Segura “ por ausencia “ y que los acuerdos adoptados en la referida sesión plenaria de 5 de septiembre de 1. 933 llegaron a publicarse en el Boletín Oficial de la Provincia mediante el correspondiente edicto .

En el tercer Resultando el Fiscal se opone a las pretensiones del actor , alegando la excepción de incompetencia de jurisdicción dado que el mismo no interpuso recurso de reposición con carácter previo a acudir a la vía contencioso-administrativa , así como , la excepción de defecto legal en el modo de proponer la demanda .

El Tribunal en el primer Considerando respecto a la aludida primera excepción perentoria alegada por el Ministerio Fiscal manifiesta lo siguiente : “ si bien dicho trámite previo es exigido por el artículo 255 del Estatuto Municipal para poder acudir a la vía contencioso-administrativa , ello es preciso solamente para aquellos acuerdos municipales a que se refiere expresamente dicho precepto citando al efecto los artículos precedentes 253 y 254 , pero no cuando se trata de otras resoluciones municipales comprendidas especialmente en otros artículos del Estatuto … hay otras – decisiones como son las originadas de censuras de cuentas municipales a que alude el artículo 581 del Estatuto – en que no se concede propiamente contra ellas un recurso contencioso-administrativo tal como éste lo regula en su Ley Orgánica , sino solamente uno que aunque se sustancia ante los Tribunales Provinciales Contencioso-administrativos , se tramita por el procedimiento de las apelaciones de los incidentes , o sea , por el fijado en los artículos 749 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil , según lo determina el artículo 4º del Reglamento de Procedimiento municipal de 1. 924 “ .

En el segundo Considerando se analiza la segunda excepción alegada por el Ministerio Fiscal de defecto legal en el modo de proponer la demanda , llegando a la conclusión que procede su desestimación con fundamento en la mencionada motivación referida en el anterior Considerando de la Sentencia , dado que “ las exigencias del aludido artículo 42 de la Ley de lo Contencioso-administrativo sólo corresponden a las demandas que originan el recurso jurisdiccional por la misma regulado “ .


Llegados a este punto , en el tercer Considerando de la presente sentencia el Tribunal se pronuncia sobre el objeto material del presente recurso , es decir , si el actor fue o no en forma citado para acudir a la reunión que se le convocó para la censura de cuentas indicada , constatando que en el expediente administrativo aparece “ la cédula de notificación por la que se hacía saber a don Domingo Berna Martínez el día señalado para la reunión del Ayuntamiento , su objeto y derechos que le asisten , documento que contiene la firma de “ Encarnación Segura “ , como persona que por ausencia del interesado recibía el duplicado de la cédula ; y acreditado este extremo en la forma que es debida y obligada para toda clase de notificaciones y citaciones , hay que tener por cumplida la exigencia del artículo 579 , párrafo segundo , del Estatuto Municipal que la sesión en que hayan de ser censuradas las cuentas municipales “ serán citados “ , los cuentadantes , hecho lo cual acudan o no éstos a tal acto , la Corporación Municipal puede deliberar y tomar los acuerdos procedentes sobre tales cuentas “ . 

Sobre la mencionada petición del recurrente para que se ordenara la suspensión del procedimiento de apremio iniciado al respecto , el Tribunal en el cuarto Considerando motiva su desestimación “ por no aparecer probada la causa en que fundaba la nulidad del acuerdo … cuya desestimación lleva consigo la expresa imposición de costas al recurrente según taxativamente determina el artículo 581 , párrafo segundo , del Estatuto Municipal “ . 

El Tribunal resuelve que no haber lugar al incidente que promovió el actor en este recurso , declarando firme el acuerdo plenario impugnado .


Por el actor se interpone recurso de apelación dirigido al Tribunal Supremo pero ante el Tribunal Provincial , dictándose Auto por este tribunal de instancia de fecha 3 de febrero de 1. 934 por el que no se admite a trámite dicho recurso , con fundamento jurídico consistente en que el artículo 581 del Estatuto Municipal no contempla que pueda recurrirse en apelación  la sentencia que se dicte sobre censura de cuentas  municipales , como así ha procedido Berna .

c.1.2. Ayuntamiento de Aspe 
El segundo caso se refiere al recurso contencioso-administrativo que interpuso Odón González Ochoa contra el acuerdo del Ayuntamiento de Aspe del día  23 de julio de 1. 931 , por el que se declaran indebidos determinados pagos que se le efectuaron por el Ayuntamiento  cuando ocupó el cargo de Secretario de dicha Corporación municipal y se le exige al recurrente el reintegro de mil pesetas 
 .

En el primer Resultando de la sentencia que ocasionó el recurso que se estudia existe referencia a que mediante acuerdo plenario de 23 de julio de 1. 931 , se dio conformidad a la propuesta que al respecto formuló la Comisión municipal de revisión de cuentas del Ayuntamiento de Aspe , consistente en proponer como indebidamente hechos los pagos correspondientes a los mandamientos números 54 y 95 del ejercicio económico de 1. 926 , del capítulo 17 del artículo uno , que ascienden a quinientas pesetas cada uno y en concepto de trabajos extraordinarios que prestó al Ayuntamiento citado el demandante cuando ocupó el cargo de Secretario , precisando que no se acompañan tales mandamientos de pago de ningún justificante . Dicho acuerdo también resolvía que el actor tenía un plazo de diez días para el ingreso en las arcas municipales de las referidas mil pesetas .Contra dicho acuerdo plenario interpuso González Ochoa recurso de reposición que se desestimó por otro acuerdo de fecha 3 de septiembre de 1. 931 .

El actor basó esencialmente su escrito de demanda , según se aprecia en el segundo Resultando de la sentencia , en los términos del acuerdo plenario del Ayuntamiento de Aspe adoptado el 22 de julio de 1. 926 , por el que se resolvía abonar al entonces Secretario del Ayuntamiento – que era el recurrente – una gratificación extraordinaria de mil pesetas como premio a sus trabajos extraordinarios en la formación del Registro Fiscal de Edificios y Solares y en la redacción en las bases y articulado de la Carta municipal , por lo que se solicitaba del Tribunal que se declarase la revocación del acuerdo impugnado en este recurso , dado que los pagos en cuestión quedan fehacientemente justificados y el acuerdo que los estableció goza de la condición jurídica de firme y ha causado estado .


También se refleja en otros de los Resultandos de la presente sentencia que el Ministerio Fiscal se allanó a la demanda y que el Ayuntamiento de Aspe no se personó en autos .


El Tribunal en el primer Considerando constata el carácter ejecutivo y firme del aludido acuerdo plenario  de 22 de julio de 1. 926 y afirma que tal condición jurídica se desconoce y vulnera de manera flagrante por el acuerdo plenario adoptado con fecha 23 de julio de 1. 931 objeto de este recurso , por lo que el mismo “ adolece de vicio de nulidad y por tal causa debe estimarse la demanda “.

En consecuencia , el Tribunal estima el presente recurso declarando nulo el acuerdo impugnado .

c. 2. Recaudador de Fondos municipal 
c.2.1. Ayuntamiento de Senija 

José Moragues Tent interpone recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Senija del día 13 de marzo de 1. 932 , por el que se acordó declarar responsable directo al referido vecino en calidad de Recaudador que lo fue de dicha Corporación municipal de la cantidad de 23. 372 , 71 pesetas que en su alcance resultaban , requiriendo al mismo para que en el plazo de diez días ingresara en las Arcas municipales dicha cantidad o , en su defecto , se procedería al apremio de su patrimonio 
 .

En el primer Resultando de la sentencia existe referencia a un acuerdo plenario de 29 de diciembre de 1. 931 , por el que se resolvió requerir al recurrente para que en el plazo de quince días rindiera ante el referido Ayuntamiento cuenta detallada y justificada de la recaudación de los repartimentos , impuestos y arbitrios o exacciones municipales que tuvo a su cargo , así como ,  si en el mencionado plazo no realizara lo expresado se le practicará de oficio y a su costa la rendición de cuentas en cuestión , nombrándose como Comisionado al efecto al letrado Martín Mengual Font con objeto que evacuara el correspondiente dictamen que en derecho correspondiera .El referido Comisionado formó de oficio y presentó al Ayuntamiento de Senija la liquidación de cuentas de recaudación arrojando una diferencia contra el demandante de 23 . 304 , 31 pesetas , dictaminando Mengual Font que procedía declarar responsable directo al Recaudador municipal por la citada cantidad con fundamento en lo dispuesto por el artículo 557 del Estatuto Municipal . Dados los términos de dicha propuesta jurídica se resolvió el acuerdo plenario de fecha 13 de marzo de 1. 932 , objeto del presente recurso jurisdiccional .


En el tercer Resultando de la sentencia se refleja que por el actor se dirigió escrito ante el referido Ayuntamiento , donde se hacía constar que el mismo se personó en las dependencias municipales antes de haberse cumplido el plazo concedido para la mencionada rendición de cuentas ,  habiéndose negado el Sr. Alcalde al examen de las mismas y a recibir los documentos que exhibía , acompañando a dicho escrito la liquidación que se le requirió debidamente cotejada mediante acta que extendió el Notario Modesto Díaz Palomo , donde se acredita que el mismo no es deudor de tal Corporación municipal entregándose tal documentación al Secretario del Ayuntamiento .


El actor en su escrito de demanda justificaba la improcedencia , en su opinión , de la resolución municipal impugnada , dado que el mismo cumplió con el requerimiento que se le hizo y no hubiera procedido la iniciación del expediente que de oficio se instruyó . También solicitó del Tribunal que se suspendiera el procedimiento de apremio que se inició contra su patrimonio y el levantamiento  y cancelación del embargo trabado contra sus bienes . El Tribunal previa formación de pieza separada dictó auto ,  por el que se desestimaban las referidas peticiones incidentales del actor , aunque se acordó la suspensión de la enajenación mediante pública subasta de sus bienes siempre que se constituyera la fianza correspondiente por el interesado , bien en metálico o en valores del Estado . 

También obra en dicha sentencia que por el Juzgado de Instrucción de la ciudad de Denia se inició causa criminal contra el actor , en base a una denuncia presentada por el Ayuntamiento de Senija , identificada como nº 67 / 1. 932 , por malversación de fondos públicos y falsedad documental , ordenando dicho Juzgado al Tribunal Provincial de lo Contencioso-administrativo que conocía de este recurso jurisdiccional que procediera a acordar la suspensión de su tramitación , en tanto no recayera la resolución pertinente en la causa criminal instruida . Dicha resolución se produjo mediante sentencia de la Audiencia Provincial de Alicante , por la que se declaraba la libre absolución del procesado José Moragues Tent de los delitos imputados , así como , se resuelve alzar la suspensión de la tramitación del presente recurso jurisdiccional objeto de la sentencia que se analiza .


En el escrito de contestación a la demanda se alega por la parte coadyuvante de la Administración General del Estado – en este caso el representante legal del Ayuntamiento de Senija , habiéndose abstenido el Fiscal - la excepción perentoria de defecto legal en el modo de proponer la demanda  el actor , que el Tribunal desestima al entender que dicho escrito de demanda se ajusta formalmente a lo exigido por la legislación de aplicación , según obra en el primer Considerando de la sentencia a que se alude .

El mencionado órgano jurisdiccional centra el objeto de este pleito en analizar si los hechos imputados al actor alcanzan o no la responsabilidad prevenida en el artículo 557 del Estatuto Municipal , referida a los Recaudadores municipales en el ejercicio de sus cargos . En este sentido , se manifiesta en el tercer Considerando de la sentencia : “ dicha responsabilidad no puede determinarse de modo caprichoso , sino por el contrario , ha de aparecer del examen de las cuentas censuradas , y según es de ver en el caso de autos , del estudio del acta de requerimiento extendida a petición del aquí recurrente , D. José Moragues Tent , y autorizada en 8 de febrero de 1. 932 , por el Notario con residencia en Denia , D. Modesto Díaz Palomo , unida al pleito , aparece y resulta , … que los asientos de las liquidaciones , con las cartas de pago y recibos originales , resultaron conformes , no apareciendo el recurrente deudor del Ayuntamiento de Senija … y consecuencia lógica derivada de la predicha diligencia , es la de que no alcanza a D. José Moragues Tent responsabilidad alguna de la que se determina en el antes mencionado precepto legal “ .

Por tanto ,  el Tribunal mantiene que la liquidación de las cuentas de recaudación resulta correcta , que ha sido entregada en plazo y no se contrae responsabilidad alguna por el actor a los efectos del citado precepto del Estatuto Municipal , pero también se refleja en el cuarto Considerando de la sentencia la inadecuada llevanza de libros de contabilidad municipal al no practicar debidamente los asientos ni anotando las correspondientes cartas de pago , precisando que tal cometido corresponde al Interventor de Fondos municipal y , donde no lo hubiere , del Secretario del Ayuntamiento , según lo dispuesto en el artículo 243 del Estatuto Municipal  y en el artículo 94 del Reglamento de Hacienda Municipal .

No se conservan más antecedentes al respecto .

6. PENSIONES 
a) Introducción 

En relación con el reconocimiento y pago de pensiones por el ejercicio funcionarial se conservan dos documentos , una minuta de sentencia y una sentencia .

El Tribunal Provincial estimó un recurso de los interpuestos y desestimó el otro , donde se refleja que el demandante interpuso recurso de apelación dirigido ante el Tribunal Supremo contra tal sentencia desestimatoria de dicho recurso habiendo desistido del mismo .

b) Panorama legislativo aplicable

La temática de un recurso se refiere a la petición de pensión que solicitó la demandante en calidad de viuda del que fue Interventor de fondos de la Diputación Provincial , así como , el otro recurso versa sobre la solicitud de reconocimiento de pensión que peticionó el que fuera Guardia de la Policía Urbana de la ciudad de Alicante que se acordó su cese por imposibilidad física de seguir ejerciendo su cargo .

Sobre la legislación de aplicación prescribe el artículo 251 del Estatuto Municipal :

“ Los Ayuntamientos estarán obligados a organizar el régimen de derechos pasivos de sus funcionarios , bien por medio de conciertos con el Instituto Nacional de Previsión , bien creando Montepíos . En ambos casos aportarán los asegurados una cuota con cargo a sus sueldos y los Ayuntamientos los auxilios y subvenciones que acuerden .”
 También resulta de aplicación al respecto , lo dispuesto en el Reglamento estatal de los Secretarios , Interventores de fondos y demás personal municipal de fecha 23 de agosto de 1. 924 y los preceptos concordantes del Estatuto provincial . 

 c)Análisis de las sentencias 
c.1. Diputación provincial 
Dicho recurso se interpuso por Joaquina Navarrete Nevot contra el acuerdo de la Comisión Provincial Permanente de la Diputación Provincial del día 25 de mayo de 1. 927 , por el que se denegaba la pensión de viudedad reclamada por la demandante 
 .


En el primer Resultando de la minuta de la sentencia que se conserva obra que la actora el 19 de mayo de 1. 926 solicitó de la referida Corporación Provincial una pensión de viudedad al haber fallecido su esposo , Eduardo García Barroeta , que desempeñó el cargo de Interventor de fondos en la Diputación Provincial  .


Se refleja en el segundo Resultando que por la Comisión Provincial Permanente se adoptó acuerdo el 2 de junio de 1. 926 , por el que se estimó la referida petición de Navarrete Nevot , fijándose la cuantía de la pensión acordada en tres mil doscientas pesetas anuales , que comenzaría a percibir a partir del día siguiente en que se produjo el fallecimiento de su esposo , debiendo satisfacerse por razón de proporcionalidad al tiempo de prestación de servicios  y sueldo que percibiera el finado en las Corporaciones que hubiera prestado sus servicios , en concreto , la expresada Diputación de Alicante y los Ayuntamientos de Teruel y de Orihuela , declarándose más de treinta y cinco años de servicios en tal acuerdo .


Por acuerdo de la indicada Comisión permanente de fecha 22 de julio de 1. 926 , se requiere a la beneficiaria de la pensión a que aporte la documentación acreditativa de los servicios prestados por su esposo y la certificación de su defunción , con el fin de remitir el expediente a la Dirección General de Administración Local para que manifieste su parecer al respecto , así como , en tanto conste tal pronunciamiento se resuelve la suspensión de lo acordado en la sesión precitada de 2 de junio de 1. 926 .

La Dirección General de Administración Local emite informe en términos desfavorables a la petición de pensión en cuestión , tras haber constatado la oposición a la misma de los Ayuntamientos de Teruel y de Orihuela . Al respecto la Comisión Provincial Permanente en su sesión de 25 de mayo de 1. 927 resuelve dejar sin efecto lo que acordó el 2 de junio de 1. 926 dado el parecer de la mencionada Dirección General .


El Tribunal según argumenta en el primer y segundo Considerando de la minuta de sentencia mantiene que el meritado acuerdo de 2 de junio de 1. 926 tiene la condición jurídica de firmeza y resulta jurídicamente inatacable . En este sentido en el tercer Considerando de tal documento judicial reproduce la reiterada doctrina jurisprudencial  emanada al efecto , a saber : Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 14 de diciembre de 1. 910 , de 19 de abril de 1. 913 y de 10 de junio de 1. 929 , lo que supone en el presente caso que el inicial acuerdo adoptado con fecha 2 de junio de 1. 926 reconoció y declaró un esencial derecho de la demandante , lo que “ obliga a la Corporación que la dictó al cumplimiento de lo que en él se establece ; careciendo , por todo lo expuesto , de toda eficacia jurídica a los fines para que fueron dictados los acuerdos de la citada Corporación  de fechas 22 de julio de 1. 926 y de 25 de mayo del año siguiente , por lo que se suspendía y dejaba sin efecto el acuerdo previamente expresado “.

En el cuarto Considerando el Tribunal refuerza su expresada posición sin que para ello sea un obstáculo lo establecido en los artículos 46 y 47 del Reglamento de Secretarios de Ayuntamiento , Interventores de fondos y empleados municipales en general de fecha 23 de agosto de 1. 924 en concordancia con lo dispuesto en el artículo 151 del Estatuto Provincial , que exigen al efecto que se hayan prestado un mínimo de veinte años , en este caso , en el cargo de Interventor de fondos , extremo que no concurre en el supuesto de autos pero que el Tribunal lo supedita a los términos del acuerdo firme que se resolvió con fecha 2 de junio de 1. 926 .

En consecuencia , el Tribunal estima el recurso interpuesto por la demandante y ordena que se le abone por la Diputación Provincial en su integridad la pensión acordada con fecha 2 de junio de 1. 926 .

c.2. Ayuntamiento de Alicante 
El referido recurso contencioso-administrativo se interpuso por Juan Belda Sánchez contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alicante del día 3 de julio de 1. 931 , por el que se declaró cesante al recurrente del cargo de Guardia de la Policía Urbana , de la Sección de Infantería , por imposibilidad física de ejercer sus funciones 
 .


En el primer Resultando de la sentencia que se conserva consta que el recurrente ingresó en dicho Cuerpo municipal con el día 3 de noviembre de 1. 925 , previo reconocimiento médico que lo declaró útil para el servicio  .


Se relata  en el segundo Resultando la situación de las progresivas dolencias que padecía el demandante en sus pies , lo que determinó que previo examen por dos facultativos médicos nombrados por la Alcaldía de la ciudad se certificara por los mismos que el actor no podía desempeñar ningún trabajo que requiera su permanencia de pie o la deambulación .


En el acuerdo plenario precitado objeto de este recurso también se resolvió que se le abonara al actor una mensualidad del jornal anual de seis mil pesetas  que disfrutaba , en aplicación de lo dispuesto en los artículos 12.1º y 13 , en su punto c) , del Reglamento municipal de la Guardia de la Policía Urbana .


El actor en su escrito de demanda solicitó del Tribunal que declarara la nulidad del acuerdo impugnado por este recurso y que ordenara al Ayuntamiento la instrucción de un expediente donde se acreditase si la  inutilidad que padece fue o no adquirida  en actos del servicio , todo ello con objeto que se le reconociera la correspondiente pensión de carácter extraordinario , a tenor de lo dispuesto en el artículo 64 del citado Reglamento municipal de fecha 22 de julio de 1. 925 .


El Tribunal en el tercer Considerando manifiesta como requisitos concurrentes para que proceda la pensión extraordinaria solicitada por el actor y prevista en el citado artículo del Reglamento indicado , a saber : su carácter extraordinario , la apreciación acreditada por la Corporación municipal instruyendo y resolviendo el correspondiente expediente al respecto  y sobre todo “ que la inutilidad se produzca precisamente en actos de servicio y no como consecuencia de ellos y que la expresada inutilidad , sea absoluta para toda clase de trabajo , particularidad , que afortunadamente para el interesado no concurre en la enfermedad que padece , puesto que se le priva de aquéllos menesteres en que sea precisa la estancia en pie o la deambulación durante el trabajo “ . 

El Tribunal en el cuarto Considerando tras analizar la legislación de régimen general aplicable a las pensiones funcionariales por invalidez para el ejercicio del cargo , en concreto , el Estatuto Municipal – Sección 3º . Capítulo VI . Título V . Libro 1º - y el Reglamento estatal aplicable a los funcionarios municipales de fecha 24 de agosto de 1. 924 , concluye que no se le reconoce al actor el derecho de disfrutar de una pensión como pretende dadas las circunstancias probadas en este supuesto , sino que la misma se puede conceder de modo graciable por la Administración competente .


El Tribunal ha desestimado el presente  recurso confirmando en sus términos el acuerdo recurrido .


Por Belda Sánchez se interpone recurso de apelación dirigido al Tribunal Supremo , del que desiste con posterioridad . 
7. SOLICITUDES DE REPOSICION EN EL CARGO FUNCIONARIAL QUE SE OCUPABA 
a) Introducción  

Los recursos que se conservan sobre solicitudes de funcionarios para que sean repuestos en sus cargos tras haber sido destituidos indebidamente son tres , dando lugar a otras tantas sentencias o , en su caso , a sus minutas  .

En un supuesto se estima por el Tribunal Provincial el recurso interpuesto , en otro se desestima el mismo y en el tercero no se llega a enjuiciar por dicho Tribunal el fondo del asunto al estimar tal órgano jurisdiccional una excepción procesal concurrente .

b) Panorama legislativo aplicable 

La temática y legislación de aplicación a que se refieren los referidos recursos es la siguiente :

Un recurso se refiere a la solicitud de reposición de un Oficial de Secretaría del Ayuntamiento de Relleu al amparo de la Orden del Ministerio de la Gobernación de fecha 28 de abril de 1. 931 , el segundo caso alude a la solicitud de reposición en su cargo que formuló el Secretario del Ayuntamiento de Benejúzar , dado que transcurrió en exceso el plazo máximo de sesenta días para resolver las medidas disciplinarias correspondientes establecido en el artículo 52 del Reglamento de Secretarios , Interventores de fondos y Empleados municipales en general de fecha 23 de agosto de 1. 924  y  , el tercer recurso ,  versa sobre la solicitud de reposición en su cargo que presentó el que fue Médico Titular del Ayuntamiento de Hondón de las Nieves en ejecución de sentencia .
c) Análisis de las sentencias 
c . 1 Cuerpo de Oficiales de Secretaría de Ayuntamiento 
c.1.1. Ayuntamiento de Relleu 
El presente recurso se interpuso por Cosme Senabre Parrés contra el acuerdo del Ayuntamiento de Relleu del día 18 de febrero de 1. 932 , por el que se desestimó la reclamación del referido demandante solicitando la reposición en el cargo de Oficial Segundo de la Secretaría de tal Corporación en el que se declaró cesante , formulando dicha solicitud al amparo de lo prevenido en la Orden del Ministerio de la Gobernación de fecha 28 de abril de 1. 931 
 .


En la minuta de la sentencia que se conserva sobre el indicado recurso se refleja en su primer Considerando que el objeto del mismo viene constituido por el precitado acuerdo municipal como así obra en el escrito de demanda que presentó el actor .

En el segundo Considerando el Tribunal sostiene que la indicada Orden ministerial en que funda el demandante su pretensión no resulta de aplicación al caso , en tanto que se constata que Senabre Parrés cesó por acuerdo plenario de dicho Ayuntamiento de fecha 17 de febrero de 1. 924 , es decir , estando en vigor el régimen dictatorial implantado por el General Primo de Rivera , cuando la Orden Ministerial citada de 28 de abril de 1. 931 se dictó para el siguiente supuesto : “ para los empleados municipales destituidos , sin las formalidades reglamentarias , por los Ayuntamientos que funcionaron a partir del 14 del anterior mes y año .”

El Tribunal entiende como fecha tope inicial para que proceda la aplicación de la mencionada norma a partir de la legal constitución de los Ayuntamientos nacidos de las elecciones municipales que dieron lugar a la Segunda República , o sea , a partir del 14 de abril de 1. 931 .


En todo caso , el mencionado órgano jurisdiccional cita el Decreto de fecha 20 de mayo de 1. 931 y el Decreto de 13 de octubre de 1. 931 , en cuyas regulaciones pudo ampararse la pretensión del actor de haber solicitado su aplicación en los plazos establecidos al efecto .


El Tribunal ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos el acuerdo recurrido .

c. 2. Cuerpo de Secretarios de Ayuntamiento 
c.2.1. Ayuntamiento de Benejúzar 
El segundo caso referido a la presente temática lo constituye el recurso interpuesto por José María Hernández Vallcanera contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Benejúzar del día 5 de enero de 1. 933 , por el que se le deniega reintegrarse en el cargo que ocupaba el actor como Secretario del citado Ayuntamiento , dado que había sido anunciada la vacante de dicho cargo municipal para su provisión y el demandante había sido destituido en la referida plaza 
 .

En el tercer Resultando de la sentencia que se conserva existe referencia a que por acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Benejúzar adoptado en la sesión extraordinaria de fecha 23 de mayo de 1. 931 , se elevó la suspensión acordada y prorrogada por los acuerdos plenarios de 5 y 16 de mayo de 1. 931 – respectivamente – a destitución , instruyéndose el correspondiente expediente para resolver sobre la misma , así como  se acuerda comunicar al interesado la iniciación del referido expediente disciplinario  al amparo de lo dispuesto en el artículo 52 del Reglamento de Secretarios , Interventores de fondos y Empleados municipales en general de 23 de agosto de 1. 924 y al Colegio de Secretarios de la provincia .

También obra en el octavo Resultando de la sentencia que el demandante formuló desistimiento de los recursos jurisdiccionales en trámite precitados , aceptándose dicho desistimiento por el Tribunal .

Y en el noveno Resultando se refleja que el actor instó al Ayuntamiento indicado a que dictara resolución en el expediente de destitución del cargo funcionarial que instruyó , sin que se le hubiere comunicado respuesta . Ante la descrita circunstancia Hernández Vallcanera el día 29 de diciembre de 1. 932 solicitó su inmediata reposición en el cargo  que ocupaba , al considerar que la medida de de suspensión de empleo y sueldo acordada no podía tener un carácter temporal indefinido y tampoco se había resuelto su destitución formalmente en el expediente meritado al efecto , adoptándose por el Ayuntamiento Pleno el acuerdo de fecha 5 de enero de 1. 933 objeto del presente recurso .

En el segundo Considerando de la sentencia el Tribunal constata , que en cumplimiento de lo dispuesto en el citado artículo 52 , los expedientes instruidos a su amparo “ tendrán que ser resueltos en un plazo no superior a sesenta días , a partir de la incoación de las actuaciones ; y notorio es , que el presente caso , no se ha dado debido cumplimiento al precepto legal citado , toda vez , que … el Ayuntamiento de Benejúzar no ha acordado en el expediente del que se viene haciendo mérito , la destitución de su Secretario ; y por tanto , debe declararse sin ningún valor ni efecto la suspensión y destitución de aquel funcionario , y nulo también , por consecuencia , el expediente contra el mismo seguido .”

Asimismo se sostiene en el tercer Considerando que el acuerdo municipal objeto de este recurso de fecha 5 de enero de 1. 933 supone una vulneración flagrante de la legalidad aplicable , ya que “ nunca pudo adoptarse sin haber quedado resuelto el expediente de destitución seguido contra el repetido funcionario , ajustándose en su tramitación a las normas establecidas en los preceptos de su procedimiento , que constituyen garantía concedida a los empleados para la defensa de sus derechos .”

En este sentido , una vez recaída dicha resolución y habiéndose practicado notificación en forma de la misma al funcionario imputado , a juicio del Tribunal constituye el momento procedimental oportuno de proceder al anuncio de la vacante producida .


Ante lo expresado , el indicado Tribunal revoca el acuerdo impugnado en este recurso y se declara nulo el expediente municipal de destitución seguido contra el actor , ordenando la reposición en el cargo del mismo con el abono de los sueldos dejados indebidamente de percibir desde que se acordó inicialmente la suspensión de sus funciones .
c. 3. Cuerpo de Médicos Titulares e Inspectores de Sanidad Municipal 
c.3.1. Ayuntamiento de Hondón de la Nieves 
El tercer recurso referido a esta temática se interpuso por Plácido Bonmatí Tortosa contra el acuerdo del Ayuntamiento de Hondón de las Nieves  del día 11 de abril de 1. 933 , por el que por unanimidad de miembros corporativos y a propuesta del Sr. Alcalde- Presidente se resolvió llevar a puro efecto , sin demora alguna , la ejecución en todas sus partes del acuerdo plenario adoptado en la sesión extraordinaria celebrada el 30 de junio de 1. 932 , todo ello en estricto cumplimiento de la carta – orden expedida por la Sala Cuarta de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo de 30 de mayo de 1. 932 en autos instruidos por el recurso de apelación interpuesto por Sastre Cortés , con objeto que se proceda por el indicado Ayuntamiento a la reposición en el cargo que ocupaba el mencionado Sastre Cortés y que Bonmatí Torregrosa haga entrega al mismo de las listas de la Beneficiencia que obran en su poder 
 .


Obra que Sastre comparece en el presente recurso como parte coadyuvante de la Administración demandada .


También se refleja que por el Ministerio Fiscal se alega la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción , ya que se pretende enjuiciar una resolución administrativa “ extraña “ al recurso contencioso-administrativo , no reúne ninguno de los requisitos establecidos en la legislación de la jurisdicción contencioso-administrativa para que su enjuiciamiento sea residenciable ante la misma y se dicta en cumplimiento de un requerimiento judicial . 


El Tribunal en el segundo Considerando de la minuta de la sentencia que se conserva reitera que a tenor del artículo 83 de la Ley de la jurisdicción citada “ la ejecución de las sentencias dictadas por los Tribunales de lo contencioso-administrativo , corresponde a la Administración que las lleve a puro y debido efecto , adoptando las resoluciones que procedan .” Por tanto , en este supuesto el Ayuntamiento ni siquiera “ obra en el ejercicio de sus peculiares atribuciones regladas , sino solamente para ejecutar lo juzgado , aspecto esencial de la función jurisdiccional del Estado y que la ley encomienda en materia contencioso-administrativa a la Administración y a sus órganos . “

En el tercer Considerando se mantiene que el acuerdo que se recurre cumplió en sus términos lo mandado por el Tribunal Supremo , por lo que “ no podía lesionar derechos del aquí recurrente , y por ello mismo , no es recurrible ante esta jurisdicción , la que carece de competencia para conocer en cuanto al fondo del mismo , … ya que se limitó la Corporación ,  cual era su obligación a cumplir el fallo aludido .”

El Tribunal estima la procedencia de la indicada excepción alegada por el Fiscal actuante y no entra a examinar el fondo del asunto .

8. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO 
A) La suspensión de empleo y sueldo como medida cautelar 
a) Introducción 

Sobre el referido epígrafe se conservan cuatro recursos contencioso-administrativos , de los que en tres existe el documento de sentencia y en un caso la minuta de la misma .

No consta que tales resoluciones jurisdiccionales se hayan recurrido en apelación ante el Tribunal Supremo .


Por el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo se desestimó un recurso , en dos de los mismos se resolvió la incompetencia de jurisdicción para conocer sobre el fondo de los asuntos planteados y en un recurso no se conserva la mayor parte de la fundamentación jurídica de la sentencia , ni su fallo .

b)Panorama legislativo aplicable 

El objeto de tales recursos versa sobre la imposición de medidas cautelares de suspensión de empleo y sueldo a un Oficial de la Secretaría del Ayuntamiento de Tibi , a un Guardia municipal y a un Vigilante del Ayuntamiento de Pego , así como a un Conserje del Matadero municipal de la ciudad de Orihuela . 

Sobre la legislación de aplicación prescribe el artículo 248 , apartado b) , del Estatuto Municipal lo que sigue :“ Las suspensiones gubernativas de empleo y sueldo con carácter … preventivo no podrán exceder de dos meses .” En el mismo sentido se establece tal medida preventiva en el artículo 111 del Reglamento de Secretarios de Ayuntamiento , Interventores de fondos y Empleados municipales en general de fecha 23 de agosto de 1. 923 , siempre que se haya instruido un expediente disciplinario contra dicho funcionario imputándole una falta tipificada como grave .


En todo caso , la adopción de dicha medida preventiva o cautelar no prejuzga el resultado final del procedimiento disciplinario incoado contra el funcionario en cuestión teniendo un carácter meramente provisional , ya que se puede revocar o suspender tal medida en cualquier momento y , en todo caso , no puede prolongarse más de dos meses desde que se notificó en forma al funcionario inculpado .


Normalmente la mentada medida lleva aparejada también la suspensión de los haberes que percibía el funcionario mientras dure la misma , aunque el vínculo funcionarial sigue latente y por tratarse de una resolución de mero trámite , los Tribunales admiten la procedencia de la excepción de incompetencia de jurisdicción .  
c)Análisis de las sentencias 
c. 1. Cuerpo de Oficiales de Secretaría de Ayuntamiento 
c.1.1. Ayuntamiento de Tibi 
Ricardo Carbonell Morató interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Tibi del día 14 de Agosto de 1. 931 , por el que se suspendió de empleo y sueldo al recurrente en su cargo de Oficial de la Secretaría de dicha Corporación municipal por un término de treinta días  y se ordena instruir expediente disciplinario contra el mismo para averiguar los hechos que se le imputan relativos a negligencia y descuido en el ejercicio del cargo 
 .

El actor en su escrito de demanda consideraba injustificada e indebida la suspensión resuelta por unanimidad por el indicado acuerdo plenario , así como solicitaba su inmediata reposición en el cargo que legitimante ocupaba y el abono de los salarios dejados de percibir desde que operó la irregular suspensión en el cargo .

En el primer Considerando de la sentencia el Tribunal precisa el alcance y los efectos jurídicos de la medida cautelar de suspensión de empleo y sueldo , mientras se tramita el correspondiente expediente disciplinario contra el inculpado , en los siguientes términos :


“ Que el hecho de estar suspendido un funcionario en el ejercicio de su cargo , es medida disciplinaria o correctiva , que no le libra de la subordinación ni le desliga y despoja de su condición de funcionario , pues aunque le prohíbe el ejercicio de la función subsiste su condición administrativa , que le mantiene sometido a la subordinación , hasta que por destitución o cese , pierda su carácter de funcionario .”

En este sentido se sigue argumentando y profundizando por el Tribunal en el segundo Considerando sobre el carácter y naturaleza de la medida que se enjuicia por el mismo , precisando que la misma “ no constituye sanción ni castigo alguno , sino que constituye una medida precautoria autorizada por el artículo ciento once del Reglamento  de Secretarios y Empleados municipales en general , de veintitrés de Agosto de mil novecientos veinticuatro , de carácter meramente provisional , y que por ser de mero trámite , no puede nunca prejuzgar el resultado del expediente  mandado instruir contra el mismo , ni por tanto , puede determinar un estado de derecho que suponga lesión de los que el recurrente puede alegar en su favor “.

El Tribunal ha desestimado el presente recurso al considerar conforme a derecho la medida cautelar impuesta en el acuerdo plenario que se impugna .
c.2. Cuerpo de Guardia Municipal 
c.2.1. Ayuntamiento de Pego 
El segundo recurso contencioso-administrativo que se aludió se interpuso por Fernando Sánchez Martín contra el decreto de la Alcaldía del municipio de Pego del día 6 de marzo de 1. 936 , por el que se ordena la suspensión de empleo y sueldo por un mes del actor en el cargo que ocupaba de Guardia municipal del citado Ayuntamiento  , así como se ordena la incoación del correspondiente expediente disciplinario para que se acuerde su definitiva destitución dados los hechos que se le imputan , consistentes en negligencia y descuido en el ejercicio de su cargo 
 . 

El recurrente en el escrito de demanda alega que el decreto impugnado se dictó sin que se le concediera el sagrado trámite de audiencia y manifiesta que no ha cometido ninguna de las faltas imputadas y así lo puede probar fehacientemente .

Obra que la representación procesal del Ayuntamiento de Pego comparece como coadyuvante en los presentes autos .


El Tribunal en el primer Considerando sostiene  lo siguiente :


“ que basándose el recurso sobre la suspensión de empleo y sueldo del recurrente , como medida preventiva en el expediente que para su destitución se le sigue , es visto que no se trata de una resolución definitiva y por tanto , con arreglo a lo prevenido en los artículos 1, 2 , y 4 de la Ley de 22 de junio de 1. 894 , no puede ser materia de recurso contencioso-administrativo “.

Concluyendo dicho órgano jurisdiccional en el segundo Considerando de la sentencia que “ la resolución reclamada no es definitiva ni causa estado , por ser preventiva y de puro trámite y por ello no pone fin a la vía gubernativa , requisito previo para la interposición del recurso contencioso-administrativo , que no puede darse sin haberse apurado aquella .”

Se declara la incompetencia del Tribunal para entrar en el fondo del litigio sin imposición de costas y con fundamento en los razonamientos jurídicos expresados .

c.3 Vigilante municipal 
c.3.1. Ayuntamiento de Pego 
El tercer recurso contencioso-administrativo que consta en esta temática se interpuso por Vicente Jover Carrió contra el decreto de la Alcaldía de Pego del día 6 de marzo de 1. 936 , por el que se ordena la suspensión de empleo y sueldo del recurrente en el cargo que ocupaba de Vigilante encargado del retén municipal por término de un mes , así como se ordena también la instrucción del correspondiente expediente de destitución definitiva por los hechos que se le imputan de descuido grave en el ejercicio del indicado cargo municipal 
 .


El Tribunal tras argumentar idénticas consideraciones jurídicas que en el caso anterior , declara en su fallo la incompetencia del mismo para resolver dicho recurso contencioso-administrativo .

c.4 Conserje del Matadero municipal 
c.4.1. Ayuntamiento de Orihuela 

El cuarto recurso en la presente problemática jurídica se interpuso por Ramón Díaz Fenoll contra el decreto de la Alcaldía de Orihuela del día 15 de octubre de 1. 934 , que resolvió la suspensión de empleo y sueldo en el cargo que ocupaba de Conserje en el Matadero imputándole varias faltas de diligencia en el ejercicio de tal cometido 
 . 
 No se conserva buena parte de la fundamentación jurídica ni la parte dispositiva del fallo de la sentencia  .

B) La suspensión de empleo y / o sueldo como sanción disciplinaria 
a) Introducción 

Sobre el descrito epígrafe obran tres recursos ,  de los que en dos se conservan las sentencias que se dictaron y en uno el documento de minuta de sentencia  .


De los tres recursos interpuestos el Tribunal estima dos de los mismos y desestima uno .

b) Panorama legislativo aplicable 

El objeto de tales recursos versa sobre las sanciones impuestas a dos Inspectores Veterinarios , uno perteneciente al Ayuntamiento de Alicante y otro al Ayuntamiento de Orihuela  y al Secretario del Ayuntamiento de Tibi .


En el presente caso , la suspensión de empleo y sueldo que se resuelve se trata de una verdadera sanción disciplinaria de carácter grave que se contempla en el indicado Reglamento estatal de 23 de agosto de 1. 923 , en concreto , en su artículo 110 , que se impone por la comisión de una falta tipificada como tal en dicha norma y previa la instrucción del correspondiente expediente disciplinario .

Conviene subrayar que el ya citado artículo 248 , en su apartado b) , del Estatuto Municipal , también establece que tal medida disciplinaria no puede exceder de dos meses .


Por su parte , la Ley Municipal de fecha 31 de octubre de 1. 935 , en su artículo 195 , dispone : “ Las faltas graves serán castigadas , previa instrucción también del oportuno expediente , con suspensión de empleo y sueldo por treinta días , que podrá acordar el Ayuntamiento o la Comisión Permanente , dando cuenta al Pleno en la primera sesión que celebre . También podrán ser castigadas con destitución .” Y su artículo 196 dice así :

 “ El expediente de suspensión será instruido por el Alcalde …El expediente de suspensión tendrá que ser resuelto en un plazo que no exceda de treinta días …”

c) Análisis de las sentencias 
c.1 Cuerpo de Inspectores Veterinarios Municipales 
c.1.1 Ayuntamiento de Alicante 

Jesús Calabria Pueyo interpone recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alicante del día 5 de enero de 1. 934 , por el que se impuso al recurrente la suspensión de haberes por término de quince días , al estimarlo como responsable de una falta leve en el ejercicio de su cargo como Inspector Veterinario de dicho Ayuntamiento , consistente en no haber ordenado con la debida diligencia que se suspendiera la venta de unas partidas de atún en inadecuadas condiciones que entraron en el Mercado de Abastos de la ciudad el 21 de julio de 1. 933 
 . Hecho que tuvo eco como noticia en el diario alicantino “ El Luchador “ nº 6.990 , de 26 de agosto de de 1.933 , respecto de la tramitación de tal expediente disciplinario .

El Tribunal en el primer Considerando de la sentencia entiende probado que el funcionario imputado el día 21 de julio de 1. 933 llegó al Mercado en hora reglamentaria y a determinadas horas se ausentó de dichas dependencias para sustituir a un colega , por lo que se considera justificado el incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 54 del Reglamento del Mercado de fecha 27 de junio de 1. 924 , que declara como obligación del Inspector Veterinario permanecer en las dependencias del Mercado de Abastos durante la totalidad del horario de apertura al público .


En el segundo Considerando  también se entiende probado que el imputado actuó diligentemente en el ejercicio de sus funciones ya que cumplió estrictamente lo prescrito en el Decreto de 22 de diciembre de 1. 908 , en el sentido que procedió al inmediato análisis de las muestras de pescado en cuestión y como consecuencia de tal práctica se decomisaron e inutilizaron 144 kilogramos de atún en inadecuado estado . Por tanto , no se considera justificada la imputación de negligencia en el ejercicio del cargo público que desempañaba el actor , dado que no podía adoptar de plano tal medida sin el preceptivo análisis de las muestras referidas , por lo que no se aprecia la tardanza en el proceder al efecto como principal cargo del expediente disciplinario objeto de este recurso , teniendo además presente como manifestó el funcionario imputado que tenía “casi la seguridad de que no se llegó a expender nada al público , dado el poco tiempo que transcurrió entre la primera inspección y el decomiso .”

El Tribunal sostiene en tercer Considerando .


“ Que los 144 kilogramos de atún que el Sr. Calabria decomisó , en la mañana de referencia , presentaban síntomas de derivación , y fue retirado de la venta y destruido, por lo que a su juicio , al transcurrir algunas horas hubiera entrado en franca descomposición , por lo que se estima como medida prudente y adecuada la que se adoptó y dice bien del celo del técnico municipal .”

En el quinto Considerando de la sentencia se pone de manifiesto el importante dictamen evacuado al respecto por la Junta Municipal de Sanidad de fecha 5 de octubre de 1. 933 , donde se indica “ que el Inspector Veterinario D. Jesús Calabria , se atuvo al cumplimiento de su deber y a las disposiciones legales aplicables al caso “.

El Tribunal ha estimado el presente recurso jurisdiccional  y declara la nulidad del acuerdo impugnado en dicho recurso de fecha 5 de enero de 1. 934 , ordenando al Ayuntamiento de Alicante que proceda a reintegrar al demandante el importe del sueldo que haya dejado de percibir como consecuencia de la indebida sanción .

c.1.2. Ayuntamiento de Orihuela 

Luís Jiménez Martínez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Orihuela adoptado en la sesión extraordinaria celebrada el día 17 de marzo de 1. 934 , por el que se le suspendió de empleo y sueldo en su cargo de Inspector Veterinario de tal Corporación municipal por término de dos meses , por la reiteradas faltas de asistencia y puntualidad en el ejercicio de su cargo , así como , que el día 22 de enero de 1. 933 se vendió en el Mercado de Abastos pescado en mal estado , que no se detectó a tiempo al llegar tarde el imputado a su puesto de trabajo 
 .

El actor en el escrito de demanda que presentó en autos manifestaba que desde su toma de posesión en la plaza que ocupaba había actuado de manera diligente en todo momento y que sufría una dura campaña política en su persona , que le perjudicaba en el ejercicio de su profesión , por lo que solicitaba que se declara la nulidad del acuerdo plenario impugnado y la imposición de costas al Ayuntamiento por su temeridad .

El Tribunal en el primer Considerando de la minuta de sentencia que se conserva considera probados los hechos que se le imputan al actor , en base al contenido del informe evacuado al efecto por la Junta Municipal de Sanidad y por el que emitió el Concejal – instructor del expediente disciplinario en cuestión constando las manifestaciones de diversos testigos . En concreto , el Tribunal manifiesta en dicho Considerando lo siguiente :

“ Que acreditada en el expediente , objeto de revisión de este procedimiento , la falta reiterada de asistencia a la Plaza de Abastos de Orihuela durante las horas reglamentarias , sin licencia , ni causa justificada , es visto que procede confirmar el acuerdo que se impugna , por encontrarse ajustado a derecho , tanto en la justicia de la sanción como en la formalidad procesal .”

Se desestima el presente recurso confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado en autos .

c. 2. Cuerpo de Secretarios de Ayuntamiento 
c.2.1. Ayuntamiento de Tibi 
Por Sebastián Verdú Coloma se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Tibi del día 17 de marzo de 1. 936 , por el que se resolvió la suspensión de empleo y sueldo por treinta días del actor en el cargo de Secretario de la Corporación que ocupaba , por diversas faltas de diligencia en el ejercicio de tal cargo que se justificarían en el expediente disciplinario que posteriormente sería instruido 
 .


En el primer Resultando de la sentencia que se conserva queda reflejado que no se llegó a instruir el referido expediente disciplinario .


En el cuarto Resultando se indica que el Fiscal en el escrito de contestación a la demanda , de fecha 27 de febrero de 1. 940 , alegó que en este caso se vulnera lo dispuesto en el artículo 195 de la Ley municipal de 1. 935, dado que según lo exigido en tal precepto las faltas graves deben imponerse previa la instrucción del oportuno expediente disciplinario respetando la totalidad de garantías previstas al efecto , no constando en el presente caso que así se haya procedido por el Ayuntamiento de Tibi , cuando a mayor abundamiento la sanción municipal impuesta que se recurre se contempla para la comisión de faltas graves en el ejercicio de la función pública .

El Tribunal sostiene en el primer Considerando de la sentencia que “ no habiéndose tramitado este expediente antes del acuerdo impugnado , ni después del mismo , es evidente la infracción del artículo 195 de dicha Ley Municipal , por lo que procede la anulación del acuerdo objeto de este recurso .”

El Tribunal ha anulado el acuerdo impugnado y estima el recurso interpuesto por el actor , ordenando al Ayuntamiento de Tibi que satisfaga los haberes dejados indebidamente de percibir por Verdú Coloma , desde que se acordó la indicada suspensión el 17 de marzo de 1. 936 al 16 de mayo de 1. 936 , más la parte correspondiente de un quinquenio de quinientas pesetas desde el primero de abril de 1. 936 , teniendo presente que el recurrente fue repuesto en su cargo el 26 de mayo de 1. 936, destituido de nuevo con fecha 9 de agosto de 1. 936 y reintegrado en su plaza el 27 de abril de 1. 939 .

C) La suspensión aplicada como medida sancionadora indefinida y reiterada 
a) Introducción 

Sobre la presente temática existen seis documentos de sentencia  .

Por el Tribunal Provincial se estimaron la totalidad de los recursos interpuestos que motivaron las indicadas sentencias , sin que conste que se haya interpuesto ningún recurso de apelación contra las mismas ante el Tribunal Supremo .

b)Panorama legislativo aplicable 

El objeto de dichos recursos versan sobre la adopción de reiteradas e indefinidas suspensiones de empleo y sueldo  respecto de un Secretario del Ayuntamiento de Agost , un Guardia municipal y un Alguacil del Ayuntamiento de Rojales  y varios empleados del Ayuntamiento de Pedreguer , a saber : un Escribiente de Secretaría , una Maestra Auxiliar de la Escuela municipal de párvulos y otros .

Dado el expuesto régimen jurídico al que se somete la medida cautelar de suspensión de empleo y sueldo y la sanción disciplinaria de suspensión indicada , las mismas tienen un carácter excepcional y constituyen actos de gravamen para el funcionario inculpado , además como se ha indicado de someterse a un estricto régimen de caducidad en su adopción ,  por lo que resulta contrario a derecho que tales medidas puedan prorrogarse o , en su caso , acumularse con carácter indefinido como así se desprende de las sentencias que a continuación se analizan .

Al respecto , prescribe el artículo 196 de la Ley Municipal de 31 de octubre de 1. 935 :


“ El expediente de suspensión será instruido por el Alcalde y el que tenga por objeto ampliar aquél , para elevar la suspensión a destitución , por el Concejal en quien delegue el Ayuntamiento .

El expediente de suspensión tendrá que ser resuelto en un plazo que no exceda de treinta días y el de destitución , dentro de un término no superior a sesenta , a partir , en uno y otro caso , de la incoación de las actuaciones …


No serán ejecutivas las sanciones que se impongan al Secretario o al Interventor dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que dichos funcionarios hubiesen formulado advertencia expresa de ilegalidad contra algún acto o acuerdo de las Autoridades u organismos municipales .”

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Cuerpo de Secretarios de Ayuntamiento 
c.1.1. Ayuntamiento de Agost 
Por Joaquín Berenguer Fuentes se interpusieron tres recursos contencioso-administrativos contra los acuerdos del Ayuntamiento de Agost adoptados el 7 de septiembre , 13 de noviembre y 18 de diciembre de 1. 931 .
En el primer acuerdo citado , se suspendió al actor por el término de treinta días de empleo y sueldo del cargo que ocupaba como Secretario del Ayuntamiento , imputándole determinadas negligencias en el ejercicio del mismo referidas a la distribución de fondos municipales e ingresos dejados de cobrar . De la sentencia se desprende que dicha suspensión se adoptó como medida cautelar , ya que no consta que se acordara como sanción disciplinaria en el expediente que se instruyó .
Y por lo que hace a los dos acuerdos restantes , se resolvió prorrogar la medida de suspensión  de empleo y sueldo del funcionario imputado , hasta tanto que se sustanciase la denuncia contra él presentada por el Concejal – instructor del expediente disciplinario en cuestión ante el Juzgado de Instrucción correspondiente 
.

También obra que el referido Ayuntamiento acordó el 18 de enero de 1. 932 suspender de nuevo al actor de empleo y sueldo por un mes , así como en idéntico sentido se tomaron los acuerdos plenarios de fechas 25 de febrero , 23 de marzo y 28 de abril de 1. 932 . Amén del adoptado el 14 de octubre de 1. 932 por el que se elevó el expediente de suspensión instruido al de destitución en el cargo que ocupaba el demandante .


El Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo acordó la acumulación de los tres recursos interpuestos por Berenguer Fuentes . Asimismo dicho órgano jurisdiccional se pronuncia en el segundo Considerando de la sentencia al respecto , en el sentido de considerar sólo jurídicamente admisible desde una perspectiva formal el acuerdo plenario adoptado con fecha de 7 de septiembre de 1. 931, por el que se resolvía la suspensión del actor en su cargo por término de treinta días , pero a tenor de lo prescrito en el artículo 52 del Reglamento de Secretarios de Ayuntamiento , de 23 de agosto de 1. 924 , en el plazo máximo de un mes “ tal medida debió dejarse sin efecto o convalidarse elevando el expediente seguido a la categoría de destitución … y como quiera que lejos de esto el Ayuntamiento de Agost no tomó el acuerdo de elevar el expediente a destitución hasta el catorce de octubre del año siguiente , es evidente que este acuerdo , si bien autorizado por el artículo 51 del Reglamento citado , se tomó fuera de plazo …”.

En el tercer Considerando no se entiende conforme a derecho el acuerdo adoptado el 13 de noviembre de 1. 931, ya que el Ayuntamiento en cuestión debió acordar el alzamiento de la suspensión acordada en función de la resolución jurisdiccional que se adoptara en vía penal , pero lo que se resolvió fue acordar imponer al imputado la suspensión definitiva de su cargo , “ dicho acuerdo fue arbitrario e indebido toda vez que ni en el Estatuto Municipal ni en el Reglamento de los Secretarios de Ayuntamientos autorizaba a tal medida , que en realidad era tanto como prorrogar indefinidamente la suspensión en su cargo del repetido funcionario “. 

En el cuarto Considerando se reitera el Tribunal en mantener la ilegalidad del resto de acuerdos municipales adoptados en base a los fundamentos ya citados e , incluso , respecto del inicial acuerdo plenario del día 7 de septiembre de 1. 931 , se sostiene que no queda probado que los hechos imputados tengan la consideración de una falta grave que llevara aparejada la sanción de suspensión temporal de empleo y sueldo por un mes , “ sino más bien , integra la falta leve marcada en el artículo número 3º del artículo 50 del propio Reglamento ya citado , no sancionable con la anterior medida , sino sólo con apercibimiento o multa .”

Se revocan los tres acuerdos impugnados en el presente recurso y se ordena a la citada Corporación municipal a reponer al actor en su cargo , así como , que se le abonen  los haberes dejados de percibir indebidamente .


También obran en el expediente judicial que se conserva diversos incidentes respecto a la ejecución de dicha sentencia .
c.2 . Cuerpo de  Guardia Municipal 
c.2.1. Ayuntamiento de Rojales 
Antonio Bordonado Esteban interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Rojales del día 26 de marzo de 1. 936 , por el que se suspende al actor para ejercer el cargo de Guardia municipal con carácter interino en el citado Ayuntamiento 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se alude que por la Alcaldía de Rojales se le comunicó al actor su nombramiento de Guardia Municipal diurno , con carácter accidental interino , constando como fecha del oficio la de 3 de agosto de 1. 932 . 

En el segundo Resultando se refleja que al demandante se le expide su titulo funcionarial el 15 de mayo de 1. 935 .


El actor en su escrito de demanda manifiesta la absoluta falta de precisión y claridad de la sanción impuesta , por lo que solicita que el Tribunal declare su nulidad , así como su reposición en el cargo que ocupaba con los haberes correspondientes que dejó de percibir desde su indebida destitución .

En el sexto Resultando obra referencia a un escrito de la Alcaldía de Rojales de fecha 10 de mayo de 1. 936 , donde se indica que el sancionado se había distinguido como “ desafecto “ al régimen republicano , no figuraba como empleado de plantilla en dicho Ayuntamiento y que la sanción impuesta se enmarca en el seno de las competencias discrecionales de la Alcaldía , dado el carácter armado del cargo en cuestión y la pérdida de confianza de la Alcaldía en el inculpado .


En el noveno Resultando aparece que el actor se le repuso en el expresado cargo el primero del mes de abril del año 1. 939 , sin que hubiere percibido ninguna cantidad por los haberes no devengados desde que se acordó la referida suspensión .


En el primer Considerando manifiesta el Tribunal lo siguiente :


“ que si bien el expresado acuerdo de 26 de marzo de 1. 936 , aparece como de suspensión del Guardia municipal D. Antonio Bordonado Esteban , como no señala el tiempo que ha de durar , ni si es de haberes solamente o de empleo y sueldo , condiciones que debe reunir la suspensión conforme al artículo 110 del Reglamento de Secretarios de Ayuntamiento , Interventores de Fondos y Empleados Municipales en general de 23 de agosto de 1. 924 , y el artículo 195 de la Ley Municipal de 31 de octubre de 1. 935 , por ese carácter indefinido , propio de la destitución , debe estimarse como acuerdo de ésta , y así lo fue en realidad .”

En el segundo Considerando se determinan las consecuencias jurídicas de no haber instruido expediente disciplinario al efecto :


“ es evidente que al prescindir de la formación de expediente para acordar la suspensión , en realidad la destitución del recurrente , se infringió el artículo 111 del nombrado Reglamento de Secretarios de Ayuntamiento … , el artículo 33 del Reglamento de 14 de Mayo de 1. 928 y el artículo 195 de la Ley Municipal de 1. 935 , que exigen ineludiblemente para todas las correcciones disciplinarias , salvo las de apercibimiento , la formación de expediente con audiencia del interesado , garantía del funcionario municipal , que constituye un derecho administrativo del mismo , pudiendo añadirse que en este caso , no sólo faltó el expediente como elemento formal sino también los requisitos intrínsecos del mismo , ya que el acuerdo de suspensión , ni detalló la falta grave por la que se imponía la corrección , ni fue tomado por las dos terceras partes de los individuos que integraban la Corporación municipal , condición establecida por el artículo 111 mencionado , no pudiendo entenderse subsanada la omisión de la falta grave determinante de la suspensión por la alegación en defensa del acuerdo recurrido del Alcalde de Rojales , en 10 de Mayo de 1. 936 “ .

En este sentido , el Tribunal entiende que la imputación de “ desafección “ al régimen republicano por el actor “ no constituye falta grave  , ni leve “ . Y que el demandante aunque no tenga la condición de empleado municipal de plantilla , resulta probado que se le expidió titulo funcionarial para el ejercicio de su cargo y se acredita “ que había desempeñado durante más de 24 meses el cargo con carácter interino , por lo que debió incluirse en el escalafón , según lo dispuesto en el apartado C) de la cuarta disposición transitoria de la Ley Municipal de 1. 935 .” 
También se manifiesta por el indicado Tribunal en lo atinente a la naturaleza armada del cargo en cuestión , que el acuerdo que se impugna se adoptó por la Comisión Gestora municipal – no por la Alcaldía – y con fundamento en lo dispuesto en el artículo 84 de la Ley Municipal de 1. 935 , por lo que el Alcalde carecería de la facultad discrecional que invocó en su oficio .


Se argumenta en el cuarto Considerando que la resolución recurrida emana “ de la Administración en el ejercicio de sus facultades regladas , ya que lo son , las de corrección de funcionarios públicos “.

Se ha estimado el presente recurso de plena jurisdicción ordenando la reposición en el cargo del demandante – que materialmente se efectuó en la fecha arriba indicada - , así como se ordenó el abono de los haberes dejados de percibir desde que se resolvió la suspensión en el cargo meritada .

c. 3. Alguacil – Portero Municipal 
c.3.1. Ayuntamiento de Rojales 
Manuel García Rabasco interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Rojales del día 26 de marzo de 1. 936 , por el que se suspendió al recurrente del cargo que ocupaba de Alguacil – Portero 
 .

En el primer Resultando de la sentencia se menciona que con fecha 15 de mayo de 1. 935 se expidió a favor del recurrente su titulo funcionarial , donde se acredita que por acuerdo plenario de 17 de noviembre de 1. 934 se le nombró en propiedad para ocupar dicha plaza .


En el octavo Resultando se refleja el contenido del acuerdo plenario de fecha 19 de noviembre de 1. 940 , donde se indica que el recurrente fue destituido ilegalmente , no se instruyó el preceptivo expediente disciplinario al respecto y que el actor fue repuesto en su cargo el primero de de abril de 1. 939 .


En el noveno Resultando obra que el Ministerio Fiscal se allanó a la demanda del actor .

El Tribunal utiliza idénticos argumentos jurídicos que en la anterior sentencia mencionada , que se refiere también al Ayuntamiento de Rojales , con idéntico fallo al de dicha sentencia . 

c.4 . Escribiente de la Secretaría del Ayuntamiento 
c.4.1.Ayuntamiento de Pedreguer 

Al respecto se interpone recurso contencioso-administrativo por Pascual Miralles Caselles contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Pedreguer de fecha 13 de marzo de 1. 936 , por el que se le suspende de empleo y sueldo en su cargo que ocupaba de Escribiente de la Secretaría de la indicada Corporación municipal 
 .

En el primer Resultando de la sentencia se refleja que el actor fue nombrado en el expresado cargo con fecha 27 de julio de 1. 931 y que no aparece que se instruyera ni resolviera ningún expediente disciplinario contra el funcionario imputado .

En el tercer Resultando consta que el Ministerio Fiscal se allanó al escrito de demanda , donde el actor pedía que se declarase la nulidad del acuerdo impugnado , dado que la suspensión acordada tenía el carácter de indefinida , no se probaron los hechos imputados de falta de diligencia en el ejercicio del cargo de Miralles Caselles , ni se instruyó expediente disciplinario al efecto .

El Tribunal en el primer Considerando sostiene que dado que el demandante fue nombrado para desempeñar dicho cargo con anterioridad al 12 de julio de 1. 935 y lleva veinticuatro meses de servicios dentro de los últimos cinco años desde la entrada en vigor de la Ley Municipal de 1. 935 , a tenor de lo dispuesto en la disposición transitoria 4ª , apartado C) , “ debió haber ingresado en el escalafón por reunir dichas condiciones y tener el carácter de funcionario en propiedad del Ayuntamiento de Pedreguer , adquirido a la vigencia de dicha ley .” 

En el segundo Considerando se mantiene que el acuerdo impugnado infringió lo dispuesto en el artículo 195 de la Ley Municipal de 1. 935 , ya que la suspensión acordada “ al no señalarse el período de tiempo de su duración y ser indefinida viene a constituir una destitución .”

En el tercer Considerando el Tribunal también sostiene que el acuerdo recurrido vulnera lo dispuesto en los artículos 194 y 196 de la Ley Municipal citada , ya que no se imputa con claridad una falta tipificada como grave al actor , ni mucho menos se cumple el requisito adjetivo de haberse formado expediente disciplinario al efecto .


Se estima el presente recurso revocándose por nulo el acuerdo impugnado , se ordena la reposición del actor – que materialmente tuvo lugar el 20 de abril de 1. 939 – y se exige al Ayuntamiento que se abonen las haberes dejados de percibir desde la indebida destitución de su cargo del recurrente .

c. 5. Maestra Auxiliar de escuela municipal 
c.5.1. Ayuntamiento de Pedreguer 
Rosario Ramis Ballester interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Pedreguer del día 20 de marzo de 1. 936 , por el que se le suspendió de empleo y sueldo en su cargo de Maestra Auxiliar de la Escuela de párvulos de dicha población 
 .
En el primer Resultando de la sentencia se da cuenta que la recurrente fue nombrada para ejercer dicho cargo con fecha 8 de febrero de 1. 926 , que desempeñó ininterrumpidamente hasta la fecha que se acordó su suspensión de empleo y sueldo , así como que no se instruyó expediente disciplinario al efecto .


El Tribunal reproduce esencialmente la argumentación jurídica que se refleja en la anterior sentencia analizada y referida también al Ayuntamiento de Pedreguer .


El fallo de la sentencia resulta en el mismo sentido y literalidad que el expresado , estimándose el recurso interpuesto .
c. 6. Otros empleados municipales 
c.6.1. Ayuntamiento de Pedreguer 

Patricio García Carrió – Oficial Primero de Secretaría del Ayuntamiento - , Vicente Gilabert Marzal – Alguacil - , Adelino Pons Ribes , José Antonio Agulles Roig ,  José Alberola Ramis – Guardas Rurales - , Bartolomé Miralles Pérez , Miguel Llopis Lledó , José Seguí Fornés – Vigilantes Nocturnos - , Antonio Miralles Pons – Peón Caminero – y  Anselmo Simó Artigues – peluquero del Hospital – interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Pedreguer del día 13 de marzo de 1. 936 , por el que se suspendió a los recurrentes en los cargos municipales que ocupaban 
 .

En el primer Resultando queda patente que el acuerdo recurrido se adoptó por la manifiesta animadversión de los recurrentes al Gobierno del llamado Frente Popular y que no se instruyó ningún expediente disciplinario , ni anterior ni posterior , a adoptar la expresada medida .


En el cuarto Resultando se refleja que el Ministerio Fiscal se allana a la demanda que presentaron los recurrentes .


El Tribunal en la línea de lo anteriormente expuesto sostiene lo siguiente :


“ Que la suspensión de empleo y sueldo de los funcionarios municipales , según el artículo 195 de la Ley Municipal de 1. 935 , no puede exceder del término de treinta días , y al no señalarse en el acuerdo impugnado el período de duración de dicha suspensión , viene a estimarse la misma como una auténtica destitución , como de hecho ha sido en los casos que se enjuician en este pleito .”

En el segundo Considerando el Tribunal constata que a los funcionarios suspendidos disciplinariamente no se les imputó ninguna falta tipificada legalmente como grave , ni se les ha formado el preceptivo expediente disciplinario , lo que vulnera de manera flagrante lo dispuesto en los artículo 194 y 196 de la Ley Municipal de 1. 935 , respectivamente .

Se estima el presente recurso , ordenando al Ayuntamiento que reponga en sus cargos a los recurrentes y les abone los haberes dejados de percibir desde que se acordó indebidamente su suspensión de funciones .

D) La destitución definitiva del cargo funcionarial o del empleo público 
a) Introducción 

Se conservan un total de noventa y ocho documentos de sentencias o sus minutas referidas a acuerdos de destitución de funcionarios y empleados de la Administración Local  .


Obra que cuarenta y ocho de los recursos interpuestos y que motivaron las mismas fueron estimados y cincuenta fueron desestimados por el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo , así como nueve de tales sentencias fueron objeto de recurso de apelación ante el Tribunal Supremo con el resultado que se describe a continuación en el comentario de las mismas .

b) Panorama legislativo aplicable 

La presente temática se ha sistematizado en función de las siguientes categorías funcionariales : Personal armado en un número de treinta y nueve sentencias ; Secretarios de Administración Local en un número de trece ; Personal sanitario en un número de once y otros funcionarios y empleados de la Administración Local  en un número de treinta y cinco .


La legislación aplicable que se cita en las sentencias que a continuación se comentan respecto a la separación definitiva del servicio de los funcionarios locales – o al servicio de una Corporación local – o de su destitución en el cargo que ostentan ha estado marcada por dos factores esenciales :

De una parte , si el cargo funcionarial en cuestión es de naturaleza armada o no , es decir , si por la propia configuración funcional del puesto de trabajo es necesario para su debido desempeño el uso o no de armas de fuego , vinculándose a su vez dicha circunstancia al carácter bifronte de las funciones desempeñadas por la Alcaldía – Presidencia , o sea , en cuanto Jefes propiamente de la Administración Municipal y en tanto Delegados del Gobierno central , factor que a los efectos que nos ocupa pervivió hasta la entrada en vigor de la Ley Municipal de 31 de octubre de 1. 935 .


De otra parte , dado el hecho tan trascendental para el funcionario público , cual es , la pérdida definitiva de tal condición con extinción absoluta del vínculo que le ligaba a la Administración en cuestión mediante la aplicación de la sanción disciplinaria de separación definitiva del servicio o la destitución en tal cargo , la legislación aplicable ha ido incrementando las garantías exigibles para la adopción por la Administración competente de tan drástica medida , siendo sin duda alguna la regulación más completa y pretenciosa la contenida en la Ley Municipal de fecha 31 de octubre de 1. 935 .


A continuación se abordarán detenidamente las expuestas cuestiones .


En primer lugar , la Ley Municipal de fecha 2 de octubre de 1. 877 establecía en su artículo 74 , en su párrafo 2º , como competencia de los Alcaldes en cuanto Delegados del Gobierno de la Nación , el nombramiento y cese del personal municipal que utilice armas para ejercer su cargo . En este sentido , la doctrina jurisprudencial generada al respecto sostuvo que dicha competencia edilicia tenía un carácter netamente discrecional , por lo que no podía ser objeto de enjuiciamiento por la jurisdicción contencioso-administrativa . El Estatuto Municipal , siguiendo la descrita pauta del doble carácter de las funciones ejercidas por la Alcaldía , estableció en su artículo 195 , párrafo 3º , lo siguiente :


“ Como delegado del Gobierno , el Alcalde tiene las siguientes funciones:

… 3º Mantener el orden y proveer a la seguridad pública e individual . A estos fines podrá nombrar , separar , suspender , corregir  y premiar a los guardias y agentes armados del Municipio , dando cuenta al Ayuntamiento “. 

De nuevo , se reitera la doctrina jurisprudencial considerando la naturaleza de la descrita competencia de la Alcaldía como estrictamente discrecional , por lo que está vedado su conocimiento a la indicada jurisdicción contencioso-administrativa .


Posteriormente con incidencia en la presente materia se dictaron dos normas :el Decreto de fecha 16 de junio de 1. 931 , en cuyo artículo 4 se restablece la vigencia del artículo 74 , párrafo 2º , de la Ley Municipal de 2 de octubre de 1. 877 . Y el Decreto – Ley de fecha 15 de septiembre de 1. 931 , que aprobó y ratificó el referido Decreto de fecha 16 de junio de 1. 931 .


En consecuencia , como se observa respecto de los cargos municipales armados , su nombramiento y cese se configura como una competencia meramente discrecional de la Alcaldía , que se ejerce en cuanto dicha autoridad municipal es la delegada del Gobierno central en el respectivo municipio .


La mentada legislación quedó derogada con la entrada en vigor de la Ley Municipal de 31 de octubre de 1. 935 , donde en su artículo 84 dice :


“ El Alcalde , como Delegado del Gobierno , es el representante de la Administración del Estado en el término municipal y tiene a su cargo especialmente :

 … 3º Mantener el orden y proveer a la seguridad pública e individual con medidas preventivas y represivas “.

Por tanto , desaparecen las anteriores competencias de la Alcaldía respecto del nombramiento y cese del personal armado , por lo que se equipararía el régimen jurídico aplicable a la totalidad de funcionarios públicos municipales respecto a su destitución .


En segundo lugar , en lo atinente a las garantías contenidas en la legislación aplicable a la materia objeto de este epígrafe resulta destacable lo siguiente :


Prescribe el Estatuto Municipal en su artículo 248 , párrafos a)  y f) , lo siguiente :


“ a) La destitución del funcionario sólo podrá hacerse por causa grave taxativamente prevista en el reglamento y previo expediente en que sea oído el interesado …

b) Los acuerdos de destitución exigirán siempre el voto favorable de dos terceras partes de Concejales .”

Tales prescripciones se reiteran y desarrollan pormenorizadamente en el Reglamento estatal de Secretarios de Ayuntamiento , Interventores de fondos y Empleados municipales en general de fecha 24 de agosto de 1. 924 , en sus artículos 109 y otros preceptos concordante , donde se incorpora la tipificación de las faltas cometidas por los funcionarios públicos en el ejercicio de su cargo y los trámites y plazos para la sustanciación de un expediente disciplinario funcionarial .

Asimismo , se dictó la Real Orden de fecha 27 de enero de 1. 931 y el Decreto de 13 de abril de 1. 934 , por los que se pretendía unificar los trámites y , por ende , las garantías observables en los procedimientos disciplinarios seguidos contra los funcionarios municipales o al servicio de los municipios en cuestión , tuvieran o no sus cargos carácter armado y que los mismos sean en propiedad o interinos , respectivamente .


Por su parte , la Ley Municipal de 31 de octubre de 1. 935 viene a regular las expresadas cuestiones en sus artículos 193 al 197 , destacando como novedades más significativas al respecto :en el artículo 194 se tipifican las llamadas faltas leves , en el artículo 196 se establece que el plazo máximo para resolver un expediente disciplinario será de sesenta días desde la notificación de su iniciación , así como en el artículo 197 se crea un Tribunal para enjuiciar la legalidad de las sanciones disciplinarias impuestas a los funcionarios municipales sin perjuicio de acudir , en su caso , a la vía jurisdiccional contencioso-administrativa 
 .

Y , en concreto , respecto de las garantías de inexcusable cumplimiento del funcionario expedientado disciplinariamente para acordar por la Administración competente su destitución se establecen las siguientes :la necesariedad de imputar una falta grave tipificada legalmente y que se instruya expediente disciplinario con audiencia del inculpado ; que el acuerdo de destitución se resuelva en sesión plenaria convocada con carácter extraordinario y un “ quórum “ de asistencia de tres cuartas partes de Concejales , así como un “ quórum “ de votación , como mínimo , de las dos terceras partes del número total de miembros corporativos .               

c) Análisis  de las sentencias 
c.1. Personal armado 
c.1.1. Cuerpo de Inspectores de la Guardia Municipal 
c.1.1.1. Ayuntamiento de Elda 

José Joaquín Amat Arenas interpone recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Elda del día 17 de Abril de 1. 931 , por el que se destituyó al recurrente del cargo que ocupaba de Inspector de la Guardia Municipal 
 .


En el segundo Resultando de la minuta de sentencia que se conserva aparece que el demandante fue nombrado para el indicado cargo con fecha 1 de abril de 1. 922 , así como , se indica en el escrito de demanda que el actor acudió al Gobernador Civil en solicitud de amparo quien ordenó a la Alcaldía de la ciudad que fuera repuesto en el cargo y se instruyera el correspondiente expediente .También alega el demandante en su favor lo dispuesto por la Orden del Ministerio de la Gobernación de fecha 28 de abril de 1. 931 , que ordenaba a los Ayuntamientos que repusieran en sus cargos a todos aquellos funcionarios que hubieran sido destituidos sin que se hubiera instruido expediente disciplinario al efecto y sin haber concedido audiencia al imputado . 

En el escrito de demanda referido solicita el actor que se declare la nulidad del acuerdo impugnado por haberse adoptado sin cumplir las formalidades citadas anteriormente y se le reponga en el cargo , abonándole el Ayuntamiento los haberes dejados indebidamente de percibir .


Por el Fiscal se alegó la procedencia de la excepción perentoria de prescripción de la acción que se estimó en primera instancia por el Tribunal Provincial , pero se revocó su auto por el Tribunal Supremo . En este sentido , el Fiscal contestó a la demanda solicitando del Tribunal su desestimación al considerar conforme a derecho el acuerdo que se recurre .


En el tercer Resultando consta que el Tribunal solicitó del Ayuntamiento , como diligencia para mejor proveer , certificación expresiva de si en la fecha en que se acordó la destitución del actor se había aprobado y estaba el vigor el Reglamento Orgánico de los empleados municipales , expidiéndose certificación en sentido negativo .


En el segundo Considerando el Tribunal constata que el acuerdo impugnado se adoptó sin instruir ningún expediente al imputado , ni concederle audiencia por parte de la Alcaldía . Al respecto , se mantiene que la legislación aplicable al supuesto – artículos 195 en su párrafo 3º y 248 , en su punto A) ,  del Estatuto Municipal , en concordancia con la Real Orden de 27 de enero de 1. 931 y el artículo 111 del Reglamento de Secretarios y Empleados Municipales de 23 de agosto de 1. 924 – exige “ que las correcciones que se impongan a los funcionarios habrán de ser mediante expediente y oyendo al interesado”.

El Tribunal ha estimado el presente recurso revocando por nulo el acuerdo impugnado , ordenando al Ayuntamiento que reponga al actor en su cargo y se le abonen los haberes dejados indebidamente de percibir desde que se acordó su destitución .
c.1.1.2. Ayuntamiento de Novelda 

José Seller Davó interpuso recurso contencioso-administrativo contra el decreto de la Alcaldía de Novelda del día 15 de septiembre de 1. 934 , por el que se resolvió el cese del actor en el cargo que ocupaba de Inspector de la Guardia Urbana Municipal de dicho Ayuntamiento con carácter interino 
 .

En el primer Resultando de la minuta de la sentencia queda reflejado que el decreto de la Alcaldía recurrido se dictó para dar cumplimiento a la sentencia del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo de fecha 16 de agosto de 1. 934 .


La representación procesal del Ayuntamiento citado comparece en autos como parte coadyuvante alegando que el indicado cargo municipal ha tenido diferentes denominaciones en el Presupuesto municipal , llamándose indistintamente “ Cabo de municipales , Cabo de la Guardia Municipal , Inspector municipal de la Guardia Urbana , Inspector de la Guardia Urbana Municipal , Jefe de la Policía Municipal “ , por lo que se opone a la demanda del actor , ya que lo determinante en el presente caso no es la denominación de la plaza , sino el contenido de sus funciones que al parecer sigue ejerciendo el actor .


Obra que se celebró vista pública en este pleito y el Ministerio Fiscal alegó “ in voce “ la procedencia de la excepción de incompetencia de jurisdicción , con fundamento en que el acto municipal impugnado se dicta en ejecución de la indicada sentencia y , en todo caso , se pretenden enjuiciar facultades discrecionales de la Administración .

El Tribunal en el primer Considerando mantiene la aplicación a este caso de la doctrina jurisprudencial sentada por el Tribunal Supremo , en su sentencia de 9 de abril de 1. 932 ,  en el siguiente sentido:


“ La Ley Municipal de 2 de octubre de 1. 877 y el Estatuto Municipal , coinciden en atribuir a los Alcaldes el doble carácter de Jefes de la Administración Municipal y de delegados del Gobierno , correspondiéndoles en este segundo concepto … la Jefatura , nombramiento y separación de los agentes municipales armados .

Las facultades de los Alcaldes para nombrar y separar a los agentes municipales armados , están revestidas de un carácter eminentemente discrecional y pugnan con toda limitación reglada , sin que obsten las disposiciones del artículo 248 del Estatuto Municipal , ni las del Reglamento de funcionarios municipales , que sólo pueden tenerse en cuenta en lo que no se opongan al nº 3 del artículo 195 del Estatuto , en relación con el nº 2 del artículo 74 de la Ley Municipal de 1. 877 .”

El Tribunal estima la excepción alegada por el Ministerio Fiscal y declara la incompetencia de jurisdicción para conocer del presente asunto .
c.1.1.3. Ayuntamiento de Monóvar 

Gaspar Miralles Serrano interpone recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Monóvar del día 30 de agosto de 1. 935 , por el que se destituyó al actor en el cargo que ocupaba de Inspector – Jefe de Vigilancia de dicha ciudad 
 .


En el primer Resultando de la minuta de sentencia que se conserva se alude a que por acuerdo plenario de  20 de julio de 1. 935 se acordó formar expediente contra el recurrente por la denuncia de un Concejal , al que se le nombró instructor de dicho expediente disciplinario , en que se imputaba al actor falta de diligencia en el ejercicio de dicho cargo , habiendo corroborado los hechos las declaraciones de varios funcionarios y Guardias municipales .

Según se refleja en el tercer Resultando el Fiscal en el escrito de contestación a la demanda alega la procedencia de la excepción de incompetencia de jurisdicción , ya que en su opinión se enjuicia una facultad discrecional de la Administración .


El Tribunal en el primer Considerando alude idéntica doctrina jurisprudencial y legislación citada en la anterior sentencia comentada , estimando la excepción alegada por el Ministerio Fiscal de incompetencia de jurisdicción .

c.1.2. Cuerpo de Subinspectores de la Guardia Municipal 
c.1.2.1. Ayuntamiento de Orihuela 

Isidro Serrano Pérez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Orihuela adoptado en la sesión celebrada el día 3 de marzo de 1. 936 , por el que se declara la nulidad de los nombramientos de personal subalterno hechos por las Comisiones Gestoras a partir del 27 de abril de 1. 934 , que por virtud del cual fue separado el recurrente de su cargo de Subinspector de la Guardia Municipal de dicho Ayuntamiento mediante oficio de la Alcaldía de fecha 4 de marzo de 1. 936 
 .


El actor en su escrito de demanda manifiesta que fue nombrado para ocupar dicho cargo en propiedad el día 27 de abril de 1. 934 y lo desempeñó ininterrumpidamente , solicitando del Tribunal que declare la nulidad de lo resuelto por el Ayuntamiento y la Alcaldía de Orihuela , su reposición en el cargo y el percibo de los haberes dejados de cobrar indebidamente .

El Tribunal en el segundo Considerando menciona los requisitos ineludibles para acordar la destitución del actor , a saber : imputación de falta grave tipificada legalmente en expediente instruido al efecto , que se adopte tal acuerdo en sesión de carácter extraordinario y con un “ quórum “ cualificado de asistencia y votación de los miembros corporativos .


Dicho órgano jurisdiccional en el tercer Considerando entiende como probado en este pleito “ que el recurrente venía ejerciendo en propiedad el cargo indicado en el Ayuntamiento de Orihuela , siendo por tanto funcionario del mismo , de cuyo cargo fue destituido por consecuencia del acuerdo meritado … , es decir , de plano , sin motivo legal alguno y sin la previa instrucción del oportuno expediente ; y que tal acuerdo fue adoptado en sesión ordinaria .”
En concreto , el Tribunal considera vulnerados en este supuesto los artículos 195 , 196 , 202 , 223 y la disposición transitoria 4ª , apartado D) , de la Ley Municipal de fecha 31 de octubre de 1. 935 y el artículo 113 del Reglamento de Secretarios y Empleados Municipales de fecha 23 de agosto de 1. 924 .


Se ha estimado el presente recurso declarando la nulidad del acuerdo impugnado , así como ordenando al Ayuntamiento la reposición del actor en el cargo que ocupaba y el abono de los haberes dejados indebidamente de percibir desde el acuerdo que se recurrió .
c.1.2.2. Ayuntamiento de Elda 

Francisco Martínez Núñez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Elda de fecha 5 de marzo de 1. 936 , por el que se anuló el nombramiento del recurrente en el cargo de Subinspector de la Guardia Municipal 
 .

En el segundo Resultando de la sentencia se menciona que el actor fue nombrado para cubrir la indicada plaza en propiedad , por acuerdo de la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Elda con fecha 24 de diciembre de 1. 935 .

También se refleja que el Ministerio Fiscal se allana a la demanda del actor y obra certificación municipal que el actor se reintegró en su cargo el día 1 de abril de 1. 939 .


El Tribunal sostiene en el primer Considerando de la sentencia que el nombramiento del actor realizado por la Comisión Gestora del Ayuntamiento es jurídicamente válido y tiene la condición de firme , ya que a tenor de lo dispuesto en la Orden Ministerial de fecha 13 de noviembre de 1. 934 , tales Comisiones “ deben ser consideradas , en su funcionamiento , como Ayuntamientos interinos , y por lo tanto con idénticas facultades de gestión que las de los propietarios a quienes sustituyen.”

Por otra parte , en el segundo Considerando se abunda en la legalidad del citado nombramiento por la indicada Comisión Gestora , ya que las atribuciones de la Alcaldía en su vertiente de delegación del Gobierno y que en virtud de la Ley Municipal de 1. 877 debía dicha Autoridad nombrar y separar al personal municipal armado , atribuciones que se recondujeron a lo dispuesto en el artículo 195 , párrafo 3º , del Estatuto Municipal , por lo que añade el Tribunal  lo siguiente :


“ al desaparecer en el articulado de la Ley municipal de 1. 935 , muy especialmente del artículo 84 , que expone las funciones del Alcalde como delegado del gobierno , debe estimarse derogado tácitamente , disfrutando por ello esos agentes de las mismas garantías para su amparo que los demás funcionarios municipales .”

En este sentido , se manifiesta en el tercer Considerando que el acuerdo impugnado vulnera los artículos 195 y 196 de la Ley Municipal de 1. 935 , ya que el mismo se resolvió sin que al actor se le imputara una falta tipificada como grave en la legislación de aplicación , no se instruyó el preceptivo expediente sancionador , ni se adoptó el mismo con las debidas formalidades de convocatoria , “ quórum “ y asistencia de los miembros corporativos .

Se ha estimado el presente recurso declarando nulo el acuerdo impugnado , así como se ordena al Ayuntamiento la reposición en el cargo del actor – que se materializó en la fecha indicada , el 1 de abril de 1. 939 – y el abono de los haberes dejados de percibir desde su indebida destitución .

c.1.3. Cuerpo de Cabos de la Guardia Municipal 
c.1.3.1. Ayuntamiento de Novelda 

Martín Herrero Aguilar interpuso recurso contencioso-administrativo contra el decreto de la Alcaldía de Novelda del día 23 de agosto de 1. 933 , por el que se destituyó al actor del cargo que ocupaba de Cabo de la Guardia Municipal , ratificándose por acuerdo plenario de 24 de agosto de 1. 933 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se menciona que en virtud de denuncia de varios Concejales se instruyó expediente disciplinario contra el actor , formulándose el siguiente pliego de cargos por el Concejal – instructor del mismo : haber abandonado el servicio llamado de la Glorieta sin contar con el Teniente de Alcalde competente con evidente perjuicio de la vecindad , la forma inadecuada con que se dirigió el actor delante de otro Teniente de Alcalde a unos mozos que habían arrojado unos cohetes en las escaleras de la Casa Consistorial y haberse negado el funcionario inculpado a que el día 15 de junio de 1. 933 varios Concejales visitaran a un detenido en la cárcel sin que conste ninguna orden al respecto .
Herrero Aguilar presentó escrito de alegaciones en su descargo .


En el escrito de demanda el recurrente manifestó su versión sobre los hechos que se le imputaban , solicitando del Tribunal que se declarara la nulidad del acuerdo impugnado y se ordenara su reposición en el cargo y el percibo de los haberes correspondientes .


El Tribunal Provincial en el primer Considerando constata que con carácter previo a que se decretase por la Alcaldía la destitución impugnada se instruyó el preceptivo expediente disciplinario , formulándose pliego de cargos al respecto y se concedió audiencia al imputado . Por lo que se entiende que se ha dado cumplimiento a las previsiones establecidas en la legislación de aplicación , a saber : Real Orden de 27 de enero de 1. 931 , Decreto de 16 de junio de 1. 931 , Decreto de 15 de septiembre de 1. 931 , que remiten a la observancia de los requisitos prevenidos al efecto en el artículo 248 del Estatuto Municipal y en el artículo 111 del Reglamento de Secretarios y de Empleados Municipales de 23 de agosto de 1. 924 .


En el tercer Considerando se analizan por el Tribunal los cargos que se le imputan al actor y que determinaron su destitución , al considerar la Alcaldía de Novelda que los hechos expresados se tipifican como faltas graves en el artículo 109 , párrafos 1º , 2º y 3º del Reglamento de Secretarios de Ayuntamiento y Empleados Municipales de 23 de agosto de 1. 924 .

Al respecto , el indicado órgano jurisdiccional considera probado en lo referido a la suspensión del servicio denominado de la Glorieta que se imputa al actor , que el mismo se suspendió temporalmente y posteriormente se atendió en lo posible , teniendo presente el insuficiente número de agentes encargados y , en todo caso , dichas incidencias se produjeron por prestar otros servicios en la localidad como así se acredita documentalmente .
En lo atinente al segundo hecho imputado por el lanzamiento de cohetes en la escalera de la Casa Consistorial , no se consideran probado el mismo .


Y respecto de la negativa del actor a que varios Concejales visitaran a un preso , precisa el Tribunal  que “ no cabe apreciarla como insubordinación , sino por el contrario , obedeció al cumplimiento de deberes que sobre D. Martín Herrero Aguilar , pesaban como encargado del Depósito Municipal “.

Ante lo expuesto se concluye :


“ Que estos hechos imputados al demandante , no pueden estimarse como comprendidos en las faltas graves con que el Alcalde de Novelda , en su Decreto de 23 de agosto de 1. 933 , los considera incursos .”

Se revoca el acuerdo impugnado y se ordena al Ayuntamiento de Novelda que reponga en su cargo al actor y se le abonen los haberes dejados de percibir desde su indebida destitución .

c.1.4. Cuerpo de Guardia Municipal 
c.1.4.1. Ayuntamiento de Muchamiel 

Se interpuso recurso contencioso-administrativo por Juan Ferrer Montiel contra el acuerdo del Ayuntamiento de Muchamiel del día 30 de diciembre de 1. 931 , por el que se destituyó al actor en el cargo que ocupaba de Guardia Municipal en base a la incompatibilidad con el haber pasivo que percibe del Estado como Guardia Civil retirado por haber cumplido la edad reglamentaria en el expresado Cuerpo armado 
 . 

En el tercer Resultando de la sentencia se reflejan los hechos en que el recurrente basó su escrito de demanda , entre los que destacan : que fue nombrado en el cargo de Guardia Municipal con fecha 4 de enero de 1. 924 ; que finalizado el mes de septiembre de 1. 917 causó baja en el Instituto de la Guardia Civil , al que pertenecía en calidad de Guardia Primero , por haber cumplido la edad reglamentaria y se le asignó como pensión del Estado la cantidad mensual de 38 , 20 pesetas ; que su destitución fue acordada con el voto favorable de seis Concejales y con el voto en contra de tres de los mismos .


El actor solicita en el escrito de demanda que se declare la nulidad de dicho acuerdo por no ajustarse a legislación de aplicación , así como que se le reponga en el cargo que ocupaba en dicho Ayuntamiento y se le abonen los haberes dejados indebidamente de percibir desde que se acordó sus destitución .


El Tribunal en el primer Considerando centra el objeto de este litigio en verificar si concurre o no incompatibilidad en la percepción del sueldo por el actor como Guardia municipal en servicio activo y el haber pasivo como Guardia retirado del Cuerpo de la Guardia Civil en la cantidad mensual expresada , así como si tal circunstancia puede motivar el cese en el cargo que actualmente desempeñaba en el Ayuntamiento de Muchamiel , teniendo presente que no se instruyó ni se resolvió ningún expediente disciplinario al efecto ni se le concedió audiencia previa .

En el segundo Considerando se especifica como precepto de aplicación al caso lo dispuesto en el artículo 96 del Reglamento de Clases Pasivas del Estado , en tanto establece la incompatibilidad para la percepción de pensiones militares y sueldos a cargo de los municipios como regla general , prescribiendo su párrafo 5º como excepción a dicha norma , que la referida incompatibilidad no operará cuando el haber estatal pasivo que se perciba sea exiguo , sosteniendo el Tribunal que dicha circunstancia excepcional concurre en el presente caso a la vista de la cuantía mensual percibida a cargo del Estado por el actor .


En el tercer Considerando el Tribunal mantiene que si bien es cierto que el artículo 195 , en su párrafo 3º , del Estatuto Municipal , establece como competencias de la Alcaldía el nombramiento y separación de los guardias y agentes armados , debiendo de dar cuenta del ejercicio de tales facultades al Ayuntamiento Pleno ; no es menos cierto , que dicho precepto “ no puede aducirse como fundamento aisladamente , sino en relación con otros artículos que al presenta caso convengan , y como el artículo 248 del propio Estatuto , en su apartado a) , dice que la destitución de un funcionario sólo podrá hacerse por causa grave y mediante expediente disciplinario tramitado al efecto .”

Y a mayor abundamiento , tales formalidades exigidas en el citado precepto del Estatuto Municipal resultan en todo caso ineludibles , a tenor de lo exigido en la Real Orden de 27 de enero de 1. 931 y en el artículo 111 del Reglamento de Secretarios y Empleados municipales de fecha 23 de agosto de 1. 924 . Y en el presente caso resulta constatable que de la resolución de la Alcaldía en cuestión se dió cuenta al Ayuntamiento Pleno que la ratificó , pero no se instruyó expediente disciplinario al efecto ni se concedió audiencia al imputado .


Se ha estimado el presente recurso y se revoca el acuerdo impugnado , ordenado al Ayuntamiento citado que reponga al recurrente en su cargo con el abono de los haberes correspondientes desde que se resolvió su indebida destitución . 
c.1.4.2 . Ayuntamiento de Teulada 

Marcos Vallés Cervera interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Teulada del día 3 de julio de 1. 933 , por el que se destituyó al actor del cargo que ocupaba de Guardia Municipal 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se refleja que con carácter previo a adoptar dicho acuerdo se instruyó expediente contra el recurrente , donde se imputaban los siguientes cargos al mismo : que Vallés dejó de prestar servicio de vigilancia en la localidad para acudir a una partida de pelota valenciana que se celebró en el municipio el día 13 de junio de 1. 933 ; que habitualmente no llevaba puesta la reglamentaria gorra de su uniforme y haber sido sorprendido por el Alcalde – Presidente en una sociedad recreativa local tomándose una consumición en horas de servicio .


El actor formuló escrito de alegaciones referido a los cargos imputados donde daba su versión de los hechos en cuestión , pero la Alcaldía mediante decreto de 26 de junio de 1. 933 destituyó al recurrente , dando cuenta y ratificándose el mismo por el acuerdo plenario que se impugna en este recurso .


El Tribunal en el primer Considerando de la sentencia precisa que resulta de aplicación al presente caso , el artículo 74.2º de la Ley Municipal de 2 de octubre de 1. 877 , que “ deja a la exclusiva competencia de los Alcaldes el nombramiento y la separación de los Agentes de Vigilancia Municipales que usen armas “ .
En este sentido , se manifiesta en el segundo Considerando que en el presente caso resulta probado que la Alcaldía de Teulada obró en el ámbito de su facultades legalmente establecidas , ya que dictó resolución en forma dando cuenta de la misma al Ayuntamiento Pleno para su ratificación , todo ello “ después de haber tramitado un verdadero expediente del que resulta que el recurrente realizó los hechos imputados , incurriendo en faltas que tipifican los mismos y determinan la sanción impuesta .”

El Tribunal ha desestimado este recurso confirmando en sus términos el acuerdo impugnado .
c.1.4.3. Ayuntamiento de Jávea 

Vicente Bisquert Riera y Juan Bautista Molina Torres interpusieron recurso contencioso – administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Jávea del día 1 de noviembre de 1. 931 , por el que se acordó la destitución de los mismos en los cargos que ocupaban como Guardias Municipales 
 .


Obra en la sentencia que se conserva que se instruyeron sendos expedientes disciplinarios contra los actores , pero se decretó por la Alcaldía su destitución con carácter previo a resolver tales expedientes disciplinarios , así como , en ambos casos se aplicó la medida cautelar de suspensión de empleo y sueldo por término de treinta días .

Asimismo consta en el expediente judicial los escritos por los que los imputados interpusieron sendos recursos de reposición contra las medidas cautelares adoptadas , no así contra el referido acuerdo plenario de destitución .

El Fiscal en el escrito de contestación a la demanda alegó la excepción de la falta de competencia del Tribunal para conocer sobre el fondo del asunto , con fundamento en que no constaba que los inculpados hubieran interpuesto los preceptivos recursos de reposición contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno en cuestión .

A la expresada posición también se adhirió la representación procesal del Ayuntamiento de Jávea como parte coadyuvante en este pleito , que se reprodujo en la celebración de la vista pública materializada .


El Tribunal en el tercer Considerando constata que efectivamente no se interpuso ningún recurso de reposición , previsto en el artículo 255 del Estatuto Municipal , contra el mencionado acuerdo plenario de destitución de los actores , en cuanto “ trámite previo inexcusable para que se tenga por apurada la vía gubernativa y pueda ejercitarse la acción correspondiente ante esta jurisdicción .”

Al respecto el Tribunal estima la excepción alegada por el Ministerio Fiscal y la parte coadyuvante , declarándose incompetente para conocer del presente asunto .


En el expediente judicial se refleja que los actores interpusieron recurso de apelación contra dicho fallo judicial , sin que conste el resultado de la tramitación ni de la resolución del mismo ante el Tribunal Supremo.
c.1.1.4. Ayuntamiento de Monóvar 

Matías Corbí Pérez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Monóvar del día 21 de septiembre de 1. 934 , por el que se destituye al actor del cargo que ocupaba de Guardia Municipal 
.

En el primer Resultando de la sentencia queda reflejado que mediante oficio del Gobernador Civil de la provincia de fecha 2 de agosto de 1. 934 se remite a la Alcaldía de la ciudad un atestado formalizado por el Inspector de Investigación y Vigilancia , D. Luís de Teresa Beltrá , con motivo de los hechos acaecidos en el municipio el 29 de julio de 1. 934 .Tales hechos se relatan del modo siguiente :


“ con motivo de inaugurar la música del pueblo de Monóvar su actuación pública y dar un concierto en la plaza de la Sala el día 29 de julio último , se promovió cierto escándalo por algunos elementos que no estaban conformes con la actuación de la misma , silbando durante una de sus composiciones musicales , lo que dio lugar a que el funcionario del Cuerpo de Vigilancia que allí estaba presente se dirigiera al Guardia Municipal de servicio en el lugar del espectáculo … Matías Corbí Pérez para preguntarle por los nombres de los que silbaban y que le indicó los que habían sido , ya que aquel por ser forastero en el pueblo no los conocía , contestando el requerido que el no conocía a nadie a pesar de ser de Monóvar y llevar en el ejercicio del cargo un año aproximadamente .”

En el segundo Resultando se alude a que se instruyó un expediente disciplinario por la Alcaldía de Monóvar con objeto de depurar los hechos imputados al recurrente nombrándose un Concejal-instructor al efecto , que formuló un pliego de cargos contra el funcionario inculpado ,  proponiendo la destitución del actor por haber cometido una falta grave en el ejercicio de su cargo , tipificada en el artículo 109 del Reglamento de Secretarios y Empleados de 23 de agosto de 1. 924 . También se indica que el acuerdo impugnado se adoptó concurriendo más de las dos tercera partes de los miembros corporativos en su votación .

En el primer Considerando manifiesta el Tribunal que a partir de la entrada en vigor de la Real Orden de 27 de enero de 1. 931 , la destitución de los Agentes municipales armados exigirá la previa formación de un expediente con audiencia del inculpado , como así obra que se ha procedido en este caso .


En el segundo Considerando se analiza si resulta conforme a derecho la tipificación de los hechos imputados al actor  como una falta grave y si a la misma le corresponde la sanción impuesta por el Ayuntamiento de Monóvar , al respecto se manifiesta por el Tribunal :


“ nada puede afectar más directamente a la función de un agente de vigilancia municipal que su tibieza o resistencia a cumplir su cometido de guardador del orden público y de esta naturaleza hay que considerar el hecho básico de los imputados al recurrente …, encaja de plano en la falta segunda o en la séptima de las recogidas en el expresado artículo 109 , por ser equivalente a un abandono de destino o a una falta de probidad en el ejercicio del cargo que ponen en riesgo la eficacia de la función encomendada y que por su naturaleza exigen vigor en la sanción por parte de la Corporación cuya representación ostentan los agentes de vigilancia municipal .”

Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus propios términos el acuerdo impugnado .
c.1.4.5. Ayuntamiento de Crevillente 

José Sempere Soriano y Adolfo Cortés Madera interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Crevillente del día 22 de septiembre de 1. 934 , por el que fueron destituidos dichos funcionarios en los cargos que ocupaban como Guardias municipales 
 .

En el primer Resultando se indica que previamente a resolver el acuerdo recurrido se instruyó expediente disciplinario contra los mismos para depurar las denuncias que habían formulado contra los mismos varios vecinos , obrando informe del Agente de Vigilancia del Gobierno Civil de la provincia donde consta “ que los recurrentes no cumplieron con las obligaciones de su cargo en manifestaciones públicas no autorizadas , permitiendo que se dieran gritos subversivos ; también queda unido al expediente oficio de la Guardia Civil por el que manifiesta que los recurrentes no son personas de su confianza .” Así como aparece en dicho Resultando que antes de iniciar los indicados expedientes disciplinarios se acordó la suspensión cautelar de empleo y sueldo de los imputados en base a las denuncias vecinales referidas . En los expedientes disciplinarios en cuestión consta que se elaboraron los correspondientes cargos contra los recurrentes , calificándose las faltas cometidas como graves y proponiendo la sanción de destitución .

En el primer Considerando el Tribunal constata que se ha dado cumplimiento en este caso a las disposiciones previstas en la Real Orden de fecha 27 de enero de 1. 931 , en punto a la instrucción preceptiva de expediente disciplinario con audiencia del inculpado , norma que a juicio del Tribunal tendría rango de ley .

En el segundo Considerando se analiza si los hechos imputados a los recurrentes se podrían tipificar como falta grave imponiendo la sanción de destitución , manifestándose al respecto .


“ al estimarse probado en autos que los recurrentes lejos de cooperar a la acción de la autoridad gubernativa mantuvieron una actitud completamente pasiva y hasta en complicidad con los alborotadores , no denunciando a estos a la Alcaldía de Crevillente , por las manifestaciones públicas ocurridas en dicha villa en el mes de julio del año pasado , es visto que cayeron de lleno en una de las faltas graves que se establecen en el artículo 109 del Reglamento de 23 de agosto de 1. 924 , por falta manifiesta de probidad en el ejercicio de su funciones .”
Además se indica que el acuerdo impugnado se adoptó con el voto unánime de los miembros corporativos que fueron convocados en sesión extraordinaria del Ayuntamiento Pleno , es decir , que el acuerdo impugnado “ estuvo tomado en legal forma .”

Se desestima el presente recurso confirmando en su términos el acuerdo recurrido .


Por los funcionarios sancionados se interpuso recurso de apelación contra el indicado fallo ante el Tribunal Supremo , que dictó sentencia con fecha 3 de enero de 1. 947 , desestimatoria del recurso interpuesto y confirmando el fallo de la sentencia recurrida .


Conviene resaltar lo dicho por el Alto Tribunal en el tercer Considerando de la sentencia :


“ Que en esta segunda instancia no se encuentra razón alguna para contradecir la indicada apreciación de prueba y consideración de los hechos que se hace por el Tribunal inferior .” 

Asimismo se sostiene en el sexto Considerando lo siguiente :


“ Que la Real Orden de 27 de enero de 1. 931 no tiene el rango de ley , como erróneamente se dice en la sentencia recurrida , sino el de nuevo precepto reglamentario .”
c.1.4.6. Ayuntamiento de Castalla 

Se conservan dos recursos que motivan otras tantas sentencias relativos a la citada Corporación municipal y que versan sobre la destitución de diversos cargos y empleos públicos , donde entre los mismos se encuentran varios Guardias Municipales ,  el primer recurso aludido  
 se interpuso por José Tomás Rico Güill , Guardia Municipal ; Antonio Doménech Mira , Guardia Municipal ; Francisco Rico Bernabeu ( padre ) , Vigilante Nocturno ; Francisco Rico Bernabeu ( hijo ) , Vigilante Nocturno ; José Payá Bernabeu , Peón Caminero ; Fidel Gironés Císcar , Peón Caminero ;  Fernando Francés Mollá , Encargado del Cementerio Municipal , contra los acuerdos del Ayuntamiento de Castilla de 15 de noviembre de 1. 934 y de 15 de enero de 1. 935 , que establecieron la suspensión y destitución , respectivamente , de los recurrentes en los cargos que ocupaban  .

En el primer Resultando se da cuenta que el referido acuerdo de suspensión de empleo y sueldo de los actores tiene carácter de medida cautelar , en base a que se les imputó que no habían prestado la debida asistencia a la fuerza armada durante la huelga revolucionaria habida en el mes de octubre de 1. 934 , según se desprende de una denuncia formulada por varios vecinos de la localidad ante la Alcaldía . También obra que se instruyó el correspondiente expediente disciplinario para depurar las responsabilidades imputadas .


En el segundo Resultando se indica que en tales expedientes “ sólo se atribuye significación revolucionaria … a D. Fernando Francés Mollá  , por haber consentido la celebración de reuniones clandestinas de elementos revolucionarios en el Cementerio municipal de su cargo , y que todos ellos , según informes de la Guardia Civil , observaron buena conducta durante la huelga revolucionaria de referencia .”

En el tercer Resultando se manifiesta que el Concejal - instructor de tales expedientes disciplinarios elaboró los cargos pertinentes contra los imputados y propuso su destitución al considerar los hechos tipificados como falta grave , en concreto ,  la establecida en el artículo 109 , párrafo 7º , del Reglamento de Secretarios y Empleados de 23 de agosto de 1. 924 – falta de probidad de los actores en el desempeño de los cargos que ejercían , no prestando la debida asistencia a la fuerza armada durante el movimiento revolucionario de octubre de 1. 934 - .

El Tribunal analiza los hechos objeto de este litigio distinguiendo dos categorías funcionariales , a saber : empleados municipales que no usan armas y aquellos que su cargo tiene carácter armado .


Por lo que hace a la primera categoría funcionarial enunciada , el Tribunal en el tercer Considerando manifiesta que no resultan probados los hechos imputados a los mismos , “ dada la vaguedad e imprecisión de la información testifical aportada y el resultado negativo de las diligencias que la Guardia Civil hubo de practicar en relación con tales hechos .” 

Y en lo atinente a los cargos de carácter armado cuya conducta se enjuicia en este recurso , es decir , los dos Guardias Municipales y los dos Vigilantes Nocturnos en el quinto Considerando se indica que “ su separación de tales cargos estaba en las facultades discrecionales del Alcalde que concurrió a la adopción de dichos acuerdos .”

 Respecto al personal no armado se estima el presente recurso , ordenando al Ayuntamiento su reposición en el cargo que ocupaba y el abono de los haberes dejados de percibir desde que se resolvió su suspensión cautelar de empleo y sueldo . Mientras que respecto del personal armado , se declara de oficio la incompetencia de esta jurisdicción para su enjuiciamiento ya que se trata de facultades discrecionales y no regladas .

El segundo recurso mencionado se interpuso por Luis Rico Bodí , José García Valls , Antonio Fuster Payá , José Sanjuán Castelló , Antonio Rico Díaz , José Esteve Pérez y Manuel Bordera Beneyto  contra el acuerdo de la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Castilla del día 12 de septiembre de 1. 935, por el que dichos recurrentes fueron destituidos de los cargos que venían desempeñando en la referida Corporación municipal 
 .
En el primer Resultando de la minuta de la sentencia que se conserva existe referencia a que con carácter previo adoptar el mencionado acuerdo plenario no se llegó a instruir ni tramitar ningún expediente disciplinario a los empleados municipales aludidos , ni tampoco se llegó a imputar ninguna falta tipificada en la legislación de aplicación a los mismos .

En el primer Considerando de la sentencia se refleja que el Fiscal alegó en el término para contestar a la demanda la procedencia de la excepción de incompetencia de jurisdicción , precisándose “ en lo que respecta a los recurrentes que tenían al carácter de individuos pertenecientes a Cuerpos Armados , que son los nombrados Luís Rico Bodí , José García Valls , Antonio Fuster Payá , José Sanjuan Castelló y Antonio Rico Díaz”. Todo ello con fundamento en la doctrina jurisprudencial contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 9 de abril de 1. 932 , donde se establece que los Alcaldes en cuanto Delegados del Gobierno ejercen en el nombramiento y cese del personal municipal armado competencias estrictamente discrecionales , de conformidad con lo dispuesto en la Ley Municipal de 1. 877 y en el Estatuto Municipal . Al parecer según se desprende del expediente judicial en cuestión dos empleados de los citados ocupaban el cargo de Guardia Municipal .

En el segundo Considerando se analiza la situación del personal recurrente que no pertenece a cuerpo de carácter armado , teniendo presente que según certificación municipal , requerida por el Tribunal en el trámite acordado de diligencias para mejor proveer , los cargos que ocupaban Manuel Bordera y José Esteve “ lo eran con carácter interino “ , por lo que concluye el Tribunal :

“ es por ello indudable el derecho del Ayuntamiento a prescindir de su servicio aún sin haberse formado expediente disciplinario al efecto , toda vez que tal destitución tuvo por motivo reponer a otros funcionarios que habían desempeñado aquellos cargos en propiedad , y poder por ello estimarse comprendido el caso presente en el segundo de los establecidos en el número segundo del Decreto de de 13 de abril de 1. 934 .”
El Tribunal respecto del personal armado declara procedente la excepción alegada por el Ministerio Fiscal de incompetencia de jurisdicción , al entender en este supuesto que le está vedado legalmente enjuiciar potestades discrecionales de la Administración como son las ejercidas para el cese de dicho personal armado .
Asimismo respecto de las pretensiones de Manuel Bordera y José Esteve , se desestima el recurso interpuesto dada su condición de personal interino y en cumplimiento de lo previsto al efecto en el Decreto de 13 de abril de 1. 934 . 

c.1.4.7. Ayuntamiento de Relleu 

 Francisco Agulló Cantó , Oficial 2º de Secretaría del Ayuntamiento ; Bautista Soler Climent , Guardia Municipal ; Francisco Javaloyes Climent , Guardia Municipal ; Ramón Isidoro Climent Climent , Alguacil Municipal y Francisco Carbonell Javaloyes , Encargado del Reloj Público , interpusieron diversos recursos contencioso-administrativos contra los acuerdos adoptados por el Ayuntamiento de Relleu de 29 de agosto y 30 de septiembre de 1. 934 , por los que fueron suspendidos de empleo y sueldo y posteriormente destituidos de sus cargos , respectivamente 
 .

En el primer Resultando de la minuta de sentencia que se conserva se alude a que mediante Auto del Tribunal Provincial de fecha 27 de abril de 1. 936 se acordó la acumulación de los diversos recursos interpuestos .


En el tercer Resultando se refleja que con carácter previo a acordar la destitución de los referidos cargos funcionariales se instruyeron los respectivos expedientes disciplinarios con objeto de clarificar los hechos en cuestión , proponiendo el Concejal – instructor de los indicados expedientes la destitución que posteriormente se acordó .


El Tribunal a los efectos de analizar los hechos objeto de este litigio distingue dos categorías funcionariales esenciales : cargos de carácter armado y de carácter no armado .


Respecto de los cargos de naturaleza armada , es decir , en lo atinente a los acuerdos de suspensión y posterior destitución de dos Guardias Municipales y un Vigilante Municipal , el Tribunal en el tercer Considerando mantiene “ la facultad de los Alcaldes para el nombramiento y separación de los funcionarios de naturaleza armada es discrecional “ , por lo que aprecia de oficio la excepción de incompetencia de jurisdicción para enjuiciar el acuerdo de destitución en litigio en base a dicha argumentación y también respecto de la medida de suspensión cautelar de empleo y sueldo ya que la misma constituye un acto de mero trámite .


Mientras que en lo atinente al resto de cargos de carácter no armado , se sostiene idéntica posición en lo referido a las medidas cautelares adoptadas en su consideración de actos de mero trámite , inimpugnables por el momento ante esta jurisdicción . Y por lo que hace a los acuerdos de destitución , que se resolvieron al ser imputadas las faltas graves de menosprecio a la autoridad del Alcalde y desobediencia a sus órdenes tipificadas en el artículo 109 , en su párrafo 3º , del Reglamento de 23 de agosto de 1. 924 ,  dicho órgano jurisdiccional se expresa en los siguientes términos :


“ en el presente caso , de la prueba practicada no puede deducirse de una manera concreta que los recurrentes quedaron incursos en las faltas graves que se les acusa .”

El Tribunal aprecia de oficio la incompetencia de jurisdicción respecto de los acuerdos sometidos a  su enjuiciamiento respecto del personal de carácter armado y en punto a las medidas cautelares adoptadas en lo atinente al personal no armado .

Asimismo se estima el presente recurso respecto de los acuerdos de destitución del personal no armado , en concreto , el Oficial de Secretaría del Ayuntamiento , Agulló Cantó y el Encargado del Reloj Público , Carbonell Javaloyes , ordenando al Ayuntamiento de Relleu su reposición en el cargo y el abono de los haberes dejados de percibir desde su indebida destitución .
c.1.4.8 . Ayuntamiento de Tibi 

Francisco Carbonell Plá , Guardia Municipal ; José Alcaraz Carbonell , Vigilante Nocturno y Rafael Carbonell Cremades , Oficial de Secretaría interpusieron recurso contencioso-administrativo contra los acuerdos del Ayuntamiento de Tibi de los días 3 y 16 de mayo de 1. 936 
 .


El acuerdo municipal impugnado de fecha 3 de mayo de 1. 936 resolvió declarar la nulidad del nombramiento del citado Oficial de Secretaría , Carbonell Cremades , de fecha 10 de marzo de 1. 934 .


Mediante el acuerdo de fecha 16 de mayo de 1. 936 se destituye al referido empleado municipal , así como a los citados cargos municipales , obrando que con anterioridad a dictar dicha resolución fueron suspendidos cautelarmente de empleo y sueldo por un mes en tales cargos y asimismo se acordó instruir los correspondientes expedientes disciplinarios para verificar los hechos imputados .


Se refleja en el séptimo Considerando que el referido nombramiento del mencionado Oficial de Secretaría fue en propiedad y consecuencia de haber superado las pruebas selectivas mediante oposición libre convocada al efecto .


El Tribunal en el primer Considerando de la minuta de sentencia que se conserva manifiesta que respecto del acuerdo de destitución del resto de cargos municipales enunciados , se ha infringido lo dispuesto en el artículo 111 del Reglamento de 23 de agosto de 1. 924 y lo preceptuado en los artículos 195 y 196 de la Ley Municipal de 1. 935 , al constatar en el expediente municipal obrante en autos que el Ayuntamiento de Tibi “ llevó a cabo las dichas destituciones mediante la adopción de un simple acuerdo .”

En el segundo Considerando se mantiene que respecto de la pretendida anulación del nombramiento del referido Oficial de Secretaría , “ que la Administración no puede volver sobre sus propios actos cuando estos son productores de derechos , si no es mediante declaración de lesividad , pidiendo entonces su revisión en esta vía contenciosa-administrativa …el Ayuntamiento de Tibi para la adopción de tal acuerdo , no se ajustó a las normas legales que venía obligado para su adopción .”

En el cuarto Considerando se consigna que el Oficial de Secretaría fue repuesto en su cargo el 11 de mayo de 1. 939 , el Alguacil y el Vigilante Nocturno fueron repuestos en su cargos con fecha 2 de abril de 1. 936 . Asimismo consta que el Guardia Municipal destituido falleció el 21 de enero de 1. 937 .


En consecuencia a lo expresado , el Tribunal ha estimado el presente recurso y ordena al Ayuntamiento que debe abonar los haberes dejados de percibir por los recurrentes y , en su caso , sus causahabientes , en el supuesto de la viuda del finado Carbonell Plá , desde que se resolvieron sus destituciones .
c.1.4.9 . Ayuntamiento de Sax 

Laureano Ochoa Antolín , Alguacil-Pregonero con nombramiento de 20 de marzo de 1 . 923 ; Pedro Navarro Antolín , Vigilante Nocturno con nombramiento de 31 de agosto de 1. 932 ; Juan José Ochoa Antolín , Guarda Rural con nombramiento de 1 de septiembre de 1. 927 ; Félix Pérez Ochoa , Guarda Municipal con nombramiento de de 18 de enero de 1. 935 ; Pedro Francés Herrero , Guardia Peón de Vías Públicas con nombramiento de 8 de febrero de 1. 930 y Rafael Payá Sánchez , Vigilante Nocturno con nombramiento de 12 de mayo de 1. 930 , interpusieron recurso contencioso- administrativo contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Sax del día 15 de mayo de 1. 936 , por el que se les destituye de los cargos mencionados que ocupaban en el indicado Ayuntamiento 
 .


En el primer Resultando se alude que los mencionados empleados públicos fueron suspendidos de empleo y sueldo en sus respectivos cargos por tres veces consecutivas , así como que se ordenó la instrucción de diversos expedientes disciplinarios con objeto de clarificar los hechos imputados a los empleados indicados .


El Tribunal en el primer Considerando de la sentencia que se conserva manifiesta que constituyen requisitos ineludibles para sancionar disciplinariamente a los funcionarios públicos con la destitución del cargo que ocupan , que se les impute una falta grave tipificada legalmente y se instruya el correspondiente expediente con audiencia del interesado , a tenor de lo prescrito en el artículo 195 de la Ley Municipal de 1. 935 . También se indica en dicho Considerando que la medida cautelar de suspensión para su imposición , requiere “ que se dé audiencia al interesado en la forma y término que marca el artículo 111 del Reglamento e 23 de agosto de 1. 924 , de absoluta aplicación en estos casos por mandato de la Disposición Transitoria Décima de la mentada Ley Municipal de 1. 935 .”

El referido órgano jurisdiccional tras analizar los antecedentes concurrentes en autos entiende que en este litigio no se dieron los requisitos exigibles legalmente para acordar las suspensiones y destituciones objeto de este recurso .


Se ha estimado el presente recurso declarando la nulidad del acuerdo impugnado , así como se ordena al Ayuntamiento de Sax la reposición de los actores en el cargo que ocupaban y que se les abone los haberes dejados indebidamente de percibir desde que se acordaron indebidamente las suspensiones en cuestión .

c.1.4.10. Ayuntamiento de Bañeres 

Miguel Sala Verdugo interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Bañeres del día 11 de mayo de 1. 936 , por el que se destituye al actor del cargo que ocupaba de Guardia Municipal en dicho Ayuntamiento 
 .


En el primer Resultando de la sentencia que se conserva se indica que con carácter previo a adoptar dicha resolución se instruyó y resolvió el correspondiente expediente disciplinario contra el inculpado , en base que se habían formulado tres denuncias contra el mismo , a saber : en un caso se denunció un maltrato de palabra a unos hojalateros ambulantes , otra denuncia se refería a la improcedente presencia del actor junto con la Guardia Civil para requerir determinada información del denunciante y la tercera denuncia se interpuso por un vecino al considerar que fue inadecuadamente conducido al Cuartel de la Guardia Civil por el actor .


En el pliego de cargos elaborado por el Concejal-instructor del expediente contra el actor , inicialmente se manifiesta que el recurrente era enemigo del régimen republicano y con posterioridad se le imputan los hechos mencionados relativos a la falta de diligencia en el ejercicio del cargo indicado .


En el primer Considerando de la sentencia que se conserva preciso el Tribunal lo siguiente :


“ Que para que pueda imputarse a un funcionario municipal la corrección disciplinaria de destitución del cargo que ocupa deben concurrir el requisito sustantivo , interno de existir falta grave , conforme al artículo 194 en relación con el párrafo segundo del artículo 195 , ambos de la ley Municipal , y los requisitos adjetivos , externos , de que se forme expediente por un Concejal , que deberá resolverse en un plazo de 60 días en sesión extraordinaria , con la asistencia de las tres cuartas partes de los Concejales y votados por dos terceras partes de ellos , establecidos en el artículo 196 de dicha Ley  .”

En este litigio el Tribunal constata que se han cumplido los denominados “ requisitos externos “ , pero “ no parece concurrir el requisito sustantivo de existencia de una falta grave de las comprendidas en el artículo 194 de la repetida Ley Municipal , pues si no se expresa en cual o cuales de ellas se funda la destitución , ni aparece comprobada en el expediente ninguna falta grave , ni merecen esa calificación ninguno de los hechos referidos .”

Se ha estimado el presente recurso y se ordena al Ayuntamiento de Bañeres la reposición del actor en su cargo , así como que se le abonen al mismo los haberes dejados indebidamente de percibir desde que se acordó su indebida destitución .
c.1.5. Cuerpo de Vigilantes Nocturnos 
c.1.5.1. Ayuntamiento de Torremanzanas 

Romualdo Verdú Serra interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Torremanzanas del día 7 de noviembre de 1. 931 , por el que se separó definitivamente  al recurrente del cargo que ocupaba en dicha Corporación municipal de Vigilante Nocturno 
.


En el primer Resultando de la sentencia se refleja que el demandante fue suspendido de empleo y sueldo por un término de treinta días mediante acuerdo plenario de fecha 26 de septiembre de 1. 931 y con posterioridad se le destituyó de dicho cargo en el acuerdo que se impugna en este recurso jurisdiccional .
No obra que se instruyera expediente disciplinario contra el actor y la imputación que se le formula se refiere a la denuncia de un Concejal , relativa a que se retiraba a su casa habitualmente antes del amanecer .

El Tribunal en el primer Considerando manifiesta lo siguiente :


“ Que restablecido , en la fecha de la destitución del recurrente el artículo 74 de la Ley Municipal de de 2 de Octubre de 1. 877 y teniendo éste el alcance de que el Alcalde puede decretar libremente la cesantía de cualquier guardia o agente armado ; teniendo el actor el destino de Vigilante nocturno y adoptado el acuerdo por unanimidad en el Ayuntamiento , y entre sus componentes por el Alcalde , es visto que dicha resolución es válida y eficaz , sin necesidad de formación de expediente en el que se depure y aprecie la existencia de falta grave , ya que el carácter de estos empleados es distinto al de los funcionarios administrativos de los Ayuntamientos “.

Se ha desestimado el presente recurso y se confirma en sus propios términos el acuerdo impugnado . 
c.1.5.2. Ayuntamiento de Teulada 

Por Miguel Ern Mengual  se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Teulada del día 16 de diciembre de 1. 932 , por el que se destituyó al actor que ocupaba de Vigilante Nocturno de dicho municipio 
 .
En el primer Resultando de la sentencia que se conserva queda patente que con carácter previo a adoptar dicho acuerdo plenario se resolvió la suspensión de empleo y sueldo del actor por término de treinta días en el cargo indicado , basándose en que el mismo desobedecía reiteradamente a las ordenes del Alcalde , así como , se acordó la instrucción y tramitación de un expediente disciplinario contra el empleado imputado concediéndole audiencia al efecto .

En el segundo Considerando manifiesta el Tribunal lo siguiente :


“ Que si bien el artículo 74 de la Ley Municipal de 1. 877 concede a los Alcaldes la facultad de poder nombrar y separar los agentes armados del municipio , esta atribuciones no pueden ser , ni son ilimitadas u omnímodas , sino regladas por preceptos de obligado cumplimiento , como son , la Real Orden de 27 de enero de 1. 931 , … en la que se dispone que , las destituciones de funcionarios exigirán la formación de expediente , como en el presente caso ha ocurrido , con audiencia del interesado y dando cuenta al Ayuntamiento para que este pueda aprobar o no … la destitución del recurrente en el cargo que ocupaba .”
Añadiéndose , que en el caso de autos , al cumplir el Ayuntamiento con los referidos requisitos establecidos en el régimen jurídico de aplicación , el acuerdo de destitución recurrido “ está fundado y de acuerdo con lo legislado .” 

Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos el acuerdo recurrido .

c.1.5.3. Ayuntamiento de Cocentaina 

Vicente Moltó Mónica interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Cocentaina del día 28 de Octubre de 1. 931 , por el que se destituyó al actor en el cargo que ocupaba de Vigilante Nocturno 
 .


En el primer Resultando se indica que con carácter previo a adoptar el acuerdo que se impugna en este recurso se instruyó expediente disciplinario contra el imputado , habiendo concedido audiencia al indicado funcionario en el mismo . Los hechos que se le imputan en dicho expediente vienen determinados por la presentación de varias denuncias vecinales ante la Alcaldía del municipio indicado, referidas a que el actor no ejercía el cargo con la debida diligencia .También obra que se evacuó informe médico donde consta que el recurrente tiene la audición y su agudeza visual disminuida .


Por su parte , Moltó Mónica aportó en su defensa las firmas de casi doscientos ciudadanos que consideraban encomiable su labor en el expresado cargo municipal , así como , tres certificados médicos que acreditaban su aptitud para ejercer su función .


En este sentido , se refleja en el citado Resultando que la Alcaldía , dado que se trataba de adoptar una resolución por incapacidad , no prevista en el artículo 109 del Reglamento de 23 de agosto de 1. 924 , sometió las resolución del expediente en cuestión al Pleno del Ayuntamiento , que resolvió el acuerdo que se impugna por doce votos contra uno .

El Tribunal en el segundo Considerando de la sentencia y tras el estudio de los antecedentes obrantes en el expediente municipal remitido , manifiesta que dada la fecha en que se produjeron los hechos , la Alcaldía y el Ayuntamiento Pleno obraron dentro de lo dispuesto en el artículo 74 de la Ley Municipal de 1. 877 de aplicación al caso .


Se ha desestimado el presente recurso y se confirma en sus términos el acuerdo impugnado .
c.1.5.4. Ayuntamiento de Callosa de Ensarriá 

Cayetano Pastor Ivorra y Francisco Berenguer Galiana –Vigilantes Nocturnos municipales – y Fernando Doménech Pérez –Alguacil Pregonero municipal – interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del día 6 de septiembre de 1. 931 , por el que se resuelve destituir a los recurrentes de los cargos que ocupaban 
 .


En el primer Resultando de la sentencia existe referencia a que la destitución de los mencionados Vigilantes Nocturnos responde a considerarlos contrarios al régimen político republicano , según denuncia verbal que formuló el presidente local del Partido Republicano Radical , así como ,  del Partido Socialista Obrero Español y de la Unión General de Trabajadores . Mientras que la destitución del otro empleado público indicado obedece a la intención de proceder a la amortización de la plaza que ocupa . Asimismo , se refiere en tal Resultando que el acuerdo recurrido se adoptó por mayoría simple de Concejales , ya que tres de los mismos votaron en contra .


El Tribunal en el tercer Considerando analiza las dos situaciones jurídicas que se contemplan en el caso : la situación de los Vigilante Nocturnos que tienen la condición de personal armado y la del otro empleado que no ostenta tal carácter .


Por lo que hace al personal armado dicho órgano jurisdiccional mantiene que el Pleno del Ayuntamiento se extralimitó en sus atribuciones , ya que ni siquiera tal acuerdo partió ni se resolvió por la Alcaldía-Presidencia del municipio , sino que se adoptó a propuesta de los presidentes locales de los partidos mencionados .


Y en lo atinente a la destitución del Alguacil -  Pregonero , el Tribunal entiende que resultan aplicables al supuesto las formalidades y garantías establecidas en el artículo 248 del Estatuto Municipal , que no fueron observadas en este caso .


Se ha estimado el presente recurso y se ordena al Ayuntamiento la reposición de los actores en los cargos que ocupaban y el abono de los haberes dejados de percibir desde que se acordó su indebida destitución .


En el expediente judicial que se conserva aparecen diversos incidentes respecto de la ejecución de la indicada sentencia , que culminan con la incoación con fecha 24 de enero de 1. 936 por el Juzgado de Instrucción de Callosa de Ensarriá de un sumario por el delito de desobediencia a la Autoridad judicial contra el Alcalde y varios Concejales , dada la reiterada e injustificada dilación en ejecutar la sentencia firme en cuestión . 

c.1.5.5. Ayuntamiento de Cox 

Manuel Serrano Navarro interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Alcaldía de Cox del día 9 de diciembre de 1. 933 , por la que se destituyó al recurrente del cargo de Vigilante Nocturno de dicho municipio 
 .

En el primer Resultando de la minuta de sentencia existente se menciona que el demandante fue suspendido de empleo y sueldo por el término de un mes con carácter previo a adoptar la resolución recurrida , imputándole al mismo que profirió palabras insultantes contra el Secretario del Ayuntamiento , Joaquín Manresa Aleo , así como le agredió con una piedra , teniendo presente que dicho fedatario público también ostentaba el cargo de Secretario de la Junta del Censo Electoral y del Juzgado Municipal . Se indica que el funcionario ofendido y cuatro testigos más corroboraron los hechos imputados al actor . El Concejal instructor del expediente disciplinario que se instruyó contra el empleado imputado calificó los cargos que se le imputan como falta grave , injurias a un funcionario público , proponiendo a la Alcaldía que procedía imponer la sanción de destitución en el cargo , resolviéndose en tales términos por la indicada Autoridad municipal .


En el cuarto Resultando obra que por el Ministerio Fiscal se sostiene en el escrito de contestación a la demanda que el acuerdo plenario que ratificó la inicial resolución de la Alcaldía en este asunto fue plenamente consentido por el funcionario inculpado , ya que no se recurrió por el mismo .


El Tribunal en el primer Considerando destaca el hecho que el recurrente fue repuesto en el cargo y lo desempeñó hasta el día 30 de abril de 1. 934 y entiende conforme a derecho la calificación como grave de la falta imputada , tipificada en el artículo 109.8º del Reglamento de 23 de agosto de 1. 924 , así como mantiene que la destitución se acordó por el órgano municipal competente , basándose en la instrucción de un garantista y riguroso expediente disciplinario.


Se desestima el presente recurso confirmándose la resolución recurrida .

c.1.5.6. Ayuntamiento de La Romana 

Gabriel Alarcón Vidal interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de La Romana del día 9 de agosto de 1. 934 , por el que se destituyó al actor del cargo que ocupaba de Vigilante Nocturno de dicho Ayuntamiento 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se indica que previamente a resolver el citado acuerdo objeto de este recurso se resolvió suspender al demandante de empleo y sueldo por término de treinta días y se instruyó expediente disciplinario contra el mismo , formulándose diversos cargos e imputándole la comisión de faltas disciplinarias por negligencia en el ejercicio del cargo y se propuso por el Concejal instructor la sanción de empleo y sueldo por dos meses .


El Tribunal en el tercer Considerando entiende que resulta de aplicación al caso lo dispuesto en el artículo 74 de la Ley Municipal de 1. 877 , en punto al personal municipal de carácter armado , así como el Decreto de fecha 13 de abril de 1. 934 , respecto de los empleados públicos que tengan la condición de interinos , por lo que se considera que el acuerdo de destitución de personal armado se encuadra entre las facultades discrecionales del Alcalde y en este caso se ha instruido y resuelto el preceptivo expediente disciplinario al respecto , extremos que determinan la conformidad a derecho del acuerdo recurrido .

Se ha desestimado el presente recurso , confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado .
c.1.5.7. Ayuntamiento de Elche 

Tomás Bernad Galán y Antonio Quiles Rico interpusieron recurso contencioso-administrativo contra los acuerdos de la Alcaldía de Elche de 2 y 30 de marzo de 1. 935 , por los que fueron destituidos los recurrentes de los cargos que ocupaban de Vigilante Nocturno y Vigilante de Arbitrios , respectivamente , de dicha Corporación municipal 
 .


En el segundo Resultando de la sentencia existe referencia al acuerdo plenario que se resolvió en la sesión celebrada con fecha 20 de febrero de 1. 935 , donde entre otros extremos se acordaba :


“ dar un voto de confianza al Alcalde para que pudiera separar a los empleados interinos y nombrar con carácter accidental a los que creyera aptos hasta que se celebren oposiciones o que se verifiquen los oportunos concursos .”

Obra que en el escrito de demanda los actores solicitaban del Tribunal que declarase la nulidad de las destituciones que acordó la Alcaldía de sus respectivos cargos  y su efectiva reposición en los mismos , ya que no se había instruido expediente sancionador al respecto .


El Tribunal en el primer Considerando manifiesta que el elemento en común de los dos empleados municipales destituidos era su condición de interinos , por lo que procedía la aplicación de lo dispuesto en el artículo segundo del Decreto de 13 de abril de 1. 934 , que “ establece la necesidad de formación de expediente para la destitución de cualquier funcionario municipal interino , pero no es menos cierto que el propio artículo establece la excepción para el caso de que el cargo interino que se trate se acuerde sacarlo a provisión por concurso u oposición , y como en el presente caso el motivo de la destitución de los recurrentes fue por el acuerdo tomado por el Ayuntamiento de Elche de sacar a concurso los cargos que venían desempeñando , es visto que no hay necesidad de formación de expediente , y que por consecuencia , el Ayuntamiento obró dentro de sus facultades al acordar las destituciones contra las que hoy se recurre .”

En lo atinente al carácter armado del cargo de Vigilante Nocturno se considera a mayor abundamiento que la destitución del mismo se enmarca dentro de las facultades discrecionales de la Alcaldía .


Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos los acuerdos impugnados .

c.1.5.8. Ayuntamiento de Pego 
Pascual Siscar Sendra interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Pego del día 20 de febrero de 1. 936 , por el que fue destituido del cargo de Vigilante Nocturno que ocupaba en dicha Corporación 
 .

No consta en los antecedentes  de la sentencia que con carácter previo a adoptar dicho acuerdo se hubiera instruido ni resuelto expediente disciplinario contra el actor , ni se le imputó falta grave tipificada legalmente ni se le concedió audiencia al efecto .


En el primer Considerando de la sentencia el Tribunal constata que el recurrente ocupaba su plaza en propiedad .


En el segundo Considerando se refleja que el actor fue destituido por decreto de la Alcaldía de fecha 20 de febrero de 1. 936 , que se ratificó por acuerdo plenario de fecha 11 de marzo de 1. 936 . El Tribunal tras el estudio de cuantos antecedentes obran en autos , mantiene que en este caso se han vulnerado los requisitos y garantías establecidos al efecto en los artículos 195 y 196 de la Ley Municipal de 1. 935 , en concordancia con lo prescrito en el artículo 157 de dicha ley . En el expresado régimen jurídico se exige que para proceder a acordar la destitución de un funcionario público resulta preceptivo y , por ende , inexcusable la instrucción y resolución del oportuno expediente disciplinario , la tipificación de los hechos imputados en una falta grave establecida legalmente y la concesión de audiencia al inculpado . El Tribunal al verificar que no concurren en este supuesto los indicados requisitos sostiene “ que tal destitución se acordó sin ninguna garantía ni formalidad legal y con notoria infracción de los citados preceptos de la vigente Ley Municipal .”

Se ha estimado el presente recurso declarando la nulidad del acuerdo recurrido y ordenando al Ayuntamiento que reponga al actor en su cargo y le satisfaga las retribuciones dejadas indebidamente de percibir desde que se produjo el acuerdo impugnado .

Respecto de dicho Ayuntamiento y contra otros seis acuerdos municipales de tal fecha constan seis expedientes judiciales referidos a resolver la destitución de los siguientes empleados públicos : un Vigilante Nocturno , dos Guardias Municipales y tres Guardas de Campo . Al efecto se conservan cinco sentencias íntegras por lo que hace a tales expedientes judiciales con idéntica fundamentación jurídica y fallo a la anteriormente analizada 
 .

c.1.5.9. Ayuntamiento de Benejuzar 

José Rodríguez Lorenzo interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Alcaldía de Benejuzar del día 24 de febrero de 1. 936 , por el que se resolvió la destitución del mismo en el cargo que ocupaba de Vigilante Nocturno 
 .


En el primer Resultando de la sentencia existe referencia a que el actor ejercía su cargo en propiedad .


En el segundo Resultando obra que el recurrente fue repuesto en la indicada plaza con fecha 1 de abril de 1. 936 .


El Ministerio Fiscal en el escrito de contestación a la demanda alegó la procedencia de la excepción de incompetencia de jurisdicción , al no apreciar lesión de ningún derecho administrativo del actor , ya que el mismo se le repuso en el cargo en la fecha citada  .


El Tribunal en el segundo Considerando constata el citado extremo respecto de la reposición del demandante en su cargo y que con fecha 2 de octubre de 1. 939 se adoptó un acuerdo plenario referido a la reposición en el cargo de determinadas plazas municipales entre ellas , la del actor , pero dicho órgano jurisdiccional constata que respecto del acuerdo objeto de este recurso no obra que en el acta de tal sesión plenaria se declarara la nulidad del mismo , por lo que procede analizar la conformidad a derecho de esta resolución administrativa . 


En el tercer Considerando se sostiene que el acuerdo impugnado vulnera los requisitos y prescripciones contenidas para la destitución de los funcionarios públicos en los artículos 193 a 196 de la Ley Municipal de 1. 935 , ya que con carácter previo a  adoptar el acuerdo impugnado no se instruyó expediente disciplinario , ni se concedió audiencia previa al funcionario inculpado , por lo que tal acuerdo de destitución “ no puede ni debe producir efecto legal alguno por estar afectado por un vicio de invalidez nacido de su notoria y flagrante ilegalidad “.

Se ha desestimado la excepción alegada por el Ministerio Fiscal de incompetencia de jurisdicción , ordenando al Ayuntamiento que se le abonen al actor los haberes dejados de percibir desde que se acordó su indebida destitución . 
c.1.6. Cuerpo de Guarda Rural 
c.1.6.1. Ayuntamiento de Parcent 

José María Pérez Poquet interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Parcent del día 2 de junio de 1. 931 , por el que se destituye al actor del cargo que ocupaba de Guarda Rural en dicho municipio 
 .


En el cuarto Resultando de la minuta de sentencia existente , se alude a que en la certificación municipal expedida del indicado acuerdo plenario , no consta que se instruyera con carácter previo a adoptar el mismo el preceptivo expediente disciplinario y sí que obra que se ocupaba tal plaza en propiedad .

El Tribunal en el primer Considerando manifiesta que la Ley de 15 de septiembre de 1. 931 , “ que aprobó y ratificó con fuerza de ley el Decreto del Ministerio de la Gobernación de dieciséis de junio de mil novecientos treinta y uno “ , en cuyo artículo 4 se restablece la vigencia del Título Tercero de la Ley Municipal de fecha 2 de octubre de 1. 877 y su artículo 74 . En este sentido , se precisa “ que restablecido , en la fecha de la destitución del recurrente , el artículo setenta y cuatro de la ley municipal de dos de octubre de mil ochocientos setenta y siete y teniendo este el alcance de que el Alcalde puede decretar libremente la cesantía de cualquier guardia o agente armado ; teniendo el actor el destino de Guardia Rural del término municipal de Parcent , y adoptado el acuerdo por unanimidad en el Ayuntamiento , y entre sus componentes por el Alcalde , es visto que dicha resolución es plenamente válida y eficaz “. 

Se ha desestimado el presente recurso confirmándose en sus términos el acuerdo recurrido .

c.1.6.2. Ayuntamiento de Teulada 

Andrés Buigues Ferrando interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Teulada del día 3 de julio de 1. 933 , por el que se destituyó al actor en el cargo que ocupaba de Guarda Rural de dicha Corporación 
 .


En el primer Resultando de la sentencia  se indica que con carácter previo a adoptar dicho acuerdo se instruyó el correspondiente expediente disciplinario contra el inculpado , formulándose un pliego de cargos al respecto por el Concejal instructor de tal expediente municipal , donde en base a las declaraciones de varios vecinos se le imputó al demandante que había colocado varias bolas envenenadas para eliminar animales dañinos en lugar inadecuado por su proximidad a una vivienda y a un pozo, así como haber abandonado el servicio del 21 al 27 de febrero de 1. 933 , por lo que los hechos se tipifican como falta grave que lleva aparejada la sanción de destitución .

Por el recurrente se negaron tales imputaciones presentando el correspondiente escrito de alegaciones y se justificó la imputación de abandono del servicio en los días expresados mediante la aportación de certificado médico de padecer la enfermedad de gripe .


En el escrito de contestación a la demanda se alega por el Ministerio Fiscal la procedencia de la excepción de incompetencia de jurisdicción , al considerar que la potestad administrativa que se enjuicia es de carácter discrecional , cual es , la destitución de empleado público que tiene la condición de armado .

El Tribunal manifiesta en el primer Considerando lo siguiente :


“ que la legislación aplicable al presente caso no es el Estatuto Municipal , sino la Ley Municipal de 2 de Octubre de 1. 877 , que en su artículo 74 , número 2º , deja a la exclusiva competencia de los Alcaldes el nombramiento y separación de los Agentes de vigilancia municipales que usen armas “.

Dicho órgano jurisdiccional sostiene , en consecuencia , que el Ayuntamiento de Teulada al resolver el acto impugnado , “ obró dentro de las atribuciones que le confieren el mencionado número segundo del artículo 74 de la Ley Municipal de 1. 877 , resolución ésta que tomó la mencionada Alcaldía , no de una manera caprichosa , sino después de haber tramitado un verdadero expediente del que resulta que el recurrente incurrió en faltas tan graves que justifican aquella resolución , y como si ello fuere poco , la expresada Autoridad dio cuenta de su resolución al Ayuntamiento Pleno .”

Se desestima este recurso confirmándose en sus términos el acuerdo que se impugna .

c.1.6.3. Ayuntamiento de Pedreguer 

Juan Fornés Carrió interpuso recurso contencioso-administrativo contra la providencia de la Alcaldía de Pedreguer del día 14 de octubre de 1. 930 , por la que se resolvió la destitución del actor en el cargo que ocupaba de Guarda Rural  
 .


En el primer Resultando de la sentencia se indica que la Alcaldía del municipio indicado con carácter previo a dictar la providencia que se recurre suspendió de modo cautelar de empleo y sueldo al actor , imputándole las faltas graves tipificadas en el artículo 109 del Reglamento de fecha 23 de agosto de 1. 924 , en su párrafos números 2º y 4º .Posteriormente se dictó la resolución de la Alcaldía que se recurre y que fue ratificada por el acuerdo plenario de fecha 11 de noviembre de 1. 930 . No consta que se instruyera ni tramitara expediente disciplinario al efecto .


En el escrito de contestación a la demanda por el Ministerio Fiscal se alega la procedencia de las excepciones de incompetencia de jurisdicción y defecto legal en el modo de proponer la demanda  .


El Tribunal en el primer Considerando no constata que concurra en este caso defecto en el modo de proponer la demanda desde una interpretación teleológica de la normativa procedente y mantiene como legislación aplicable al caso en función de la fecha en que se dictó el acuerdo recurrido , que se ratificó con posterioridad mediante acuerdo plenario al efecto , “ el Estatuto Municipal en toda su integridad , y como este en su artículo 150 , número 2 , determina que los agentes de vigilancia municipal que usen armas dependerán exclusivamente del Alcalde para su designación y separación … , dando cuenta al Ayuntamiento , encaja de lleno esta potestad en la que es discrecional de tales autoridades municipales … ; de aquí que el presente por no acomodarse al segundo de los requisitos que señala el párrafo segundo del artículo primero de la Ley de 22 de junio de 1. 894 no puede prosperar por falta de jurisdicción de este Tribunal para entender en el mismo .”

El Tribunal estima y declara procedente la excepción alegada por el Fiscal de incompetencia de jurisdicción en tanto se enjuicia una potestad de carácter discrecional .
c.1.6.4. Ayuntamiento de Campello 

Manuel Cantó Galiana interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Campello del día 29 de diciembre de 1. 934 , por el que se destituyó al actor en el cargo que ocupaba de Guarda Rural de dicho municipio 
 .

En el primer Resultando se indica que el acuerdo recurrido se resolvió tras tramitar el correspondiente expediente disciplinario contra el inculpado , imputándole diversas faltas graves .


El Tribunal en el primer Considerando de la sentencia establece el régimen jurídico aplicable al presente caso en los siguientes términos :


“ Que la legalidad actual sobre nombramiento y separación de los Agentes municipales que usan armas se encuentra encarnada en el artículo 74 de la Ley Municipal de de 2 de Octubre de 1. 877 , vigente en sus títulos I , II , III y VI por el Decreto-Ley de 16 de junio de 1. 931 , según el cual , dependerán aquellos exclusivamente del Alcalde en su nombramiento y separación , facultad discrecional nacida del carácter que concurre en los Alcaldes de Delegados del Gobierno para mantener el orden y proveer la seguridad pública .” 

En este sentido , en el segundo Considerando de la sentencia se afirma que la Alcaldía pudo separar al actor al amparo de la facultad discrecional indicada y establecida en el artículo 74 de la Ley Municipal de 1. 877 , pero además en este supuesto se tramitó contra el referido funcionario municipal un expediente disciplinario e imputándole determinados cargos al respecto tipificados como faltas graves en la legislación aplicable por negligencia en el ejercicio de su cargo  , por lo que se concluye :

“ es visto que fueron cumplidas incluso con exceso las formalidades legales exigidas para el caso , sin quebranto , por tanto , para los derechos administrativos del interesado .”

Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos el acuerdo recurrido .

c.1.6.5. Ayuntamiento de Jijona 

Daniel Plá López y Enrique Asensi Fernández interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Jijona del día 31de octubre de 1. 934 , por el que se les destituyó a los recurrentes de los cargos que ocupaban en la indicada Corporación municipal de Guardas Rurales 
 .


En el primer Considerando se cita la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 9 de abril de 1. 932 , con objeto de afirmar que la procedencia de la excepción de incompetencia de jurisdicción puede ser apreciada de oficio por el Tribunal de instancia , así como que resultan aplicables a este caso lo establecido en la Ley Municipal de 1. 877 y el Estatuto Municipal , en punto a que el nombramiento y separación de los agentes municipales armados constituyen facultades discrecionales del Alcalde , “ sin que a ello obsten las disposiciones del artículo 248 del Estatuto Municipal , ni las del Reglamento de Funcionarios Municipales que deben tenerse en cuenta , en cuanto no se opongan al número tercero del artículo 195 del Estatuto Municipal en relación con el número segundo del artículo 74 de la Ley Municipal de 1. 877 , y siendo ello así es evidente la procedencia de la excepción de incompetencia de jurisdicción , en atención a no concurrir en el presente caso los requisitos que se establecen en el artículo 1º de la Ley de esta Jurisdicción .”

El Tribunal declara procedente la excepción de incompetencia de jurisdicción apreciada de oficio por el mismo en atención al carácter discrecional de la potestad que se enjuicia . 
c.1.6.6. Ayuntamiento de Pego 

Pascual Morell Bay interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Alcaldía de Pego del día 20 de febrero de 1. 936 , por el que se destituyó al actor del cargo que ocupaba de Guarda Rural interino 
 .


El Tribunal en el primer Considerando de la sentencia centra su argumentación en los siguientes dos extremos .

De un lado , el carácter interino en que desempeña su cargo el actor , que determina que goce de muy limitados derechos a su favor en cuanto a su estabilidad en su empleo . Al respecto , la Ley Municipal de1. 935 sólo concede a los empleados municipales que ostenten nombramientos interinos , el derecho a figurar en los escalafones respectivos cuando cumplan los requisitos establecidos en la Disposición Adicional 4ª , en sus apartados c) y d) . El Tribunal constata que tales requisitos no operan en este caso respecto del actor , “ por lo que puede ser removido de dicho cargo y declararlo cesante según lo hizo el Alcalde de Pego por su Decreto de 20 de febrero último “ .
Por otra parte , el Tribunal no aprecia en este caso que se vulnere ningún derecho administrativo del recurrente en la resolución impugnada , así como se constata que la misma se dicta en ejercicio de facultades discrecionales que corresponden a la Alcaldía .

Se estima la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción apreciada de oficio por el Tribunal .

c.1.6.7. Ayuntamiento de Denia 

Pascual Pérez Gasquet interpuso recurso contencioso- administrativo contra la resolución del Tribunal a que se refiere el artículo 197 de la Ley Municipal de 1. 935 , que desestimó el recurso entablado por el actor contra el acuerdo del Ayuntamiento de Denia del día 13 de marzo de 1. 936 , por el que se suprimía la plaza de Guardia Municipal de campo que desempeñaba el actor con carácter interino 
 .


En el tercer Resultando de la minuta de la sentencia que se conserva se refleja que el actor fue nombrado con carácter interino para desempeñar la plaza de Guarda Rural el primero de agosto de 1. 934 , así como , con fecha 6 de julio de 1. 935 pasó a ocupar la plaza de Guarda Municipal de campo hasta que se acordó su cese en el indicado acuerdo plenario , de fecha 13 de marzo de 1. 936 , que se le comunicó el día siguiente .
 
Con fecha 4 de abril de 1. 936 interpuso el interesado recurso ante el Tribunal creado “ ex artículo 197 “ de la Ley Municipal de 1. 935 , contra el mencionado acuerdo plenario que resolvió su cese en el cargo en cuestión .


Obra en el quinto Resultando de la minuta citada que dicho Tribunal dictó sentencia el 18 de mayo de 1. 936 , donde se declara incompetente para conocer del asunto planteado desestimando el recurso interpuesto por razones estrictamente formales , en concreto , que la competencia del mismo se circunscribe exclusivamente a declarar la procedencia o no de las correcciones disciplinarias que podrían incurrir los funcionarios municipales por la comisión de faltas en el cumplimiento de sus deberes establecidos legalmente .


Consta que el demandante interpuso el recurso jurisdiccional que motiva la resolución del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo que se analiza con fecha 30 de mayo de 1. 936 .


El Fiscal en el escrito de contestación a la demanda , formulado con fecha 5 de abril de 1. 942 , alegó la procedencia de la excepción perentoria de prescripción de la acción , con fundamento que dicho recurso se interpuso de forma extemporánea .


En el tercer Considerando el Tribunal constata que el actor interpuso el preceptivo recurso de reposición , con fecha 18 de marzo de 1. 936 , ante el Ayuntamiento de Denia contra el acuerdo impugnado ,  precisando al respecto lo siguiente :


“ dicho recurso al no ser resuelto por el expresado Ayuntamiento dentro del plazo de 15 días , que para ello establece el artículo 218 del expresado Estatuto Municipal , se entendió desestimado en aplicación del principio de la doctrina del silencio administrativo , por lo que , al transcurrir otros quince días siguientes , al plazo para dictarlo , debió el interesado acudir a esta jurisdicción , mediante la interposición del presente recurso , lo que no realizó hasta el día 30 de mayo de 1. 936 , por lo que es visto , había transcurrido con notorio exceso el plazo para la dicha interposición .” 

Al efecto también se añade en el cuarto Considerando lo siguiente :


“ no puede argumentarse en contra de lo expuesto , el hecho que D. Pascual Pérez Gasquet  interpusiera recurso ante el Tribunal creado por el artículo 197 de la Ley Municipal de 1. 935 , toda vez , que este Tribunal resulta incompetente para conocer de este caso y así lo expresó en su resolución de 18 de mayo de 1. 936”. 

Se estima la procedencia de la excepción perentoria de prescripción de la acción alegada por el Ministerio Fiscal , en el sentido que cuando el actor interpuso el presente recurso ya había prescrito la acción para su interposición .
c.2. Cuerpo de Secretarios de Ayuntamiento 
c.2.1. Ayuntamiento de Hondón de la Nieves 

Felipe Valera Fresneda interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno del día 4 de agosto de 1. 925 , por el que se confirmaba el acuerdo de la Comisión Permanente de dicha Corporación de suspender al actor de empleo y sueldo por el término de treinta días en el cargo que ocupaba de Secretario del Ayuntamiento y también se resolvía destituirle en el mismo 
 .


Se refleja en la sentencia que con carácter previo a adoptar el Ayuntamiento el acuerdo que se impugna se resolvió la suspensión cautelar de empleo y sueldo del recurrente y se instruyó expediente disciplinario contra el mismo , donde se formularon diversos cargos imputándole falta de respeto e insubordinación a la Alcaldía , proponiéndose por el Concejal instructor la sanción de suspensión de empleo y sueldo al expresado funcionario en dicho cargo , que se acordó por la Comisión Permanente con fecha de 7 de julio de 1. 925 previa audiencia del inculpado y que motivó el acuerdo plenario que se impugna .

El Tribunal analiza la legalidad del acuerdo plenario que recurre Valera Fresneda en sus dos aspectos de su parte dispositiva , es decir , la destitución que se dicta del actor en su cargo y la ratificación expresada del acuerdo de la Comisión Permanente indicado .

Por lo que hace a la destitución del actor que se acuerda en su cargo , se manifiesta en el primer Considerando :


“ el Ayuntamiento Pleno resolvió por el acuerdo recurrido la destitución del Secretario reclamante , faltando abiertamente a lo establecido en el párrafo 2º del artículo 51 del Reglamento de Secretarios y empleados municipales citado ; puesto que solamente pudo resolverse en tal momento procesal que se ampliara el expediente para elevar la suspensión a destitución ; deduciéndose de todo lo expuesto que el acuerdo recurrido es improcedente.” 

En cuanto al extremo de ratificar lo que resolvió la Comisión Permanente , se sostiene en el segundo Considerando de la sentencia lo que sigue :


“ el Secretario recurrente consistió el acuerdo de la Comisión municipal permanente de siete de julio de mil novecientos veinticinco que le impuso dicha corrección , puesto que no formuló contra el mismo el recurso de reforma preparatorio del contencioso-administrativo .”

El Tribunal confirma en sus propios términos la parte del acuerdo recurrido de fecha 4 de agosto de 1. 925 , en el extremo de la suspensión del actor en su cargo por treinta días ya que fue consentida por el mismo , así como se revoca la parte de tal acuerdo en la referido a la destitución resuelta del mismo , declarando su derecho a exigir el sueldo no percibido desde su indebida destitución del cargo que ocupaba  a contar desde el día siguiente en que transcurrieron los treinta días de su legal suspensión de empleo y sueldo .

Por el Ministerio Fiscal se interpone recurso de apelación ante el Tribunal Supremo , que dicta sentencia con fecha 28 de marzo de 1. 928 , por la que se desestima dicho recurso confirmando en sus términos la sentencia apelada .

c.2.2. Ayuntamiento de Hondón de los Frailes 

José Manresa Pomares interpuso recurso contencioso-administrativo contra los acuerdos del Ayuntamiento de Hondón de los Frailes de 8 y 20 de agosto  de 1. 931 , por los que se denegó la solicitud del recurrente que se declarase caducada la suspensión que en su cargo de Secretario del Ayuntamiento le había sido impuesta y se resolvió su destitución en dicho cargo , respectivamente 
 .


En el primer Resultando de la minuta de sentencia  existente se acredita que por el Presidente de la Comisión Gestora de dicho Ayuntamiento se resolvió , mediante providencia de fecha 19 de mayo de 1. 931 , la suspensión cautelar de empleo y sueldo del recurrente en el cargo que ocupaba , que se ratificó por la Comisión Gestora por acuerdo de 21 de mayo de 1. 931 y asimismo se resolvió tramitar el correspondiente expediente disciplinario para depurar las responsabilidades a que hubieren lugar .

Existe referencia a que el Concejal instructor que tramitó el indicado expediente disciplinario no formuló cargo alguno contra el demandante respecto a las denuncias iniciales que se presentaron de desobediencia a la Alcaldía y abandono del servicio y no realizó propuesta de responsabilidad contra el mismo .


Por Manresa Pomares se presentó escrito ante la Alcaldía con fecha 31 de julio de 1. 931 , por el que solicitaba que se declarara la caducidad de la suspensión de empleo y sueldo que contra el mismo se decretó y fuera reintegrado en el cargo que ocupaba en propiedad , al tiempo que pedía la percepción de los haberes dejados de ingresar a partir del mes en que se cumplió tal medida cautelar .


Por acuerdo de la Comisión Gestora de 20 de agosto de 1. 931 se acordó la destitución del recurrente en dicho cargo y se ratificó la suspensión acordada .


El Ministerio Fiscal se allanó a la demanda .


El Tribunal en el primer Considerando examina la imputación de desobediencia a la Alcaldía del actor , manifestando que no se considera probada que tal falta fuera grave a efectos de su tipificación en el artículo 237 del Estatuto Municipal y el artículo 49 , párrafo 2º , del Reglamento de Secretarios y Empleados municipales de fecha 23 de agosto de 1. 924 , precisando el Tribunal “ que la desobediencia que se le imputa al actor , puede , a lo sumo , constituir falta definida en el número segundo del artículo 50 del repetido Reglamento que es una de las faltas leves , según las califica dicho precepto .” Del mismo modo se pronuncia dicho órgano jurisdiccional en punto a la imputación de abandono de servicio por el demandante .

Asimismo se considera que en el presente caso concurren causas que determinan la nulidad de lo actuado , cuales son , que el instructor no formuló propuesta arreglada a los cargos resultantes y no se pudo dar cumplimiento de su traslado al imputado , todo ello a los efectos establecidos en el artículo 52 del Reglamento de Secretarios y Empleados municipales meritado , en sus párrafos 3º y 4º .


El Tribunal declara la nulidad de los acuerdos impugnados y se ordena que se reintegre al actor en su cargo , abonándole los haberes dejados de percibir indebidamente desde que se acordó su suspensión de empleo y sueldo .

c.2.3. Ayuntamiento de Rafal 

José Valero Uríos interpuso recurso contencioso-administrativo contra los acuerdos del Ayuntamiento de Rafal de los días 4 de noviembre de 1. 931 y de 23 de enero de 1. 932 , por los que se suspendió de empleo y sueldo al actor , así como , se le destituyó del cargo que ocupaba de Secretario de dicho Ayuntamiento , respectivamente 
 .


Por lo que hace al primer acuerdo mencionado en el segundo Considerando de la sentencia se precisa lo que sigue :


“ es visto que el mismo no causó estado y sólo debe tenerse en cuenta a los efectos del tiempo de suspensión .”

En lo atinente al segundo acuerdo indicado destacan como cargos imputados al actor en el expediente instruido al efecto que determinaron su destitución según se refleja en el cuarto Considerando :


“ En primer lugar , que en la sesión plenaria celebrada con fecha 29 de octubre de 1. 931 fue requerido el actor para que extendiera en el libro de actas la correspondiente a la sesión celebrada el 14 de septiembre de 1. 931 , en la que se acordó formarle expediente y se opuso a cumplir dicho requisito .

En segundo lugar , el incumplimiento de su obligación de leer las actas de las sesiones en su inicio , dejar blancos , no autorizar con su firma muchas de dichas actas , no tener diligencia de apertura , ni sello , ni rúbrica las hojas del mencionado libro de actas .”

En el sexto Considerando mantiene el Tribunal respecto del primer cargo imputado al actor :


“ que la negativa del recurrente a extender en el libro de actas y en la sesión del 14 de septiembre de 1. 931 , el acuerdo de formarle expediente , no puede considerarse como falta de ninguna clase , porque tratándose de asunto que tan directa y contrariamente le afectaba su incompatibilidad …”

Y en el octavo Considerando se analizan los cargos mencionados anteriormente en segundo lugar concluyendo del siguiente tenor :


“ que las informalidades y omisiones en el libro de actas que se reseñan deben considerarse como falta leve comprendida en el tercer y último número del artículo 50 del Reglamento de 23 de Agosto de 1. 924 , y sancionarse con una multa de haber de diez días , conforme previene el artículo 51 de la misma disposición reglamentaria .”

Se ha desestimado el presente recurso en la parte referida al acuerdo plenario de fecha 4 de noviembre de 1. 931 que se confirma en sus términos , así como dicho Tribunal estima dicho recurso en lo que se refiere al acuerdo plenario de fecha 23 de enero de 1. 932 que se revoca íntegramente , declarando como sanción aplicable al actor por la comisión de la infracción leve de falta de laboriosidad y celo en el desempeño en el cargo la de multa por el haber de diez días , siendo indebida  la destitución y suspensión en cuanto excede de dos meses . Asimismo se reconoce el derecho del actor a su reposición en el cargo y al percibo de los haberes que dejó de cobrar indebidamente .


Por la parte coadyuvante que representaba al Ayuntamiento de Rafal se interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra la descrita sentencia  del que desistió con posterioridad .

c.2.4. Ayuntamiento de Jacarilla 

Lorenzo Albadalejo Bernicola interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Jacarilla del día 2 de mayo de 1. 932 , por el que se destituyó al actor del cargo de Secretario en propiedad de la referida Corporación municipal por la imputación de haber cometido varias faltas graves 
.

En el primer Resultando de la minuta de la sentencia se alude a que consta oficio del Gobierno Civil de la provincia de fecha 20 de febrero de 1. 932 , al que se adjunta el pliego de cargos contra el demandante formulado por el Sr. Delegado de la mencionada Autoridad provincial como consecuencia de la inspección practicada por el mismo en las dependencias municipales , imputándole un total de cincuenta y cuatro cargos por falta de diligencia en el ejercicio del cargo .


Por acuerdo del Ayuntamiento Pleno de fecha 28 de febrero de 1. 932 se resolvió reiterar la suspensión de empleo y sueldo del actor en su cargo acordada el anterior 2 de febrero , por atribuirle diversas irregularidades en el ejercicio de su función pública .También en dicho acuerdo plenario se acordó designar instructor para que tramitara el correspondiente expediente disciplinario , donde se propuso la destitución del recurrente por haber cometido diversas faltas tipificadas como graves . El acuerdo plenario de 2 de mayo de 1. 932 se adopta en sesión de carácter extraordinaria  convocada al efecto y se vota por unanimidad de los miembros integrantes del Ayuntamiento .


El actor en el escrito de demanda solicita del Tribunal que declare la nulidad del acuerdo impugnado con fundamento en que se ha incumplido el plazo máximo establecido legalmente para permanecer suspendido de empleo y sueldo, al tiempo que se niegan los hechos imputados .


En el primer Considerando se indica lo siguiente :


“ Que la cuestión relativa a la nulidad o validez del expediente administrativo a virtud de haber sido resuelto en un plazo mayor de dos meses , no ofrece dificultad alguna puesto que no existe precepto legal que establezca la nulidad .”

En este sentido , prosigue el Tribunal su razonamiento que el artículo 51 del Reglamento de Secretarios de Ayuntamiento de 23 de agosto de 1. 924 prescribe el referido plazo para la resolución de tales expedientes disciplinarios incoados contra dichos funcionarios  , pero no contempla como sanción por su incumplimiento la nulidad de lo actuado ni lo resuelto en el expediente .


En el segundo Considerando se entienden probadas las faltas graves imputadas al actor .


El Tribunal ha desestimado el presente recurso respecto del acuerdo de destitución impugnado , si bien declara el derecho del recurrente a percibir los haberes correspondientes por los días que ha permanecido en suspensión de empleo y sueldo superando el plazo de los dos meses preceptivos para dictar resolución en el meritado expediente .

c.2.5. Ayuntamiento de Albatera 
Domingo Berná Martínez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Albatera del día 31 de octubre de 1. 931 , por el que se destituyó al recurrente en el cargo de Secretario en propiedad de dicho Ayuntamiento 
 .


En el segundo Resultando de la sentencia que se conserva existe referencia a que por decreto de la Alcaldía de 8 de agosto de 1. 931 se suspendió al recurrente de empleo y sueldo en la plaza que ocupaba por treinta días , que se ratificó por acuerdo plenario imputándole varias faltas graves de falta de diligencia en el ejercicio del cargo .

También por acuerdo del Ayuntamiento Pleno de fecha 5 de septiembre de 1. 931 se elevó la suspensión decretada a destitución , por lo que se nombró Concejal-instructor para tramitar el correspondiente expediente disciplinario y se amplió el plazo de suspensión de empleo y sueldo del actor a dos meses , de conformidad con lo dispuesto en el artículo 51 del Reglamento de Funcionarios Municipales de 23 de agosto de 1. 924 .
Queda reflejado que se remitió informe del Colegio provincial de Secretarios donde se indica que la tramitación del expediente no ha sido la establecida legalmente y que no se consideran probadas las faltas graves imputadas al recurrente , por lo que se propone que se declare la nulidad de lo actuado .


Con posterioridad se resuelve dictar el acuerdo plenario que se recurre .


En el segundo Considerando sostiene el Tribunal :


“ se observa en primer término la ausencia total y completa de toda justificación , documentos e informaciones de los cargos que se hacen al funcionario corregido Sr. Berná Martínez contra lo que expresamente determina el párrafo 2º del artículo 52 del Reglamento de Secretarios y empleados Municipales … , y como este niega el contenido y veracidad de casi todos ellos , no obstante lo cual nada se hace por el instructor para poner de manifiesto documental o testificalmente sus asertos .” Al respecto se concluye :

“ el acuerdo destitutorio recurrido descansa sólo en afirmaciones completamente gratuitas desprovistas de todo fundamento .”

Y en el cuarto Considerando el Tribunal sostiene que “ la aludida falta de justificaciones probatorias no es falta procesal que pueda subsanarse “ , por lo que se entiende que la misma determina un vicio de nulidad de pleno derecho respecto del procedimiento materializado .


Se estima el presente recurso revocando el acuerdo recurrido , así como , se ordena la reposición del actor en su cargo y el derecho a cobrar los haberes dejados indebidamente de percibir desde que se decretó sus suspensión cautelar en la plaza indicada .

c.2.6. Ayuntamiento de Benejama 

Eleuterio Pérez Calabuig interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Benejama del día 22 de agosto de 1. 933 , por el que se destituyó al recurrente del cargo que ocupaba de Secretario del Ayuntamiento 
 .


En el primer Resultando de la minuta de sentencia aparece que se decretó por la Alcaldía citada la suspensión de empleo y sueldo del actor por treinta días con fecha 1 de abril de 1. 933 , por falta de diligencia en la llevanza del Libro de Actas de las sesiones plenarias .Por acuerdo plenario de fecha 15 de abril de 1. 933 se ratificó el indicado decreto de la Alcaldía y se acordó elevar el expediente de suspensión a destitución , nombrando al efecto a un Concejal –instructor que tramitara el expediente disciplinario correspondiente .El citado instructor formula pliego de cargos imputándole al inculpado diversas faltas graves y proponiendo como sanción su destitución , así como , su declaración de incapacidad para ejercer el citado cargo .


Con fecha 28 de julio de 1. 933 presenta el actor escrito en el registro municipal solicitando su reincorporación al cargo que ostentaba y peticionando que se declarara la nulidad del expediente disciplinario que se le instruyó , ya que se resolvió incumpliendo el plazo máximo de los dos meses establecido legalmente para dictar resolución en el mismo , así como que se le abonen los haberes dejados de percibir . Por acuerdo plenario del indicado día 22 de agosto de 1. 933 , se resuelve desestimar las peticiones del actor y se le declara incapacitado para el ejercicio del cargo que ostentaba al considerarle deudor de fondos municipales .


El demandante en su escrito de demanda basaba la nulidad del expediente instruido en que no se solicitó el preceptivo informe del Colegio provincial de Secretarios y que para declararle incapacitado no se le concedió audiencia previa .


El Tribunal en el primer Considerando constata que el Concejal-instructor del expediente disciplinario omitió “ dar cumplimiento a la Real Orden de 14 de noviembre de 1. 930 , declarada vigente como precepto reglamentario por el Decreto de 16 de junio de 1. 931 , en cuanto preceptúa como requisito esencial que debe inexcusablemente concurrir en todo expediente que los Ayuntamientos instruyan , tanto de suspensión como de separación de Secretarios , la de que con anterioridad a su resolución se informe en los mismos por el Colegio Oficial de Secretarios de la provincia .”

También queda constatado en el segundo Considerando que el acuerdo recurrido se resolvió declarando al actor incurso en un motivo de incapacidad sin darle la preceptiva audiencia por término de quince días de tal propuesta del instructor del expediente , en concreto , “ por considerarlo incurso en el motivo de incapacidad señalado en el número sexto del artículo 230 del Estatuto Municipal e igual número del 34 del Reglamento de Secretarios de 23 de agosto de 1. 924 .” Dicho trámite de audiencia resulta preceptivo a tenor de lo dispuesto en los preceptos que se citan a continuación :

“ artículos 236 del Estatuto Municipal , 52 del Reglamento citado e igualmente exigido por los casos de incapacidad e incompatibilidad por imperio de lo establecido en el artículo 36 del predicho Reglamento de Secretarios .”

Se concluye en el tercer Considerando que la falta de observancia de los dos indicados trámites “ llevan consigo la declaración de nulidad de los acuerdos objeto del presente recurso .”

Se estima el recurso interpuesto por el actor y se ordena su reposición en el cargo que ocupaba el mismo , declarándose el derecho a percibir los haberes pertinentes desde que se decretó su indebida suspensión de empleo y sueldo .

c.2.7. Ayuntamiento de Guardamar del Segura 

Juan Rodríguez Cervera interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Guardamar del Segura del día 14 de septiembre de 1. 932 , por el que se destituye al recurrente del cargo de Secretario en propiedad que ocupaba en dicho Ayuntamiento 
 .


En el primer Resultando se refleja que por acuerdo plenario de fecha 15 de julio de 1. 932 se resolvió instruir expediente disciplinario al Secretario , ya suspenso en su funciones , a cuyo efecto se nombró Concejal –instructor para tramitar dicho expediente , imputándole al recurrente negligencia respecto a la distracción de dos fianzas que debían ser custodiadas por el actor . El instructor formuló diversos cargos contra el inculpado como autor de varias faltas graves en el ejercicio del cargo que desempeñaba , proponiendo su destitución y su declaración de incapacidad . Consta que se personaron en este pleito en calidad de coadyuvantes varios vecinos de la localidad . También obra que el acuerdo recurrido se resolvió con la asistencia y voto de seis de los once Concejales que componen la Corporación municipal .


El Tribunal en el primer Considerando centra las diversas cuestiones objeto del presente recurso contencioso-administrativo , a saber : que no se solicitó el preceptivo informe del Colegio de Secretarios de la provincia , el quórum de asistencia y votación del acuerdo impugnado  y si puede considerarse probada la gravedad de las faltas imputadas al actor .

Respecto a la primera cuestión se manifiesta que al no requerir el Ayuntamiento el preceptivo informe que se indicó anteriormente y que se exige por la Real Orden de 14 de noviembre de 1. 930 , el expediente adolece del vicio de nulidad .

En lo atinente al quórum concurrente y exigido para la votación del acuerdo plenario en cuestión , se indica que por imperativo de lo dispuesto en el artículo 236 del Estatuto Municipal , “ resulta preciso reunir el voto favorable de dos tercios de los mismos , para que aquel acuerdo tenga validez … resulta que de los once Concejales , las dos terceras partes son ocho .” E incluso , a tenor de lo dispuesto en el artículo 53 del Reglamento de Funcionarios Municipales de 23 de agosto de 1. 924 , “ cuando el número de Concejales no sea exactamente divisible por tres se computará la fracción a favor del Secretario , se deduce que … a la expresada sesión sólo asistieron seis miembros , en vez de los nueve que como mínimo exige el mencionado precepto … Doctrina corroborada por sentencia del Tribunal Supremo de 13 de octubre de 1. 928 .” En consecuencia , “ procede declarar la nulidad de la sesión y acuerdo tomado en la misma .”
Y por lo que hace a la gravedad de las faltas imputadas , sostiene el Tribunal “ que no aparecen demostradas por una prueba plena que lleve al ánimo la convicción de culpabilidad .”

Se estima el recurso interpuesto por el actor y se ordena su reposición en el cargo que ocupaba , declarándose el derecho a que se le abonen los haberes dejados de percibir indebidamente desde que se decretó su indebida suspensión de empleo y sueldo .


Por la parte coadyuvante integrante por diversos vecinos del municipio se interpuso recurso de apelación contra la indicada sentencia del que posteriormente desistió .

c.2.8. Ayuntamiento de Benisa 

Juan Bautista de la Cruz Piñero y Medina interpuso recurso contencioso-administrativo contra los siguientes acuerdos del Ayuntamiento Pleno de Benisa : de  25 de agosto de 1. 932 , por el que se declaró la suspensión de empleo y sueldo del recurrente en el cargo que desempeñaba de Secretario del Ayuntamiento y del día 29 de septiembre de 1. 932 , por el que se le destituyó del referido cargo 
 .

En los Resultandos de la sentencia existe referencia a que los referidos acuerdos dieron lugar a sendos recursos jurisdiccionales , que se acumularon mediante Auto del Tribunal Provincial de lo Contencioso-administrativo de fecha 25 de mayo de 1. 934 .


También se refleja que el actor mediante escrito de fecha 18 de noviembre de 1. 932 presentó su dimisión en el cargo que ocupaba , que se aceptó por acuerdo plenario de fecha 23 de noviembre de 1. 932 y el actor percibió el 15 de diciembre de 1. 932 un total de ochocientas noventa y siete pesetas por sus haberes .


El Tribunal en el primer Considerando manifiesta que la aceptación por el Ayuntamiento Pleno de la dimisión del actor no puede en ningún caso interpretarse como una renuncia al recurso jurisdiccional que interpuso , por lo que se estima que no existe ningún óbice para entrar en el fondo de los referidos recursos .


En el segundo Considerando se analiza la legalidad del acuerdo plenario de fecha 29 de septiembre de 1. 932 por el que se destituyó al actor , en este sentido de conformidad con lo prescrito en el artículo 236 del Estatuto Municipal y en el artículo 53 del Reglamento de 23 de Agosto de 1. 924 , se precisa el voto favorable de los dos tercios de los Concejales que integran la Corporación y cuando dicho número no sea divisible por tres , la fracción se computará a favor del Secretario :


“ por todo lo cual , si el Ayuntamiento de Benisa lo forman catorce Concejales , es visto , que para la validez del acuerdo de destitución del Secretario , precisaba la asistencia a dicha sesión extraordinaria de once Concejales y como no concurrieron más que diez , el referido acuerdo … debe reputarse nulo y sin ningún valor , ni efecto .” 

En el tercer Considerando el Tribunal entiende que el acuerdo de suspensión de empleo y sueldo del cargo que ocupaba el actor que se recurre debe entenderse como medida de prevención y no como sanción , es decir , se trata de un acto de mero trámite “ que no reúne los requisitos exigidos en las leyes para que contra el mismo pueda interponerse recurso contencioso-administrativo .”

Se ha estimado el recurso interpuesto por el actor respecto del acuerdo plenario de 29 de septiembre de 1. 932 que se declara nulo y sin efecto legal , así como se desestima el recurso interpuesto contra el acuerdo de suspensión del actor de empleo y sueldo de 25 de agosto de 1. 932 por no tratarse de un acuerdo definitivo .

c.2.9 Ayuntamiento de Polop 

José Soler Mayor interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo adoptado por el Ayuntamiento de Polop de fecha 16 de octubre de 1. 934 , por el que se separó al recurrente del cargo de Secretario de dicha Corporación que desempeñaba  con carácter interino 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se indica que el acuerdo recurrido se fundamenta en que el nombramiento del actor como interino no podría durar legalmente más de seis meses . 

El Tribunal en el primer Considerando mantiene al respecto lo siguiente :


“ los Secretarios interinos de Ayuntamiento son nombrados por tiempo legalmente limitado , puesto que deben cesar en  el cargo , que es el caso de autos , al proveerse la plaza en propiedad , no pudiendo nunca la interinidad exceder del plazo de seis meses .” Todo ello a tenor de lo dispuesto por el artículo 1 , párrafo 3º , de la Ley de 22 de junio de 1. 894 y el artículo 30 del Reglamento de Funcionarios Municipales de fecha 23 de agosto de 1. 924 .

Respecto a las garantías que le corresponden al actor para adoptar el acuerdo  impugnado , el Tribunal en el segundo Considerando precisa que el Decreto de fecha 13 de abril de 1. 934 , que alega en su amparo el recurrente , no resulta de aplicación al caso , dado que “ la condición de inamovilidad que establece el mismo a favor de los funcionarios municipales interinos no alcanza a aquellos que ejercen funciones temporales .”

Se declara la incompetencia de jurisdicción para conocer del presente recurso , con fundamento en que el actor carece de un derecho preexistente que pueda ser lesionado por el acuerdo impugnado . 

c.2.10. Ayuntamiento de San Miguel de Salinas 

Angel Pérez Munuera interpuso recurso contencioso-administrativo contra los siguientes acuerdos del Ayuntamiento de San Miguel de Salinas : del día 21 de junio de 1. 934 , por el que se suspendió de empleo y sueldo al actor por treinta días en el cargo que ocupaba de Secretario del Ayuntamiento en propiedad ; de 10 de agosto de 1. 934 , por el que se le declara al mismo inhabilitado para ejercer el citado cargo en tanto se tramita el expediente destitución que se acordó y de 11 de octubre de 1. 934 , por el que se destituyó al actor del indicado cargo 
 .


En los Resultandos de la sentencia se da constancia que el actor interpuso tres recursos contencioso-administrativos y mediante Auto del Tribunal Provincial de fecha 18 de febrero de 1. 935 se acordó su acumulación .

Dicho órgano jurisdiccional analiza el alcance y eficacia de los acuerdos recurridos en el presente recurso  en los términos que siguen .


Respecto del acuerdo de fecha 21 de junio de 1. 934 , se manifiesta en el primer Considerando que el mismo “ viene a constituir una resolución de trámite , no recurrible en este procedimiento porque no pone término al asunto ni hace imposible su continuación , es decir , por no causar estado “.

En lo atinente al acuerdo plenario de 10 de agosto de 1. 934 , se entiende en el segundo Considerando que “ sólo tiene un alcance exclusivamente procesal , esto es , durante la tramitación del expediente de destitución y a consecuencia de la suspensión previa acordada …por lo que tampoco puede estimarse que causara estado tal resolución .”

Por lo que hace al acuerdo de fecha 11 de octubre de 1. 934 , el Tribunal tras el análisis de los antecedentes obrantes en el expediente municipal de autos entiende que concurren dos motivos que determinan la nulidad del indicado tercer acuerdo en cuestión :
De una parte , no se constata que se haya concedido la preceptiva audiencia al funcionario inculpado , que exigen los artículos 236 del Estatuto Municipal y 111 del Reglamento de Empleados municipales de 23 de agosto de 1. 924 , en la forma prevenida en los artículos 36 y 37 del Reglamento de fecha 29 de julio de 1. 924 , de procedimiento económico-administrativo , ya que : “ no se justificó en debida forma que dejara el inculpado el domicilio conocido y en el que se practicaron diligencias en el propio expediente , ni tampoco consta que se ignorara su paradero motivadamente .”
Por otra parte , se “ observa la falta de la aportación del informe del Colegio Oficial del Secretariado de la provincia exigido , bajo nulidad en la Real Orden de 14 de noviembre de 1. 930 , en trámite posterior a de audiencia .”

Se declara la incompetencia del Tribunal para conocer los dos primeros acuerdos que se impugnan en este recurso por los motivos indicados , así como se estima el recurso interpuesto respecto del tercer acuerdo declarándose la nulidad del mismo , ordenando reponer el expediente al trámite de vista y audiencia al interesado . También se declara el derecho del actor a percibir los haberes correspondientes en lo que exceda del plazo de los dos meses de suspensión de empleo y sueldo .
c.2.11 Ayuntamiento de Tárbena 

Juan  Marí Mora interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Tárbena del día 9 de abril de 1. 936 , por el que se anula el nombramiento del actor como Secretario de dicho Ayuntamiento 
.

En el primer Resultando de la sentencia se reflejan los siguientes hechos :

“ 1º Que el Ayuntamiento de Tárbena se hallaba en situación de mancomunización con el Ayuntamiento de Bolulla y cuya agrupación mancomunada tenía un Secretario común . 2º Que el Ayuntamiento de Tárbena decidió en sesión municipal de 22 de mayo de 1. 924 que cesara esa mancomunidad al sólo efecto del Secretario común . 3º Que en sesión de 29 de septiembre de 1. 935 dicho Ayuntamiento de Tárbena acordó designar como Secretario de aquella Corporación al concursante D. Juan Marí Mora .4º Que el tan repetido Ayuntamiento de Tárbena en sesión de 9 de abril de 1. 936 acordó , entre otros particulares y basado en cierto expediente instruido por la Corporación , la destitución del expresado Secretario , el citado D. Juan Mora Marí , a pretexto de haberse cometido en su nombramiento irregularidades de índole administrativa “.

En el segundo Considerando el Tribunal analiza la incidencia que tiene en este recurso el hecho que el actor fue repuesto en el cargo tras finalizar la Guerra Civil española , manteniendo dicho Tribunal que este recurso todavía tiene virtualidad respecto a la circunstancia concurrente que el actor no ha percibido sus haberes desde que se decretó la suspensión de empleo y sueldo hasta la fecha de su reposición en el cargo , así como al reconocimiento de la antigüedad del actor en el mismo .


En el tercer Considerando el Tribunal mantiene que el acuerdo que se impugna , que materialmente supone la destitución del actor en el cargo que ocupaba , supone una vulneración “ manifiesta del contenido del artículo 202 de la Ley Municipal vigente …pues para decidir la destitución que impuso , el Ayuntamiento debía haber cumplido los requisitos de los artículos 49 y siguientes del Reglamento de 23 de agosto de 1. 924 que ha declarado vigente la disposición transitoria Décima de la mentada ley Municipal , y como se da la circunstancia que en el caso de la destitución discutida no se han cumplido ninguno de los postulados de los artículos del Reglamento antes citado , es evidente que la destitución de D. Juan Marí Mora se llevó a cabo contra derecho .”

El Tribunal estima el presente recurso declarando que procede revocar el acuerdo impugnado y mantener en sus términos el adoptado con fecha 29 de septiembre de 1. 935 por el que se nombró al actor . Al tiempo se declara al actor repuesto en su cargo ,  se le reconoce el derecho a percibir los haberes correspondientes desde que se decretó su suspensión de empleo y sueldo de forma indebida , así como se declara que tal reposición en el cargo tendrá sus efectos legales para todos los derechos de antigüedad desde la fecha de su primer nombramiento , considerándose como interrumpidos sus servicios administrativos hasta la fecha de su reposición .
c.2.12 Ayuntamiento de Benejuzar 

José María Hernández Vallcanera interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Benejuzar del día 13 de abril de 1. 936 , por el que se destituyó al actor del cargo de Secretario del Ayuntamiento 
 .

En el primer Resultando de la sentencia se menciona que el acuerdo que se impugna se dictó sin que aparezca expediente administrativo de destitución como es preceptivo .


También obra en el cuarto Resultando que el actor fue repuesto en el cargo que ocupaba con fecha 14 de abril de 1. 939 , así como , que solicitó el abono de los sueldos que dejó de percibir durante el tiempo que duró su destitución al amparo del Decreto de la Presidencia del Gobierno de fecha 25 de agosto de 1. 939 .

El Tribunal precisa en el primer Considerando de la sentencia que la omisión de la instrucción del preceptivo expediente disciplinario con carácter previo a resolver el acuerdo impugnado , supone que dicha Corporación “ desconoció e infringió la garantía establecida para los funcionarios municipales … conforme a lo dispuesto en los artículos 194 , 195 y 196 de la Ley Municipal vigente , por lo que dicho acuerdo carece de validez .”

El Tribunal ha estimado el presente recurso revocando el acuerdo recurrido y declara conforme a derecho la reposición ya efectuada materialmente , así como el derecho del mismo a percibir los haberes que hubiere devengado desde que se acordó su destitución indebida .

c.2.13 Ayuntamiento de Relleu 

José Box Gascón interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Relleu de fecha 22 de diciembre de 1. 934 , por el que se resolvió destituir al recurrente del cargo de Secretario de dicho Ayuntamiento 
 .

En el primer Resultando de la Sentencia se menciona que por acuerdo de la Comisión Gestora de dicha Corporación municipal de fecha 15 de septiembre de 1. 934 , se acordó suspender al actor de empleo y sueldo por un término de treinta días en el cargo que ocupaba , así como que se instruyera el correspondiente expediente administrativo en averiguación de las responsabilidades que pudieran corresponderle .


El recurrente con fecha 18 de septiembre de 1. 934 presentó escrito ante el Ayuntamiento indicado solicitando su reposición en el cargo , resolviéndose el acuerdo que se impugna en este recurso .


El Tribunal en el primer Considerando constata que el demandante no interpuso el preceptivo recurso de reposición contra el indicado acuerdo que se recurre , por lo que tal circunstancia supone una vulneración manifiesta de lo dispuesto al efecto en “ los artículos 255 del Estatuto Municipal y 30 del Reglamento de Procedimiento municipal de 23 de Agosto de 1. 924 .”

Se ha desestimado el presente recurso confirmándose en sus términos el acuerdo municipal impugnado . 

c.3. Personal sanitario 
c.3.1. Cuerpo de Médicos Titulares e Inspectores Municipales de Sanidad 
c.3.1.1 Gobierno Civil de la provincia 

Eduardo Sastre Cortés interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución del Sr. Gobernador Civil de la provincia del día 29 de diciembre de 1. 914 , por la que confirmaba un acuerdo de la Junta municipal de Asociados de Hondón de las Nieves de fecha 5 de abril de 1. 914 , que separó del cargo de Médico Titular de dicho municipio al actor 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se refleja que la indicada Junta Municipal de Asociados adoptó el mencionado acuerdo previa instrucción y tramitación del correspondiente expediente informativo con audiencia del inculpado , iniciándose el mismo en base a las quejas que presentaron diversos vecinos de la localidad por la falta de asistencia que padecían . También se hace referencia en tal Resultando , que el acuerdo impugnado del Sr. Gobernador Civil  se produjo como resolución a un recurso de alzada que interpuso el actor contra el precitado acuerdo de dicha Junta Municipal .


En el cuarto Resultando se alude a que el Tribunal practicó la prueba testifical y documental solicitadas por el actor .

El primer Considerando contiene el siguiente tenor :


“ Que el número sexto del artículo cuarenta y tres del Reglamento de once de octubre de mil novecientos cuatro ya invocado exige para la separación de Médicos Titulares :  Primero , formación de expediente previo donde se justifiquen los cargos ; Segundo , que se dé audiencia al interesado ; y Tercero , que el acuerdo de separación lo tomen las dos terceras partes de los individuos que compongan el Ayuntamiento y la Junta de Asociados , cuyos requisitos , en el caso de autos , se han cumplido estrictamente como así consta en el expediente gubernativo que corre unido a estas actuaciones en cuerda floja .”

En el tercer Considerando el Tribunal constata que el plazo de audiencia concedido al inculpado en el meritado expediente fue de veinticuatro horas , por lo que no se aplicó el plazo establecido en el artículo 10 de la Ley de 19 de octubre de 1. 889 , de Bases de Procedimiento Administrativo , precisando al respecto dicho órgano jurisdiccional :


“ las reglas de procedimiento son especiales , regidas por su Reglamento , cual es el de once de Octubre de mil novecientos cuatro .”

También se indica que el interesado pudo “ en el recurso de alzada ante el Señor Gobernador Civil … alegar esta supuesta infracción , pedir su subsanación con devolución del expediente para que el plazo de audiencia fuera el de la citada Ley de Bases , y no habiendo intentado ni pedido nada de esto ha consentido aquella .”

Se constata en el cuarto Considerando que con carácter previo a resolver el recurso de alzada el Sr. Gobernador Civil , “ informó favorablemente sobre esto la Junta provincial de Sanidad , cuyos requisitos son los exigidos por el artículo cuarenta y tres del Reglamento de 11 de Octubre de 1. 904 .”

Y en el quinto Considerando se contiene la siguiente aseveración :


“ Que las pruebas practicadas en este pleito a instancia del actor no han sido bastantes para desvirtuar y destruir todos los elementos de justificación acreditados de los cargos que dieron origen al expediente de recusación .”

Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos el acuerdo impugnado .

Sastre Cortés interpuso recurso de apelación contra dicha sentencia , dictándose por el Tribunal Supremo la Sentencia de fecha 31 de mayo de 1. 919 .


La citada sentencia en el tercer Considerando constata que la parte apelante sostuvo ante la citada Junta Municipal , ante el nombrado Ayuntamiento y ante el Sr. Gobernador Civil , “ que por el término de veinticuatro horas que le otorgó el Alcalde para examinar las actuaciones y defender su derecho , no lo consentía por su perentoriedad , producir las alegaciones y pruebas que podía oponer a las acusaciones que se le dirigían .” Tal extremo a juicio del Tribunal “ produce la indefensión omitiéndose materialmente el trámite de audiencia .” 

En el quinto Considerando el Tribunal Supremo considera que se ha infringido lo dispuesto en el artículo 26 del Reglamento de de 14 de junio de 1. 891 , ya que el cese del actor se produjo desde el acuerdo de la Junta Municipal de Asociados y no desde que adquirió firmeza la vía gubernativa como exige tal precepto , dado que las circunstancias graves y excepcionales que puedan enervar tal regla general ni se indican siquiera en el mencionado acuerdo , habiéndose nombrado interinamente y de inmediato en el cargo a Plácido Bonmatí , que ostenta la condición de de parte coadyuvante en el presente recurso .


Se revoca la sentencia apelada y se declara que procede reponer en el cargo a Sastre Cortés , así como si se estima que procede proseguir el expediente disciplinario en cuestión iniciado por la Alcaldía “ habrá de retrotraerle al trámite de audiencia del inculpado , concediéndole para alegar y probar un plazo razonable .”

En el expediente judicial que se conserva obran reiterados incidentes respecto de la falta de ejecución de tal sentencia por el Ayuntamiento de Hondón de las Nieves .
c.3.1.2. Ayuntamiento de Tárbena  


José Cardona Gonzalo interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo adoptado por el Pleno del Ayuntamiento de Tárbena del día 24 de abril de 1. 928 , por el que se destituye al recurrente en el cargo que ocupaba de Inspector Municipal de Sanidad y Médico Titular de la citada población 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se refleja que por acuerdo plenario de fecha 14 de abril de 1. 928 se resuelve instruir expediente informativo contra el demandante , en base a la manifestación de la Alcaldía que el referido empleado público se ausentaba reiteradamente del municipio sin solicitar permiso y según denuncias presentadas por varios vecinos de la localidad el servicio médico no se estaba prestando con la debida diligencia . También obra que tanto la Alcaldía como los citados vecinos mantuvieron sus denuncias ante el Concejal-instructor del expediente , concediéndole audiencia al recurrente por un plazo de veinticuatro horas , presentando alegaciones en su descargo y negando los hechos que se le imputaban .

La Junta Municipal de Sanidad con fecha 22 de abril de 1. 928 , por mayoría de votos , informó en contra del proceder del inculpado , a los efectos prevenidos en el artículo 111 , en su párrafo 4º , del Reglamento de fecha 23 de agosto de 1. 924 .


Se remiten al Juzgado de Instrucción correspondiente tres testimonios de los vecinos obrantes en el expediente para que se proceda en consecuencia , en el supuesto que los hechos que obran en los mismos pudieran constituir delito o falta , con posterioridad recayó Auto de la Audiencia Provincial de sobreseimiento del sumario instruido .


También queda constancia que el acuerdo de destitución impugnado se fundamenta jurídicamente en la imputación al actor de las faltas administrativas tipificadas en el artículo 109 , párrafo 2º – abandono del servicio – y párrafo 7º – manifiesta falta de probidad - , del Reglamento de 23 de agosto de 1. 924  , en concordancia con lo prescrito en el artículo 248 del Estatuto Municipal .


El actor en el escrito de demanda solicita que el Tribunal declare la nulidad de la destitución acordada , con fundamento en que los hechos se imputan de forma genérica e imprecisa y que el recurrente cumplió las cláusulas del contrato de prestación del servicio con que se vinculó con el Ayuntamiento , por lo que también solicitaba su reposición en el cargo que ocupaba y el abono de los haberes dejados indebidamente de percibir .

En el primer Considerando se analiza la falta grave imputada de abandono del servicio , indicando el Tribunal que no se ha probado su comisión dado que el inculpado “ teniendo a su cargo el servicio médico del pueblo de Bolulla , según se aceptó en el contrato entre el mismo y el Ayuntamiento de Tárbena y habiendo de servir a los habitantes de tal término municipal , eran justificadas las escasas salidas que en el expediente se indican .”

En el segundo Considerando se afirma respecto de la imputada falta de probidad al actor ,” que tampoco puede estimarse a don José Cardona Gonzalo incurso en la manifiesta falta de probidad que le imputa el Ayuntamiento de Tárbena , como otra causa para su destitución porque autorizado como estaba para vender medicamentos libremente los aceptaron los igualados que lo tuvieron por conveniente y buena prueba de ello es el auto dictado por la Audiencia Provincial de Alicante que sobre este particular ha sobreseído provisionalmente el sumario instruido al efecto , por “ no haberse justificado los hechos denunciados y por manifestaciones aisladas e imprecisas en el expediente administrativo …” , ya que de todo lo actuado no es dable negar legalmente al recurrente don José Cardona Gonzalo que en su actuación como Inspector Municipal de Sanidad y Médico Titular de Tárbena le haya faltado rectitud de ánimo , integridad y honradez en el obrar .”

Se ha estimado el presente recurso revocándose el acuerdo impugnado y ordenando la reposición en el cargo del actor y el derecho que se le abonen los haberes dejados indebidamente de percibir .


El Ministerio Fiscal interpuso recurso de apelación contra la indicada sentencia , que se  resolvió por la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 29 de marzo de 1. 930 en el sentido de desestimar dicho recurso y confirmar en sus términos la sentencia que se recurre .

c.3.1.3. Ayuntamiento de Cox


Luís Olivarrieta Miruri interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Cox del día 17 de octubre de 1. 932 , por el que se destituyó al actor en el cargo que ocupaba de Médico Titular e Inspector Municipal de Sanidad 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se da cuenta que por acuerdo plenario de  27 de noviembre de 1. 931 y a propuesta de la Alcaldía de la localidad se resuelve iniciar expediente informativo contra el recurrente , nombrando al efecto un Concejal-instructor para la tramitación del mismo , que recibe la declaración de varios vecinos del municipio que coinciden en destacar las injustificadas ausencias del funcionario referido y varios hechos que denotan su negligencia en el ejercicio de su cargo . El Concejal-instructor de dicho expediente concluye el mismo formulando nueve cargos contra el actor que le imputan la comisión de varias faltas graves y proponiendo como sanción la destitución en el cargo que ocupa . Por el inculpado se presenta un pormenorizado pliego de alegaciones en descargo de los hechos imputados , citando como informes favorables a su competencia y adecuada deontología profesional el elaborado por la Inspección provincial de Sanidad y del Colegio oficial de Médicos de la provincia .

Por la Alcaldía de Cox se remite el expediente citado en autos para que se adopte la resolución que proceda por la Dirección General de Administración Local dependiente del Ministerio de la Gobernación .

Tras su examen por dicho órgano estatal se acuerda de nuevo remitir el mismo a la citada Corporación municipal , al considerar que la legislación aplicable al supuesto es la declarada vigente por la Ley de 15 de septiembre de 1. 931 , que sancionó el Decreto de 16 de junio de 1. 931 , es decir , el Reglamento de fecha 9 de febrero de 1. 925 por lo que resulta que el Ayuntamiento es el competente para resolver dicho expediente . Teniendo presente que el citado ente local remitió dicho expediente al entender de aplicación al caso lo dispuesto en el Real Decreto de 2 de agosto de 1. 930 .


El Tribunal en el primer Considerando constata que no se ha solicitado el preceptivo informe de la Junta Municipal de Sanidad , lo que supone una infracción del artículo 111 del Reglamento de 23 de agosto de 1. 924 , teniendo dicho trámite un “ carácter inexcusable en los expedientes de suspensión y destitución de médicos , farmaceuticos o veterinarios .”

En este sentido , se mantiene en el segundo Considerando respecto de la trascendencia jurídica de la omisión de dicho trámite lo siguiente : “ su infracción o inobservancia cuando se produzca , lleva aparejado un vicio , que deber ser subsanado , reponiendo el expediente al trámite en que tal vicio se produjo.”

Se estima el presente recurso , declarándose la nulidad de pleno derecho del expediente municipal instruido a partir de la providencia del instructor de 4 de enero de 1. 932 , a cuyo estado se repone a fin de que se evacue el preceptivo informe de la Junta Municipal de Sanidad . 


Sobre el expresado Ayuntamiento y recurrente también se conserva el recurso contencioso-administrativo dirigido contra el acuerdo plenario del día 14 de marzo de 1. 934 , por el que se destituyó al actor del cargo que ocupaba como Médico Titular e Inspector Municipal de Sanidad 
 .


En el primer y segundo Considerando de la minuta de la sentencia existente se alude a los antecedentes y “ ratio decidendi” de la sentencia analizada con anterioridad , reflejándose la circunstancia que en su ejecución se repuso en su cargo al actor . También consta que dicha Corporación acordó ampliar el expediente disciplinario que se siguió contra el funcionario recurrente , prestando al efecto declaración varios vecinos de la localidad reiterando los hechos que ya se le imputaron y por el Concejal-instructor de nuevo se formuló un extenso pliego de cargos reflejándose la comisión de varias faltas administrativas en el ejercicio de su plaza , alegando el inculpado la falsedad de las imputaciones .


En el tercer Resultando se alude a que por el Ayuntamiento se solicitó el preceptivo informe de la Junta Municipal de Sanidad , que se evacuó con fecha 13 de marzo de 1. 934 , en términos favorables a la propuesta del instructor del expediente , que procede destituir al actor por las faltas graves cometidas que se concretan en ausencias injustificadas del servicio y ciertos actos que denotan su negligencia profesional . Queda constancia que el acuerdo impugnado se resolvió con el voto favorable de seis Concejales contra uno y que el recurrente fue repuesto en el cargo el 29 de julio de 1. 934 a resultas del fallo de este recurso jurisdiccional .


En el primer Resultando el Tribunal se manifiesta en el tenor siguiente :


“ que según preceptúan los artículos 248 del Estatuto Municipal y 111 del Reglamento … de 23 de agosto de 1. 924 , los acuerdos que adopten las Corporaciones municipales , destituyendo a sus funcionarios exigen el voto favorable de las dos terceras partes de los Concejales que constituyen aquella Corporación , preceptos , que según el Acuerdo de la Dirección General de Administración Local de 10 de Noviembre de 1. 935 , no pueden considerarse modificados por el Decreto de 19 de julio de 1. 930 .”

En el segundo Considerando se alude en concreto a los antecedentes de este caso en los siguientes términos :


“ toda vez que afirmado y no contradicho que se hallaba constituida dicha Corporación por diez miembros , de ella , sólo ocho asistieron a la sesión , y el acuerdo de destitución obtuvo seis votos , por lo que es visto que faltó el indispensable quórum.”

Se ha estimado el recurso interpuesto por el demandante revocándose en sus términos el acuerdo recurrido y ordenándose la reposición del actor en el cargo que ocupaba y el abono de los haberes dejados indebidamente de percibir .

c.3.1.4. Ayuntamiento de Crevillente 

Ismael Candela Más interpuso recurso contencioso-administrativo contra los acuerdos del Ayuntamiento Pleno de Crevillente de 15 y 17 de noviembre de 1. 924 , por el que se destituye al actor en el cargo que ocupaba de Médico Titular e Inspector Municipal de Sanidad en dicha Corporación 
 .


Comparece como parte coadyuvante Augusto Aznar Alonso y el actor acude al Tribunal Provincial de lo Contencioso-administrativo al amparo del Decreto de fecha 15 de julio de 1. 932 .


En el segundo Resultando se refleja que el recurrente se le suspendió de empleo y sueldo por un plazo de dos meses , mediante acuerdo de la Comisión municipal Permanente de fecha 9 de mayo de 1. 924 , por su falta de celo en el ejercicio del cargo indicado , al tiempo que se le instruye expediente para depurar su conducta profesional como funcionario nombrándose Concejal – instructor al efecto . En el expediente que se instruye comparecen y declaran varios vecinos del municipio coincidiendo que el expresado facultativo se ausentó del municipio cuando se declaró en el mismo una epidemia de “ tos ferina “ , por lo que se le imputaron diversas faltas graves y se propuso por el instructor su destitución en el cargo . Obra que al inculpado se le concedió el ineludible trámite de audiencia .


También queda constancia que en dicho expediente se evacuaron informes de la Junta de Gobierno y del Patronato de Médicos Titulares de la provincia , de la Comisión Provincial de Sanidad y de la Junta Municipal de Sanidad .


El acuerdo impugnado se adoptó con el voto favorable de quince miembros corporativos y contra el mismo interpuso el actor recurso contencioso-administrativo , dictándose Auto por el Tribunal Provincial de lo Contencioso-administrativo de fecha 14 de noviembre de 1. 925 , que inadmitió dicho recurso por extemporáneo , estimándose la procedencia de la excepción perentoria de prescripción de la acción alegada por el Ministerio Fiscal . Asimismo dicho Tribunal mediante Auto de fecha 12 de enero de 1. 934 desestimó la excepción perentoria de prescripción de la acción y de incompetencia de jurisdicción , que alegaron el Fiscal y la parte coadyuvante .

El Tribunal en el primer Considerando de la sentencia analiza con profusión la naturaleza procesal y el carácter de cosa juzgada del citado Auto del Tribunal Provincial de fecha 14 de noviembre de 1. 925 , concluyendo al respecto lo que sigue :“ no se ha demostrado la concurrencia de los requisitos que exige el artículo 1. 252 del Código Civil y no estarse , por tanto , en el caso 1º del artículo 46 de la Ley reguladora de esta Jurisdicción , en cuya excepción se resuelve de ordinario la de cosa juzgada .” A mayor abundamiento , cuando el recurso se ampara en una norma , cual es , el Decreto de 15 de julio de 1. 932 , que es “ revalorizadora de acciones ya extinguidas .”
Y en este sentido , el segundo Considerando subraya que el escrito de demanda del presente recurso se formuló por el recurrente en cumplimiento de lo dispuesto en el indicado Decreto dentro del término de un mes señalado en el mismo .

En el tercer Considerando , el Tribunal constata que el acuerdo municipal de fecha 9 de mayo de 1. 924 impone al actor la  sanción disciplinaria de suspensión de empleo y sueldo por dos meses , al haberse ausentado de la población sin haber obtenido el preceptivo permiso de la Alcaldía y dado el estado epidémico por el que atravesaba el municipio . Por tanto -  añade el Tribunal - , que el citado acuerdo había causado estado y gozaba de la condición de firme ya que no se había recurrido , por lo que tal situación jurídica impedía al Ayuntamiento haber acordado con posterioridad otra sanción más gravosa al inculpado por idénticos hechos , cual es , la que se impone por la comisión de una falta grave .

Al respecto el Tribunal mantiene que los acuerdos posteriores que se impugnan de fechas 15 y 17 de noviembre de 1. 924 incurren en un vicio de nulidad manifiesto , al haber conculcado los principios contenidos en los artículos 1 y 2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa , cuando a mayor abundamiento la sanción leve que se menciona tiene carácter disciplinario y no la naturaleza de medida cautelar .


Se ha estimado el presente recurso revocándose los acuerdos impugnados por ser nulos de pleno derecho , así como se ordena al Ayuntamiento que se reponga el actor en el cargo que ocupaba y se le abonen los haberes dejados de percibir desde la presentación de la demanda , es decir , el 4 de agosto de 1. 932 .


Por la parte coadyuvante se interpuso recurso de apelación contra la indicada sentencia ante el Tribunal Supremo del que posteriormente desistió .

c.3.1.5. Ayuntamiento de Agost 

Pablo Puerto Calpena interpuso recurso contencioso-administrativo contra los siguientes acuerdos adoptados por el Ayuntamiento de Agost : de 14 de mayo de 1. 934 , por el que se suspendió al actor de empleo y sueldo por treinta días en el cargo que ocupaba de Médico Titular e Inspector Municipal de Sanidad ; de 11 de junio de 1. 934 , por el que se acordó prorrogar por treinta días más la anterior suspensión de dicho cargo y de 15 de julio de 1. 934 , por el que se destituye al demandante en el citada plaza 
.

En el primer Resultando queda reflejado que el actor en el año 1. 930 ostentaba el indicado cargo y al ser nombrado Alcalde-Presidente en tal año , en dicho Ayuntamiento presentó la dimisión en la plaza funcionarial que ocupaba , aceptándose la misma en los términos del acuerdo plenario de fecha 11 de marzo de 1. 930 . Con fecha de 7 de junio de 1. 930 se adoptó otro acuerdo plenario , a instancias de Puerto Calpena , por el que se dejó sin ningún efecto el anterior acuerdo y se le concedió una licencia ilimitada , con carácter de excedencia voluntaria , desde la fecha en que se resolvió tal acuerdo a disfrutar como minino más de un año y hasta un máximo de diez años .El Ayuntamiento Pleno de Agost con fecha 7 de agosto de 1. 930 resuelve declarar la vacante de la meritada plaza , que se provee por Fernando Antón Palomares .


Puerto Calpena mediante escrito de fecha 2 de julio de 1. 932 solicita de la Alcaldía ocupar la plaza en cuestión cuando en derecho le corresponda , es decir , una vez se produzca una vacante en la misma dado su derecho preferente a la misma en su condición de excedente .


Por acuerdo plenario de fecha 15 de julio de 1. 932 se resuelve a petición del interesado declararlo en la situación administrativa de excedente a Antón Palomares , así como nombrar a Puerto Calpena en tal cargo , tomando posesión de la misma el 18 de julio de 1. 932 .


Queda constancia en el tercer Resultando , que el primer acuerdo de suspensión del actor recurrido se adopta “ por haber presentado el Sr. Puerto Calpena la dimisión de su cargo que le fue admitida y posteriormente la excedencia cuando era firme el anterior acuerdo .”

En el cuarto Considerando se explicita que el acuerdo de destitución del demandante tiene la siguiente causa :


“ la existencia de una falta grave , cual es la comisión de hechos constitutivos de delito público , cual es , el de ser su nombramiento para el cargo que ocupaba ilegal y a cuya comisión verdaderamente indujo el interesado al instar del Ayuntamiento que lo nombrara Médico Titular .”

Todo ello tras haber instruido y tramitado por el Ayuntamiento el expediente disciplinario correspondiente contra Puerto Calpena , habiéndole concedido audiencia al efecto y consta que se ha personado el Ayuntamiento de Agost como parte coadyuvante en autos .


El Tribunal en el primer Considerando constata que la falta grave imputada al actor se tipifica en el artículo 109 , párrafo 8º , del Reglamento de fecha 23 de agosto de 1. 924 , así como , que “ se formó y tramitó expediente con acatamiento de las exigencias formales .”

En el cuarto Considerando dicho órgano jurisdiccional tras analizar detenidamente los antecedentes obrantes en el expediente municipal remitido sostiene :“ puede sin duda alguna afirmarse que al solicitar el actor el cargo previsto a su favor , no hizo sino ejercitar un legítimo derecho de petición al que la Corporación podía o no acceder , por lo cual ni indujo a esta a que se cometiese ilegalidad administrativa alguna , ni mucho menos a la misma cooperó , porque nombrado , aceptase y desempeñase el cargo .”

Se añade en el quinto Considerando que el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de fecha 15 de julio de 1. 932 , por el que se volvió a nombrar al actor en el cargo funcionarial en cuestión tras haber permanecido en situación administrativa de excedencia , “ quedó firme y fue creador del derecho de aquel a desempeñar el cargo referido , sin que la Administración pueda volver sobre sus propios acuerdos revocándolos , cuando son firmes y han creado derechos a favor de otras personas … , pues para este caso el procedimiento de lesividad del acuerdo , sometiéndolo a revisión de esta jurisdicción al amparo del último párrafo del artículo 7º de su ley reguladora .”

Se estima este recurso y se revocan por nulos los acuerdos que se impugnan , declarándose el derecho del actor a que se le reponga en el meritado cargo funcionarial y al percibo de los haberes correspondientes desde que se acordó su indebida suspensión de empleo y sueldo en cuestión .


Por la representación procesal del Ayuntamiento de Agost , en su condición de parte coadyuvante , se interpuso recurso de apelación contra la indicada sentencia ante el Tribunal Supremo desistiendo con posterioridad del mismo .

c.3.2. Cuerpo de Inspectores de Carnes e Higiene y Sanidad Pecuaria 
c.3.2.1. Ayuntamiento de Callosa de Segura 

Jacobo García García interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo adoptado por el Ayuntamiento Pleno de Callosa de Segura en su sesión del día 28 de noviembre de 1. 924 , por el que se le destituía de su cargo de Inspector de Carne e Higiene y Sanidad Pecuaria 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se refleja que el acuerdo mencionado trae causa de la denuncia que formuló un Concejal de la Corporación ante la Alcaldía , donde hacía constar el poco celo que en el cumplimiento de sus funciones ejercía el referido funcionario . Por acuerdo plenario de fecha 30 de septiembre de 1. 924 se acordó suspender al demandante por un plazo de dos meses de empleo y sueldo , así como se ordenó la tramitación de un expediente informativo al respecto . En dicho expediente se nombró Concejal-instructor y prestaron declaración varios vecinos y algunos vendedores del mercado municipal . Se formuló el correspondiente pliego de cargos imputándole al actor varias faltas tipificadas como graves relativas a la falta de celo y diligencia profesional en el ejercicio de sus funciones , obrando en el quinto Considerando que tales cargos se le notificaron al interesado “ mediante la entrega del oportuno oficio y copia del citado pliego , contestado a aquellos y aduciendo en su defensa cuanto estimó oportuno el imputado .”

Por la Comisión Permanente del Ayuntamiento se emitió informe en términos favorables a la destitución del actor en el cargo que ocupaba conforme a la propuesta del instructor  , así como también se evacuó en idénticos términos informe por la Junta Municipal de Sanidad .


También consta que el acuerdo impugnado se adoptó con el voto favorable de los dos tercios de los miembros que integran la Corporación .


En un Visto de la Sentencia el Tribunal cita como aplicable al presente caso lo dispuesto en el artículo 111 del Reglamento de Secretarios de Ayuntamiento , Interventores de fondos y Empleado Municipales en general de fecha 23 de agosto de 1. 924 , “ que dispone que todas las correcciones salvo la de apercibimiento exigirán la formación de expediente , con audiencia del interesado , por plazo mínimo de cinco días .”

En el segundo Considerando el Tribunal examina si en este caso se ha cumplido debidamente por el Ayuntamiento actuante el posibilitar jurídicamente el trámite de audiencia al inculpado en cuanto a la forma y el plazo . Al respecto se constata que por la Alcaldía se le remitió al actor un oficio y copia del pliego de cargos que se elaboró para que formulase las alegaciones que tuviera por conveniente en el plazo máximo de tres días .


En el tercer Considerando se indica lo siguiente : “ que la entrega de la copia del pliego de cargos derivados de la formación de un expediente , no puede nunca considerarse como la audiencia que del mismo ha de darse al interesado , en atención a que este requisito presupone el conocimiento de todas cuantas actuaciones se hayan practicado “ . Es decir , que el inculpado debe conocer de forma indubitada los motivos determinantes de tales cargos y , además , debe ponerse “ de manifiesto el expediente por término de cinco días por lo menos .”

Se concluye en el quinto Considerando :


“ que por las razones expuestas , es visto que por la omisión de la formalidad referida , debe estimarse como nulo el procedimiento , dado su carácter de vicio de orden público , por lo cual procede declarar la nulidad de las actuaciones contenidas en el expediente administrativo a partir del trámite de vista del interesado .”

En este sentido , se mantiene en el sexto Considerando que no procede entrar en el fondo de la cuestión suscitada en este recurso .


Se resuelve la nulidad de las actuaciones llevadas a cabo en el expediente de referencia a partir de la diligencia de vista al interesado , ordenándose la reposición del expediente a dicho trámite por término mínimo de cinco días .


Por el Ministerio Fiscal se interpuso recurso de apelación contra la indicada sentencia , que se resuelve por el Tribunal Supremo mediante su sentencia de fecha 11 de octubre de 1. 927 .

El indicado Alto Tribunal entiende como elemento determinante para resolver el presente caso el contenido en el segundo Considerando de la sentencia que dictó : “ que si bien el término que se le dio al inculpado para que contestase el pliego de cargos fue el de tres días … , es de tener en cuenta que dicho pliego fue contestado y el interesado no alega que por no haber dispuesto de más tiempo para hacer sus alegaciones , haya quedado en todo o en parte indefenso , por lo que no constituye el defecto procesal en que se ha incurrido un vicio sustancial que anule el procedimiento .”

El Tribunal Supremo estima el recurso de apelación interpuesto por el Ministerio Fiscal , revocando la sentencia apelada y ordena que por el Tribunal Provincial resuelva sobre el fondo del asunto planteado .


Por el Tribunal Provincial se dicta de nuevo sentencia resolviendo sobre el fondo de la cuestión litigiosa , que se centra en valorar las pruebas y manifestaciones testificales en el expediente administrativo en cuestión y decidir si por el recurrente se cometió una falta grave , que determine imponerle la sanción de destitución del cargo funcionarial que ocupaba en el Ayuntamiento de Callosa de Segura .


En el segundo Considerando se entiende probado dadas las declaraciones testificales obrantes  en el expediente municipal de referencia que el recurrente dejó injustificadamente de acudir en diferentes días al Matadero municipal para el preceptivo reconocimiento de las reses sacrificadas , así como no practicó con la diligencia debida las inspecciones obligadas respecto de cerdos sacrificados en casas particulares , ni el reconocimiento diario del pescado que se vendía en el Mercado de Abastos de la localidad . Al respecto manifiesta el Tribunal Provincial : “ Tales hechos constituyen la falta grave de abandono del servicio , definida en el número segundo del artículo ciento nueve del Reglamento de Secretarios y Empleados municipales , de 23 de agosto de 1. 924 , en relación con el artículo doscientos cuarenta y ocho del Estatuto Municipal .”

En el tercer Considerando se establece como sanción procedente al supuesto la de suspensión de empleo y sueldo por un plazo de dos meses , prevista en el artículo 110 del Reglamento precitado . Y no se considera adecuada la sanción impuesta de destitución del cargo , ya que la misma “ debe reservarse para aquellas faltas que dentro de la gravedad …denoten un mayor grado de la misma , atendidas la naturaleza y circunstancias del corregido .”

Se ha revocado el acuerdo impugnado y se impone la sanción de suspensión indicada por la acreditada falta grave cometida por el actor .


El Fiscal interpone contra la misma recurso de apelación sin que se conserve más documentación en este expediente judicial .

Asimismo se conserva otro recurso contencioso-administrativo que interpuso el mencionado veterinario , Jacobo García García , contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Callosa de Segura del día 8 de mayo de 1. 933 , por el que se destituyó del cargo de Inspector de Carnes e Higiene y Sanidad Pecuaria 
.


En el primer Resultando se menciona que por decreto de la Alcaldía de fecha 10 de marzo de 1. 933 se suspendió de empleo y sueldo al actor por un plazo de 30 días en base a la siguiente imputación : “ por atribuirle la comisión de una falta grave , cual era , haber penetrado en el local de dicho Ayuntamiento en horas que no eran las de oficina y apoderándose del sello original habérselo llevado , a pesar de la oposición de la empleada de la limpieza , a una farmacia próxima donde había estado sellando los documentos y papeles que le vino en gana .”

Al respecto también se ordenó la instrucción del correspondiente expediente disciplinario para corregir las responsabilidades de orden administrativo concurrentes y se pasó el tanto de culpa a los Tribunales del orden criminal .

Por decreto de la Alcaldía se amplió en otro mes la suspensión ya decretada . 

El instructor del expediente disciplinario estableció determinados cargos contra el actor considerando que cometió una falta grave , aunque no se llegó a tipificar la misma , ni realizar la propuesta de sanción correspondiente .


La Junta Municipal de Sanidad emitió el preceptivo informe al efecto , en el que se precisaba que al actor “ debía castigarse con benignidad en atención de la edad de aquél , complaciendo el Ayuntamiento en su petición de jubilación .”

El recurrente alegó en su defensa , en el trámite de audiencia que se le concedió , que efectivamente había cogido el sello oficial del Ayuntamiento para sellar una libreta destinada a la estadística del sacrificio de reses que no admitía demora  y así lo hizo saber a la mujer encargada de la limpieza , que en esos momentos se encontraba en las dependencias municipales y en unos minutos lo devolvió al cajón donde se encontraba como pudo comprobar también la misma .

El acuerdo de destitución en cuestión se resolvió con la asistencia y el voto favorable de nueve Concejales de los quince que integran la totalidad de miembros corporativos .


El Tribunal en el segundo Considerando constata las siguientes irregularidades reflejadas en dicho expediente disciplinario: la Alcaldía acuerda la suspensión inicial de empleo y sueldo del actor en el cargo que ocupaba sin llegar a imputar ni tipificar una falta concreta ; el instructor no realiza una tipificación de los hechos imputados como falta grave , ni una propuesta de sanción ; el informe evacuado por la Junta Municipal de Sanidad no se circunscribe al caso planteado y “ no figura en el expediente certificación del acta de la sesión referida en que se tomó el acuerdo de destitución .”

En el tercer Considerando se sostienen las siguientes apreciaciones : no se aprecia en la conducta del funcionario inculpado la concurrencia de malicia o dolo , pero , en todo caso , “ quien tiene que decir si un hecho es o no constitutivo de delito son los Tribunales de Justicia .” Y en este supuesto se estima que la sanción de destitución impuesta al demandante “ resulta excesiva e inadecuada en relación a la poca gravedad de los hechos que el expediente determinó .” 

Se ha estimado el presente recurso declarándose la nulidad del acuerdo impugnado , así como , se ordena al Ayuntamiento la reposición del actor en el cargo que ocupaba y el derecho de percibir los haberes dejados de ingresar desde que se decretó indebidamente su suspensión inicial en el cargo .

c.3.2.2. Ayuntamiento de Benidorm 


Tomás Maurí Galiana interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Benidorm del día 20 de marzo de 1. 930 , por el que se le destituyó del cargo que ocupaba de Inspector de Carnes en propiedad de tal Corporación municipal 
 .


En el primer Resultando de la minuta de sentencia que se conserva se refleja que por acuerdo plenario de fecha 6 de julio de 1. 925 se resolvió proveer en propiedad las plazas vacantes de Inspector de Carnes y de Inspector de Sanidad e Higiene Pecuaria . Tras haberse celebrado el concurso convocado al efecto por acuerdo plenario de fecha 27 de agosto de 1. 925 se nombró al actor en el cargo de Inspector de Carnes , con un sueldo anual de 750 pesetas , así como a José Más Timoner para la otra plaza mencionada , con un sueldo anual de 365 pesetas .

Por oficio del Sr. Gobernador Civil de la provincia de fecha 6 de marzo de 1. 930 , se ordenó a la Alcaldía del municipio que dejara sin efecto ni valor jurídico alguno el nombramiento efectuado en el recurrente respecto de la plaza indicada , al haber constatado que el nombrado también ejercía de veterinario en otros dos municipios sin disponer de la preceptiva autorización al efecto . Mediante acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Benidorm de 20 de marzo de 1. 930 se da cumplimiento al expresado requerimiento y se resuelve también que tal plaza sea ocupada por Más Timoner hasta que se proceda a su nueva convocatoria .


El actor en su escrito de demanda pidió que se declarase por el Tribunal la nulidad de pleno derecho del acuerdo impugnado , ya que se habían vulnerado las garantías procedimentales establecidas legalmente para la destitución de los funcionarios en propiedad de su plazas .


El Ministerio Fiscal se allanó a la demanda y el Ayuntamiento de Benidorm no compareció en el recurso , interviniendo Más Timoner como parte coadyuvante en el mismo que aportó sendas certificaciones municipales de los Ayuntamientos de Finestrat y Villajoyosa , donde se acredita que el actor ocupaba el cargo de Veterinario Titular con anterioridad a su nuevo nombramiento en el Ayuntamiento de Benidorm .


El Tribunal en el primer Considerando sostiene que el acuerdo plenario de fecha 27 de agosto de 1. 925 , por el que se nombró al recurrente , tiene la condición jurídica de firme ya que no fue objeto de recurso alguno .


En el segundo Considerando se afirma que el acuerdo impugnado se resolvió vulnerando lo dispuesto al efecto en el artículo 248 del Estatuto Municipal y en el artículo 111 del Reglamento de Secretarios y Empleados municipales de fecha 23 de agosto de 1. 924 . En concreto , se ponen de manifiesto las siguientes carencias concurrentes en las actuaciones materializadas por el Ayuntamiento : no haber formado expediente disciplinario contra el actor , no haberle concedido el trámite de audiencia por el término mínimo de cinco días respecto de los cargos imputados y no se solicitó informe de la Junta Municipal de Sanidad como resulta preceptivo .
Todo ello sin que se pueda jurídicamente oponer a lo expresado , “ el hecho de ejercer y desempeñar Don Tomás Maurí Galiana el mismo cargo simultáneamente en dos partidos judiciales distintos .”

Se ha estimado el presente recurso declarándose que el actor tiene derecho a que se le reponga en el cargo que ocupaba y al cobro de los haberes dejados indebidamente de percibir desde que se acordó sus destitución en el mismo .

c.3.3. Cuerpo de Comadronas Municipales 
c.3.3.1. Ayuntamiento de San Juan de Alicante 

Teresa Pedro Ferrándiz interpone recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de San Juan de Alicante del día 3 de diciembre de 1. 931 , por el que se destituyó a la recurrente del cargo que ocupaba en dicho Ayuntamiento de Profesora de partos Titular 
 .

En el primer y segundo Resultando de la sentencia se da cuenta que dicho acuerdo trae causa de una denuncia de un vecino de la localidad perteneciente a la Beneficiencia Municipal , que le imputaba a la demandante un supuesto abandono del servicio y en base a la misma se adoptó la suspensión cautelar de empleo y sueldo de Pedro Ferrándiz , así como se instruyó el correspondiente expediente disciplinario contra dicha funcionaria municipal con carácter previo a adoptar el acuerdo impugnado .

En efecto obra que el vecino de la localidad , Vicente Planelles Gosálvez , “ requirió a la demandante para que asistiera a su esposa en su alumbramiento , lo cual no lo pudo efectuar por tener a su hija en el mismo estado y necesitar igual asistencia , aconsejándole que acudiera a la Comadrona de Muchamiel para que prestara la referida asistencia , como así lo hizo .”

La recurrente en su escrito de demanda solicitaba que se declarase la nulidad de pleno derecho del acuerdo impugnado , con fundamento a que si bien el denunciante pertenecía a la Beneficiencia Municipal y así consta en el padrón aprobado al efecto por el Ayuntamiento , no es menos cierto que solicitó sus servicios ante la urgencia del momento , es decir , que en ningún caso portaba la preceptiva orden de Autoridad municipal ni la autorización indispensable del Médico Titular , por lo que el servicio tuvo que pagarlo y fue debidamente atendido .Y dados los expuestos antecedentes , también tendría que haber satisfecho el servicio que hubiere prestado la demandante al aludido vecino en el libre ejercicio de su profesión .


El Tribunal en el primer Considerando constata que los hechos aludidos que entiende como probados sometidos a su consideración no se tipifican en ninguna de las faltas graves contenidas en la legislación de aplicación .


En el segundo Considerando se entiende como elemento esencial para elucidar el presente caso lo siguiente :


“ Que el Ayuntamiento no prueba en ningún momento que la profesora titular imputada recibiera su orden de prestar aquel servicio y , en consecuencia , no existe el abandono de destino que se imputa .”  

A mayor abundamiento se subraya que la norma de aplicación al caso es la Real Orden de fecha 27 de Septiembre de 1. 929 , donde su artículo 9 prescribe que la intervención de las matronas estará siempre supeditada a la indicación previa del facultativo encargado de la asistencia , asimismo en su artículo 10 y 11 , las matronas se consideran en todo momento como auxiliares de los Médicos Titulares quedando supeditadas a su dirección , citándose también como doctrina jurisprudencial aplicable lo motivado y resuelto en la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 12 de abril de 1. 929 .


Se ha estimado el recurso interpuesto por la demandante ordenándose al Ayuntamiento de San Juan de Alicante que reponga en el cargo a la misma y se le abonen los haberes dejados de percibir desde que se resolvió su indebida suspensión de empleo y sueldo .

c.4. Otros funcionarios y empleados públicos 
c.4.1. Oficiales Mayores de Secretaría de Ayuntamiento 
c.4.1.1. Ayuntamiento de Aspe 

Antonio Giménez Erades interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Aspe del día 5 de junio de 1. 931 , por el que se destituyó al recurrente del cargo de Oficial Mayor de la Secretaria del Ayuntamiento 
 .


En el primer Resultando de la minuta de sentencia que existe se refleja que el recurrente fue suspendido de empleo y sueldo por treinta días en el mencionado cargo que ocupaba , así como se acordó instruir expediente disciplinario contra el mismo para depurar posibles responsabilidades , todo ello mediante decreto de la Alcaldía de fecha 29 de abril de 1. 931 . En dicho expediente se nombró Concejal – instructor para su tramitación y se menciona denuncia presentada por tres contribuyentes del municipio donde se da cuenta de reiteradas faltas de asistencia por el inculpado al ejercicio de su función pública , la imputación de varios hechos que podrían constituir faltas administrativas graves tipificadas por la legislación de aplicación e , incluso , la comisión de varios delitos destacando la imputación del de malversación de caudales públicos .

El instructor del indicado expediente concluyó el mismo imputando diversos cargos contra el actor por la comisión de varias faltas graves y proponiendo como sanción la destitución del actor en su cargo , así como que se pasase el tanto de culpa a la jurisdicción penal respecto a los hechos presuntamente delictivos que se denunciaron contra el inculpado .

En el acta de la sesión en la que se resolvió la destitución del actor se alude que dicho acuerdo se adoptó por unanimidad , pero sin que conste el número de miembros corporativos asistentes a tal sesión .

Se recibe el pleito a prueba y se practica la prueba documental y testifical .


El Tribunal entiende de aplicación al presente además de los preceptos aludidos en anteriores sentencias del Estatuto Municipal y del Reglamento de Secretarios , Interventores de fondos y Empleados municipales de 23 de agosto de 1. 924 , los artículos 1 , 2 y 31 del Reglamento de Funcionarios administrativos municipales de 14 de mayo de 1. 928 .


En el primer Considerando se sostiene lo siguiente :


“ que el Ayuntamiento de Aspe no determina con precisión que faltas graves imputa al inculpado , a las que se hace una referencia genérica … y así también consta en el informe del Concejal instructor del expediente .”

En el quinto Considerando se añade que en lo relativo a los hechos delictivos imputados al actor por el Ayuntamiento se pasó el tanto de culpa a la jurisdicción penal , precisándose al respecto :


“como este Tribunal es sólo revisor de las resoluciones de la Administración , sin entrar a examinar si los hechos que se imputan al corregido como delictivos lo son o no , función propia de la jurisdicción ordinaria penal , tiene que pronunciarse en el sentido de que los mismos no pueden servir de base para la destitución del Sr. Giménez Erades .”

En el sexto Considerando se indica respecto de los hechos que se consideran probados y que se imputan al actor :

“ ponen de manifiesto en la actuación del inculpado cierta negligencia o descuido en los deberes de su cargo que integran la falta administrativa de carácter leve del nº 4 del párrafo 2º del artículo 31 del Reglamento de funcionarios administrativos de 14 de mayo de 1. 928 y cuya sanción adecuada es la de apercibimiento y suspensión de haberes de 15 días que señala el artículo siguiente al citado .”

Se estima parcialmente el presente recurso  declarando la nulidad del acuerdo impugnado y , en su lugar , se le impone al recurrente la sanción de apercibimiento y suspensión de haberes durante quince días como responsable de la comisión de la falta leve citada anteriormente , así como se ordena al Ayuntamiento de Aspe su reposición en el cargo que ocupaba y el derecho a percibir los haberes correspondientes .

c.4.2. Oficiales de Secretaría de Ayuntamiento 
c.4.2.1. Ayuntamiento de Denia 

Jaime Llobell Alós interpone recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Denia del día 31 de mayo de 1. 929 y contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de 31 de julio de 1. 929 
 .


En el primer acuerdo mencionado anteriormente se resolvió instruir expediente sancionador contra el citado funcionario por haber constatado reiteradas e injustificadas faltas de asistencia a su empleo e incumplimiento de sus deberes funcionariales . También se facultaba a la Alcaldía a que procediera a la suspensión cautelar de empleo y sueldo de Llobell , mientras se tramitaba el oportuno expediente disciplinario para depurar las responsabilidades imputadas , habiéndose decretado la suspensión referida del actor por la Alcaldía .

Mediante el precitado acuerdo plenario se resolvió la sanción de destitución del indicado Oficial de Secretaría , al considerar que el inculpado había cometido las siguientes faltas tipificadas como graves en el Reglamento de 23 de agosto de 1. 924 – artículo 109 , párrafos 1º , 2º y 3º – y en el Reglamento de funcionarios administrativos del Ayuntamiento de Denia de fecha 27 de febrero de 1. 926 – artículo 31 - , a saber : reiteración de faltas de asistencia al trabajo sin licencia ni causa justificada , abandono injustificado del servicio y perturbación de la Administración municipal de forma sensible por actos u omisiones del actor .


El Tribunal acuerda recibir el presente pleito a prueba practicándose la documental y testifical propuestas por el recurrente .Destaca de la prueba documental que el funcionario inculpado no fue objeto de sanción disciplinaria desde su toma de posesión en el cargo , ni tan siquiera de haberse incoado contra el mismo expediente sancionador alguno en sus años de servicio , todo ello obra en la certificación municipal librada al efecto .


El Tribunal valora como esencial dicho extremo en la resolución de este pleito y mantiene que los hechos imputados al mencionado funcionario “ no constituyen fundamento legal bastante , para acordar la resolución de trascendencia tan grande como la destitución , ya que a lo sumo podrían estimarse como faltas leves , pero que dada la índole revisora de esta jurisdicción no pueden ser objeto de apreciación , ni sanción alguna .”

Se estima el recurso interpuesto por el demandante , se ordena al Ayuntamiento de Denia su reposición en el cargo que ocupaba y se declara su derecho a percibir los haberes correspondientes desde que se acordó su indebida suspensión de empleo y sueldo .

Conviene destacar la posición estrictamente revisora que asume en este pronunciamiento el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo frente a otras sentencias donde en base a los hechos probados se llega a imponer la sanción correspondiente .

c.4.2.2. Ayuntamiento de Orihuela 

En relación con la presente temática se conservan cuatro recursos contencioso-administrativos referidos a dicha Corporación municipal que a continuación se analizan .
El primer recurso contencioso-administrativo se interpuso por José Salinas Pérez contra el acuerdo plenario del día 29 de septiembre de 1. 931 , por el que se destituyó del cargo que ocupaba de Oficial de Secretaria de dicho Ayuntamiento  
 .


En el segundo Resultando de la sentencia queda reflejado que se instruyó expediente disciplinario contra el demandante , imputándole el hecho de falta de reintegro en los documentos de quintas pertenecientes al reemplazo de 1. 930 , habiéndose decretado la suspensión de empleo y sueldo del mismo mientras se resolvía dicho expediente . El funcionario manifiesta en su descargo que la falta de reintegro documental que se le imputa obedece a un mero descuido , debido a no haber a su tiempo en la ciudad timbres de los correspondientes , pero en la mesa de su Negociado tenía guardadas las pesetas por importe de dicho reintegro .

El Concejal-instructor de dicho expediente de corrección administrativa verificó personalmente y así extendió diligencia al efecto sobre el indicado extremo , encontrando en el cajón de la mesa del Negociado de Quintas un sobre que dice “ Pólizas “ y dentro del mismo un billete de cien pesetas , teniendo presente que el reintegro en cuestión asciende a ciento tres pesetas con veinte céntimos . Asimismo se verificó , constando diligencia en tal expediente , que el indicado hecho no se produjo en ningún otro reemplazo bajo la responsabilidad del actor desde 1. 927 , año en que fue asignado a dicho Negociado municipal .


El instructor del expediente propuso que procedía la sanción de apercibimiento o suspensión de haberes de uno a quince días , al considerar la concurrencia de una falta leve de retraso en el desempeño de las funciones encomendadas sin que se acreditara perturbación para el servicio , tipificada en el artículo 40 , apartado c) , del Reglamento de funcionarios administrativos del Ayuntamiento de Orihuela .


Por acuerdo plenario de fecha 29 de septiembre de 1. 931 se resolvió la destitución del actor por el voto de los dos tercios de los Concejales que integraban la Corporación , al considerar los hechos como falta grave tipificada en el artículo 109.8º del Reglamento estatal de 23 de agosto de 1. 924 , es decir , aparecer en el expediente la existencia de un delito público .


El Tribunal en el segundo Considerando sostiene respecto de la entidad y carácter del hecho imputado al actor :


“ no puede estimarse como constitutivo de un delito público , por la sencilla razón que las infracciones y omisiones de la Ley del Timbre no son punibles nunca , sino sólo sujetas a sanción administrativa de carácter pecuniario y su investigación resulta privativa de las autoridades económicas ; por cuya razón … no puede integrar la falta grave imputada .” 

Se añade en el tercer Considerando que los hechos objeto de este recurso :


“ sólo pueden integrar una falta leve … comprendida en el número 4º del segundo párrafo del artículo 109 del referido Reglamento .”

Asimismo se precisa en el cuarto Considerando que la sanción pertinente es la siguiente :


“ es la de apercibimiento y suspensión de sueldo por ocho días , adecuada al descuido tenido en el cumplimiento de los deberes de su cargo .”

Se falla estimar parcialmente el presente recurso , al declarar la nulidad del acuerdo impugnado y ordenar la reposición en el cargo al actor con todos sus derechos inherentes , pero , también se declara que el mismo ha incurrido en la falta leve mencionada  por lo que le correspondería la sanción con anterioridad citada .


El segundo recurso se interpuso por José María Soriano Bueno contra el acuerdo plenario de 9 de febrero de 1. 932 , por el que se resolvía su destitución en el cargo Auxiliar interino de la Secretaría del Ayuntamiento de Orihuela 
 .


El recurrente en su escrito de demanda fundamenta su pretensión en el hecho indubitado que para acordar su destitución no se instruyó expediente disciplinario contra el mismo , así como , manifiesta que cumplió debidamente las funciones asignadas y considera que el acuerdo de destitución exclusivamente obedece a la parcialidad política de los miembros que integran la Corporación municipal  .
El Tribunal subraya como circunstancia determinante para resolver este pleito el carácter interino con que el actor desempeñaba sus funciones  y sostiene al respecto :


“ no puede estimarse consolidado el destino y son inaplicables las disposiciones aducidas y vigentes , puesto que todas ellas se refieren a los casos de desempeño en propiedad de los cargos funcionariales , a la separación de los mismos como sanción o correctivo y a destinos en cuya provisión correspondiere intervenir a la Junta Calificadora de destinos Civiles y que hubieren sido servidos , cinco años antes de la publicación del Reglamento de Funcionarios municipales , lo que no ocurre en este caso ; por todo lo cual , la remoción o cese ha de tenerse como completamente libre .”

Se ha desestimado el presente recurso confirmándose en sus términos el acuerdo recurrido .

El tercer recurso se interpuso por José María Navarro Martínez contra el acuerdo plenario del día 1 de febrero de 1. 936 , por el que se resolvió el cese del mismo en el cargo de Auxiliar de la Secretaría del Ayuntamiento que desempañaba 
 .


En el segundo Resultando de la sentencia aparece que el recurrente con fecha 31 de enero de 1. 931 fue nombrado Auxiliar de Arbitrios en condición de interino , cargo que desempeñó hasta el 27 de abril de 1. 931 en que fue suspendido de su empleo y sueldo sin que conste su motivación .También se refleja en dicho Resultando que el 15 de octubre de 1. 934 fue nombrado Auxiliar de Secretaría de Ayuntamiento interino , así como con efecto de 1 de enero de 1. 935 se le nombró en propiedad en el referido cargo . Con fecha 4 de noviembre de 1. 935 por decreto de la Alcaldía se le asignó al puesto de Auxiliar de Arbitrios interino y el siguiente día se le suspendió por decreto de la Alcaldía de empleo y sueldo , siendo repuesto en el cargo de Auxiliar de Secretaría el 6 de enero de 1. 936 y acordándose su cese el 1 de febrero de 1. 936 , ya que dicha plaza estaba ocupada por otro funcionario y se entendía que el actor había renunciado a la misma para ocupar la de Jefe de Arbitrios .

El actor en su escrito de demanda manifiesta que tenía derecho a ocupar las dos plazas referidas en los términos expuestos y que su resolución de cese se fundamenta según obra en la misma en que cuando se le nombró como Auxiliar de Secretaría era para sustituir a Ramón Ruiz Vidal  que iba a ser repuesto en su cargo , extremo que niega tajantemente el demandante ya que en su nombramiento no existe ninguna referencia al respecto .

El Tribunal constata que el recurrente fue nombrado por el Ayuntamiento de Orihuela para ocupar el cargo de Auxiliar de Secretaría por acuerdo de fecha 5 de febrero de 1. 935 , con efectos de 1 de enero de dicho año , con un sueldo de dos mil quinientas pesetas anuales y nada obsta a ser nombrado en propiedad .En este sentido , se mantiene en el primer Considerando de la sentencia lo siguiente :“ es visto que al acordarse por el Ayuntamiento de Orihuela su cese como Jefe de Arbitrios nada podía afectar al mencionado cargo de Auxiliar de Secretaría , ya que el desempeño interino en la Sección de Arbitrios , nada impide su adscripción a la plaza de Auxiliar en el Negociado de Quintas , si bien continuando en comisión en el misma , hasta que el Sr. Secretario del Ayuntamiento lo juzgue oportuno , pero ello no implica una renuncia del destino de Auxiliar de Secretaría , por otro cargo interino en la Recaudación de Arbitrios , sino simplemente una distribución del servicio con carácter provisional .”

Se estima el recurso interpuesto por el actor y se ordena al Ayuntamiento su reposición en el cargo de Auxiliar de Secretaría del mismo , así como al percibo de los haberes dejados indebidamente de percibir . 

El cuarto recurso aludido se interpuso por Carlos Senen Valera contra el acuerdo del Ayuntamiento de fecha 3 de marzo de 1. 936 , por el que se le destituía del cargo de Oficial tercera de la Secretaría del Ayuntamiento 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se refleja , entre otros extremos , que el recurrente fue nombrado el 4 de noviembre de 1. 935 para desempeñar el cargo de Auxiliar del Negociado de Quintas con carácter interino . Dicho nombramiento se anuló por el acuerdo plenario de 3 de marzo de 1. 936 , objeto de este recurso , con fundamento en que las Comisiones Gestoras municipales no pueden legalmente hacer nombramientos de personal , dado que la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Orihuela ratificó dicho nombramiento .También obra que el actor falleció el 1 de diciembre de 1. 936 durante la contienda civil española , habiendo comparecido en autos su viuda , María Luisa González Bernabeu , por sí y en representación de su hija y la del finado , Elena Senen González . 
El Tribunal mantiene al respecto los siguientes tres argumentos esenciales  :


En primer lugar , que nada impide que las Comisiones Gestoras de los Ayuntamientos puedan nombrar funcionarios , a tenor de lo dispuesto en la Orden Ministerial de fecha 13 de noviembre de 1. 934 .

En segundo lugar , que el Ayuntamiento si consideraba legalmente imposible la expresada facultad de nombramiento de los funcionarios por la Comisión Gestora debió interponer “ el oportuno recurso de anulación con incompetencia por razón de la materia , regulado por los artículos 223 y 225 de la Ley Municipal de 1. 935 , lo que no hizo .”

Y por último , dicho acuerdo supone materialmente la destitución del actor en su cargo , por lo que se han vulnerado las garantías exigibles en los artículo 195 y 196 de la Ley Municipal de 1. 935 , que resultan de aplicación a los funcionarios interinos según lo exigido en el Decreto de fecha 13 de abril de 1. 934 .


Se estima el presente recurso y se declara el derecho al percibo de los haberes dejados indebidamente de cobrar por el finado a favor de su viuda e hija .

c.4.2.3. Ayuntamiento de Monforte del Cid 

Francisco Aracil Ramón interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del día 2 de marzo de 1. 932 , por el que se destituye al demandante en el cargo que ocupaba de Oficial de Secretaría del Ayuntamiento de Monforte del Cid  
 .

En el segundo Resultando de la minuta de la sentencia aparece que carácter previo a adoptar el acuerdo impugnado se instruyó y tramitó expediente disciplinario contra el actor . Queda reflejado que por la Alcaldía se le imputaron diversas faltas consideradas como graves por falta de probidad en el ejercicio de sus funciones , así como , que se acordó por dicha Autoridad municipal la suspensión cautelar de empleo y sueldo del mismo durante la tramitación de tal expediente y que el inculpado formuló alegaciones en su defensa negando los cargos .


Obra que el Ministerio Fiscal se allanó a la demanda del recurrente .


El Tribunal en el primer Considerando centra el objeto de este litigio y lo reconduce a examinar si en el caso de autos se considera probado la concurrencia de algún hecho que se tipifique entre las infracciones graves enumeradas en el artículo 109 del Reglamento estatal de 23 de agosto de 1. 924 , también a si se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 248 del Estatuto Municipal , en punto a que el acuerdo de destitución sólo se podría adoptar válidamente por causa grave taxativamente prevista en dicho Reglamento y tramitando previo expediente en donde sea oído el inculpado . 


El Tribunal detecta determinadas anomalías procedimentales tras el análisis de los antecedentes obrantes en autos : no se designó instructor del expediente recayendo tales funciones en la Alcaldía ; el pliego de cargos se formó al iniciarse el expediente sancionador por el Secretario del Ayuntamiento y no se realiza la preceptiva propuesta de sanción . Pero lo que resulta de mayor enjundia respecto de la actuación municipal materializada es que el acuerdo de destitución en cuestión no expresa “ la falta o faltas graves por éste cometidas de las enumeradas en el artículo 109 del Reglamento … citado , desconoce este Tribunal el fundamento legal del acuerdo municipal de dos de marzo del corriente año objeto del presente recurso …”

En este sentido mantiene el referido órgano jurisdiccional , en el segundo Considerando , las siguientes conclusiones :


“ el tomar acuerdos de la naturaleza del recurrido sin estas garantías sería tanto como autorizar la arbitrariedad y el poner la inmovilidad de los empleados municipales  impuesta por el Estatuto Municipal a la suerte de los vaivenes de la política local .”

Se ha estimado el recurso interpuesto por el actor y se ordena su reposición en el cargo , así como se declara el derecho a percibir los haberes pendientes desde que se acordó su suspensión de empleo y sueldo .

c.4.2.4. Ayuntamiento de Aspe 

Manuel Cerdán Urios interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del día 5 de junio de 1. 931 , por el que se separa al actor del cargo que ocupaba de Oficial de la Secretaría del Ayuntamiento de Aspe 
 .


En el segundo Resultando de la sentencia  queda patente que el acuerdo municipal impugnado se resuelve previa la instrucción y tramitación de expediente disciplinario contra el demandante , donde se le imputa al mismo retraso en el despacho de documentos a su cargo y exigir gratificaciones improcedentes para su despacho .El inculpado negó tales hechos mediante su comparecencia en el indicado expediente , formulando el Concejal – instructor el correspondiente pliego de cargos , donde se consideran los hechos imputados como faltas graves proponiendo la destitución del actor en su cargo .

Por la representación procesal del recurrente se solicita la práctica de las pruebas documental y testifical .

Por la prueba documental solicitada se pretende probar que el inculpado ejerció adecuadamente su funciones . Mientras que en la prueba testifical propuesta se peticionaba que se hiciera constar la relación de testigos que declararon contra el recurrente en el juicio de faltas que se siguió ante Juzgado de Instrucción de Novelda .


Mediante Auto del Tribunal de fecha 2 de abril de 1. 932 se recibe el pleito a prueba a los efectos oportunos .


Con fecha 31 de mayo de 1. 932 consta diligencia del Secretario de la Audiencia Provincial de haberse traspapelado los autos sin se hayan practicado las pruebas señaladas .


Con fecha 3 de junio de 1. 933 comparece en autos como coadyuvante la representación procesal del Ayuntamiento de Aspe , que se le tiene en el pleito como parte por el Tribunal interviniente . 


A petición de las partes se celebró vista pública el 29 de julio de 1. 933 , previa protesta del demandante y coadyuvante de no haberse practicado las pruebas acordadas por el Tribunal y previa la amonestación formal de este órgano jurisdiccional al Secretario de la Audiencia .


El Tribunal acordó como diligencia para mejor proveer requerir al Juzgado de Novelda para que se le expidiera certificación de la resolución recaída en el juicio de faltas que se siguió contra el recurrente , obrando en autos certificación acreditativa que dicho Juzgado con fecha 8 de junio de 1. 933 absolvió libremente en grado de apelación al actor en el indicado sumario .También obra que los testigos que declararon contra el actor eran enemigos personales de este .Asimismo se recibió certificación del Ayuntamiento de Aspe , donde se acredita que el actor obtuvo su plaza por oposición con fecha 22 de octubre de 1. 929 y que no se le instruyó ningún expediente sancionador con anterioridad al indicado en estos autos .


El Tribunal en el primer Considerando centra como primordial objeto de este recurso si procede declarar la caducidad de la instancia , en los términos previstos en el artículo 95 de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-administrativo , es decir , si el pleito estuvo paralizado más de un año con consentimiento del actor .


En el segundo Considerando el Tribunal constata que transcurrió más de un año desde que se notificó al actor al efecto con fecha 8 de abril de 1. 932 , en concreto , el Auto que recibía el pleito a prueba de fecha 2 de abril de 1. 932 , hasta que con fecha 3 de junio de 1. 933 comparece el Ayuntamiento de Aspe como coadyuvante . Por lo que concluye lo siguiente : “ nada se hizo por el demandante en el sentido de evitar la paralización del pleito … demostrando así un lamentable abandono de sus propios intereses sólo a él imputable , que cae de lleno en lo dispuesto para la caducidad de la instancia en el artículo ciento noventa y cinco del Reglamento y noventa y cinco de la Ley de 22 de junio de 1. 894 .”

Se declara caducado el presente recurso y consentido por el demandante el acto impugnado por el mismo . 


Por Cerdán Urios se interpone recurso de apelación ante el Tribunal Supremo , que dicta sentencia con fecha 13 de junio de 1. 936 .En la misma destacan esencialmente dos consideraciones al respecto .


De una parte , el Alto Tribunal sostiene en el primer Considerando de la indicada sentencia que el probado retraso en la tramitación del recurso en cuestión “ no puede imputarse al demandante dado el trámite en que se encontraban los autos .”

Por otro lado , considera como probados los hechos imputados al inculpado dada la precisa declaración testifical que consta en el expediente administrativo , calificando los hechos en cuestión como faltas graves merecedoras de la sanción de separación del servicio , como así lo apreció el Ayuntamiento en el acuerdo que se impugnó .

En consecuencia , se revoca la sentencia de instancia apelada declarándose firme el acuerdo impugnado en este recurso .
c.4.2.5. Ayuntamiento de Hondón de las Nieves 

Vicente Sánchez Ramírez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Hondón de las Nieves del día 16 de marzo de 1. 924 , por el que se separó al mismo del cargo que ocupaba de Oficial de Secretaría del Ayuntamiento citado 
 .


En el primer resultando de la minuta de la sentencia existente consta que el actor fue nombrado en la plaza de Oficial Primero de Secretaría por acuerdo del Ayuntamiento de Hondón de las Nieves de 30 de diciembre de 1. 923 .

En el segundo Resultando se indica que a propuesta de la Alcaldía se adopta acuerdo del indicado Ayuntamiento de fecha 9 de marzo de 1. 924 , por el que se resuelve suspender a tres Oficiales de la Secretaría del Ayuntamiento de empleo y sueldo , en base a la  “ necesidad de hacer algunas economías “ y con el fin de sustituir a dichos tres funcionarios por sólo uno , en concreto , “ el que fuere más apto y diligente para el cumplimiento de los servicios relacionados con dicha oficina .”

Por decreto de la Alcaldía de fecha 11 de marzo de 1. 924 se acuerda separar de sus empleos al actor y a José Penalva Martínez , así  como , nombrar con carácter provisional como único Oficial de Secretaría a Manuel Davó Cerdán con el carácter de Oficial Primero .Mediante acuerdo plenario adoptado el 16 de marzo de 1. 924 se prestó conformidad a lo así resuelto por la Alcaldía en su referido decreto .


El Tribunal acordó como diligencia para mejor proveer requerir certificación municipal en punto a si había procedido la Corporación en cuestión a la aprobación del Reglamento de Funcionarios de dicho Ayuntamiento y de otras Ordenanzas al respecto .

Se expidió tal certificación remitiéndose al Tribunal que la requirió en términos negativos en cuanto a los dos extremos solicitados .


El referido órgano jurisdiccional entiende como norma esencial de aplicación al caso lo dispuesto en la Ley Municipal de 2 de octubre de 1. 877 , en sus artículos 74 y 78 , donde se prescribe como así se reitera en el segundo Considerando lo siguiente : “ es atribución exclusiva de los Ayuntamientos el nombramiento y separación de todos los empleados y dependientes pagados de los fondos municipales … competencia ésta atribuida a las entidades municipales que sólo puede quedar limitada por lo reglamentos que puedan formar cuando en ellos se crean derechos .”

Añadiéndose , en el tercer Considerando , que al acreditarse que el Ayuntamiento expresado no dispone de reglamentación propia en materia de empleados municipales : “ resulta incuestionable la facultad del repetido Ayuntamiento para adoptar el acuerdo origen de este pleito .”

Se ha desestimado el recurso interpuesto confirmándose en sus términos el acuerdo recurrido .

c.4.2.6. Ayuntamiento de Torremanzanas 

Emilio Cortés Gisbert interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Torremanzanas del día 12 de marzo de 1. 932 , por el que se destituyó al recurrente del cargo que ocupaba en propiedad de primer Auxiliar de la Secretaría de dicho municipio 
 .


En el primer Resultando de la minuta de la sentencia se recogen como motivos de haber adoptado el indicado acuerdo las reiteradas faltas de puntualidad del actor para asistir a su trabajo , que ya fueron objeto de una sanción pecuniaria en 1. 931 , así como que su nombramiento como funcionario en propiedad no se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia por lo que carece de los efectos jurídicos pertinentes .


El Ministerio Fiscal se allanó a la demanda del actor .


El Tribunal en el primer Considerando centra el objeto del litigio presente en el sentido de si lo actuado y resuelto por el expresado Ayuntamiento cumple con las exigencias impuestas por el régimen jurídico de aplicación para proceder a la destitución de los funcionarios públicos , a saber : Estatuto Municipal , artículo 248 ; Reglamento de 23 de agosto de 1. 924 , artículo 111 ; Reglamento Orgánico Provisional de 14 de mayo de 1. 928 , artículo 33 . La citada legislación determina como requisitos ineludibles para separar definitivamente a un funcionario público la instrucción y resolución del correspondiente expediente disciplinario y haberle concedido al inculpado el trámite de audiencia respecto de los cargos que se le formulan .

Al respecto , constata el Tribunal en el caso de autos lo siguiente : “ las diligencias practicadas por el Ayuntamiento se reducen al acuerdo adoptado por la mencionada Corporación en sesión celebrada el 12 de marzo de 1. 932 … sin que existan más diligencias ni elementos de prueba corroboradotes de aquellos motivos de destitución .”
Se ha estimado el recurso interpuesto por el actor ordenándose al Ayuntamiento que lo reponga en el cargo que ocupaba , así como se declara el derecho del mismo a obtener los haberes dejados de percibir desde su indebida destitución .

c.4.2.7. Ayuntamiento de Lorcha 

Marcelino Bonastre Camps interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Lorcha del día 9 de febrero de 1. 933 , por el que se destituyó al actor en el cargo que ocupaba de Oficial de la Secretaría del Ayuntamiento 
 .


En el segundo Resultando se contienen los siguientes antecedentes : que el actor con fecha 20 de abril de 1. 931 solicitó del Ayuntamiento que se le concediera una licencia no retribuida por el plazo máximo de seis meses , accediéndose a dicha petición con fecha 23 de abril de 1. 931 . El 31 de enero de 1. 933 el recurrente solicitó su reposición en el cargo que ocupaba , acordando el Ayuntamiento con fecha 9 de febrero de 1. 933 declarar improcedente y extemporánea dicha petición , así como se resuelve su destitución en el cargo por haber incurrido en la falta grave de abandono de destino en la función pública .

Bonastre Camps basa esencialmente su escrito de demanda en que el 23 de septiembre de 1. 931 , es decir , con anterioridad a expirar el mencionado plazo de los seis meses de duración de la indicada licencia concedida sin retribución , se había presentado ante el Alcalde y el Secretario de la Corporación haciendo una manifestación verbal de reintegrarse en su puesto funcionarial , proponiendo la pertinente prueba testifical al efecto , que se admitió por el Tribunal .


Tal órgano jurisdiccional centra la cuestión litigiosa en el sentido de determinar la relevancia jurídica de la manifestación alegada por el demandante en los términos expuestos y si la misma puede considerarse como probada de forma concluyente , teniendo presente que la manifestación plasmada por escrito del actor se presenta en el Ayuntamiento el 31 de enero de 1. 933 .

En el segundo Considerando el Tribunal valora que el resultado de las declaraciones testificales no resulta unánime , ni , por tanto , concluyente respecto a la probanza del hecho alegado por el actor .


En el tercer Considerando se mantiene que el actor cometió una falta grave de abandono de destino , como sostuvo el Ayuntamiento en el acuerdo recurrido , prevista en el artículo 109 , párrafo 1º , del Reglamento de fecha 23 de agosto de 1. 924 .


Se ha desestimado el recurso interpuesto por el actor  y se confirma en sus términos el acuerdo municipal que se recurre .


El demandante interpuso recurso de apelación contra la referida sentencia ante el Tribunal Supremo , que dictó sentencia con fecha 13 de noviembre de 1. 946 , por la que estimó dicho recurso y revocó la sentencia del tribunal de instancia .


En el segundo Considerando de tal sentencia sostiene el Alto Tribunal que el acuerdo recurrido en este litigio priva al apelante de su condición funcionarial , sin que se le haya instruido expediente disciplinario al efecto , lo que determina que se haya vulnerado una esencial e inexcusable garantía de su defensa , por lo que el acuerdo municipal en cuestión se inviste “ de tal flagrante gravedad , que obliga a la Sala , en su función revisora , a declarar la total nulidad e ineficacia de lo entonces acordado .”

c.4.2.8. Ayuntamiento de Benejama 

José María Pérez Bellod interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Alcaldía de Benejama del día 21 de mayo de 1. 933 , por la que se suspendió al recurrente de empleo y sueldo en el cargo que ocupaba de oficial de Secretaría del Ayuntamiento por término de un mes , así como contra el acuerdo plenario de  22 de junio de 1. 933 , por el que se destituyó al actor en el mencionado cargo 
 .


El Tribunal mediante Auto de 4 de junio de 1. 934 acumuló los dos recursos iniciales que se interpusieron para su tramitación como uno solo .


En el segundo Resultando queda constancia que con carácter previo a adoptar el acuerdo de destitución del recurrente  se instruyó y tramitó el correspondiente expediente disciplinario contra el mismo , donde se le imputaron los cargos de tardanza y descuido en la realización de las tareas y documentos propios de su cargo , así como determinados defectos jurídicos que adolecía su nombramiento como funcionario de carrera en el año 1. 930 . Asimismo se le imputó el entorpecimiento y perturbación de la oficina municipal como venganza por haber suspendido dicha Corporación a su padre , Eleuterio Pérez Calabuig , como Secretario que fue en propiedad de tal Ayuntamiento y al que se le instruyó expediente de destitución . El inculpado negó tajantemente tales hechos y manifestó que los acuerdos en cuestión sólo respondían a la  “ pasión política “ de los miembros corporativos .


En el tercer Resultando se recoge que al actor se le repuso en el cargo funcionarial que ocupaba pero manifiesta su voluntad de proseguir el presente pleito , con objeto que se le reconozca dicha reposición como un derecho del mismo y se le abonen los haberes dejados de percibir indebidamente desde que se decretó su suspensión en el indicado cargo que tan legítimamente ocupaba .


El Tribunal tras el análisis del expediente municipal que se le remitió constató los siguientes extremos .


En primer lugar , el acuerdo municipal de destitución indica que el inculpado se halla incurso en determinadas faltas graves , pero “ no se hace expresa determinación de la falta o faltas graves imputadas en contra del hoy recurrente .” En todo caso , se desprende de la documentación obrante en el indicado expediente que el recurrente incurrió en la falta leve tipificada en el artículo 31 , 4º , último párrafo , del Reglamento estatal de 14 de mayo de 1. 928 , todo ello al acreditarse negligencia o descuido en el servicio encomendado – primer y segundo Considerando -.


En segundo lugar , dadas las deficiencias en la trascripción de la parte inicial y final del acta de la sesión donde se acordó la destitución objeto de este recurso , se constata lo siguiente en el tercer Considerando : “ lo que impide el saber si el acuerdo dicho , fue tomado por el voto favorable de las dos terceras partes de los Concejales que formasen la Corporación , que preceptúa el apartado f) del artículo 248 del Estatuto Municipal y que así mismo exige el párrafo segundo del artículo 33 del Reglamento antes citado de 1. 928 “ .

En tercer lugar , el Tribunal sostiene que resulta de toda manera improcedente la referencia del acuerdo en cuestión en punto a plantear determinadas deficiencias jurídicas que vician el nombramiento del actor como funcionario , ya que en cuanto típico acto declarativo de derechos y que goza de la condición de firme , para proceder contra el mismo resulta preceptivo declarar su carácter lesivo por la propia Corporación municipal y su ulterior impugnación ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo , por lo que se indica en el cuarto Considerando : “ carecía de competencias el referido Ayuntamiento para pronunciarse como lo hizo .”

Se revoca el acuerdo municipal de 22 de junio de 1. 933 , imponiendo al actor la sanción por la comisión de la falta leve indicada de quince días de suspensión de empleo y sueldo imputándose al respecto el tiempo el tiempo de suspensión ya cumplido por el actor . Asimismo se declara su derecho a la reposición en el cargo que ocupaba y que se le abonen por el Ayuntamiento los haberes correspondientes al respecto .

c.4.2.9. Ayuntamiento de Callosa de Segura 

Se conservan sendos recursos sendos recursos referidos a dicho municipio .


El primer recurso se interpuso por Flaviano Bernabé Guillén contra el acuerdo de la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Callosa de Segura del día 18 de octubre de 1. 934 , por el que se separó al actor del cargo que ocupaba de Oficial de tercera clase de la Secretaría del Ayuntamiento indicado 
 .


En el primer Resultando de la sentencia que se conserva existe referencia a que con carácter previo a adoptar el mencionado acuerdo se instruyó y tramitó un expediente disciplinario contra el demandante , se le suspendió como medida cautelar de empleo y sueldo del cargo que ejercía y se elaboró un pliego de cargos y propuesta de destitución por el Concejal – instructor del expediente . En concreto , se le imputó dada la precisa declaración de varios testigos la comisión de una falta grave de manifiesta falta de probidad en el ejercicio de la función pública , al quedar acreditada la deslealtad en los siguientes términos :“ haber informado a elementos levantiscos de la política , de todo cuanto en aquel Ayuntamiento se tramitaba y muy especialmente de aquellos delicados asuntos que por su carácter social se hallaban relacionados con el orden público … anteponiendo al interés municipal los intereses del partido socialista en el que militaba .”

Tales hechos se tipificaron en la falta grave prevista en el artículo 109.7º del Reglamento estatal de 23 de agosto de 1. 924 y fueron negados por el inculpado en el plazo de audiencia que se le concedió al efecto en dicho expediente disciplinario o correccional .


El Tribunal en el estudio de los antecedentes obrantes en el expediente municipal remitido a la Sala se estima de esencial importancia la declaración testifical que motivo la incoación y resolución del expediente disciplinario referido , dada la pormenorización de los datos y hechos que se le imputan al funcionario referido .En este sentido , se mantiene en el segundo Considerando de la sentencia :“ el recurrente se limitó a negar la certeza de los hechos que se le atribuían , pero sin intentar prueba alguna que desvirtuase la testifical referida .” Por lo que se considera conforme a derecho la tipificación del ilícito administrativo resuelto por el Ayuntamiento .

Se ha desestimado el recurso interpuesto confirmando en sus términos la resolución recurrida .


El segundo recurso se interpuso por José Maciá Maciá contra el acuerdo del Ayuntamiento citado de fecha 2 de mayo de 1. 936 , por el que se le destituyó del cargo que ocupaba de Oficial de clase segunda de la Secretaría del Ayuntamiento 
 .

En el primer Resultando de la sentencia queda reflejado que el recurrente fue suspendido de empleo y sueldo preventivamente y se instruyó un expediente disciplinario contra el mismo que determinó el acuerdo que se impugna .Asimismo también existe referencia a que el actor murió durante la Guerra Civil española y se personó en autos su viuda , Dolores Maciá Zaragoza , que en el escrito de demanda solicitó la nulidad del acuerdo recurrido y que se le abonaran los haberes que indebidamente dejó de percibir el finado desde que se acordó su destitución en la plaza en propiedad que ocupaba .

El Tribunal aportó como diligencia para mejor proveer testimonio literal de la sentencia dictada por el mismo de fecha 23 de noviembre de 1. 946 , donde se estimaba el recurso contencioso-administrativo interpuesto por Maciá Maciá contra el acuerdo plenario por el que se resolvió la suspensión cautelar de empleo y sueldo y , en consecuencia , se revocó el referido acuerdo municipal de fecha 3 de marzo de 1. 936 .


También obra que se señaló nueva vista del pleito por inhabilitación de uno de los Vocales del Tribunal  y tal órgano jurisdiccional mantiene como elemento determinante para resolver el presente litigio , las observaciones contenidas en el primer Considerando :

“ Que del examen de los antecedentes del expediente unido a estos autos no aparece específica y terminantemente determinado cuales fueron las causas graves que sirvieron de base a la Corporación municipal … para acordar la destitución …de Don José Maciá Maciá del cargo que desempeñaba , y como quiera que el artículo 194 de la vigente Ley Municipal de 1. 935 señala de manera clara y concreta cuales han de ser tales faltas graves , al no concretarlas el instructor del expediente referido en sus actuaciones mal puede este Tribunal calibrar el motivo trascendente que impulsara a dicha Corporación municipal a tomar tal acuerdo … “ .

Se ha estimado el referido recurso revocándose el acuerdo recurrido , así como declarando el derecho del ya finado de ser restituido en su cargo y a percibir su viuda los haberes dejados indebidamente de percibir desde que se resolvió la destitución del mencionado funcionario municipal . También se imponen las costas de este pleito al Ayuntamiento indicado por su temeridad manifiesta a oponerse a la presente demanda .
c.4.2.10. Ayuntamiento de Gata de Gorgos 

Pascual Mulet Signes interpuso recurso contra el acuerdo del Ayuntamiento de Gata de Gorgos del día 21 de marzo de 1. 936 , por el que se le destituye del cargo que ocupaba de Oficial de la Secretaría del Ayuntamiento  
 .


En el primer Resultando queda constancia que el actor fue nombrado para ocupar dicha plaza el 2 de octubre de 1. 923 y que no se instruyó ni tramitó expediente disciplinario con carácter previo a acordar la destitución del mismo .


El Fiscal se allanó a la demanda .


La Alcaldía manifestó que el actor en realidad lo que había hecho era dimitir de su cargo , por lo que no se mostraba como parte dicha Corporación en este recurso , habiéndose dado cuenta a la Sala de tal extremo mediante el acuerdo plenario adoptado el 19 de septiembre de 1. 942 . 


El Tribunal centra el objeto litigioso de autos en el carácter propietario o interino en que el recurrente ocupó su plaza .En este sentido , en el primer Considerando se manifiesta que , si bien es cierto , que el actor no consta que ocupara tal plaza en propiedad , no es menos cierto , que aunque se considere como interino en la misma , “ conforme al apartado c) de la cuarta disposición transitoria de la Ley municipal de 1. 935 , llevando más de veinticuatro meses en el cargo , aunque se le estimara interino , debió incluírsele en el escalafón funcionarial como propietario .”

En el segundo Considerando se manifiesta respecto a que se prescindió en este caso de instruir y resolver expediente disciplinario lo siguiente :


“ Tal circunstancia supuso desconocer e infringir la garantía establecida para los funcionarios municipales de la previa y preceptiva formación de expediente para resolver su destitución , conforme prescriben los artículos 194 , 195 y 196 de la Ley Municipal de 1. 935 , por lo que dicho acuerdo carece de validez jurídica alguna .”

Se ha estimado el presente recurso , ordenándose al Ayuntamiento que reponga en su cargo al actor y se le abonen los haberes dejados de percibir desde que se acordó su indebida destitución .
c.4.3. Oficiales de Intervención de Ayuntamiento 
c.4.3.1. Ayuntamiento de Denia 

José Mestre Marí interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Denia del día 13 de marzo de 1. 936 , por el que se resolvió la supresión de la plaza que ocupaba el demandante 
 .

En el primer Resultando se alude que el actor fue nombrado con fecha 7 de junio de 1 . 935 , con carácter interino , para ocupar el cargo de Oficial de Intervención , así como que el mismo acudió en amparo del Tribunal establecido por el artículo 197 de la Ley Municipal de 1. 935 , que dictó sentencia el 18 de mayo de 1. 936 declarándose incompetente por razón de la materia , que se notificó al actor el 20 de mayo de 1. 936 .


El 1 de junio de 1. 936 se presentó demanda ante el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo por Mestre Marí .


El referido órgano jurisdiccional de la jurisdicción contenciosa – administrativa centra el objeto de este pleito en dos cuestiones esenciales , respecto lo actuado por el referido tribunal creado por el artículo 197 de la ley Municipal de 1. 935 .


De una parte , que dicho Tribunal administrativo se declara incompetente en tanto que el acto impugnado no se refiere a la imposición de sanción correccional a funcionario municipal , sino como se expresa en el primer Considerando de la sentencia que se glosa , el acuerdo en cuestión supone el ejercicio de una facultad que corresponde a la exclusiva competencia de los Ayuntamientos para su propia organización , cual es , la de suprimir una plaza funcionarial .


De otro lado , dada la incompetencia para conocer del asunto planteado por dicho Tribunal administrativo sus actuaciones en ningún caso podrían interrumpir la prescripción de las acciones frente al Tribunal Provincial de lo Contencioso – Administrativo , por lo que el actor de conformidad con lo dispuesto en los artículos 218 y 224 de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo debió , lo que no hizo , formular demanda ante el citado órgano jurisdiccional mediante la cual : “ se interpone recurso contencioso-administrativo dentro del término de quince días siguientes al que se entendió desestimado presuntamente el recurso de reposición que resultaba de aplicación .”

Teniendo presente , como así consta en el segundo Considerando , que el actor interpuso dicho recurso administrativo de reposición ante el Ayuntamiento de Denia el 17 de marzo de 1. 936 , mientras que la demanda aludida se presentó con fecha 1 de junio de 1. 936 , pero a los quince días a contar del día siguiente a su interposición sin habérsele notificado su resolución , el silencio operado tiene carácter desestimatorio del mismo ,  quedando expedita la vía jurisdiccional contencioso-administrativa .

Se estima la excepción de prescripción de la acción alegada por el Ministerio Fiscal de prescripción de la acción .
c.4.4. Recaudadores de Arbitrios Municipales 
c.4.4.1. Ayuntamiento de Castalla 

Juan Bautista Payá Mira interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Castalla del día 17 de junio de 1. 930 , por el que se destituyó al mismo del cargo de Recaudador de Arbitrios de dicho municipio 
 .


En el primer Resultando se indica que Juan Bautista Leal Rico , en calidad de fiador del actor y Concejal del indicado Ayuntamiento , presentó el 26 de febrero de 1. 930 escrito ante el Ayuntamiento citado , indicando que retiraba la garantía personal que a favor del demandante tenía prestada y solicitando que se procediera a la correspondiente liquidación de las cuentas municipales con Payá Mira . Por la Comisión Permanente del Ayuntamiento se accedió a dicha petición , constando la abstención del miembro de la misma Leal Rico , ordenándose al Recaudador municipal practicar la liquidación de los valores a su cargo y que presentase nuevo fiador a satisfacción del Ayuntamiento para poder continuar sus funciones . Por decreto de la Alcaldía se procedió a separar de su cargo al actor , en base a que no cumplimentó los referidos requerimientos , ratificándose dicha resolución presidencial por acuerdo de la Comisión Permanente precitada de fecha 17 de abril de 1. 930 .


Con posterioridad se adopta el acuerdo impugnado en este recurso , con fundamento en que el recurrente cometió falta grave de desobediencia a la Alcaldía y a la propia Comisión Permanente , al no aportar la liquidación de las cuentas requerida , cuando a mayor abundamiento por razón de su cargo estaba obligado a presentarla con una periodicidad trimestral . También se le imputaron , entre otras faltas graves , haber cometido un “ desfalco “ en su gestión y al no haber prestado nueva fianza al efecto está imposibilitado jurídicamente para ejercer el cargo para el que se le nombró .


El recurrente en el escrito de demanda que presentó negó los hechos imputados y alegó que no se le había notificado ningún pliego de cargos , ni se le había concedido audiencia previa a resolver sobre su destitución .


Al respecto , el Tribunal sostiene la aplicación en este caso de las prescripciones contenidas en el artículo 248 , apartado A ) , del Estatuto Municipal , en concordancia con lo dispuesto en el artículo 111 del Reglamento estatal de 23 de agosto de 1. 924 , que como se argumenta en el primer Considerando de la sentencia , establecen como requisitos ineludibles que deben concurrir para acordar formalmente la destitución de un funcionario municipal , precisamente la instrucción del oportuno expediente disciplinario o correccional y la audiencia previa del inculpado .


En el segundo Considerando se contienen las consecuencias previstas en el ordenamiento jurídico si se procede por el Ayuntamiento a acordar la destitución de un funcionario sin atender los expresados requisitos : “ lo cual constituye un vicio sustancial de nulidad de pleno derecho que invalida todo lo actuado por la Administración .”

Se ha estimado parcialmente el presente recurso , declarándose nulo el acuerdo impugnado , así como ordenándose la reposición del expediente en cuestión al momento procedimental oportuno para que sea oído el recurrente , previa la formación y notificación del preceptivo pliego de los cargos imputados .

c.4.4.2. Ayuntamiento de Parcent 

Juan Bautista Moll Mora formuló recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Parcent del día 24 de julio de 1. 931 , por el que se destituyó al mismo del cargo que ocupaba de Recaudador de Arbitrios Municipales 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se menciona que con carácter previo a adoptar el referido acuerdo impugnado , se resolvió la suspensión de empleo y sueldo del actor , se le instruyó y tramitó expediente disciplinario contra el mismo , por el Concejal – instructor se formuló un pliego de los cargos imputados y se propuso la destitución del inculpado , en concreto , se le imputaba la comisión de la falta grave de descuido en el ejercicio del cargo , en cuanto era manifiesto el retraso en la tramitación de los asuntos a su cargo , en especial , tenía abandonada la cobranza de varios arbitrios municipales dado el papel pendiente de cobro existente y no había realizado ninguna diligencia para la cobranza del arbitrio del inquilinato  y  el de desagüe de canalones pertenecientes al año 1. 931 . En el trámite de audiencia que se le concedió al actor no realizó ninguna alegación al respecto .


La falta grave imputada por el Ayuntamiento al actor que motivó su destitución se tipificó en el artículo 66 , apartado B ) , del Reglamento del Cuerpo de empleados administrativos de dicho Ayuntamiento de fecha 3 de noviembre de 1. 927 .

El Tribunal entiende probados los hechos imputados al demandante tras el estudio de los antecedentes obrantes en la documentación de autos , manifestando en el primer Considerando lo siguiente : “ resulta notoria la perturbación en la marcha administrativa del municipio , cuando los ingresos no se efectúan con puntual normalidad como así sucede en e l presente caso .”

Se desestima el recurso interpuesto en este pleito confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado en el presente .

c.4.4.3. Ayuntamiento de Torrevieja 

Francisco Blanco Barceló interpuso recurso contencioso-administrativo contra los siguientes acuerdos del Ayuntamiento de Torrevieja : del día 28 de mayo de 1. 931 , por el que se suspendió al actor de empleo y sueldo en  la plaza que ocupaba de Recaudador y Agente ejecutivo de arbitrios municipales , en tanto en cuanto , se resolviera el expediente disciplinario incoado contra el mismo ; de  29 de julio de 1. 931 , que resolvió suprimir la plaza de Recaudador y Agente ejecutivo de arbitrios municipales en concepto de economías y considerar tal plaza como innecesaria , así como se acordó la destitución del actor en el cargo que ocupaba 
.

El recurrente en el escrito de demanda que presentó alegaba que el Ayuntamiento de Torrevieja adolecía de atribuciones legales para dictar los acuerdos recurridos .


Obra diligencia relativa a que los autos de referencia se habían encontrado traspapelados de fecha 18 de febrero de 1. 933 .


El Tribunal entiende como determinante para resolver este pleito que el citado Ayuntamiento aprobara el Reglamento del Cuerpo de Empleados Administrativos del Ayuntamiento citado con fecha 19 de diciembre de 1. 924 , ya que como se argumenta en el primer Considerando , las facultades municipales de suspender preventivamente al actor en su empleo y acordar su ulterior destitución en la plaza que ocupaba tienen su fundamento jurídico en lo dispuesto en el artículo 95 de la citada norma municipal .

Añadiéndose en el segundo Considerando que el recurrente fue nombrado para ocupar la plaza en cuestión el 19 de agosto de 1. 927 , es decir , una vez ya estaba en  vigor dicho reglamento municipal  y , por tanto , “ aceptó tácitamente todo cuanto dicho Reglamento dispone .”

Se ha desestimado este recurso confirmándose en sus términos los acuerdos impugnados en el mismo .

c.4.5. Auxiliares de Recaudación de Arbitrios Municipales 
c.4.5.1. Ayuntamiento de Santa Pola 

Bautista Tomás Sempere interpone recurso contencioso-administrativo contra los siguientes acuerdos del Ayuntamiento de Santa Pola : del día 6 de octubre de 1. 934 , por el que se suspendió al actor por dos meses de empleo y sueldo en el cargo que ocupaba de Auxiliar de la Recaudación de Arbitrios Municipales ; de 16 de diciembre de 1. 934 , por el que se acordó la destitución del recurrente en la indicada plaza para la que fue nombrado 
 .


En el primer Resultando de la minuta de la sentencia que se conserva se fundamenta la mencionada resolución de la Alcaldía de suspensión preventiva del cargo que ostentaba el actor , en imputarle la comisión de una falta grave de desobediencia a la Alcaldía , ya que según se indica Tomás Sempere se negó a prestar un servicio extraordinario en la noche del cinco al seis de octubre del año 1. 934 , cuya orden verbal se la trasmitió un Guardia Municipal . El actor alegó en el plazo de audiencia concedido al efecto que la supuesta orden de la Alcaldía no se la dio tal Autoridad municipal , sino un Guardia Municipal de forma verbal , pero en todo caso , no hubiera podido realizar tal servicio extraordinario ya que llevaba más de diez horas prestado el servicio ordinario pertinente .  La Alcaldía propone tras tramitar el correspondiente expediente disciplinario que se destituya al actor imputándole dicha falta grave y se toma acuerdo en tal sentido por el Ayuntamiento Pleno de fecha 16 de diciembre de 1. 934 .


El Tribunal por Auto de fecha 2 de agosto de 1. 935 acuerda la acumulación de los dos recursos interpuestos por el demandante , uno contra cada resolución indicada al principio .


Dicho órgano jurisdiccional en lo que respecta al acuerdo de suspensión del actor que se enjuicia , sostiene los siguientes argumentos :

De un lado , el referido acuerdo tiene un carácter estrictamente cautelar , pero a tenor de lo dispuesto en el artículo 111 del Reglamento estatal de 23 de agosto de 1. 924 , resulta preceptivo que la resolución de la Alcaldía que ordene tal medida preventiva debe ser ratificada por acuerdo plenario dentro de los tres días siguientes a su adopción , extremo que no concurre en el caso de autos , ya que ni siquiera se sometió dicha resolución a la ratificación del pertinente acuerdo plenario , por lo que se afirma que dicha omisión de la preceptiva convalidación de la inicial resolución presidencial supone la nulidad de pleno derecho de la medida en cuestión .


Por otra parte , y respecto del fondo del asunto se manifiesta en el segundo Considerando : “ no apareciendo que se ordenara por escrito la prestación del servicio , falta un requisito trascendental para calificar como grave la negativa del actor .”

En lo atinente al acuerdo de destitución que se impugna en este recurso , el Tribunal no considera probado que el inculpado haya cometido ninguna falta tipificada como grave , ni siquiera leve ,  en la legislación de aplicación .


Se estima el presente recurso revocándose los acuerdos impugnados , así como ordenar al Ayuntamiento la reposición del actor en el cargo que ocupaba y el derecho a que se le abonen los haberes dejados de percibir desde que se acordó su indebida suspensión de empleo y sueldo .
c.4.6. Administradores de Arbitrios Municipales 
c.4.6.1. Ayuntamiento de Monforte del Cid 

Ramón Piñol Pujalte interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Monforte del Cid del día 27 de abril de 1. 931 , por el que se resolvió destituir al mismo en el cargo que ocupaba de Administrador de Arbitrios Municipales 
 .


En el segundo Resultando de la sentencia existente se alude a que mediante Providencia de la Alcaldía de fecha 20 de mayo de 1. 931 se ordenó que se hicieran constar los cargos que hubieran contra el inculpado , como se comprueba , con posterioridad a haber adoptado el acuerdo que se impugna . No consta que con carácter previo a resolver el acuerdo recurrido se haya instruido expediente disciplinario contra el demandante .


El Fiscal se allana a la demanda del actor y comparece en autos como parte coadyuvante la representación procesal de la indicada Corporación municipal .


El Tribunal acuerda como diligencia para mejor proveer requerir de la Alcaldía del municipio citado la aportación de certificación donde se acredite el nombramiento y toma de posesión del actor . La referida Autoridad municipal remitió a la Sala certificación donde consta que el actor fue nombrado para el indicado cargo el 19 de julio de 1. 927 , con carácter de propietario y con un sueldo anual de mil ochocientas pesetas pagaderas por mensualidades .


Dicho órgano jurisdiccional tras analizar la documentación obrante en autos y constatar que el acuerdo de destitución se adoptó sin que se tramitara previamente un expediente disciplinario , sostiene que se han vulnerado las garantías esenciales que asisten a un funcionario de carrera para resolver su destitución , cuales son , la instrucción y resolución de expediente correccional y la audiencia del inculpado , como así lo establece el artículo 248 del Estatuto Municipal aplicable al caso .


Se falla estimar el presente recurso revocándose en sus términos el acuerdo impugnado , así como se ordena al Ayuntamiento la reposición del actor en su cargo y que se le abonen los haberes dejados de percibir desde que se resolvió su indebida destitución .
c.4.7. Auxiliares de la Administración de Arbitrios Municipales 
c.4.7.1. Ayuntamiento de Denia 

Francisco Femenía Castell interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Denia del día 13 de marzo de 1. 936 , por el que se suprimía la plaza que ocupaba el mismo con carácter interino de Auxiliar de la Administración de Arbitrios Municipales 
 .


En el tercer Resultando de la sentencia existe referencia a que el actor solicitó el amparo del Tribunal creado por el artículo ciento 197 de la Ley Municipal de 1. 935 , que se declaró incompetente para conocer de la materia que planteaba la controversia , ya que en su parecer el acto impugnado no se refiere a ninguna sanción funcionarial , según se argumenta y detalla en la sentencia dictada al efecto de fecha 18 de mayo de 1. 936 .

También resulta constatable que el demandante contra el acuerdo de amortizar la plaza que ocupaba interpuso recurso administrativo de reposición ante el indicado Ayuntamiento con fecha 18 de marzo de 1. 936 y posterior recurso jurisdiccional de plena jurisdicción el 30 de mayo de 1. 936 . Teniendo presente que el referido recurso de reposición interpuesto por el actor no fue objeto de resolución expresa , por lo que trascurridos quince días a contar desde el día siguiente a su interposición se entendía desestimado por la técnica del silencio administrativo y en otros quince días se debía haber acudido a la vía jurisdiccional , todo ello a tenor de lo dispuesto en los artículos 218 , 223 y 224 de la Ley Municipal de 1. 935 .


El Fiscal alegó la procedencia de la excepción perentoria de prescripción de la acción para interponer recurso jurisdiccional , dado que el interpuesto se hizo de forma extemporánea .


El Tribunal entiende ajustadas a derecho las alegaciones formuladas por el Fiscal y subraya respecto de los efectos jurídicos de la intervención del aludido Tribunal administrativo lo siguiente – tercer Considerando - : “ nunca puede admitirse como medio para ampliar un plazo que la ley señala para interponer un determinado recurso , el que el interesado acuda ante un Tribunal incompetente , pretendiendo de este modo vulnerar normas de rango de ley  y , por tanto , de estricto cumplimiento sobre la prescripción .”

Se estima la excepción perentoria alegada por el Ministerio Fiscal .

c.4.8 . Inspectores de Arbitrios Municipales 
c.4.8.1. Ayuntamiento de Orihuela 

Sobre la presente temática se conservan dos sentencias motivadas por otros tantos recurso contencioso-administrativos .


El primer recurso se interpuso por Ramón Carrillo Balaguer contra el acuerdo del Ayuntamiento de Orihuela del día 12 de noviembre de 1. 931 , por el que se destituyó al actor del cargo que ocupaba de Inspector de Arbitrios Municipales 
 .


En el primer Resultando obra que con carácter previo a resolver el indicado acuerdo plenario se instruyó y tramitó expediente disciplinario contra el actor .


Tal expediente municipal se inició en base a la denuncia que formuló un Concejal ante la Alcaldía , relativa a la falta de celo que manifestaba reiteradamente el actor en el desempeño de su cargo y , en concreto , se le imputaba que en la calle del Rodeo existe una taberna abierta al público desde hace algún tiempo , sin que se le hubiere exigido a su titular el pago del oportuno arbitrio por dicha apertura del establecimiento , ni el cumplimiento de cuanto disponen las Ordenanzas municipales ya que también se vende vino a granel .Se nombró instructor en el indicado expediente municipal y durante la tramitación del mismo se imputó al inculpado otra actuación en idéntico sentido al expuesto respecto de un local sito en la Calle Santa Lucía de la ciudad . Se formó por el Concejal-instructor el correspondiente pliego de cargos concediéndole audiencia al actor que negó tales hechos . Dicho instructor formuló propuesta de destitución del inculpado en el cargo que ocupaba al imputarle las faltas graves referidas a la falta de celo profesional y tipificadas en el artículo 39 , apartados d) y g ) , del Reglamento Orgánico de Funcionarios del Ayuntamiento de Orihuela de fecha 13 de octubre de 1. 927 .


En el escrito de demanda que presentó el actor propone como pruebas a practicar la testifical y documental .


Mediante escrito de fecha 13 de julio de 1. 933 comparece en autos el hijo del demandante fallecido , Ramón Carrillo Cano , acreditando en debida forma el fallecimiento de su progenitor y se le tiene como parte por el Tribunal .

Por su parte , el indicado órgano jurisdiccional que enjuicia de este caso acuerda como diligencia para mejor proveer requerir de la Alcaldía de Orihuela certificación , donde se acreditara o no que el demandante comunicó a la Inspección municipal la apertura al público y el objeto empresarial de los dos establecimientos citados . Por la Alcaldía de la ciudad se remitió certificación en términos negativos sobre las referidas comunicaciones , si bien se hacer constar en la misma que según costumbre local tales comunicaciones se hacen primero verbalmente por los funcionarios adscritos al servicio de Inspección  y seguidamente se anotan en el libro – registro correspondiente .


El Tribunal entiende como probado el hecho que el actor dio cuenta de tales actividades al servicio correspondiente , mediante la declaración de otro funcionario municipal adscrito a la Inspección  citada que manifiesta que el finado comunicó el funcionamiento y objeto de tales actividades mercantiles , así como se aportan sendas certificaciones municipales que acreditan que los titulares de los negocios indicados abonaron los arbitrios correspondientes constando tales extremos en fechas anteriores a la adopción del acuerdo en cuestión .


En el tercer Considerando se mantiene lo siguiente respecto de la conducta del actor en este caso :


“ no se verifica informalidad o retraso en el despacho de asuntos que corresponden al demandante que perturbaran sensiblemente la actividad de la Administración municipal .”

Se estima el presente recurso revocándose el acuerdo impugnado y ordenando al Ayuntamiento citado que abone a Carrillo Cano los haberes indebidamente dejados de percibir por el funcionario ya finado , desde que sufrió su destitución en la plaza que ocupaba .


El segundo recurso contencioso-administrativo se interpuso por Manuel Belmonte Carreras contra los siguientes acuerdos del Ayuntamiento de Orihuela  : de  29 de mayo de 1. 934 , por el que se suspendió de empleo y sueldo en el cargo que ocupaba el mismo como Inspector de Arbitrios Municipales ; de los días 3 y 24 de julio de 1. 934 , por los que se destituyó al actor del indicado cargo  
 .


En los Resultandos de la sentencia se menciona que con carácter previo a resolver la destitución del actor se instruyó y tramitó un expediente disciplinario contra el mismo , se elaboró un pliego de cargos por el Concejal-instructor de tal expediente , se concedió audiencia al funcionario inculpado y se elaboró propuesta de destitución del actor en el cargo que ocupaba . Todo ello por haber considerado que el mismo fue autor de diversas faltas calificadas como graves en la legislación de aplicación , en concreto , en el artículo 39 , párrafos G ) y K ) , del Reglamento del Cuerpo de Funcionarios Administrativos del Ayuntamiento de Orihuela , es decir , falta grave de probidad en el ejercicio del cargo funcionarial mencionado y falta grave de aptitud en el sentido indicado que perturban sensiblemente la actividad de la Administración municipal .

Por lo que hace a los acuerdos impugnados y relativos a la destitución del demandante , el Tribunal tras el análisis de los antecedentes obrantes en este expediente sostiene que los hechos imputados , cuales son , que el inculpado dejó de dar de alta en el pago de los arbitrios correspondientes algunos establecimientos de la ciudad , no determinan la comisión de las faltas graves atribuidas al funcionario en cuestión dado que no se acredita que se produzca la finalidad ni los resultados previstos en las referidas faltas graves . En este sentido , se mantiene en el cuarto Considerando de la sentencia lo siguiente :


“ que el recurrente queda acreditado que cometió la falta leve del apartado C) del articulo 40 del repetido Reglamento de Funcionarios del Ayuntamiento de Orihuela , pero no las faltas graves de las comprendidas en el artículo 39 citado .”

Por lo que el Tribunal aprecia la comisión por el demandante de una falta leve de probidad en su ejercicio del cargo funcionarial que debe sancionarse con una suspensión temporal de empleo y sueldo .

En lo atinente al acuerdo que también se enjuicia de suspensión de empleo y sueldo del actor en la plaza que ocupaba , se considera por el aludido órgano jurisdiccional que el mismo se adopta por la Corporación municipal en el ámbito de las facultades discrecionales y cautelares previstas en el artículo 45 del citado Reglamento del Ayuntamiento de Orihuela , como así se expone en el quinto Considerando de la sentencia .


En consecuencia , se confirma el acuerdo municipal del día 29 de mayo de 1. 934 y se revocan los otros dos acuerdos citados relativos a la destitución del actor , imponiéndole al mismo la sanción correspondiente por la comisión de la falta leve citada que ya se entiende cumplida y ordenando al Ayuntamiento que lo reponga en el cargo que ocupaba y se le abonen los haberes correspondientes .
c.4.9. Fieles del Repeso de Mercados Municipales 
c.4.9.1. Ayuntamiento de Orihuela 

José María Cecilia Ramírez interpuso recurso contencioso-administrativo contra los siguientes acuerdos de la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Orihuela : del día 3 de julio de 1. 934 , que resolvió la destitución del mismo en el cargo que ocupaba de Fiel del Repeso en el mercado municipal de la citada ciudad , que quedó suspenso por no haber obtenido el “ quórum “ imprescindible exigido por la legislación aplicable al efecto ; de 24 de julio de 1. 934 , que acordó la destitución del recurrente en el mencionado cargo que ocupaba con la asistencia y votación por unanimidad de los miembros corporativos 
 .


En la sentencia se relata que con carácter previo a dictar los expresados acuerdos se instruyó un expediente disciplinario contra el funcionario indicado , en base a la denuncia que formuló el Concejal de Abastos , Antonio Cayuelas Plaza , sobre la falta de probidad en el ejercicio de las funciones propias de la plaza que ocupaba el actor . Se formó un pliego de cargos contra el inculpado e inicialmente la falta se calificó como leve , pero posteriormente como consecuencia de un requerimiento formulado por la Alcaldía de la ciudad al instructor  se calificaron los hechos por éste como falta grave , así como propuso como sanción procedente la destitución en el cargo del mismo .


El demandante en el plazo de audiencia que le fue concedido en dicho expediente correccional negó los hechos imputados , así como en el escrito de demanda que presentó en este pleito manifiesta que los hechos que se le imputan obedecen exclusivamente a la persecución política que padece .


El Tribunal tras el estudio de la documentación que dispone mantiene en el segundo Considerando :


“ Que del examen del expediente se infiere que , los aparatos de pesar se encontraban en completo abandono , esto es , sucios , descuidados de la nivelación necesaria que sirviera de garantía al público … “

Para añadirse en el tercer Considerando lo que sigue :


“ Que el propio recurrente reconoce en sus declaraciones el mal estado en que se hallaban los útiles de pesar y la falta de celo y vigilancia que supone que en las oficinas de su cargo entraran cuantos quisieran a pesar de que fuera amonestado por ello en diferentes ocasiones .”

En consecuencia , se desestima el recurso interpuesto por el actor confirmándose en sus términos los acuerdos impugnados .
c.4.10. Alguaciles Municipales 
c.4.10.1. Ayuntamiento de Tibi 

José Torres Valero interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Tibi del día 11 de enero de 1. 934 , por el que se destituye al mismo del cargo que ocupaba en dicho Ayuntamiento de Alguacil – Pregonero 
 .


En los Resultandos de la minuta de sentencia que se conserva obra que el recurrente fue suspendido de empleo y sueldo preventivamente del cargo que ocupaba ; se tramitó contra el mismo un expediente disciplinario por las denuncias de varios vecinos, que le imputaban desautorización reiterada de varias ordenes dictadas por la Alcaldía , atribución de funciones que carece legalmente y desatención manifiesta de sus obligaciones inherentes a la plaza indicada ; se elaboró por el Concejal – instructor del expediente un pliego de cargos donde se le imputaban los referidos hechos tipificándose como faltas graves ; se concedió audiencia al inculpado y se elaboró por el referido instructor propuesta de destitución del cargo que ocupaba el mismo .


El Tribunal entiende como cuestión capital para resolver el presente litigio el carácter o naturaleza de la plaza que ocupaba el demandante , en concreto , si tenía el mismo la condición funcionarial de subalterno o de agente armado de vigilancia municipal , llegando a la conclusión que su condición es la de subalterno , por lo que resulta de aplicación la legislación en materia de funcionarios municipales .


De otro lado , dicho Tribunal constata que no queda probado en la documentación obrante en autos que los hechos atribuidos al actor constituyan falta grave , ya que tampoco se tipifican con nitidez los mismos con las infracciones imputadas , como así se expresa en el tercer Considerando :


“ la falta de concreción de aquellas manifestaciones cuya vaguedad , más bien  , parece dibujar una falta leve de retraso o una negligencia en el cumplimiento de sus deberes .”

Se ha estimado este recurso ordenándose al Ayuntamiento de Tibi que proceda a reponer en el cargo que ocupaba el demandante y que se le abonen los sueldos dejados de percibir indebidamente por el mismo .

c.4.10.2. Ayuntamiento de Llíber 

Juan Bautista Beltrán Agulles interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Llíber del día 9 de agosto de 1. 931 , por el que se destituye al mismo en el cargo que ocupaba de Alguacil – Portero en la expresada Corporación municipal 
 .

En la minuta de la sentencia que se conserva se alude a que el recurrente fue suspendido de empleo y sueldo de manera cautelar , se instruyó y sustanció un expediente disciplinario contra el actor , concediéndole audiencia al efecto y se le imputó por el instructor la comisión de la infracción grave de falta de probidad en el ejercicio del cargo que desempeñaba por lo que se propuso su destitución del mismo .


En el escrito de demanda manifestó el actor que negaba los hechos imputados .


El Tribunal estima como esencial para dictar resolución en este litigio precisar si el cargo en cuestión lo ejercía el actor en propiedad o con carácter interino , sosteniéndose al respecto que no existe ningún dato concluyente que determine que el cargo en cuestión se ejercía por el demandante en propiedad . Por tanto , dicho órgano jurisdiccional afirma que la aplicación del régimen jurídico sancionador a los funcionarios públicos y la observancia de las garantías previstas en el mismo a su favor sólo resulta inexcusable cuando el cargo se ejerce en propiedad , extremo que como se indica no concurre en este caso .


Se ha desestimado el presente recurso , en base a lo expuesto confirmándose en sus términos el acuerdo que se impugna .

c.4.10.3. Ayuntamiento de Algorfa 

Eugenio Martínez Gil interpone recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Algorfa del día 26 de septiembre de 1. 934 , por el que se destituye al mismo del cargo que ocupaba de Alguacil-Portero 
 .

En el primer resultando de la minuta de la sentencia se refleja que con carácter previo a dictar dicho acuerdo no se tramitó expediente disciplinario contra el recurrente .


El actor fundaba su pretensión de nulidad del acuerdo recurrido precisamente en que no se instruyó el preceptivo expediente de corrección funcionarial , ni se le concedió el sagrado trámite de audiencia en dicho expediente , por lo que se habían vulnerado de manera notoria las garantías que le reconocía  la legislación vigente , en concreto , el Decreto de fecha 13 de abril de 1. 934 . Todo ello a pesar de ejercer un cargo municipal de carácter o naturaleza armada .

El Tribunal en un escueto primer Considerando entiende que el cargo que ocupa el actor es de naturaleza armada , por lo que su nombramiento y cese constituyen facultades discrecionales de la Alcaldía , de conformidad a lo prescrito en el artículo 74 de la Ley Municipal de 1. 877 .

Sobre la aplicación de la norma alegada por el actor se sostiene al respecto en el segundo Considerando :

“ Que el Decreto de 13 de abril de 1. 934 , aparte de no referirse concretamente a la clase de empleos como el del recurrente … , establece un recurso ante el Ministerio de la Gobernación a los comprendidos en el mismo , que tampoco ha utilizado el recurrente o , al menos , no se acreditó en autos .”

Se ha desestimado este recurso confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado .

c.4.11. Vigilantes de lugares públicos municipales 
c.4.11.1. Ayuntamiento de Orihuela 

Al respecto se conservan dos minutas de sentencias cuyo objeto se expone seguidamente .


El primer recurso se interpuso por Antonio Vegara Cerezo y José Ros Navarrete contra el acuerdo del Ayuntamiento de Orihuela del día 24 de julio de 1. 934 , por el que se destituyó a los recurrentes en sus cargos de Guardas de la Fuente de San Francisco 
 .


En los antecedentes de la minuta de sentencia que se conserva se indica que previamente a dictarse el acuerdo impugnado se instruyeron y resolvieron sendos expedientes disciplinarios contra los demandantes , formándose los correspondientes pliegos de cargos contra cada inculpado imputándoles la comisión de faltas graves por incumplimiento reiterado del Reglamento de la Fuente municipal de San Francisco , así como se propuso por el Concejal – instructor la sanción de destitución de los mismos y se les concedió audiencia al respecto negando los hechos imputados y la entidad de las faltas atribuidas .

El Tribunal en el primer Considerando analiza si los cargos que desempeñan los actores tienen o no carácter armado para concluir en sentido afirmativo y añadiendo al respecto en punto a si se han respetado las garantías establecidas legalmente a favor de los inculpados :


“ se ha dado cumplimiento también en el expediente el Decreto de 13 de abril de 1. 934 , por el cual se instruyeron las diligencias necesarias en averiguación de los hechos denunciados , se oyó a los interesados y se rodeó la resolución del máximo de garantías “.

En el segundo Considerando se entienden probadas las faltas imputadas a los actores con la calificación de graves que quedan acreditadas en la documentación que dispone el Tribunal , cuales son , ausencia de llevanza del preceptivo inventario de aguadores , no consignar el nombre de los mismos y otros usuarios de la fuente en el talonario y hora en que se presta el servicio y reiterado retardo en la toma del servicio .
En este sentido , se concluye en el tercer Considerando lo siguiente :

“ la falta de celo en el desempeño del cargo está agravada por la no vigilancia en contra de la higiene y salubridad pública .”
Se ha desestimado el presente recurso , confirmándose en sus términos el acuerdo recurrido .


El segundo recurso contencioso-administrativo se interpuso por José Mateo Murcia contra los siguientes acuerdos de la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Orihuela  : de los días 12 y 18 de octubre de 1. 934 , por los que se suspendió al mismo de empleo y sueldo en el cargo que ocupaba de Guarda de Jardines municipales ; de 6 de noviembre de 1. 934 , por el que se acordó la destitución del actor en la mencionada plaza municipal  
.

En el primer Resultando de la sentencia existente queda patente que con carácter previo a resolver la destitución del demandante se instruyó y resolvió expediente municipal de carácter correccional contra el mismo , se formuló por el instructor el correspondiente pliego de cargos imputándole la comisión de la falta grave de celo en el ejercicio del cargo , se le concedió audiencia al inculpado negando tales hechos y se propuso por el instructor su destitución como sanción procedente dados los hechos concurrentes .


El Tribunal en el segundo Considerando analiza el trámite de audiencia que se evacuó en dicho expediente disciplinario y si el mismo queda revestido de las garantías establecidas legalmente a favor del actor , precisando al respecto lo que sigue :

“ Que si bien se acredita que el interesado prestó la declaración que consta en el expediente , esta declaración no se puede considerar como la audiencia o los descargos que son necesarios en todo expediente …sin darle ocasión para que pueda , no solamente formular los descargos que estime pertinentes como lo hizo el actor , en vista a las inculpaciones realizadas , sino también proponer las pruebas que entienda conducentes a su derecho , y siendo esto así , es de justicia declarar la nulidad de lo actuado .”

Se ha estimado parcialmente el recurso interpuesto por Mateo Murcia , en el sentido de declarar la nulidad de las actuaciones practicadas con posterioridad al momento en que se le debió dar audiencia al expedientado se tramite en forma , “ esto es , que el instructor , vistas las diligencias practicadas , se formule el correspondiente pliego de cargos y pueda el interesado , en otro de descargos , aducir cuantas razones y pruebas considere pertinentes a la defensa de su derecho .”

Conviene subrayar que sólo en esta sentencia el Tribunal analiza en profundidad el contenido material que debe conllevar el trámite de audiencia al inculpado en un expediente sancionador , ya que tal trámite no solamente supone un cumplimiento de carácter formal para la Administración actuante , sino que , además , se le debe comunicar al inculpado la posibilidad de proponer cuantas pruebas estime oportunas para la defensa de sus derechos como contenido esencial del expresado trámite .
c.4.12. Vigilantes de Obras Municipales 
c.4.12.1. Ayuntamiento de Elche 

Jaime Matínez Torres interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Elche del día 17 de agosto de 1. 934 , por el que se destituyó al mismo del cargo que ocupaba de Vigilantes de Obras 
 .


En los antecedentes de la sentencia que se conserva consta que el actor fue suspendido cautelarmente de empleo y sueldo por haber emitido públicamente conceptos injuriosos para la Alcaldía de la ciudad , se instruyó expediente disciplinario contra el mismo por el Concejal – instructor que se designó y se remitieron tales actuaciones al Juzgado de Instrucción de Elche para que se procediera a depurar la responsabilidad criminal de Martínez Torres por los hechos averiguados y obrantes en el mismo . Dicho Juzgado dictó auto de sobreseimiento libre a favor del actor al no estimar concurrencia de responsabilidad criminal imputable al mismo . Por la Alcaldía se comunicó al Concejal  - instructor el contenido del indicado auto judicial , quien resolvió proseguir el expediente disciplinario ya instruido contra el demandante y proponer la sanción de destitución al considerar que había cometido las faltas graves de desconsideración y falta de obediencia a un superior .


También obra que el acuerdo municipal recurrido se resolvió constando la advertencia de legalidad del Secretario del Ayuntamiento , en el sentido que dicho acuerdo no podía legalmente adoptarse ya que los votos favorables a tal acuerdo de los miembros corporativos asistentes no llegaban a los dos tercios exigidos por la legislación de aplicación .


El Tribunal enfatiza en el primer Considerando de la sentencia que el expresado requisito del “ quórum “ de la votación para acordar la destitución de un funcionario público resulta ineludible jurídicamente como cuestión formal previa  , en virtud de lo dispuesto en el artículo 248 , en su punto f) , del Estatuto Municipal y en el artículo 111.2º del Reglamento estatal de fecha 23 de agosto de 1. 924 , que se encuentran vigentes a tenor de lo dispuesto en el Decreto de 16 de junio de 1. 931 .


En el segundo Considerando queda constatado el hecho que el indicado acuerdo se adoptó por nueve Concejales de los once presentes en la sesión , cuando se precisaban como mínimo catorce votos favorables , ya que la Corporación se integraba por veintidós miembros a los efectos del computo de los dos tercios legalmente exigibles .


Se estima el presente recurso ordenándose al Ayuntamiento de Elche que proceda a la reposición del actor en su cargo y que se reabonen los haberes dejados indebidamente de percibir .
c.4.13 . Empleados de estación telefónica municipal 
c.4.13.1. Ayuntamiento de Benejama 

Vicenta Payá Conca interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución tácita negativa a la petición de reposición en el cargo que ocupaba de Encargada de la estación telefónica del municipio de Benejama , que formuló el día 30 de noviembre de 1. 932 
 .


En los antecedentes de la sentencia se pone de manifiesto que con fecha 22 de septiembre de 1. 932 se acordó por el indicado Ayuntamiento , a propuesta de la Alcaldía , instruir expediente disciplinario contra Payá Conca por permitir reiteradamente ciertas reuniones de contenido político en el local donde está instalado el teléfono sin contar con la debida autorización municipal .Con fecha 29 de septiembre de 1. 932 se ratificó por el Pleno del Ayuntamiento la suspensión de empleo y sueldo decretada por el Alcalde con carácter cautelar de la recurrente en el indicado cargo .


Por providencia de la Alcaldía de 29 de octubre de 1. 932 se le emplazó a la actora con objeto que compareciera en las Oficinas municipales para ser oída en tal expediente correccional que tenía a su disposición , lo que realizó con fecha 3 de noviembre de 1. 932 y según indica el Alcalde personalmente le impidió que tomara las notas pertinentes del citado expediente , así como , que tal Autoridad municipal estaba presente durante la declaración de los testigos citados en dicho expediente lo que supone según la actora una manifiesta intimidación a los mismos .

Con fecha 30 de noviembre de 1. 932 se formula por la actora la petición de reposición en el cargo que ocupaba anteriormente citada , ya que expiró el término de la suspensión cautelar de empleo y sueldo que se acordó y no se  resolvió el expediente disciplinario que se le instruyó habiendo trascurrido en exceso el plazo legal de dos meses establecido al efecto.

Mediante acuerdo plenario de fecha 1 de diciembre de 1. 932 se acordó por el Ayuntamiento desestimar la referida petición de reposición , así como declarar lesivo el acuerdo plenario sobre el nombramiento en propiedad de Telefonista municipal a favor de Payá Conca adoptado el 11 de abril de 1. 930 .


Con fecha 8 de enero de 1. 933 se interpone por la interesada recurso contencioso-administrativo que motiva la sentencia que se glosa .


El Tribunal entiende como legislación esencial aplicable a este pleito la que regula los trámites esenciales que debe observar la sustanciación de un expediente de destitución funcionarial , a saber : artículo 248 del Estatuto Municipal y artículo 111 del Reglamento estatal de fecha 23 de agosto de 1. 924 .


Al respecto , en el segundo Considerando se contienen las siguientes manifestaciones :


“ ni se ha formulado contra la demandante pliego de cargos a pesar del tiempo trascurrido , ni se le ha dado audiencia de las actuaciones en la forma prescrita en el mencionado artículo ciento once del Reglamento de 1. 924 , por lo que se ha incurrido en vicios que según reiterada jurisprudencia anulan aquellas actuaciones y las dejan sin ningún efecto jurídico .”

Se declara la nulidad de lo actuado por el Ayuntamiento objeto de este recurso , ordenándole al mismo que proceda a la reposición de la actora en el cargo que ocupaba y el abono de los haberes dejados de percibir .

c.4.14. Conserjes de Mataderos Municipales 
c.4.14.1. Ayuntamiento de Monóvar 

Remedios Romero Samper interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Monóvar de fecha 28 de abril de 1. 936 , por el que se le destituía del cargo que ocupaba en propiedad de Conserje del Matadero Municipal 
 . 


En el primer Resultando de la sentencia existente se alude a que por decreto de la Alcaldía de fecha 28 de febrero de 1. 936 se resolvió suspender cautelarmente de empleo y sueldo a la demandante en el cargo que ocupaba , mientras se tramitaba y resolvía el correspondiente expediente de destitución que se debía instruir contra la misma en base a las siguientes imputaciones : que con el nombramiento de Romero Samper para ocupar la indicada plaza con fecha 5 de abril de 1. 935 se incumplió de manera manifiesta y flagrante lo dispuesto en el propio Reglamento municipal de personal subalterno , dado que tal norma exige que los nombrados al efecto han de ser necesariamente varones ; la reiterada actitud hostil que mostraba la misma para con el régimen republicano y con las autoridades municipales , así como también resultaba frecuente la resistencia de dicha funcionaria a acatar y dar cumplimiento de las ordenes que emanaban de sus superiores .

También consta que la expresada resolución de la Alcaldía fue objeto de otro recurso contencioso-administrativo que determinó la Sentencia del Tribunal Provincial de lo Contencioso- Administrativo de 11 de marzo de 1 . 942 , por la que se declaraba la nulidad del decreto de la Alcaldía en cuestión del día 28 de febrero de 1. 936 , cuya ejecución del indicado fallo judicial se acordó por el Pleno del Ayuntamiento de fecha 25 de noviembre de 1. 942 .Asimismo dicha sentencia contenía en su fallo que se procediera por dicho Ayuntamiento a la reposición en el cargo que ocupaba la actora y el correspondiente abono de los haberes dejados de percibir , pero tal Corporación municipal en la  sesión plenaria de fecha 25 de noviembre de 1. 942 resolvió proceder a la incoación del oportuno expediente de depuración contra la meritada funcionaria , que se inició el 7 de diciembre de 1. 942 , al amparo de la Orden de 12 de marzo de 1. 939 . Dicho expediente de depuración se resolvió mediante el acuerdo plenario de fecha 25 de marzo de 1. 943 , en el sentido de destituir con pérdida de todos los derechos a la inculpada en el cargo para la que fue nombrada excepto en los de carácter pasivo , que se confirmó por el Ministerio de la Gobernación en su Resolución de 21 de julio de 1. 943 .


En el expresado documento judicial que se analiza obra que por el Ayuntamiento , tras haberse dictado por la Alcaldía la resolución cautelar citada , se procedió a tramitar y resolver un expediente disciplinario contra la actora , nombrándose un Concejal – instructor al efecto que elaboró un pliego de cargos reiterándose la imputaciones iniciales y calificando los hechos como faltas graves previstas en la legislación de aplicación , así como se elabora propuesta de destitución de la misma como sanción correspondiente dados los hechos concurrentes . Se le concedió el trámite de audiencia a la demandante que formuló un extenso y fundamentado escrito de alegaciones negando los hechos imputados , que se desestimó por el Concejal – instructor del expediente . Mediante acuerdo plenario de fecha 28 de abril de 1. 936 se resolvió la destitución de la inculpada en el cargo que ocupaba , con fundamento en lo dispuesto por la Ley Municipal de 1. 935 , en su artículo 194 , párrafos 2º y 5º , así como en su artículo 196  .


El Fiscal se allana a la demanda y la Alcaldía del Ayuntamiento presenta escrito ante el Tribunal para que se tenga en cuenta la resolución dictada por el Ministerio de la Gobernación en el expediente de depuración del que fue objeto la actora , subrayándose que dicha resolución gubernativa tiene la condición jurídica de firme a tenor de lo prescrito en el artículo segundo de la Ley de 18 de marzo de 1. 944 y debe ser determinante en la sentencia que se dicte .


El Tribunal dedica los tres primeros Considerandos de la sentencia que se conserva para sostener que no considera probados los hechos imputados a la demandante e , incluso , afirma que el Ayuntamiento de Monóvar no aportó en los autos la correspondiente certificación acreditativa de la disposición del mencionado reglamento municipal donde sólo se admite el nombramiento de varones como personal subalterno municipal .

Destaca como conclusión a la que se llega por dicho órgano jurisdiccional la siguiente :


“ teniendo en cuenta las reglas de la sana crítica deben declararse sin ningún valor ni efecto probatorio la prueba practicada a instancia del Concejal instructor , por cuyo resultado se propuso dicho Concejal , y así se acordó por el Ayuntamiento de Monóvar en su acuerdo de 28 de abril de 1. 936 , la destitución de Doña Remedios Romero Samper de su tan repetido cargo “.

En el cuarto Considerando el Tribunal destaca el carácter firme de la resolución del Ministerio de la Gobernación de fecha 21 de julio de 1. 943 y sus inmediatos efectos ejecutivos .


Se  estima el recurso presente revocándose el acuerdo impugnado en el mismo , sin perjuicio de declarar los efectos legales derivados de la Resolución del Ministerio de la Gobernación citada , en el sentido de obligar al Ayuntamiento que proceda a abonar a la recurrente los haberes dejados de percibir desde el 28 de abril de 1. 936 al 7 de diciembre de 1. 942 – fecha en que se inició el aludido expediente de depuración- , así como los derechos pasivos correspondientes .
c.4.15. Empleados de las Oficinas locales de Colocación Obrera 
c.4.15.1. Ayuntamiento de Monóvar 

Antonio Orquín Chorro y Enrique Jiménez Hernández interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Monóvar del día 27 de julio de 1. 934 , por el que se les destituyó a los mismos de los cargos que ocupaban de Oficiales interinos de la Oficina local de Colocación Obrera 
 .

En los antecedentes de la minuta de sentencia que se conserva se indica que los recurrentes fueron nombrados con carácter interino en los expresados cargos por resolución de la Alcaldía de fecha 15 de febrero de 1. 933 , ratificándose tales nombramientos por el Ayuntamiento Pleno y por la Comisión Inspectora de la mencionada Oficina local .Obra que tales nombramientos se efectuaron en tanto se elaborara un nuevo presupuesto y configuración de tal oficina , cubriéndose entonces las referidas plazas mediante el sistema selectivo de concurso de méritos .
También consta que en el acuerdo plenario impugnado se resolvió traspasar los servicios de colocación obrera a las oficinas de la Secretaría del Ayuntamiento , por lo que cesaron en sus empleos los recurrentes , así como , se facultó a la Alcaldía a designar local a tal fin en la Casa Consistorial y dada la aptitud e idoneidad de los funcionarios municipales serian ellos los que atendiesen el servicio expresado adscribiéndose al mismo por la Alcaldía .


El Tribunal tras el estudio de los antecedentes del caso y de la documentación obrante en autos consideró que el acuerdo impugnado no vulneraba el régimen jurídico de aplicación , en base a la siguiente argumentación :


De una parte , respecto de la regulación jurídica de las indicadas Oficinas de Colocación Obrera , resulta de aplicación la Ley de 27 de noviembre de 1. 931 y el Reglamento de 6 de agosto de 1. 932 . Al respecto , el aludido órgano jurisdiccional  constata que los actores fueron nombrados con carácter interino y que la asunción del expresado servicio público por el Ayuntamiento se posibilita por la citada legislación estatal .


Por otro lado , en lo atinente a la observancia por la Administración actuante de las garantías que tienen previstas legalmente los funcionarios públicos para que se decrete su cese o destitución y que alegan en su demanda los recurrentes , la Sala entiende como norma determinante al efecto el Decreto de fecha 13 de abril de 1. 934 , pero dado el carácter temporal en que se nombró a los recurrentes para cumplir sus funciones dicha disposición resulta inaplicable al caso que se enjuicia .

Se desestima el recurso que interpusieron los aludidos demandantes confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado .
c.4.15.2. Ayuntamiento de Alicante 

Jose Abad Galvañ interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alicante del día 28 de febrero de 1. 936 , por el que se le destituyó del cargo de Ordenanza de la Oficina de Colocación Obrera 
 .


En el segundo Resultando de la sentencia se acredita que el actor fue nombrado para desempeñar tal cargo mediante oficio de la Alcaldía de fecha 4 de mayo de 1. 935 .


El Fiscal se allanó a la demanda y el Ayuntamiento compareció como parte coadyuvante en el presente litigio .


El Tribunal tras el estudio de los antecedentes que dispone viene a realizar las siguientes observaciones :

En primer lugar , que el órgano competente para el nombramiento del recurrente era el Pleno del Ayuntamiento y no la Alcaldía – Presidencia como así se procedió en este caso ,  a tenor de lo dispuesto en el artículo 74 , párrafo 2º , de la Ley Municipal de 1. 877 .


En segundo lugar , prescribe el artículo 101 del Reglamento estatal de 23 de agosto de 1. 924 y el artículo 23 del Reglamento estatal de 14 de mayo de 1. 928 , que ninguna plaza de funcionario municipal podrá estar provista interinamente por más de seis meses , por lo que el Ayuntamiento procedió a acordar el cese del actor para evitar prolongar ilegalmente el plazo de su nombramiento .

Y por último , se constata en el tercer Considerando que el actor ejerce su plaza en las siguientes condiciones : “ en calidad de obrero eventual que no forma parte de las plantillas ni cobra con cargo a los Presupuestos municipales … y que pueden los Ayuntamientos en uso de sus perfectas facultades separar libremente de sus empleos .”

Se ha desestimado el recurso interpuesto por el actor confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado .

c.4.16. Otros empleados públicos 
c.4.16.1. Diputación provincial de Alicante 

Rafael Fenollar Lauri , José Prieto Vidal , Manuel Rodrigo Cortés , José Palomino Rubio y Miguel Monerris Caracuel interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Gestora de la Diputación provincial de Alicante del día 20 de febrero de 1. 935 , por el que se decretó el cese de los recurrentes en los cargos que ocupaban interinamente en la Imprenta Provincial 
 .

En el primer Resultando de la sentencia queda especificado que por acuerdo de la indicada Comisión Gestora del día 31 de diciembre de 1. 932 fue nombrado Fenollar Lauri encargado de la Imprenta Provincial y el resto de los mencionados anteriormente como linieros de tal imprenta , con un haber anual de dos mil ochocientas pesetas cada uno , habiendo tomado posesión de los indicadas plazas el 1 de enero de 1. 933 . Asimismo se constata que en los Presupuestos de gastos de la mencionada Corporación provincial correspondientes a los ejercicios de 1. 933 y 1. 934 se consignan las cantidades correspondientes a los haberes de los demandantes . En el acuerdo de cese que se impugna queda especificado que los actores desempeñaban sus funciones con carácter interino y que se regían por la legislación laboral .


Los recurrentes en el escrito de demanda que formularon enfatizaban en que su nombramiento para ejercer tales plazas era en propiedad ya que su condición de interinos no se deducía del acuerdo de su nombramiento , por lo que solicitaban del Tribunal que se declarase la nulidad del acuerdo impugnado , dado que no se observaron los trámites exigibles legalmente en los expedientes disciplinarios que se incoen contra los empleados públicos , solicitando su reposición en el cargo y el abono de los haberes dejados de percibir indebidamente .


El Tribunal en el primer Considerando analiza pormenorizadamente los antecedentes obrantes en autos para centrar el objeto de este pleito en la determinación del vínculo de los recurrentes con la Diputación provincial de Alicante , en concreto , si los recurrentes tiene la condición de obreros sometidos exclusivamente a la legislación laboral  o , por el contrario , su condición es la funcionarios provinciales subalternos . Al respecto , se cita como esencial para resolver este caso la doctrina jurisprudencial contenida en la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 14 de diciembre de 1. 934 , donde se sostiene que en principio no es en sí misma relevante la naturaleza de la plaza en cuestión , sino que además se ha de complementar este elemento formal con dos criterios de carácter funcional , que son : “ la permanencia temporal en la función y la inclusión de los empleados en escalafones y plantillas .”

Añadiéndose lo siguiente por el Tribunal de instancia como corolario a lo expresado : “ de aquí que pueda sentarse la condición de que cuando se trate de funciones provinciales permanentes y fijas , y no temporales o eventuales , relacionadas con un servicio público , con consignación específica en los presupuestos correspondientes de la Corporación y nombrados los titulares por el organismo competente de la misma , los favorecidos con tales cargos deben ser considerados como empleados provinciales y no como meros obreros provinciales sometidos a contrato de trabajo , que son las características que para los funcionarios provinciales en general  señala el artículo 1º del Reglamento Orgánico de éstos de fecha 2 de noviembre de 1. 925 .”

El Tribunal provincial en el segundo Considerando precisa con concisión respecto de las plazas ocupadas por los recurrentes y la condición administrativa de los mismos : “ es visto que su condición administrativa … es la de empleados subalternos de la Diputación provincial … gozando del derecho de inamovilidad en los cargos otorgados a favor de los recurrentes , no pudiendo ser éstos separados de sus destinos sin las formalidades reglamentarias de una causa grave disciplinaria y debidamente acreditada en el correspondiente expediente , según requiere el articulo 10 del Reglamento de empleados provinciales de fecha 2 de noviembre de 1. 925 .”

En el tercer Considerando el expresado órgano jurisdiccional constata lo que alegan los recurrentes , respecto que en el acuerdo de su nombramiento no aparece el término interinidad aplicable a sus funciones como argumento a mayor abundamiento a lo expresado .


Se estima el presente recurso revocándose el acuerdo impugnado en el mismo , así como se ordena a la Diputación provincial la reposición en el cargo de los demandantes y el derecho de los mismos a percibir los haberes dejados de cobrar desde que se acordó su indebido cese .

9. COMENTARIO PERSONAL DE LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL EXPUESTA  

Como se observa de las ciento sesenta y dos sentencias del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo de Alicante que se han analizado con anterioridad referidas a la temática de Personal  , destacan los recursos presentados por el personal al servicio de la Administración Local  y , en especial , de los funcionarios de carrera pertenecientes a dicha Administración referidos a preservar su derecho al cargo que ocupan y , en concreto , a la reivindicación de su inamovilidad como principal consecuencia funcional de dicho derecho .

El elevado número de dichas resoluciones judiciales ponen de manifiesto el contexto histórico existente en el momento en que se formularon los recursos jurisdiccionales que las motivaron , donde la mayor tentación sin duda alguna del poder local se centraba en que los gobernantes pretendían ejercer tal poder disponiendo de unos funcionarios adeptos al partido político que sustentaba dicho gobierno o , incluso , al cacique local de turno , por lo que su ideal era el libre nombramiento de los correligionarios y el cese indiscriminado de los considerados como “ infieles “ a su ideario , lo que determinó que se adoptaran con carácter general unas resoluciones al respecto de calado netamente arbitrario y en alguna ocasión de  marcado carácter discrecional , partiendo de la naturaleza estrictamente temporal del vinculo funcionarial , cuya plasmación de mayor plasticidad venía dada por el régimen de las cesantías en la función pública que nació en la época histórica de la Restauración Borbónica y el  llamado turnismo partidista . 


Es cierto que el período cronológico en el que recae dicha jurisprudencia ha estado en vigor diversa normativa jurídica de aplicación , pero el común denominador de los recursos presentados en esta temática inciden por encima de todo en exigir el derecho al cargo de los funcionarios públicos e , incluso , de otros empleados públicos .


 El pretendido y novedoso derecho al cargo se basa en dos presupuestos esenciales 
 : por una parte , que el ingreso en la función pública se fundamente en el respeto a los principios de mérito , capacidad y debida publicidad , es decir , que se deben cumplir las exigencias establecidas en la legislación de aplicación dado que lo que se pretende es servir con la mayor capacidad y dedicación de modo imparcial al interés general y , de otro lado , que la destitución o separación definitiva del servicio sea una auténtica sanción , en cuanto máximo reproche personal por la comisión de una infracción cometida por el funcionario público en el ejercicio de su cargo , es decir , contra el interés público que debe presidir su actuación y que , tanto la infracción cometida , como la sanción impuesta , han de estar predeterminadas por la legislación de aplicación , evitando así cualquier margen de arbitrariedad e , incluso , de discrecionalidad en adoptar la resolución de dicha medida , vertebrándose el vínculo funcionarial de una manera duradera y sin límite temporal a priori , como condición inexcusable para cumplir con imparcialidad la función pública encomendada .

Teniendo además presente que respecto de los funcionarios locales de carrera y de los Secretarios 
 e Interventores de la Administración Local , el derecho al cargo y por ende , su garantía de inamovilidad e imparcialidad , se regulan con anterioridad que respecto de los funcionarios de los Cuerpos generales de la Administración del Estado 
 , a tenor de lo dispuesto en los ya mentados artículos 247 al 250 del Estatuto Municipal y sus concordantes del Estatuto Provincial , así como los artículos 157 al 201 , correspondientes al Capítulo VII del Título III , de la Ley Municipal de 1. 935 . 

La exigencia de dichos presupuestos se plasman y se garantizan en la doctrina jurisprudencial analizada en este apartado , buena prueba de ello es que un número de treinta sentencias o sus minutas resuelven los recursos contencioso-administrativos presentados por funcionarios o aspirantes a los mismos pretendiendo que el ingreso en tal función pública responda a los principios indicados de mérito , capacidad y debida publicidad vertebrándose en los procesos selectivos de ingreso mediante oposición o concurso de méritos – resulta muy ilustrativa la sentencia del TPCA de Alicante nº 16 / 1. 930 . Anexo ficha nº 24 ; la sentencia nº 20 / 1. 930 . Anexo ficha nº 28 - ;  debiendo apreciar adecuadamente tales principios los tribunales calificadores de las pruebas selectivas que se convoquen y publiciten – destaca la sentencia del TPCA de Alicante nº 20 / 1. 929 . Anexo ficha nº 7 ; la minuta de la sentencia de 20 de junio de 1. 936 . Anexo ficha nº 215 -  ; así como teniendo en cuenta la doctrina jurisprudencial reiterada y unánime que mantiene que las bases aprobadas del proceso selectivo en cuestión constituyen la auténtica “ ley “ de tal  selección funcionarial – en este sentido , la sentencia del TPCA de Alicante nº 21 / 1. 931 . Anexo ficha nº 41 ; la sentencia nº 4 / 1. 931 . Anexo ficha nº 35 ; la sentencia nº 12 / 1. 936 . Anexo ficha nº 199 ; la sentencia nº 60 / 1. 943 . Anexo ficha nº 145 -. 

Y un número de noventa y ocho sentencias responden a los recursos presentados por los empleados públicos afectados por destituciones o separaciones definitivas del servicio , sin que en su parecer se haya dado por la Administración actuante escrupuloso cumplimiento a los requisitos de carácter formal y / o material exigidos por la legislación de aplicación . En este sentido , el Tribunal Provincial de lo Contencioso- Administrativo de Alicante se ha constituido como un auténtico garante de la aplicación de los principios establecidos en la normativa de referencia respecto a las destituciones funcionariales y ha establecido una abundante jurisprudencia acreditativa de tal función . 
Al respecto , resultan destacables las siguientes sentencias dictadas por dicho Tribunal Provincial : sentencia del TPCA de Alicante nº 22 / 1. 943 - Anexo ficha nº 248 - , donde se manifiesta que para imponer la sanción de separación definitiva del servicio , resulta imprescindible como requisito sustantivo , tipificar el hecho imputado como una infracción grave establecida por la legislación aplicable y la concurrencia como requisitos formales o adjetivos , que se instruya el preceptivo expediente disciplinario imputándose con claridad los cargos en cuestión , concediéndole el correspondiente plazo al inculpado para audiencia en su descargo y que el término de resolución de dicho expediente no sobrepase el plazo máximo establecido legalmente , así como se deberán cumplir , en su caso , el quórum necesario de asistencia y votación para adoptar tal resolución cuando sea competencia del Pleno del Ayuntamiento , así como dar cumplimento al carácter de la sesión que se convoque al efecto , manifestando que la existencia de un vicio de los enunciados requisitos determina la nulidad de pleno derecho de las actuaciones llevadas a cabo por el Ayuntamiento interviniente ; así como también destaca la sentencia nº 54 / 1.934 - Anexo ficha nº 138 - , donde se mantiene la necesariedad que por parte de la Alcaldía interviniente se fijen con precisión los hechos imputados y que los mismos se fundamenten en un adecuado medio de prueba que sostenga tales imputaciones , toda vez que el acuerdo destitutorio recurrido dada su trascendencia , no puede basarse en meras “ afirmaciones completamente gratuitas desprovistas de todo fundamento “ , considerando tal vicio concurrente en el caso de autos como de nulidad de pleno derecho y , por ende , insubsanable ; asimismo , abundando en el derecho de defensa del inculpado , se mantiene en la minuta de la sentencia de fecha 10 de octubre de 1. 935 - Anexo ficha 175 -  una posición que va más allá de la estricta letra de la norma , toda vez que no sólo procede que por el Concejal instructor del expediente sancionador en cuestión se conceda al inculpado el plazo de audiencia fijado legalmente , sino además concederle la posibilidad que en tal plazo pueda proponer los medios de prueba que considere convenientes , ya si éstos se proponen y se inadmiten sin ninguna justificación por la Administración en cuestión  concurre un vicio de nulidad de pleno derecho de cuanto se ha actuado , ya que se vulnera el derecho de defensa del funcionario inculpado . 

Por tanto , como se observa el órgano jurisdiccional indicado ha mantenido una posición claramente garantista con el derecho al cargo de los funcionarios que interpusieron los recursos analizados con anterioridad , pudiendo servir de corolario a lo expuesto , lo sostenido por el TPCA de Alicante , en su sentencia nº 26 / 1. 933 - Anexo ficha nº 81 - , en su Considerando segundo lo siguiente :

“ el tomar acuerdos de la naturaleza del recurrido sin estas garantías sería tanto como autorizar la arbitrariedad y el poner la inamovilidad de los empleados municipales impuesta por el Estatuto Municipal a la suerte de los vaivenes de la política local .” 
En todo caso , convendría añadir que en la jurisprudencia del TPCA de Alicante se detecta una excepción respecto de la posición garantista que reiteradamente asume respecto de los derechos funcionariales mencionados , circunscrita al supuesto que el funcionario local considerado lesionado en tales derechos acuda en primer lugar al Tribunal creado por el artículo 197 de la Ley Municipal de 1. 935 , que a tenor de dicho precepto sólo ostenta competencias para el enjuiciamiento de las sanciones impuestas por la Administración local actuante , pero si el mismo se declara incompetente en la pretensión planteada por dicho funcionario dadas sus limitadas competencias materiales , el plazo transcurrido para dictar la preceptiva resolución por dicho Tribunal no suspende la prescripción de la acción para interponer el recurso contencioso-administrativo pertinente , ni obviamente el preceptivo y previo recurso administrativo de reposición , por lo que dada la perentoriedad de los plazos establecidos para su interposición , resulta posible que el funcionario lesionado en sus derechos no obtenga ninguna satisfacción judicial en sus derechos , bien por resultar incompetente el Tribunal al que inicialmente se dirigió o bien , por haber prescrito la acción respecto del TPCA , un ejemplo muy ilustrativo de ello se contiene en la Sentencia del TPCA nº 12 / 1. 943 – Anexo ficha 244 - . Si bien , obviamente la problemática indicada se resolvería satisfactoriamente , de un lado , en tanto en cuanto se pueden simultanear las dos vías jurisdiccionales indicadas y de otra parte , siempre que el Tribunal ex artículo 197 de la Ley de 1. 935 se declare competente se podría interponer contra su resolución el correspondiente recurso contencioso-administrativo .   
II . HACIENDA PUBLICA 
1.ARBITRIO DE UTILIDADES

a)Introducción 

Sobre el Arbitrio de Utilidades se conservan un total de quince sentencias – o sus minutas – y tres autos de interés motivadas tales resoluciones jurisdiccionales por la interposición de dieciocho recursos contenciosos-administrativos .

Por el Tribunal Provincial de lo Contencioso-administrativo se estimaron íntegramente dos recursos y uno de modo parcial . El resto de recursos interpuestos fueron desestimados y sólo en uno de los mismos obra que se interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra la sentencia de instancia desestimatoria de la pretensión del recurrente , que fue inadmitido a trámite por razón de la cuantía del pleito .

b) Panorama legislativo aplicable 

A los efectos de practicar la exacción vecinal correspondiente al llamado Arbitrio de Utilidades resulta inexcusable proceder , como regla general , en la forma establecida en los artículos 461 y siguientes del Estatuto Municipal . Si bien , conviene indicar que el régimen jurídico referido es , en esencia , fiel heredero del que se refleja en el Decreto-Ley de fecha 11 de septiembre de 1. 918 , por el que se regula el Repartimento General de Utilidades .

En este sentido , es necesario con carácter previo aprobar la correspondiente Ordenanza del Repartimento General – procedimiento y contenido previstos en el artículo 461 del Estatuto Municipal - , así como la formación del llamado Repartimento General , que compete a la Junta General de Repartimento y a las Comisiones de Evaluación nombradas al efecto – artículo 480 del Estatuto Municipal -.


Dispone el artículo 481 del Estatuto Municipal indicado :


“ Se constituirá en cada municipio una Comisión de evaluación de la parte real del repartimento y otra Comisión de la parte personal , si el municipio no tuviese más de una parroquia . En otro caso se constituirán tantas Comisiones de la parte personal como parroquias tenga el municipio .”

Las Comisiones se compondrán de vocales natos – designados por los Ayuntamientos respectivos - y electos – artículo 483 y siguientes del Estatuto Municipal - , recayendo la presidencia de la Junta General de Repartimento y de las Comisiones de Evaluación en el respectivo vocal de más edad , pero ninguna persona podrá pertenecer como vocal a más de una Comisión .

Por su parte , la Junta general del Repartimento se compondrá de los documentos siguientes , a saber : Parte personal , Parte real y relación general expresiva del nombre , razón social  o denominación de la persona o entidad contribuyente , con el exhaustivo detalle establecido en el artículo 509 del Estatuto Municipal . Asimismo la formación del llamado repartimento general estará en función de la población de hecho del municipio en cuestión , por lo que cuando el Ayuntamiento tenga una población de hecho mayor de diez mil habitantes requerirá especial autorización del Delegado Provincial de Hacienda para su formación y si supera los cien mil habitantes no podrá utilizar el repartimento general , así como cuando la población municipal en cuestión no supere los cuatro mil habitantes , resultará plenamente aplicable el referido régimen jurídico – artículos 522 y 523 del Estatuto Municipal -.   

En las sentencias que a continuación se analizan resulta destacable la fluctuante doctrina jurisprudencial  generada respecto de la legitimación activa de las presidencias de las Juntas Generales de Repartimento para proceder a la impugnación de la determinación de las cuotas por el Arbitrio de Utilidades fijadas por el Tribunal Económico-administrativo Provincial , admitiéndose tal posibilidad con fundamento en el principio general del derecho que no pueden apelar de las resoluciones del órgano superior aquellos órganos jerárquicamente inferiores , ya que no existe a su favor un derecho administrativo preestablecido .
También se constata la línea jurisprudencial , en este caso  reiterada ,  de negar la mencionada legitimación cuando se trata de los Ayuntamientos como así consta en los autos que se mencionan , con fundamento en que las reclamaciones sobre tales exacciones sólo pueden interponerse por lo contribuyentes afectados y el Ayuntamiento carece de dicho carácter .
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Disconformidad con las bases de valoración y cuotas 
c.1.1. Junta General de Repartimento de Utilidades de Novelda para el ejercicio 1. 925 – 1. 926 

Se conserva la minuta de sentencia que se produjo por el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la representación del Sindicato Agrícola de La Romana , de Novelda , contra el acuerdo del día 15 de octubre de 1. 926 del Tribunal Económico-administrativo Provincial , que confirmó el de la Junta General de Repartimento de Utilidades de Novelda de fecha 14 de julio de 1. 926 
 .


En los Resultandos de la minuta de la sentencia indicada queda reflejado que en el Boletín Oficial de la Provincia se publicó edicto de exposición pública del Repartimento General de Utilidades del municipio de Novelda para el ejercicio económico de 1. 925 – 1. 926 con fecha 24 de marzo de 1. 926 . Se indica que Elías Jover Cantó en representación del referido sindicato agrícola , que contaba con doscientos sesenta y cinco asociados , formuló escrito de alegaciones en el citado procedimiento  por disconformidad con las bases de imposición y las cuotas señaladas respecto de determinados asociados . La Junta General del Repartimento de Utilidades del municipio de Novelda en su sesión celebrada el día 14 de julio de 1. 926 desestimó tal alegación , interponiéndose recurso económico-administrativo por el actor ante el precitado Tribunal Económico-administrativo Provincial que confirma el acuerdo inicial expresado , por lo que por el actor se interpone recurso contencioso-administrativo .

El Fiscal alega la procedencia de la excepción perentoria de prescripción de la acción , que se desestimó por el Auto del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo que conoce de este recurso el 23 de noviembre de 1. 927 , confirmándose por el Auto del Tribunal Supremo de fecha 26 de septiembre de 1. 928 .

Posteriormente se alega por el Fiscal la procedencia de las excepciones perentorias de incompetencia de jurisdicción y falta de personalidad del actor . En especial , respecto de esta última alegación la misma se fundamentaba jurídicamente  en el artículo 1 de la Ley de 28 de enero de 1. 906 , en tanto la entidad sindical actora en cuanto persona jurídica que impugna la resolución en cuestión , la misma no resultaría agraviada directamente y en su integridad , sino , por el contrario , sólo algunos de sus asociados , por lo que carecería de legitimación activa para promover el recurso jurisdiccional objeto de este análisis .


El Tribunal en el segundo Considerando mantiene que procede desestimar la alegación formulada por el Fiscal de incompetencia de jurisdicción en base a las siguientes consideraciones : “ la incompetencia del mismo no puede determinarse exclusivamente por el carácter de la persona que recurre .”

Por lo que hace a la excepción que se alegó de falta de personalidad del actor , el Tribunal en el tercer Considerando se muestra favorable a aceptar la misma , en función de los fines legalmente asignados a los Sindicatos agrícolas en los artículos 1 y 3 de la Ley de 28 de enero de 1. 906 , por lo que sostiene el Tribunal lo siguiente : “ entre tales fines no aparece la defensa de los intereses particularisimos de sus asociados por sus imposiciones individuales como vecinos de un municipio … por lo que según reiterada jurisprudencia existe falta de personalidad cuando carece el actor del pleno ejercicio de sus derechos civiles y , es claro , que la capacidad jurídica de los Sindicatos Agrícolas no alcanza el ejercicio de la acción que se pretende .” 

Se ha estimado la excepción de falta de personalidad del actor alegada por el Ministerio Fiscal .
c.2. Disconformidad con las cuotas impuestas 
c.2.1. Junta General de Repartimento de Utilidades de Novelda para el ejercicio de 1 . 932 

Olegario Verdú Llorens interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 28 de enero de 1. 933 , por el que se desestima por improcedente la reclamación interpuesta por dicho vecino contra la cuota que se le asignó en el Repartimento General de Utilidades de Novelda para el ejercicio económico de 1. 932 
 . 

En el primer Resultando de la sentencia referida se indica que la resolución objeto de este recurso se produjo en tanto queda acreditado  que el demandante , “ comercia en frutos de la tierra , es socio de la Noveldense , dependiente de una casa comercial con tres mil pesetas y propietario en rústica y en urbana .” Asimismo también se menciona en dicho Resultando que la reclamación formulada por el actor se desestimó por la Junta General de Repartimento de Utilidades el 28 de septiembre de 1. 932 y se recurrió ante el citado tribunal administrativo dependiente del Ministerio de Hacienda que confirmó el acuerdo inicial indicado .


En el recurso jurisdiccional contencioso-administrativo el demandante centra su pretensión en que se proceda a la devolución por indebida de la cantidad que ya ingresó en las arcas municipales por el concepto de contribución urbana y rústica ya que en ningún caso responden a la realidad de sus propiedades ,  aportando a tal fin y efecto una certificación de la Administración de Rentas Públicas acreditativa de aparecer el actor inscrito en el año 1. 932 con un líquido imponible de 31 , 25 pesetas por contribución urbana y 42 , 01 pesetas por contribución rústica , no figurando el mismo por contribución industrial .

El Tribunal en el primer Considerando entiende de aplicación al supuesto lo dispuesto en los artículos 478 y 476 , apartado K) , del Estatuto Municipal , además de centrar su argumentación en la pretensión del actor , que en ningún caso solicita la anulación del acuerdo impugnado y la nueva fijación de la base de la imposición , sino que exclusivamente se pretende la estricta devolución del ingreso a su juicio indebido que realizó . En este sentido , se pronuncia dicho órgano jurisdiccional en los siguientes términos :


“ por lo que es visto que no alcanzando la justificación a los conceptos que se tuvieron en cuenta relativos a comerciar en frutos , ser dependiente de una casa de comercio en Novelda y ser socio de la compañía mercantil la Noveldense , es obvio , que a pesar de no satisfacer la contribución industrial se pudo asignar las utilidades correspondientes con arreglo al apartado k) del art. 476 del Estatuto Municipal .”

Se ha desestimado el presente recurso , confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado .
c.2.2. Junta General de Repartimento de Utilidades de Monovar para el ejercicio de 1. 932 

Tomás Martínez Pina interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 30 de junio de 1. 933 , por el que se desestima por extemporánea la reclamación de dicho vecino respecto de la disconformidad por la cuota asignada y confirmando la providencia del Comisionado del Ministerio de Hacienda interviniente al respecto de 15 de octubre de 1. 932 
 .


El Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo centra el objeto de este recurso en determinar si la reclamación del actor contra la cuota asignada en el indicado Reparto de Utilidades fue o no presentada dentro del plazo legalmente establecido .


El expresado órgano jurisdiccional entiende como probados los siguientes hechos , a saber : que el actor presentó el 27 de septiembre de 1. 932 solicitud de certificación literal de los oportunos asientos en el registro del Ayuntamiento de Monovar , a los efectos prevenidos en el artículo 511 del Estatuto Municipal y con objeto de entablar la reclamación correspondiente ante la cuota asignada en el Repartimento de Utilidades indicado . Con fecha 28 de septiembre siguiente se libró dicha certificación y el día siguiente – 29 de septiembre de 1. 932 – se practicó notificación al actor de tal certificación indicándole que la tenía a su disposición en las dependencias municipales , aunque materialmente la recibió el 3 de octubre de 1. 932 .

El recurrente basa su demanda en que la reclamación referida se presentó el día 3 de octubre de 1. 932 , es decir , cuando recibió tardiamente la certificación en cuestión y así pudo operar la prórroga al efecto legalmente establecida .


El Tribunal en el tercer Considerando de la sentencia sostiene lo siguiente respecto de la expedición de la citada certificación administrativa :


“ la certificación solicitada por el actor se expidió dentro de las cuarenta y ocho horas de presentada la solicitud … la ya citada certificación se libró a su debido tiempo y la tuvo el reclamante en su poder días antes del vencimiento del de admisión de reclamaciones , pudiendo interponer ésta después de recibida la precitada certificación , pero siempre dentro del término de dieciocho días de exposición al público de los documentos componentes del repartimento general , que se fijan en el artículo 510 de dicho Estatuto Municipal ; y no como se realizó el 3 de octubre de 1. 932 , ya fuera del predicho plazo .” 

Se ha  desestimado el presente recurso confirmando en sus términos el acuerdo impugnado .
c.2.3. Junta General de Repartimento de utilidades de Elda para el ejercicio de 1. 933 

Aluden a dicha temática una minuta de sentencia y una sentencia que se conservan motivadas por dos recursos contencioso-administrativos que se interpusieron al respecto .


El primer recurso se interpuso por José Amat Arenas contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 22 de marzo de 1. 934 , por el que se desestima la reclamación formulada por dicho vecino por disconformidad con la cuota impuesta para el año 1. 933 , ratificándose la resolución de la Junta General de Repartimento de Utilidades de 11 de agosto de 1. 933 
 .


En el primer Resultando de la minuta de sentencia indicada consta que las referidas resoluciones se producen como consecuencia de las pretensiones del recurrente relativas a que se le eximiera de la parte de la cuota que se le fija por explotaciones industriales por haberse dado de baja al efecto , así como , se le rebaje también la parte de cuota que afecta a la renta rústica .


El Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo tras el detenido examen de los antecedentes obrantes en este pleito sostiene la siguiente posición .


Respecto a la referida como primera pretensión en el segundo Considerando se indica lo siguiente :


“ Que no se puede aceptar como prueba para resolver la exención del pago de la contribución industrial la baja que presenta el actor  , pues tal baja lo ha sido con posterioridad a la fecha de imposición según lo que determina el artículo 463 del Estatuto Municipal , por lo que no podría tenerse en cuenta para el repartimento del indicado año de mil novecientos treinta y tres .”

Por lo que hace a la segunda pretensión , el referido órgano jurisdiccional entiende de aplicación al caso lo prescrito en el artículo 510 del Estatuto Municipal , en su párrafo 2º , del siguiente tenor : “ Que toda reclamación deberá fundarse en hechos concretos , precisos y determinados , y contener las pruebas necesarias para la justificación de lo reclamado .” Se cita a mayor abundamiento la doctrina jurisprudencial contenida en la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 25 de mayo de 1. 927 .


En el tercer Considerando se mantiene al respecto lo siguiente :


“ Pues bien , el demandante presenta como toda prueba , un recibo de la contribución rústica que acredita la existencia de alguna finca de su propiedad en el término municipal de Elda , sin que suponga lo no existencia de algunas otras .”

Se ha desestimado el presente recurso y se confirma en sus términos la resolución impugnada .


El segundo recurso se interpuso por la representación legal del Banco Hispano Americano , sucursal de Elda , contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 22 de marzo de 1. 934 , por la que se desestimó la reclamación formulada por dicha representación legal por la cuota asignada a la entidad crediticia en el Reparto General de Utilidades para el año de 1. 933 por haberse presentado extemporáneamente , relativa a la resolución del Tribunal de Arbitrios de Elda de 11 de agosto de 1. 933 , cuya notificación se practicó a la entidad interesada el siguiente 18 de agosto 
 .


La pretensión del recurrente se refiere a que el volumen de negocio de la entidad bancaria en cuestión fue inferior al asignado por la Junta General de Repartimento habiéndose tomado como referencia el correspondiente al ejercicio económico de 1. 932 .

En el primer Resultando de la sentencia que existe se refleja que el apoderado de la indicada entidad recibió la notificación de la resolución del mentado Tribunal de Arbitrios en la fecha citada , así como , en tal notificación se hacía constar que contra la misma procedía recurso – reclamación económico-administrativa -  ante el Tribunal Económico-administrativo Provincial , en el plazo de quince días a contar del día siguiente en que se recibió la notificación .


El objeto del litigio se centra en determinar si la reclamación interpuesta por el demandante ante el Tribunal Económico-administrativo Provincial fue o no extemporánea .

En este sentido , precisa el Tribunal Provincial en el primer Considerando que se entiende como probado que la notificación en cuestión se recibió el 18 de agosto de 1. 933 por la entidad crediticia mencionada y que la reclamación precitada se presentó con fecha 7 de septiembre de 1. 933 , teniendo entrada en la Secretaría del Tribunal el siguiente 15 de septiembre . Por lo que se constata respecto al plazo que se interpuso la reclamación económico-administrativa precitada lo siguiente : 
“ se presentó la misma después de los quince días que al efecto , de manera expresa , marcan las disposiciones legales aplicables y , por tanto , hay que estimar la firmeza de la denegación de la reclamación formulada por los recurrentes .”

Se añade que se aprecia de oficio por el Tribunal la excepción de incompetencia de jurisdicción fundada en la expresada causa .


Se ha desestimado el presente recurso apreciándose de oficio la incompetencia del Tribunal que juzga para conocer de la reclamación en su día interpuesta , dada su condición jurídica de firme .

c.2.4. Junta General de Repartimento de Utilidades de Jalón para el ejercicio de 1. 933 

Matías Oliver Fullana interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 19 de abril de 1. 934 , por el que se estimó en parte la reclamación formulada por dicho recurrente contra la cuota impuesta en el Reparto General de Utilidades para el año 1. 933 
 .

En el primer Resultando de la sentencia se refleja que el actor con fecha 2 de septiembre de 1. 933 presentó reclamación ante la Junta General de Repartimento indicada  , que se desestimó por acuerdo de fecha 7 de septiembre siguiente .


Se interpuso por el actor reclamación económico-administrativa ante expresado tribunal administrativo en base a las siguientes alegaciones :que la indicada Junta no le había deducido las cargas de las Contribuciones directas del Estado ; que no posee explotaciones ganaderas ; que tiene a su nombre fincas rústicas que sólo arrojan una riqueza imponible de 1. 393 , 57 pesetas y una renta de 9.85 , 50 pesetas . El Tribunal Económico-administrativo en la resolución que se recurre jurisdiccionalmente estima parcialmente la reclamación del actor , en el sentido que se le minora la cuantía de la cuota inicialmente fijada , pero no en la cantidad solicitada por el actor .


El Tribunal Provincial tras analizar los antecedentes de este pleito sostiene que la resolución impugnada en el mismo se ajusta a las prescripciones de aplicación contempladas en el Estatuto Municipal , precisando en el último Considerando de la sentencia :


“ que resulta correcta la forma de hacerse la estimación de las utilidades imponibles para el repartimento general y hecha adecuadamente la deducción de las cargas que aquel Estatuto previene con vista de las justificaciones que el hoy recurrente aporta en su reclamación gubernativa .”

Se ha desestimado el presente recurso y se confirma en sus términos la resolución impugnada .

c.2.5. Junta General de Repartimento de Utilidades de Sella para el ejercicio de 1. 932 

José Giner Monerris y José Tomás Cantó Giner interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 23 de octubre de 1. 933 , por el que se desestimó la reclamación formulada por los mismos contra el Repartimento de Utilidades del municipio indicado para el ejercicio económico de 1. 932 
 .


En el primer Resultando de la minuta de la sentencia queda reflejado que los recurrentes pretenden que se declare la nulidad del Repartimento de Utilidades mencionado , con fundamento en que para la confección del mismo no han intervenido las preceptivas Comisiones de Evaluación , así como , que son varios los vecinos de la localidad que no se incluyeron en el mencionado Repartimento como contribuyentes por contribución industrial y comercial .


El Tribunal Provincial tras el análisis de los antecedentes obrantes en este pleito reitera y asume la argumentación al respecto sostenida por el Tribunal Económico-administrativo en la resolución que se impugna en el presente recurso .

En primer lugar y así se expresa en el primer Considerando , en lo atinente al primer motivo de nulidad alegado el mismo no resulta procedente , ya que el Ayuntamiento optó por la alternativa válida a la falta de constitución de las aludidas Comisiones de Evaluación , consistente en que como autoriza la Real Orden de 23 de julio de 1. 923 , el Ayuntamiento mencionado “ obtuvo de la Delegación de Hacienda el nombramiento del funcionario que cumpliera aquel cometido y claro esta que siendo así era totalmente innecesaria la constitución de aquella Comisión .”

Por lo que hace al segundo motivo de nulidad esgrimido por los recurrentes , según se acredita en la certificación municipal obrante en autos y aludida en el mencionado Considerando , el funcionario encargado de confeccionar el Reparto meritado incluyó en el mismo a la totalidad de vecinos que le proporcionó el propio Ayuntamiento de Sella , por lo que la pretensión de los actores carece del valor “ que se pretende para anular el reparto de utilidades y producir con ello el grave trastorno económico que supondría .”

El Tribunal Provincial concluye en el segundo Considerando que de conformidad con lo prescrito en el artículo 510 del Estatuto Municipal , los actores no especifican los hechos concretos , precisos y determinados en que fundan su pretensión , así como , dejaron transcurrir el plazo de quince días previsto para sustanciar el trámite de información pública del expediente en cuestión  sin que formularan alegación alguna al respecto .

Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos la resolución recurrida .

c.2.6. Junta General de Repartimento de San Vicente del Raspeig para el ejercicio de 1. 934 

Por la representación legal de la Sociedad “ Hidroeléctrica Española “ se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 29 de diciembre de 1. 934 , por la que se desestimó la reclamación interpuesta por dicha mercantil por disconformidad con la cuota asignada que ascendía a 1. 544 , 29 pesetas 
 .

El Tribunal Provincial , abundando en la argumentación utilizada por el Tribunal Económico-administrativo para dictar la resolución que se recurre jurisdiccionalmente , entiende que concurren dos elementos esenciales para enjuiciar el presente pleito , que quedan concretados en el único Considerando de la sentencia .

De una parte , se considera que el Ayuntamiento implicado obró dentro de las facultades permitidas por el artículo 380 , letra C) , del Estatuto Municipal , en el sentido que dichos entes públicos “ por medio de los órganos adecuados , puedan establecer impuestos de utilidades sobre el “ rendimiento neto “ de las explotaciones industriales y comerciales de las compañías anónimas … , ya que ello es la forma legal de sustituir el recargo que sobre la contribución industrial le podía corresponder , pues de no ser así se vería la Corporación municipal privada de los recursos que sobre aquel tributo le corresponden .”

Por otra parte , el Tribunal Provincial considera que el Ayuntamiento para determinar la cuota en cuestión ha cumplido “ lo preceptuado en el párrafo tercero de la letra K) del artículo 476 del Estatuto Municipal , es decir , se atuvo al producto neto obtenido por la repetida entidad dentro del término municipal del pueblo de San Vicente del Raspeig en el año 1. 933 .”

Por lo que se concluye en la sentencia que el Ayuntamiento precitado “ además de obrar dentro de sus atribuciones , lo hizo en la medida justa .”

En consecuencia , se ha desestimado el presente recurso y se confirma en sus términos la resolución impugnada .

Por la representación procesal de la mercantil referida se interpuso recurso de apelación contra la mencionada sentencia , que , por Providencia del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo del día 9 de enero de 1. 936 , se inadmitió a trámite dado que la cuantía del pleito no supera la cantidad de dos mil pesetas .


Por la mercantil citada se interpone recurso de reposición contra la referida providencia  , que se desestimó también por  la Providencia del Tribunal Provincial de fecha 20 de enero de 1. 936 , reiterando la identificada causa de la cuantía del pleito .
c.2.7. Junta general de Repartimento de Utilidades de San Fulgencio para el ejercicio de 1. 933 y de 1. 934  


José Roca de Togores y Rebagliato interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día de 25 de noviembre de 1. 935 , por el que se desestimó en su integridad la reclamación que interpuso contra el Repartimento de Utilidades para los ejercicios económicos de 1. 933 y 1. 934 
 .

En el segundo Resultando de la sentencia se refleja que el recurrente presentó escrito con fecha de 30 de abril de 1. 935 ante el Ayuntamiento de San Fulgencio , donde solicitaba que se le notificara la documentación integrante de los Repartimentos correspondientes a los años de 1. 933 y 1. 934 y las cantidades que debe satisfacer en dicho concepto , así como que de inmediato se suspendiera la vía de apremio iniciada contra sus bienes en el indicado municipio por el impago de las cuotas correspondientes , ya que no residía en dicha localidad y no se pudo enterar de tal procedimiento .

Mediante acuerdo plenario de fecha 19 de mayo de 1. 935 se resolvió dar cuenta al citado contribuyente del procedimiento en cuestión , indicándole que los Repartimentos de Utilidades de los años referidos se confeccionaron por funcionario-comisionado nombrado por la Delegación Provincial de Hacienda y se tramitaron conforme a lo dispuesto de la legislación de aplicación . Se destaca que las cuotas asignadas al actor ascienden a 379 , 40 pesetas en el ejercicio económico de 1. 933 y de 491 , 82 pesetas en 1. 934 .


El demandante interpuso reclamación económico-administrativa ante el Ministerio de Hacienda , que se desestimo por la resolución que se recurre del Tribunal económico-administrativo Provincial , ratificándose lo actuado por el Ayuntamiento interviniente .


El actor solicita en su escrito de demanda que dada la manifiesta indefensión que había sufrido en el procedimiento impositivo en cuestión se declarara la nulidad de los Repartimentos mencionados y , en su defecto , la nulidad parcial en lo que tales documentos afectaran al demandante , así como , que el mismo en ningún caso estaba obligado a contribuir por parte personal de las cuotas , ya que tenía su vecindad en la Ciudad de Orihuela como lo acreditaba mediante la certificación pertinente .

El Tribunal Provincial tras reclamar los expedientes administrativos correspondientes a los ejercicios económicos citados al Ayuntamiento de San Fulgencio sólo se le remitió el correspondiente al año de 1. 933 , ya que el otro no constaba en el archivo municipal . Queda acreditado que el actor en 1. 933 se le asignó una cuota de 189 , 30 pesetas por parte personal y una cuota similar por parte real .


El Tribunal que enjuicia este pleito considera de aplicación al caso lo dispuesto en el artículo 463 del Estatuto Municipal respecto del ejercicio económico correspondiente a la documentación municipal recibida , es decir , el año 1. 933 . En este sentido , en el segundo Considerando se mantiene lo siguiente :


“ que según el precepto legal citado , está exento el actor de contribuir por la parte personal en el antes citado Repartimento , ya que quedó acreditada su condición de residente por cuarenta años ininterrumpidos en el municipio de Orihuela .”

En el tercer Considerando se manifiesta por el Tribunal :

“ no procede hacer declaración alguna con respecto al Repartimento correspondiente al año 1. 934 , toda vez , … que no se remitió a dicho Tribunal el predicho Reparto , por no existir en el Archivo municipal “.

Se estima en parte el presente recurso respecto de la cuota por parte personal asignada al recurrente correspondiente al Repartimento del año 1. 933 , que se declara exento de su pago y con derecho a su devolución en el caso de haberla satisfecho .
c.3. Legitimación activa de las presidencias de las Juntas Generales de Repartimento para impugnar la determinación de cuotas fijadas por el Tribunal Económico-administrativo Provincial 
c.3.1. Presidencia de la Junta General de Repartimento de Busot para el ejercicio de 1. 929 
José Agulló Miller , en calidad de Alcalde de Busot y Presidente de la Junta General de Repartimento de tal municipio para el ejercicio económico de 1. 929  , interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 12 de septiembre de 1. 930 , por la que se estimó la reclamación de Lorenzo Climent Ripoll por su inclusión en la parte personal del repartimento municipal correspondiente a 1. 929 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se hace constar que las cuotas asignadas como contribuyente a Climent Ripoll ascienden a 502 , 65 pesetas , de las que 484 , 04 pesetas corresponden por el concepto de parte personal y 18 , 61 pesetas por la parte real .También se indica que la referida Junta desestimó la petición que le presentó el actor , relativa a su exención de la parte personal de la cuota asignada ya que no era residente en el municipio , mediante su acuerdo de fecha 1 de diciembre de 1. 929 , por el que se ratificaba en la clasificación que la tal Junta hizo de las utilidades del aludido contribuyente .

Habiendo formulado el indicado administrado reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-administrativo Provincial se dictó resolución estimando su citada pretensión , que se recurre en el presente litigio por la Alcaldía de Busot .


El Tribunal Provincial tras examinar los antecedentes de este caso entiende que son de aplicación al mismo lo dispuesto en los artículos 463 , en su apartado a ) , y 469 del Estatuto Municipal .

Respecto del citado 463 del Estatuto Municipal , se establece la obligación de contribuir en la parte personal del repartimento , aquellas personas naturales que tengan casa abierta en el municipio de la imposición en la fecha de la estimación , aunque se hallen domiciliadas en otro término municipal – apartado a ) de tal artículo - .

Y por lo que hace al aludido artículo 469 del Estatuto Municipal , se establece para las referidas personas el derecho a una bonificación en su cuota personal que no podrá exceder de las tres cuartas partes de la fijada .


En este sentido el Tribunal que enjuicia el caso mantiene en el Cuarto Considerando lo siguiente :


“ … apareciendo plenamente justificado de los antecedentes diversos aportados al pleito que D. José Climent Ripoll era vecino de Busot el primero de enero de 1. 929 y meses siguientes , con residencia efectiva y domicilio abierto en su calle del Arrabal nº 36 , según certificación expedida por su Ayuntamiento , sin que de manera fehaciente se haya contradicho esta probanza por lo que hace prueba plena dada su condición de documento público , … por tanto procede su inclusión en la parte personal del repartimento general de utilidades correspondiente al año 1. 929 , como comprendido en el apartado a) del artículo 463 del Estatuto Municipal vigente a la sazón , sin que haya que entrar a examinar la equidad de la cuota impuesta por no haber sido este particular sometido a discusión ante este Tribunal … “.

Se ha estimado el presente recurso revocando la resolución recurrida y confirmando en sus términos el acuerdo de la Junta de Repartimento meritada de fecha 1 de diciembre de 1. 929 .

También se conserva otra sentencia , motivada por el recurso interpuesto por el mismo Alcalde ya citado de Busot  en relación a la mencionada Junta de Repartimento de 1. 929 , en este caso contra dos resoluciones del Tribunal Económico –administrativo Provincial del día 31 de octubre de 1. 930 , estimando las reclamaciones interpuestas por Francisco Giner Aracil y José Climent Iborra , respecto a la disconformidad con la cuota asignada y ordenando al Ayuntamiento que procediera a rebajar las mismas y a la devolución de lo indebidamente ingresado 
 .


En los Resultandos de la sentencia obra que a Giner Aracil le fue asignada por la Junta de Repartimento una cuota en la parte personal de 172 , 49 pesetas , cuando como se argumenta por el expresado Tribunal Económico – administrativo la residencia del mismo es la ciudad de Alicante , por lo que afirma el Tribunal Provincial en el primer Considerando : “ es visto que nos encontramos en el caso del artículo 469 del Estatuto Municipal y que , por tanto , dicho señor tiene perfecto derecho a la rebaja proporcional que el mencionado precepto establece … , resulta que lo que deber abonar son 43 pesetas y 12 céntimos que corresponde a la cuarta parte de aquella cantidad impuesta .” Teniendo presente que se considera probado que el referido contribuyente tenía casa abierta en Busot cuando se iniciaron los trabajos de confección de la aludida Junta de Repartimento , es decir , que también resultaría aplicable como presupuesto de lo anterior el artículo 463 , apartado a ) , del Estatuto Municipal .


Respecto de Climent Iborra , el Tribunal siguiendo los criterios de lo acordado por el Tribunal Económico-administrativo Provincial , considera que procede una rebaja de la cuota asignada al mismo por la Junta de Repartimento  en la asignación de utilidades en la cuota industrial y en la cuota territorial , ya que computa con un valor inferior la explotación agrícola que tiene dicho vecino en la localidad respecto del cómputo realizado por la Junta de Repartimento  , como así se detalla en el segundo Considerando .


Se ha desestimado el presente recurso interpuesto por la Alcaldía de Busot y se confirman en sus términos las resoluciones impugnadas .

c.3.2. Presidencia de la Junta General de Repartimento de Jijona para el ejercicio de 1. 931 

José Picó Llorens , en calidad de Presidente de la Junta General de Repartimento de utilidades del municipio de Jijona para el año 1. 931 , interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 30 de enero de 1. 932 , por el que estimó la reclamación de Vicente Sanchis Mira rebajándole la cuota que al mismo se le impuso de 1. 120 , 66 pesetas a 422 , 16 pesetas 
 .

En el primer Resultando de la minuta de la sentencia existente se refleja que la reclamación planteada por dicho contribuyente ante la indicada Junta fue rechazada por resolución de la misma de 22 de septiembre de 1. 931 , en la que dicho vecino solicitaba la reducción de la cuota fijada al efecto con fundamento en un inadecuado computo por parte de tal Junta de los rendimientos de las explotaciones industriales y comerciales de la actividad empresarial ejercida por el mismo , vulnerándose de modo manifiesto , en su opinión , lo dispuesto en el artículo 476 , apartado K ) , del Estatuto Municipal  que regula el cómputo de la base de imposición exigible . 


El Tribunal Provincial tras el estudio de cuantos antecedentes obran en este litigio entiende y motiva que la aplicación al caso del citado precepto realizada por el Tribunal Económico-administrativo resulta correcta y adecuada al mismo .


Se ha desestimado el presente recurso confirmándose en sus términos la resolución recurrida . 

c.3.3. Presidencia de la Junta General de Repartimento de Torremanzanas para el ejercicio de 1. 933 

Joaquín Orts Gisbert , en calidad de Presidente de las Comisiones de Evaluación y Junta General del Repartimento de Utilidades de Torremanzanas para el año 1. 933 , interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 30 de diciembre de 1. 933 , por el que se estimaron las reclamaciones sobre la reducción de la cuota impuesta presentadas por Quintín Pastor Muntó y Juan Bautista Arbona Llopis – cura-párroco de la localidad – 
 .


En el primer Resultando de la minuta de la sentencia que se conserva existe referencia a que la reclamación que interpusieron los citados contribuyentes ante la Junta General de Repartimento de Torremanzanas  se desestimó mediante acuerdo de 27 de julio de 1. 933 .


Pastor Muntó pretendía la rebaja de la cuota que se le impuso con fundamento en que la meritada Junta le asignó una riqueza superior a la amillarada , al considerar que la renta real que disfrutaba era muy superior que la consignada por el Registro fiscal , sin que se hubiera procedido a la preceptiva comprobación de tal extremo conforme a lo dispuesto en el artículo 503 , párrafo 4º , del Estatuto Municipal .

Por su parte , Arbona Llopis , en su calidad de cura – párroco del municipio , mantenía que sus ingresos anuales se cifraban en 1. 100 pesetas , que le proporcionaba el ejercicio de dicho cargo eclesiástico y sin que tuviera ninguna otra percepción de cantidad , tal como mantiene sin prueba alguna la indicada Junta .


Como ya se ha indicado el Tribunal Económico-administrativo estimó en su resolución tales pretensiones ,  que se impugnó jurisdiccionalmente .

El Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo que conoce de este pleito utiliza para motivar su fallo desestimatorio de la indicada pretensión tres argumentos esenciales .

En primer lugar , se mantiene una motivación específica en materia tributaria municipal atendiendo lo dispuesto por el artículo 510 del Estatuto Municipal y la doctrina jurisprudencial emanada de la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 4 de mayo de 1. 923 , en el sentido expresado en el primer Considerando , a saber :


 “ no existe fundamento jurídico alguno que faculte a las juntas ni a sus presidentes para reclamar contra los acuerdos de su superior jerárquico , en este caso , El Tribunal Económico-administrativo Provincial , que modifiquen , rectifiquen o anulen los que las mismas adopten sobre los repartos , ya que las Juntas intervienen con obligada dependencia , en cuanto al examen y rectificación de sus actos , de otra entidad oficial de jerarquía superior a la que la ley confiere la libre facultad de revisarlos y modificarlos .”

En segundo lugar , la expresada argumentación trasciende al cumplimiento de los requisitos procedimentales y procesales exigibles en la legislación de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo , como así se afirma en el segundo Considerando por el Tribunal Provincial :


“ es regla general de derecho que no pueden apelar de las resoluciones del superior los inferiores cuyos actos y acuerdos son revocados , y en cuanto al recurso contencioso , faltaría una de las condiciones del artículo 1º de la Ley de 22 de junio de 1. 894 , que regula esta jurisdicción , porque la Junta no podría demostrar que existiera a su favor un derecho administrativo preestablecido y que hubiera sido vulnerado por el acuerdo del Tribunal .”

Y por último , el Tribunal analiza las pretensiones de los contribuyentes mencionados para concluir que lo resuelto por el Tribunal Económico-administrativo resulta conforme a derecho .


Se desestima el presente recurso confirmando en sus términos la resolución impugnada .

c.3.4. Presidencia de la Junta General de Repartimento de Benifallim para el ejercicio de 1. 931 
Miguel Barrachina Aznar , en calidad de presidente de la Junta General del Repartimento de Utilidades de Benifallim para el ejercicio económico de 1. 931 , interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo provincial del día 23 de junio de 1. 932 , por el que se estimaron procedentes las reclamaciones sobre reducción de la cuota impuesta a Antonio Aznar valor y varios vecinos más del municipio , así como se anuló y se dejó sin ningún efecto el Repartimento General de Utilidades citado , con devolución de todas las cantidades que hayan sido ingresadas en las arcas municipales , con los recargos y devengos procedentes ; asimismo se ordena que se proceda a la constitución de las Comisiones de Evaluación y formación de un nuevo repartimento 
 .


El Tribunal Provincial que conoce de este pleito no entra a examinar el fondo del asunto , sino que en sus dos Considerandos de la sentencia que dicta reproduce los dos primeros argumentos utilizados y trascritos en la glosa de la anterior sentencia correspondiente al municipio de Torremanzanas .


Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos la resolución impugnada .

c.4. Legitimación activa de los Ayuntamientos para impugnar la determinación de las cuotas fijadas por el Tribunal Económico-administrativo provincial 
c.4.1. Ayuntamiento de Orihuela 

Por la representación procesal del Ayuntamiento de la Ciudad de Orihuela se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo provincial  del día 13 de diciembre de 1. 933 , por el que se estimó la reclamación de la Sociedad Anónima “ Unión Salinera de España “ contra su inclusión en el Repartimento de Utilidades del año 1. 930 , anulando y dejando sin efecto el acuerdo de la Junta General de Repartimento de Utilidades de fecha 5 de septiembre de 1. 933 y ordenando a dicha Junta a dar de baja en el documento de Reparto la cuota impuesta a la sociedad reclamante 
 .


En los Resultandos de la Sentencia que se conserva del Tribunal Provincial queda constancia que por la representación de la indicada mercantil se presentó escrito ante la Alcaldía del Ayuntamiento con fecha 3 de julio de 1. 933 , por el que se recordaba a dicha Autoridad municipal que dada la naturaleza jurídica , fin y objeto de la mercantil en cuestión no podía ser gravada ésta por ningún arbitrio municipal , solicitando que de inmediato se procediese a dar de baja la misma en el Repartimento del ejercicio económico de 1. 930 que se había ya puesto al cobro en período voluntario . De nuevo la representación legal de dicha sociedad presenta el 3 de agosto de 1. 933 escrito ante la Alcaldía citada , solicitando que se procediera a dejar sin efecto el procedimiento ejecutivo ya iniciado para la exacción de la cuota en vía de apremio , así como , la anulación de la base de imposición que se había estimado . 

Mediante decreto del Delegado provincial de Hacienda de 7 de agosto de 1. 933 se resolvió suspender la tramitación de la vía de apremio para la exacción del arbitrio en cuestión .


Por acuerdo de la Junta General de Repartimento de Orihuela de 5 de septiembre de 1. 933 se resolvió desestimar la reclamación de la meritada mercantil por extemporánea e improcedente , así como se reitera que procede su cobro .

Por la precitada mercantil se formula reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-administrativo provincial , que se resolvió mediante el citado acuerdo que se impugna jurisdiccionalmente por el Ayuntamiento de Orihuela en este pleito .

El Ministerio Fiscal alega en el plazo para la contestación de la demanda la excepción de falta de personalidad en el recurrente .


El Tribunal Provincial sustancia el incidente procesal alegado por el Fiscal con suspensión del plazo para la contestación de la demanda , sosteniendo en la sentencia de referencia las siguientes afirmaciones obrantes en el primer Considerando del mismo :


“ las reclamaciones contra el repartimento de utilidades sólo pueden interponerlas las partes interesadas en el asunto , que son solamente , los que reclamaron ante la Junta repartidora ó aquella misma ; en atención a que el Ayuntamiento , no tiene intervención alguna en el reparto , pues la formación de éste , se halla reservado , según el artículo 480 del Estatuto Municipal a la Junta General de Repartimento y a las Comisiones de Evaluación .”

En el segundo Considerando se alude a lo dispuesto en el artículo 510 del Estatuto Municipal y a la doctrina contenida en la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 4 de mayo de 1. 933 para subrayar lo siguiente :

“ las disposiciones del Estatuto Municipal no autorizan para producir reclamaciones contra los repartos sobre utilidades más que a los contribuyentes .”

Concluyéndose en el tercer Considerando ,  que “ es evidente que el Ayuntamiento de Orihuela no fue parte en el expediente administrativo de autos .”

Se ha estimado como procedente en este pleito la excepción alegada por el Ministerio Fiscal . 

c.4.2. Ayuntamiento de Muchamiel 

Por el representante procesal del Ayuntamiento de Muchamiel se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo provincial  del día 21 de febrero de 1. 934 , por el que se estimó procedente la reclamación interpuesta por la representación de la Compañía de Riegos de Levante S.A. ordenado al citado Ayuntamiento que elimine del reparto correspondiente al ejercicio de 1. 933 la cuota impuesta a la misma , así como se revocó el acuerdo de la indicada Junta de Repartimento  de 9 de mayo de 1. 933 , que desestimó la reclamación formulada inicialmente por el representante de la meritada mercantil 
 .

El Ministerio Fiscal alegó la excepción de falta de personalidad en el actor , que se tramitó como incidente procesal y que motivó el Auto que se conserva objeto de esta glosa .


El Tribunal Provincial reitera la fundamentación jurídica expresada en el anterior epígrafe referido al Ayuntamiento de Orihuela y falla la estimación de la excepción alegada por el Fiscal .

c.4.3. Ayuntamiento de La Romana 

También en  idéntico trámite procesal y sentido del fallo se dictó Auto por el Tribunal Provincial , motivado por el recurso contencioso-administrativo que interpuso la representación del Ayuntamiento de La Romana contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo provincial del día 19 de abril de 1. 934 , por el que estimó las reclamaciones de varios vecinos de dicho municipio , que solicitaron la rectificación de las bases de la imposición y de las cuotas asignadas en el Repartimento General de Utilidades correspondiente al ejercicio económico de 1. 933 , revocándose los acuerdos adoptados al respecto por la indicada Junta 
 . 

c.5. Gastos generados por el funcionario-comisionado nombrado por la Delegación provincial de Hacienda para la formación del Repartimento General de Utilidades en el supuesto de concurrir negligencia municipal al respecto : acción de repetición .
c.5.1. Ayuntamiento de Polop respecto del Repartimento de 1. 935 

Dolores Mayor Mayor , en calidad de viuda y mayor de edad y cinco vecinos más del municipio de Polop , que habían ejercido diversas funciones públicas en el mismo , interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Pleno del Ayuntamiento adoptado en la sesión del día 11 de julio de 1. 935 , por el que se imputaba como responsables mancomunados a los recurrentes de la cantidad de mil pesetas , en concepto de las dietas y gastos de locomoción del funcionario-comisionado nombrado por la Delegación provincial de Hacienda para la formación del Repartimento General de Utilidades del municipio para el año 1. 935 , por negligencia en el ejercicio de sus funciones en su condición de Vocales natos de la Junta de Repartimento inicialmente constituida al efecto y en virtud de lo dispuesto en el artículo 1 de la Real Orden de 23 de julio de 1. 925 
 .


En los Resultandos de la sentencia existente se destaca que por acuerdo plenario de 26 de marzo de 1. 935 se resolvió designar a los vocales natos  de la Comisión de Evaluación , de la parte real y personal , del Repartimento de Utilidades correspondiente al ejercicio económico de 1. 935 en el citado municipio . Con fecha 14 de mayo de 1. 935 tomaron posesión en sus cargos los vocales nombrados al efecto y el 23 de Mayo siguiente se les entregó por la Alcaldía la documentación que se consideró pertinente para el ejercicio de tales funciones .


Con fecha 17 de junio de 1. 935 se acordaron por los Presidentes de las Juntas repartidoras respectivas las siguientes resoluciones : convocatoria para el próximo 7 de Julio de la elección para completar en su totalidad el número de vocales referidos , así como reclamar de la Alcaldía que se ordenase formar la lista general de contribuyentes por no haberse entregado a la Junta de la parte real la lista a que se refiere el artículo 491 , apartado a) , del Estatuto Municipal . Mediante providencia de la Alcaldía de fecha 17 de junio de 1. 935 se dio cuenta de tales acuerdos al Pleno del Ayuntamiento , considerando dicha Autoridad municipal la evidencia de una actitud negligente y entorpecedora para ejercer sus funciones por parte de los Presidentes de las Juntas repartidoras  , dados los términos de las indicadas resoluciones . Con fecha 11 de julio de 1. 935 se resuelve el acuerdo plenario que se ha citado anteriormente y se impugna en este pleito .

En el escrito de demanda que presentó la representación procesal de los recurrentes se hace referencia en los antecedentes fácticos que el día 7 de Julio de 1. 935 se reunieron , según lo acordado , los vocales de las Juntas repartidoras que ostentaban la condición de natos en el Ayuntamiento a las ocho de la mañana , manifestándoles el Sr. Secretario del Ayuntamiento que de orden de la Alcaldía se había suspendido la reunión en cuestión , acreditándose tal extremo mediante la  incorporación de la certificación municipal que se libró al efecto . Finalizaba el indicado escrito de demanda solicitando la nulidad del acuerdo plenario impugnado ante el Tribunal Provincial al entender que se había vulnerado con el mismo la legislación de aplicación .


Tal órgano jurisdiccional en el primer Considerando de la sentencia centra el objeto de este litigio en cuanto a la aplicación al mismo de lo prescrito en el artículo 1 de la Real Orden de fecha 23 de julio de 1. 925 , es decir , si la actuación de los recurrentes , en su condición de Vocales natos de la parte personal y real del referido Repartimento General de Utilidades , fue tan negligente que procediera imponerles a los mismos como responsables mancomunados la cuantía de las dietas y gastos ocasionados por el nombramiento del referido funcionario del Ministerio de Hacienda , como alternativa a su inadecuada gestión ya que no se llegó a confeccionar el repartimento procedente dentro del sexto mes del año económico como exige dicho precepto . Este supuesto se configura como una auténtica acción de repetición que debe dirigir el Ayuntamiento contra los mismos , estableciéndose al respecto como requisitos formales ineludibles , que se forme el correspondiente expediente administrativo de responsabilidad y se conceda audiencia a los imputados .

En el segundo Considerando el Tribunal analiza si por parte del Ayuntamiento se han cumplido escrupulosamente los referidos requisitos , indicando al respecto lo siguiente :


“ es de apreciar la ausencia de tales requisitos formales que por envolver la falta de garantías para los encartados afecta al expediente un vicio esencial de nulidad de pleno derecho .”

Y ello no obsta a que el Tribunal se manifieste sobre el fondo del litigio en los términos que siguen :


“ De todo lo expuesto , se infiere que los recurrentes no fueron negligentes en su cometido y actuación preliminar encaminada a la formación y constitución de las Comisiones de Evaluación .”

Teniendo presente que de forma pormenorizada se relatan los hechos y resoluciones anteriormente mencionados respecto de la Alcaldía y el Ayuntamiento Pleno de Polop que posibilitan tal conclusión , en especial , la fecha en que tomaron posesión los Vocales indicados por voluntad del Ayuntamiento y la suspensión de la reunión decretada por la Alcaldía el día 7 de julio de 1. 935 .


Se ha estimado el presente recurso revocándose el acuerdo plenario que se impugna , sin hacer especial condena en cuanto a las costas procesales .
2. IMPUESTO DE INQUILINATO

a ) Introducción 

Se conservan dos sentencias motivadas por sendos recursos contencioso-administrativos , en las que en un caso se desestima el recurso interpuesto y  , en el otro supuesto , se estima el mismo revocándose la resolución impugnada .
b)Panorama legislativo aplicable 

El arbitrio sobre los inquilinatos se regía por los preceptos de la Ley de 12 de junio de 1. 911 y el régimen jurídico establecido en los artículos 458 y siguientes del Estatuto Municipal , que en buena medida modificó sustancialmente el anterior . Dispone el precepto indicado del Estatuto Municipal , en su párrafo A) , lo siguiente :


“ Solamente estarán exentos del arbitrio : 

a) Los edificios que gocen del derecho de extraterritorialidad .

b) Cualesquiera otros edificios o locales ocupados por los embajadores y ministros de los Estados extranjeros acreditados en España , y por el personal de las Embajadas y Legaciones que posea la nacionalidad de los Estados respectivos .

c) Los edificios o locales de los Consulados o Viceconsulados , a cargo de  cónsules  , cónsules y vicecónsules , súbditos del Estado que los nombre , y las viviendas particulares de los referidos funcionarios extranjeros .

d) Los cuarteles de las fuerzas del Ejército de tierra y mar . Esta exención no será extensiva a los pabellones destinados a vivienda de jefes y oficiales .

e) Las personas acogidas en establecimientos de la Beneficiencia pública y en los de la privada que acuerde el Ayuntamiento .

f) Los reclusos en establecimientos penitenciarios .

Las exenciones de los apartados b) y c) se entenderán siempre concedidas a condición de reciprocidad .

B) Los Ayuntamientos no podrán declarar la exención de otros alquileres que aquellos cuya cuota mensual , a los tipos de tarifa , no exceda de una peseta .

C) Los Ayuntamientos estarán autorizados para reducir hasta un 20 por 100 las cuotas correspondientes a las familias numerosas , y para recargar hasta   límite análogo las de aquellos contribuyentes que no tengan consigo familia dentro del cuarto grado , y de los que vivan en comunidad con personas extrañas .” 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Orihuela 

Los aludidos recursos se interpusieron por discrepar los demandantes de las liquidaciones de tal impuesto resueltas por el Tribunal Económico-administrativo Provincial y originadas en la Ciudad de Orihuela , teniendo en cuenta que un demandante era la representación procesal del Ayuntamiento de Orihuela y el otro era el Sr. Obispo de la Diócesis con sede en la indicada ciudad , cuyos recursos dieron lugar a las sentencias que a continuación se glosan .


El primer recurso , como ya se ha indicado , se interpuso por el representante procesal del Ayuntamiento de Orihuela contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 27 de septiembre de 1. 934 , por el que se estimó de manera parcial la reclamación formulada por Eugenio Escolano Gozalvo , en lo atinente a que procede estimar la exención del impuesto de inquilinato alegada respecto de la parte de la vivienda ubicada en la Calle Ramón y Cajal del municipio precitado , que se destina a la clínica médica que tiene establecida el mismo 
 .


En el primer Resultando se indica que Escolano Gozalvo , en calidad de propietario del edificio indicado sito en el mencionado viario , presentó ante la Corporación municipal precitada una declaración asignándole a la vivienda en que reside el alquiler de 125 pesetas mensuales . Tal declaración no se consideró justificada por el Ayuntamiento de Orihuela y le computó a tales efectos impositivos el valor en renta asignado por el Registro Fiscal , en concreto , lo contenido en el padrón de inquilinato sobre dicho inmueble que ascendía a 254 pesetas mensuales y una cuota de 252 , 40 pesetas al trimestre .


El referido contribuyente formuló escrito ante el citado Ayuntamiento donde solicitaba la reducción de la cuota impuesta en base a concurrir las siguientes exenciones del impuesto : se debía excluir del cómputo a los efectos del impuesto la planta baja de la vivienda ya que la misma se destina a clínica médica , el piso segundo ya que se encuentra deshabitado y el jardín y la edificación anexa existente , dado que residen personas distintas del propietario , es decir , el portero de la finca y su familia ; en consecuencia , sólo procedía aplicar el impuesto a la vivienda donde reside el mismo sita en el primer piso de la edificación en cuestión .


El Ayuntamiento sólo consideró justificada la exención del impuesto respecto de la vivienda donde reside el portero y su familia , desestimándose las otras dos exenciones solicitadas por el contribuyente . En concreto , en lo referido a la ubicación en la planta baja de la clínica en cuestión , según la inspección municipal que se practicó al efecto no existían en la misma instrumentos ni material que desvelasen el uso citado y sí constaba en los antecedentes municipales que el referido facultativo tenía clínica abierta en la calle Luís Barcala junto a su colega de profesión García Rogel .


Contra la indicada resolución se interpuso por Escolano Gozalvo recurso de reposición , que se desestimó , ratificándose el Ayuntamiento en sus planteamientos iniciales por lo que formuló reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-administrativo Provincial . Por este Tribunal administrativo se dictó la resolución que le Ayuntamiento impugna en el presente pleito , estimándose la exención alegada por el contribuyente en punto a considerar acreditado que el uso de la planta baja de la edificación era el de clínica médica y no de vivienda .


El Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo que conoce de este litigio , en el primer Considerando de la sentencia , entiende que resulta de aplicación al caso lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de 12 de junio de 1. 911 en los términos siguientes :


“ dicho artículo preceptúa que los edificios o locales destinados exclusivamente al ejercicio de la industria o del comercio estarán siempre exentos del arbitrio de inquilinato porque no se destinan a vivienda .”

En este sentido , en el segundo Considerando el Tribunal Provincial considera probado que el facultativo en cuestión dispone de una clínica médica en la planta baja del edificio donde reside , teniendo en cuenta que la misma tiene las siguientes características objetivas :


“ está perfectamente aislada del resto de la vivienda y no se dedica más que a los menesteres de su ciencia .”

Se desestima el presente recurso confirmándose en sus términos el acuerdo recurrido .


El otro recurso que motiva la sentencia que también se conserva , se interpuso por la representación procesal del Sr. Obispo de la Diócesis de Orihuela , Francisco Javier Irastoza y Loinaz , contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial de 27 de septiembre de 1. 934 , por el que se desestimó la reclamación interpuesta por el mismo contra la cuota asignada en el impuesto de inquilinato al Palacio Episcopal para el ejercicio económico de 1. 932 
.


En el primer Resultando se alude a que por el Sr. Vicario General del Obispado , Luís Almarcha Hernández , dirigió escrito al Ayuntamiento de Orihuela el día 19 de abril de 1. 933 , donde solicitaba que se redujera la cuota liquidada y notificada en el aludido impuesto por el indicado concepto y cuyo sujeto pasivo era el Sr. Obispo , en los términos que ya dispuso el Tribunal Económico-administrativo Provincial en su acuerdo de 17 de diciembre de 1. 932 , en el sentido de reducir la cuota en las dos terceras partes de la cantidad asignada , en tanto se acreditó que dicho edificio sólo era ocupado como vivienda en su tercera parte , destinándose el resto a distintos servicios y dependencias diferentes de la vivienda del Sr. Obispo , teniendo todos ellos el carácter de oficina .


A pesar que faltan varias páginas de la sentencia donde se contienen diversos Resultandos , consta que por el Sr. Obispo se interpuso reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-administrativo Provincial , que dicta la resolución objeto de este litigio .


En el escrito de demanda se pretende que la liquidación del impuesto en cuestión se practique de nuevo y que el objeto imponible se ciña exclusivamente a la superficie destinada a la morada particular del meritado cargo eclesiástico según se grafía en el plano que se aporta .


El Tribunal Provincial en el segundo Considerando entiende de aplicación en el presente caso lo dispuesto en el artículo 458 del Estatuto Municipal y el artículo 11 de la Ley de 12 de junio de 1. 911 , precisando lo siguiente :


“ podrán ser objeto del precitado arbitrio los edificios destinados a vivienda … y estarán siempre exentos los locales destinados exclusivamente al ejercicio de la industria o de comercio ; cuando un mismo local se destine simultáneamente a vivienda y otros usos que lleven aparejada exención , se computará a los efectos del arbitrio solamente el valor en renta de las habitaciones destinadas a vivienda .”

Al respecto , prosigue su argumentación el indicado órgano jurisdiccional , sosteniendo en el Considerando cuarto que los acuerdos del Tribunal Económico-administrativo que se aluden en la sentencia acogen una adecuada aplicación del expresado régimen jurídico , que queda excepcionada en el acuerdo recurrido .

Se estima el presente recurso jurisdiccional revocándose el acuerdo impugnado .

3. TRIBUTOS CON FINES NO FISCALES 
a) Introducción 

Se conservan tres recursos contencioso-administrativos referidos a este epígrafe habiendo motivado dos sentencias y un auto para su resolución .


Sólo una de las sentencias resulta estimatoria a la pretensión del recurrente .

b) Panorama legislativo aplicable 

Sobre el precitado epígrafe prescribe el artículo 330 del Estatuto Municipal lo siguiente :


“ Los acuerdos de los Ayuntamientos , relativos al establecimiento de arbitrios con fines no fiscales , serán motivados y expresarán el fin o fines perseguidos con el establecimiento del arbitrio y las razones en cuya virtud se recurre a este medio para realizarlos .

Los acuerdos a que se refiere este artículo son impugnables :


1º Por no ser los fines perseguidos por el Ayuntamiento de la competencia legal de éste .


2º Por manifiesta incongruencia entre los fines propuestos y el arbitrio mismo .


3º Por lesionar injustamente interés económico legítimo . “

Resultan sumamente ilustrativos al respecto los casos qua a continuación se mencionan .
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Alicante 

En las dos sentencias mencionadas existe referencia al Ayuntamiento de Alicante .


El primer recurso que se conserva se interpuso por la representación procesal del Ayuntamiento de Alicante contra el acuerdo del Tribunal Económico-administrativo Provincial del día 30 de marzo de 1. 931 , por el que se estimó la reclamación formulada por Carlos de Rojas Moreno contra la resolución de la Alcaldía de la Ciudad , sobre la aplicación de la Ordenanza referida a “ insuficiencia de altura “ a la casa número seis de la Plaza de la Virgen del Remedio 
 .


La resolución de la Alcaldía mencionada ordenaba a de Rojas y Moreno , como propietario de la casa ubicada en el número seis de la plaza citada , al pago del arbitrio no fiscal establecido en la Ordenanza nº 2 de las formadas por el Ayuntamiento de Alicante para el año 1. 930 en la cuota de 168 , 30 pesetas .


El Tribunal Provincial centra el presente pleito en determinar las condiciones fácticas de la edificación en cuestión para decidir si concurre o no la exención fiscal planteada por su propietario respecto de la Ordenanza mencionada .


Al respecto se recibió el pleito a prueba y se practicaron las pertinentes .


En el segundo Considerando se manifiesta lo siguiente :


“ que apreciadas en conjunto las pruebas documentales obrantes en el expediente complementadas con el reconocimiento judicial , aparece patente que la casa nº 6 de la Plaza de la Virgen del Remedio en esta ciudad desdice y se destaca de los demás edificios de la indicada plaza , pues sólo consta de paredes de unos seis metros de altura , existiendo en el exterior dos canalones con su tubo de bajada para aguas pluviales de los cobertizos interiores , diferenciándose de los demás edificios en que todos tienen pisos .”

Para concluir en el tercer Considerando lo siguiente :


“ en el presente caso se dan los requisitos necesarios de urbanización en la parte computada , sin que esté comprendida en ninguna de las exenciones marcadas .”

Se ha estimado el presente recurso revocándose el acuerdo recurrido así como , se declara válido y subsistente el decreto de la Alcaldía de fecha 12 de enero de 1. 931 , por el que se obligaba a de Rojas al pago del arbitrio no fiscal meritado .


El segundo recurso contencioso-administrativo ya aludido se interpuso por el representante procesal de la Cámara Oficial de la Propiedad Urbana de la provincia de Alicante , contra el acuerdo plenario del Ayuntamiento de Alicante de 30 de noviembre de 1. 931 , por el que se aprobó la Ordenanza nº 6 sobre “ Arbitrio no fiscal por aprovechamiento o situación especial de solares “ , fijando un tipo de gravamen por tales conceptos de cinco por mil del valor total en las calles de primera ; el tres por mil en las de segunda y el uno por mil en las de cuarta categoría 
 .


El Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo centra el objeto de este pleito en determinar la procedencia de imponer dicho arbitrio municipal , teniendo presente lo dispuesto por los artículos 150 , párrafo 7º , 316 y 331 del Estatuto Municipal , en concordancia con lo prescrito en el artículo 31 del Reglamento de la Hacienda Municipal .

Al respecto , dicho órgano jurisdiccional , en el segundo Considerando de la sentencia , mantiene que dado el tenor literal de los citados preceptos 150 , párrafo 7º , del Estatuto Municipal y 31 del Reglamento mencionado , lo siguiente :


“ que al Ayuntamiento corresponde la facultad que se refiere a la urbanización de las ciudades , procurando que aquella se haga con las condiciones que estime adecuadas para el mayor desenvolvimiento y belleza de la población , y claro está , que todo cuanto suponga resistencia para el ejercicio de dicha facultad pueden los Ayuntamientos salir al paso de ella obligando indirectamente a los particulares a edificar en los solares de que sean propietarios , tanto para el embellecimiento de la población , como también porque con la edificación se procura un mayor trabajo a la clase obrera y soluciona problemas de índole social  , tan latentes en la actualidad … ; sin que , por otro lado , la creación de los arbitrios en cuestión signifique limitación alguna de los derechos dominicales , ya que el derecho de propiedad queda intangible y sin merma alguna .”

Se ha desestimado el presente recurso ratificándose en sus términos el acuerdo municipal impugnado .

c.2. Ayuntamiento de Crevillente 

En este apartado también resulta reseñable el recurso contencioso-administrativo que interpuso Pascual Martínez Heredia , Presbítero y vecino de Crevillente , contra la aprobación por el Ayuntamiento del citado municipio de la Ordenanza para la imposición y cobranza del arbitrio con fin no fiscal contra el toque y repique de campanas en el término municipal , así como contra la resolución del Sr. Delegado Provincial de Hacienda del día 17 de abril de 1. 933 , desestimando la reclamación formulada por el actor en el plazo hábil de información pública de tal Ordenanza municipal 
 .

Destaca la argumentación esencial esgrimida por Martínez Heredia que se reproduce en la indicada resolución de la Delegación Provincial de Hacienda en los siguientes términos :


“ haciendo constar que para evitar ruidos y molestias al vecindario son otras leyes las que regulan la materia , y facultan y hasta obligan al Ayuntamiento y al Alcalde para denegar o prohibir ciertas edificaciones o instalaciones de las que están plagadas las poblaciones , sobre todo las industriosas y pequeñas , pero en el caso presente se trata de ruidos , mejor dicho , sonidos , que hasta ahora no han molestado ni molestan y no son peligros y , además , la medida , caso de tomarse , ha de ser con carácter general , para toda clase de ruidos , y no concretarla al toque de campanas ; el Ayuntamiento , según el Estatuto no puede imponer al toque de campanas un arbitrio , haciendo de una cosa incómoda , según él , un objeto de explotación , que desde el momento que se paga deja de ser incómodo ; que impone el arbitrio sobre los objetos que han de producir los ruidos , o sea , sobre las campanas mismas , aunque no se toquen y , por consiguiente , no causan tales ruidos .”

La mencionada resolución ampara la legalidad de la Ordenanza en cuestión con fundamento en lo dispuesto por el artículo 331 del Estatuto Municipal y los artículos 31 y 32 del Reglamento de Hacienda Municipal .


Asimismo el artículo 3 de la Ordenanza meritada , establece que nace la obligación de contribuir desde el momento que se concede autorización de la Alcaldía para el toque o repique de campanas , “ por lo que es infundada la alegación del recurrente de tener que pagar , aunque no se toquen … sin que se haya de satisfacer derecho alguno por la mera tenencia o instalación .”

Dicho recurso terminó mediante Auto del Tribunal Provincial resolviendo la caducidad del mismo  .
4. EXPEDIENTES SANCIONADORES POR DEFRAUDACION FISCAL 
a) Introducción 

Sobre el expresado epígrafe se conservan un total de ocho sentencias o minutas de las mismas .


Cinco de tales resoluciones jurisdiccionales fueron desestimatorias de las pretensiones de las partes y un número de tres estimatorias de los recursos contencioso-administrativos que las motivaron .

b) Panorama legislativo aplicable 

En materia de defraudación tributaria resultan de aplicación esencial las siguientes normas :


El Real Decreto de fecha 30 de abril de 1. 923 ; el Reglamento de inspección e investigación de la Hacienda Pública – con la trascendental reforma operada por el Real Decreto de 4 de septiembre de 1. 922 - ; el Real Decreto de 4 de octubre de 1. 924 , que aprueba el Reglamento para la administración y cobranza de la renta de alcohol ; Instrucción de Cédulas Personales – artículos 46 y 56 a 58 - ; Estatuto Municipal , en especial , respecto de los arbitrios municipales sobre el consumo de bebidas espirituosas , alcoholes , carnes , volatería y caza menor – artículos 452 al artículo 456 - .

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Delegación de Hacienda 

Se conservan un número de tres sentencias motivadas por otros tantos recursos contencioso-administrativos relativas a expedientes sancionadores instruidos y resueltos por la Delegación de Hacienda de la provincia de Alicante por defraudación tributaria de los contribuyentes .


La primera sentencia se falla en el recurso contencioso-administrativo que interpuso Juan José Poveda , de profesión comerciante , contra el acuerdo del Sr. Delegado de Hacienda del día 21 de diciembre de 1. 923 , que sancionaba a dicho contribuyente por defraudación a la Administración de Contribuciones en el pago de la Contribución industrial 
 .

En el primer Resultando de la sentencia se contiene que por la Inspección de Hacienda de la provincia , en concreto , el Inspector Manuel Tornel y Monlefrio , se extendió acta de ocultación con fecha 11 de julio de 1. 923 , identificada con el número treinta y ocho , del registro de inspección sobre contribución industrial . En dicha acta se hace constar que habiendo sido visitado el piso número 9 , bajo , de la calle Canalejas en la ciudad de Alicante se halla un establecimiento comercial propiedad del actor , matriculado en la tarifa primera – clase primera - , epígrafe cuatro , dedicándose además dicho vecino a remitir petróleo por ferrocarril a diferentes puntos de la península y constituyendo tal local almacén de la mencionada mercancía , por lo que se considera que también debe tributar por la tarifa segunda , epígrafe veintiuno . Tales extremos fueron corroborados por la comprobación en los libros de la estación de ferrocarril que fueron facilitados por el Jefe de la misma en la Ciudad de Alicante . Por la inspección tributaria se procede a realizar una liquidación provisional tarifaria que aplicando la penalidad reglamentaria prevista en el Real Decreto de fecha 30 de abril de 1. 923 asciende a 1. 247 pesetas con 40 céntimos .


El recurrente en el escrito de demanda considera improcedente la liquidación impuesta ante la referida acta de ocultación , ya que las expediciones imputadas tenían el carácter de meros encargos graciosos y , en su defecto , alegaba que el carácter de la actividad ejercida no lo era en concepto de almacenista – epígrafe nº 21 de la tarifa 2ª – sino el de Agente en las estaciones de los ferrocarriles – epígrafe nº 8 de la tarifa 2ª - , por lo que pretendía que se procediera a la revocación del acuerdo del Sr. Delegado de Hacienda , que confirmaba la resolución de la Administración de Contribuciones de fecha 20 de agosto de 1. 923 basada en el acta de inspección citada .


El Tribunal centra el presente litigio en base a los hechos que entiende acreditados en el expediente en cuestión y en las pruebas practicadas . 

En este sentido , en el segundo Considerando se manifiesta lo siguiente :


“ no ha probado como le obligaba su posición en el pleito que dichas expediciones tuvieran el carácter de meros encargos graciosos .”

Por el contrario , entiende dicho órgano jurisdiccional como probado :


“ que el actor realizó las expediciones de petróleo en número de seis … , este único dato , no es bastante a juicio del Tribunal para acreditar que el recurrente ejerciera la industria de almacenista de aceite mineral , intitulada en el número 21 de la tarifa 2ª de las vigentes para la exacción de la contribución industrial ; puesto que no se ha acreditado que Poveda ejerciera el mencionado tráfico teniendo almacén en su establecimiento .”

Y en el cuarto Considerando el Tribunal manifiesta que la actividad que se entiende probada como ejercida por el demandante es la tipificada en el número ocho de la tarifa segunda , que se refiere a los agentes en las estaciones de ferrocarril encargados de tales expediciones .


Se ha estimado parcialmente el recurso interpuesto , en el sentido de revocar el acto impugnado y ordenar a la Administración que se clasifique al interesado por consecuencia del expediente expresado , es decir “ por el concepto de Agente en las estaciones de ferrocarriles a que se refiere el número ocho de la tarifa segunda de las establecidas para la contribución industrial , con todos los efectos correspondientes desde luego que sea firme esta sentencia .”

La segunda sentencia aludida se refiere al recurso contencioso-administrativo que interpuso Evaristo Climent López contra la resolución del Sr. Delegado de Hacienda del día 7 de abril de 1. 924 , que confirmaba el acuerdo de la Administración de Contribuciones de 4 de febrero de 1. 924 , por el que se sancionaba al actor por defraudación a la Contribución Industrial y se le practica la liquidación correspondiente 
 .

En el primer Resultando de la sentencia se indica que habiendo girado visita la inspección de Hacienda a la finca denominada “ El Carmen “ , en la partida rural de la Albufereta de la ciudad de Alicante , donde se acredita la existencia de una almazara y varias prensas para la extracción del aceite de oliva , así como , declara Climent López ,  que en los meses de octubre y diciembre de 1. 923 se molió aceituna que no se cosechó en tal finca y manifestando haber percibido por realizar tales tareas una retribución en especie . Se extiende Acta de Inspección de fecha 8 de enero de 1. 924 , haciéndose constar que el interesado no se dió en alta de la matrícula de la Contribución Industrial para ejercer la actividad que declara el mismo , obrando en dicho documento la conformidad el actor mediante su firma .

El recurrente alegó en el expediente que se le instruyó por defraudación que la almazara solamente es para uso exclusivo de la finca donde se ubica y la finca denominada “ El Bosqueto “ , a cuyas cosechas se refería Climent López en su declaración y está vinculada mediante un contrato de aparcería con la propiedad de la finca “ El Carmen “ .

Por la Administración de Contribuciones se siguió y resolvió contra el actor expediente por defraudación a la Contribución Industrial , dados los términos del acta de inspección que se libró tras la visita a la finca en cuestión , cuya legalidad fue confirmada por el acuerdo impugnado en este recurso del Sr. Delegado de Hacienda .


En el escrito de demanda el actor manifestó que el expediente sancionador tramitado adolecía de un vicio invalidante , ya que en un duplicado del acta de inspección indicada firmó un testigo y en el otro duplicado no consta la firma de tal testigo .


El Tribunal Provincial entiende de aplicación al presente supuesto lo prescrito en el artículo 57 del Reglamento de Inspección e Investigación – reformado por el Real Decreto de 4 de septiembre de 1. 922 - , donde se establece que el acta de inspección precitada es válida jurídicamente con la firma de los inspectores de Hacienda y el actor que firmó en este caso , así como , que sólo tiene relevancia jurídica y procede exigir la firma de testigos cuando el interesado no pueda o no quiera firmar  la misma , extremo que no sucede en este supuesto .


Se ha desestimado el presente recurso , confirmando en sus términos la resolución impugnada en el mismo .


La tercera sentencia resolvió el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el Ministerio Fiscal , en nombre y representación de la Administración General del Estado  sobre declaración de lesividad del fallo dictado por la Junta Administrativa de la Delegación de Hacienda de Alicante del día 15 de febrero de 1. 933 , en el que , con deducción del cuatro por ciento en las diferencias encontradas en las existencias de alcohol neutro de residuos vínicos , que fueron objeto del Acta de defraudación a la renta de alcohol que se extendió tras la inspección practicada en la fábrica de Salvador Leal Pau en el municipio de Castalla , imponiéndole a dicho industrial – hoy sus herederos , en este recurso comparecen como demandados – la multa de mil trescientas pesetas con treinta y dos céntimos , triple del importe de los derechos defraudados y cuya cantidad depositó Leal Pérez en la sucursal de la Caja de Depósitos de la provincia de Alicante 
 .


En el primer Resultando de la sentencia existe referencia a que la indicada acta de defraudación se levantó por el Sr. Inspector Regional de Aduanas y el Sr. Inspector Especial del Ramo de la zona de Alcoy , tras examinar los libros de contabilidad y practicando recuento de las existencias obrantes en la fábrica indicada con fecha 19 de enero de 1. 933 .

Respecto del acta referida Leal Pau presentó escrito de alegaciones , donde manifestaba que la diferencia detectada por la inspección fiscal obedecía a la siguiente causa :


“ a la contracción natural que el líquido alcohólico experimenta por la baja temperatura que el día de la visita se padecía en Castalla , sentida con más intensidad en los almacenes de la fábrica .”

Con anterioridad a la referida manifestación el citado industrial había aducido un error en la expedición de la mercancía a la ciudad de Novelda como motivo de aquella diferencia .

En el tercer Resultando se refleja que el Sr. Inspector Regional de Aduanas discrepa del fallo de la Junta Administrativa de Alicante por haber rebajado la cuantía de la penalidad impuesta , ya que se rebajó la base de tal sanción al volumen real que representa el cuatro por ciento de la existencia en el almacén , cuando según la sentencia del Tribunal Económico-Administrativo Central de 1 de mayo de 1. 925 , taxativamente previene que cuando la diferencia sea superior al cuatro por ciento ha de estimarse como materia punible el total de lo defraudado .A tal fin se recabó dictamen jurídico de la Dirección General de lo Contencioso y en su virtud el Sr. Ministro de Hacienda dictó el día 2 de marzo de 1. 935 la Orden Ministerial correspondiente , en que se declaró lesivo el fallo de la Junta Administrativa referida y se le notificó al Ministerio Fiscal de la jurisdicción competente para que formulara la correspondiente demanda .


El Tribunal Provincial que conoce del presente recurso contencioso-administrativo centra el objeto del litigio en determinar si procede o no aplicar la sanción impuesta , respecto del total de las diferencias halladas en el balance de comprobación de existencias de alcoholes neutros de residuos vínicos en las fábricas o sólo cuando ese total exceda del cuatro por ciento que arroje la contabilidad de las indicadas existencias . En concreto , la norma de aplicación al caso se considera el Reglamento para la administración y cobranza de la renta del alcohol , aprobado por Real Decreto de fecha 4 de octubre de 1. 924 , en especial , lo prescrito en sus artículos 40 y 175 , en su párrafo 8º . 

En el primer Considerando de la sentencia el Tribunal Provincial cita la doctrina jurisprudencial contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 17 de diciembre de 1. 930 , en el sentido siguiente :


“ que el artículo cuarenta de aquel reglamento exime de penalidad a las diferencias apreciadas en los balances a que se refiere , que no excedan del cuatro por ciento en aguardientes y alcoholes ( de alcohol neutro de residuos vínicos fueron en el acta de defraudación las del caso que nos ocupa ) y el artículo ciento setenta y cinco , en su número octavo , aunque no establece en igual forma como lo hace aquel , límites de clasificación de tales diferencias para la sanción , no por ello se le puede considerar en contradicción con este .” 

Se ha desestimado el presente recurso y se confirma en sus términos el acuerdo de la Junta Administrativa citada .
c.2. Diputación provincial 

En lo atinente a la defraudación del Impuesto de Cédulas Personales se conservan cuatro documentos de sentencias o minutas de las mismas .


La primera minuta que se conserva fue motivada por el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la representación procesal de la Diputación Provincial contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 31 de julio de 1. 933 , por el que se estimó parcialmente la reclamación económico-administrativa de Adolfo Florez Medell contra el acuerdo de la Comisión Gestora Provincial anterior , donde se reitera la procedencia de que Florez abone la diferencia entre 50 y 150 pesetas de la liquidación de la cédula indicada , pero se le releva del pago de la multa impuesta por la indicada Comisión Gestora por estimar que no existe defraudación a causa de la imposibilidad de declarar los beneficios obtenidos durante los años 1. 930 y 1. 931 , pues dado su carácter de eventual no puede ser fijado su importe hasta la fecha posterior a la terminación del año 
 . 


En el segundo Resultando de la citada minuta de sentencia se indica que Florez Medell ocupaba el cargo de Jefe provincial del Servicio del Catastro de Rústica , por lo que sus retribuciones personales referidas a los años 1. 930 y 1. 931 se certificaron por el habilitado del personal agronómico afecto al catastro de Rústica .


El Tribunal entiende de aplicación al caso lo dispuesto en el artículo 226 , apartado j ) , del Estatuto Provincial y la Instrucción de Cédulas de fecha 4 de noviembre de 1. 925 , artículos 6 , 46 , 56 y 58 . Asimismo considera adecuada la aplicación al presente supuesto que de dicha legislación realizó el Tribunal Económico-Administrativo Provincial .

Se desestima este recurso confirmándose en sus términos el acuerdo recurrido .


El segundo recurso que motiva la sentencia aludida que se conserva también se interpuso por la representación procesal de la Diputación provincial contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo provincial del día 31 de julio de 1. 933 , estimando parcialmente la reclamación deducida por Jesús Zabala Echanove contra el acuerdo de la Comisión Gestora Provincial  de 10 de noviembre de 1. 932 , declarando que aquél venía obligado a abonar la diferencia de 65 a 135 pesetas dados sus ingresos personales computados a efectos de dicho impuesto , pero se le releva del pago de la multa por defraudación a causa de la imposibilidad de declarar los beneficios obtenidos hasta que no finalice el año de la imposición y sean computados los mismos 
 .

En el primer Considerando de la sentencia se manifiesta por el Tribunal que cuando Zabala Echanove retiró la cédula personal correspondiente al año 1. 931 – con fecha 7 de enero de 1. 932 -  lo siguiente :


“ es incuestionable que la base de clasificación es la de 9. 866 , 16 pesetas , por la que le corresponde una cédula de la tarifa 1ª clase , 11ª , con recargo de soltería , valorada en 135 pesetas .”

También se añade que ante tales hechos resulta conforme a derecho la multa que se le impuso Zabala por defraudación la Comisión Gestora Provincial , dado que sí conocía sus ingresos personales . 


Se estima el presente recurso revocando en sus términos el acuerdo recurrido .


Asimismo en la tercera sentencia aludida el recurso que la motiva se interpone por la representación procesal de la Diputación provincial contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 31 de julio de 1. 933 , por el que se estimó parcialmente  la reclamación económico-administrativa formulada por Luís Castañeda Martínez contra el acuerdo de la Comisión Gestora Provincial de 10 de noviembre de 1. 932 , en el sentido de reiterar la exigencia que el indicado contribuyente debe ingresar la diferencia existente entre la cédula personal de 75 pesetas que obtuvo y la de 100 pesetas que le correspondería , pero sin imponerle la multa exigida por la Comisión Gestora indicada  
 .


En el primer Considerando manifiesta el Tribunal Provincial lo que sigue :


“ se demuestra con evidencia que el líquido percibido por dicho contribuyente en el año 1. 931 fue de 6. 425 pesetas por sueldo y 4. 614 por dietas y módulos de trabajo , haciendo de la suma de ambas cantidades las deducciones que legalmente hay que hacer resulta de todo ello un líquido de 8. 732 pesetas y como las 732 pesetas en más de 8. 000 pesetas que dicho señor cobró , no llega al 8,5 % , por lo que no puede reputarse como defraudación , ya que para que tuviera tal consideración la ocultación tenía que ser superior a un tercio , según dispone el apartado C ) del artículo 281 del Estatuto Provincial .”

Se ha desestimado el presente recurso , confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado en el mismo .


La cuarta sentencia que se conserva alude a diversos recursos acumulados que se interpusieron por la representación de la Diputación Provincial contra los acuerdos del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 27 de abril de 1. 932 , que estimó las reclamaciones interpuestas por diversos vecinos de Villajoyosa respecto a relevarles de la multa por defraudación impuesta por la Comisión Gestora Provincial de 14 de septiembre de 1. 931 , respecto de Juan Soriano Aragonés , Juan Bautista Lloret Llinares y esposa , Agustín Barber Vaello y otros 
 .

El Tribunal manifiesta lo siguiente en el primer Considerando de la sentencia :


“ con arreglo al artículo 58 de la propia Instrucción de fecha 4 de noviembre de 1. 925 , los contraventores comprendidos , entre otros , en el número 3º del citado artículo 56 , incurrirán en la penalidad de una multa equivalente al importe de la diferencia entre la cédula que obtuvieron y la que les corresponde abonar más dicha diferencia … y como los mismos al cometer tales hechos perjudicaron a la recaudación de la Diputación Provincial , con ello quedaron incursos en el repetido artículo 56 y penalidad prevenida en el artículo 58 de la repetida Instrucción .”

Se ha desestimado el presente recurso revocándose los acuerdos que se impugnan .

c.3. Ayuntamiento de Almoradí 

Por la representación procesal del Ayuntamiento de Almoradí se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 29 de octubre de 1. 934 , referido al expediente de defraudación del Arbitrio de Pesas y Medidas que instruyó y resolvió dicho Ayuntamiento contra el vecino Juan Nolasco Ruiz y que Tribunal Económico-Administrativo expresado estimó en su integridad la reclamación de tal contribuyente , declarando improcedente el decreto de la Alcaldía del municipio de 22 de junio de 1. 934 que le imponía la exacción de 102 , 37 pesetas por el indicado arbitrio no satisfecho y 25 pesetas de multa por defraudación 
 .

En el primer Resultando de la sentencia se alude a que el arrendatario del Arbitrio de Pesas y Medidas del citado Ayuntamiento denunció a Nolasco Ruiz ante dicha Administración municipal , por haber cometido la falta de haber vendido 10 . 237 , 50 Kilogramos de carne de cerda desde el día primero al día diecinueve del mes de junio de 1. 934 a los carniceros de la localidad .


El citado Tribunal Económico-Administrativo fundamentó el acuerdo , que se impugna en este recurso jurisdiccional  , en considerar improcedente la exacción de dicho arbitrio municipal al expresado vecino de localidad por las ventas realizadas a varios carniceros del municipio de Almoradí , toda vez que la obligación del pago del arbitrio en cuestión recae en el comprador .

El Ministerio Fiscal alegó la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción y , en su defecto , solicita del Tribunal que se confirmase el acuerdo recurrido .


El Tribunal Provincial en el primer Considerando analiza la aplicación a este caso de lo dispuesto en el artículo 7 del Reglamento para la ejecución de la Ley de 22 de junio de 1. 894 , en tanto , dispone que no podrán ser objeto de reclamación las resoluciones administrativas por las autoridades inferiores , cuando obren por delegación o como meros agentes o mandatarios de la Administración .En este sentido , precisa dicho órgano jurisdiccional al respecto : “ el Estado tiene la participación del diez por ciento de los productos líquidos del arbitrio de pesas y medidas con carácter de impuesto … , y ya que el Tribunal Económico-Administrativo Provincial falló en alzada la resolución de la Alcaldía y aparte la consideración de orden jerárquico inferior del Ayuntamiento recurrente , es este caso concreto , tiene el carácter de mero agente administrativo recaudador .”

Se estima la excepción perentoria alegada por el Ministerio Fiscal . 

5. PROCEDIMIENTO EN VIA EJECUTIVA 
a) Introducción 

Se conservan tres sentencias o sus minutas respecto de otros tantos recursos contencioso-administrativos , de las que dos fueron estimatorias de los mismos y una desestimatoria en los términos que a continuación se exponen .

b) Panorama legislativo aplicable 

En lo atinente al régimen jurídico aplicable al procedimiento de recaudación tributaria resultan de aplicación esencial el Real Decreto- Ley de 2 de marzo de 1. 926 y el Real Decreto de 30 de junio de 1. 926 , en concordancia con el Real Decreto de 29 de julio de 1. 924 , por el que se aprueba el procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas . 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Delegación provincial de Hacienda 

Pedro Llorca Pérez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 14 de enero de 1. 929 , por el que se desestimó la reclamación económico-administrativa que formuló dicho contribuyente y confirmó en sus partes el acuerdo dictado por la Sub-delegación de Hacienda de Alcoy recaído en procedimiento ejecutivo , seguido por débitos de Contribución Rústica contra fincas propiedad del mismo y de sus hijos 
 .


En el primer Resultando queda reflejado que en este pleito por el demandante se pretende que se declare la nulidad de lo actuado y la responsabilidad del Recaudador en cuestión , en tanto éste procedió como si no conociese al actor cuando le manifestó su interés en satisfacer la deuda tributaria .


En el segundo Considerando entiende el Tribunal Provincial como probados los siguientes hechos siendo de aplicación la legislación que se cita en los siguientes términos :


“ Que si bien es cierto que en el expediente de apremio individual contra D. Gaspar Cantó Pérez , que motiva este recurso , el Recaudador D. José Albiñana Agulló por diligencia de averiguación y su domicilio , hizo constar por dos testigos ser en Penáguila de domicilio desconocido , no lo es menos cierto que en carta del propio Recaudador de Hacienda , Zona de Alcoy , D. José Albiñana , dirigió a D. Pedro Llorca de fecha veintidós de junio de mil novecientos veintiocho … , por tanto , siendo conocido por el Recaudador el interés del recurrente en el pago de los débitos de contribución objeto del expediente , justificado dicho interés como causahabiente de D. Gaspar Cantó Pérez y Dña . Ramona Canto García , por autos de los juzgados de Villajoyosa y de Alicante .”

En este sentido , se sigue argumentando en dicho Considerando : “ que siendo conocido el domicilio del demandante por el citado Recaudador , es visto que la Base Quince del artículo tercero del Real Decreto de dos de marzo de mil novecientos veintiséis , no es de perfecta aplicación , por cuanto el Recaudador conocía el domicilio del deudor con anterioridad a la incoación del expediente y , por tanto , debió practicar al mismo las notificaciones en la debida forma .” 

En el cuarto Considerando se entiende que la omisión evidenciada determina la nulidad del expediente de apremio individual con anterioridad a la practica del embargo .


Se ha estimado el presente recurso revocando el acuerdo impugnado , declarando lo siguiente :


En primer lugar , se declara la nulidad del expediente de apremio individual seguido por el Recaudador de Contribuciones de la Zona de Alcoy , por descubierto en el pago de Contribución Rústica correspondiente al municipio de Penáguila por el ejercicio económico de 1. 925 a 1. 927 , a partir de la fecha de la diligencia de averiguación de la existencia del deudor y su domicilio .


Y en segundo lugar , no procede declarar la responsabilidad subsidiaria del Recaudador actuante , por acreditarse la solvencia del recurrente y sus hijos y venir obligados al pago de la misma .

También se conserva la minuta de sentencia motivada por el recurso contencioso-administrativo que interpuso Pedro Llorca Pérez contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 8 de febrero de 1. 930 , desestimando la reclamación interpuesta por dicho vecino contra el acuerdo de la Sub-delegación de Hacienda de Alcoy recaído en procedimiento ejecutivo , seguido por débitos de Contribución rústica contra fincas propiedad del mismo y de sus hijos 
 .


Las pretensiones de la demanda del actor según se refiere a las mismas el primer Resultando son idénticas a las mencionadas en el anterior pleito y también se refieren al municipio de Penáguila respecto de otros ejercicios económicos en el concepto tributario indicado .

El Tribunal en su primer Considerando manifiesta como probados los hechos siguientes y declara aplicable la normativa que se cita a continuación :


“ al dictar el Recaudador en este procedimiento su providencia de 23 de junio de 1. 928 , derivada de la diligencia de 21 del propio mes , dando a la expresada Doña Ramona Cantó García por deudora en “ paradero desconocido “ , y mandando que se requiera por medio de edictos en el Boletín Oficial de la Provincia y en las Casas Consistoriales … lo hizo faltando a lo prevenido en el artículo 34 del Reglamento de 30 de junio de 1. 926 , que prescribe que sólo en los casos que establece la Base 15 ª del artículo 3 del R.D.-ley , de dos de marzo del mismo año , se omitieron las notificaciones individuales y personales puesto que no podía mantener con fundamento cierto el recaudador , que no conocía el domicilio de los causahabientes de la deudora desde el momento en el que alegaba este derecho se había escrito con ellos admitiendo correspondencia al efecto .”

Se ha estimado parcialmente el recurso interpuesto , en los términos que siguen :
En primer lugar , se declara la nulidad del expediente de apremio individual seguido por el Recaudador de contribuciones de la zona de Alcoy , por descubierto en el pago de Contribución Rústica , correspondiente al municipio de Penáguila por los ejercicios económicos 1. 925 – 1. 926 y 1. 927 – 1. 928 .


Y en segundo lugar , no procede declarar la responsabilidad subsidiaria del Recaudador en cuestión en el aludido expediente y por idénticas razones expuestas en la anterior sentencia que se glosó .

c.2. Ayuntamiento de Jijona 

Feliciano Seva Candela interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Gestora del Ayuntamiento de Jijona del día 29 de noviembre de 1. 935 , por el que se desestima la reclamación del actor contra el procedimiento de apremio que se le siguió para hacer efectivo el importe de la exacción sobre asfalto 
 .


Por el Ministerio Fiscal se alega la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción , ya que el recurrente no agotó la vía gubernativa ante el Tribunal Económico-Administrativo Provincial como era preceptivo , manifestando al efecto el órgano jurisdiccional que conocía de este pleito lo siguiente :


“ es de todo punto evidente que el recurrente , antes de llegar a este Tribunal para hacer valer sus pretendidos derechos , debió agotar la vía gubernativa acudiendo previamente al Tribunal Económico-Administrativo provincial ; criterio éste que se confirma por el artículo 41 del reglamento de procedimiento en las reclamaciones económico – administrativas .”

Y todo ello en concordancia con lo dispuesto en el artículo 327 del Estatuto Municipal , como así se razona en el mencionado Considerando .


Se ha desestimado el presente recurso , estimándose por procedente la excepción alegada por el Ministerio Fiscal .

6. OTROS ASPECTOS DE LA TEMATICA 
a) Introducción 

En lo atinente en este epígrafe  se mencionan y relatan un total de once sentencias o minutas de las mismas , de las que cinco fueron estimatorias de los recursos que las motivaron y las otras seis desestimaron las mismas .

Contra tales sentencias obra que se interpusieron dos recursos de apelación ante el Tribunal Supremo que posteriormente fueron objeto de desestimiento por los recurrentes y un recurso de casación ante el referido Alto Tribunal , cuyas noticias sobre su tramitación y resolución no constan en la documentación que se dispone .

b) Panorama legislativo aplicable 

Dada la variedad temática a que alude dicho epígrafe resulta imposible referirnos a las normas esenciales o comunes de aplicación , ya que también concurren diversas Administraciones Públicas , a saber : Delegación provincial de Hacienda – devolución de ingresos indebidos y clasificación de edificación a efectos de la Contribución urbana - ; varios Ayuntamientos con problemática diferente , que a continuación se detallará como se ha aludido – Ayuntamiento de Alicante , Ayuntamiento de Crevillente , Ayuntamiento de Alcoy , Ayuntamiento de Orihuela , Ayuntamiento de Elche -. 

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Delegación provincial de Hacienda 
c.1.1. Devolución de ingresos indebidos por duplicidad de recibos 

Francisco Albert Sanchiz se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 31 de diciembre de 1. 929 , que desestimó en parte la reclamación formulada por el actor , interesando la anulación de varios recibos de Contribución Rústica , que por duplicado se habían expedido contra el mismo pero sólo a partir del año 1. 923 -1. 924 
 .


En el primer Resultando se indica que el actor adquirió por herencia de su difunto padre , Francisco Albert Verdú , varias propiedades en el término de Monóvar , habiendo presentado los correspondientes títulos de dominio para que la contribución territorial de las mismas apareciera a su nombre , con objeto que en el año 1. 909 operase la debida alteración del Amillaramiento de baja y alta respectivas
 .


La Junta Pericial de tal municipio formó el apéndice al Amillaramiento de las alteraciones producidas en la contribución territorial , que se solicitaron por los contribuyentes durante 1. 909 , entre las que estaban las solicitadas por el recurrente .


Que se llevó a efecto en el Apéndice del Amillaramiento del año 1. 909 la baja de la contribución a nombre del padre del actor y el alta de éste por el concepto solicitado , pero en el repartimento del año 1. 910 se tuvo en cuenta el alta del actor pero no la baja de su padre , generándose la duplicidad de recibos en cuestión .

El Recaudador de Hacienda , de la zona de Monovar , en el año 1. 929 reclamó del recurrente el importe de los recibos por duplicado , por lo que solicitó de la Delegación de Hacienda la anulación de tales recibos , resolviendo dicha Autoridad periférica que procedía la anulación de los recibos en cuestión a partir del año 1. 923 – 1. 924 , pues los anteriores se consideraba que habían prescrito y debían ser abonados los no anulados .


El actor interpuso reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-Administrativo Provincial que confirmó el acuerdo expresado , por lo que Albert Sanchiz interpuso el presente recurso jurisdiccional con objeto que se anularan los recibos duplicados desde el año 1. 909 . 

El Tribunal Provincial que conoce de este recurso jurisdiccional analiza como cuestión previa para resolver este pleito , si por el actor se cumplió con la debida diligencia la legislación de aplicación al caso . Al respecto se indica en el segundo Considerando lo siguiente :


“ Que el artículo 60 del Reglamento de 30 de septiembre de 1. 885 , al disponer que desde el uno al quince de marzo de cada año , se expondrá al público el Apéndice del Amillaramiento para el año siguiente , a fin de que todos los contribuyentes puedan enterarse de las alteraciones en su riqueza y hagan las reclamaciones de agravios que crean pertinentes , son garantías que la ley concede al contribuyente y seguridad de que su derecho no ha de ser vejado . Pero una vez rectificado el Amirallamiento y comprobado que sea debidamente por el que lo interesa , no es de justicia obligarle a la fiscalización del repetido documento cobratorio por toda la vida , sino cuando sea motivada nuevamente por otra alteración en la tributación de sus bienes raices .”

En el tercer Considerando se establece la conclusión que sigue :


“ Que el párrafo tercero del artículo 3º del Reglamento de procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas de 29 de julio de 1. 924 , dispone que cuando se declare que los ingresos han sido indebidos , será devuelto de oficio su importe .”

Se ha estimado el presente recurso revocándose en su integridad la resolución impugnada .

c.1.2. Clasificación de edificio en Villena a efectos de la Contribución Urbana 

Por la representación del Obispado de Cartagena se interpone recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 21 de febrero de 1. 934 , que desestima la reclamación del actor contra la clasificación de cierto edificio a los efectos de la Contribución Urbana 
 .


En el primer Resultando se indica que por el Arquitecto-Jefe del Servicio del Catastro de Riqueza Urbana de la provincia , se asignó a la finca propiedad de los Padres Salesianos de Villena un líquido imponible anual de 4. 662 pesetas , habiendo sido notificada tal asignación a José Moreno el día primero de marzo de 1. 933 , señalándose al mismo que disponía de un plazo de quince días para interponer la correspondiente reclamación si manifestaba su discrepancia al respecto .


Con fecha 18 de septiembre de 1. 933 por la Zona Recaudadora de Contribuciones de Villena se requirió a dicho religioso , en calidad de administrador local de la Institución religiosa , para que pagara la cantidad correspondiente por el inmueble en cuestión , sito en la plaza de San Sebastián s / n de la Ciudad , a unos quinientos metros de la Iglesia de Santiago .


Con fecha 23 de septiembre de 1. 933 por la representación del Obispado de Cartagena se dirigió escrito al Tribunal Económico-Administrativo Provincial , donde se manifestaba que el edificio en cuestión era de su propiedad y consideraba excesiva la cuota asignada al mismo . Dicho tribunal administrativo desestimó por extemporánea tal reclamación mediante el indicado acuerdo que se impugna en este pleito .


Al respecto el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo , una vez admitidas y practicadas las pruebas solicitadas por la partes en este proceso , manifiesta en tercer Considerando :

“ se deduce que el Obispado de Cartagena ha venido disfrutando sin interrupción desde el año 1. 914 el dominio de la finca a que venimos refiriéndonos y que esta no pertenece , ni ha pertenecido nunca , a los Padres Salesianos de la ciudad de Villena .”

Precisando tal órgano jurisdiccional en el cuarto Considerando lo siguiente :


“ las notificaciones han de hacerse en la persona del dueño de la finca …”

Derivándose de lo expresado la siguiente consecuencia que se concreta en el sexto Considerando :


“ Que la notificación hecha en forma que lo está , carece de valor legal y que por ello no puede producir efecto alguno , y que el propietario del inmueble , Obispado de Cartagena , sólo tuvo conocimiento del apremio .”
Todo ello atendido lo dispuesto en los artículos 34 , párrafo 2º , y 62 del Reglamento de las Reclamaciones Económico-Administrativas de fecha 29 de julio de 1. 924 .


Se ha estimado el presente recurso y se ordena al Tribunal Económico-Administrativo Provincial que una vez practicadas las debidas notificaciones dicte resolución sobre el fondo del asunto .

c.2. Ayuntamiento de Alicante 
c.2.1. Cobro de arbitrios municipales por anuncios insertos en un número extraordinario editado por la prensa local  


Pablo Andarias García , en calidad de director y propietario del semanario “ La Razón “ que se publica en la ciudad de Alicante , interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial de  29 de noviembre de 1. 928 , por el que confirma el acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Alicante adoptado el 26 de septiembre de 1. 928 , que desestima la reclamación del actor , en el sentido que no procede declarar la exención del pago de tasas respecto de los anuncios que constan en el número extraordinario de “ La Razón “ , de fecha 3 de junio de 1. 928 , ya que se trata de una publicación extraordinaria y no consta precio , teniendo presente que el arrendatario de arbitrios correspondiente cobra a los anunciantes tales tasas en las publicaciones periódicas y que salen con precio de venta 
 .

El Tribunal Provincial considera que para dictar resolución en este caso resulta necesario analizar si la publicación en cuestión tiene el carácter legal de periódico y si los acuerdos aparecidos en el mismo deben tributar según lo exigido por la Ordenanza de aplicación .

Al respecto , el Tribunal Provincial entiende que dicha publicación tiene a los efectos de los artículos 1 a 3 de la Ley de Policía de Imprenta de fecha 26 de julio de 1. 883 , el carácter de periódico . Asimismo dado lo dispuesto en el artículo 2 de la Ordenanza Fiscal nº 52 aplicable al caso , los anuncios contenidos en el mismo están exentos del pago del arbitrio en cuestión , al estar ya comprendidos en la prensa periódica ordinaria .


Por tanto , se estima el presente recurso y se revoca en su integridad el acuerdo impugnado en el mismo .

c.2.2. Sujeción al Arbitrio sobre el producto neto de las Compañías Anónimas de la “ Sociedad de Aguas de Alicante “ 

Por el representante de la “ Sociedad de Aguas de Alicante “ se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 16 de abril de 1. 929 , por el que se desestimó la reclamación entablada por el actor para que se declarase a dicha mercantil exenta del pago del Arbitrio sobre el producto neto de las Compañías Anónimas , confirmando la liquidación al efecto practicada por la Alcaldía de la ciudad y notificada en enero de 1. 929 
 .

En el escrito de demanda presentado por el actor se alude a la cláusula señalada como número veinte del contrato en vigor con el expresado Ayuntamiento de Alicante , en la que esencialmente basa su pretensión del siguiente tenor literal :


“ Durante el transcurso de la concesión ( sesenta años , conforme a la clausula primera , que comenzaron a contarse el 16 de octubre de 1. 898 , fecha en que las aguas vertieron por primera vez en los Depósitos generales de la población ) , quedará ésta y todos los servicios a ella inherentes exceptuados de todo impuesto municipal , excepto los recargos que fije el Estado en la contribución que le corresponda satisfacer .”

El Tribunal Provincial entiende de aplicación a este supuesto lo establecido en los artículos 250 , 280 y 505 del Estatuto Municipal . Y considera al respecto que la naturaleza jurídica del arbitrio en cuestión es , en realidad , un complemento en equivalencia a las Contribuciones directas del Estado , cual es , la Contribución Industrial , pero en ningún caso se trata de un impuesto municipal , del que estaría exenta la sociedad actora , de conformidad con lo pactado y obrante en la referida cláusula contractual . Es decir , en puridad se trata de un recargo sobre una contribución estatal , en concreto , la industrial .


Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos el acuerdo impugnado en le mismo .

c.3. Ayuntamiento de Crevillente 
c.3.1. Determinación de la base imponible del Arbitrio municipal de Casinos y Círculos de Recreo 

Por Manuel Más y Más , en calidad de Presidente del Círculo de la Unión Patriótica de Crevillente , se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Crevillente del día 9 de mayo de 1. 930 , que ratificaba el decreto de la Alcaldía de 3 de mayo de 1. 930 , resolviéndose que se tuviera por precio del alquiler a los efectos contributivos del arbitrio municipal de casinos y círculos de recreo el de 120 mensuales , así como requerir al Presidente citado para que la cuota diferencial se hiciera efectiva en el término de diez días , ascendiendo a 1. 505 , 60 pesetas correspondientes desde enero de 1. 927 hasta enero de 1. 930 
 .


El Tribunal Provincial considera de aplicación al caso lo dispuesto en los artículos 253 a 255 y 150 .24º , del Estatuto Municipal . Asimismo centra al objeto del litigio en determinar si en la liquidación correspondiente la base imponible a efectos del indicado arbitrio , debe ser la de 50 pesetas mensuales confesadas como precio de alquiler por la arrendataria del local o ha de sumarse a dicha cantidad la de 70 pesetas mensuales , es decir , 120 pesetas , como cantidad que hubo de satisfacer el propietario para resarcirse después periódicamente por el coste de las obras al instalarse el Círculo en cuestión en la plaza de Alfonso XII , teniendo presente que tal cantidad sirve de base para el Impuesto de Inquilinato .


En el segundo Considerando de la minuta de sentencia que existe el Tribunal se inclina por la segunda posibilidad , alegando al efecto lo siguiente :


“ que no se ha presentado contrato de arrendamiento que marque y repare estas obligaciones con determinación precisa de cantidad y tiempo , y además porque los demás Círculos de asiento análogo en Crevillente satisfacen una cantidad aproximada a la segunda indicada .”

Se desestima el presente recurso confirmando en sus términos el acuerdo impugnado en el mismo .
c.4. Ayuntamiento de Alcoy 
c.4.1. Pago por los derechos de acometida a la alcantarilla pública de una vivienda con fachada a varias calles 

Sobre la expresada temática se conservan dos minutas de sentencia que a continuación se analizan .


El primer recurso contencioso-administrativo se interpuso por la representación procesal del Ayuntamiento de Alcoy contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 28 de mayo de 1. 932 , por el que se exceptuó al vecino Remigio Albors Raduan del pago del arbitrio de la acometida de alcantarillado público , en relación con la nueva alcantarilla pública construida en la Avenida de Canalejas donde también tiene fachada su vivienda , ordenando al Ayuntamiento citado que procediera a la devolución de la cantidad ingresada por dicho concepto 
 .


En el primer Resultando obra que se giró liquidación a Albors Raduan por el concepto indicado ascendiendo a 1. 234 , 75 pesetas , solicitando dicho vecino su exención en el pago o su reducción del mismo , dado que desde hace veinte años utiliza el alcantarillado existente en la calle Blasco Ibáñez . Por acuerdo plenario de fecha 23 de diciembre de 1. 931 se desestimó la expresada petición , por lo que Albors interpuso reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-Administrativo Provincial que dictó el acuerdo impugnado .


El referido vecino aportó como prueba documental ante el expresado tribunal dependiente del Ministerio de Hacienda , que con fecha 19 de junio de 1. 912 se concedió permiso por el Ayuntamiento de Alcoy para la construcción de una casa-habitación a favor de  Miguel Barceló Pérez en la tercera zona de ensanche – entre las calles Sempere , Puente y Fernán Caballero -  y comenzó a habitar la misma durante el año  1. 914 . En la fecha que interpuso el presente recurso jurisdiccional la meritada vivienda propiedad de Albors se ubica en la Avenida de Canalejas , nº 22 , con fachada también a las calles Blasco Ibáñez y doctor Sempere . 

El Tribunal Provincial tras analizar la legislación de aplicación al supuesto , en especial , lo dispuesto en la Tarifa de desagües a las alcantarillas públicas en el ensanche de la ciudad de Alcoy , manifiesta que Albors Raduan debe satisfacer la cantidad de 1. 234 , 75 pesetas , dados los metros lineales de su fachada en la Avenida de Canalejas , nº 22 , como así lo estableció el citado Ayuntamiento en el acuerdo plenario indicado , según se contiene todo ello en el cuarto Considerando .


Se estima el presente recurso revocándose en su integridad el acuerdo impugnado en el mismo .


El segundo recurso contencioso-administrativo aludido , también se interpuso por el Ayuntamiento de Alcoy contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 23 de julio de 1. 932 , que declaró exento del pago del arbitrio mencionado a Antonio Vicens Moltó por la acometida a la alcantarilla pública de su vivienda , sita en la Avenida de Canalejas , nº 4 
.


En el primer Resultando se alude a que Vicens Moltó formuló petición ante el citado Ayuntamiento con fecha 1 de febrero de 1. 932 , con objeto que se le practicara la devolución de 1. 556 , 25 pesetas ingresadas en el indicado concepto y con fundamento en que no utiliza tal alcantarilla . Por la técnica del silencio administrativo negativo Vicens formuló reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-Administrativo Provincial , que dictó el acuerdo que se impugna en este recurso .


El Tribunal Provincial centra el presente pleito en determinar la legalidad respecto que el citado vecino se ha construido y utiliza una alcantarilla “ particular “ en su indicado domicilio para el servicio de desagüe de sus aguas residuales y si ello determina la exención en el pago de la tarifa en cuestión . 


El expresado órgano jurisdiccional concluye al respecto , que la citada tarifa debe satisfacerse exclusivamente cuando el vecino utiliza de manera efectiva el servicio público a que aquella se refiere , como así se fundamenta en el séptimo Considerando de la minuta de sentencia que se conserva .


Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos la resolución que se impugna . 
c.4.2. Expediente de contribuciones especiales por la construcción del puente de San Jorge y ensanche de varias calles de la ciudad 

Juan Barceló Gozalbez y veintidós vecinos más interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 12 de junio de 1. 934 , relativo al acuerdo del Ayuntamiento de Alcoy adoptado el 9 de febrero de 1. 934 , respecto del expediente de contribuciones especiales para la construcción del puente de San Jorge y el ensanche de la calle Blasco Ibáñez de la indicada ciudad 
 .

En el primer Resultando de la sentencia entre otros extremos se reflejan los siguientes datos : de una parte , por acuerdo plenario de fecha 25 de octubre de 1. 926 se aprobó provisionalmente el presupuesto extraordinario para la construcción del puente de San Jorge , que se aprobó por la Delegación de Hacienda de la provincia el 14 de diciembre de 1. 926 , sin que se hubieran formulado alegaciones vecinales en el trámite de información pública ; de otro lado , por acuerdo plenario de 15 de febrero de 1. 927 se aprobó provisionalmente el presupuesto extraordinario para el ensanche de la calle Blasco Ibáñez , que se aprobó por la Delegación de Hacienda de la provincia el 9 de diciembre de 1. 927 , sin que se hubieren formulado alegaciones vecinales en el trámite de información pública .


El acuerdo que se impugna del Tribunal Económico-Administrativo declaró nulo todo lo actuado por el Ayuntamiento por deficiencias procedimentales en la exigencia del tributo en cuestión , ordenándose que se reponga el expediente en el estado de su iniciación .


En el escrito de demanda los recurrentes pretenden que se declare que no procede  imponer la mencionada exacción por estar terminadas y pagadas las obras y no ser posible seguir todos los trámites legales para su establecimiento .


El Tribunal Provincial en el primer Considerando centra el objeto de este litigio distinguiendo con claridad las dos fases o momentos determinantes de la exacción precitada en los términos siguientes :


“ Que del atento examen de los artículos 292 y siguientes del Estatuto Municipal , aparecen claramente dos momentos o períodos en cuanto se refiere a la regulación de las exacciones municipales objeto de este litigio , a saber :


Uno inicial , determinación general de ellas , de su establecimiento en los presupuestos ordinarios o extraordinarios , y otro final , de distribución especial de las mismas … , conforme al artículo 321 de dicho Estatuto “.

Al respecto , el Tribunal que conoce del litigio se refiere a los acuerdos de aprobación de los presupuestos extraordinarios aludidos , entendiendo que los mismos constituyen su determinación general y constatando los siguientes extremos :


“ como respecto de ellos no se formuló en tiempo oportuno recurso alguno … , es evidente que eran firmes y que procede la excepción alegada “ in voce “ por el Sr. Fiscal de la Jurisdicción … de prescripción de la acción .”

Se añaden a las trascritas consideraciones lo siguiente :


“ los recurrentes sólo pudieron reclamar , como reclamaron , contra el acuerdo del Ayuntamiento de Alcoy de 8 de septiembre de 1. 933 sobre el proyecto de tarifas de las mencionadas contribuciones especiales , esto es , contra su distribución especial , reclamación en la que recayó el acuerdo … objeto de este recurso contencioso-administrativo .” 

Se ha desestimado el presente recurso , confirmando en su integridad el acuerdo que se impugna en el mismo .


Por los recurrentes se interpuso recurso de apelación contra la referida sentencia del que posteriormente desistieron .
c.5. Ayuntamiento de Orihuela 
c.5.1. Liquidación de la tasa sobre degüello de reses en el matadero y de la del arbitrio sobre el consumo de carnes frescas y saladas 

Por la representación procesal del Ayuntamiento de Orihuela se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Sr. Delegado de Hacienda del día 31 de enero de 1. 929 
 .


En el primer Resultando aparece que José Almodóvar Martínez , vecino de Orihuela , dirigió escrito a la Delegación de Hacienda donde solicitaba lo que sigue : respecto de las tarifas para la exacción del arbitrio sobre degüello de reses en el matadero municipal , que las mismas se fijasen según lo que determina el artículo 370 del Estatuto Municipal , en una cantidad aproximada a cubrir los gastos que en el mismo se originan .Y por lo que hace al arbitrio sobre carnes , ya que el Ayuntamiento no formó al respecto nuevas ordenanzas fiscales , los tipos de gravamen sobre el consumo debía fijarlos el Pleno de la Corporación , en los dos tercios del máximo consignados en el Real Decreto de 17 de enero de 1. 928 . Asimismo solicitaba la devolución de lo que el Ayuntamiento hubiera liquidado sin atender a los expresados extremos y Almodóvar hubiera ingresado al efecto .

La Delegación de Hacienda de la provincia dictó resolución sobre dichas peticiones el 31 de enero de 1. 929 , donde desestimaba la petición primera y consideraba conforme a derecho la segunda .

Por el Ayuntamiento de Orihuela se interpuso recurso administrativo de alzada ante el Ministerio de Hacienda , que dictó la Orden Ministerial de fecha 6 de julio de 1. 929 , donde se estima incompetente tal Ministerio para conocer de dicho recurso , ya que el fondo del asunto era materia propia de la jurisdicción contencioso-administrativa previa resolución de la preceptiva interposición de la reclamación económica-administrativa .

Por el Ayuntamiento indicado se interpone el presente recurso jurisdiccional y tras haberse sentenciado diversos incidentes procesales , se sustancia el mismo y comparece como parte coadyuvante el referido contribuyente y vecino de la ciudad .


El Tribunal centra el objeto de este pleito en determinar el alcance jurídico de la petición que formuló Almodóvar Martínez ante la Delegación de Hacienda , entendiendo que lo que reclama no supone impugnar , en ningún caso , las Ordenanzas en vigor , ni sus tarifas , sino la efectividad y aplicación de las exacciones municipales . Por tanto , atendiendo a lo dispuesto en el artículo 327 del Estatuto Municipal y en el artículo 41 del Reglamento del procedimiento de las reclamaciones económico-administrativas , que prescriben como se precisa en el segundo Considerando de la sentencia lo siguiente :


“ que los Tribunales Económico – administrativos , tramitarán y resolverán en única instancia las reclamaciones sobre aplicación y efectividad de exacciones municipales , siempre que el acto administrativo sea competencia del Ayuntamiento … , ya que todas las reclamaciones sobre efectividad o aplicación individual de exacciones municipales … tiene carácter económico-administrativo .”

Se estima el presente recurso jurisdiccional y se revoca el acuerdo impugnado por haberse dictado con incompetencia de jurisdicción .


El Fiscal interpuso recurso de apelación contra la sentencia que se ha glosado del que posteriormente desistió , así como Almodóvar Martínez interpuso recurso de casación contra la misma del que no se conservan más datos al respecto .
c.5.2. Cuotas por arbitrio municipal sobre canalones y bajadas de agua pluviales 

Por la representación procesal del Ayuntamiento de Orihuela se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Tribunal Económico-Administrativo Provincial del día 30 de noviembre de 1. 932 , que estimó la reclamación formulada por la Superiora del Convento de las Religiosas Carmelitas de Orihuela , declarando la prescripción de las cuotas por arbitrio municipal sobre canalones y bajadas de agua correspondientes al ejercicio económico de 1. 927 y los anteriores correspondientes a los años 1. 924 a 1. 926 
 .

En el primer Resultando se indica que por la referida religiosa solicitó del Ayuntamiento que se declarase la citada prescripción del cobro de los recibos pendientes de pago del indicado concepto desde hace más de cinco años , así como que se declarasen exentas del pago del arbitrio en cuestión la Iglesia y el Convento del Carmen con sede en la ciudad  y que actualmente se grava el desagüe de canalones en la vía pública de tales edificios . Por acuerdo plenario de 19 de julio de 1. 932 se desestimaron tales peticiones , por lo que se formuló reclamación económico-administrativa por la indicada Superiora ante el referido tribunal administrativo , que dictó la resolución que se recurre en este pleito .


El Tribunal Provincial que conoce de este recurso jurisdiccional centra el objeto de este recurso en la aplicación al caso de lo prescrito en el artículo 561 del Estatuto Municipal .

Y al respecto se manifiesta en el tercer Considerando de la sentencia lo que sigue a continuación :


“ una exacción municipal , puede estar vigente y posiblemente ser exigida por el Ayuntamiento imponente mientras no trascurra el plazo indicado de cinco años , pero acordada su exigibilidad y puesta al cobro mediante alguno de los medios exactivos a que alude el artículo 561 del Estatuto Municipal , tienen que proceder los órganos recaudatorios municipales con la debida celeridad para que por el transcurso del plazo dicho de los tres meses no quede caducada de derecho la eficacia del papel pendiente de cobro y tenga que procederse a la declaración de caducidad de las cuotas .”

Y se añade al efecto :


“ por tanto , el Ayuntamiento hoy recurrente carecía de acción para pretender su cobro , ya que a él solamente le incumbía el procurar que hubieren quedado ingresadas en el plazo de los tres meses siguientes a la terminación de cada uno de los ejercicios económicos de que se originaban y al no hacerlo así , debió anular dichas cuotas según le imponía con meridiana claridad el precepto estatutario indicado .”

Se ha desestimado el presente recurso , confirmándose en sus términos el acuerdo que se impugna en el mismo .

c.6. Ayuntamiento de Elche 
c.6.1. Impugnación de Ordenanzas municipales relativas al tendido eléctrico y su ocupación de suelo y subsuelo 

Por la representación de las mercantiles “ Electromotora Equitativa S. A. “ e “ Hidroeléctrica Española  “ se interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución del Sr. Delegado de Hacienda dictada en este asunto en el mes de marzo de 1. 933 , desestimando las reclamaciones que formularon contra las Ordenanzas Municipales del Ayuntamiento de Elche por exacciones municipales sobre derechos y tasas de determinados servicios , así como sobre las Ordenanzas regulando derechos y tasas sobre la ocupación del subsuelo de la vía pública y sobre postes , palomillas , cajas de amarre , básculas y otros análogos que se establecen sobre la vía pública o su vuelo , aprobadas por acuerdo del Ayuntamiento Pleno del día 13 de enero de 1. 933 
 . 

En el primer Resultando de la minuta de la sentencia que se conserva queda reflejado que las reclamaciones formuladas por las mercantiles recurrentes se refieren tanto a la cuantía de las tarifas previstas en las Ordenanzas en cuestión , como que su objeto imponible no se ajusta a lo establecido al respecto en el Estatuto Municipal . También obra que se interpuso recurso administrativo de alzada por las referidas mercantiles , cuya resolución dictada por el Ministerio de Hacienda mediante la pertinente Orden Ministerial , donde se declara incompetente el Ministro en cuestión para resolver la reclamación formulada , se les notificó la misma con fecha de 28 de julio de 1. 933 e interpusieron el presente recurso jurisdiccional el 21 de octubre de 1. 933 . Se alegó por el Ministerio Fiscal la excepción perentoria de prescripción de la acción , al considerar que el recurso jurisdiccional se interpuso fuera del plazo establecido legalmente , aunque consta que  el mismo se interpuso dentro del plazo de los tres meses establecido en el artículo 7 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa .


El Tribunal Provincial tras el estudio de los antecedentes obrantes en este pleito entiende que concurren dos aspectos esenciales para su debido enjuiciamiento :

En primer lugar , en lo relativo a la cuantía del gravamen impuesto por las Ordenanzas impugnadas , dado que resulta imprescindible haber apurado la vía gubernativa – se entiende la referencia a que no se interpuso reclamación económico-administrativa ante el Tribunal Económico-Administrativo provincial - se indica en el tercer Considerando lo siguiente :


“ desde el momento en que el Sr. Ministro de Hacienda se declara incompetente y no resuelve este punto , no puede este Tribunal hacerlo tampoco por no haber causado estado la resolución impugnada .”

En segundo lugar , por lo que hace al objeto imponible que se recurre , el Tribunal entiende como determinante lo dispuesto en el artículo 374 , apartado Ll ) , del Estatuto Municipal , cuando manifiesta en el segundo Considerando lo que sigue :


“ se ha de considerar comprendida en la locución que emplea tal precepto , cuando dice “ y otros análogos que se establezcan sobre la vía pública o vuelen sobre la misma “ , los gravamenes creados por la tarifa de la ordenanza sobre la red eléctrica o línea de conducción que impugnan los reclamantes .”

Se ha desestimado la excepción perentoria de prescripción de la acción alegada por el Ministerio Fiscal , al quedar acreditado que el presente recurso se interpuso en plazo , así como se declara procedente la resolución que se impugna en este recurso .
7 . COMENTARIO PERSONAL DE LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL EXPUESTA 

En relación con las sentencias que se conservan en materia de Hacienda Pública y que con anterioridad se han mencionado y pormenorizado sus datos de mayor relevancia , en mi opinión destacan dos aspectos fundamentales :

En primer lugar , sin duda alguna sobresale la doctrina jurisprudencial generada sobre la posibilidad de la legitimación activa de las Presidencias de las Juntas Generales de Repartimento y de los propios Ayuntamientos para proceder a la impugnación de la determinación de las cuotas por el Arbitrio de Utilidades fijadas por el Tribunal Económico-administrativo Provincial . Al respecto , en lo referente a las Presidencias de las Juntas mencionadas , se justifica tal legitimación en determinadas sentencias del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo dictadas en el año 1. 933 , en concreto , en la sentencia de 17 de marzo de 1. 933 – Anexo ficha nº 68 - , en la nº 33 / 1. 933 – Anexo ficha nº 84 – y en la nº 36 / 1. 933 – Anexo ficha nº 87 - . Pero a partir de la publicación de la sentencia del Tribunal Supremo de 4 de mayo 1. 933 , se mantiene una línea jurisprudencial contraria a la indicada , pues con fundamento en la tesis central de dicha sentencia del referido Alto Tribunal , donde se sostiene que en base al principio general del derecho que no pueden apelar las resoluciones del órgano jerárquicamente superior los órganos inferiores , toda vez que no existe a su favor un derecho administrativo preestablecido y en dicho sentido , el Tribunal Económico – administrativo Provincial se considera superior jerárquico respecto de las Presidencias de las Juntas precitadas . Tal posición se mantiene en las sentencias que se conservan del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo nº 1 / 1. 935 – Anexo ficha nº 151 – y nº 8 / 1. 935 – Anexo ficha nº 158 - .

 La última posición indicada , también resulta de aplicación en dicha materia respecto de los Ayuntamientos , resultando buena prueba de lo expresado las resoluciones dictadas por dicho Tribunal Provincial de fechas 8 de noviembre de 1. 934 – Anexo Sentencias nº 143 - , Auto de 24 de diciembre de 1. 934  y el Auto de fecha 18 de mayo de 1. 935 , donde con meridiana claridad se manifiesta la posición vicaria de éstos respecto de Tribunal administrativo indicado .

Y el segundo aspecto que se considera de relevancia en la doctrina jurisprudencial generada , viene constituido por la finalidad garantista que persiguen las sentencias del Tribunal de Alicante en materia tributaria , no sólo obviamente respecto de los recursos interpuestos por la resolución de expedientes sancionadores por defraudación , donde se exige el riguroso cumplimiento de las garantías establecidas a favor del contribuyente imputado por la legislación tributaria de aplicación – sentencia nº 2 / 1. 935 , Anexo ficha 1 ; nº 15 / 1. 925 . Anexo ficha nº 3 ; nº 47 / 1. 930 , Anexo ficha 187 , entre otras - , sino también respecto a otros recursos interpuestos por los contribuyentes por incumplir la Administración actuante determinados trámites y plazos exigibles por la legislación tributaria aplicable , resultando especialmente sensible dicho Tribunal respecto de la sustanciación del procedimiento tributario en vía ejecutiva – minuta de la sentencia nº 6 / 1. 930 . Anexo ficha nº 14 ; nº 41 / 1. 935 , 29 de noviembre . Anexo ficha nº 181 - .     

III . PRESUPUESTOS MUNICIPALES 
1. CONSIGNACIÓN EN LOS PRESUPUESTOS MUNICIPALES DE LA TASA ESPECIAL DE RODAJE PARA EL PATRONATO DEL CIRCUITO NACIONAL DE FIRMES ESPECIALES 
a) Introducción 

Se conservan cinco recursos contencioso-administrativos que originaron otras tantas sentencias o minutas de las mismas , de las que un número de dos fueron objeto de recurso de apelación ante el Tribunal Supremo que confirmó los términos de las sentencias apeladas .
b) Panorama legislativo aplicable 

Tales recursos se interpusieron por los Alcaldes de las municipios que se citan a continuación – Calpe , San Juan de Alicante , Jijona , Campello y Finestrat - y son motivados por los reparos impuestos por la Delegación de Hacienda de la provincia en el trámite de la aprobación definitiva de los presupuestos municipales en cuestión , todos ellos correspondientes al ejercicio económico de 1. 929 y respecto de la tasa especial de rodaje para el Patronato del Circuito Nacional de Firmes especiales .

La referida tasa especial se creó por el Real Decreto de fecha 26 de julio de 1. 926  y en aplicación del mismo , su régimen jurídico se desarrolló mediante la Real Orden  del Ministerio de Hacienda de fecha 3 de febrero de 1. 928 y de fecha 10 de diciembre de 1. 929 .

Al respecto , la última Real Orden citada , en su número 2º , apartado A) , establece que la tasa en cuestión deberá satisfacerse al indicado Patronato incluso :


“ Por los Ayuntamientos de régimen común de la Península , que perciban cantidades del importe de la Patente Nacional … , tengan o no travesías al firme , siempre que por este concepto obtengan cuanto menos una cantidad igual a la que el ejercicio económico de mil novecientos veinticinco – veintiséis les haya producido los arbitrios municipales sobre carruajes y circulación referidos en la Patente Nacional .”    

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Calpe 

Por la representación procesal de la Alcaldía del municipio de Calpe se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Delegación de Hacienda del día 18 de diciembre de 1. 928 , respecto al número sexto de los reparos formulados por dicho órgano periférico del Ministerio de Hacienda al resolver sobre la aprobación definitiva del presupuesto de dicho municipio , en punto a establecer la consignación de la tasa especial de rodaje para el Patronato del Circuito Nacional de Firmes especiales que no contenía el presupuesto en cuestión sometido a aprobación 
 .


En el primer Resultando de la sentencia aparece que el indicado Ayuntamiento aprobó , por acuerdo plenario en sesión celebrada el día 15 de octubre de 1. 928 , el presupuesto municipal para el ejercicio económico de 1. 929 , remitiéndose el mismo para su supervisión y aprobación definitiva a la Delegación de Hacienda de la provincia .


La referida Delegación recabó el preceptivo informe de la Sección provincial de Presupuestos y resolvió el acuerdo que se impugna en este recurso , destacando como principal reparo el haber omitido la consignación correspondiente a la tasa especial expresada en cantidad de 0,50 pesetas por habitante de derecho de la población del municipio , ordenándose , en consecuencia , al Ayuntamiento de Calpe que se procediese a consignar en el capítulo 1º , artículo 11 , de tales presupuestos la suma de 1. 374 pesetas para satisfacer la referida tasa , en atención a los 2. 748 habitantes de población de derecho con que cuenta el municipio obrante en el último Padrón de Habitantes y , en tanto en cuanto , por su término municipal pasa la carretera de Silla a Alicante , incluida en el referido Circuito Nacional de Firmes Especiales .


En el segundo Resultando se indica que , por acuerdo del Ayuntamiento Pleno adoptado con fecha 2 de enero de 1. 929 , se resolvió consignar la referida suma en el presupuesto municipal a los solos efectos que recayese su aprobación definitiva , pero expresando su disconformidad con el reparo en cuestión por considerar que el mismo no se adecuaba a derecho , por lo que se interpuso el presente recurso jurisdiccional .


En el escrito de demanda que presentó la Alcaldía de Calpe contenía la súplica que se acordara la nulidad de la resolución recurrida y que se declarara , en consecuencia , que no procede la consignación de la tasa en cuestión , dado que no se reúnen los requisitos exigibles establecidos en la Real Orden del Ministerio de Hacienda de fecha 3 de febrero de 1 . 928 , que son los siguientes : que el municipio participe en el importe del impuesto de la Patente Nacional de automóviles y además que su término municipal sea atravesado por carretera perteneciente al Circuito Nacional citado .

Al escrito de demanda se acompañó certificación municipal acreditativa que el Ayuntamiento de Calpe en el ejercicio de 1. 928 , ni en anualidades anteriores , había percibido participación alguna en el impuesto de patente de automóvil , ni en ningún otro arbitrio sobre dicha clase de vehículos de tracción mecánica .


Tras acordarse por el Tribunal Provincial el recibimiento del pleito a prueba , se aportó a instancias de la Corporación recurrente una certificación expedida por el Ingeniero-Jefe de Obras Públicas de la provincia , acreditativa que la carretera de Silla a Alicante no atraviesa el núcleo urbano de Calpe , únicamente su término municipal a una distancia aproximada de dicho núcleo de población de setecientos metros , que es la longitud que tiene el camino vecinal de Calpe a dicho viario .


El Tribunal entiende que el objeto del litigio presente determina la aplicación de la siguiente legislación :el Real Decreto de 26 de julio de 1. 926 , que crea la tasa mencionada , la Real Orden del Ministerio de Hacienda de 3 de febrero de 1. 928 , en aplicación del indicado Real Decreto y la Real Orden del Ministerio de Hacienda de 10 de diciembre de 1. 929 .

En especial , dicho órgano jurisdiccional cita literalmente en el primer Considerando la Real Orden de 10 de diciembre de 1. 929 , en su punto 2º , apartado B) , que prescribe que la referida tasa debe ser satisfecha al indicado Patronato :


“ B) Por dichos Ayuntamientos que cuenten con travesías o rondas al Firme , participen o no en el importe de aquella patente .”

En el segundo Considerando el Tribunal cifra la resolución del caso en la elucidación del término “ travesía “ ,  contenido en el trascrito precepto y a la vista de la  certificación aludida en segundo lugar aportada en autos , manifestando lo siguiente al respecto :


“ sin que pueda estimarse como travesía el camino vecinal de Calpe a la citada carretera , ya que tal palabra en su sentido usual y corriente , tratándose de carreteras significa la parte de éstas comprendida dentro del perímetro de una población , y en este sentido , aparece empleada en la repetida Real Orden , conforme se infiere del número 3º , apartado C) , de la misma … y del nº 5 “.

Se ha estimado el presente recurso y se revocar el acuerdo impugnado por el mismo .

c.2. Ayuntamiento de San Juan de Alicante 

Por la representación procesal de la Alcaldía del municipio de San Juan de Alicante se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Delegación de Hacienda del día 18 de diciembre de 1. 928 , respecto al número segundo de los reparos formulados por dicha Delegación provincial al resolver sobre la aprobación definitiva del presupuesto de dicho municipio , por el que se exige al referido Ayuntamiento el pago de cincuenta céntimos por habitante de población de derecho de San Juan de Alicante , por la Tasa Especial de Rodaje para el Patronato del Circuito Nacional de Firmes especiales 
 .


En el primer Resultando obra que con fecha 18 de octubre de 1. 928 remitió la Alcaldía indicada el presupuesto municipal correspondiente al año 1. 929 a la Delegación de Hacienda a efectos que recayera su aprobación definitiva , a tal documentación se acompañó certificación municipal , acreditativa que el Ayuntamiento de San Juan de Alicante nada percibió por tenencia , tránsito o circulación de vehículos de tracción mecánica como impuesto , arbitrio o derecho en tal ejercicio económico , ni en anteriores , a los efectos de proceder no consignar en el presupuesto municipal la citada tasa . El reparo en cuestión de la Delegación de Hacienda obligaba a la consignación del indicado presupuesto la cantidad de 1. 3350 , 50 pesetas , a lo que procedió el Ayuntamiento obligado a los meros efectos que se aprobara el presupuesto municipal en cuestión , como así se resolvió por el acuerdo de la Delegación de Hacienda de fecha 17 de enero de 1. 929 , sin perjuicio de interponer la Alcaldía de la meritada localidad el presente recurso jurisdiccional , que pretende que se declare la improcedencia de la consignación de la cantidad y en el concepto expresado ya que no se ajusta a derecho .

El Tribunal alude como régimen jurídico de aplicación al caso la legislación citada en la anterior sentencia glosada , añadiendo el Decreto-Ley de fecha 29 de abril de 1. 927 .


Asimismo dicho órgano jurisdiccional manifiesta de forma concluyente en el primer Considerando de la minuta de sentencia que se conserva lo siguiente :


“ es improcedente el presente recurso por concurrir en el Ayuntamiento de San Juan la circunstancia anotada de la travesía por el núcleo de población , toda vez que no se ha justificado , por otra parte , concurra motivo de exención taxativamente determinado en la última de las disposiciones señaladas – Real Orden de 10 de diciembre de 1. 929 .”

Se ha desestimado el recurso interpuesto por la Alcaldía citada , por lo que se obliga a la Corporación municipal mencionada que consigne la cantidad indicada en el presupuesto de gastos , capítulo 1º , artículo 11  , para el pago de la tasa objeto de este litigio .

c.3. Ayuntamiento de Jijona 

Por la representación procesal de la Alcaldía del municipio de Jijona se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Delegación de Hacienda del día 1 de febrero de 1. 929 , conteniendo el reparo formulado en el mismo al resolver sobre la aprobación del presupuesto del indicado municipio , por el que se ordena la consignación de la tasa precitada 
 .

En el primer Resultando queda reflejado que el presupuesto que se sometió a la aprobación de la Delegación de Hacienda corresponde al ejercicio económico de 1. 929 y la cantidad ordenada consignar asciende a 3. 787 , 50 pesetas . Asimismo obra que el Ayuntamiento indicado acepta tal reparo a los efectos que se apruebe dicho presupuesto , sin perjuicio de interponer el presente recurso jurisdiccional , cuyo objeto principal se cifra en considerar improcedente el mencionado reparo .


Al escrito de demanda formulado por la representación procesal de la Alcaldía de Jijona se acompañaban , entre otras , las siguientes certificaciones :

Certificaciones municipales acreditativas que lo obtenido por el Ayuntamiento por la participación de la Patente Nacional de Automóviles asciende a 569 , 46 pesetas en el ejercicio económico de 1. 927 y 284 , 88 pesetas en el de 1. 928 .


Y certificación del Ingeniero – Jefe de Obras Públicas de la provincia relativa a que la carretera de segundo orden de Játiva a Alicante , que atraviesa Jijona , no pertenece al Patronato del Circuito Nacional de Firmes especiales .


El Tribunal Provincial que enjuicia el caso solicita y obtiene como diligencia para mejor proveer una certificación municipal , referida a que se acreditase la cantidad obtenida por dicho Ayuntamiento por el impuesto de la Patente Nacional de Automóviles en el ejercicio económico correspondiente a 1. 925 – 1. 926 .


El mentado órgano jurisdiccional entiende como determinante para la resolución de este litigio la aplicación de lo dispuesto en el número 2º , apartado A ) , de la Real Orden de 10 de diciembre de 1. 929 , que se cita literalmente en el primer Considerando de la sentencia que se conserva , en punto a que la tasa en cuestión deberá ser satisfecha al indicado Patronato :


 “ A) Por los Ayuntamientos de régimen común de la Península , que perciban cantidades del importe de la Patente Nacional … , tengan o no travesías al firme , siempre que por este concepto obtengan cuanto menos una cantidad igual a la que el ejercicio económico de mil novecientos veinticinco – veintiséis les haya producido los arbitrios municipales sobre carruajes y circulación referidos en la Patente Nacional .”

En el segundo Considerando se precisa que dicha Corporación municipal , según se acredita en la certificación municipal aportada como diligencia para mejor proveer , obtuvo en el importe de la Patente Nacional de Automóviles en el año 1. 928 una cantidad que asciende a 284 , 88 pesetas , mientras que en el ejercicio de 1. 925 – 1. 926 obtuvo por los arbitrios municipales citados en el trascrito precepto la suma de 700 pesetas , concluyéndose lo que sigue :“ es visto que en el referido Ayuntamiento se halla exceptuado del pago de la tasa especial de que se trata , por no concurrir en él la circunstancia anteriormente dicha de la Real Orden de diez de diciembre de mil novecientos veintinueve .”

Se estima el presente recurso , revocándose por improcedente el acuerdo impugnado en el mismo y declarándose que el referido Ayuntamiento se halla exento del pago de la expresada tasa .

c.4. Ayuntamiento de Campello 

Por la representación procesal de la Alcaldía de Campello se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Delegación de Hacienda de la provincia del día 20 de diciembre de 1. 928 , contenido en el número cinco de los reparos formulados por la misma al resolver sobre la aprobación del presupuesto de dicho municipio , ordenando al citado Ayuntamiento que consigne la tasa especial meritada en tal presupuesto , que se aprobó provisionalmente mediante acuerdo plenario de fecha 2 de octubre de 1. 928 para el ejercicio económico siguiente 
 .


En el primer Resultando de la sentencia que se conserva queda reflejado que por la Delegación de Hacienda se exigió la consignación de la cantidad de 1. 547 pesetas en los presupuestos sometidos a su aprobación , en el capítulo 1º , artículo 11 , en tanto la carretera de Silla – Alicante atraviesa su término municipal , por lo que el Ayuntamiento consignó la citada cantidad a los efectos que el presupuesto en cuestión quedara aprobado y sin perjuicio de interponer el presente recurso jurisdiccional .


La Alcaldía de Campello fundamentaba su escrito de demanda en que la Real Orden del Ministerio de Hacienda de fecha 3 de febrero de 1. 928 establecía de forma concluyente que para tener los Ayuntamientos obligación de pagar dicha tasa especial , se precisaba la concurrencia de dos requisitos que deben operar de manera conjunta : que el Ayuntamiento tenga participación en la patente nacional de automóviles y que su término municipal se atraviese por una carretera perteneciente al circuito nacional de firmes especiales .Por lo que se solicitaba del Tribunal la exención del pago de dicha tasa especial , al considerar acreditado que no concurrían los requisitos expresados en el Ayuntamiento de Campello . Se acompañó al escrito de demanda certificación municipal acreditativa de que el indicado Ayuntamiento no percibió participación alguna por el impuesto de patente de automóviles en el año 1. 928 , ni en los dos anteriores ejercicios económicos .


El Fiscal contestó a la demanda argumentando que para exigir la tasa en cuestión es suficiente que concurra uno sólo de los requisitos expresados en la demanda , como así se exige en la Circular de la Dirección General de Rentas Públicas de fecha 12 de agosto de 1. 928 y en la Orden de la Presidencia de Obras Públicas , por lo que procedía exigir dicha tasa al concurrir el segundo requisito expresado . A la contestación de la demanda se adjuntó certificación del Jefe de la Sección provincial de Presupuestos Municipales donde se acreditaba que la carretera Silla –Alicante , comprendida en el circuito nacional de firmes especiales , atraviesa el término municipal de Campello .


El Tribunal provincial que enjuicia este asunto solicita como diligencia para mejor proveer certificación del Ingeniero – Jefe de Obras Públicas de la provincia , en punto a si la carretera Silla a Alicante atraviesa o no el núcleo urbano del municipio y , en caso negativo , que distancia existe al mismo .


Dicha certificación se emite en el sentido que la Iglesia del municipio donde parece que existe el mayor núcleo de población dista de la expresada carretera unos 148 , 50 metros , pero que junto a dicha carretera y en los puntos kilométricos 170 y 171 del la misma existen varios edificios , algunos de los cuales inician calles que conducirán al expresado núcleo urbano donde se ubica la Iglesia citada .


Se da vista de dicha certificación a las partes en litigio , aportándose por el recurrente certificación , donde se acredita que el municipio de Campello se halla formado por una población especialmente diseminada , de forma que en un sólo barrio que dista un kilómetro aproximadamente de la carretera Silla a Alicante existe una población de derecho de 433 habitantes . Asimismo los habitantes con residencia en las casas existentes junto a la carretera Silla a Alicante en el último padrón municipal  computan un número que asciende a 225 , de una población de derecho de tres mil habitantes del total del municipio .


El Tribunal manifiesta al respecto en el primer Considerando lo siguiente :“ que hallándose comprendido el Ayuntamiento de Campello en el apartado B) , número 3º , de la referida Real Orden de 10 de diciembre de 1. 929 , por tratarse de un municipio de población diseminada , que no percibe cantidades del importe de la Patente Nacional , pero en el que algunos de sus vecinos han de utilizar precisamente la carretera de Silla a Alicante , perteneciente al Circuito Nacional de Firmes Especiales , es visto que sobre los habitantes que utilizan dicha carretera ha de gravar la tasa de cincuenta céntimos por habitante .”

Se revoca el acuerdo impugnado y se ordena al Ayuntamiento de Campello la consignación en sus presupuestos de la tasa precitada , en razón de los doscientos veinticinco habitantes que residen en las casas existentes junto a la mencionada carretera por cincuenta céntimos cada uno .

Por el Fiscal se interpone recurso de apelación contra la indicada sentencia , manteniendo su posición inicial expresada con anterioridad , que resuelve el Tribunal Supremo en su sentencia dictada el 9 de noviembre de 1. 932 , desestimándose el expresado recurso y confirmándose en sus términos la sentencia apelada .
c.5. Ayuntamiento de Finestrat 

Por la representación procesal de la Alcaldía de Finestrat se interpone recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Delegación de Hacienda del día 3 de febrero de 1. 930 , contenido en el número primero de los reparos formulados por la misma al resolver sobre la aprobación del presupuesto de dicho municipio para el ejercicio económico de 1. 929 , ordenado la consignación de la tasa especial precitada 
 .

En el primer Resultando se menciona que la cantidad exigida por la Delegación de Hacienda indicada asciende a 1. 093 pesetas , que se consignó por el Ayuntamiento de Finestrat con objeto que se aprobara el indicado presupuesto , formulándose el presente recurso por la referida Alcaldía .

En el escrito de demanda se pide la revocación del acuerdo citado , al considerar que no concurrían en dicho municipio los requisitos exigibles al efecto por la legislación de aplicación , así como se solicitaba el recibimiento del pleito a prueba . Se acompañaban a dicho escrito sendas certificaciones municipales acreditativas de los siguientes extremos :


De una parte , que el Ayuntamiento de Finestrat no percibió participación alguna por el impuesto de patente de automóviles en el año 1. 929 , ni en los tres ejercicios anteriores inmediatos .


Por otro lado , que la carretera de Silla a Alicante que atraviesa el término municipal citado , distando de su núcleo de población a unos siete kilómetros aproximadamente .


Recibido el pleito a prueba se aportó certificación del Ingeniero –Jefe de Obras Públicas de la provincia , acreditativa de que la carretera de Silla a Alicante no atraviesa el núcleo de población de Finestrat , pero sí atraviesa su término municipal en una longitud aproximada de 390 metros y la distancia que media desde dicha población a la referida carretera , por el camino vecinal de Villajoyosa a Finestrat , es de 7. 187 metros .


El Tribunal refleja su posición al respecto en el segundo Considerando de la sentencia , cuando afirma lo siguiente :


“ Que el Ayuntamiento de Finestrat según resulta de la certificación unida a estas actuaciones , no ha percibido participación alguna en el importe de la patente de automóviles … en el año mil novecientos veintinueve y en los ejercicios anteriores , constando igualmente por la certificación aportada en trámite de prueba , que la carretera de Silla a Alicante , pertenece al Circuito Nacional de Firmes Especiales pero  no atraviesa el pueblo de Finestrat , y sí únicamente su término municipal en una longitud aproximada de trescientos noventa metros ; y esto sentado , es evidente que el referido Ayuntamiento se halla exceptuado del pago de la tasa especial que se trata , por no concurrir en él ninguna de las circunstancias anteriormente dichas de la Real Orden de diez de diciembre último .”

Añadiéndose en dicho Considerando que a mayor abundamiento sobre lo argumentado , que el citado camino vecinal “ no puede estimarse como travesía … a la expresada carretera … conforme se infiere del número tercero , apartado C) , de la norma citada .”

Se ha estimado el presente recurso , revocándose el acuerdo impugnado en el mismo .


El Fiscal interpuso recurso de apelación contra tal fallo ante el Tribunal Supremo , que se pronuncia al respecto en su Sentencia de 14 de marzo de 1. 932 , donde se desestima dicho recurso confirmándose en sus términos la sentencia apelada , con idénticos fundamentos jurídicos que se contienen en la misma .
2.CUESTIONES PROCEDIMENTALES EN SU ELABORACIÓN Y APROBACIÓN 
a ) Introducción 

Se conservan tres sentencias o sus minutas que hacen alusión a la indicada temática , de las que dos fueron desestimatorias respecto de las pretensiones de los recurrentes y uno fue estimatoria al efecto .

b) Panorama legislativo aplicable 

El régimen jurídico de aplicación a los presupuestos municipales a que aluden los litigios jurisdiccionales que se conservan se contiene en el Estatuto Municipal – Libro Segundo . Título Primero . Artículos 292 al 307  - y en el Reglamento de la Hacienda Municipal de fecha 23 de agosto de 1. 924 .

En concreto , dispone el artículo 292 del Estatuto Municipal lo siguiente :


“ Los Ayuntamientos formarán en cada ejercicio económico , que será el mismo que rija en la contabilidad del Estado , un presupuesto ordinario para atender a todas las obligaciones de carácter permanente , aunque su cuantía sea varia , y a las de carácter temporal que no tengan la naturaleza de gastos de primer establecimiento , y para hacer frente al déficit de ejercicios anteriores .”

La posibilidad de formar y aprobar presupuestos municipales extraordinarios se contiene con unos estrictos requisitos en los artículos 298 y 299 del Estatuto Municipal , estableciéndose en el último párrafo del artículo 298 lo siguiente :


“ Queda totalmente prohibido enjugar el déficit de ejercicios ordinarios por medio de presupuestos extraordinarios .”

Prescribe el artículo 300 del Estatuto Municipal :


“ Los presupuestos ordinarios y extraordinarios de un Ayuntamiento , una vez aprobados por la Corporación , deberán exponerse al público por quince días . Si no se formulase ninguna reclamación en este plazo el acuerdo municipal quedará firme … Cada Ayuntamiento remitirá al Delegado de Hacienda de la provincia en este mismo plazo , copia certificada de su presupuesto . “

En concordancia con tal precepto establece el artículo 302 de dicha norma que la resolución de dichas reclamaciones , en el supuesto que se presenten , corresponde al Delegado provincial de Hacienda y deberá de resolverlas en el plazo de un mes desde que tengan su entrada en tal Delegación provincial , so pena de considerarse definitivamente aprobado el presupuesto en cuestión y con posibilidad de ejercer acción de responsabilidad contra dicha autoridad provincial , estableciéndose :


“ Contra la resolución del delegado de Hacienda , sólo se dará el recurso contencioso-administrativo , en única instancia , ante el Tribunal provincial .”

Así como , establece el artículo 307 del Estatuto Municipal :


“ Regirá la ley de Administración y Contabilidad de la Hacienda pública de 1 de julio de 1. 911 , en todo en lo no previsto en los artículos anteriores .”

Idéntico precepto se contiene en el artículo 15 del Reglamento de la Hacienda Municipal de fecha 23 de agosto de 1. 923 .  

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Senija 

Fidel Peris Berenguer interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Delegación de Hacienda de la provincia del día 8 de agosto de 1. 930 , que desestimó la reclamación formulada por aquél para que no se aprobara el presupuesto del referido año elaborado por el Ayuntamiento de Senija y se incluyera en el mismo el haber del recurrente como Guarda de Campo municipal 
 .


En el primer Resultando se refleja que el recurrente fue nombrado con fecha 1 de mayo de 1. 929 como Guarda de campo por la Alcaldía de Senija , con el haber anual de 900 pesetas con cargo al presupuesto ordinario de 1. 930 y ejerciendo efectivamente dicho cargo a partir del día 6 de mayo de 1. 929 , en que se le expidió por el Gobierno Civil licencia para uso de armas reglamentarias en actos de servicio , pero tomó posesión de la indicada plaza el 1 de mayo de 1. 929 . No consta que desde las referidas fechas de su nombramiento y toma de posesión el actor haya sido destituido ni suspendido del mismo .


En el segundo Resultando se indica que el sueldo correspondiente a dicho funcionario no se incluyó en el presupuesto elaborado y aprobado por el Ayuntamiento de Senija para el ejercicio de 1. 930 . El actor solicitó de la referida Alcaldía que se subsanara tal omisión , que , en su opinión , constituía un grave defecto respecto de la elaboración y aprobación del presupuesto . Peris Berenguer también alegó como defectos concurrentes al efecto , los siguientes : no haberse citado para su confección y aprobación de tales presupuestos a tres Concejales , que dicho documento no se sometió al trámite de información pública durante la totalidad del plazo preceptivo y que no se habían acompañado al referido documento las certificaciones y memorias prevenidas en las disposiciones vigentes .


Las aludidas alegaciones se informaron en términos desfavorables a las pretensiones del actor por el Ayuntamiento , por lo que el demandante formuló reclamación ante la Delegación de Hacienda de la provincia , que con fecha 8 de agosto de 1. 930 aprobó dicho presupuesto , así como desestimó por infundada la reclamación del mismo .


Contra la citada resolución se interpuso el presente recurso jurisdiccional por Peris , solicitando en el escrito de demanda la revocación del acuerdo impugnado y que se incluya en el indicado presupuesto de 1. 930 su sueldo correspondiente a su cargo y el referido al año anterior desde el mes de mayo a diciembre .


Recibido el pleito a prueba se aportó a instancias del actor certificación municipal , acreditativa que no constaba acuerdo ni resolución alguna en que se hubiera declarado cesante en su cargo al actor .


El Tribunal que enjuicia el caso entiende de aplicación al mismo lo dispuesto en los artículos 301 y 302 del Estatuto Municipal , así como el artículo 11 del Reglamento de la Hacienda Municipal de fecha 23 de agosto de 1. 924 .


El expresado órgano jurisdiccional manifiesta en el único Considerando de la sentencia lo que sigue :“ probado como se halla en este pleito que el recurrente ha venido desempeñando aquél empleo desde el día primero de mayo de 1. 929 , es indudable la obligación del Ayuntamiento de Senija de satisfacerle sus haberes , no ya mediante la inclusión de la partida correspondiente en el presupuesto de 1. 930 , por no hallarse vigente , sino en la forma determinada en el artículo 11 del Reglamento de la Hacienda Municipal .”

Se ha estimado en su integridad el presente recurso revocándose el acuerdo que se impugna , así como condenando al Ayuntamiento actuante a que satisfaga lo solicitado por el actor en su escrito de demanda .

En el expediente judicial que se conserva , que contiene la expresada sentencia , constan diversos incidentes respecto a su ejecución por el Ayuntamiento de Senija , obrando al final oficio de la Alcaldía de dicha localidad del mes de noviembre de 1. 932 , donde se manifiesta al Presidente del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo que se ha incluido en el presupuesto de gastos el concepto objeto de este litigio en el presupuesto aprobado para el ejercicio económico de 1. 933 .


En todo caso , conviene recordar que el artículo 11 del Reglamento de la Hacienda Municipal que se refiere la sentencia , establece el procedimiento a seguir cuando para ejecutar una sentencia no exista consignación presupuestaria o la existente sea insuficiente . 

c.2. Ayuntamiento de Daya Vieja 
José García Palmer y Monserrate García Castillo interpusieron recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Delegación de Hacienda de la provincia del día 6 de abril de 1. 932 , por la que se desestimó la reclamación que formularon contra el presupuesto ordinario del municipio de Daya Vieja para el año 1. 932 
 .

En el primer Resultando y siguientes de la minuta de la sentencia que se conserva se relata que los actores mediante escritura de compra adquirieron el término municipal de Daya Vieja a Manuel Pérez – Seoane y Roca de Togores , a la sazón ex -Duque de Pinohermoso , que venía satisfaciendo en concepto de donativo voluntario las necesidades del indicado municipio en una cantidad aproximada a las cuatro mil pesetas al año , según convenio que suscribió con tal Ayuntamiento .


Los adquirentes de dicho término municipal por mitad y régimen de proindiviso constataron que desde que asumieron la titularidad del mismo por el Ayuntamiento de Daya Vieja se incrementó su aportación , en este sentido se pasa de aportar para el ejercicio económico de 1. 929 la cantidad de 4. 717 , 12 pesetas a las casi doce mil pesetas previstas en el presupuesto de 1. 930 y que se volvieron a incrementar para los ejercicios económicos de 1. 931 y de 1. 932 .

La referida adquisición se formalizó en escritura pública , otorgada en Madrid ante el Notario Arizcun Moreno , con fecha 18 de diciembre de 1. 928 , donde en el párrafo tercero de la estipulación sexta , se establece :


“ Los compradores quedan obligados igualmente a pagar todas las cargas municipales y todos los gastos que tenga el Ayuntamiento del Pueblo de Daya Vieja , en el tiempo de duración de los contratos existentes con los arrendatarios , los cuales terminan el veinticuatro de junio de mil novecientos treinta y tres , con los términos mismos en que a ello se ha obligado al Sr. Duque de Pinohermoso .”

Se refleja en los aludidos Resultandos que la Delegación de Hacienda desestimó la reclamación de los recurrentes en función de la interpretación que realizó de dicha cláusula contractual , así como , respecto del resto de alegaciones de carácter formal efectuadas por los mismos , tan sólo hizo el reparo al indicado Ayuntamiento que la partida de quinientas pesetas que se fija en el capítulo 13 , artículo 1 , de gastos , se ordena reducir al 1% del presupuesto de ingresos que señala preceptivamente como mínimo el Decreto de fecha 27 de diciembre de 1. 929 . Los recurrentes en dicha reclamación se reservan las acciones pertinentes en vía penal y civil para resarcirse de lo que consideran una arbitrariedad de los cargos municipales en la elaboración y aprobación del presupuesto de la localidad para el ejercicio de 1. 932 .

El Tribunal centra el objeto de este pleito en interpretar el sentido y alcance de la estipulación pactada por los recurrentes con Pérez-Seoane en la escritura pública indicada , en concreto , en el párrafo quinto de la estipulación sexta de la misma .


En el segundo Considerando se subraya lo siguiente respecto a la elucidación del expresado párrafo de tal escritura pública :


“ es visto que si no aparece fijada en cantidad precisa la prestación en cuestión ; ni acreditado el carácter jurídico de donativo voluntario fijo o variable con que antes lo satisficiera el vendedor y desconociéndose , por otra parte , los términos concretos del convenio entre Pérez-Seoane y el Ayuntamiento de Daya Vieja …”

Se concluye en dicho Considerando al respecto :


“ los actores adquirieron la obligación expresa de satisfacer cuantos gastos tenga necesidad de sufragar la Corporación municipal dentro de su competencia , y de las obligaciones mínimas de los Municipios , conforme al Estatuto Municipal de 8 de marzo de 1. 924 y la Ley Orgánica … de 1. 877 , en la parte que se hallan vigentes ambos cuerpos legales , sin que tal obligación expresa se entienda mermada o disminuida por el contenido de las últimas palabras del nombrado párrafo que alegan en su defensa los reclamantes .”

Se ha desestimado el presente recurso confirmándose en sus términos la resolución que se recurre en el mismo .

c.3. Ayuntamiento de Benifallim 

Por la representación procesal del Ayuntamiento de Benifallim se interpone recurso contencioso-administrativo en súplica de revocación , por lesivo , del acuerdo de la misma Corporación del día 10 de noviembre de 1. 935 , por el que se aprobó el suplemento de créditos por transferencia en el presupuesto ordinario en el ejercicio de dicho año  
 .


En el segundo Resultando de la minuta de la sentencia existente se refleja que por acuerdo plenario de 8 de marzo de 1. 936 se declara lesivo a los intereses municipales el anterior acuerdo precitado , teniendo presente que además se observan infracciones de preceptos legales que hubieron de tenerse en cuenta en su tramitación , resaltando , entre otros , que se omitió la publicación de dicho suplemento de créditos en el tablón municipal y desde el punto de vista contable , no procedía el suplemento por transferencia cuando existía exceso resultante .


El Fiscal se abstuvo en este litigio .


El Tribunal centra el objeto del presente recurso jurisdiccional en determinar la legalidad y la lesividad del acuerdo plenario adoptado inicialmente el 10 de noviembre de 1. 935 .

 El segundo y tercer Considerando se dedican a justificar la legalidad del acuerdo en cuestión , aunque de un modo extremadamente farragoso .


Respecto de la lesividad del indicado acuerdo a los intereses municipales se manifiesta el Tribunal en el cuarto Considerando del siguiente modo :


“ Que el cuestionado acuerdo de suplemento de créditos tampoco causó perjuicio a los intereses económicos municipales por cuanto con él , sin alterar las cifras globales del presupuesto , se proveyó sin menoscabo de otras ineludibles y perentorias , al cumplimiento de obligaciones de pago a cargo de la Corporación , que de otro modo hubieran quedado indebidamente desatendidas , con perturbación sensible de la marcha de la Administración municipal .”

Por último , se concluye lo siguiente en el quinto Considerando :


“ Que habiéndose adoptado el tan repetido acuerdo de 8 de marzo de 1. 936 sin el dictamen previo de dos Letrados , según resulta de autos , ello constituye defecto legal en el modo de proponer la demanda , o , admitida esta a trámite , un motivo de anulación de aquél acuerdo enervadora de la acción de él derivada y materia de recurso , conforme a la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 20 de noviembre de 1. 935 ; y que , según la jurisprudencia constante de dicho Tribunal , cuando la demanda sea improcedente en el fondo , como es la de autos , puede prescindirse de estimar y resolver el pleito en cuanto a la forma , a cuya norma jurisprudencial se ajusta este Tribunal .”

Se ha desestimado el presente recurso .

3.COMENTARIO PERSONAL DE LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL EXPUESTA 

Las sentencias mencionadas dictadas por el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo destacan esencialmente en dos aspectos de la temática de los presupuestos municipales :


De una parte , en los recursos interpuestos por la Alcaldía – Presidencia de Calpe – sentencia nº 2 / 1. 930 . Anexo ficha nº 10 - , San Juan de Alicante – sentencia nº 3 / 1. 930 . Anexo ficha nº 11 - , Jijona – sentencia nº 7 / 1. 930 . Anexo ficha nº 15 - , Campello – sentencia nº 8 / 1. 930 . Anexo ficha nº 16 - y  Finestrat – sentencia nº 22 / 1. 930 . Anexo ficha nº 30 - motivados por los reparos que formuló la Delegación de Hacienda de la Provincia , cuando se le remitieron los proyectos de tales presupuestos para el ejercicio económico de 1.929 y toda vez que en los mismos no se consignaba la Tasa especial de rodaje para el Patronato del Circuito Nacional de Firmes Especiales , las sentencias dictadas al efecto analizan los requisitos necesarios para su consignación presupuestaria , predominando la tesis que no son requisitos acumulativos , sino que basta con que se diera uno de los mismos para que proceda en derecho la exigibilidad de la misma , como así consta en el razonamiento de tales sentencias y se precisa el concepto reglamentario de “ travesía “  que también se estableció en la reciente legislación aprobada que regulaba tal tasa , donde se mantiene que la misma no es necesario que atraviese el núcleo de población en cuestión sino basta que afecte a su término municipal , pudiéndose incluso aplicarse en función del número de habitantes que la utilice siempre que se pueda acreditar tal extremo , como así se falló respecto de la sentencia dictada en relación al recurso interpuesto por la Alcaldía de Campello ya citada .

Y por otro lado , la importancia que la jurisprudencia producida en esta temática concede a los requisitos de carácter procedimental , calificándose como de orden público , que deben concurrir para la elaboración y aprobación de los presupuestos municipales ordinarios , en especial , el quórum necesario para su aprobación y el esencial trámite de información pública exigible legalmente en dicho procedimiento , como así se contiene en la sentencia nº 12 / 1. 931 – Anexo ficha nº 40 - .  
IV . ESTATUTO Y RESPONSABILIDAD DE LOS MIEMBROS DE LAS CORPORACIONES LOCALES EN EL EJERCICIO DE SUS CARGOS 
a) Introducción 

Se conservan sobre la indicada temática seis recursos contencioso-administrativos  que motivaron otras tantas sentencias .


Cuatro de los cuales fueron estimados en tales sentencias y otros dos se desestimaron en los términos que a continuación se exponen .

b) Panorama legislativo aplicable 

Las responsabilidades que pueden incurrir las corporaciones locales o las autoridades que las integran se regulan en los artículos 269 y siguientes del Estatuto Municipal . Así dispone el artículo 271 de dicha norma :


“ De los acuerdos municipales son responsables los concejales que votaren en pro de ellos y los que , no habiendo concurrido a la sesión correspondiente , sin estar entonces ausentes con licencia oficial , dejaren transcurrir las dos siguientes sin salvar su voto … “

Prescribe el artículo 273 del Estatuto Municipal :

“ Los alcaldes y autoridades de todos órdenes que incurriesen en demora injustificada en la tramitación y resolución de los recursos que en esta ley tienen asignados plazos fijos , contraerán responsabilidad gubernativa , y será castigado cada culpable con multa de cien pesetas por día . La acción para exigir el pago de estas multas será pública , pudiendo ejercitarla cualquier habitante del municipio …”
Sobre la censura de cuentas municipales y la responsabilidad que la misma conlleva se establece  su régimen jurídico en los artículos 577 al 585 de dicho Estatuto Municipal , los artículos 104 y siguientes del Reglamento de la Hacienda Municipal de 23 de agosto de 1. 924 y lo dispuesto en la Real Orden de 28 de mayo de 1. 923 . 

Por su parte , la Ley Municipal de fecha 31 de octubre de 1. 935 , contempla la responsabilidad de los entes locales y sus autoridades y funcionarios en sus artículos 208 y siguientes . Al respecto , dispone el citado artículo 208 lo siguiente :

“ Las Autoridades y funcionarios estarán sujetos a responsabilidad civil , penal y administrativa en el ejercicio de sus peculiares funciones . “
Y el artículo 212 de tal ley establece lo siguiente :

“ Los Ayuntamientos y sus miembros , así como los Alcaldes y funcionarios municipales , incurrirán en responsabilidad administrativa por negligencia , desobediencia o extralimitación en el cumplimiento de sus obligaciones legales .”
En el artículo 213 de dicho texto legal se prescribe que serán responsables de los acuerdos adoptados por los Ayuntamientos , los miembros del mismo que los hubiesen votado , sin perjuicio de la responsabilidad establecida al efecto respecto de los Secretarios e Interventores .
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Relleu 

Vicente Francés Gascó , Bautista Miralles Gosálbez de Bautista y Juan Oviedo Molina , en calidad de ex – concejales que fueron miembros de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Relleu , interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del día 12 de junio de 1. 930 , por el que se resuelve declarar responsables mancomunada y solidariamente y por partes iguales de la cantidad de 4. 800 pesetas a los indicados vecinos , ordenándoles el ingreso de tal cantidad en las arcas municipales para responder de la diferencia resultante entre las 7. 500 pesetas , que fue el cupo con que se efectuó la adjudicación definitiva en subasta pública del servicio de recaudación de carnes frescas , saladas y volatería para los ejercicios de 1. 930 , 1. 931 y 1. 932  y la de 12 . 300 pesetas que era con la que fue adjudicada anteriormente y de cuyo contrato se desistió arbitraria e ilegalmente , concediéndoles el plazo máximo de ocho días para satisfacer la indicada cantidad y , en su defecto , se procedería por vía de apremio 
 .

En el primer Resultando de la minuta de la sentencia que se conserva se especifica que la primera subasta al respecto se celebró el 15 de diciembre de 1. 929 , adjudicándose provisionalmente a José Lloret Llinares por la suma de 12 . 300 pesetas . Y la segunda subasta se llevó a cabo el 19 de enero de 1. 930 , adjudicándose definitivamente a Antonio Font Climent por 7. 500 pesetas .


Mediante Auto del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo del día 10 de noviembre de 1. 930 se acordó , a solicitud de los demandantes , la suspensión de la ejecución de los acuerdos objeto de este recurso al haberse prestado fianza personal bastante .


El Ministerio Fiscal se allanó a la demanda y compareció la representación procesal del Ayuntamiento de Relleu como parte coadyuvante en este pleito desistiendo del mismo posteriormente .

El Tribunal centra el objeto de este litigio en determinar si procede declarar como responsables a los actores de los hechos que se les imputan , de conformidad con lo dispuesto en el artículo 21 del Reglamento para la Contratación de Obras y Servicios de las Entidades Locales , aprobado por Real Decreto de de 2 de julio de 1. 924 .
Se entiende como probado en el segundo Considerando que el primer adjudicatario ,  José Lloret Llinares , prestó la correspondiente fianza provisional para concurrir en la subasta convocada al efecto teniendo presente : “ que antes de haber constituido la fianza definitiva , dirigió instancia a la Comisión municipal permanente del repetido Ayuntamiento , solicitando que se le tuviera por desistido de aquella contrata , por haber sufrido error en la puja , con pérdida del depósito provisional y sin que se le exigiera mayores responsabilidades .”

El órgano jurisdiccional que enjuicia este asunto sostiene en el tercer Considerando que el único sujeto responsable a los efectos de la precitada norma es el primer adjudicatario de la mencionada contrata , es decir , Lloret Llinares con fundamento en la siguiente consideración : “ ya que por su renuncia a la adjudicación de la contrata impidió que aquél servicio tuviere efecto y , por tanto , al mismo por no haber constituido la fianza definitiva , es al que la Comisión municipal permanente del Ayuntamiento de Relleu , que tomó posesión en veintiséis de febrero de mil novecientos treinta , debió requerir para que satisficiera las cuatro mil ochocientas pesetas … , todo ello aparte de la pérdida del depósito provisional  constituido para tomar parte en la ya citada subasta .”

Manifestándose en el cuarto Considerando que así obró la Comisión permanente del Ayuntamiento de Relleu en su acuerdo de 23 de diciembre de 1. 929 , que resolvió rescindir el referido contrato con pérdida del depósito provisional y declarando a Lloret Llinares incurso en las demás responsabilidades previstas en la legislación aplicable , respecto a la instancia mencionada que formuló dicho contratista y teniendo en cuenta que los demandantes integraban el indicado órgano colegiado municipal , lo que determina que se manifieste por el Tribunal Provincial :“ es por lo que la Comisión permanente que sucedió a esta , debió realizar en debida forma la declaración de las indicadas responsabilidades .”

Se han estimado las pretensiones deducidas por los demandantes en el presente recurso .
c.2. Ayuntamiento de Aspe 

En lo atinente a la presente temática se conservan dos sentencias relativas al Ayuntamiento de Aspe .


El primer recurso que se conserva se interpuso por Luis López Escalant , que fue Alcalde-Presidente del Ayuntamiento citado , contra el acuerdo plenario del día 23 de julio de 1. 931 , por el que declaró indebidos  dos pagos relativos a la compra de lámparas eléctricas que fueron ordenados por el recurrente en su calidad de Alcalde de la villa , concediéndole un plazo de de diez días para el reintegro de las cantidades requeridas que ascienden a 807 , 81 pesetas 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se contiene que la Comisión revisora de las cuentas municipales con fecha 7 de julio de 1. 931 estimó que procedía el reintegro en las arcas municipales de dos libramientos de pago expedidos el 25 de febrero de 1. 931 , a saber : número 70 , que importa 202 , 40 pesetas por pago de una factura de lámparas eléctricas , así como el número 72 , que asciende a 605 , 41 pesetas en idéntico concepto .


Haciéndose constar que respecto la primera orden de pago mencionada no se acompaña la factura , ni el acuerdo adoptado al efecto . Y por lo que hace al segundo libramiento de pago , consta que el mismo hace referencia a lámparas consumidas en 1. 930 , por lo que debió hacerse con cargo al concepto de “ resultas “ y no como pago ordinario con cargo al ejercicio de 1. 931 .


Se recibió el pleito a prueba y se declaró pertinente la documental , obrando certificación municipal donde constan los extremos siguientes : respecto del primer libramiento de pago indicado obra una letra de cambio de 200 pesetas de fecha 5 de enero de 1. 931 , con el recibí del Banco Español de Crédito , Subagencia de Aspe , autorizada por dos firmas que resultan ilegibles .Y en lo referido al segundo de los libramientos de pago , se refleja un recibí rubricado por Telesforo Pastor y se adjunta al documento una factura sin firma .


El Tribunal centra el objeto de este litigio en determinar si los mandamientos de de pago indicados cumplen o no los requisitos exigidos por la legislación de aplicación .

En el primer Considerando se analiza la validez y efectos del primer libramiento de pago atendiendo al resultado de la prueba documental practicada , manifestándose como conclusión :


“ Y dicho mandamiento , de conformidad con lo preceptuado en el artículo ochenta y cinco del Reglamento de la Hacienda Municipal , de veintitrés de agosto de mil novecientos veinticuatro , reúne cuantos requisitos son necesarios y exigibles para su validez y eficacia .” 

En el segundo Considerando tras analizar las circunstancias concurrentes en la orden de pago que asciende a 605 , 41 pesetas se mantiene la siguiente posición :


“ debe considerarse como indebidamente pagado , en atención a que según se expresa en el artículo 14 del Reglamento de la Hacienda Municipal citado , las obligaciones reconocidas y no satisfechas y los derechos liquidados y sin realizar el último día del ejercicio se comprenderán como “ Resultas “ en el capítulo y cuenta que se abra al presupuesto del nuevo ejercicio .”

Se desestima el recurso en lo atinente al libramiento de pago identificado con el número 72 , confirmando el acuerdo recurrido en dicho extremo . Asimismo se estima recurso interpuesto respecto del mandamiento de pago número 70 , revocándose el acuerdo recurrido en este extremo .

Por el actor se interpuso recurso de apelación contra la referida sentencia , dictándose providencia por el Tribunal Provincial de fecha 24 de noviembre de 1. 933 , por la que se declara firme la sentencia y extemporáneo el recurso aludido .


El segundo recurso aludido se interpuso por Francisco Calatayud Gil , de profesión médico y que en su día fue Alcalde del municipio de Aspe , contra el acuerdo plenario del referido Ayuntamiento del día 23 de julio de 1. 931 , por el que se declaran indebidos diversos pagos y se imputa como responsable al actor en su calidad de Alcalde que los llegó a ordenar , requiriéndole para que en el plazo de días reintegre la suma de 600 pesetas , sin perjuicio de pasar el tanto de culpa a los Tribunales de Justicia 
 .


El primer Resultando se refiere a que la Comisión revisora de las cuentas municipales emitió informe con fecha 21 de julio de 1 . 931 respecto de los siguientes mandamientos de pago : número 423 del presupuesto municipal de  1. 930 , que ascendía 400 pesetas satisfechas al letrado Mateo Quirant , por los asuntos encomendados según el acuerdo plenario de fecha 17 de enero de 1. 929 , obrando recibo firmado por el mismo . Número 561 , que se refiere a 100 pesetas satisfechas a dicho Abogado como resto pendiente de sus honorarios en los asuntos referidos .Número 56 , que asciende a 100 pesetas satisfechas al procurador de los tribunales Chorro Dols en el concepto reiterado anteriormente . Como fundamento del expresado informe contable se explicita que los hechos acreditados se reconducirían a una cuestión particular entre el recurrente y el funcionario Botella , por lo que tales gastos en ningún caso deben ser asumidos por el Ayuntamiento .


En el tercer Resultando se relata que Calatayud Gil , en su calidad que lo fue de Alcalde de Aspe , denunció al funcionario de Telégrafos Botella Regabliato ante el Juzgado de Instrucción de Novelda por insultos y desacato , habiéndose instruido sumario al efecto por dicho juzgado y en el precitado acuerdo plenario de fecha 17 de enero de 1. 929 se resolvió autorizar a la Alcaldía para que se personase en dicho sumario debidamente representada y defendida mediante la contratación de un procurador y un abogado .


En el escrito de demanda el actor solicitaba que se declarara la nulidad del acuerdo impugnado , dado que su actuación resultaba debida y procedente en estricto cumplimiento del acuerdo plenario de 17 de enero de 1. 929 .


El Tribunal considera esencial para la resolución de este caso la condición jurídica de firme con que se inviste el indicado acuerdo de fecha 17 de enero de 1. 929 , precisando en el primer Considerando de la sentencia : “ que los acuerdos municipales una vez que causan estado no son susceptibles de revisión ante esta jurisdicción por la propia Administración que los dictó , sino cuando ésta los declara lesivos , según constante doctrina jurisprudencial nacida de la interpretación de los artículos 1 , 2 en su párrafo último y 7 en su último párrafo de la Ley reguladora de esta jurisdicción , única manera de que los derechos de los particulares originados de tales acuerdos municipales tengan la debida garantía y protección ante cualquier posible arbitrariedad de la Administración .”

Y respecto al presente supuesto litigioso se indica : “ independientemente de los acuerdos que en trámite de censura de cuentas municipales pudiera haber tomado la Corporación , si estimaba que los mandamientos de pago que calificó de indebidos carecían de aquellas formalidades que la Ley exige , que es el procedimiento señalado en los artículos 587 y siguientes del Estatuto Municipal .” 

Se ha estimado el presente recurso , revocándose el acuerdo plenario impugnado de fecha 23 de julio de 1. 931 .

c.3. Ayuntamiento de Guardamar del Segura 

Eduardo Lucas Maciá y Joaquín García Rodríguez interponen sendos recursos contencioso-administrativos contra el acuerdo del Ayuntamiento de Guardamar del Segura del día 14 de junio de 1. 932 , por el que se desposeyó a los demandantes del cargo de Concejales de dicho Ayuntamiento , so pretexto de ser deudores a la Hacienda Pública y hallarse incursos en el artículo 43 de la Ley Municipal vigente de 1. 877 
 .


En el tercer resultando de la sentencia se indica que los actores solicitaron en su escrito de demanda la revocación del aludido acuerdo plenario por entender que en ningún caso estaba justificado , así como que se procediera a la reposición en sus cargos condenándose en costas a la Administración demandada .


Mediante auto del Tribunal Provincial de fecha 24 de marzo de 1. 934 se acordó la acumulación de ambos recursos .


En el presente litigio el indicado órgano jurisdiccional considera de esencial aplicación lo dispuesto en el artículo 252 del Estatuto Municipal y la doctrina jurisprudencial generada por el mismo , que se plasma en la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 26 de octubre de 1. 928 . Dicho precepto establece que los acuerdos de los Ayuntamientos que se refieren a la validez de las elecciones , admisión de Concejales , capacidades , excusas , incompatibilidades , renuncias , vacantes y , en general , constitución y régimen de dichas Corporaciones , ponen término a la vía gubernativa y contra ellos podrá interponerse en el plazo de 15 días naturales ante la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial un recurso de nulidad por infracción de ley .


El Fiscal alegó la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción con fundamento en dicho precepto en concordancia con el artículo primero de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa .


En el cuarto Considerando se motiva la procedencia de la excepción alegada por el Ministerio público .


Se estima la excepción perentoria alegada por el Ministerio Fiscal .


En los escritos de demanda se relatan las pretendidas deudas con la Hacienda Pública de los actores :


En lo referido a Lucas Maciá por falta de pago de una multa de tráfico que le impuso la Guardia Civil de Monteagudo ( Murcia  ) , en cuantía de 10 pesetas , que según el actor no se llegó a intentar el cobro en su domicilio por lo que su indefensión era absoluta .


Por lo que hace a García Rodríguez , se le imputa la falta de pago de una cuota de contribución industrial como corredor de productos agrícolas , manifestando el mismo que no fue requerido en forma para efectuar tal pago .
c.4. Ayuntamiento de Hondón de la Nieves 

Vicente Sellés Guerrero y siete vecinos más de la localidad de Hondón de la Nieves , todos ellos en su condición que habían sido Concejales de dicha corporación municipal , interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo plenario del indicado Ayuntamiento del día 11 de abril de 1. 935 , por el que se declaró la responsabilidad subsidiaria y mancomunada de los recurrentes , por la cantidad de 8 . 777 , 77 pesetas , correspondientes a los haberes del Secretario que fue dicho Ayuntamiento dejados indebidamente de percibir , Felipe Valera Fresneda , ordenándoles el ingreso de la citada cantidad en el plazo de ocho días  
 .


En el primer Resultando de la sentencia queda reflejado que mediante carta-orden dirigida por el Tribunal Provincial al Ayuntamiento precitado , se requería a la Alcaldía con objeto que la sentencia recaída en el recurso contencioso-administrativo que interpuso Valera Fresneda contra el acuerdo de destitución en el cargo que ocupaba de Secretario del Ayuntamiento de Hondón de las Nieves se debía proceder a su ejecución como último día postrer el día 30 de noviembre de 1. 932 , debiéndose abonar la citada cantidad a sus legítimos herederos con cargo a su presupuesto ordinario o , en su caso , habilitando un presupuesto extraordinario al efecto . Y en caso de incumplimiento de lo así ordenado por el Tribunal se daría cuenta de ello a las Cortes y se pasaría el tanto de culpa al Juzgado de Instrucción correspondiente por desobediencia a la Autoridad judicial . No habiéndose ingresado en el  término máximo indicado la cifrada cantidad  por los obligados a ello , se procedió a su cobro por el Agente ejecutivo municipal por la vía de apremio contra su patrimonio .


El Ayuntamiento compareció en este litigio como parte coadyuvante y posteriormente formuló su desistimiento .


El Tribunal Provincial entiende de esencial aplicación en este litigio lo dispuesto en el artículo 238 del Estatuto Municipal , que establece que si los tribunales declarasen indebida una destitución de un cargo municipal , el interesado tendrá derecho a exigir el sueldo no percibido desde que aquella se acordó y deberá abonarlo el Ayuntamiento como responsable de tal resolución , sin perjuicio de la responsabilidad civil de carácter solidario reclamable a los concejales que votaron a favor de dicha destitución . Esta obligación jurídica será declarada en el fallo de la sentencia y servirá al interesado de título ejecutivo para obtener por la vía de apremio la suma que se le adeudare .Al respecto , se indica en el primer Considerando lo siguiente : “ declarada indebida una destitución de un Secretario municipal – como en el presente caso ocurre – por haberlo así ordenado la sentencia de este Tribunal de 9 de julio de 1. 926 , confirmada por la del Supremo de 6 de marzo de 1. 928 , el Ayuntamiento de Hondón de las Nieves , donde prestaba sus servicios el Secretario D. Felipe Valera Fresneda , debe abonar al mismo , los sueldos no percibidos desde aquella indebida destitución .”

Se revoca el acuerdo impugnado en este recurso y , en su lugar , se declara que por el Ayuntamiento en estricto y debido cumplimiento a lo ordenado en la citada carta – orden dirigida por el Tribunal Provincial que conoce de este recurso , debe abonar sin excusa ni pretexto a los herederos del mencionado Secretario del Ayuntamiento el sueldo no percibido desde que se acordó indebidamente su destitución , sin perjuicio de exigir la responsabilidad civil de carácter solidario reclamable a los Concejales que votaron a favor de dicha destitución .
c.5. Diputación Provincial 

Juan Ribes Sanchis y cinco más , en calidad que fueron de Diputados provinciales , interpusieron recurso contencioso-administrativo contra las siguientes resoluciones , a saber : acuerdo de la Comisión Gestora de la Diputación Provincial de Alicante del día 12 de noviembre de 1. 930 , por el que se resolvió exigir de los referidos Diputados el importe de los sueldos abonados a Carlos Manero Pineda , por el tiempo que estuvo separado indebidamente de su cargo de Médico del Cuerpo de Beneficiencia Provincial , ya que según se acredita votaron a favor de la destitución acordada 
 . Por acuerdo de la Comisión Gestora de fecha 15 de mayo de 1. 931 , se resolvió declarar la responsabilidad subsidiaria de los demandantes . Por Resolución del Presidente de la Diputación provincial de fecha 17 de mayo de 1. 931 , por la que se requirió a los actores que ingresaran en el término de veinte días la cantidad de 13. 111 , 10 pesetas , ya abonadas por la Corporación provincial al indicado funcionario facultativo por el tiempo que estuvo separado de su cargo indebidamente .

También los referidos cargos provinciales en su día fueron interpusieron otro recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Gestora indicada de 2 de noviembre de 1. 931 , por el que se acordó declarar la responsabilidad subsidiaria de los actores y que se exigiera el reintegro de la cantidad que asciende a 66. 749 , 80 pesetas , devengadas por los Médicos del Cuerpo de Beneficiencia Provincial a que alude el acuerdo desde su indebida destitución  .

La Diputación Provincial comparece en estos recursos como parte coadyuvante y alega la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción , con fundamento en que las pretensiones de los demandantes se basaban en resoluciones jurisdiccionales firmes , que se debían cumplir y ejecutar en sus términos por la propia Corporación .

Por Auto del Tribunal Provincial de fecha 13 de junio de 1. 932 se acuerda la acumulación de los dos recursos .

El órgano jurisdiccional citado que entiende del enjuiciamiento del presente litigio centra su objeto en determinar si las pretensiones en cuestión se fundamentan en sentencias firmes  que están exclusivamente pendientes de ejecución , por lo que en este supuesto la competencia en tal decisión corresponde en exclusiva a la Administración competente , a tenor de lo dispuesto en el artículo 83 de la ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo .

El Tribunal Provincial tras el análisis de cuantos antecedentes obran en su poder mantiene en el primer Considerando de la sentencia que efectivamente se está ante el supuesto de dos sentencias firmes pendientes de proceder a su ejecución administrativa , en concreto , la sentencia del Tribunal Provincial de 4 de junio de 1. 929 y del Tribunal Supremo de fecha 6 de julio de 1. 931 .

Además teniendo presente como así se refiere en el segundo Considerando de la sentencia que se glosa , que la Comisión Gestora de la Diputación Provincial desistió del recurso de apelación que formuló contra la referida sentencia del Tribunal Provincial de 4 de junio de 1. 929 como facultad discrecional de dicha Administración .

Especificándose en el sexto Considerando lo siguiente :

“ el acuerdo adoptado por la Comisión Gestora indicada el día 2 de noviembre de 1. 931 es una reproducción o confirmación de los acuerdos impugnados por los propios recurrentes en el pleito número 24 .”
Se estima la excepción de incompetencia de jurisdicción alegada por la parte coadyuvante desestimándose el presente recurso , por ser solamente competente la Administración en la ejecución de las sentencias dictadas por los Tribunales Contencioso-Administrativos .
d) Comentario personal de la doctrina jurisprudencial expuesta 

En este apartado tan sólo destacar dos aspectos de las sentencias que se conservan relativas al presente epígrafe :

De una parte , la aplicación teleológica y operativa que del artículo 238 del Estatuto Municipal realiza el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo de Alicante en su sentencia nº 11 / 1. 945 – Anexo ficha nº 256 - , respecto de la destitución del Secretario del Ayuntamiento de Hondón de las Nieves acordada en la correspondiente sesión plenaria y declarada indebida por sentencia firme de dicho Tribunal , considerándose conforme a derecho que el Ayuntamiento satisfaga los sueldos impagados de dicho funcionario siempre que se le soliciten a tal Corporación , sin perjuicio de que ésta ejerza la acción de repetición de responsabilidad civil de carácter solidario respecto de los concejales que votaron a favor de dicha destitución .


Y por otro lado , como subraya el mencionado Tribunal Provincial en su sentencia de 29 de marzo de 1. 952 – anexo ficha nº 261 – , que la potestad de ejecutar una sentencia firme a tenor de lo dispuesto en el artículo 83 de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo se trata de una estricta competencia administrativa .  

V. CONTRATACION ADMINISTRATIVA 
1 . GESTION DE ARBITRIOS Y TRIBUTOS 
a) Introducción 
Sobre la indicada materia contractual se conservan siete recursos contencioso-administrativos que motivaron otras tantas sentencias o sus minutas , de las que cinco han sido desestimatorias de los recursos interpuestos y dos estimatorias de los mismos .
b) Panorama legislativo aplicable 

Establece el Estatuto Municipal en su artículo 552 , que el arrendamiento de la gestión de arbitrios y tributos no procederá respecto de las siguientes exacciones :

1º Contribuciones especiales .


2º Tasas de administración y las que graven las licencias .

3º Arbitrio sobre los solares sin edificar .


4º Arbitrio sobre el incremento de valor de los terrenos .


El expresado contrato se regula en la aludida norma desde el citado precepto al artículo 574 , así como lo prescrito al respecto en el Reglamento de la Hacienda Municipal de 23 de agosto de 1. 924 .Asimismo habrá que estar a lo dispuesto en el Reglamento de 2 de julio de 1. 924 sobre contratación municipal , todo ello de aplicación también a las Diputaciones provinciales , en virtud de lo dispuesto en el artículo 109 del Estatuto Provincial .

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Diputación Provincial 
En la precitada temática y con respecto a la Diputación Provincial se conservan tres sentencias , cuyo objeto se expone a continuación .

El primer recurso contencioso-administrativo se interpuso por la representación procesal de dicha Corporación provincial contra el acuerdo adoptado por la propia Comisión Gestora de la misma del día 29 de enero de 1. 929 , por el que se resolvió el concurso convocado para la adjudicación del contrato de Gestor afianzado directo para el servicio de administración , cobranza , inspección y fiscalización del Impuesto de Cédulas Personales , en Alicante y provincia durante los años 1. 929 a 1. 938 , a favor de Alfredo Giménez Buesa , que se formalizó en escritura pública con fecha 19 de abril de 1. 929 y se declaró lesivo al interés general mediante acuerdo de la Diputación Provincial de 19 de agosto de 1. 930 
 .
En el cuarto Resultando de la sentencia se indica que la oferta que presentó Giménez  Buesa ante la Corporación provincial consistía en una rebaja del dos por ciento en los premios de recaudación y asumiendo el compromiso de recaudar como mínimo cien mil pesetas más cada año de la cantidad exigida en el pliego de condiciones , aceptándose la indicada oferta por unanimidad de los miembros corporativos .También se indica que el adjudicatario del contrato constituyó la fianza definitiva exigida en el pliego de condiciones para ejercer sus funciones con fecha 14 de febrero de 1. 929 .

El precitado adjudicatario del contrato compareció en este litigio como demandado y alegó la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción en el plazo hábil para proceder a contestar la demanda , ya que en su opinión la Administración actuante ejerció una nítida potestad discrecional cuyo enjuiciamiento le esta legalmente vedado a la jurisdicción de lo contencioso-administrativo , habiéndose abstenido el Ministerio Fiscal .

Al respecto el Tribunal Provincial constata en el tercer Considerando lo siguiente :

“ de la simple lectura del artículo 36 del Reglamento para la Contratación de Obras y Servicios a cargo de las entidades municipales , de dos de julio de mil novecientos veinticuatro , aplicables a las Diputaciones Provinciales por imperio del artículo 109 del Estatuto Provincial ; cayendo por tanto su decisión , en el campo discrecional que para estos fines a la Excma. Diputación Provincial le estaba atribuido , sin que la misma en la resolución de dicho concurso y dentro del pliego de condiciones , que venía a ser la ley del mismo , tuviera que atenerse a ningún precepto legal que viniere a limitar las amplias facultades que estaba provista .”
Se afirma en el quinto Considerando que :“ no corresponde al conocimiento de estos Tribunales , a tenor de la regla primera del artículo cuarto de la mencionada ley , las cuestiones que por la naturaleza de los actos de los cuales procedan o de la materia sobre que versen se refieran a la potestad discrecional .”
Se ha desestimado el presente recurso y se declara la procedencia de la excepción perentoria alegada por Giménez Buesa .

También por la representación procesal de la Diputación Provincial se interpuso otro recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo adoptado por la propia Comisión Gestora de tal Corporación del día 10 de noviembre de 1. 928 , por el que se aprobó el pliego de condiciones que regía el concurso celebrado para la adjudicación y nombramiento del Gestor afianzado para la recaudación del Impuesto de Cédulas Personales en Alicante y provincia , durante los años 1. 929 a 1. 938 , que se declaró lesivo al interés general por acuerdo de la Diputación provincial de fecha 23 de marzo de 1. 932 
 .

Comparece la representación procesal de Giménez Buesa como parte demandada alegando en la vista pública de este pleito la excepción perentoria de cosa juzgada , al considerar que la pretensión en este pleito era idéntica al anteriormente analizado , así como las personas y las acciones ejercidas .

Consta la abstención por parte del Ministerio Fiscal .

El Tribunal Provincial centra el objeto de este litigio en el estudio de si el acuerdo recurrido es fruto o no de una potestad discrecional de la Administración actuante .

A tal fin se dedica el sexto Considerando para mantener la siguiente conclusión respecto que la Diputación Provincial al aprobar el pliego de condiciones en cuestión , “realizó un acto propio de su potestad discrecional , por cuanto no se hallaba su actuación reglada previamente señalándola el modo como debía obrar conforme a la ley , reglamento u otro precepto administrativo , y así pudo aquella Corporación al aprobar aquel pliego de condiciones , fijar lo que estimare en conciencia más conveniente para el mejor servicio de los intereses provinciales que le estaban conferidos .”
Para añadir lo que sigue en el séptimo Considerando de la sentencia :

“ estimando este Tribunal de oficio la excepción de incompetencia de jurisdicción , con cuya decisión se resuelve implícitamente la excepción planteada por el particular demandado … , ya que contra las decisiones de la Administración tomadas al amparo de la potestad discrecional no se halla aún debidamente desenvuelto en nuestra legislación el recurso de exceso o desviación de poder que fundamentalmente reconoce el artículo 101 de la Constitución , y sobre el que nada tampoco se ha alegado en la demanda .”
Se ha desestimado este recurso y se declara la procedencia de la excepción apreciada de oficio por el Tribunal Provincial de incompetencia de jurisdicción .

Por la representación procesal de la Diputación Provincial se interpone recurso de apelación contra la referida sentencia ante el Tribunal Supremo del que se desiste posteriormente .

Y el tercer recurso aludido se formula por Julián Vilarroya Alayrach contra el acuerdo de la Comisión Gestora de la Diputación Provincial del día 30 de septiembre de 1. 932 , por el que se le denegó el abono de la cantidad de 2. 132 pesetas , devengadas por el recurrente en su calidad de Agente Auxiliar de la Recaudación ejecutiva provincial , por la instrucción de varios expedientes de defraudación del Impuesto de Cédulas Personales 
 .
En el segundo Resultando se refleja que el demandante llegó a instruir expedientes de defraudación contra 156 empleados de las compañías de ferrocarriles de M . Z. y A . , Andaluces , Secundarios y Estratégicos de la ciudad de Alicante , habiéndose dictado en los mismos el embargo de la parte proporcional del sueldo de cada empleado y se acordó la suspensión de su tramitación por la Diputación provincial , al amparo de lo dispuesto en los artículos 147 y 256 del Estatuto de Recaudación de 1. 928 . Asimismo se menciona que el coste de los gastos , dietas y costas por la instrucción y ejecución de los 156 expedientes indicados habían devengado a favor del recurrente la cantidad de 2. 132 pesetas . Se alude a que se evacuó informe por el Jefe de Negociado de Cédulas Personales , donde se indica que tal reclamación del actor debía desestimarse , ya que sólo el Gestor afianzado es quien tiene personalidad bastante para dirigir tal reclamación .
El Tribunal Provincial que enjuicia el presente litigio centra su objeto en el análisis de dos cuestiones esenciales , a saber : una de carácter estrictamente objetivo y otra de carácter subjetivo .

Respecto de la primera cuestión , dicho órgano jurisdiccional en el primer Considerando constata que el actor no especifica el derecho que entiende lesionado con la resolución que se impugna en el pleito , ni concreta la disposición a su favor vulnerada por el acuerdo recurrido , de conformidad con lo exigido por el artículo 1 , párrafo 3º , de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo , así como “ según reiterada jurisprudencia , de entre la que merece destacarse los fallos de 24 de marzo de 1. 917 , 8 de junio de 1. 918 y 19 de enero de 1. 915 “. Por lo que se declara la existencia de “ falta de acción administrativa en el demandante .”

Y en lo atinente a la segunda cuestión , el Tribunal considera esencial de aplicación al caso lo dispuesto en la cláusula nº 17 del pliego que rige las condiciones económico-administrativas del contrato de Gestión directa y afianzada del Impuesto de Cédulas Personales que recayó en el ya mencionado Giménez Buesa .En este sentido , se indica al respecto en el tercer Considerando : “ que al referido adjudicatario sería al que le correspondería atender la reclamación del hoy demandante como agente suyo recaudador o ejercitar la reclamación a la Diputación para obtener de ella el abono de los gastos que se hubiese visto preciso realizar y que no se obtuvieron su reintegro ante la orden de suspensión de los procedimientos de apremio contra los deudores de cédulas personales , que es lo que concretamente mantiene la Diputación provincial en su resolución de 30 de septiembre de 1. 932 , hoy impugnada … ; aparte de la naturaleza de la reclamación de contenido civil y por ello excluida de la competencia de esta jurisdicción .”

Se ha desestimado el presente recurso , confirmándose en sus términos la resolución recurrida por el mismo .

c.2. Ayuntamiento de Elda 

En la descrita temática se conservan dos sentencias relativas al expresado Ayuntamiento .

La primera sentencia fue motivada por el recurso contencioso-administrativo que interpuso José Amat Pérez contra la resolución de la Alcaldía de la ciudad de fecha 1 de diciembre de 1. 924 , que declaró no haber lugar a estimar la nulidad de la notificación que se hizo al actor con fecha 10 de noviembre de 1. 924 del acuerdo plenario adoptado el 31 de octubre del referido año 
 .

En el primer Resultando de la sentencia se refleja que el mencionado acuerdo plenario obedece a las reiteradas denuncias que formularon ante la Alcaldía diversos vendedores de pescado del mercado municipal , manifestando que se había hecho recaer sobre los mismos el importe del pago del personal encargado de pesar el pescado , lo que a juicio del Ayuntamiento supone un manifiesto incumplimiento de las condiciones vigésima y séptima del pliego de condiciones que rige el contrato adjudicado por pública subasta al actor , ya que tal extremo constituía una obligación del contratista Amat Pérez , así como , también se constató que el mismo no había constituido la fianza definitiva exigible por la legislación de aplicación .

Ante lo expresado se acordó por el Ayuntamiento Pleno de Elda en su sesión celebrada el 31 de octubre de 1. 924 esencialmente lo que sigue :


En primer lugar , se resuelve rescindir el contrato de arriendo sobre el arbitrio municipal de derechos de pescado suscrito por Amat Pérez con la indicada Corporación municipal , con los efectos determinados en el artículo veinticuatro de la Instrucción de fecha 24 de enero de 1. 905 . Y en segundo lugar , se procede a instruir el oportuno expediente municipal por la Alcaldía a fin de depurar las responsabilidades derivadas de las referidas denuncias respecto del precitado contratista .


En la ya indicada fecha de 10 de noviembre de 1. 924 se notificó personalmente a Amat Pérez la comunicación de la Alcaldía de Elda de tal acuerdo plenario , haciendo constar en la misma que contra dicho acuerdo podría el interesado interponer recurso contencioso-administrativo en el plazo de 15 días .

Por Amat Pérez se formuló escrito ante la Alcaldía con fecha 26 de noviembre de 1. 924 , donde se solicitaba que se declarase la nulidad de la notificación recibida , ya que contra el acuerdo que se le comunicó procedía interponer recurso de reposición en el plazo de ocho días y el mencionado recurso jurisdiccional en el plazo de un mes .


Con fecha 1 de diciembre de 1. 924 se dictó resolución al efecto de la Alcaldía – Presidencia del Ayuntamiento , que se impugna en el recurso que se comenta , donde se desestimaba la petición del contratista citado y se ratificaba la notificación en cuestión , con fundamento en que resultaba aplicable al supuesto lo dispuesto en el artículo 12 del Reglamento de Procedimiento en materia municipal de fecha 23 de agosto de 1. 924 , en tanto en cuanto se trataba de la aplicación de sanciones por incumplimiento de las condiciones de un contrato y que el mismo se rige preferentemente por el pliego de condiciones económico-administrativas aprobadas al efecto , es decir , no se está ante el supuesto de recurrir resoluciones dictadas al amparo del Estatuto Municipal ni de sus Reglamentos en sus desarrollo .

También se alegaba por la Alcaldía que en lo referido a la falta de información sobre la procedencia de interponer el preceptivo recurso de reposición , tal extremo no determinaba la nulidad de la comunicación en cuestión y a mayor abundamiento , la interposición del mismo no se prohíbe y se trata de un trámite que debe cumplimentar el propio interesado en el procedimiento en cuestión .


El Fiscal se allanó a la demanda y el Ayuntamiento de Elda no compareció en autos .


El Tribunal en el segundo Considerando de la sentencia que se glosa constata los extremos que siguen respecto de la comunicación de la Alcaldía objeto de este litigio :  “ Se omitió el requisito esencial de expresar los recursos que en su caso procedían conforme a la Base once del artículo segundo de la Ley de diecinueve de Octubre de mil novecientos ochenta y nueve , siendo en el presente caso indispensable el de la reposición ante la misma Corporación que adoptó el acuerdo , según taxativamente preceptúa el artículo doscientos cincuenta y cinco del Estatuto Municipal vigente en relación con el artículo doscientos cincuenta y tres del propio cuerpo legal , y el treinta del Reglamento que regula el procedimiento en materia municipal .” Añadiendo las consecuencias que dicha omisión conlleva :“ Sin el expresado requisito no se tendrán por bien hechas las notificaciones , ni producirán efectos legales , a tenor de lo dispuesto en el párrafo quinto del artículo treinta y cuatro del Reglamento de Procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas de veintinueve de julio último .”

También se indica respecto a la procedencia del recurso jurisdiccional indicado , que el plazo para su interposición es el de un mes , a contar del día siguiente de la notificación del acuerdo o resolución impugnada o , en su caso , desde su publicación oficial , todo ello con fundamento jurídico en “ lo consignado por la Base once del artículo segundo de la Ley de diecinueve de octubre de mil novecientos ochenta y nueve , y en el párrafo segundo del artículo treinta y cuatro del Reglamento de Procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas .”

Se concluye en el último Considerando de la sentencia :


“ se omitió la formalidad de expresar los recursos que en su caso procedían y el término para interponerlos , requisitos estos esenciales que las notificaciones deben contener y que representan la garantía que se otorga a los interesados a fin de evitar perjuicios si estimasen aquellos acuerdos contrarios a derecho , por lo que , la mencionada resolución es improcedente por no ajustarse a ley .”

Se estima el presente recurso revocándose por nula la resolución recurrida por los motivos citados y se ordena al Ayuntamiento de Elda que se notifique de nuevo dicho acuerdo plenario observándose las formalidades debidas .

La otra minuta que se conserva se originó por el recurso contencioso-administrativo que también interpuso José Amat Pérez contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno del Ayuntamiento de Elda de fecha 8 de noviembre de 1. 930 
 , por el que se resolvieron los siguientes extremos : que se notificase al arrendatario del arbitrio municipal sobre bebidas espirituosas y alcohólicas , Amat Pérez , que se atuviera estrictamente en las exacciones que realizara al pliego de condiciones contractuales pactadas y a las tarifas allí obrantes , dada cuenta de las denuncias que habían presentado unos trece industriales de la ciudad . También se procedía al nombramiento de una comisión compuesta por el Alcalde y los Concejales para que se practicara una liquidación de de los recibos presentados por los denunciantes y los que se aportaran en el plazo de ocho días desde que se constituyese tal comisión , todo ello con objeto de llevar a cabo la investigación y depuración de los hechos concurrentes  .


En el quince Resultando de la minuta de la sentencia que se conserva aparece que el resultado de la mencionada liquidación supone que se ha recaudado en más la cantidad de 3. 055 , 15 pesetas por el contratista .


En el escrito de demanda el actor solicita la prueba testifical y documental con el fin de verificar que ha actuado debidamente , ya que el Ayuntamiento de Elda le autorizó cobrar en las tarifas aplicables una compensación adicional , dado que después de celebrarse el contrato en cuestión el Ayuntamiento interpuso y ganó un recurso contra la Delegación provincial de Hacienda por el que se redujeron diversas tarifas inicialmente más elevadas . Asimismo se alega que se modificaron tales tarifas de la Ordenanza fiscal del Ayuntamiento , pero no intervino en su aprobación definitiva la Delegación provincial de Hacienda ya que no se formularon alegaciones por los vecinos afectados , por lo que el demandante consideraba debidamente justificada la recaudación practicada y conforme a derecho .


El Tribunal ante las pruebas practicadas considera probados los extremos alegados por el actor .


Se estima el recurso interpuesto por el mismo y se revoca el acuerdo plenario impugnado .

c.3. Ayuntamiento de Altea 

José Zaragozí Ballester interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Altea del día 15 de diciembre de 1. 932 , por el que se adjudicó definitivamente a Vicente Pérez Orozco el contrato celebrado mediante concurso para la gestión afianzada de los arbitrios municipales sobre pesas y medidas y carnes frescas y saladas para el año 1. 933 
 .

El recurrente en el escrito de demanda pretendía que se declarara la nulidad de la totalidad del procedimiento materializado , con fundamento en que por el Ayuntamiento interviniente no se observaron las prescripciones establecidas en la legislación aplicable en materia de contratación municipal , así como que tampoco resulta jurídicamente admisible la proposición que realizó Pérez Orozco y que determinó la adjudicación en su favor del referido contrato .


El Tribunal Provincial centra el objeto de este litigio en el análisis de las dos cuestiones mencionadas .


Por lo que hace a la primera de las cuestiones , el indicado órgano jurisdiccional alecciona en el segundo Considerando de la sentencia sobre el carácter estrictamente revisor de la jurisdicción contencioso-administrativa , en este sentido dado que las pretensiones del actor en vía gubernativa se circunscribieron a cuestionar la legalidad del acuerdo plenario anteriormente citado , resulta jurídicamente imposible que la pretensión de este pleito pueda extenderse a cuestionar la legalidad de la totalidad de los trámites procedimentales del expediente de contratación en cuestión . No obstante , en el tercer Considerando se afirma de pasada que el único requisito que no se ha acreditado su cumplimiento por el Ayuntamiento de Altea en el expediente de contratación tramitado es el relativo a que no se publicó el anuncio del concurso indicado en el diario oficial correspondiente , como así lo exigen el artículo 2 del Reglamento de contratación municipal y el artículo 162 del Estatuto Municipal , aunque se acredita que su publicación se instrumentó mediante su inserción en el tablón de anuncios del Ayuntamiento . Por el Tribunal se afirma que el actor no está legitimado para ejercer la acción de nulidad que pretende en base a lo expresado y a lo siguiente : “ que el recurrente percatado de aquellas condiciones acudió al concurso porque tuvo conocimiento de ello y que , por tanto , para él quedo perfectamente cumplido el requisito de la publicidad ; y , por otro lado , desde el momento que acudió al concurso lo aceptó con todas sus consecuencias  … ; y por ello , el propio Tribunal Supremo en su Sentencia de 28 de abril de 1. 927 , sienta la doctrina de que en los concursos la convocatoria es ley y los aspirantes que en ella se presenten , por ese mero hecho , se entiende que aceptan en su integridad sus condiciones , no pudiendo después impugnar tal convocatoria cualquiera que sea el vicio de que adolezca .”

En lo atinente a la segunda cuestión planteada en el litigio , se aborda la misma en el cuarto Considerando de la sentencia , cuando se afirma que la legalidad de la propuesta que formuló Pérez Orozco está en función si la misma resulta admisible según la cláusula duodécima del pliego de condiciones que rige el contrato . Indica el Tribunal que enjuicia el caso lo siguiente : “ que basta la mera lectura de la cláusula doce del pliego de condiciones que sirvió de base al concurso impugnado , para convencerse de que en ella se admite la posibilidad de que se pudieran formular propuestas como la del Sr. Pérez Orozco , toda vez que el artículo 15 del Reglamento sobre contratación municipal dispone que sólo deberán ser las proposiciones que no se ajusten al modelo aprobado al efecto .” 

Se desestima el recurso interpuesto por el demandante y se ratifica en sus términos el acuerdo impugnado por el mismo .
c.4. Ayuntamiento de Orihuela 

José Sánchez Núñez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno del Ayuntamiento de Orihuela adoptado en su sesión del día 9 de abril de 1. 936 , por el que se resolvió requerir a los Recaudadores , Sánchez y Carrillo , para que en plazo de cuatro días ingresaran en las arcas municipales la cantidad de 106 . 531 , 20 pesetas a que ascendían los saldos del repartimento de los ejercicios económicos correspondientes a 1. 932 y 1. 933 , para afianzar y cubrir el sesenta por ciento del papel a su cargo ; así como , si transcurrido dicho plazo no hubieran hecho efectivo el ingreso requerido , se entendía rescindido el contrato de recaudación municipal con arreglo a la cláusula novena del pliego de condiciones , viniendo obligados los Recaudadores citados a entregar en Intervención el papel en su poder , quedando la fianza retenida para responder de las anormalidades que concurrieran 
 .


En el sexto Resultando se refleja que por decreto de la Alcaldía de fecha 18 de abril de 1. 936 , se venía a ordenar la ejecución de lo acordado en el citado acuerdo plenario , al no ingresar los Recaudadores la cantidad requerida .


El Ayuntamiento de Orihuela compareció en autos como parte coadyuvante .


El demandante solicitó como pieza incidental que se acordara por el Tribunal la suspensión del acuerdo plenario impugnado , que se denegó por Auto del mismo de 5 de junio de 1. 936 .

En el escrito de demanda alega el actor que sus funciones se ejercen en el seno de una defectuosa organización y actuación de la Oficina de Intervención .


El Tribunal centra el objeto de este pleito en analizar si resulta conforme a derecho la rescisión del contrato de recaudación de arbitrios municipales operada por el acuerdo municipal que se impugna y que firmaron el actor y Carrillo Gómez con el Ayuntamiento de Orihuela el 30 de marzo de 1. 931 , según lo prescrito en el Estatuto de Recaudación de fecha 18 de diciembre de 1. 928 y las propias cláusulas contractuales de aplicación . Al respecto , se considera determinante el contenido de la pormenorizada certificación librada por el Interventor del Ayuntamiento , donde se acredita la negligencia y tardanza en el cumplimiento de las funciones asignadas a los recaudadores en el propio contrato y en la legislación de aplicación , conforme se especifica en el segundo Considerando de la sentencia que se glosa .


Se desestima el presente recurso y se confirma en sus términos el acuerdo impugnado .

2. CONCESION DE AGUA POTABLE PARA SUMINISTRO DOMICILIARIO 
a) Introducción 

Se conservan en relación con el expresado epígrafe tres sentencias que tienen como nota común su larga extensión y que fueron objeto de recurso de apelación ante el Tribunal Supremo , de los que un recurso se desistió por el recurrente y los otros dos fueron estimados parcialmente dada la diversidad de cuestiones que se sometían a su enjuiciamiento .
b) Panorama legislativo aplicable 

El denominado contrato de servicio municipal de agua se regulaba en los artículos 77 a 79 del Real Decreto de la Presidencia del Directorio Militar , de 14 de julio de 1. 924 , por el que se aprueba el Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales .

Conviene destacar lo dispuesto en dicho régimen jurídico respecto a que en ningún caso podrá concederse el monopolio del suministro de aguas a ninguna empresa o particular – artículo 77 , 2º párrafo – y las precisas prescripciones formales que deben concurrir en las peticiones de concesión para el suministro de agua – artículo 78 -.
c)Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Aspe 

Por la representación procesal del Ayuntamiento de Aspe se interpuso recurso contencioso-administrativo contra sus propios acuerdos plenarios de fecha 3 de octubre y 16 de diciembre de 1. 927 , que se declararon lesivos al interés general mediante acuerdo del propio Ayuntamiento Pleno de fecha 2 de julio de 1. 931 
 .


En los Resultandos de la sentencia que se conserva queda patente que el 18 de abril de 1. 888 se otorga escritura pública entre el Ayuntamiento de Aspe y las Juntas de Agua y Sociedades mineras “ Humildad “ , “ Paciencia “  y “ Concepción “ , constituyéndose una nueva sociedad – Comunidad de propietarios de Aguas de Aspe – y conviniéndose que para el abastecimiento de las fuentes públicas se destinará una cantidad de agua en su boca mina constante a la octava parte del caudal que tenga la citada sociedad , siempre que este caudal no bajase de tres mínimos y debiendo ser vertidas las aguas sobrantes a las acequias denominadas “ Mayor “ , “ Fauquí “ y “ Aljau “ , propiedad de la indicada mercantil de reciente constitución .

El día 15 de septiembre de 1. 927 tres vecinos de la ciudad de Alicante acuerdan en documento jurídico-privado fundar una Sociedad Anónima , con el objeto de solicitar la concesión del servicio de agua a domicilio en el municipio de Aspe , denominándose Sociedad “ Aguas Potables de Aspe S. A. “ , con un capital inicial de veinticinco mil pesetas y nombrando como gerente de la mercantil a Armando Tindón Selves . El 20 de septiembre de 1. 927 el nombrado gerente de la indicada mercantil , Tindón Selves , solicita del Ayuntamiento de Aspe la concesión del suministro de aguas potables presentando proyecto técnico al efecto .

Mediante acuerdo plenario adoptado en la sesión celebrada el día 3 de octubre de 1. 927 se acepta la petición de dicho gerente y , en consecuencia , se resuelve que se forme el pertinente expediente municipal , así como en cumplimiento de lo prescrito en el artículo 78 del Reglamento de Obras , Servicios y Bienes municipales se procediera a la publicación oficial del extracto de las condiciones que contenía la oferta referida para que por término de veinte días se formulen las reclamaciones que se consideraran convenientes y que en el expediente instruido deben resultar oídos la Junta Municipal de Sanidad y la Comisión de Hacienda Municipal . La Junta de Sanidad indicada dictaminó en términos favorables a la concesión pretendida , atendiendo a la potabilidad del agua y a las prescripciones sanitarias obrantes en el proyecto . Por la referida Comisión de Hacienda se dictaminó en términos favorables a la oferta , en el sentido que debía cederse por el Ayuntamiento , por un plazo de treinta años , el caudal de agua de ocho litros por segundo que posee con destino al abastecimiento de la villa de Aspe , a cuyo efecto también debería otorgar por igual número de años la correspondiente concesión .


El edicto procedente se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia del día 9 de noviembre de 1. 927 , sin que se formulara ninguna alegación al respecto en el expresado plazo de veinte días desde que tuvo lugar la misma .


En virtud de lo resuelto por el acuerdo plenario de fecha 16 de diciembre de 1. 927 se acordó otorgar a la Sociedad  “ Aguas potables de Aspe S. A. “ por un plazo de treinta años la necesaria y suficiente concesión para que se realice durante tal plazo el servicio público de abastecimiento de agua para todos los usos , excepto riegos , así como autorizar a la propia mercantil adjudicataria del servicio en cuestión a que utilice debidamente por plazo de treinta años el caudal de agua de ocho litros referido con anterioridad , propiedad del Ayuntamiento y que está obligada a facilitar la Comunidad de propietarios de “ Aguas de Aspe “ , según obra en el acta de su Junta General celebrada el 10 de julio de 1. 927 .  En el precitado acuerdo plenario se establecieron , entre otras , las siguientes condiciones , a saber :


Prohibición de destinar el agua a riegos , teniendo en cuenta que el agua sobrante , una vez prestado debidamente el servicio , deberá ser vertida en las ya mencionadas tres acequias propiedad de la meritada Comunidad de propietarios .

Pago de un canon anual al Ayuntamiento que asciende a setecientas pesetas .


Concreción del plazo de un año para el inicio del correspondiente servicio .


Instalación por cuenta de la sociedad adjudicataria del servicio de veinte bocas de riego de calles y plazas y de extinción de incendios .


Contra el referido acuerdo plenario no se formuló ninguna alegación .


Con fecha 30 de enero de 1. 928 se suscribe escritura notarial , donde se protocoliza que por la Alcaldía de la Ciudad se otorga al representante de la Sociedad “ Aguas potables de Aspe “ la concesión del servicio público a domicilio de abastecimiento de agua de la población de Aspe para toda clase de usos excepto riegos , por término de treinta años y asimismo se le autoriza a dicha mercantil para que utilice por igual periodo de tiempo el caudal de agua de ocho litros por segundo propiedad del municipio .También se refleja que con fecha 30 de octubre de 1. 927 se constituyó mediante escritura notarial la Sociedad “ Aguas potables de Aspe “ , con el carácter de anónima y con el objeto de establecer y explotar el servicio de aguas a domicilio en la villa de Aspe y en cualesquiera otras poblaciones donde se juzgue oportuno , nombrándose como gerente de la misma al ya citado Tindón Selves .


La representación procesal del Ayuntamiento de Aspe pretende en el escrito de demanda que se declare la nulidad del contrato mencionado por falta de causa del mismo o , en su caso , causa ilícita o , en su defecto , que se proceda a declarar la procedencia de la rescisión del mismo reconociéndose el derecho al Ayuntamiento para pedir en su día los daños y perjuicios originados que se le hubieren irrogado . Todo ello teniendo presente , a juicio de la Corporación municipal , que el objeto del contrato en cuestión supone explotar los ocho litros de agua por segundo que cedió graciosamente la Comunidad de propietarios de “ Aguas de Aspe “ al Ayuntamiento citado quebrantándose así lo convenido al respecto .


El Tribunal que enjuicia el presente recurso centra su objeto en analizar la legalidad del acuerdo municipal adoptado de lesividad al interés general de los ya mencionados acuerdos plenarios , tanto en su perspectiva formal como material del mismo .


Desde el punto de vista formal se manifiesta en el primer Considerando al respecto la viabilidad jurídica del acuerdo de lesividad en discusión :

“ el Decreto de 3 de junio de 1. 931 … , por el que se concedió a los Ayuntamientos la facultad de recurrir , previa declaración de lesividad en el término de un año – a contar del 14 de abril del propio año - , contra los acuerdos de las propias Corporaciones dictados a partir del 13 de septiembre de 1. 923 y que fuesen firmes por haber transcurrido el plazo fijado por el artículo 7º de la ley reguladora de esta jurisdicción , como término prescriptorio del ejercicio de la acción que la Administración puede ejercitar para someter a revisión sus propias resoluciones ; y por ello habiendo decidido el Ayuntamiento  de Aspe en sesión de 2 de julio de 1. 931 el declarar lesivas a sus intereses las resoluciones … , objeto de este pleito , al amparo del Decreto antes referido someterlas a revisión de esta jurisdicción , bien porque esta última disposición le facultaba para ello o , bien , porque no hubiesen transcurrido los cuatro años siguientes a las fechas en que aquellos se tomaron , pueden ser las mismas revisadas por este Tribunal … “ .

Por lo que hace al fondo del asunto se sostiene en el tercer Considerando :


“ la explotación del abastecimiento de aguas a poblaciones pueden otorgarla los Ayuntamientos a los particulares mediante la oportuna concesión y bajo aquellas condiciones que señalan los artículos 66 y 77 al 79 del Reglamento de Obras , Servicios y Bienes de 1. 924 “.

En el cuarto Considerando se destaca que por el Ayuntamiento se ha cumplido la legalidad de aplicación , añadiéndose en el quinto respecto a lo que se convino por la citada Corporación con la Comunidad de propietarios “ Aguas de Aspe “ :


“ que en cuanto a las concesiones aludidas pueden haber originado al Ayuntamiento una lesión en sus intereses por el perjuicio patrimonial producido , pero resulta indudable que de los autos al menos no aparece tal cosa , pues por el contrario , lo que resulta es que ha reportado al pueblo de Aspe un positivo beneficio , por lo que representa el instalar a domicilio el abastecimiento de aguas para beber y usos domésticos , el aumentar el servicio público de ellas con nuevas fuentes y bocas de riego para la limpieza e higiene de sus vías públicas y además ser causa directa de ingresos municipales … “

También se precisa en el sexto Considerando que :


“ el Ayuntamiento de Aspe pudo con igual derecho ceder a un particular como lo hizo a la Sociedad Aguas potables de Aspe , su explotación mediante la oportuna concesión y cesión para ello del caudal de aguas que poseía , sin que con ello infringiera disposición administrativa ninguna .”

El Tribunal rechaza asimismo la alegación del Ayuntamiento obrante en su escrito de demanda , respecto del hecho que cuando se solicitó la concesión por Tindón Selves no estaba constituida legalmente la mercantil precitada , ya que se constituyó en documento privado , a lo que mantiene el Tribunal :


“ ya se expresaba en la cláusula 6ª del documento privado que en el plazo de ocho meses se elevaría el convenio a escritura pública de no encontrarse el auxilio del capital extraño .”

Como corolario a lo expuesto se indica en el último Considerando de la sentencia lo que sigue :


“ la propia Corporación , que hoy actúa como demandante , no ha demostrado que hayan sido lesivos los acuerdos en cuestión por haber infringido derecho alguno de carácter administrativo y haber dañado a los intereses del municipio .”

Se ha desestimado el recurso interpuesto y se confirman en su integridad los acuerdos impugnados .


Por la Corporación demandante se interpone recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra la comentada sentencia , del que posteriormente desiste .

c.2. Ayuntamiento de Alicante 

Al respecto se conservan dos sentencias .


La primera sentencia fue motivada por el recurso contencioso-administrativo que interpuso la representación procesal de la mercantil “ Sociedad de Aguas de Alicante “ contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Alicante resuelto en la sesión celebrada el 10 de febrero de 1. 933 , por el que se le impuso a dicha mercantil la obligación de colocar 227 bocas de riego en la ciudad , así como , se acordó instruir expediente de caducidad del contrato de concesión para el suministro domiciliario de agua potable otorgado a tal mercantil 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se contiene la parte dispositiva del acuerdo municipal precitado de mayor interés en este litigio , a saber :


“ 2º No habiendo cumplimentado dicha Sociedad la orden de la Alcaldía de fecha 4 de enero último relativa a la colocación de 227 bocas de riego , y en vista a la necesidad de su emplazamiento ante la insuficiente dotación de ellas para casos de incendio y los servicios de limpieza pública , ordenar a dicha Compañía que efectúe la instalación de las expresadas bocas de riego en el plazo máximo de un mes . 

3º Incoar expediente de caducidad de la concesión otorgada a la Sociedad de Aguas de Alicante , subrogada en los derechos y obligaciones del primitivo concesionario , como trámite previo necesario para la incautación que en virtud de dicha declaración de caducidad habría que decretarse en su caso , facultando a la Alcaldía para que en la iniciación y desarrollo del mencionado expediente , requiera el asesoramiento del Letrado del Ilustre Colegio de Madrid don Felipe Sánchez Román y de cuantos otros estime conveniente al caso .”

En el segundo Resultando se reflejan las pretensiones de la mercantil recurrente obrantes en su escrito de demanda :


“ 1º Que se revoquen y queden sin ningún valor ni efecto los acuerdos que se recurren , de 10 de febrero de 1. 933 y de 10 de marzo siguiente que fue ratificación del anterior .


2º Que las bocas de riego que la Sociedad coloque por orden del Ayuntamiento sobre la red general serán a cuenta y cargo de la municipalidad .


3º Que es improcedente que el Ayuntamiento de Alicante imponga a la Sociedad de Aguas nuevas interpretaciones del contrato en vigor de fecha 11 de junio de 1. 893 .


4º Que en ningún caso sería posible que el Ayuntamiento pudiere llegar a la incautación de cuanto pertenece a la Sociedad , por virtud de un acuerdo municipal .

5º Que se condene en las costas al Ayuntamiento.”

La representación procesal del Ayuntamiento de Alicante comparece en pleito

como parte coadyuvante y en el plazo para proceder a la contestación de la demanda alega la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción y , en su defecto , se solicita que se desestime el recurso en cuestión por improcedente .


El Tribunal en lo relativo al punto tercero de la parte dispositiva del acuerdo ya citado constata en el tercer Considerando de la sentencia lo siguiente :


“ el sólo hecho de acordar la incoación de dicho expediente , no puede alterar o modificar , al menos de momento , la situación jurídica existente entre el Ayuntamiento y la Sociedad derivada de la escritura de convenio de 11 de junio de 1. 893 …ni se ha vulnerado , por tanto , un derecho de carácter administrativo a favor de la Sociedad recurrente , por lo que al decretarse la incoación del mismo por el Ayuntamiento de Alicante su decisión no emana del ejercicio de facultades regladas , sino que cae de lleno dentro … de la potestad discrecional .”

En lo atinente al punto segundo de la parte dispositiva del acuerdo recurrido , el Tribunal considera de aplicación lo dispuesto en la cláusula undécima del contrato de concesión en vigor que prescribe : “ El concesionario – en este caso la Sociedad demandante , como subrogada en las obligaciones y derechos del primitivo concesionario – colocará sobre la red general las bocas de riego e incendio que señale la municipalidad y a la distancia que permita la fuerza o presión del agua .”  Por tanto , resulta totalmente válida y legítima la orden municipal que ordena la colocación a la Sociedad demandante de las 227 bocas de riego requeridas y , a mayor abundamiento , el acuerdo recurrido reproduce una resolución de la Alcaldía ya firme por consentida .


Otra cuestión nada baladí sería la relativa a que parte del contrato corresponde la financiación de tales instalaciones , manifestándose al respecto el Tribunal :


“ la pretensión de la Sociedad , en cuanto este particular , equivale a plantear una cuestión nueva , que no está contenida o expresada en el segundo extremo del acuerdo recurrido , y no habiendo sido en esta litis objeto de planteamiento , ni menos de resolución , en la vía gubernativa , la cuestión que nos ocupa no hay términos hábiles en derecho para que sobre la misma pueda hacer este Tribunal pronunciamiento legal alguno , dado el carácter meramente revisionista de esta jurisdicción .”

El Tribunal dicta sentencia en los términos siguientes :


Se desestima la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción alegada por la parte coadyuvante , considerando plenamente válida la parte del acuerdo recurrido por el que se ordena a la Sociedad actora la colocación de 227 bocas de riego con fundamento en la cláusula undécima del contrato en vigor .


Se estima la referida excepción de incompetencia de jurisdicción en punto a la incoación del expediente municipal de caducidad de la concesión otorgada y subrogada a favor de la Sociedad demandante , en base a que no se vulnera derecho administrativo preexistente y se ejerce una potestad nítidamente discrecional .


Se desestima el recurso interpuesto respecto de los puntos segundo , tercero y cuarto del suplico del escrito de demanda que se expusieron con anterioridad , ya que no fueron planteados en vía gubernativa como resulta jurídicamente preceptivo para acudir a esta jurisdicción .


Por la mercantil citada se interpuso recurso de apelación ante el Tribunal Supremo , dictándose por el Alto Tribunal sentencia al respecto con fecha 17 de noviembre de 1. 947  , en la que se mantiene que no procede estimar la excepción alegada de incompetencia de jurisdicción ratificándose el acuerdo impugnado en los presentes autos , ya que el requerimiento de colocación de las bocas de riego en cuestión se ampara y legitima en la indicada cláusula contractual , así como sobre el expediente de caducidad referido no se deduce que el mismo vulnere ningún derecho administrativo preexistente . Por último se incide en la referida sentencia sobre la cuestión relativa al coste de la instalación de las bocas de riego , manteniéndose que resulta jurídicamente improcedente abordar la misma en este recurso , ya que no se llegó a plantear en la vía gubernativa y existe un recurso contencioso-administrativo en trámite que específicamente tiene por objeto tal extremo .


La segunda sentencia mencionada se debió a la acumulación de dos recursos jurisdiccionales interpuestos también por la “ Sociedad Aguas de Alicante “ contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Alicante del día 6 de mayo de 1. 932  , referido a la interpretación de la municipalidad del contrato de concesión de abastecimiento de agua potable en lo referido a la asunción del coste económico por la colocación de bocas de riego , de incendio y otros conceptos , así como , contra el acuerdo plenario de 20 de mayo de 1. 932 , que versa también sobre los criterios hermenéuticos de dicho contrato sobre el régimen de los aparatos contadores , aplicación de las tarifas e inspección de los servicios 
 .

En los Resultandos de la sentencia se contiene que la “ Sociedad Aguas de Alicante “ es la concesionaria del abastecimiento de aguas potables de la ciudad de Alicante , por virtud de cesiones sucesivas de la primitiva concesión , que se protocolizó en escritura pública tal primitiva concesión con fecha 11 de junio de 1. 893  autorizada por el Notario Luís Martínez Grau .

Mediante Auto del Tribunal Provincial de fecha 7 de julio de 1. 933 se acuerda la acumulación de los dos recursos mencionados y asimismo por Auto de dicho tribunal de 17 de marzo de 1. 934 se recibe el pleito a prueba que había solicitado el demandante .


Por Providencia del Tribunal Provincial de fecha 30 de octubre de 1. 943 y como diligencia para mejor proveer se solicita copia auténtica de la Sentencia del Tribunal Supremo – Sala Tercera – de fecha 23 de marzo de 1. 943 , en la que se resuelve el recurso contencioso-administrativo seguido entre la Sociedad mencionada y el Ministerio de Agricultura , Industria y Comercio , pretendiendo la indicada mercantil la revocación de la Orden Ministerial de fecha 27 de mayo de 1. 933 y donde se declara la nulidad de dicha norma , ya que se dictó con manifiesta incompetencia en la materia dado que las atribuciones en cuestión son de carácter municipal y no pudo regularlas el Ministerio como lo hizo .

Comparece la representación procesal del Ayuntamiento de Alicante como parte coadyuvante en este recurso alegando la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción , al considerar que se sustancian algunos aspectos relativos al régimen contractual que deberían ventilarse ante la jurisdicción ordinaria y en otros supuestos se plantean cuestiones que no se han formulado en vía gubernativa , cual es , el último extremo del acuerdo plenario de 6 de mayo de 1. 932 en punto a las reparaciones que debe efectuar la mercantil demandante .


El Tribunal que enjuicia el presente pleito tras apreciar el resultado de las pruebas practicadas analiza en los distintos Considerandos las cuestiones que le han sido planteadas .


En lo referido a quién de las dos partes contratantes viene obligada a satisfacer los gastos por la colocación de las bocas de riego en la red general de conducción , teniendo presente que a tenor de la cláusula undécima del pliego del contrato en vigor   se legitima al Ayuntamiento indicar su colocación .Dicho órgano jurisdiccional constata que la cuestión planteada no está prevista en la literalidad de las cláusulas contractuales por lo que opta por aplicar los criterios hermenéuticos establecidos en el Código Civil en materia de contratos y obligaciones , concluyendo al respecto : “ que en el caso analizado , es el Ayuntamiento de Alicante el que a su cargo debe correr con los gastos de la instalación de tales bocas de riego , reafirmando más esta afirmación , el contenido del artículo 1. 282 del antes citado Código , al decir , que se juzga además la intención de los contratantes ateniéndose principalmente a los actos de éstos coetáneos y posteriores al contrato , y entonces vemos en nuestro específico caso , que la Sociedad recurrente cuando realiza tales actos de colocación de bocas de riego , libra la correspondiente factura de gastos al Ayuntamiento y éste toma nota para su pago ; … por lo que habrá que tenerse en cuenta el principio sentado en el artículo 1. 289 del tan repetido Código Civil al disponer la reciprocidad de intereses en los contratos onerosos , como es el presente que se analiza .”

Por lo que hace a la cuestión sobre la legalidad que la citada mercantil celebre contratos de alquiler de los aparatos contadores con sus abonados , se manifiesta por el Tribunal que dicha práctica infringe el régimen jurídico de aplicación , en concreto , el artículo cuarenta y seis del Reglamento de verificaciones de contadores de agua de 22 de febrero de 1. 907 y la Orden de 11 de diciembre de 1. 935 .


Sobre la legalidad que sean exigidos por la mercantil recurrente los llamados mínimos de consumo , es decir , si el abonado consume menos agua que le corresponde como mínimo de consumo se establece que tendrá derecho a la baja en el precio que compense la diferencia en los meses que pague más cantidad por haber rebasado dicho mínimo , condición esta que se acepta por el Ayuntamiento . El Tribunal proscribe tal práctica precisando al efecto lo siguiente : “ la Compañía recurrente al cobrar el consumo de aguas a sus abonados tendrá que sujetarse en cuanto al precio de consumo al de 1 , 50 pesetas señalado en dicha concesión , sin que pueda aumentar cantidad mayor alguna por ningún concepto , pues así lo ordena el artículo 5º del Real Decreto de 12 de abril de 1. 924 de rigurosa observancia … “

En lo atinente a que los abonados se les compute el total o parte del precio satisfecho por el concepto de alquileres de contadores para el pago definitivo de su precio y adquisición de tales aparatos , mantiene el Tribunal : “ hemos de sentar la declaración precisa y categórica , que tal parte de ese acuerdo es improcedente en derecho y se excede de lo que es actividad administrativa de la Corporación municipal … y que el caso de establecerse correspondería a la Administración Central en el pleno ejercicio de su potestad reglamentaria .”

En punto a si el Ayuntamiento de Alicante tiene la potestad de inspeccionar las obras que ejecute la mercantil demandante mediante los servicios técnicos municipales , el Tribunal Provincial entiende acreditada tal potestad que tiene su encaje expreso en la cláusula duodécima del contrato .


Se resuelve la confirmación o revocación de manera casuística de los diversos puntos de la parte dispositiva de los acuerdos impugnados en función de los expresados fundamentos jurídicos , estimándose la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción en lo referido a las reparaciones que debe efectuar la mercantil en cuestión por no haberse planteado en la vía gubernativa , aunque tal extremo fue acordado en el último punto de la parte dispositiva del acuerdo plenario de 6 de mayo de 1. 932 .


Por la Sociedad demandante se interpone recurso de apelación ante el Tribunal Supremo , dictándose la Sentencia de fecha 25 de junio de 1. 948 , cuyo fallo es del siguiente y que por su carácter ilustrativo se reproduce su tenor literal :


“ Que estimando la incompetencia de jurisdicción aducida respecto del último extremo del segundo acuerdo tomado por el Ayuntamiento de Alicante en seis de Mayo de mil novecientos treinta y dos y rechazando tal excepción en cuanto a los acuerdos que la misma Corporación el veinte de dicho mes adoptó , debemos declarar y declaramos :

Primero , que queda sin efecto la decisión del Ayuntamiento de Alicante por la cual son de cuenta exclusiva de la Sociedad actora y con efecto retroactivo , las bocas de riego e incendios que señaladas por el Ayuntamiento tiene la obligación de colocar dicha Sociedad , y es improcedente la acordada remisión a esta de facturas que habían sido ya presentadas por tal concepto al Municipio como obligado éste a su pago .

Segundo , que queda prohibido a la entidad demandante cobrar cantidad alguna a los abonados en concepto de alquiler de contadores , los cuales serán adquiridos por aquellos satisfaciendo su importe al contado o a plazos , según convengan con la Sociedad  suministrante .

Tercero , que debe suprimirse de los contratos celebrados entre la Sociedad “ Aguas de Alicante “ y los particulares toda cláusula por la cual puede resultar el abonado a satisfacer el importe de más cantidad de agua que la realmente consumida por él .
Cuarto , que tiene derecho el Ayuntamiento de Alicante a inspeccionar , por medio de sus técnicos , el material de todas clases empleado por la Sociedad en cuantas obras y reparaciones efectúe ésta en la red general de abastecimiento , debiendo dar la empresa concesionaria cuantas facilidades precisen a tal fin .

Quinto , que quedan anulados y por tanto sin efecto los demás particulares contenidos en los acuerdos primero y segundo de los adoptados por el Ayuntamiento coadyuvante en veinte de Mayo de mil novecientos treinta y dos materia del recurso . En cuanto estas declaraciones coincidan con las del fallo dictado por el Tribunal Provincial de Alicante en su sentencia de quince de junio de mil novecientos cuarenta y cuatro , objeto de esta apelación , la confirmamos revocándola en lo restante .”

3. EDIFICIOS PÚBLICOS 
a) Introducción 

Se conservan dos sentencias motivadas por sendos recursos contencioso-administrativos que interpusieron los adjudicatarios de contratos de obras , de los cuales , uno fue desestimado y el otro se estimó .

Contra las referidas sentencias de instancia se interpusieron dos recursos de apelación con idéntico resultado que el expresado en cuanto a se estimación por el Tribunal Supremo en los términos que a continuación se detallan .

b) Panorama legislativo aplicable 

En el Real Decreto de fecha 14 de julio de 1. 924 , por el que se aprueba el Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales , clasifica y disciplina jurídicamente , en sus artículos 1 y siguientes , las llamadas obras municipales , distinguiendo al respecto :


1) De ensanche y extensión .


2) De mejora interior de poblaciones .


3) De saneamiento y urbanización parcial .


4) Municipales ordinarias .


Teniendo presente que respecto de la contratación de obras y servicios por parte de los Ayuntamientos se dictó específicamente el Reglamento de 2 de julio de 1.924 para los contratos municipales .


Asimismo , en los artículos 122 y siguientes de la Ley Municipal de 1. 935 se contienen diversas disposiciones en materia de contratación , en especial , en cuanto a los requisitos y modalidades de adjudicación de tales contratos . 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Callosa de Segura 

Francisco Sala García interpuso recurso contencioso-administrativo contra la desestimación tácita de la solicitud que formuló ante el Ayuntamiento de Callosa de Segura el día 11 de diciembre de 1. 929  , en su calidad de contratista para la ejecución del edificio destinado a Mercado de Abastos , peticionando que se le permitiera realizar las obras que constaban en el epígrafe de “Observaciones “ como pendientes en el documento de liquidación provisional suscrita por el Arquitecto director de las mismas , Juan Vidal Ramos , así como , se procediera a la recepción definitiva de las mismas y a la devolución de la fianza correspondiente 
 .

En los Resultandos de la sentencia se menciona que con fecha 29 de diciembre de 1. 927 se le adjudicó el contrato para la construcción del edificio del Mercado de Abastos de la localidad indicada al recurrente , Sala García , según el proyecto , presupuesto y pliego de condiciones que elaboró el mencionado arquitecto , siguiéndose el procedimiento selectivo de subasta según el acuerdo plenario adoptado con fecha 22 de noviembre de 1. 927 .


Con fecha 16 de agosto de 1. 929 por el actor se solicitó a la Alcaldía de Callosa de Segura que le fueren liquidadas y abonadas las obras realmente ejecutadas y se procediese a la recepción definitiva de las mismas , con la pertinente devolución de la fianza constituida en su día .

Al respecto recayó acuerdo municipal de fecha 24 de agosto de 1. 929 que  le fue notificado al recurrente , por el que se resolvió la improcedencia de lo que se solicitó por Sala , en tanto que el Arquitecto director de la obra informase que la misma estaba terminada en su totalidad y conforme al proyecto técnico aprobado al efecto .


El 12 de diciembre de 1. 929 se presenta en el registro municipal por el referido contratista un escrito fechado el 11 de diciembre de 1. 929 , donde solicitaba los siguientes extremos :


1º Que se le permita realizar las obras de reparación que dispuso el Arquitecto director de la construcción en cuestión y que se describen en el epígrafe “ Observaciones “ del documento de liquidación provisional , así como , la colocación de la canal de zinc a la que también se refiere el indicado facultativo .


2º Que se proceda a la recepción definitiva de la obra referida con el abono del saldo a su favor y la devolución de la fianza que constituyó en su día .


3º Que le sean abonados los costes de las obras complementarias ejecutadas – acequia , explanación y terraplenado – del terreno circundante al identificado edificio que asciende , respectivamente , a 2. 700 pesetas y a 1. 572 pesetas .


4º Que el Ayuntamiento mientras se realizan tales obras se abstenga de realizar ninguna modificación en el edificio .


Al referido escrito se adjunta la siguiente documentación : Acta de requerimiento notarial del actor al Alcalde-Presidente de fecha 13 de noviembre de 1. 929 , donde manifiesta su voluntad de ejecutar las obras indicadas en el acta de recepción provisional y según liquidación provisional de fecha 14 de agosto de 1. 929 , se le requiere a tal Alcaldía el pago de las obras complementarias citadas y se le insta a dicha autoridad municipal a que no se ejecuten otras obras que no estén previstas en el proyecto técnico aprobado . Asimismo se adjunta escrito de la Alcaldía citada donde se indica la voluntad de la Corporación que se ejecuten todas las obras previstas en el proyecto técnico , pero en ningún caso se está dispuesto a acceder a lo pretendido por el recurrente de deducir de las obras que faltan las ya ejecutadas , teniendo presente que son muchas las obras no ejecutadas y que no se han detallado en el acta de recepción provisional de las mismas , por lo que se solicita del contratista si está dispuesto a ejecutar tales obras .


El contratista formuló escrito dirigido a la Alcaldía precitada , donde precisa que sólo está obligado jurídicamente a realizar las obras que aparecen bajo el epígrafe de “ Observaciones “ en el documento de liquidación provisional .


Mediante acuerdo plenario celebrado con fecha 14 de febrero de 1. 930 , con fundamento en el dictamen jurídico emitido por el Letrado Manuel Lucas , se nombra un perito Arquitecto para que emitiese un pormenorizado informe al respecto antes del día 11 de abril de 1. 930 , con objeto de evitar el plazo del silencio negativo contemplado en el artículo 258 del Estatuto Municipal que permitiría al actor acudir si así lo considera oportuno a la vía jurisdiccional . Se nombra al efecto al Arquitecto Pedro Cerdán , que con fecha 8 de abril de 1. 930 emite su informe , donde se acredita que las obras ejecutadas se ajustan sensiblemente al proyecto .

Mediante acuerdo plenario adoptado en la sesión de fecha 9 de abril de 1. 930 se

resuelve comunicar al contratista que su petición está en estudio , pero se añade lo siguiente : “ creyendo en la improcedencia de la misma , la que se resolverá a la mayor brevedad posible “. Se practicó notificación personal de tal acuerdo con fecha 10 de abril de 1. 930 .


Francisco Sala García con fecha 19 de abril de 1. 930 interpuso recurso de reposición contra el anterior acuerdo o , en su caso , contra la desestimación tácita de su petición de 11 de diciembre de 1. 929  ya que han trascurrido cuatro meses sin haber resuelto sobre el fondo del asunto . Por decreto de la Alcaldía de fecha 30 de abril de 1. 930 se resolvió desestimar dicho recurso por extemporáneo , ya que no se interpuso en el plazo de ocho días desde que se practicó la notificación del acuerdo en cuestión conforme exige el artículo 255 , párrafo 2º , del Estatuto Municipal , al considerar la Alcaldía que el día en que se practicó tal notificación fue el día 9 de abril .


En el escrito de demanda manifiesta el actor que el recurso de reposición que tiene fecha de 19 de abril de 1. 930 , se presentó en el registro municipal con fecha 24 de abril de 1. 930 , teniendo presente que el plazo desestimatorio de la petición formulada el 11 de diciembre de 1. 929 cumplió el 12 de abril de 1. 930 . Y habiendo trascurrido los preceptivos quince días hábiles establecidos en el artículo 255 del Estatuto Municipal , es decir , el 10 de junio de 1. 930 , Sala García interpuso el presente recurso , dado que no recibió ninguna resolución al efecto .

En el escrito de demanda indicado se formula la siguiente pretensión :

1º Que se le permitan realizar las obras referidas en el epígrafe “ Observaciones “ del acta de recepción provisional y se le permita colocar el canal de zinc.

2º Que se proceda a la recepción definitiva de la obra , así como que se le abone el saldo resultante y la fianza constituida .

3º Que por el Ayuntamiento , mientras se ejecutan tales obras , se abstenga de realizar ninguna modificación en el edificio , que ya se destina a su uso desde febrero de de 1. 930 .

4º Que el demandante no viene obligado a realizar , ni son de su cuenta , las reparaciones que puedan hacer necesarias el uso que el Ayuntamiento hace del edificio del Mercado de Abastos desde que trascurrió el plazo de garantía .

Se solicitó el recibimiento del pleito a prueba por el actor admitiéndose por el Tribunal , habiéndose practicado la documental y pericial .


Por  el Fiscal se procedió a la contestación de la demanda , alegando como principal argumento que las peticiones del recurrente de fechas 16 de agosto de 1. 929 y de 12 de diciembre de 1. 929 eran idénticas , por lo que al resolverse expresamente la primera solicitud mediante acuerdo plenario de fecha 24 de agosto de 1. 929 que goza de la condición jurídica de firme ya que no fue recurrido , la solicitud de 12 de diciembre precitada reproduce la anterior estrictamente lo que imposibilita legalmente resolver sobre el fondo de este pleito .


El Tribunal centra las cuestiones esenciales objeto de este pleito en tres , a saber :


La primera se refiere a si concurre identidad de pretensiones en las solicitudes citadas del contratista , teniendo presente que el acuerdo plenario de 24 de agosto de 1. 929 que resolvió la primera petición mencionada tiene la condición de firme . Al efecto dicho órgano jurisdiccional entiende que dada la actitud y comportamiento del propio Ayuntamiento de Callosa de Segura se trata de dos peticiones distintas e independientes , ya que motivaron sendos acuerdos plenarios y que en el acuerdo plenario de fecha 9 de abril de 1. 930 no se alude a tal identidad de resoluciones , sino , por el contrario , se pretende resolver sobre el fondo del asunto . También sobre esta cuestión precisa el Tribunal en el cuarto Considerando lo siguiente :“ no puede por menos que tenerse que entender denegada tácitamente la reclamación del actor de 11 de diciembre de 1. 929 , al transcurrir el aludido plazo de los cuatro meses que fija el artículo 268 del Estatuto Municipal … por lo que a partir del 14 de abril de 1. 930 podía acudir en vía contencioso-administrativa el Sr. Sala García .”Y en el quinto Considerando respecto de la fecha que se interpuso por el actor el recurso de reposición aludido se manifiesta : “ es visto que el mismo fue presentado en tiempo y forma dentro del plazo que fija el artículo 255 del Estatuto , por precisar descontar de éste los días festivos que en el año referido lo fueron el 13 y 20 por ser domingos y el 17 y 18 que correspondieron al Jueves y Viernes Santos … como establece de manera expresa el artículo 3º del Reglamento de Procedimiento Municipal de 23 de agosto de 1. 924 .”

La segunda cuestión acotada se refiere a si el recurrente tiene derecho a exigir de la Corporación municipal referida que se le permitan realizar las obras de reparación dispuestas por el Arquitecto director de la construcción , obrantes en el acta de recepción provisional de la misma , así como , si el actor puede prohibir al Ayuntamiento que no emprenda ni permita ninguna obra en tal edificio hasta que no se haga cargo definitivo del mismo . El Tribunal en el sexto Considerando reitera que el pliego de condiciones económico-administrativas constituye la ley del contrato celebrado y , por tanto , su expresión formal y fuente de los derechos y obligaciones que emanan del mismo . Manteniendo en el séptimo Considerando a tenor de lo dispuesto en la cláusula 48 ª del pliego del contrato : “ a la terminación del edificio construido el Ayuntamiento , como dueño del mismo , venía obligado a la recepción provisional si se había llevado a cabo la obra conforme a lo convenido , y a partir de este momento empezaba a contarse el plazo , llamado de garantía , de noventa días , durante los cuales el contratista realizaría cuantas reparaciones fueren necesarias por los defectos que pudieran presentarse en las obras debido a causas imputables al constructor , por lo que verificada dicha recepción provisional el 1 de enero de 1. 929 , según afirma el Arquitecto director de la obra en su certificación de fecha 29 de julio del propio año … , el contratista Sr. Sala García viene obligado por ley del contrato a realizar aquellas obras complementarias que bajo el epígrafe “ Observaciones “ indicaba el Arquitecto director de la obra en su documento de liquidación provisional de esta , más la colocación de una canal de zinc …; por todo ello se origina el indiscutible derecho del hoy demandante , Sr. Sala García , a exigir que el Ayuntamiento de Callosa de Segura se preste a permitirle realizar las obras complementarias del edificio Plaza de Abastos para así dejar este en condiciones de que sea recibido definitivamente y liquidadas sus obligaciones pendientes del contratista … para lo cual procede señalar a dicha entidad un plazo prudencial por analogía con lo dispuesto en el artículo 1. 128 del Código Civil , transcurrido el cual sin que el recurrente pueda cumplir lo que viene obligado por ley del pacto , se entenderá que el Ayuntamiento decae de su derecho a exigirle la realización de tales obras y se procederá a la recepción definitiva de la obra , con la consiguiente obligación por parte del Ayuntamiento de dejar el edificio en condiciones de que las obras referidas puedan realizarse , ya que indebidamente ha sido destinado el edificio al servicio de Abastos sin que se hiciera la recepción definitiva de la obra .”

Y la tercera cuestión planteada abunda en la anteriormente expresada , en el sentido de determinar si viene el Ayuntamiento obligado jurídicamente a la recepción definitiva de la obra construida según el pliego de condiciones aprobado , con la pertinente liquidación y abono al contratista del saldo a su favor , así como la devolución de la garantía que prestó . En el penúltimo Considerando de la sentencia se mantiene que tales consecuencias jurídicas se prescriben en el pliego de condiciones en cuestión , en concreto , en su cláusula 49 ª .


En consecuencia , se estima el presente recurso jurisdiccional y se establece lo que sigue respecto del Ayuntamiento de Callosa de Segura :


“ Primero , a que en el plazo de los treinta días siguientes al de conocer la firmeza de esta resolución permita que D. Francisco Sala García realice las obras de reparación en el edificio plaza de Abastos de dicha población por el mismo construido y que el Arquitecto director de la obra le señaló en el epígrafe “ Observaciones “ de su liquidación provisional de ésta de fecha 14 de agosto de 1. 929 , más la colocación de la canal de zinc para la recogida de aguas pluviales , dejando el edificio en condiciones de que tales obras puedan llevarse a cabo , bajo apercibimiento de que en otro caso se tendrá a dicha Corporación por decaída en su derecho a exigir tales obras ; Segundo , que hechas éstas a satisfacción del Arquitecto director de la obra contratada , viene obligado el Ayuntamiento de Callosa de Segura a la recepción y liquidación definitiva de la construcción indicada , con el abono al contratista recurrente del saldo que a su favor resulte y devolución de la fianza que tiene prestada ;  Tercero , que el mismo Ayuntamiento debe abstenerse de realizar en el edificio plaza de Abastos , modificación alguna hasta que lo reciba definitivamente y quede saldada la responsabilidad del contratista ; Cuarto , que a éste no puede alcanzarle responsabilidad ninguna por las reparaciones que el Ayuntamiento ha realizado en el propio edificio pasado el plazo de garantía fijado en el contrato para recibir definitivamente el edificio construido y sin hacer especial pronunciamiento en cuanto a costas .”

Por el Fiscal se interpone recurso de apelación contra la indicada sentencia ante el Tribunal Supremo del que posteriormente desistió .

c.2 . Ayuntamiento de Ondara 

José Seguí Albors interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Ondara del día 6 de abril de 1. 933 , que resolvió denegar la pretensión deducida por el recurrente , en su calidad de contratista , para que se le hiciera efectivo el saldo que se le adeudaba de 24. 054 , 96 pesetas , con motivo de las obras ejecutadas de un Grupo Escolar y de la verja de cierre del campo que lo circundaba en dicha villa 
 .


En el primer Resultando de la sentencia se fijan los antecedentes del caso , a saber :


Que el Ayuntamiento de Ondara promovió expediente para la construcción de un Grupo Escolar , se resolvió adjudicar dicha obra a José Seguí Albors mediante el procedimiento de subasta y se formalizó escritura pública al efecto el 25 de mayo de 1. 928 .


En la cláusula quinta del pliego de condiciones económico-administrativas que rige el contrato se dispone lo siguiente :

“ El plazo de garantía de las obras se fija en un año , contado desde la fecha de la recepción definitiva , y durante el mismo serán de cuenta del contratista todas las obras de entretenimiento y conservación del edificio .”

Que entre las expresadas obras licitadas y contenidas en el proyecto y pliego elaborados al efecto no figuraba la verja ni el cierre del campo escolar que circunda el edificio , valoradas por el contratista en 14. 388 , 66 pesetas , pero sin que conste que el Ayuntamiento aceptara dicho precio , ni que se le adjudicara la obra . En todo caso , tal obra resulta exigible con carácter general por el Real Decreto de 10 de julio de 1. 928 .


Que por acuerdo plenario de fecha 14 de febrero de 1. 929 , se resuelve la “ recepción “ de las obras licitadas y se “ liquidan “ las mismas , reconociéndose una deuda a favor del actor de 9. 666 , 30 pesetas , así como , una vez obtenida la subvención pertinente del Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes se asume el compromiso de satisfacer los gastos de la verja y el cierre en cuestión . Asimismo se ordena retener tal deuda municipal como fianza al efecto y se resuelve la devolución de la constituida por el contratista en metálico .


Que por el Arquitecto inspector del Ministerio indicado se practicó la oportuna visita de inspección “ in situ “ y se evacuó el pertinente informe , en el sentido que se aplazara la concesión de la indicada subvención dado que existían determinados defectos constructivos , cuales eran , los adornos superpuestos y las repisas de los huecos . Tal parecer técnico se asumió y comunicó por la Dirección General de Primera Enseñanza a la Alcaldía de Ondara con fecha 18 de enero de 1. 932 , recibiéndose al parecer dicha subvención estatal en el Ayuntamiento indicado una vez se acreditó la realización de tales obras pendientes de ejecución .


Que el recurrente reclama la precitada cantidad adeudada con fecha 17 de marzo de 1. 933 al Ayuntamiento , que se desestima mediante el acuerdo que se impugna en este litigio del Ayuntamiento Pleno de Ondara de fecha 6 de abril de 1. 933 , donde asumiéndose el dictamen de una Comisión de Concejales nombrada al efecto , se estimó que las reformas ordenadas por el Arquitecto del Ministerio referido no se debieron pagar por el Ayuntamiento , sino debieron satisfacerse a cargo de la fianza constituida por el contratista .

El Tribunal que enjuicia el presente caso centra el objeto de este pleito en verificar si se ha producido o no un incumplimiento del contrato de ejecución de obras de un Grupo Escolar , que celebraron el Ayuntamiento de Ondara y  Seguí Albors como adjudicatario del mismo , teniendo presente como así se destaca en el primer Considerando de la sentencia que dicho contrato y su pliego de condiciones constituyen la norma de obligada observancia para las partes .


Respecto de la verja y cierre que ejecutó a su costa el actor , manifestó el Tribunal en el segundo Considerando de la sentencia , lo que sigue : “ el mismo actor reconoce que dicha verja no fue objeto del contrato administrativo de ejecución de obras que celebró con dicho Municipio , ni se ha probado que el mismo encargara en alguna forma esa construcción de verja , por lo que el pago de ellas no tiene carácter administrativo que permitiera pedirle en esta jurisdicción .”
De otro lado , dicho órgano jurisdiccional sostiene que para que se hubiera llevado a efecto como pretende el contratista la recepción definitiva de las obras , mediante lo resuelto en el acuerdo plenario de fecha 14 de febrero de 1. 929 , resulta imprescindible aplicar en este contrato lo dispuesto en su cláusula tercera del pliego específico aprobado al efecto y lo exigido en los artículos 63 y siguientes del pliego de condiciones generales para la contratación de obras del Ministerio de Instrucción Pública y Bellas Artes , de fecha 4 de septiembre de 1. 908 . Tales preceptos exigen que las obras sólo pueden se recepcionadas definitivamente cuando así se acuerde por una Comisión formada “ ad hoc “ , compuesta de dos arquitectos y un Teniente – Alcalde , no constando en el presente caso que se haya constituido tal comisión . Así como , resulta necesario destacar que las deficiencias detectadas por el Arquitecto ministerial , en tanto en cuanto no se habían recibido definitivamente las obras en cuestión , constituyen responsabilidad exclusiva del recurrente conforme a lo dispuesto en la cláusula 30 ª del pliego de condiciones .


Y por último , según queda acreditado en autos en virtud del acuerdo referido con anterioridad el crédito del actor frente al Ayuntamiento se trasformó en fianza cuya devolución resulta improcedente como se indica en el quinto Considerando de la sentencia , dado que no se ha procedido a la recepción definitiva de las obras .


Como corolario a lo expuesto , el Tribunal Provincial entiende que el Ayuntamiento de Ondara no incumplió el contrato en cuestión o , al menos , la actuación municipal materializada no vulneró un derecho administrativo del recurrente dimanado del contrato en vigor .


Se ha desestimado el presente recurso .


Por la representación procesal del contratista se interpuso recurso de apelación contra dicha sentencia ante el Tribunal Supremo , que con fecha 28 de noviembre de 1. 945 dicto la correspondiente sentencia , por la que se desestimaba el recurso interpuesto al considerar conforme a derecho la fundamentación jurídica y fallo de la sentencia de instancia .
4. CONTRATO DE PRESTAMO PUBLICO  
a) Introducción 

Se conserva al respecto una sentencia motivada por un recurso de lesividad que interpuso el Ayuntamiento de Vall de Ebo que fue desestimado .

b) Panorama legislativo aplicable 

Respecto a la presente temática me remito a la siguiente glosa de la sentencia en cuestión .

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Vall de Ebo 

Por la representación procesal del Ayuntamiento de Vall de Ebo se interpuso recurso contencioso-administrativo contra los acuerdos de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de 10 de julio y 4 de agosto de 1. 927 , así como , los acuerdos plenarios de los días 28 de septiembre y 4 de diciembre de 1. 927 , por los que se resolvió contratar un empréstito de 39 . 000 pesetas con el Banco de Crédito Local de España , destinado a la construcción de un camino vecinal desde Vall de Ebo a la carretera de Pego-Benidorm , formar un presupuesto extraordinario para cubrir el empréstito , aprobar dicho presupuesto y el contrato con dicha entidad firmado en Madrid el 23 de marzo de 1. 928 , declarando lesivos al interés general tales resoluciones por acuerdo plenario de fecha 8 de abril de 1. 933 
 .


En los Resultandos de la minuta manuscrita que se conserva de la sentencia obra que se abstuvo de intervenir el Fiscal en estos autos y compareció como parte coadyuvante la representación del Banco de Crédito Local de España .


Por la referida parte coadyuvante se alega la procedencia de la excepción perentoria de prescripción de la acción , en base a que el recurso interpuesto y motivado por la declaración administrativa de lesividad de los ya mencionados acuerdos de fecha 8 de abril de 1. 933 , se fundamenta en el Decreto de 15 de abril de 1. 932 pero ha trascurrido el plazo del año previsto al efecto a contar desde el 12 de abril de 1. 932 , teniendo presente la fecha de interposición del presente recurso jurisdiccional . Así como , en el supuesto que se fundamente el recurso jurisdiccional de lesividad en lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-administrativo , también transcurrió el plazo de los tres meses previsto al efecto dada la fecha en que interpuso el mismo .

El presente recurso se interpuso mediante escrito de fecha 11 de abril de 1. 933 por la Alcaldía del referido municipio y por providencia de la Sala de 13 de abril de 1. 933 se acordó no dar curso al mismo , por no justificar el carácter con que debía comparecer el recurrente en juicio , notificándose la misma el 17 de abril de 1. 933 al Letrado Consistorial .


Con fecha 14 de agosto de 1. 933 se presenta escrito por la representación procesal de la Alcaldía de la Vall de Ebo para subsanar la indicada deficiencia , por lo que los efectos del recurso surten a partir de tal fecha según sostiene el órgano jurisdiccional que enjuicia este litigio .

El Tribunal Provincial analiza la procedencia de la excepción perentoria alegada por el coadyuvante relacionando las fechas ya referidas , como así se refleja en el tercer Considerando de la minuta de sentencia .


Se estima la procedencia de la  excepción perentoria indicada que alegó la parte coadyuvante .
5. COMENTARIO PERSONAL DE LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL EXPUESTA 

En la totalidad de las sentencias mencionadas se aluden a dos principios comunes en la materia de contratación administrativa :


De una parte , en las mismas se reitera el principio que constituye la norma o ley esencial que rige la contratación municipal el pliego de cláusulas económico-administrativas aprobado por el Ayuntamiento actuante , respecto del contrato que se celebre y que una vez aceptado por el contratista , no es posible jurídicamente cuestionar tal clausulado aludiéndose a una reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo en este punto , en concreto , su sentencia 28 de abril de 1. 927 .

Y por otra parte , destaca la esencial aplicación en esta materia como legislación supletoria del Código Civil 
 , en especial , en lo referido a los criterios hermenéuticos regulados en el mismo en materia contractual – artículos 1 .281 y siguientes - , pudiendo servir de paradigma en este aspecto lo contenido y resuelto en la sentencia del Tribunal Provincial de 15 de junio de 1. 944 – Anexo ficha nº 251 - .  
VI .  ORDENACION URBANA 
1. PLANEAMIENTO URBANISTICO 
a ) Introducción 

Se conserva un recurso contencioso-administrativo sobre la temática de planeamiento urbanístico que motivó la sentencia que a continuación se glosa .

b) Panorama legislativo aplicable 

En el Real Decreto de la Presidencia del Directorio Militar , de 14 de julio de 1. 924 , por el que se aprueba el Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales , en su artículo 58  se mencionan los posibles instrumentos de planeamiento municipal , a saber : planes de extensión , planes de ensanche y planos de alineaciones .

Como se comprobará a continuación el instrumento de planeamiento a que hace referencia la sentencia que se comenta es el plano de alineaciones que se aprobó para la Ciudad de Novelda . 

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Novelda 

Luís Sala Seller interpuso recurso contencioso-administrativo contra los acuerdos plenarios adoptados por el Ayuntamiento de Novelda en sus sesiones celebradas los días 20 de agosto de 1. 932 y 9 de febrero de 1. 933 , referidos a la modificación del plano de alineaciones de dicha villa correspondiente al llamado Paseo de los Molinos 
 .

En el segundo Resultando de la sentencia se mencionan los antecedentes objeto de este litigio .


El expediente municipal en cuestión se inicia mediante un escrito del recurrente que presenta en el registro municipal con fecha 2 de noviembre de 1. 928 , donde solicita que sea modificada la situación gráfica de una parcela de su propiedad ubicada en el Paseo de los Molinos , de conformidad a la grafía que se adjunta a tal petición . En concreto se peticiona : “ que se reforme el plano de población en la parte  que afectaba a los terrenos propiedad del dicente , situados en el Paseo de los Molinos , trazando una nueva calle como se señala en el plano que acompaño , con salida al puente sobre el Río Vinalopó .”

Por acuerdo del Ayuntamiento Pleno de fecha 6 de noviembre de 1. 928 se accede a lo solicitado por Sala Seller .

También por acuerdo plenario de fecha 5 de mayo de 1. 932 , adoptado a instancia del Concejal Rizo Pastor , se resolvió la exposición al público del anterior acuerdo con objeto de subsanar dicha deficiencia de la que adolece el precitado acuerdo plenario de 1. 928 y a fin que se formulen las alegaciones convenientes por los interesados , dado que quedó sin resolver un escrito que se formuló por Josefa Valero Valero en relación al acuerdo de 6 de noviembre de 1. 928 . Se publicó edicto de la Alcaldía con el expresado fin en el correspondiente diario oficial con una duración del trámite de treinta días , así como en los lugares de costumbre .Constan varias diligencias relativas a que en tal plazo y trámite se presentaron diversos escritos de alegaciones , entre otros , el correspondiente a Josefa Valero Valero que prácticamente reprodujo el ya citado de dicha vecina de la localidad .


Mediante acuerdo del Ayuntamiento Pleno de fecha 9 de julio de 1. 932 se resolvió que se informasen tales escritos de alegaciones por la Comisión de Ornato .


El Ayuntamiento Pleno con fecha 20 de agosto de 1. 932 , de conformidad con el informe evacuado al efecto por la Comisión de Ornato respecto de la solicitud cursada por la citada vecina , se resolvió dejar sin efecto la modificación del plano de alineaciones aprobada el 6 de noviembre de 1. 928 , dado que al alterar el plano de la población aprobado en 1. 924 suponía un manifiesto perjuicio a los derechos patrimoniales adquiridos por Valero Valero , que le reconoció en su día el indicado instrumento de planeamiento . El referido acuerdo se ratificó por el Ayuntamiento Pleno con fecha 9 de febrero de 1. 933 , donde se resolvieron algunas dudas de carácter técnico contenidas en el dictamen mencionado y siendo notificado al actor el 18 de febrero siguiente  tal acuerdo municipal , quien interpuso recurso de reposición y dada su desestimación acudió a la vía contencioso-administrativa .


El recurrente en su escrito de demanda solicita al Tribunal que dicte sentencia donde se declare la nulidad de los acuerdos impugnados , dada la fecha en que se adoptaron y las consecuencias jurídicas tan perjudiciales para sus intereses patrimoniales que conllevan los mismos .


El Tribunal Provincial constata en el primer Considerando de la sentencia que el Ayuntamiento de Novelda mediante los acuerdos que se recurren deja sin efectos jurídicos la resolución plenaria citada de 1. 928 , con fundamento en que la misma desconoce y  , a su vez , conculca los derechos otorgados por el anterior acuerdo citado de 1. 924 , que aprobó el referido plano de alineaciones de la población , sin que consten mas actuaciones administrativas al respecto . En concreto , sostiene el Tribunal : “ el Ayuntamiento de Novelda , ante sí y a instancias de unos supuestos perjudicados , revoca acuerdos municipales anteriores , estableciendo una preferencia en la validez de sus efectos que va contra lo que es norma esencial en materia administrativa , de que los acuerdos de la Administración originadores de derechos a favor de terceras personas no pueden ser revocados por la misma , ni por sí , ni a instancia de parte , como no sea previa declaración de lesividad y acudiendo para lograrlo a los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo , a tenor del artículo 2 de su ley reguladora .”

En este sentido , en el segundo Considerando se mantiene respecto del acuerdo plenario de fecha 6 de noviembre de 1. 928 : “ dicho acuerdo hay que tenerlo por firme y no puede ser modificado , ni derogado de la manera implícita que lo fue por el posterior acuerdo de la propia Corporación de fecha 20 de agosto de 1. 932 y ratificación de éste en 9 de febrero del siguiente año , que es hoy objeto del presente recurso , en atención de ser declaratorio de derechos y en estos casos ser norma jurisprudencial el que no pueden ser modificados , ni derogadas las resoluciones administrativas por otras posteriores que la misma Administración dicte ; sentencia del Tribunal Supremo de 5 de diciembre de 1. 913 , 27 de enero de 1. 914 , 26 de febrero de 1. 919 y 11 de marzo de 1. 931 , entre otras muchas “.

Se estima el presente recurso , revocándose en sus términos los acuerdos impugnados .

2 . LA GESTION URBANISTICA MEDIANTE LA TECNICA DE LA EXPROPIACION FORZOSA 
a) Introducción 

Se conservan seis recursos contencioso-administrativos que versan sobre la descrita temática y que motivaron cinco sentencias o sus minutas ya que en un recurso no se conserva su resolución , pero por su importancia se menciona , dado que es el referido al proyecto urbanístico “ Ciudad Prieto “ previsto para ubicarse en la playa de San Juan de Alicante .


En las sentencias citadas se estimaron parcialmente dos de los recursos y se desestimaron tres , obrando que contra tales sentencias se interpusieron dos recursos de apelación ante el Tribunal Supremo teniendo el resultado que a continuación se expondrá .
b) Panorama legislativo aplicable 

Las sentencias que se aluden en este epígrafe se refieren esencialmente a tres ordenes normativos , a saber :


Por un lado , La Ley de 18 de marzo de 1. 895 , de Saneamiento y Mejora Interior de las Poblaciones , así como su Reglamento aprobado por el Real Decreto de 15 de diciembre de 1. 896 , donde se disciplina jurídicamente la promoción de las obras de saneamiento y mejora interior de las poblaciones que se pueden acometer por los Ayuntamientos , sociedades legalmente constituidas o particulares , así como sus requisitos procedimentales , sustantivos y de financiación y fiscalidad para su materialización . Sobre la aplicación de dicha legislación se refieren esencialmente los tres recursos que se conservan referidos al Ayuntamiento de Alcoy y en cuyos expedientes judiciales se menciona el tercer ensanche de la Ciudad .

De otra parte , las disposiciones aplicables a las obras de ensanche , saneamiento y urbanización contenidas en el artículo 180 y siguientes del Estatuto Municipal . Asimismo también resultaría de aplicación al respecto lo dispuesto en el Título Primero – artículos 1 y siguientes - del Real Decreto de 14 de julio de 1. 924 , por el que se aprueba el Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales .


Y por último , en íntima conexión con la legislación expresada operaría la Ley de 10 de enero de 1. 879 , sobre Expropiación Forzosa y lo dispuesto en su Reglamento aprobado por el Real Decreto de fecha 13 de junio de 1. 879 .


La legislación mencionada de 1. 895 se remite a la legislación de expropiación forzosa como presupuesto ineludible de legitimación jurídica para ejecutar las obras previstas en la misma , así prescribe el artículo 1 de la precitada Ley de 18 de marzo de 1. 895 lo siguiente :


“ Se declaran comprendidas en los artículos 2 y 11 de la ley de 10 de enero de 1. 879 , las obras de saneamiento o mejora interior de las poblaciones que cuenten 30 . 000 o más almas .”

Y en su artículo 2 de la referida Ley de 1. 895 , se dispone :


“ Las expropiaciones necesarias para las obras comprendidas en el artículo anterior se regirán por las prescripciones de las leyes de 10 de enero de 1. 879 y 26 de julio de 1. 892 , y por las de la presente ley en cuanto completen , reformen o deroguen las anteriores .”

También conviene precisar , aunque resulte obvio , la operatividad propia de la referida legislación de expropiación forzosa , teniendo presente lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley de10 de enero de 1. 879 :


“ Serán obras de utilidad pública las que tengan por objeto directo proporcionar al Estado , a una o más provincias , o a uno o más pueblos , cualesquiera usos o mejoras que cedan en bien general , ya sean ejecutadas por cuenta del Estado , de las provincias o de los pueblos , ya por compañías o empresas particulares debidamente autorizadas .”

Por su parte , prescribe el artículo 3 de dicha Ley de 1. 879 :


“ No podrá tener efecto la expropiación a que se refiere el artículo 1 sin que precedan los requisitos siguientes :


Primero. Declaración de utilidad pública .


Segundo . Declaración de que su ejecución exige indispensablemente el todo o parte del inmueble que se pretende expropiar . 


Tercero . Justiprecio de lo que se haya de enajenar o ceder .


Cuarto . Pago del precio que representa la indemnización de lo que forzosamente se enajena o cede .”

c) Análisis  de las sentencias 
c.1.Ayuntamiento de Alcoy 

Sobre la precitada problemática y en lo que afecta al Ayuntamiento de Alcoy se conservan tres sentencias o sus minutas que a continuación se mencionan .


El primer recurso contencioso-administrativo se interpuso por Gonzalo Vilaplana Carbó contra el acuerdo de la Comisión Permanente del expresado Ayuntamiento del día 11 de julio de 1. 928 , por el que se acordó ocupar unos terrenos de su propiedad sin previa indemnización dadas las condiciones y requisitos que al respecto imponía el recurrente 
 .


En los Resultandos de la minuta de la sentencia que se conserva existe una casuística referencia a las distintas posiciones mantenidas por la Comisión de Ensanche del Ayuntamiento de Alcoy y el demandante , en lo referido a la valoración , obligaciones concurrentes y asunción de su coste respecto del terreno propiedad de Vilaplana Carbó , sito en la tercera zona de ensanche de la ciudad y afectado por la explanación de la calle del Puente - precisa la minuta , hoy Avenida Alfonso XIII - . En este sentido , el acuerdo impugnado se resuelve previa valoración del dictamen de la Comisión de Ensanche municipal y del informe del Arquitecto municipal .


El actor en su escrito de demanda solicita del Tribunal que se revoque el acuerdo impugnado y les sean abonadas las cantidades correspondientes por la ilegítima ocupación de su inmueble y los pertinentes daños y perjuicios causados en su patrimonio .


Comparece como parte coadyuvante la representación procesal del Ayuntamiento de Alcoy y por el Fiscal se alega la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción , al considerar el carácter sustancialmente civil del derecho que el actor estima vulnerado  y a dicha excepción también se adhiere la indicada parte coadyuvante .

El Tribunal Provincial entiende como fundamental norma y precepto aplicables  para la resolución del presente litigio , lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley de Expropiación Forzosa de fecha 10 de enero de 1. 879 , en concordancia con lo prescrito en el artículo1 de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo en punto a su ámbito competencial .


Al respecto se manifiesta en el primer Considerando de la minuta de la sentencia lo siguiente :


“ Que por tratarse en el presente pleito de cuestiones relacionadas con la ocupación por el Ayuntamiento de Alcoy  de terrenos propiedad del recurrente , D. Gonzalo Vilaplana Carbó , que estima indebida , es indudable que el derecho vulnerado no es de carácter administrativo , sino civil … , por lo tanto procede estimar la excepción de incompetencia alegada por el Sr. Fiscal y el coadyuvante .”

Se ha estimado la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción alegada por el Fiscal y la parte coadyuvante en este pleito .

El segundo recurso contencioso-administrativo se interpuso por Enrique Abad Gironés , comerciante y vecino de Alcoy , contra el acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Alcoy del día 25 de octubre de 1. 928 , por el que resolvía que le correspondía al recurrente la indemnización por la adquisición de tal Corporación municipal de una finca urbana para ejecutar obras de ensanche y alineación proyectadas en la Calle Santo Tomás , que ocupaba como arrendatario , señalada en el apartado F) en relación con el apartado A) del artículo 5 del Real Decreto –Ley de 21 de diciembre de 1. 925 , es decir , la cantidad equivalente a seis meses de alquiler , cantidad que ya se imputaba recibida por haber continuado su negocio en el local comercial en cuestión sin haber satisfecho el precio del arrendamiento a su nuevo propietario - el Ayuntamiento adquirente de la finca – , desde el día primero del mes de octubre de 1. 927 al primero de abril de 1. 928 
 .

En los Resultandos de la sentencia se indica que el actor con fecha 31 de diciembre de 1. 927 presentó escrito en el registro municipal , por el que solicitaba que previa la tasación de perjuicios que se le irrogaban por la expropiación de la finca urbana sita en dicha ciudad , número 7 de la Plaza del Carmen y número 6 de la Calle Santo Tomás , en la que tenía instalado su establecimiento mercantil y ocupaba con el debido titulo de  arrendatario , como consecuencia de las obras de ensanche y alineación proyectadas en la Calle de Santo Tomás se acordase la justa indemnización que le correspondía conforme a derecho .


Obra que la posición de arrendatario del actor se basaba en un contrato verbal con la propietaria del inmueble - que lo adquirió el 1 de agosto de 1. 908 - , Pilar Vilaplana , desde al parecer el día primero de enero  de 1. 909 , destinándose dicho edificio por el recurrente a comercio de venta al por menor , primero de comestibles y posteriormente de paquetería y mercería , con el nombre comercial de “ Tienda del Barco “.


El Ayuntamiento adquirió dicho inmueble mediante compra a su propietaria , según escritura pública otorgada en el mes de octubre de 1. 927 y desde entonces el Ayuntamiento no le reclamó ninguna cantidad al demandante en concepto de arrendamiento hasta que procedió a su desalojo el día primero de abril de 1. 928 .

El plano de ensanche modificado de la Calle Santo Tomás supone proyectar dicho viario pasando de una anchura de siete metros aprobada por el Real Decreto de 1. 878 a una anchura de veinte metros en toda su extensión , lo que fue resuelto por acuerdo plenario adoptado el día 18 de septiembre de 1. 912 .


Existe referencia a que el actor al no obtener respuesta a su petición mencionada reprodujo de nuevo la misma con fecha 18 de abril de 1. 928 , donde solicitaba como indemnización municipal que le correspondía la cantidad de 2 . 552 , 62 pesetas .


La Comisión Permanente del Ayuntamiento de Alcoy solicitó dictamen al respecto de la Comisión de Hacienda y este órgano municipal , a su vez , requirió informe de la Intervención municipal . El Interventor de fondos del Ayuntamiento emitió dicho informe el 20 de octubre de 1. 928 , donde concluía que le correspondía en derecho al recurrente una indemnización equivalente a seis meses de alquiler que ya se imputaba como recibida por el mismo , según lo dispuesto en el apartado F ) del artículo 5 del Real Decreto – Ley de 21 de diciembre de 1. 925 . Dicho informe técnico se asume por la Comisión de Hacienda que dictamina en tales términos y se resuelve al respecto por la Comisión Permanente el acuerdo que se impugna en el recurso jurisdiccional que se analiza .


En el escrito de demanda el recurrente pretende una indemnización mucho mayor que la ofrecida por el Ayuntamiento , en base a los conceptos que se mencionan a continuación y computando los mismos hasta el último día del mes de marzo de 1. 928 que permaneció en el local : de una parte , el diez por ciento del alquiler correspondiente a los últimos diez años , es decir , desde el primero de abril de 1. 918 al primero de abril de 1. 928 , ascendiendo a 2. 160 pesetas . Además el cinco por ciento del alquiler satisfecho en los años precedentes al mencionado , o sea , desde el primero de enero de 1. 909 hasta el 31 de marzo de 1. 928 , que asciende a 810 pesetas . Por tanto , la indemnización asciende a 2. 970 pesetas según mantiene el recurrente con fundamento en la legislación vigente de saneamiento y mejora de las poblaciones – Ley de 18 de marzo de 1. 895 y su Reglamento de 15 de diciembre de de 1. 896 - . A la indicada cantidad habría que añadir lo previsto en el Real Decreto- Ley de 21 de diciembre de 1. 925 , regulador de los contratos de arriendo de fincas urbanas , en su artículo 5 , apartados F) y A) , si bien en este caso se compensaría la indemnización , por no haber exigido el Ayuntamiento , como propietario del inmueble , el precio del alquiler desde el mes de octubre de 1. 927 al mes de marzo de 1. 928 .


El Tribunal Provincial centra la cuestión litigiosa en este recurso en determinar si la indemnización pretendida por el actor es conforme a derecho .


Se manifiesta en el último Considerando de la sentencia lo siguiente respecto del régimen jurídico de aplicación al caso como aspecto esencial para su debida resolución : “ que de lo expuesto claramente se deduce , que de conformidad con lo prevenido en el artículo veinte de la Ley de dieciocho de marzo de 1. 895 , bajo el epígrafe “ Derechos de los Comerciantes e Industriales “ , al recurrente debe concedérsele la indemnización fijada en este precepto legal , consistente en un diez por ciento sobre los alquileres que hubiere pagado en los últimos diez años consecutivos que haya llevado en su establecimiento con exclusión de toda otra , ya que , por una parte , la mencionada disposición concede el abono de las indemnizaciones que en ella se fijan por grupos completos de diez años , y del expediente aparece , que Don Enrique Abad , no llega a veinte años los que en el mismo local estuvo establecido y , por otra parte , en virtud de lo anteriormente expuesto no es de aplicación el apartado A ) del artículo quinto del Real Decreto – Ley regulador de los arrendamientos de fincas urbanas .”

En todo caso , precisa el Tribunal que la expresada ley resulta de aplicación al caso en tanto no ha sido derogada por el Estatuto Municipal – artículos 180 y 181 - , computándose como fecha de aprobación de la modificación en cuestión la de la entrada en vigor de dicho Estatuto , es decir , el día 8 de marzo de 1. 924 a los expresados efectos .


Se resuelve estimar parcialmente el presente recurso , revocándose el acuerdo impugnado por el mismo y ordenándose al Ayuntamiento que abone al recurrente una indemnización consistente en el diez por ciento sobre los alquileres pagados en los últimos diez años consecutivos que hubiese llevado en su establecimiento , donde tuvo instalado un comercio de paquetería y mercería , debiendo del total de la referida indemnización deducir los seis meses de alquiler que sin satisfacerlos ocupó dicha finca urbana .


Por el Fiscal , manteniendo idénticos argumentos que lo ya resuelto por el Ayuntamiento de Alcoy , se interpone recurso de apelación contra la indicada sentencia ante el Tribunal Supremo , que dicta sentencia desestimatoria de dicho recurso , con fecha 4 de febrero de 1. 933 , en los términos que a continuación se exponen .


El Alto Tribunal en el segundo Considerando de su sentencia destaca los siguientes antecedentes : que el plano de ensanche de la Calle de Santo Tomás se aprobó por Real Decreto de 1. 878 , así como se modificó por acuerdo municipal de 18 de septiembre de 1. 912 , donde se resolvió ampliar el ancho viario a veinte metros al aprobar el proyecto del puente que había de unir la Calle de Santo Tomás con la tercera zona de ensanche de la ciudad , exponiéndose en  información pública tales proyectos por término de quince días y con intención de que posteriormente se elevasen a la aprobación definitiva del Ministerio correspondiente , extremo éste que no se llegó a verificar . En este sentido , se añade en el indicado Considerando de la precitada sentencia :“ Hay que considerar ese proyecto de modificación o variación como un nuevo proyecto , al efecto de computar el plazo de los diez años de establecimiento continuo del comercio en el edificio en que se trata hasta la aprobación definitiva por el Gobierno del proyecto modificado ; y como esta aprobación no consta en forma alguna que haya tenido lugar …y en abril de 1. 928 se desalojó , es visto que hasta estas fechas , desde 1. 909 , en que se instaló el comercio en los bajos de la casa de la Calle de Santo Tomás , habían trascurrido más de los diez años consecutivos que para tener derecho a ser indemnizado por la expropiación exige el número 4º , del artículo 4º , de la Ley de 18 de marzo de 1. 895 .”

Se desestima el recurso de apelación interpuesto confirmando el fallo de la sentencia del Tribunal de instancia , pero atendiendo a la fundamentación jurídica mencionada .

El tercer recurso que se conserva al respecto , se interpuso por la representación procesal del Ayuntamiento de Alcoy contra los acuerdos de su Comisión Permanente resueltos los días 7 y 14 de agosto de 1. 929 , por los que se declaró sobreseido el expediente relativo a la expropiación de la casa número siete de la Calle del Carmen , propiedad de José Tort Barceló , así como se inicia un nuevo expediente al efecto en el que se acepta como indemnización por expropiación de tal finca la cantidad ofrecida por dicho propietario y se resuelve la ocupación de la misma , previo pago de tal cantidad más los intereses de dos años al cuatro por ciento , ascendiendo a un total de 15. 944 , 40 pesetas , declarándose lesivas al interés general las identificadas resoluciones municipales por los acuerdos plenarios de 19 de agosto y 16 de noviembre de 1. 931 
 .


Se abstuvo de intervenir el Fiscal y compareció en el pleito como parte coadyuvante Francisco Moltó Pascual , en calidad de Alcalde que fue de la Ciudad y que intervino en la última parte del segundo expediente citado .

En el primer Resultando de la sentencia se indica que el referido expediente expropiatorio se inició en 1. 926 para llevar a cabo la apertura y ensanches de vías públicas , en concreto , con motivo de las obras de ensanche de la Calle de Santo Tomás , a la que , por cierto , ya hacía también referencia la anterior sentencia .


También se refleja que Tort  Barceló recibió el justiprecio indicado con fecha 30 de octubre de 1. 930 .


En el escrito de demanda la representación del Ayuntamiento de Alcoy alegaba como fundamento del recurso interpuesto que los acuerdos impugnados se resolvieron con absoluto abandono de los intereses generales del municipio , pretendiendo que se revocara el acuerdo indicado de 7 de agosto de 1. 929 ordenándose las devoluciones que procedan o , bien , se deje sin efecto el acuerdo de 14 de agosto de 1. 929 , por el que se accedió a la valoración propuesta por el propietario afectado y debiendo Tort Barceló reintegrar el resto de lo percibido con los intereses referidos , respecto de la valoración que propuso y que se estimó en su integridad por el Ayuntamiento citado .


El Tribunal Provincial al constatar que el escrito de interposición de este recurso se presentó ante el mismo con fecha 18 de noviembre de 1. 931 , pero que el escrito de demanda se cursó el 28 de enero de 1. 933 , entiende que procede analizar de oficio si concurre o no la excepción perentoria de prescripción de la acción , dada cuenta que la Administración que haya declarado lesivo al interés general una resolución o acuerdo dictado por la misma deberá interponer el correspondiente recurso jurisdiccional en el plazo máximo de tres meses , a contar del día siguiente en que se declaró la lesividad del mismo , conforme a lo dispuesto en el artículo 7 de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-administrativo .


Al respecto se manifiesta en el cuarto Considerando de la sentencia lo siguiente :


“ Que teniendo las Corporaciones Locales a su disposición el expediente administrativo en el que ha recaído la declaración de ser lesivo un acuerdo , es de aplicación también a ella el precepto del artículo 41 de la Ley de lo Contencioso y que por tanto han de presentar , desde luego , la demanda acompañando a ella , además de su copia , el expediente gubernativo en que hubiera recaído la resolución impugnada , siendo en su consecuencia , procedimiento erróneo , por no ser el legal , el de presentar tales Corporaciones escrito de interposición del recurso , que huelga en estos casos , en el que no ha de reclamarse el expediente para ponerlo de manifiesto al recurrente ; doctrina establecida por la Circular de la Fiscalía del Tribunal Supremo de 27 de enero de 1. 931 .”

Por tanto , el Tribunal que enjuicia el litigio entiende que en los recursos de lesividad , como en el caso de autos , no procedería formular el escrito de interposición del recurso y , sin embargo , resulta preceptivo presentar el escrito de demanda acompañado del expediente administrativo que obra en poder de la Administración recurrente , todo ello en el plazo de tres meses a contar del día siguiente en que se acordó la lesividad en vía administrativa del acuerdo o resolución en cuestión . En este sentido , se precisa en el sexto Considerando :


“ El Ayuntamiento de Alcoy al hacer la lesividad en 19 de agosto y 16 de noviembre de 1. 931 , debió haber presentado la demanda antes de que expirara el plazo de tres meses marcado por la ley , y no presentarla , como lo hizo , el 28 de enero de 1. 933 .”

Se estima la excepción perentoria de prescripción de la acción apreciada de oficio por el Tribunal que entiende de este pleito , desestimándose el presente recurso .


Se interpuso por la representación procesal del Ayuntamiento de Alcoy recurso de apelación ante el Tribunal Supremo contra la indicada sentencia , donde abundaba en los argumentos expuestos anteriormente , desistiendo del mismo con posterioridad .

c.2. Ayuntamiento de Algorfa 

Por Rafael de Rojas y Galiano , a la sazón Marqués de Algorfa , se interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Algorfa del día 15 de marzo de 1. 933 , por el que se acordó la incoación del expediente de expropiación forzosa , que se hallaba en suspenso , del terreno en que está edificada dicha población 
 . 

En los Resultandos de la minuta de la sentencia que se conserva se alude a que por acuerdo del Pleno del Ayuntamiento citado , en su sesión celebrada el día 18 de julio de 1. 932 , se resolvió practicar medición de la extensión que ocupaba el núcleo de población mencionado y sus ensanches , se nombró una comisión para acometer dicha tarea y se facultaba a la Alcaldía-Presidencia a que comunicara al recurrente tal acuerdo y se recabase su disponibilidad para iniciar expediente expropiatorio de dichos suelos , en tanto propietario de prácticamente la totalidad del término municipal .

Por la indicada Alcaldía mediante oficio , de fecha 11 de agosto de 1. 932 , se procedió en los términos expuestos y por el Marqués de Algorfa , con fecha 19 de agosto de 1. 932 , se manifestó la disponibilidad de llegar acuerdos al efecto . Posteriormente el hijo de tal Marqués requirió a la Alcaldía de Algorfa que se le comunicara a su padre el objeto y precio que se pretendía al respecto .


Todo ello se produce en el marco de la voluntad vecinal de poder transformar sus barracas donde residían en viviendas salubres y adecuadas , solicitando las correspondientes autorizaciones municipales , pero siempre que también pudieran disponer del suelo donde se pretende construir .


La Comisión municipal precitada informó que la extensión del terreno a expropiar serían unos 41. 200 metros cuadrados y su valor se cifra en diez céntimos por metro cuadrado .


El Médico Titular e Inspector Municipal de Sanidad del municipio informó a los efectos pertinentes de la necesidad inaplazable que se proceda a la construcción de nuevas viviendas , que cuenten con las adecuadas condiciones higiénico-sanitarias de que adolecían las barracas existentes que constituyen el actual domicilio de gran parte de la población .

Mediante el acuerdo plenario impugnado en este recurso jurisdiccional se resolvió incoar expediente expropiatorio al efecto , así como levantar la suspensión decretada de su tramitación dado el escrito que presentó de Rojas , el 19 de agosto de 1. 932 , ante la Alcaldía manifestando su inequívoca voluntad de llegar acuerdos con el Ayuntamiento sobre los terrenos en cuestión . Dicho acuerdo municipal se le comunicó al mismo , indicándole que el Ayuntamiento de Algorfa otorgaría permisos de construcción a los vecinos de la localidad siempre a resultas de lo que se resolviera en el expediente expropiatorio en trámite y que tendría a su disposición en la Alcaldía el importe correspondiente , tras la valoración de los terrenos , objeto de expropiación , según el criterio expresado de diez céntimos por metro cuadrado .


En el escrito de demanda el recurrente solicitaba la revocación del acuerdo plenario impugnado por el presente recurso , ya que lo que procedía era que el Ayuntamiento de la localidad procediera a invitar al actor para que señalase el precio de los terrenos de su propiedad que ahora le pretenden expropiar . Y , en el supuesto , que no se llegase a un acuerdo , se debería proceder conforme a lo dispuesto por la legislación de expropiación forzosa .


El Tribunal que enjuicia el caso centra el objeto de este pleito en determinar si se ha aplicado correctamente la legislación vigente sobre expropiación forzosa – Ley de 10 de enero de 1. 879 y su Reglamento de 13 de junio de dicho año - , así como si  concurren los requisitos exigibles para que intervenga la jurisdicción de lo contencioso-administrativo , en punto a verificar si se agotó la vía gubernativa y se acredita la lesión de un derecho administrativo preexistente del actor .


El primer Considerando resulta muy ilustrativo al respecto conteniendo el siguiente tenor literal :


“ Que en materia de expropiación forzosa por causa de utilidad pública sólo procede la vía contencioso-administrativa por vicio sustancial en la tramitación del expediente respectivo o por lesión en la apreciación del valor de la finca expropiada , siendo condición precisa para que aquella sea accesible que el justiprecio se haya establecido por resolución de la Administración Central , que apurando el período de apremio ultima la vía administrativa”. 

Se añade en el segundo Considerando :


“ Que el acuerdo recurrido … no pone término al período de justiprecio y , por tanto , no apura el expediente gubernativo , de ineludible sustanciación en la materia para resolver el desacuerdo entre la Administración y el propietario sobre el precio a indemnizar .”

Y como corolario a lo expuesto se añade en tercer Considerando : “ que en la presente litis no destaca la existencia de un derecho lesionado por resolución administrativa revisable ante este Tribunal .” 

Se desestima el presente recurso por concurrir la excepción de incompetencia de jurisdicción , toda vez que no se agotó la vía gubernativa procedente , ni se acredita en autos la efectiva lesión de un derecho administrativo preexistente del actor .
c.3. Ayuntamiento de Alicante 

En relación con dicha Corporación municipal se conservan dos recursos jurisdiccionales .


El primero de tales recursos se interpuso por la representación de la Congregación de los Hermanos Maristas contra la resolución del Gobernador Civil de la provincia , dictada en el expediente instado por el Ayuntamiento de Alicante , relativo a la expropiación del edificio sito en la Avenida Méndez Núñez , número veintitrés , con fachada a la Calle Bailén por la remodelación urbana proyectada en dicha zona , asignando precio al mismo y siendo propiedad de los Hermanos Maristas 
 .


En los distintos Resultandos de la minuta de la sentencia que se conserva queda reflejada la falta de acuerdo entre el Ayuntamiento de Alicante y la Congregación titular del inmueble en cuestión , que comparece en autos como parte coadyuvante , respecto de la fijación de su justiprecio en el seno del expediente expropiatorio instruido al efecto , que se inició por decreto de la Alcaldía de fecha 17 de febrero de 1. 933 , en el marco de la vigente legislación de expropiación forzosa – Ley de 10 de enero de 1. 879 y su Reglamento de 13 de junio del mismo año -.


Por el Arquitecto municipal , Miguel López González , se formula hoja de aprecio del inmueble cifrada en 82 . 276 , 60 pesetas .


El titular dominical de la finca se presenta hoja de valoración , elaborada por el Arquitecto Emilio Herrera Serra , que asciende a 170 . 304 pesetas .


Mediante acuerdo plenario de fecha 30 de junio de 1. 933 , se faculta a la Alcaldía-Presidencia a la ocupación del inmueble , a proceder a su derribo y a depositar el justiprecio fijado por los servicios técnicos municipales en la sucursal del Banco de España sito en la Ciudad de Alicante .

Se dicta decreto por la Alcaldía indicada , de fecha 22 de noviembre de 1. 933 , que remite el expediente precitado al Gobierno Civil para determinar su justiprecio definitivo .


La Comisión Gestora de la Diputación provincial cifra el precio de la expropiación en cuestión en 95. 000 pesetas , según la tasación llevada a cabo por el Arquitecto de dicha Corporación , Juan Vidal Ramos .


El Gobernador Civil mediante oficio , de fecha 22 de mayo de 1. 934 , comunica a la Alcaldía de Alicante que se procede a devolver el expediente municipal de referencia  y que la valoración del inmueble se cifra en 100 . 000 pesetas .


En el escrito de demanda la representación procesal de la Congregación religiosa recurrente solicita como justiprecio de su inmueble la cantidad de 170 . 304 pesetas , con deducción de 65. 000 pesetas que grava la hipoteca sobre dicha finca a favor del Banco Hipotecario de España y que debe hacerse efectiva a éste .


El Tribunal manifiesta su competencia para la determinación del justiprecio objeto de este pleito , dada la discrepancia existente entre las partes afectadas que constituye el exclusivo fin de esta “ litis “ , aduciendo la doctrina jurisprudencial emanada de la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 19 de enero de 1. 909 , como así lo expresa en el segundo Considerando de la sentencia . En este sentido , dicho órgano jurisdiccional mediante diligencia para mejor proveer solicitó la peritación del Arquitecto Julio Ruiz Olmos , que cifró la valoración del inmueble en 135 . 180 , 80 pesetas , justificando pormenorizadamente la misma atendiendo a sus valores real , en venta y de afección , teniendo en cuenta que la superficie a expropiar es de 518 , 70 metros cuadrados .

En el cuarto Considerando el Tribunal Provincial sostiene que dicha valoración resulta adecuada y correcta , así como plenamente justificada , “ atendiendo todos los elementos , factores y antecedentes que influyen en la determinación de su verdadero y justo precio “.

Se estima parcialmente el recurso interpuesto , revocándose la resolución que se impugna por el mismo y determinándose que el precio que ha de percibir el demandante por la expropiación de referencia es de 135 . 180 , 80 pesetas .
Al respecto , en el número 6.963 del diario alicantino “ El Luchador “ , del día 28 de julio de 1.933 ,  se indica como titular que una vez derribado dicho edificio “ seguirá ya sin interrupción la reforma de la avenida Méndez Núñez “ , calificándola de esencial mejora urbana para el ensanche de la ciudad y a tal efecto se informaba que ya se había adjudicado tal obra de derribo . 

El segundo recurso contencioso-administrativo que se alude se interpuso por César Porcel Pérez y diecinueve vecinos más de la Ciudad de Alicante contra el acuerdo de su Ayuntamiento Pleno del día 7 de julio de 1. 933 , por el que se adoptan diversas resoluciones relacionadas con las expropiaciones que se proyectan llevar a cabo en la Playa de San Juan , obras de urbanización de dicha playa y Cabo de las Huertas y la construcción de una Ciudad satélite en dichos terrenos que pretende ser denominada “ Ciudad Prieto “ 
 .


El referido recurso que motivó el expediente judicial de referencia , en el mismo sólo se conserva su escrito de interposición , el escrito de demanda , los escritos de contestación a la demanda formulados por el Ministerio Fiscal y la parte coadyuvante –  la representación procesal del Ayuntamiento de Alicante – y el recibimiento del pleito a prueba . 


En el escrito de interposición del recurso mencionado , se manifiesta que el acuerdo que se recurre se publicó en extracto en el Boletín Oficial de la Provincia de fecha 12 de julio de 1. 933 y mediante anuncios en la prensa local el día 15 de julio siguiente - diario “ El Luchador “ y “ Diario de Alicante “ - .

Con fecha 19 de agosto de 1. 933 se publica anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia respecto a los expedientes expropiatorios aludidos , que según manifiesta el actor es en ese momento cuando conocen los demandantes el aludido acuerdo plenario , por lo que interponen recurso de reposición contra el mismo el 30 de agosto de 1. 933 , que se desestimó en idéntica fecha por el Ayuntamiento de Alicante al considerar que se interpuso extemporáneamente .


El escrito de interposición de este recurso se presenta ante el Tribunal Provincial con fecha 28 de septiembre de 1. 933 .


El escrito de demanda se cursó el 30 de diciembre de 1. 933 , donde se destaca el ámbito territorial de la actuación urbanística prevista , especificándose la existencia de tres zonas perfectamente definidas , a saber :


La primera zona , desde el Matadero municipal hasta el final de la Sierra de San Julián , en el empalme de la carretera de Vista Hermosa de la Cruz .


La segunda zona , desde dicha ubicación hasta el vértice o ángulo que forma la nueva carretera al llegar a la Playa de San Juan .


Y la tercera zona , desde donde concluye la anterior referencia hasta el Barranco del Río Seco , afectando también a los términos municipales de San Juan de Alicante y Campello . Totaliza la superficie de las tres zonas veintiún millones de metros cuadrados .


Los demandantes , en su calidad de vecinos y agricultores , consideran que están en franca indefensión jurídica dado lo acordado por el Ayuntamiento Pleno el 7 de julio de 1. 933 , ya que no se les notificó este personalmente y el recurso de reposición contra el mismo se interpuso cuando tuvieron conocimiento del acuerdo citado , por lo que solicitaron su revocación íntegra al considerarlo lesivo a sus legítimos derechos patrimoniales , así como el mismo también afecta a la riqueza arqueológica de la Ciudad de Alicante , en concreto , a las excavaciones de la ciudad de Lucentum .

El Fiscal en el escrito de contestación a la demanda , de fecha 27 de enero de 1. 934 , se opone a la misma y solicita su desestimación , con fundamento en que el recurrido acuerdo plenario reproduce otros anteriores que tienen la condición de firmes por no recurridos y que dicho acuerdo municipal se elevó a rango de ley por la entrada en vigor de la Ley de 25 de agosto de 1. 934 .


También la aludida parte coadyuvante se opuso a la demanda y solicitó la confirmación del acuerdo impugnado en este recurso , con fundamento en que el mismo reproduce otros anteriores , en concreto , los adoptados con fecha 19 de agosto de 1. 932 , que gozan de la condición jurídica de firmes y que el recurso de reposición que se interpuso es absolutamente improcedente ya que también se dirige , por ende , contra la Ley de 25 de agosto de 1. 933 , por lo que en ningún caso puede ser admitido a trámite . Asimismo se refieren otros fundamentos para que se inadmita la demanda , cuales son , el carácter netamente discrecional del acuerdo impugnado y que no se acredita en autos la lesión de ningún derecho administrativo preexistente de los demandantes .

También resulta necesario mencionar que en el punto séptimo , del apartado de los hechos , de dicho escrito de contestación a la demanda destacan los extremos siguientes :


De una parte , que “ El Estado , en efecto , ha gastado millón y medio de pesetas construyendo allí una carretera . El Ayuntamiento tiene aprobado un proyecto de urbanización y de saneamiento que ha de someter a la aprobación superior , en cumplimiento de la ley promulgada ; proyecto que alcanza la cifra de setenta millones de pesetas y que ha sido concursado entre arquitectos españoles , con premio de veinticinco millones de pesetas , que ha obtenido don Pedro Muguruza , de Madrid , y que está siguiendo en la actualidad los preceptivos trámites reglamentarios .” 

Y , de otra parte , el proyecto urbanístico en cuestión tiene como finalidad “ la creación de una ciudad-satélite capaz de albergar a catorce mil habitantes , con tres hoteles , un balneario , bosques , parques , estadium , museos , escuelas , aeropuerto , mercados , colonias escolares , sanatorios  ; con servicios de agua potable , luz eléctrica , teléfonos , telégrafos ,  tranvías , saneamiento ; con calles y avenidas de cuarenta metros de anchura , con todo lo que requiera una población moderna y de atracción turística . El máximo posible de elementos para una ciudad de completo reposo, en la que se prescinde de toda industria y toda especulación .” 

El expediente judicial que se conserva acaba con un dictamen del Archivero – Bibliotecario de la Diputación Provincial , facultado para el cargo de Arqueólogo , de cuya firma se deduce que se trata de Gonzalo Vidal , de fecha 13 de julio de 1. 934 , donde se acredita la existencia de los restos arqueológicos de la ciudad de Lucentum en el ámbito territorial del aludido proyecto urbanístico .

Dicho proyecto tuvo un importante eco en la prensa local de la época , destacando el seguimiento que del mismo realizó el diario “ El Luchador “ , así en su número 6.948 del 8 de julio de 1.933 , página 1 , constaba como uno de sus titulares “ EL PORVENIR DE ALICANTE “ , dándose cuenta de la moción de la Alcaldía de la Ciudad que se aprobó por el Ayuntamiento Pleno de Alicante el indicado 7 de julio , “ conforme con la imperiosa necesidad que Alicante tiene de orientar y encauzar el turismo , dándole medios de que pueda situarse permanentemente durante el invierno en lugar tan apacible , tan bello , tan acogedor y tan magnífico como la playa de de San Juan … construyendo allí una ciudad-satélite , según la sugerencia del Ministro de Obras Públicas , que se llamará “ Ciudad-Prieto” . Por su parte , en el “ Diario de Alicante” , del día 8 de julio de 1.933 – página 1- , tan sólo se mencionaba el referido acuerdo plenario adoptado y en el del día 30 de septiembre de 1.933  , se aludía a la interposición del recurso ya analizado – página 2 -  . 
También en el número 7.960 del 1 de octubre de 1.934 del diario “ El Luchador “ , página 1 , se daba cuenta que por el Ministerio de Obras Públicas se aprobó definitivamente el proyecto de urbanización de la Playa de San Juan , añadiéndose que en  “ virtud de esta aprobación , el Ayuntamiento alicantino queda en libertad para comenzar inmediatamente a poner en práctica la Ley de Prieto … para la construcción de la Ciudad-Jardín Prieto , en la playa de San Juan y Cabo de las Huertas .” 
3. DISCIPLINA URBANISTICA 
a) Introducción 

Se conservan un total de ocho recursos jurisdiccionales que versan sobre la expresada temática , que comprende la problemática relativa a las licencias municipales de obras , sus expedientes sancionadores y de restauración de la legalidad urbanística conculcada , así como las órdenes de ejecución para preservar debidamente la seguridad , la salubridad y el ornato público .


De tales recursos siete dieron lugar a sentencias o a sus minutas y uno originó un auto que por su importancia se menciona .


De la totalidad de resoluciones jurisdiccionales aludidas sólo en un caso se estimó el recurso interpuesto como a continuación se expone .

b) Panorama legislativo aplicable 

Sobre la indicada materia resultaría de aplicación lo dispuesto en el Real Decreto de fecha 14 de julio de 1. 924 , por el que se aprueba el Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales , en concreto , en sus artículos 57 y siguientes .


Dispone dicho artículo 57 lo siguiente :


“ No podrán efectuarse por particulares o Empresas , sin previa licencia del Ayuntamiento , ninguna obra de nueva planta , reparación o reforma en el suelo o subsuelo del casco del término municipal respectivo .”

Prescribe el artículo 58 del indicado Reglamento :


“ Corresponde a los Ayuntamientos señalar las alineaciones y rasantes a que debe sujetarse toda construcción que se levante en el término municipal respectivo .”

Asimismo establece el artículo 59 de la referida norma reglamentaria :


“ Las Ordenanzas municipales contendrán disposiciones referentes a la manera de solicitar las licencias para la ejecución de obras y señalamiento de las alineaciones y rasantes , indicando los documentos y planos que sea obligatorio presentar . También contendrán preceptos fijando los plazos dentro de los que indispensablemente deberá otorgarse o negarse la licencia para la ejecución de obras y fijarse la alineación y rasante que en cada caso corresponda , haciendo aplicación , dentro de dichos plazos , de la doctrina del silencio administrativo que establece el Estatuto .”

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Pinoso 

Perfecto Verdú Gonzálbez interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Pinoso del día 21 de mayo de 1. 928 , por el que se le ordenaba a dicho vecino que procediera a ajustar las obras que realizaba en la Calle Bailén a las condiciones estipuladas en el acuerdo de concesión de licencia para vallado de parcela de fecha 5 de marzo de 1. 928 
.


En los Resultandos de la minuta de la sentencia existente se refleja que el actor solicitó mediante escrito de fecha 22 de febrero de 1. 928 licencia municipal para vallar un solar , con unas dimensiones de veinticinco metros de fondo y siete metros de frontera , sito a espaldas de una casa de su propiedad en la Calle Bailén de la indicada localidad y haciendo constar en tal solicitud que parte de dicho solar pertenecía al ensanche del municipio .


Mediante acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento indicado de fecha 5 de marzo de 1. 928 , se le concedió al actor la licencia solicitada , con la condición inexcusable que el vallado que se realizara se atuviera por ambos lados a la línea de lo edificado y que formara en la esquina correspondiente el chaflán de un metro con cincuenta centímetros por cada lado del ángulo .


A propuesta de la Alcaldía de Pinoso se acuerda por la Comisión Permanente del Ayuntamiento de la localidad en su sesión celebrada con fecha 21 de mayo de 1. 928 , requerir al actor para que en un plazo de diez días se ajustase el vallado en ejecución a las condiciones exigidas en la concesión de la indicada licencia , constando que el expresado acuerdo se le notificó al obligado el mismo día que se resolvió .

Verdú Gonzálvez interpuso en relación con tal acuerdo un interdicto de retener la posesión , que se desestimó en fase de recurso mediante la Sentencia de la Audiencia Territorial de Valencia de fecha 21 de enero de 1. 929 .


La Comisión Permanente del precitado Ayuntamiento en su sesión celebrada el 29 de julio de 1 . 929 resuelve de nuevo reiterar el requerimiento citado al actor , en el sentido ya expresado que en el plazo de diez días proceda a cumplir en sus términos el acuerdo municipal de fecha 21 de mayo de 1. 928 y proceda a desmantelar la instalación del vallado ejecutado sin observar las condiciones impuestas al efecto . Contra tal resolución municipal interpuso el demandante recurso de reposición , que se desestimó por la referida Comisión Permanente municipal .


Por el Fiscal se alega la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción , con fundamento en considerar el carácter y condición de firme de que se inviste el acuerdo municipal de fecha 21 de mayo de 1. 928 , ya que contra el mismo no se interpuso recurso de reposición y el recurso en vía gubernativa que interpuso el actor se dirigió contra un acto estrictamente confirmatorio del referido acuerdo .


El Tribunal que enjuicia el presente caso en los dos primeros Considerandos de la minuta de la sentencia que se conserva asume la argumentación jurídica del Ministerio Fiscal , manteniendo el carácter de acuerdo ya consentido y firme respecto del adoptado con fecha 21 de mayo de 1. 928 .


Se ha estimado la procedencia de la excepción perentoria alegada por el Ministerio Fiscal de incompetencia de jurisdicción , ya que conforme a lo dispuesto en el artículo 4 , párrafo 3º , de la Ley de 22 de junio de 1. 894 , se recurre un acuerdo confirmatorio de otro ya consentido de fecha 21 de mayo de 1. 928 ,  por no haberse recurrido en tiempo y forma , por tanto , este acuerdo quedó firme en la vía gubernativa .

c.2. Ayuntamiento de Novelda 

Juan Martínez Navarro interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Novelda del día 10 de agosto de 1. 931 , en el que se resuelve que se proceda por el mismo al derribo de la valla construida en un solar de su propiedad , sito en la Calle Castelar esquina a la Calle Maldonado , ya que no se ajusta a la línea que se establece en el plano de alineaciones de la población , pero sí a la que fijó el personal municipal , así como ordenándole la devolución de la cantidad que ingresó de 368 pesetas para adquirir una parcela sobrante en la vía pública , dada la concurrencia de dicho error , en las arcas municipales 
 .

En los Resultandos de la sentencia que se conserva se alude a que por acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Novelda , de fecha 6 de agosto de 1. 929 , se concedió autorización a Rafael Navarro Mira – padre político al parecer del actor – para ejecutar obras consistentes en edificación de nueva planta en un solar de su propiedad sito en la Calle Castelar , de conformidad con la solicitud cursada por el mismo .


Asimismo en cumplimiento del acuerdo del Ayuntamiento Pleno de fecha 1 de julio de 1. 929 , se dispone ceder gratuitamente a Navarro Mira el cincuenta por ciento de los metros de terreno para que la edificación en cuestión se ubique saliéndose a la línea del plano de alineaciones del municipio y debiendo abonar el restante cincuenta por ciento dicho vecino a razón de cuarenta pesetas por metro cuadrado del suelo en cuestión , todo ello con objeto con objeto de adquirir una parcela sobrante de vía pública .


Por Martínez Navarro , con fecha 13 de noviembre de 1. 930 , se solicitó el reajuste de la alineación ya fijada para construir la edificación mencionada ajustándose a la línea existente de las casas colindantes a su solar , sito en la Calle Castelar esquina a la Calle Maldonado , ya que se habían fijado otras alineaciones en edificios ubicados junto a su solar . 

Mediante acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Novelda en su sesión celebrada con fecha 2 de enero de 1. 931 , con la ausencia del edil y Teniente de Alcalde Rafael Navarro Mira a la sazón padre político del recurrente , se autorizó la mencionada solicitud siempre que la vivienda proyectada tenga tres alturas , con una altura máxima de once metros , contados desde el centro de la acera y encima de ella , así como por el maestro de obras municipal se procederá a señalar la línea y rasante de conformidad con el plano de alineaciones vigente .


Asimismo , por acuerdo del Ayuntamiento Pleno , de fecha 30 de mayo de 1. 931 , se aprueba el dictamen de la Comisión de Ornato en el que se disponen los siguientes extremos : que la alineación de la edificación pretendida debe ajustarse a la prevista en el plano de alineaciones de la población , dado que al parecer la alineación fijada por el personal del Ayuntamiento no se ajustaba a dicho instrumento de planeamiento ; que debe procederse por el recurrente a derribar la valla actualmente existente en su solar dadas las expuestas circunstancias y que también , resulta procedente por indebida , la devolución al mismo de la cantidad que ingresó en las arcas municipales de 368 pesetas , en concepto de adquirir una parcela sobrante en la vía pública y que según la alineación errónea fijada por el Ayuntamiento tal porción de terreno resultaba imprescindible para la alineación exigible debiendo personarse el interesado por el Ayuntamiento a tal fin .


Por decreto de la Alcaldía de fecha 28 de julio de 1. 931 , se le concedió al actor un término máximo de tres días para proceder al derribo del vallado citado que está fuera de ordenación , interponiendo el mismo recurso de reposición que fue desestimado . 


Y por decreto de la expresada Autoridad municipal , de fecha 8 de febrero de 1. 932 , se obliga al demandante a que en el plazo de quince días proceda a cercar la pared del solar indicado de su propiedad conforme al plano vigente de alineaciones .


En el acta de la sesión plenaria de fecha 25 de febrero de 1. 932 se refleja la petición del actor relativa a que por el maestro de obras municipal se señale la línea y rasante para construir el vallado de referencia , todo ello sin perjuicio de lo que señale el Tribunal a efectos de los daños y perjuicios que le han sido causados dados los hechos expuestos .


Martínez Navarro en su escrito de demanda solicitaba al Tribunal Provincial que declarase la nulidad de los acuerdos municipales de fecha 30 de mayo y 10 de agosto de 1. 931 , por los que se le ordenó el derribo de una cerca por él construida – siguiendo instrucciones del personal municipal - en un solar de su propiedad en la ubicación ya mencionada , así como la devolución del precio pagado por la adquisición indebida de una parcela sobrante en la vía pública y que por parte del Ayuntamiento de Novelda se repongan a su costa las cosas al ser y estado que tenían en el momento del acuerdo .


Por el Fiscal se alega como excepción perentoria procedente la de incompetencia de jurisdicción dada la naturaleza estrictamente civil de las cuestiones que se enjuician en este pleito .


En este sentido , el Tribunal entiende que procede analizar como cuestión previa la naturaleza jurídica de las cuestiones contenidas en las resoluciones municipales que se impugnan en este recurso . Al respecto se mantiene lo siguiente en el segundo Considerando : “ el citado Ayuntamiento obró como persona jurídica celebrando con el hoy recurrente un contrato de cesión y venta de parcelas de vía pública que es de naturaleza eminentemente civil , puesto que en nada afecta a obras o servicios municipales , materia propia de los contratos administrativos que son los que su conocimiento incumbe a esta jurisdicción .” Añadiéndose para finalizar el referido Considerando : “ las únicas acciones que al hoy recurrente le corresponden en defensa de sus derechos patrimoniales son las reguladas en el Código Civil y a los que concretamente se refiere el artículo 257 del Estatuto Municipal .”

Se estima la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción alegada por el Fiscal ante el Tribunal .


Por Martínez Navarro se interpuso recurso de apelación ante el fallo de la referida sentencia , que se inadmitió dicho recurso mediante Providencia del Tribunal Provincial de fecha 3 de enero de 1. 934 , con fundamento en que la cuantía de la demanda no excedía de 20 . 000 pesetas , conforme a lo dispuesto en el Decreto – Ley de 8 de mayo de 1. 931 .

c.3. Ayuntamiento de Alcoy 

Sobre la descrita temática se conservan tres recursos contencioso-administrativos referidos al Ayuntamiento de Alcoy .


El primer recurso que se conserva se interpuso por Joaquín Petit Aura contra la resolución de la Alcaldía de Alcoy del día 22 de julio de 1. 932 , por la que se ordenó al mismo la construcción de una acera en el frente de la fábrica de su propiedad sita en la Partida de Tintes de dicha ciudad , ratificándose el decreto de la Alcaldía de 24 de junio de 1. 932 
 .


En el sexto Resultando se refleja que junto con la contestación de la demanda realizada por el Fiscal se acompaña certificación municipal , donde se trascribe el informe del Arquitecto municipal , Vicente Pascual , de fecha 19 de junio de 1. 933 y un plano de la población ilustrativo de dicho informe técnico .


En el primer Considerando precisa el Tribunal sobre la ubicación de la fábrica indicada lo siguiente : “ … resulta perfectamente delimitada la situación de la fábrica perteneciente a Don Joaquín Petit Aura , en la Partida Tintes , de dicha ciudad , la que aparece está emplazada a continuación de la última casa de la calle de San Roque , sin solución de continuidad , ni vialidad , constituyendo como una prolongación de la mencionada calle , con servicios de alumbrado , agua , alcantarillado , etc . ; siendo la vía de que se trata , la que establece el enlace , entre el casco antiguo de la población y la Segunda Zona de Ensanche , y al propio tiempo , paso obligado para los lavaderos públicos que radican en la Partida de Tintes .”

El órgano jurisdiccional que enjuicia este litigio entiende como legislación aplicable al mismo la que a continuación se cita : la Ley Municipal de fecha 2 de octubre de 1. 877 , en su artículo 72 , apartado 1º , número 2º . Citándose en el segundo Considerando de la minuta que se conserva lo que prescribe dicho precepto , que constituye competencia municipal exclusiva el establecimiento del “ empedrado “ de la vía pública . Asimismo también resulta de esencial aplicación al caso lo prescrito en el artículo 301 de las Ordenanzas Municipales , que según reza en el tercer Considerando de la indicada minuta prescribe : “ que los propietarios de edificios o terrenos colindantes de las vías públicas , de la población , han de costear las aceras en todo el frente de su propiedad .”

Se ha desestimado el presente recurso confirmando en sus términos la resolución que se recurre .

El segundo recurso mencionado se interpuso por José Sempere Cambra contra la resolución de la Alcaldía citada del día 5 de abril de 1. 934 , por la que se ordena que se proceda por el mismo a la demolición de las obras realizadas en la edificación sita en la Calle del Maestro Ribera Montes , número siete , que se encuentra en ruina incipiente , así como requerir al recurrente como propietario para que el plazo de un mes practique en su línea de la fachada las obras procedentes , llevando implícita la obligación de colocar la fachada a la línea oficial en vigor . Y todo ello , sin perjuicio del derecho que asiste al propietario a solicitar que le sea abonado el valor debidamente tasado de su propiedad que se destine a vía pública por la variación de la línea existente a la oficial 
 .

En el primer Resultando de la minuta de sentencia que se conserva se recoge que con fecha 21 de febrero de 1. 934 el Inspector municipal de Obras denuncia ante la Alcaldía la ejecución de las siguientes obras en la ubicación de referencia : “ … se ha recalzado la fachada , que se halla sujeta a nueva alineación , obras que se han llevado a efecto a puertas cerradas .”

La Alcaldía mediante providencia de fecha 22 de febrero de 1. 934 impuso al actor una multa de veinticinco pesetas y ordena que el Arquitecto municipal emita informe al respecto . El informe técnico emitido por el Arquitecto municipal describe la ejecución de las obras en cuestión que coinciden esencialmente con las relacionadas por el referido inspector municipal , concluyendo que el edificio se encuentra en una situación de ruina incipiente , dado su estado y toda vez que su fachada está sujeta a nueva alineación conforme al plano de alineaciones en vigor , por lo que se proscriben las siguientes obras : “ no se pueden realizar en la fachada obras que si bien mejorarían su aspecto exterior , tenderían a darle más duración y ello se opone frontalmente a los artículos 238 y 239 de las Ordenanzas Municipales , es por lo que a juicio del perito , procede el derribo de la fachada que se trata .” 

Con fecha 5 de abril de 1. 934 se dicta el decreto de la Alcaldía que se ha citado y que constituye el objeto de este recurso jurisdiccional .


Por el actor se interpuso recurso de reposición contra el mismo en base a las siguientes consideraciones , a saber : que obtuvo licencia municipal para reparar el enlucido en el interior del local con fecha 7 de febrero de 1. 934 , sin que tal acto limitara los materiales a emplear ; que no se le han concedido las garantías legalmente procedentes en el expediente sancionador en cuestión y que el recurrente no es el único propietario del precitado inmueble .

La Alcaldía de Alcoy mediante decreto de 3 de mayo de 1. 934 confirma en su integridad el decreto recurrido .


El Tribunal procede al análisis de las diversas cuestiones que se sustancian en el litigio :

En primer lugar , si como ha alegado el actor existen más propietarios del inmueble resultaría preceptivo entenderse con la totalidad de los mismo precisa el Tribunal , pero en el segundo Considerando de la minuta que se conserva se mantiene por el mismo que el condominio alegado no se entiende probado y , en todo caso , el recurrente “ debe tenerse como propietario o al menos , como representante de la propiedad del inmueble .”

De otra parte , habría que analizar si las obras ejecutadas se amparan o no en la licencia municipal concedida al actor . Se indica en el tercer Considerando al respecto : “ sólo puede inferirse que el enlucido se hizo con materiales hidráulicos y ello por licencia de 7 de febrero de 1. 934 para reparar enlucidos , sin que en la misma constara prohibición de tales materiales .”

Y , por último , se plantea como cuestión principal de este pleito , si la ruina incipiente acreditada en el dictamen del perito municipal respecto del inmueble referido , debe legalmente motivar de inmediato la demolición de su fachada y sujetar su construcción a la nueva alineación de aplicación . Al respecto , en el cuarto y quinto Considerando se indica que para que la respuesta a la expresada cuestión sea positiva resulta inexcusable que la ruina acreditada y declarada sea de carácter “ inminente “ , siguiéndose el cauce procedimental oportuno para tal declaración administrativa , de conformidad a lo dispuesto en el artículo 266 de las Ordenanzas Municipales . 


Se falla estimar el presente recurso jurisdiccional , declarándose nulo y sin efecto jurídico alguno el decreto de la Alcaldía recurrido .


Y el tercer recurso contencioso-administrativo se interpuso por Claudio Andrés Gisbert contra el decreto de la Alcaldía de Alcoy de 18 de mayo de 1. 936 , por el que se ordenaba al recurrente la presentación en el plazo de un mes de la memoria y planos descriptivos de las obras de reparación precisadas por el edificio denominado “ Posada de la Viuda “ 
 .


En el primer Resultando se relatan los antecedentes del pleito que se glosa destacando los extremos que a continuación se mencionan .


Mediante decreto de la Alcaldía de fecha 9 de abril de 1. 936 , con fundamento en una denuncia vecinal , se requirió del Arquitecto Municipal que evacuara informe pormenorizado sobre el estado del edificio denominado “ Posada de la Viuda “ , sito en la calle Gonzalo Barrachina de la ciudad . Dicho informe municipal se emite concluyéndose por el facultativo que lo suscribe que el referido edificio se halla urgentemente necesitado de obras de consolidación y reparación , así como se propone requerir al propietario y al arrendatario del inmueble para que procediesen a su desalojo en un plazo máximo de cinco días dadas las circunstancias concurrentes .


Vicente Reig Camallonga , en calidad de arrendatario del inmueble en cuestión , presentó escrito acompañado de dictamen elaborado por técnico competente , donde solicitaba la apertura formal de expediente municipal para determinar la necesidad de realizar o no las obras en cuestión y , en todo caso , manifestaba que la obligación de realizar las mismas recae en el propietario de la edificación de conformidad con lo dispuesto en las Ordenanzas municipales de aplicación .


De nuevo se emite informe por el Arquitecto municipal , donde se ratifica en lo ya manifestado en el anterior informe sobre el estado del edificio en cuestión y se precisa que amenazando ruina inminente los elementos arquitectónicos que se especifican , se emite propuesta en el sentido que procede desalojar dicho edificio , se deben adoptar determinadas medidas cautelares de carácter técnico en el plazo máximo de cinco días y se requiera al propietario del inmueble para que en el plazo de un mes presente proyecto técnico descriptivo de las obras necesarias para su conservación y consolidación .

Por el propietario del indicado inmueble se interpuso el recurso jurisdiccional que se analiza , compareciendo como parte coadyuvante los arrendatarios del mismo , es decir , el matrimonio formado por Vicente Reig Camallonga y Matilde Alós García . 

Por el Tribunal Provincial se acuerda como diligencia para mejor proveer el reconocimiento judicial de la finca en litigio para determinar los extremos que a continuación se exponen :de una parte , si se han ejecutado obras de construcción en el edificio precitado . Y por otra parte , determinar el estado actual del inmueble en orden a sus condiciones de seguridad y salubridad .

Sobre tales extremos se indica en el séptimo Considerando de la sentencia lo que sigue : “ delegando su práctica en el Juzgado de 1ª Instancia de Alcoy y apareciendo la diligencia que en dicho edificio se han realizado obras de construcción de un hotel y café sobre la mayor parte del solar que constituía la antigua finca , quedando en la actualidad junto a esta parte nueva el resto del antiguo edificio , actualmente destinado también a posada , y cuyo estado es muy deficiente .”

El Tribunal a la vista de la diligencia practicada y habiendo procedido al análisis de las Ordenanzas municipales de aplicación sostiene en el segundo Considerando :


“ Que el acuerdo municipal de 18 de mayo de 1. 936 … se ajusta a lo previsto en las Ordenanzas Municipales , según las cuales ( Artículo 268 ) viene obligado el dueño de una finca a ejecutar las obras de reparación necesarias dentro de los plazos que al efecto se le hubieren señalado , a solicitar previamente licencia para la ejecución de estas obras ( Artículo 229 ) y a acompañar a la instancia en que tal licencia se solicite la memoria y los planos donde consten minuciosamente las obras que deben realizarse ( Artículo 175 en relación con el 229 ). “

Se ha desestimado el presente recurso jurisdiccional declarándose la plena validez y eficacia de la resolución municipal impugnada .

c.4. Ayuntamiento de Torremanzanas 

Romualdo Verdú Serra interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Torremanzanas del día 27 de febrero de 1. 932 , por el que se obligaba al mismo a construir la acera fronteriza a su casa , sita en la calle del 14 de abril , en un plazo que no debía ser posterior al 31 de marzo siguiente y , en su defecto , se ejecutaría por el Ayuntamiento a su costa 
 . 

En el segundo Resultando se indica que el actor dio cumplimiento al citado acuerdo y que con fecha 5 de abril de 1. 932 dirigió escrito a la Alcaldía de la indicada localidad , solicitando que se dejara sin efecto la orden que se le dio de demolición de la acera en cuestión y requiriendo la visita “ in situ “ de persona perita en la materia para que dictamine al respecto . Por el Ayuntamiento de designó como perito al albañil del municipio , José Espí Orts , para realizar la expresada pericia .


Según lo obrante en el tercer Resultando de la sentencia el referido perito albañil mediante comparecencia celebrada en la Casa Consistorial , con fecha 7 de junio de 1. 932 , manifestó lo siguiente : “ no podía modificarse el bordillo construido para sostén , plano y alineación de las repetidas aceras , porque cualquier operación que se proyectara , rebajando o levantando el nivel fijado , se derivarían mayores perjuicios para los propietarios de las casas , y consideraba que como se hallaba , eran como menos perjuicios se podrían causar a los mencionados propietarios .”

Por acuerdo plenario , de fecha 18 de junio de 1. 932 , se resolvió desestimar la reclamación presentada por el recurrente , dejando subsistente el acuerdo de colocar las aceras con sujeción al plan del bordillo que ya tenían .


Se persona en autos como parte coadyuvante la representación procesal del Ayuntamiento de Torremanzanas , que alega la procedencia de la excepción perentoria la incompetencia del Tribunal para entrar en el fondo del asunto , ya que el actor no interpuso contra el acuerdo impugnado el preceptivo recurso de reposición que agote la vía gubernativa . 

Al respecto mantiene el Tribunal lo siguiente en el primer Considerando : “ contra tal acuerdo , no ha utilizado el recurrente el trámite de reposición ante el mismo Ayuntamiento , que de modo inequívoco y terminante exige el artículo 255 del Estatuto Municipal ; por cuanto , la reclamación por el mismo formulada en 5 de abril de igual año , no puede considerarse como dicho recurso de reposición , conforme se desprende de su simple lectura , así como también , por estar hecha fuera del plazo de ocho días , que para promover la reposición , establece el predicho artículo del citado cuerpo legal .”

Y se concluye en el segundo Considerando :


“ Por lo expuesto , el acuerdo impugnado del Ayuntamiento de Torremanzanas , no causó estado , ya que no se utilizó el recurso de reposición y , por ello , falta el requisito expresado en el número primero del artículo primero de la Ley orgánica de esta jurisdicción , en relación con el párrafo primero del artículo segundo de la mencionada ley , para poder interponer el recurso contencioso-administrativo .”

Se estima la procedencia de la excepción perentoria alegada por la parte coadyuvante , declarándose la incompetencia de esta jurisdicción para conocer del presente recurso .

c.5 Ayuntamiento de Alicante 

Al respecto se conservan dos recursos contencioso-administrativos .


El primer recurso se interpuso por Manuel Martínez Berenguer contra la resolución de la Alcaldía de Alicante del día 13 de diciembre de 1. 933 , por la que se declara en ruina la edificación sita en la Calle Zaragoza , número nueve , esquina a la Calle Primero de Mayo de la Ciudad de Alicante 
 .

En los Resultandos de la minuta de la sentencia que se conserva consta que por Julio España Ghiglione , en calidad de propietario de la edificación mencionada , presentó escrito ante la indicada Alcaldía de fecha 22 de noviembre de 1. 933 , donde hacía constar que tal inmueble se hallaba en estado ruinoso y acompañaba certificación acreditativa de tal extremo del Arquitecto Juan Vidal Ramos . También manifestaba en tal instancia que había advertido a los inquilinos de dicha finca urbana que procedieran a su desalojo , en evitación de posibles accidentes e incidencias dado el estado del inmueble .


Por la Alcaldía de Alicante se instruye el correspondiente expediente municipal y mediante providencia de fecha 28 de noviembre de 1. 933 ordenó al Arquitecto Municipal , Francisco Fajardo Guardiola , que evacuase pormenorizado informe sobre el estado de la edificación indicada, así como se citaron a los inquilinos que habitaban el inmueble concediéndoles trámite de audiencia al efecto .


Por el identificado técnico municipal se emite informe detallando pormenorizadamente el estado de ruina en que se encuentra el edificio y propone el desalojo de los inquilinos que lo habitan como medida cautelar procedente e inmediata .


Mediante comparecencia ante la Alcaldía-Presidencia , de fecha 30 de noviembre de 1. 933 , se persona el inquilino Manuel Martínez Berenguer manifestando que está dispuesto a soportar las molestias que le pudieran ocasionar las obras que se ejecuten en el edificio , siempre que se evite el desalojo del local donde tiene establecida su industria de hojalatería .


Se dicta decreto por la Alcaldía precitada , de fecha 13 de diciembre de 1. 933 , por el que se resuelve declarar en ruina dicho inmueble .


Martínez Berenguer interpuso contra la identificada resolución edilicia recurso de reposición , que al ser desestimado interpuso el presente recurso jurisdiccional , en el que compareció como parte coadyuvante el propietario del inmueble , España Ghiglione .


El Fiscal en el plazo para la contestación de la demanda alega la procedencia de la excepción perentoria de defecto legal en el modo de proponer la demanda , en base a que el demandante no consignó en su escrito las alegaciones pertinentes respecto a  la competencia del Tribunal y en punto a las condiciones de la resolución reclamada .


El Tribunal Provincial sostiene al respecto lo siguiente en el primer Considerando de la sentencia :


“ Que la omisión en la demanda de alguna de las alegaciones relativas a la competencia del Tribunal y condiciones de la resolución reclamada , no pueden ser circunstancias que impidan el curso del pleito , toda vez que la mayor o menor claridad con que la pretensión resulte formulada ha de apreciarse exclusivamente por la Sala , y más si se tiene en cuenta en el caso que se trata , que la demanda no lleva firma de Letrado .”

Sobre el fondo del asunto litigioso , el referido órgano jurisdiccional , en el segundo y tercer Considerando , mantiene que los trámites procedimentales sustanciados en el expediente municipal que se enjuicia se ajustan a la legislación de aplicación .


Y en el cuarto Considerando se concluye respecto de la intervención del demandante en este pleito lo que sigue :


“ Que Don Manuel Martínez Berenguer al declarar en el expediente hizo manifestaciones gratuitas respecto que la casa en cuestión no estaba ruinosa , pero sin aportar prueba alguna de carácter técnico que desvirtuase las certificaciones de los Arquitectos de que la aludida casa estaba ruinosa y en tales condiciones dictó la Alcaldía su resolución cuya revocación se pide en la demanda .”

Se ha desestimado el presente recurso jurisdiccional , confirmándose en sus términos el decreto de la Alcaldía que se impugna .


También se conserva el recurso jurisdiccional que interpuso José Poveda Vilanova  contra la resolución de la Alcaldía de Alicante del día 29 de septiembre de 1. 931 , por la que se ordenaba a José Olmos Alberola que en el plazo improrrogable de quince días procediera a derribar las obras realizadas en el interior del solar , número diecisiete , de la Avenida del Doctor Gadea ángulo a la Calle del Pintor Lorenzo Casanova en la ciudad de Alicante , así como imponiéndole al mismo como corrección la multa de cincuenta pesetas 
 .

En los Resultandos del Auto que se comenta se refleja que José Poveda Vilanova requirió los servicios profesionales del maestro albañil , José Olmos Alberola , con objeto que procediera a la instalación de un cobertizo de madera en la finca indicada y así dar adecuado espacio a los talleres de reparación de vehículos automóviles anejos a su negocio de accesorios y recambios para los mismos , solicitando previamente , como así lo hizo Olmos Alberola , la correspondiente autorización municipal al efecto con fecha 20 de mayo de 1. 931 y aportando la dirección técnica de la obra del Arquitecto Francisco Fajardo , a la sazón también ocupaba el cargo de Arquitecto municipal del citada Ayuntamiento , que posteriormente por enfermedad fue sustituido por el también Arquitecto Ildefonso Bonells .

Habiéndose concedido la solicitada licencia municipal y satisfecho los arbitrios municipales de aplicación se iniciaron las obras para ejecutar la mencionada instalación .

El día 4 de septiembre de 1. 931 por el Celador de obras municipal , Rafael Redulfo ,  formula denuncia ante la referida Alcaldía relativa a que las obras que se ejecutan no se ajustan a la licencia municipal concedida al efecto .

Se emitió informe por el Ingeniero municipal respecto que la instalación que se ejecutaba incumplía la normativa municipal de aplicación , ya que el cobertizo que se trataba de construir tenía cubierta a dos aguas y sobre obra de fábrica .

La Alcaldía de Alicante resolvió suspender las obras en cuestión y solicitó informe de un Arquitecto municipal , que corroboró la denuncia inicial y lo ya informado por el Ingeniero municipal . Se dictó por la citada Autoridad el decreto de 29 de septiembre de 1. 931 objeto de este pleito y contra el mismo se interpuso por el demandante recurso de reposición que al ser desestimado se presentó el presente recurso jurisdiccional .

Por el Fiscal se alegó la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción dado que se juzga una potestad de carácter discrecional , así como la de falta de personalidad en el actor , toda vez que comparece en vía contenciosa Poveda Vilanova promoviendo el presente recurso , sin que en el escrito inicial del mismo se razone ni pruebe los motivos de su intervención en el asunto .

Compareció la representación procesal del Ayuntamiento de Alicante como parte coadyuvante en el presente pleito , que alegó la procedencia de las excepciones perentorias indicadas y , además , la de defecto legal en el modo de proponer la demanda .
El Tribunal Provincial mantiene en el primer Considerando lo siguiente :

“ Que alegada como excepción la incompetencia de jurisdicción , debe ser objeto de examen y resolución previas , toda vez que conforme a la doctrina sentada por el Auto de Tribunal Supremo de 19 de Noviembre de 1. 906 , una vez admitida excluye el examen de las demás alegadas “.
Y en el tercer Considerando se mantiene la siguiente posición :

“ Que el artículo 201 de las Ordenanzas municipales , aprobado por el Excmo. Ayuntamiento en sesión de 28 de mayo de 1. 897 y vigente en el año 1. 931 y en la actualidad , literalmente dice así : “ En el interior de los solares a cuatro metros de las fachadas y a uno de las propiedades contiguas , podrá autorizarse la construcción de cobertizos de madera para talleres , prohibiéndose en absoluto la vivienda en ellos . Para la construcción a que se refiere este artículo y el 200 , se necesita la autorización del Alcalde , previo informe del arquitecto municipal . Por tanto , al señalar literalmente tal precepto como facultativa o potestativa esta autorización de la Alcaldía , es visto que emana de una facultad discrecional y , en consecuencia , no reúne los requisitos a que alude el artículo primero de la Ley por la que se rige esta jurisdicción y contra la misma no se da el recurso contencioso-administrativo … “

Se estima la excepción de incompetencia de jurisdicción alegada por el Fiscal y la parte coadyuvante en los términos razonados en el tercer Considerando trascrito .
4. COMENTARIO PERSONAL DE LA DOCTRINA JURISPRUDENCIAL EXPUESTA 

En la temática relativa a la ordenación urbana y , en concreto , en referencia a sus tres potestades esenciales – planeamiento , gestión y disciplina urbanísticas - , con carácter previo a destacar la doctrina jurisprudencial expuesta , convendría realizar unas precisiones preliminares a fin de valorar de forma adecuada la transcendental incidencia en tal materia de la entrada en vigor del Estatuto Municipal , como así se ha traducido en las sentencias analizadas 
 .
La potestad de planeamiento urbanístico , es decir , de planificar aquellas obras de urbanización , de ensanche o de reforma interior proyectadas en las poblaciones con dicho carácter específico o incluidas en los instrumentos urbanísticos de carácter general , denominados planes de extensión o ensanche o en los planos de alineaciones , tiene el carácter de competencia municipal de carácter exclusivo ,  a tenor de lo dispuesto en el artículo 180 del Estatuto Municipal . Si bien , el órgano competente resulta ser el Pleno del Ayuntamiento , requiriéndose una mayoría cualificada de dos tercios para su aprobación , teniendo presente que en el caso de planes de ensanche , su acuerdo de aprobación podrán adoptarse por el Ayuntamiento Pleno o Comisión Permanente pero la propuesta deberá de partir de la Comisión especial de Ensanche , todo ello según lo establecido en el artículo 181 del referido Estatuto Municipal . Y en virtud de lo prescrito en el artículo 182 de dicho Estatuto , los proyectos urbanísticos citados aprobados por el Ayuntamiento se someterán al conocimiento de las Comisiones sanitarias provinciales o central , según el número de habitantes de la población de derecho del municipio en cuestión . También conviene destacar que tales planes generales de ensanche , urbanización y saneamiento aunque esencialmente responden a la potestad discrecional del municipio en cuestión , son recurribles ante la jurisdicción de lo contencioso-administrativo por defectos de procedimiento cuando sean aprobados definitivamente – artículo 181.2 del Estatuto Municipal - , como así se comprueba en la sentencia del Tribunal Provincial nº 52 / 1. 924 – Anexo ficha nº 136 - . 

En relación a la potestad de gestión urbanística , en la doctrina jurisprudencial que se analiza destaca la importancia de la técnica de la expropiación forzosa como instrumento esencial a su servicio , teniendo presente que la aprobación definitiva del proyecto en cuestión lleva aneja la declaración de utilidad pública de las obras que comprenda y la necesidad de ocupación de los bienes afectados por el mismo – artículo 184 del Estatuto Municipal - , así como en los acuerdos sobre justiprecio y tasación ponen término a la vía gubernativa la resolución que adopte el Gobernador civil o , en su caso , el Jurado que establece la indicada Ley de 18 de marzo de 1. 895 – artículo 181.3 del Estatuto Municipal - , como así se sostiene en la sentencia del Tribunal Provincial nº 48 / 1. 935 – Anexo ficha nº 188 – y en la minuta de la sentencia de 11 de julio de 1. 942 – Anexo ficha nº 237 - . También conviene destacar que la aplicación de la mentada Ley de 1. 895 y de la de Expropiación Forzosa de 1. 879 y sus respectivos Reglamentos , están presentes en los fundamentos jurídicos de las tres sentencias analizadas en este apartado referidas a la ciudad de Alcoy , en concreto , en punto a sus planes de ensanche .

Y por lo que hace a la potestad de disciplina urbanística , en la sentencias analizadas destacan la importancia de las licencias urbanísticas , como título legitimante para que los vecinos puedan llevar a cabo actos de edificación y uso del suelo , como taxativamente exige el artículo 57 del Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales aprobado por el Real Decreto de 14 de julio de 1. 924 ; así como , que en virtud de lo dispuesto en el artículo 59 del citado Reglamento del año 1. 924 , el referente normativo esencial para la concesión de las mismas viene constituido por la aprobación por los Ayuntamientos de las correspondientes Ordenanzas municipales denominadas normalmente de policía y buen gobierno , como así se constata respecto de las peticiones de licencias que versan los recursos referidos al Ayuntamiento de Alicante – Auto de 14 de junio de 1. 933  - y de Alcoy – epígrafe c.3 , que contiene tres sentencias  - .
VII . PATRIMONIO PUBLICO 
a) Introducción 

Sobre la identificada temática se conservan un total de siete sentencias o sus minutas .

En un número de cinco se desestiman los recursos contencioso-administrativos que las motivaron y en dos de las mismas se estiman tales recursos , en los términos que a continuación se comentan .

b) Panorama legislativo aplicable 

Las dos primeras sentencias que a continuación se analizan se refieren a la legislación sectorial en materia de materia de montes , en concreto , el Real Decreto de 8 de mayo de 1. 894 , sobre legislación penal de montes y el Real Decreto de 1 de febrero de 1. 901.


En materia de bienes municipales , se estará a lo dispuesto en el artículo 105 y siguientes del Real Decreto de 14 de julio de 1. 924 , por el que se aprueba el Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales , así como , a lo regulado en los artículos 147 y siguientes de la Ley Municipal de 31 de octubre de 1. 935 , en concreto , dispone dicho precepto :

“ Constituye el patrimonio municipal el conjunto de bienes , derechos y acciones pertenecientes al municipio .


Los bienes municipales se clasifican en bienes de uso público y patrimoniales y , estos , en propios y comunales .”

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Gobierno Civil de la provincia 

Sobre las competencias de dicho órgano periférico de la Administración estatal en la materia de este epígrafe se conservan dos recursos contencioso-administrativos .


El primero de los mismos se interpuso por Eusebio Luís Brotons Torres contra la providencia del Gobernador Civil de la provincia del día 31 de mayo de 1. 929 , por la que se condena al recurrente por supuesto pastoreo abusivo a la multa de 59 , 60 pesetas e indemnización de daños y perjuicios de 298 pesetas , en el monte denominado “ Rachil y Maimó “ ubicado en el término municipal de Tibi 
 .

En los Resultandos de la minuta de la sentencia que se conserva se indica que por el Guarda Forestal , Rafael Cremades , con fecha 29 de noviembre de 1. 928 se presentó denuncia ante el Ayuntamiento de Tibi , donde hacía constar que el día anterior al indicado siendo las trece horas halló en el sitio llamado “ Racó de Roc “ del monte “ Rachil y Maimó “ , número 16 , perteneciente a dicho municipio y en su término municipal , a Juan Rustanazo Rustanazo apacentando un ganado lanar de 298 cabezas de mayor , manifestando el mismo que dicho ganado pertenecía a Brotons Torres y que tal propietario le ordenó que apacentara al ganado en dicho paraje .


Por la precitada Alcaldía se remitió la indicada denuncia al Ingeniero Jefe del Distrito Forestal con tasación de daños y perjuicios , valorándose en doscientas pesetas el valor de lo extraído y en noventa y ocho pesetas los daños y perjuicios . El indicado Ingeniero Jefe con fecha 1 de diciembre de 1. 928 remitió oficio a la Alcaldía de Tibi para que se concediera audiencia al inculpado , compareciendo el mismo con fecha 5 de diciembre de 1. 928 y manifiesta que el pastoreo denunciado tenía el pertinente permiso del rematante de tal monte , Justo Bernabeu Mollá , concedido con fecha 13 de octubre de 1. 928 .


Con fecha 10 de diciembre de 1. 928 se remite el expediente al mencionado Ingeniero Jefe , emitiendo informe al respecto donde indica que al rematante se le concedió autorización patrimonial de uso forestal el 30 de noviembre de 1. 928 y se hizo entrega efectiva del lote correspondiente el 13 de diciembre de 1. 928 , así como propuso sancionar al actor en la cuantía económica de 59 , 60 pesetas y valorar los daños y perjuicios irrogados en 298 pesetas . Se remitió el expediente al Gobierno Civil de la provincia donde se ratificó la referida propuesta mediante la providencia objeto de este recurso jurisdiccional .

El Tribunal Provincial tras analizar cuantos antecedentes concurren en el presente caso considera de aplicación al mismo lo dispuesto en el Real Decreto de  8 de mayo de 1. 884 , sobre legislación penal de montes , toda vez que el recurrente solicitaba en el escrito de demanda la revocación de la providencia indicada al entender que la acción sancionadora de la Administración había prescrito .


Dicho órgano jurisdiccional en el primer Considerando de la sentencia mantiene lo siguiente , respecto de la aplicación de los artículos 17 y 18 del Real Decreto citado que alega el actor : “ la fijación del plazo de dos meses para que tenga lugar la mencionada prescripción , comenzando a correr dicho término desde el día en que se hubiese cometido el hecho … y cuando se empiece a proceder a su esclarecimiento y castigo se interrumpe tal prescripción … ; en el presente caso , se observa , que las diligencias que motivaron el expediente origen del recurso y después de recibir declaración al inculpado estuvieron paralizadas por tiempo superior a dos meses , por cuanto remitido el expediente con oficio del Alcalde de Tibi al Sr. Ingeniero Jefe del Distrito Forestal correspondiente de fecha de 10 de diciembre de 1. 928 , no aparece en el mismo diligencia alguna hasta el 31 de mayo de 1. 929 .”

Se estima el presente recurso , revocándose la providencia impugnada en el mismo y ordenando la devolución por indebida de los ingresos que realizó el actor en el detalle mencionado anteriormente en la Caja General de Depósitos .

El segundo recurso jurisdiccional precitado se interpuso por Dionisio Bueno Moreno contra la providencia del Gobierno Civil de la provincia del día 4 de noviembre de 1. 929 , dictada a propuesta y de conformidad con el Ingeniero Jefe de la División Hidrológica – Forestal del Segura , por la que se imponía al recurrente la multa de 75 pesetas , así como que se procediera a la demolición íntegra de la obra realizada y que se retiraran los materiales de la misma por su cuenta , todo ello referido al muro de mampostería construido en las Dunas de Guardamar del Segura , en concreto , en el Monte número 3 bis del catálogo de la pertenencia del Estado 
 . 


En los Resultandos de la minuta de la sentencia que existe queda plasmado que dos vigilantes del servicio de Montes Públicos denunciaron con fecha 23 de septiembre de 1. 929 ante la Alcaldía de Guardamar del Segura , que se había construido en la playa de tal municipio y , en concreto , en el perímetro del Monte del Estado nº 3 bis del Catálogo en vigor , un muro de mampostería de unos 325 metros de longitud y una altura variable de unos 75 centímetros , con un espesor de unos 35 centímetros , sin que conste autorización administrativa alguna a favor de su promotor que resulta ser el demandante . 


Por la Alcaldía citada se remite el expediente instruido al efecto  al Ingeniero Jefe de la División Hidrológica-Forestal del Segura , que emite informe y propuesta favorable a la sanción del demandante dados los hechos denunciados por el expresado personal del servicio . Tal propuesta se asume y ratifica por la providencia del Gobernador Civil objeto de este recurso .


A petición del recurrente se recibe el pleito a prueba practicándose las propuestas por el mismo , a saber : la documental , el cotejo de documentos , la testifical y la de inspección ocular . 

A la vista de las pruebas practicadas el Tribunal realiza las siguientes consideraciones técnico-jurídicas :

De una parte , queda acreditado en base a la prueba testifical y documental practicadas que el terreno donde se construyó el muro de mampostería en cuestión era de propiedad particular desde antes del año 1. 892 y , actualmente , pertenece al actor , quién lo adquirió de Manuela Rodríguez Ríos .


Por otro lado , que la inclusión de un monte en el referido Catálogo estatal sólo constituye legalmente un indicio de pertenencia al demanio estatal , como así se reitera en una abundante doctrina jurisprudencial , de la que puede ser sumamente ilustrativa la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 3 de diciembre de 1. 898.


Asimismo de las pruebas practicadas no consta que el Estado haya procedido a practicar el correspondiente deslinde de sus terrenos , como potestad que le corresponde legalmente ejercer como titular dominical de los mismos exigida en el artículo cuarto del Real Decreto de 1 de febrero de 1. 901 , así como según el reconocimiento judicial practicado en autos el indicado muro se ubica a unos 31 metros lineales de los terrenos correspondiente al demanio estatal indicado .


También obra en autos mediante la pertinente acreditación documental expedida al efecto la inscripción registral de la finca del actor con un tracto sucesivo superior a treinta años .


El Tribunal tras el análisis de cuantos antecedentes obran en autos concluye en el último Considerando que la providencia que se impugna infringe la  siguiente legislación de aplicación al caso : “ se infringió lo dispuesto en el artículo 4 del Real Decreto de 1 de febrero de 1. 901 , puesto que es preceptivo efectuar previamente el deslinde correspondiente … y además no eran aplicables al caso controvertido las sanciones establecidas en los artículos 1 , 2 y 14 del Real Decreto de 8 de mayo de 1. 894 , por quedar suficientemente demostrado que Don Dionisio Bueno Moreno construyó el muro en cuestión dentro de propiedad privada …” También en dicho Considerando , se afirma que la resolución impugnada en este recurso no se ajusta a la doctrina jurisprudencial generada respecto del carácter indiciario de la titularidad de los bienes incluidos en el documento del Catálogo estatal de Montes cuando , como sucede en autos , no se ha ejercido el deslinde demanial correspondiente y consta la acreditación de la titularidad privada del inmueble en cuestión con la debida constancia  en el Registro de la Propiedad correspondiente por más de treinta años – Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 24 de enero de 1. 895 , de 23 de junio de 1. 900 , de 1 de marzo de 1. 902 , de 30 de mayo y de 8 de junio de 1. 903 -.


Se ha estimado el presente recurso , revocándose en su integridad la providencia objeto del mismo .

c.2. Ayuntamiento de Pinoso 

Ángel Rico Lozano interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo adoptado por la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Pinoso del día 29 de julio de 1. 929 , por el que se ordenaba al actor que procediera a retirar los materiales que se depositaron en uno de los lados de la calle de Murcia el personal del Ayuntamiento indicado en un plazo máximo de diez días hábiles , con el fin que dejara el mismo expedito el transito en el lugar que la urbanización del Barrio de San Antón había de comprender y de no ejecutar tal requerimiento se procedería administrativamente en consecuencia 
 .


En los Resultandos de la minuta de la sentencia que se conserva se indica que el precitado acuerdo municipal se notificó en forma al actor con fecha 12 de agosto de 1. 929 . Asimismo consta diligencia practicada por el Secretario del Ayuntamiento de Pinoso , de fecha 27 de agosto de 1. 929 , por la que se acredita que Rico Lozano no interpuso recurso de reposición contra tal acuerdo en un plazo de ocho días a contar del día siguiente a que se practicó su notificación .

Mediante decreto de la Alcaldía indicada de fecha 7 de septiembre de 1. 929 se resuelve dar cuenta del aludido extremo y del incumplimiento de lo que se ordenó al actor a la Comisión Permanente del Ayuntamiento para que proceda en consecuencia .


La Comisión Permanente en su sesión de fecha 9 de septiembre de 1. 929 resuelve declarar la firmeza de su anterior acuerdo citado anteriormente , así como faculta a la Alcaldía a tramitar el expediente de hallazgo en la forma prevenida en el artículo 615 del Código Civil , los artículos 226 y 230 de las Ordenanzas municipales y el artículo 30 del Reglamento de Procedimiento municipal de 1.924 , es decir , que por espacio de dos años a contar desde la firmeza del mentado acuerdo se tendrán los materiales en cuestión o su importe en las arcas municipales , si por su deterioro no pudieran conservarse , a disposición de su propietario previo abono de los gastos causados para proceder a su disposición . Mediante el decreto de la Alcaldía de fecha 17 de octubre de 1. 929 se ejecuta en sus términos dicho acuerdo .


El recurrente en su escrito de demanda especificaba que desde hace más de veinte años posee quieta y pacíficamente un trozo de terreno en el llamado Barrio de San Antón de la localidad de Pinoso , que cercó con alambres , estacas y piedras para que quedara indubitada su delimitación y titularidad . También manifestaba que al parecer por orden del Ayuntamiento citado su personal procedió a la destrucción de tal vallado , sin conocer el actor los motivos para proceder en dicho sentido , habiendo recibido posteriormente , en concreto , el 12 de agosto de 1. 929 la notificación del acuerdo de la Comisión Permanente que se alude y contra la que recurrió con fecha 20 de agosto de 1. 929 , todo ello referido a la retirada de los materiales propiedad del recurrente y que por el personal municipal se dejaron en la vía pública tras haber procedido a su demolición .


El Fiscal en la contestación de la demanda alega que el expediente de urbanización parcial del Barrio de San Antón de Pinoso se instruyó mediante acuerdo de la Comisión Permanente de su Ayuntamiento , de fecha 28 de mayo de 1. 928 , así como se declaró firme la apertura de la vía pública en cuestión a los efectos del artículo 33 del Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales , teniendo lugar las publicaciones oficiales de tal acuerdo sin que conste la personación del recurrente . Asimismo se alude por el Ministerio público que la Comisión Permanente precitada acordó , el 13 de mayo de 1. 929 , que Rico Lozano dejara expedito su terreno de los materiales en cuestión en un plazo de cinco días y , en su defecto , se ejecutaría a su costa por el propio Ayuntamiento dado que se pretendía proceder a la apertura de dicho vial al público , conforme a lo previsto en el proyecto de urbanización del barrio meritado , que se le notificó tal acuerdo el siguiente 29 de mayo mediante la publicación oficial del edicto correspondiente al no encontrase en su domicilio habitual . El Fiscal incide en que con fecha 12 de agosto de 1. 929 se le notificó debidamente al actor el acuerdo que se impugna jurisdiccionalmente de fecha 29 de julio de 1. 929 , así como que por Rico Lozano  se presenta escrito solicitando la nulidad del acuerdo adoptado con fecha 13 de mayo de 1. 929 , ya que manifiesta que no se le notificó el mismo y se desestima tal petición por acuerdo municipal de fecha 26 de agosto de 1. 929 . Ante todo lo expuesto , solicita que se desestime en sus términos la demanda interpuesta por el actor .

Conviene matizar que el demandante entiende que dicho escrito aludido por el Fiscal , que presentó en el registro municipal el 20 de agosto de 1. 929 , equivale a haber interpuesto el correspondiente recurso de reposición contra el acuerdo que se impugna de fecha 29 de julio de 1. 929 .


El Tribunal Provincial centra el objeto del presente litigio en el acuerdo municipal que se impugna en autos , es decir , el de fecha 29 de julio de 1. 929 , manteniendo en el primer Considerando lo siguiente : “ que el actor en su demanda se olvida de esto y se limita a pedir la nulidad de todo lo ejecutado , en cumplimiento del acuerdo de fecha 13 de mayo de 1. 929 , entre cuyas medidas ejecutivas se encuentra el acuerdo efectivamente recurrido en autos ; conducta procesal que envuelve un defecto legal en el modo de proponer la demanda fijado en el artículo 42 de la referida ley , que daría lugar , a la excepción de esta clase si hubiera sido alegada , por no poderse de oficio proponer .”

El expresado órgano jurisdiccional manteniendo una interpretación teleológica del artículo 255 del Estatuto Municipal sostiene que el escrito cursado por el actor , de fecha 20 de agosto de 1. 929 , tiene el carácter material de recurso de reposición contra el acuerdo objeto de esta “ litis “ , por lo que indica en el segundo Considerando lo que sigue : “ la cuestión a dilucidar es si el acuerdo municipal recurrido se ajusta a la ley y si lesiona algún derecho administrativo preexistente del recurrente .”

Se indica en el tercer Considerando que constituyen competencias netamente municipales la apertura , la conservación y el ornato de las vías públicas , así como su policía y seguridad , todo ello a tenor del artículo 150 del Estatuto Municipal . Se añade al respecto : “ por lo que no puede decirse que se haya cometido extralimitación legal alguna por el Ayuntamiento de Pinoso , ni menos que con el acuerdo impugnado se lesionen derechos administrativos del recurrente que ni siquiera han sido alegados , contra los que precisa y exige para estos casos la jurisprudencia que se puntualice y concrete el derecho persistente vulnerado , citando la disposición que a favor del demandante lo establece  , extremo que como se indicó no concurre en el caso de autos – Sentencias del Tribunal Supremo de fecha 24 de marzo de 1. 917 y 8 de junio de 1. 919 - . “ 

Se desestima el recurso interpuesto confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado .

c.3 Ayuntamiento de Santa Pola 

Por la representación procesal del Ayuntamiento de Santa Pola se interpone recurso contencioso-administrativo referido a su acuerdo plenario del día 11 de diciembre de 1. 930 , por el que se declara lesivo el también acuerdo plenario de 22 de febrero de 1. 927 , mediante el cual se resolvió la adquisición de la vivienda propiedad de Vicente Bayle Botella para edificar sobre el solar resultante un edificio destinado a Grupo Escolar , que se desestimó por la Dirección General de Primera Enseñanza , por no tener dicho solar la superficie mínima exigida al efecto en la legislación aplicable , que se fija como mínimo de 1. 500 a 1. 600 metros cuadrados 
 . 


Comparece como parte coadyuvante Jaime Campello Sempere , en calidad que lo fue de Teniente Alcalde que votó el acuerdo inicial mencionado , así como se abstuvo de intervenir el Ministerio Fiscal .


En el escrito de demanda presentado por la representación procesal de la citada Corporación se solicita la nulidad de pleno derecho del acuerdo plenario de fecha 22 de febrero de 1. 927 , por considerarlo lesivo al interés general del municipio tanto en su vertiente jurídica como económica , así como se solicita del Tribunal que se proceda a rescindir el contrato de compraventa celebrado entre Bayle Botella y la indicada Corporación .

Por la parte coadyuvante se alega la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción , toda vez que el asunto tiene un carácter estrictamente civil ; asimismo también se alega la procedencia de la excepción de prescripción de la acción por haber transcurrido los plazos legalmente establecidos .


El Tribunal mantiene lo siguiente en el segundo Considerando :


“ Que , la simple enunciación de las peticiones formuladas en el escrito inicial de este pleito y con anterioridad en el expediente gubernativo , bastan para comprobar que son de naturaleza y carácter civil los derechos que se invocan y los títulos en que se apoyan alegados por el actor ; y en su consecuencia , que el conocimiento de ellas corresponda a la jurisdicción ordinaria , a tenor de la jurisprudencia sentada por el Tribunal Supremo en su sentencia de 26 de octubre de 1. 928 .”

Como corolario a lo expuesto se concluye en el tercer Considerando :


“ por consecuencia , el Ayuntamiento de la Villa de Santapola interviene en este asunto como persona jurídica y no como órgano de la Administración .”

Se estima la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción alegada por la parte coadyuvante .
c.4. Ayuntamiento de Altea 

Vicente Beneyto Beneyto interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Altea de fecha 10 de diciembre de 1. 931 , por el que se desestima la solicitud del recurrente y de numerosos vecinos de la localidad citada , oponiéndose a la venta de un solar que figura entre los bienes del municipio y que se ubica en la calle Luís Martínez 
 .


En los Resultandos de la minuta de la sentencia que se conserva se indica que por Pedro Perles Martínez se solicita del Ayuntamiento de Altea la venta de un solar de su propiedad , sito en la calle mencionada y de una extensión superficial de unos ochenta metros cuadrados .


Por acuerdo plenario de fecha 15 de noviembre de 1. 931 se resolvió iniciar expediente para la enajenación del solar indicado por resultar inservible a los intereses municipales , previa su medición y tasación , mediante el procedimiento de subasta pública y que todos los gastos que tal operación jurídica conlleve serán de cuenta del adjudicatario , abriéndose el trámite de exposición pública de tal expediente para alegaciones tras la publicación oficial del acuerdo .


Vicente Beneyto y otros vecinos de Altea comparecen en los referidos expediente y trámite formulando escrito de fecha 9 de diciembre de 1. 931 , en el que se oponen a la descrita enajenación municipal , toda vez que el solar en cuestión puede servir para la ampliación del mercado de abastos o para albergar escuelas o la lonja o cualquier otro servicio de competencia municipal dada su idónea ubicación .


Mediante el referido acuerdo plenario de 10 de diciembre de 1. 931 se desestima la solicitud vecinal indicada , basándose esencialmente en la escasa extensión y en la forma irregular del solar identificado , que lo harían inservible para la implantación de cualquiera de los servicios que mencionan los vecinos en su alegación .

Según informe pericial evacuado al efecto , el inmueble mide en realidad 94 , 50 metros cuadrados y se tasa el suelo a razón de 22 pesetas el metro cuadrado del mismo , por lo que su valor total se cifra en 2. 079 pesetas .


Tras haberse materializado los trámites preceptivos para llevar a cabo la subasta referida , mediante acuerdo plenario de fecha 24 de diciembre de 1. 931 se acuerda la adjudicación del inmueble en cuestión al único postor , Pedro Perles Martínez , con arreglo a su oferta de 2. 085 pesetas . 

Por el Fiscal se alega , en el plazo para la contestar a la demanda , que el Ayuntamiento de Altea , mediante lo acordado con fecha 2 de mayo de 1. 932 y a la vista de cuantos antecedentes obran en el expediente objeto de autos , ha dado cumplimento escrupuloso de la legislación de aplicación por lo que procede desestimar la demanda del actor .


Comparece en calidad de parte coadyuvante la representación procesal de dicha Corporación municipal .


El Tribunal , tras el estudio de los expuestos antecedentes , mantiene en el segundo Considerando la siguiente posición respecto de lo actuado y de los efectos del acuerdo plenario de fecha 2 de mayo de 1. 932 que aduce el Fiscal como se ha expuesto :

“ Que el Ayuntamiento de Altea , cumplió con todos los requisitos legales exigidos en los artículos 157 del Estatuto Municipal y 51 del Reglamento sobre Organización de Ayuntamientos , toda vez que el acuerdo de la enajenación , se tomó en sesión extraordinaria del Ayuntamiento Pleno , convocada a ese sólo efecto , con asistencia de las cuatro quintas partes de miembros corporativos y por el voto conforme de los dos tercios de los Concejales que forman la Corporación , todo aparece justificado por la certificación que acompañó al contestar la demanda el sr. Fiscal y aunque la sesión es de 2 de mayo de 1. 932 , por tratarse de un requisitos de solemnidad , quedó convalidado y con toda su eficacia legal el acuerdo que motiva este recurso , por lo que procede desestimarlo , confirmando el acuerdo de 10 de diciembre de 1. 931 .” 

Se ha desestimado el presente recurso confirmándose en sus términos el acuerdo que se impugna y que fue convalidado mediante la resolución del Ayuntamiento Pleno de 2 de mayo de 1. 932 .

c.5. Ayuntamiento de Onil 

Francisca Vila Vidal interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Alcaldía de Onil del día 5 de diciembre de 1. 933 , por la que se hacía saber a la recurrente que en el plazo máximo de diez días hiciera efectiva la cantidad de 95 pesetas , por los gastos ocasionados en la reparación de la Calle Cruces Altas de dicho municipio 
 .


En los Resultandos de la sentencia existente consta que por el Perito Albañil del municipio se presentó denuncia ante la Alcaldía citada , respecto de un hundimiento de una cueva-vivienda ocurrido en la Calle Cruce Altas que afectaba a dicha vía pública .


Por la Alcaldía , con fecha 5 de junio de 1. 933 ,  se requirió a la demandante para que procediera a reparar los desperfectos que afectaban a la indicada vía pública por el desprendimiento ocurrido de una cueva de su propiedad , así como se dio cuenta del hecho al Ayuntamiento Pleno .

En sesión celebrada por el Ayuntamiento Pleno el 8 de junio de 1. 933 se resolvió ratificar el referido decreto de la Alcaldía y se acordó la ejecución de la obra con carácter urgente y en evitación de daños mayores , requiriendo de nuevo al efecto a la demandante y , en su defecto , se ejecutaría por el Ayuntamiento a su costa .

En el tercer Resultando de la sentencia se constata por el Tribunal Provincial el siguiente extremo :


“ Que la demandante ni contra la providencia de la Alcaldía de 5 de junio , ni contra el acuerdo del Ayuntamiento antes dicho , interpone reclamación alguna , por lo que , hace suponer en aquélla una aquiescencia tácita al no alzarse de los referidos acuerdos .”

Con fecha 5 de diciembre de 1. 933 por la Alcaldía se comunica a la actora la resolución objeto de este litigio , toda vez que las obras se habían ejecutado por personal del Ayuntamiento ante la pasividad demostrada por la demandante . Contra la citada providencia de la Alcaldía la actora interpone recurso de reposición y con posterioridad el presente recurso jurisdiccional .

El Tribunal tras el pertinente análisis de los antecedentes concurrentes en este caso mantiene en el primer Considerando de la sentencia : “ que la interesada Doña Francisca Vila Vidal , dejó transcurrir el tiempo establecido legalmente para recurrir los acuerdos en cuestión y los mismos son ya firmes e inapelables .”

En el segundo Considerando se precisa respecto de la providencia objeto de este recurso lo siguiente : “ es una resolución consecuencia y reproducción de otras anteriores , que ya habían causado estado y no fueron en su tiempo reclamadas ; esto es , que eran confirmatorias de acuerdos consentidos , por no haber sido apelados en tiempo y forma ; acuerdos de la Alcaldía y del Ayuntamiento de 5 y 8 de junio de 1. 933 , respectivamente “.

En este sentido , se añade en el tercer Considerando que el artículo 4 de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso-administrativo veda la posibilidad de que el Tribunal pueda enjuiciar el presente pleito , dado que se trata de un acuerdo consentido y confirmatorio de otros anteriores , concluyendo al respecto : “ pues a nadie es lícito ir contra sus propios actos y , por tanto , quien consintió una resolución o aceptó determinados hechos , no puede validamente recurrir contra ella en vía gubernativa , ni contenciosa , Sentencia del Tribunal Supremo de 11 de diciembre de 1. 924 .”

Se ha desestimado el presente recurso confirmándose en sus términos la resolución que se impugna .

c.6. Ayuntamiento de Alicante 

Vicente Cano García interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Alcaldía de Alicante del día 15 de junio de 1. 935 , que modificó las condiciones de la concesión que fueron autorizadas por el decreto de la Alcaldía de 5 de junio de 1. 935 , respecto a la ocupación temporal de la Playa del Postiguet mediante la instalación de un grupo de casetas y toldos para tomar baños de mar y resguardarse del sol 
 .


En el primer Resultando queda patente que el actor solicitó mediante escrito de fecha 25 de marzo de 1. 935 la autorización referida .


Por la Dirección de Fomento , Vías y Obras del Ayuntamiento de Alicante se dictaminó en términos favorables a la autorización pretendida , con la condición que el concesionario cumpla el Reglamento municipal en vigor para el aprovechamiento de la Playa del Postiguet . 

La Alcaldía de la Ciudad mediante el decreto de 15 de junio de 1. 935 – fecha obrante en el documento de la sentencia , aunque en el documento de demanda se alude al decreto de fecha 5 de junio de 1. 935 – concede la autorización instada por el actor .


Que tras informar la Alcaldía de Alicante a las Autoridades portuarias competentes de su referido decreto , por el Ingeniero Jefe de Obras del Puerto se comunica a dicha Autoridad municipal como debe procederse a la instalación de los toldos en cuestión .


La Alcaldía indicada mediante oficio del día 15 de junio de 1. 935 comunica al actor tales objeciones y éste , al considerar que se alteran las condiciones de la autorización inicial interpone recurso de reposición contra la misma y posteriormente el presente recurso contencioso-administrativo .


El Tribunal en el segundo Considerando sostiene como cuestión previa al respecto lo siguiente :


“ Que en el caso de autos la resolución recurrida fue dictada por la Alcaldía de Alicante en uso de facultades estrictamente discrecionales , a tenor del artículo 2º del Reglamento regulador de la concesión cuestionada , única legalidad aplicable a la litis planteada en este pleito , puesto que según el mismo , las concesiones que regla , como es la aquí se debate , se otorgarán a titulo precario y por tiempo limitado , y que la precariedad no engendra ni puede engendrar ninguna situación jurídica de permanencia obligada .”

Siguiendo dicho razonamiento se añade en el tercer Considerando lo que sigue : “ el recurrente no ostenta en este pleito ningún derecho que haya podido ser lesionado por la resolución recurrida que , por ello , no es revisable ante esta jurisdicción “.

Se declara la procedencia de la excepción de incompetencia de jurisdicción para el enjuiciamiento del presente litigio . 

d) Comentario personal de la doctrina jurisprudencial expuesta 

Respecto de la presente temática simplemente realizar un par de observaciones que me han llamado la atención :

Por un lado , el rigor técnico y la reiteradas citas jurisprudenciales que se contienen en la minuta de la sentencia del Tribunal Provincial nº  11 / 1. 931 – Anexo ficha nº 39 - , referida a la construcción realizada en las dunas del municipio de Guardamar del Segura .


Y de otra parte , que el recurso contencioso-administrativo resuelto en la minuta de la sentencia nº 43 / 1. 934 – Anexo ficha nº 127 - contra el Ayuntamiento de Altea , se interpusiera por varios vecinos de la localidad contra dicha Corporación municipal , en ejercicio de la acción popular prevista en el Estatuto Municipal en este caso en defensa del patrimonio municipal , toda vez que discrepaban de la venta que pretendía el equipo de gobierno de una parcela de titularidad municipal calificada como bien patrimonial , pretendiendo que la misma dada su ubicación estratégica albergara algún servicio de titularidad municipal .   

VIII . SANIDAD MUNICIPAL 
a) Introducción 

Se conservan cinco recursos contencioso-administrativos en esta materia , de los que cuatros fueron desestimados por sus correspondientes sentencias – o sus minutas – y un recurso se estimó parcialmente en la sentencia dictada al efecto .

Consta que una sentencia de instancia se recurrió en apelación ante el Tribunal Supremo estimándose dicho recurso en los términos que se exponen a continuación .
b) Panorama legislativo aplicable 

La referida temática se regula en los artículos 60 y siguientes del Real Decreto de 14 de julio de 1. 924 , por el que se aprueba el Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales .


En concreto , establece el artículo 62 de dicha norma lo que sigue :


“ También contendrán las Ordenanzas municipales preceptos referentes a las industrias y establecimientos que sean insalubres , incómodos o peligrosos , procurando que los mismos queden con suficiente separación de los lugares de habitación , o funcionen en forma que no pueda implicar perjuicio ni peligro para los habitantes del término . “

Por su parte , prescribe el artículo 65 de dicho reglamento :


“ Todos los Ayuntamientos cuyas Ordenanzas municipales están aprobadas con anterioridad a 1 de enero de 1. 900 , deberán reformarlas en el plazo de un año , pudiendo , si lo estiman oportuno , refundir las especiales de construcción y el reglamento sanitario … Los Ayuntamientos rurales se inspirarán , para redactar o reformar sus Ordenanzas , en las “ Instrucciones técnico-sanitarias para los pequeños municipios “ , aprobadas por Real Orden del Ministerio de la Gobernación de 3 de enero de 1. 923 .”

En desarrollo de dicha norma , en concreto de la previsión contenida en su artículo 63 , se aprobó el Reglamento de Establecimientos incómodos , insalubres y peligrosos de fecha 17 de noviembre de 1. 925 y el Reglamento de Sanidad Municipal de 9 de febrero de 1. 925 .

Por su parte , el Estatuto Municipal regula en sus artículos 200 a 208 las llamadas “Obligaciones Sanitarias “ de los Ayuntamientos , prescribiendo en el aludido artículo 200 lo que sigue :


“ Los Ayuntamientos de Municipios cuya población no exceda de 15. 000 habitantes , estarán obligados a consignar en sus presupuestos , para atenciones de carácter sanitario , sin contar los sueldos del personal correspondiente , un 5 por 100 , cuando menos , del total de sus ingresos anuales . “

Las denominadas obligaciones de carácter mínimo se recogen de modo casuístico en el artículo 201 de dicha norma – apartados a) a i) - . 

Asimismo la Ley Municipal de 1. 935 , en sus artículos 107 y siguientes , disciplina las obligaciones de los Ayuntamientos , fijándose en el artículo 110 las referidas obligaciones mínimas , que casi en su totalidad tienen una dimensión sanitaria . 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Polop 

Fernando Pérez García interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión  Permanente del Ayuntamiento de Polop del día  22 de abril de 1. 928 , por el que se resuelve que no procede “ resolver “ sobre las malas condiciones que posee un horno de cocer tejas de Vicente Grau Tonda 
 .

En los Resultandos de la minuta de sentencia que se conserva se indica como primer antecedente de este litigio que el demandante solicitó de la indicada Corporación municipal , mediante escrito de fecha 23 de julio de 1. 927 , que se procediera a la clausura del horno de teja en cuestión , ya que los humos que genera son nocivos para la salud del vecindario y para la fábrica de perfumes que posee el actor ubicada a unos sesenta metros de distancia de tal horno .


La Comisión Permanente del indicado Ayuntamiento , en su sesión ordinaria celebrada con fecha 22 de abril de 1. 928 , acordó desestimar la petición del recurrente por infundada y dar cuenta a la Junta Municipal de Sanidad por si procede adoptar alguna medida en garantía de la salubridad pública .


Por Pérez García se interpuso contra el indicado acuerdo municipal recurso de reposición y posteriormente el presente recurso jurisdiccional , donde solicita del Tribunal en la demanda que presenta que proceda a clausurar la actividad fabril referida ya que su titular carece de la debida licencia municipal y la misma se ubica en un barrio del municipio no respetando la preceptiva distancia de 500 metros a las viviendas existentes .


El Tribunal Provincial acuerda como diligencias para mejor proveer las siguientes : de una parte , se libró oficio al Ayuntamiento de Polop para que expidiera certificación respecto de la fecha en que se autorizó el funcionamiento del citado horno , constatándose que el mismo funciona desde hace más de cuarenta años sin que se hubiera presentado ninguna reclamación al efecto . Y por otro lado , se practicó reconocimiento judicial para verificar la distancia del horno en cuestión con el casco urbano de la población que se cifra en unos setecientos metros lineales , así como a su izquierda lindan cuatro edificaciones distando de la vivienda del actor unos sesenta y ocho metros .


El Tribunal Provincial tras el estudio de los antecedentes obrantes en autos mantiene las siguientes consideraciones técnico-jurídicas , donde se distinguen las cuestiones referidas a las medidas correctoras aplicables a la industria en cuestión y el régimen de distancias de aplicación .

Se precisa en el primer Considerando que la industria de tejas objeto de este litigio se comprende entre las denominadas “ industrias incómodas “ a que se refiere el Reglamento de 17 de noviembre de 1. 925 , de Establecimientos incómodos , insalubres y peligrosos , aprobado en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 63 del Reglamento de Obras Municipales de fecha 14 de julio de 1. 924 , en concreto , en lo dispuesto en sus artículos 11 y 13 en concordancia respecto de las distancias aplicables con lo contenido en el artículo 19 , párrafo 3º , del Reglamento de Sanidad Municipal de fecha 9 de febrero de 1. 925 .


Al respecto se mantiene en el segundo Considerando lo que sigue : “ Que por haberse acreditado que el referido tejar , si bien no ocasiona perjuicios a la salud pública , se halla situado en una barriada de Polop , por lo que resulta procedente para continuar su funcionamiento que se ajuste a las condiciones que exigen las disposiciones legales citadas de aplicación general .”Añadiéndose por dicho órgano jurisdiccional , que el referido régimen jurídico que afecta a las medidas correctoras procedentes se aplica tanto a las industrias de nueva implantación , como a las que ya están en funcionamiento .

En el tercer Considerando se sostiene la siguiente argumentación sobre la aplicación del régimen de distancias que alega el recurrente :“ Que siendo potestativo en los Ayuntamientos exigir el alejamiento hasta más de 500 metros de toda barriada o núcleo de población de tales establecimientos y no considerándose necesario en este caso tal alejamiento ni por dicho municipio , ni por este Tribunal , dadas las condiciones concurrentes en dicho establecimiento que no supone su funcionamiento riesgo a la salud pública y lleva funcionando más de cuarenta años .”  Se subraya que esta era la principal pretensión de la demanda presentada por el actor que no se atiende por los motivos enunciados .


Se estima parcialmente el presente recurso revocándose el acuerdo impugnado , en el sentido que procede que por el Ayuntamiento de Polop se ordene al titular del tejar en cuestión que “ efectúe en la referida fábrica las obras necesarias para ponerla en condiciones y así poder funcionar con arreglo a la legislación vigente .”

c.2. Ayuntamiento de Elda  


Sobre la indicada temática se conservan dos sentencias motivadas por sendos recursos jurisdiccionales referidos a la mencionada Corporación municipal .


El primer recurso se interpuso por Manuel Vera Laliga contra el acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de Elda del día 24 de julio de 1. 929 , por el que se denegó la petición del mismo para que se le autorizara la matanza de cerdos durante todo el año en el ámbito de dicho municipio 
 .


En los Resultandos de la minuta de la sentencia existente se relata que el demandante , en su calidad de industrial en el ramo de ventas de carnes frescas y elaboración de embutidos , solicitó del indicado Ayuntamiento , mediante escrito presentado el día 28 de junio de 1. 929 , que se le autorizase la matanza de ganado de cerda durante todo el año , toda vez que disponía de una cámara frigorífica para la conservación de carnes en perfecto estado de salubridad por varios días y durante la temporada estival , todo ello en base a lo dispuesto en las Reales Ordenes Ministeriales de fecha 10 de abril de 1. 889 , 25 de octubre de 1. 894 y 10 de julio de 1. 916 en concordancia con la Circular de la Comisión General de Abastos de fecha 25 de marzo de 1. 918 .


La Comisión Permanente del Ayuntamiento de Elda , en su sesión celebrada el 10 de julio de 1. 929 , acordó recabar informe al respecto de la Junta Municipal de Sanidad . Por dicha Junta se evacua el informe requerido con fecha 19 de julio de 1. 929 , citándose los términos del mismo en el segundo Resultando de la minuta de la sentencia indicada : “ se proponía al Ayuntamiento que no accediera a la petición del industrial Don Manuel Vera Laliga , respetando la costumbre establecida en la localidad para la matanza de reses de cerda , con la sola tolerancia , ya de antiguo establecida de permitirla en los primeros días de septiembre con motivo de los tradicionales festejos de la localidad , fundamentando tal informe en que no existe razón alguna de orden económico que justifique la alteración de fechas de costumbre y prestando atención a razones de índole sanitaria nacidas del clima y condiciones poco adecuadas de los establecimientos existentes .”

En el acuerdo que se impugna en este litigio se acepta en su integridad el referido informe y sirve de motivación al mismo .

El Tribunal Provincial tras el detenido estudio de cuantos antecedentes obran en autos entiende como legislación aplicable al caso la anteriormente citada por el recurrente , añadiendo además el Reglamento General del Matadero de Elda , aprobado el 5 de diciembre de 1. 918 , en su artículo 38 .


Se mantiene en el único Considerando de la minuta de la sentencia existente la legalidad del acuerdo municipal impugnado en este recurso en los siguientes términos: “ Que según las disposiciones legales vigentes en la materia , los Ayuntamientos tienen facultades para limitar , como lo hizo el de Elda , en atención y acuerdo de la Junta municipal de Sanidad , la libre matanza del ganado de cerda , señalando la época en que debe hacerse , habida cuenta de las necesidades del consumo, las condiciones de la localidad y los fundamentos de orden sanitario ; por lo que no existiendo o , al menos , no habiéndose probado en momento ni trámite alguno , razones de carácter económico para evitar el encarecimiento y teniendo presente el clima y la falta de condiciones sanitarias en los establecimientos a tal destino existentes en Elda , según denota el informe emitido por la Junta municipal de Sanidad … “

Ante lo expuesto , se ha desestimado el presente recurso , confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado .


El segundo recurso se interpuso por Luis Sala Seller contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Elda del día 10 de diciembre de 1. 928 , por el que se ordenó al demandante , en calidad de titular de un molino con fines industriales , la práctica de ciertas obras para evitar que se vertieran en las aguas de riego los residuos procedentes de dicha actividad fabril en el plazo máximo de un mes 
 .

En el primer Resultando se explicita que por el Presidente de la Comunidad de Regantes de Elda se presenta petición escrita ante la Alcaldía de la ciudad , de fecha 15 de noviembre de 1. 928 , donde solicita que se adopten las medidas oportunas por dicha Corporación municipal para evitar que las aguas procedentes del molino del actor viertan en las acequias de tal comunidad  y en la presa situada al lado de la rama principal de tales acequias , ya que las indicadas aguas llevan disolución de materias colorantes que pueden ocasionar graves quebrantos en la salud pública de la población y de las plantas que riegan . A dicho escrito se acompaña el resultado de los análisis químicos realizados por el Instituto de Higiene y Brigada Sanitaria  de la provincia , que según el peticionario indicado corroboran los hechos denunciados en la citada instancia .


También reiteró tales hechos el Presidente de la Sociedad de Aguas Potables de Elda mediante otro escrito presentado en el meritado Ayuntamiento , donde denunciaba las filtraciones de tales aguas tóxicas en su manantial .


En el recurso de reposición que interpuso el demandante se hacía constar que desde su establecimiento fabril – conocido el “ Molino de Salas “- no se había arrojado nunca a las acequias de la Comunidad de regantes de Elda materias colorantes ni de otra especie , sino , por el contrario , lo que se arrojaba al cauce del Río Vinalopó eran precisamente los residuos de su fabricación que no tenían ninguna toxicidad y ello se venía haciendo desde hacía más de treinta años sin que se formulara ninguna reclamación al efecto , así como ignoraba la existencia y composición del líquido objeto de los análisis referidos , haciendo constar además que existían otros establecimientos fabriles en tal ubicación .


Las referidas alegaciones se reiteran por el actor en su escrito de demanda , solicitando del Tribunal que revoque por nulo el acuerdo que se impugna .


Comparece en autos como parte coadyuvante la representación procesal de la Comunidad de Regantes de Elda .

El Tribunal analizando los extremos que concurren en autos entiende como legislación aplicable al caso : la Instrucción General de Sanidad Pública de fecha 12 de enero de 1. 904 – artículo 109 - , el Reglamento de Sanidad Municipal de 9 de febrero de 1. 925 – artículos 6 y 10 – y el Reglamento de Establecimientos Incómodos , Insalubres y Peligrosos de 17 de noviembre de 1. 925 – artículo 5 - .


En el segundo Considerando dicho órgano jurisdiccional sostiene que el acuerdo impugnado en este recurso adolece de la adecuada motivación e , incluso , justificación , en base a las siguientes manifestaciones : “ no se ha demostrado que los residuos de la fábrica del recurrente perjudiquen a las aguas potables de la población y en cuanto a las de riego , tampoco se determina que las muestras que sirvieron para practicar los análisis fueran tomadas en los sitios por donde circulan aquellos residuos .”  Pero todo ello teniendo presente y este es el argumento determinante de la “ ratio decidendi “ de este caso , que “ por el actor no se han aportado pruebas que desvirtúen las afirmaciones del acuerdo recurrido basado en los referidos análisis , por lo que no es posible que por el Tribunal se haga otra deliberación que la de mantener la resolución impugnada .” 

Se desestima el presente recurso , confirmándose en sus términos el acuerdo municipal impugnado .


Sala Seller interpuso recurso de apelación contra el referido fallo contenido en la sentencia de instancia ante el Tribunal Supremo , que dicta sentencia con fecha 13 de noviembre de 1. 934 , estimatoria de las pretensiones del recurrente .

 El Alto Tribunal mencionado en el segundo Considerando de su sentencia indicada mantiene que corresponde al Ayuntamiento de Elda o , en su caso , a la parte coadyuvante en autos “ probar la veracidad de los hechos básicos de dicho acuerdo “ , es decir , que el ejercicio de las competencias administrativas no enervan las reglas esenciales del “ onus probandi “ , por lo que se atribuyen otras consecuencias jurídicas en punto a dicho extremo al sostener la inversión de la carga de la prueba respecto de lo mantenido en la sentencia de instancia , al decir : “ no se ha demostrado que los residuos de la fábrica del recurrente perjudiquen a las aguas potables , ni que las pruebas que sirvieron para practicar los análisis fueran tomadas en los sitios por donde circulan aquellos residuos .”

Teniendo además presente que el Tribunal Supremo parte de la siguiente premisa contenida en el primer Considerando de su sentencia : “ la competencia municipal en cuestiones sanitarias puede estimarse como sujeta a precisos dictámenes periciales previos  , que fundamenten sus acuerdos , extremos que no concurren en el caso de autos .”

Como se ha expuesto se resuelve revocar la sentencia apelada y , por ende , el acuerdo municipal impugnado de fecha 10 de diciembre de 1. 928 .

c.3. Ayuntamiento de Crevillente 

Francisco Más y Más , presbítero y vecino de Crevillente , así como , Sofía Torres Sánchez , Maestra Nacional y también con vecindad en dicha población , interpusieron recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Crevillente del día 23 de marzo de 1. 933 , por el que se autorizó a Manuel Más Penalva a instalar un electromotor en la planta baja del edificio , número 9 , de la Calle Galán y García Hernández 
 .

En los Resultandos de la minuta de la sentencia que se glosa se indica que con fecha 1 de noviembre de 1. 932 por Más Penalva se presentó solicitud ante la mencionada Corporación municipal , sin que conste su firma como era preceptivo , para proceder al traslado de un electromotor de “ 1 H . P . “ como generador de una máquina para coser suelas de goma , de la planta baja de la casa , número 20 , de la Calle Vicente Sol a la casa indicada anteriormente .

Se procedió a la tramitación de dicha solicitud con la consiguiente publicación de la misma mediante edictos en el tablón de anuncios municipal y en los periódicos oficiales correspondientes , por lo que se iniciaba así la fase de información pública del expediente . Durante la expresada fase procedimental del referido expediente se presentaron dos escritos de alegaciones en total oposición a dicha instalación por las molestias que generaría la misma , que se suscribieron por Más Más y Torres Sánchez y cinco vecinos más de la localidad .


Por la Alcaldía de Crevillente se solicita informe al respecto de la Comisión Municipal de Policía Urbana , que emitió dictamen en términos favorables a autorizar lo solicitado por Más Penalva , dada la escasa potencia de la instalación que se pretende instalar , así como , consta que los propios reclamantes no formularon escrito alguno de oposición respecto a una instalación similar que existía en la ubicación donde se pretende instalar ahora dicho generador y que fue objeto de la instrucción de un expediente muy parecido al presente .

En sesión celebrada con el día 23 de marzo de 1. 933 se acordó por el Ayuntamiento Pleno y de conformidad con el expresado dictamen autorizar la solicitud precitada , estableciéndose como condiciones inexcusables al efecto que se trabaje de sol a sol evitando el horario nocturno y sin perjuicio de los derechos civiles que les corresponden a los vecinos colindantes .


En este litigio se planteó como cuestión previa la referida a que el recurso de reposición que interpusieron los demandantes contra el referido acuerdo plenario se resolvió trece días después de haber interpuesto el presente recurso jurisdiccional , en sentido desestimatorio a lo solicitado en dicho recurso gubernativo .


Al respecto , sostiene el Tribunal en el primer Considerando lo siguiente :“ en consecuencia , la resolución tardía de la Administración , por la que expresamente se deniega la reposición , no es óbice para entrar en el fondo del asunto .”

En el segundo Considerando se aborda la cuestión relativa a la falta de firma de la solicitud inicial que formuló Más Penalva ante el citado Ayuntamiento , en los términos siguientes : “ Que no alegada en vía gubernativa la falta de firma de la solicitud que motivó el expediente en cuestión , que se admitió y tramitó , no cabe concederle eficiencia práctica alguna ante esta jurisdicción revisora .”

Y en el tercer Considerando constan las siguientes manifestaciones del Tribunal que enjuicia este pleito : “ Que la autorización hecha por el Ayuntamiento … , no puede estimarse como establecimiento peligroso , incómodo e insalubre y dada su escasa importancia , tampoco puede alegarse con éxito y menos no habiéndolo hecho en la vía gubernativa , la omisión de los requisitos en los artículos 4 y 10 del Reglamento de de 17 de noviembre de 1. 925 …” Por tanto , el referido órgano jurisdiccional , al igual que ya hizo la Corporación de Crevillente , valora como de escasa entidad técnica la instalación que se autoriza , por lo que no entiende de aplicación al caso el Reglamento citado de 1. 925 , de Establecimientos Incómodos , Insalubres y Peligrosos , teniendo además presente que tal aplicación no fue alegada en vía administrativa por los recurrentes .


Se ha desestimado el presente recurso , confirmándose en sus términos la resolución impugnada .

c.4. Ayuntamiento de Denia 

Andrés Chabas Latour interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Alcaldía de Denia del día 5 de julio de 1. 934 , por la que se ordenó al mismo el ingreso en las arcas municipales de la cantidad de 255 pesetas , como importe de seis cajas de inyecciones antirrábicas utilizadas en personas mordidas por un perro de su propiedad atacado de hidrofobia , en el plazo máximo de ocho días y que trascurrido el mismo sin haber realizado el requerido ingreso se hará efectivo mediante vía de apremio 
 .


En los Resultandos de la minuta de la sentencia que se comenta obra que el demandante , con carácter previo a resolverse el acuerdo de la Alcaldía citado , alegó que el perro en cuestión no era de su propiedad y por la Alcaldía se reiteró que según obra en los antecedentes municipales el citado can era de su titularidad dominical .


Por el Fiscal se alega la procedencia de la excepción perentoria de incompetencia de jurisdicción , dado que lo que se ventila en este litigio es una cuestión estrictamente civil . cual es , determinar si el perro en cuestión pertenece o no al recurrente .


El Tribunal tras el detenido estudio de los antecedentes obrantes en autos sostiene lo siguiente en el segundo Considerando : “ Que el recurso en cuestión se ha entablado contra un acuerdo de la Alcaldía de Denia , dictado en materia de su competencia y en el ejercicio de facultades regladas , … esta jurisdicción es competente para conocer de este recurso .” 

Y en el cuarto Considerando se pronuncia el Tribunal sobre el fondo del asunto del siguiente modo : “ queda probado en autos que el recurrente no es el dueño del perro cuyas mordeduras hicieron preciso el empleo del suero antirrábico , cuyo importe se reclama , por lo que no puede considerársele deudor principal de la cantidad correspondiente , ni tampoco deudor subsidiario de la misma .”

Se estima el presente recurso , revocándose en su integridad la resolución impugnada y declarando que no procede estimar la excepción alegada por el Fiscal .
d) Comentario personal de la doctrina jurisprudencial expuesta 

En relación con las sentencias analizadas considero de interés realizar los siguientes comentarios :


En primer lugar , por lo que hace a la sentencia del Tribunal Provincial nº 5 / 1. 930 – Anexo ficha nº 13 - , referida al recurso interpuesto por las molestias causadas por una fábrica de tejas en el municipio de Polop , destaca que la tesis central de dicha resolución jurisdiccional es la procedencia de exigir al titular de la instalación la adopción de las medidas correctoras establecidas conforme a la legislación aplicable cuando se dictó tal sentencia y aunque se constató por dicho órgano jurisdiccional que la misma llevaba funcionando unos cuarenta años , configurándose , por tanto , la licencia ambiental como un título administrativo de tracto sucesivo , en tanto sujeto a las inspecciones periódicas de la actividad en cuestión que lleven a cabo los Ayuntamientos y en cuanto abierto a asumir las medidas correctoras que imponga el avance de la técnica . 

Y en segundo lugar , la doctrina contenida en la sentencia del Tribunal Supremo de fecha 13 de noviembre de 1. 934 , referida a la posible contaminación producida por un telar ubicado junto al río Vinalopó en el término de Elda , que fue objeto de la sentencia en primera instancia del Tribunal Provincial nº 6 / 1. 931 – Anexo ficha nº 36 - , donde con claridad meridiana sostiene dicho Alto Tribunal corrigiendo al Tribunal de Alicante , que el “ onus probandi “ sobre los hechos imputados , en ningún caso queda enervado o invertido por el ejercicio de las competencias administrativas , por lo que si la resolución o acuerdo en cuestión se basa en determinados hechos , la prueba de los mismos corresponde a la Administración actuante , con mayor sentido , si cabe , si de lo que se trata es de ejercer la potestad sancionadora por parte de la misma .
IX . SERVICIOS PUBLICOS 
a) Introducción 

Se conservan tres recursos contencioso-administrativos referidos a la temática de los servicios públicos , de los que dos motivaron sendas sentencias y uno se resolvió mediante auto del Tribunal pero dado su interés se incluye su referencia .


El objeto de tales recursos es muy variopinto , a saber : uno se refiere a las molestias ocasionadas por un transformador de energía eléctrica , otro versa sobre las competencias municipales para autorizar plazas de “ asentador “ en sus mercados de abastos y lonjas y el tercero resulta relativo al derecho al enterramiento en cementerios privados tras la entrada en vigor de la Ley de Secularización de Cementerios de 1. 932 .

b) Panorama legislativo aplicable 

Con carácter general se regulan en el Título Segundo del Real Decreto de 14 de julio de 1. 924 , por el que se aprueba el Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales , los servicios municipales , que se clasifican en los siguientes grupos :

A) De vialidad , comunicaciones , agua y electricidad .


B) De abastos .


C) De seguridad .


D) De índole social .


E) De ornato y embellecimiento de la población .

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Parcent 

Antonio Mora Pérez , comerciante y vecino de Parcent , interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la Comisión Permanente del Ayuntamiento de la localidad indicada del día 13 de julio de 1. 930 , por el que se autorizó de forma condicionada a que no se formulara ninguna queja vecinal en el término de ocho días , en el trámite de información pública a que se sometió la petición de la Sociedad “ Vázquez y Cornejo “ dirigida a la Alcaldía de Parcent , referida a trasladar el transformador eléctrico desde el punto en que se encuentra a una caseta situada en el extremo del trinquete de tal municipio , propiedad de Cosme Soler Soler 
 .

Se refleja en los Resultandos de la sentencia que se glosa que la petición mencionada que formuló dicha mercantil se presentó en el precitado Ayuntamiento el 11 de julio de 1. 930 , así como consta diligencia extendida por el Secretario del Ayuntamiento de fecha 26 de julio de 1. 930 en punto a que en el plazo precitado no se formuló reclamación vecinal alguna .


El demandante presentó escrito en el registro municipal del Ayuntamiento indicado con fecha 9 de octubre de 1. 930 , donde describe las graves y reiteradas molestias que le ocasiona el funcionamiento de la instalación en cuestión y que para la implantación de la misma no se ha procedido conforme a derecho en su opinión , por lo que peticiona que se retire de su ubicación actual el transformador .


El litigante acompañó en su escrito de demanda copia del artículo 14 de la Ordenanzas municipales de Policía Urbana y Rural al parecer del municipio de Parcent , sin que se especificara la fecha de su aprobación y donde según el actor se prohibía la ubicación y funcionamiento del referido transformador . 


El Tribunal que enjuicia el caso entiende como acreditada legislación de aplicación la siguiente : artículo 80 del Reglamento de Obras , Servicios y Bienes Municipales de fecha 14 de julio de 1. 924 y el artículo 28 del Reglamento de 27 de marzo de 1. 919 , para instalaciones eléctricas en cuanto afectan a la seguridad pública y servidumbre de paso . No se cita como aplicable la mentada normativa municipal .

Se precisa en el primer Considerando lo que sigue sobre la legalidad del acuerdo impugnado en este recurso : “ Que el acuerdo recurrido … , fue adoptado de conformidad con las prescripciones legales aplicables a acuerdos de tal naturaleza .”

Y en el segundo Considerando se procede a valorar la ubicación de la implantación , de conformidad con lo exigido en el citado artículo 28 del referido Reglamento de 1. 919 , en el tenor siguiente : “ no es un edificio habitado donde se instaló el transformador de referencia , sino que , como queda dicho y probado , en una caseta aislada , sita en un trinquete deshabitado y a una distancia de tres metros de la morada del recurrente ; no existiendo , por tanto , razón legal alguna que abone la pretensión deducida por D. Antonio Mora Pérez “.

Se ha desestimado el presente recurso , confirmándose en sus términos la resolución impugnada . 
c.2. Ayuntamiento de Almoradí 

Manuel Valdés Fresneda interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Almoradí del día 13 de febrero de 1. 935 , por el que se resuelve desestimar la petición del mismo para que se le autorizara el ejercicio de la industria de “ asentador “ en el Mercado de Abastos y Lonja municipal y que para cuyo ejercicio estaba dado de alta en la matrícula de la Contribución industrial . En concreto , las funciones de tal plaza serian facilitar a los “ carruajeros “ o “ tragineros “ del mercado y la lonja la venta de los frutos , granos y artículos que conduzcan 
 . 

La fundamentación jurídica del precitado acuerdo se basa en lo dispuesto por el artículo 72 de la Ley Municipal de 1. 877 y en el artículo 86 del Reglamento de Obras y Servicios Municipales de fecha 14 de julio de 1. 924 , ambos preceptos en vigor por el Decreto del Gobierno de la República de fecha 16 de junio de 1. 931 , prescribiéndose en los mismos , según dicha Corporación , con claridad meridiana que constituye competencia exclusiva municipal el determinar la conveniencia que en los Mercados de Abastos y en las Lonjas municipales existan o no asentadores . Teniendo además presente que el arrendatario de pesas y medidas del Mercado de Abastos viene ejerciendo en buena medida las funciones propias de un asentador , es decir , colocación de las frutas y facilitación de su venta ; se valora que actualmente resulta innecesaria una plaza como la pretendida dado el volumen de las transacciones existentes , así como su autorización supondría un encarecimiento en los precios de determinados productos del mercado para satisfacer debidamente su retribución y la posibilidad que por otros vecinos también se solicitara la expresada autorización municipal .


En el escrito de demanda que presentó el actor se enfatizaba en que el ejercicio de la pretendida actividad económica se comprendía en la tarifa 2ª , clase 3ª , epígrafe 34 de la Contribución industrial , por lo que entendía que era de libre ejercicio y a lo sumo , sujeta a la previa la autorización municipal . 

El Tribunal centra el objeto de este litigio en analizar si concurren o no la pretendidas competencias municipales exclusivas para disciplinar dicha actividad .


En el primer Considerando tal órgano jurisdiccional entiende que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90 del ya referido Reglamento de Obras , Servicios y Bienes municipales y en el Real Decreto de 7 de junio de 1. 891 y la Real Orden Ministerial de 24 de septiembre de 1. 892 , lo siguiente : “ Que los Ayuntamientos carecen de facultad para organizar en los Mercados de Abastos de régimen normal el servicio de Asentadores o Agentes de compraventa y reglamentarlo de manera que quede a su arbitrio autorizar o imponer dicho servicio , fijar el número de los industriales que lo desempeñen y decidir sobre los que hayan que ejercer .”

En el segundo Considerando se enfatiza respecto al régimen del Mercado de Abastos del municipio de autos : “ Que el Mercado de Almoradí ha de considerarse como de régimen normal , por no haber constancia en autos de que se haya implantado en él ninguno de los de excepción legalmente posibles , como por ejemplo el que establece el Real Decreto de 30 de marzo de 1. 905 o el de municipalización , previsto en la sección 5ª del capítulo 1º , Título 5º , del Estatuto Municipal , dentro de los cuales , precisamente , le hubiera sido dable al Ayuntamiento de dicha villa ordenar con eficacia jurídica el régimen interior de un mercado , con arreglo a las normas que respectivamente lo autorizan “.

Se ha estimado el presente recurso revocándose el acuerdo municipal objeto del mismo , así como se declara “ procedente y obligado el otorgamiento de dicha autorización “. 
c.3 . Ayuntamiento de Denia 

María Muñoz Paris , en calidad de Priora del Convento de Religiosas Agustinas de Nuestra Señora de Loreto y Santísima Sangre de la ciudad de Denia , interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución desestimatoria del recurso de alzada dictada por el Gobierno Civil de la provincia del día 26 de septiembre de 1. 934 , por el que se ratifica el acuerdo municipal que no reconocía el derecho de enterramiento en el cementerio privado que posee la indicada comunidad religiosa en el precitado convento , respecto de aquellas Religiosas que ya lo eran y formaban parte de la misma antes del día 30 de enero de 1. 932 , fecha de la entrada en vigor de la Ley de Secularización de Cementerios 
 .

En el escrito de interposición del recurso que se glosa queda patente que la petición en cuestión se fundamentaba en lo dispuesto por el artículo 2 de la identificada norma legislativa , así como se refleja que tal petición se desestimó en primera instancia por el Ayuntamiento Pleno de Denia , con un solo voto corporativo en contra , acompañándose a la misma la relación de Religiosas que se pudieran acoger a la citada prescripción legal .


Por Auto del Tribunal Provincial se tiene por caducado el presente recurso , ya que la actora no formalizó el escrito de demanda en el plazo otorgado al efecto .
d) Comentario personal de la doctrina jurisprudencial expuesta 

En lo atinente a la mentada temática destaca la sentencia del Tribunal Provincial nº 18 / 1. 936 –Anexo ficha nº 203 - , referida a la denegación por parte del Ayuntamiento de Almoradí de la autorización que le solicitó el actor para ejercer de “ asentador “ en el Mercado de Abastos y en la Lonja municipal , donde el Tribunal tras constatar que dicho Mercado de Abastos no está sometido a ningún régimen jurídico excepcional , declara “ procedente y obligado el otorgamiento de dicha autorización “ , toda vez que no existe ningún obstáculo legal que impida o limite tal autorización municipal , pero obsérvese que es el propio Tribunal quien concede la autorización instada por el recurrente ante el precitado Ayuntamiento por lo que sustituye la propia voluntad municipal .
X . FIESTAS LOCALES 
a) Introducción 

Se refieren a la expresada temática dos recursos contencioso-administrativos que dieron lugar a dos sentencias o sus minutas .

b) Panorama legislativo aplicable 

Un recurso alude a la conformidad a derecho de la suspensión y disolución de varias comparsas integrantes de las Fiestas de Moros y Cristianos de la Ciudad  de Alcoy ordenadas por su Alcaldía , que fue estimado .


Y otro recurso , se refiere a la legalidad de haber declarado la Alcaldía de Elda como festivo el día que el Presidente de la República de España visitó la ciudad , que fue desestimado en los términos que se expresan a continuación .

c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Alcoy 

Camilo Badía Grau , en calidad de Presidente de la Junta Directiva de la Asociación “ San Jorge Mártir “ , interpuso recurso contencioso-administrativo contra la resolución de la Alcaldía de Alcoy del día 2 de mayo de 1. 932 , por la que se acuerda la suspensión o clausura de varias comparsas de las Fiestas de Moros y Cristianos , habiéndose comunicado por oficio de la Alcaldía a cada Presidente de las mismas 
 .


El texto de la minuta de sentencia que se conserva resulta incompleto  ya que le faltan varias páginas y  de difícil lectura por su inadecuada conservación . No obstante , obran como antecedentes del presente litigio que el demandante representa legalmente a la comparsa “ Vascos “ y a otras que la Alcaldía de la ciudad de Alcoy consideró extinguidas – sólo se leen con claridad además “ Abencerrajes “ y “ Montañeses “ - , haciéndolo saber mediante oficios dirigidos a sus respectivos Presidentes .


 El decreto que se recurre resuelve la suspensión o clausura de tales comparsas ,  constando en el mismo que dichas comparsas festeras no estaban dadas de alta en la matrícula industrial correspondiente .


En lo atinente a las consideraciones jurídicas realizadas por el Tribunal Provincial resultan de interés las siguientes :

Que el actor tiene personalidad jurídica bastante y necesaria para representar a la totalidad de comparsas afectadas por la indicada resolución de la Alcaldía de Alcoy , ya que actúa como Presidente de la Asociación “ San Jorge Mártir “ , en cuanto organización superior donde se integran todas las comparsas de las Fiestas de Moros y Cristianos de la Ciudad – Considerando primero -.


Que atendiendo a lo dispuesto en los artículos 15 y 18 de la Ley de 30 de junio de 1. 887 , sobre el ejercicio del derecho de asociación , será únicamente la autoridad judicial la competente para decretar la disolución de las asociaciones legalmente constituidas , de conformidad con lo dispuesto en el Código Penal de aplicación y mediante sentencia firme – Considerando segundo -.


Asimismo en aplicación de la Base 2ª del Real Decreto – Ley de 11 de mayo de 1. 926 , para la reforma de la Contribución Industrial , las comparsas indicadas no estarían sujetas a dicho tributo dada su actividad lúdico-festera – Considerando tercero -.


Se estima el presente recurso revocándose la resolución que se impugna de la Alcaldía de Alcoy .

c.2. Ayuntamiento de Elda 

José Maestre Navarro interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento Pleno de Elda del día 1 de junio de 1. 933 , por el que se desestima lo solicitado en el escrito de reposición del actor presentado el 27 de mayo de 1. 933 , en el que se pedía que se declarase la nulidad de la resolución de dicha Alcaldía de fecha 13 de enero de 1. 932 , que señaló como día festivo local el día 16 de enero de 1. 932 , con motivo de la visita a la ciudad de Elda del Presidente de la República de España , por haberse presentado el citado escrito de forma extemporánea 
 .


En los Resultandos de la sentencia que se comenta consta que la resolución de la Alcaldía citada , de fecha 13 de enero de 1. 932 , se le dio  publicidad mediante el edicto que se publicó en el tablón de anuncios de la Casa Consistorial y se cursó comunicación al efecto mediante oficio a los directores de las distintas entidades bancarias con sede en el municipio y al Notario con residencia en el mismo .


Por el demandante se presentó ante el Ayuntamiento de Elda el escrito aludido de fecha 27 de mayo de 1. 933 , que el mismo califica de recurso de reposición contra la resolución de la Alcaldía de fecha 13 de enero de 1. 932 .

En el escrito de demanda se solicita por el recurrente del Tribunal que se declare la nulidad de la reiteradamente identificada resolución de la Alcaldía de Elda , toda vez que dicha Autoridad municipal se ha extralimitado en el ejercicio de sus competencias , al declarar como feriado un día más de los establecidos legítimamente por el Ayuntamiento Pleno y , además , sin la debida publicidad del mismo , toda vez que dicha resolución no se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia como resultaba preceptivo .

El Tribunal Provincial tras el estudio de cuantos antecedentes obran en este litigio mantuvo la posición que a continuación se expone :

El primer Considerando se expresa del siguiente modo :


“ Que la Autoridad Municipal de la Ciudad de Elda , al declarar festivo el día 16 de enero de 1. 932 , no hizo más que cumplir un elementalísimo deber de respeto y cortesía con la más Alta Magistratura de la Nación , máxime , cuando no existe ninguna disposición que a ello se oponga y , por tanto , esta fiesta , por ser accidental y transitoria , no entra en los tres días feriados que a cada localidad le permite establecer la ley .”

Por lo que hace a la publicidad de la resolución edilicia en cuestión se indica en el segundo Considerando : “ Que dada la perentoriedad del caso , la determinación del Sr. Alcalde , no pudo ser publicada en el Boletín Oficial de la Provincia .” Dicho Considerando concluye abundando en que la publicidad utilizada al respecto por la Alcaldía se estima como correcta y suficiente , ya que se evitaron perjuicios al comercio de la localidad remitiéndose los referidos oficios por dicha Autoridad municipal  y pudo tener acceso a la misma cualquier vecino con la mera consulta del tablón de anuncios del Ayuntamiento de Elda , donde se exponía el decreto en cuestión .

En el tercer Considerando de la sentencia el Tribunal entiende que el escrito del actor se presentó de forma extemporánea en base a los siguientes motivos : “ puesto que el artículo 255 del Estatuto Municipal preceptúa que , el trámite previo de reposición deberá plantearse dentro de los ocho días siguientes a la notificación o publicación del acuerdo en cuestión .”

Añadiéndose en el cuarto Considerando :


“ Que si bien el número dos del artículo 253 del Estatuto Municipal dice que , tratándose de infracción de disposiciones administrativas , se establece una acción pública a favor de cualquier vecino para recurrir de ellas , aunque no hayan sido agraviados individualmente en su derecho , esto se condiciona a que el demandante hubiera pedido previamente la observancia de la disposición administrativa que luego se infringió , pero todo ello dentro del plazo legal establecido .”

Se desestima el presente recurso ratificándose en sus términos la resolución impugnada .

d) Comentario personal de la doctrina jurisprudencial expuesta 

Procede destacar la doctrina contenida en la sentencia del Tribunal Provincial analizada con anterioridad nº 14 / 1. 935 – Anexo ficha nº 163 – , respecto a destacar la importancia que en la publicidad de las resoluciones y acuerdos municipales tiene el tablón de anuncios municipal , en especial , respecto a situaciones de urgencia como en el caso de autos por la visita a Elda del Presidente de la República de España el 16 de enero de 1. 932 . 

XI .DEMARCACION TERRITORIAL MUNICIPAL 

a) Introducción 

Sobre la mencionada temática se conserva un recurso que motivó la sentencia desestimatoria del mismo , que a continuación se analiza , referida a la segregación del municipio de Algueña del de Pinoso .
b) Panorama legislativo aplicable 

La referida temática se regula en la Ley Municipal de 1. 877 – artículos 5 y 6 - , el Título II del Estatuto Municipal , el Reglamento de 2 de julio de 1. 924 , sobre Población y Términos municipales y el Capítulo Segundo de la Ley Municipal de 1. 935 
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Ayuntamiento de Pinoso 

José Cantó Brotons interpuso recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo del Ayuntamiento de Pinoso del día 9 de enero de 1. 933 , por el que se denegó la reforma del acuerdo recaído el 19 de diciembre de 1. 932 en la formación de un expediente para la agregación de la pedanía de La Solana al término municipal de Pinoso y la consiguiente segregación del término de La Algueña 
 .


En el primer Resultando de la sentencia que existe se indica que la petición en cuestión se presentó ante el Ayuntamiento de Pinoso con fecha 10 de diciembre de 1. 932 y fue firmada por la totalidad de electores y la inmensa mayoría de vecinos de la pedanía de La Solana . El objeto de la indicada petición era solicitar del Ayuntamiento de Pinoso que acordase la agregación de la pedanía de La Solana a su término – como había estado hasta entonces – y la consiguiente segregación del término municipal de La Algueña  , que acababa de segregarse del municipio de Pinoso como municipio independiente y se preveía dicha pedanía como parte de su término .

El Ayuntamiento de Pinoso en su sesión plenaria celebrada el 19 de diciembre de 1. 932 , acordó que carecía de competencias por sí sólo para decidir sobre la petición vecinal cursada , toda vez que la misma también afectaba al nuevo municipio de La Algueña donde no se había planteado ninguna petición en dicho sentido , todo ello de conformidad con lo establecido en los artículos 5 y 6 de la Ley Municipal de 1. 877 y el artículo 20 del Reglamento de Población y Términos Municipales de 2 de julio de 1. 924 .

Existe referencia a una certificación librada por el Ayuntamiento de Pinoso , donde se acredita que en el año de 1. 930 la pedanía de La Solana contaba con cincuenta y tres vecinos , arrojando un total de doscientos cuarenta habitantes y que carece de bienes , aprovechamientos y derechos comunales . 


El recurrente interpuso recurso de reposición contra el precitado acuerdo plenario , con fecha 1 de enero de 1. 933 , que fue desestimado por el acuerdo plenario de fecha 9 de enero de 1. 933 que se impugna el  recurso que se glosa .


En el escrito de demanda del recurrente de nuevo se reitera la manifestación de que dado el objeto de este litigio , es decir , la pretendida agregación de la pedanía de La Solana al municipio de Pinoso , no resulta jurídicamente necesaria la intervención , ni mucho menos , el consentimiento del Ayuntamiento de La Algueña al respecto , ya que tanto el artículo 5 de la Ley Municipal de 1. 877 como el Reglamento citado de 2 de julio de 1. 924 , establecen que procede la segregación de parte de un término municipal para agregación a otro cuando así se acuerde por la mayoría de los vecinos , como sucede en este caso según la certificación que se aporta . 

El Tribunal Provincial centra de forma lacónica pero elocuente los términos del presente litigio en el primer Considerando de la sentencia , del siguiente modo :“ Que la cuestión a resolver en el presente pleito , es si ante la solicitud de la mayoría de electores y vecinos de la Pedanía de la Solana para agregarse al Ayuntamiento de Pinoso , segregándose de La Algueña , basta la sola aceptación del Ayuntamiento de Pinoso o precisa , también , el consentimiento y conformidad del Ayuntamiento de La Algueña .”

Se concluye en el segundo Considerando de la siguiente forma al respecto : “ Que la simple lectura de la legislación invocada por las partes lleva a la evidente conclusión de que no es posible privar a un Municipio de parte de sus habitantes o de su término sin su consentimiento y sin las debidas garantías para evitar los perjuicios que tal disgregación pudieran ocasionarle .” En este supuesto se está refiriendo el Tribunal obviamente al municipio de La Algueña .


Se falla desestimar el presente recurso confirmándose en sus términos el acuerdo impugnado en el mismo .
d) Comentario personal de la doctrina jurisprudencial expuesta 

Al respecto , simplemente destacar la brevedad y contundencia en la motivación de la sentencia analizada con anterioridad .

XII REGIMEN ELECTORAL : RECURSOS ELECTORALES 
a) Introducción

Se conservan en un inadecuado estado cuatro minutas de sentencias que se refieren a la identificada temática y que tiene por objeto cuestionar la legalidad en la confección de diversos censos electorales municipales por la Jefatura de Estadística de la provincia .


Se estimaron tres de los recursos interpuestos y sólo se desestimó uno de tales recursos .

b)Panorama legislativo aplicable 

Me remito a la legislación que se cita en las sentencias que a continuación se realiza .
c) Análisis de las sentencias 
c.1. Jefatura de Estadística de la provincia 
c.1.1. Censo electoral de Guardamar del Segura de 1. 934 

José Hernández Espinosa y tres vecinos más del municipio de Guardamar del Segura interponen recurso electoral contra las resoluciones de la Jefatura de Estadística de la provincia , referentes a las inclusiones y exclusiones del censo electoral de dicha población 
 .


En los Resultandos de la minuta de la sentencia que se conserva se indica que el referido recurso electoral se interpone al amparo de la disposición de la Presidencia del Consejo de Ministros de fecha 5 de noviembre de 1. 933 , teniendo presente que los recurrentes aportan en la demanda un listado de los vecinos que deben ser incluidos y excluidos del censo electoral .


En el primer Considerando de la minuta de la sentencia se indica por el Tribunal : “ Que conforme a la Ley Electoral vigente y modificaciones introducidas por el Decreto de 8 de mayo de 1. 931 , tiene derecho a ser electores todas aquellas personas que , siendo mayores de 23 años , residan más de un año en el lugar que corresponda al censo electoral que se trate “. En el indicado Considerando se menciona que diversos vecinos de la villa comparecieron ante el Juez Municipal manifestando tener cumplidos veintitrés años de edad y que residen más de un año en el municipio , apoyando sus testimonios varios testigos con arraigo en la población , toda vez que los mismos no se incluyeron indebidamente en el censo electoral aprobado para las anualidades expresadas .


Se falla estimar el presente recurso electoral revocándose las resoluciones que se impugnan , al considerar debidamente acreditadas las pruebas aportadas por los recurrentes en su relación nominal elaborada al efecto . 
c.1.2. Censo electoral de Vall de Alcalá de 1. 934 

Francisco Boronat Vercher interpuso recurso electoral contra las resoluciones de la Jefatura de Estadística de la provincia , referentes a las inclusiones y exclusiones del censo electoral de dicha población .


En la minuta de sentencia que se conserva , con parecidos antecedentes y legislación aplicable referidas en la anterior minuta de la sentencia que se glosó , se indica que el recurrente aporta certificación municipal sobre la acreditación de la procedencia de diversas inclusiones y exclusiones del censo electoral del municipio de Vall de Alcalá 
 .


Se falla estimar el recurso interpuesto con el detalle nominal contenido en el fallo de dicha minuta de sentencia .

c.1.3. Censo electoral de Muro de Alcoy de 1.936  

José Soriano Gozálbez y dos vecinos más del municipio de Muro de Alcoy interponen recurso electoral contra las resoluciones de la Jefatura de Estadística de la provincia , referentes a las inclusiones y exclusiones del censo electoral de dicha población 
 . 

En la minuta de sentencia que se conserva de forma manuscrita con parecidos antecedentes y legislación aplicable a la comentada con anterioridad , añadiéndose en este supuesto la aplicación del Decreto de 7 de septiembre de 1. 935 , el Tribunal en los distintos Considerandos valora la fehaciencia y rigor de las manifestaciones y documentos que presentan los diversos vecinos afectados .


Se falla estimar parcialmente el presente recurso con el detalle nominal obrante en la referida minuta de sentencia .

c.1.4. Censo electoral de Parcent de 1. 936 

Joaquín Pérez Rodríguez interpuso recurso electoral contra la Resolución de la Jefatura de Estadística de la provincia del día 1 de febrero de 1. 936 , publicada en el Boletín oficial de la Provincia de 1 de febrero de 1. 936 , donde se desestiman las reclamaciones de varias inclusiones de distintos vecinos en el censo electoral de Parcent solicitadas por el recurrente 
 .


En la manuscrita minuta de sentencia que existe con parecidos antecedentes y legislación aplicable a la anteriormente comentada , el Tribunal en los distintos Considerandos valora las distintas pruebas documentales aportadas en autos por el demandante .


Se falla desestimar el presente recurso confirmando en sus términos la resolución impugnada en el mismo .
d) Comentario personal de la doctrina jurisprudencial expuesta

Tan sólo comentar la constante doctrina de las sentencias del Tribunal Provincial en esta materia , reiterando la importancia que tenía la prueba de la residencia para la alteración de los censos electorales de los diversos municipios mencionados .
PARTE TERCERA : CONCLUSIONES 
La entrada en vigor de la Ley de 13 de septiembre de 1.888 , sobre el ejercicio de la Jurisdicción de lo Contencioso-Administrativo , a tenor de lo prescrito en su artículo 15 tuvo una incidencia esencial en la planta jurisdiccional de las Audiencias Provinciales , como en el caso de la Audiencia Provincial de Alicante , donde según dicho precepto el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo  se constituirá por el Presidente de la Audiencia Provincial , dos Magistrados de la Audiencia de lo Criminal de las capitales de provincia y por dos Diputados provinciales letrados , elegidos éstos por sorteo anual .


Los Tribunales Provinciales de lo Contencioso-Administrativo constituyen la primera instancia de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo instaurada por dicha Ley de 1.888 y tras la entrada en vigor del Estatuto Municipal y el Estatuto Provincial entienden de las resoluciones y acuerdos dictados por las Administraciones Locales  - en general , Diputación provincial y Ayuntamientos o sus correspondientes Comisiones Gestoras – y , en principio , de tales actos administrativos dictados por la Administración periférica estatal – como regla general , de los adoptados por el Gobernador Civil , Delegado de Hacienda y el llamado Tribunal Económico-Administrativo Provincial - . Su definitiva puesta en funcionamiento se estableció mediante el Real Decreto de 13 de septiembre de 1.888 y sólo sufrió una modificación fundamental en su composición , mediante lo dispuesto en el artículo 253.4 del Estatuto Municipal de 8 de marzo de 1.924 , que sustituyó a los iniciales dos Diputados Provinciales que reunieran la condición de letrado por dos vocales que designará el Presidente de la Audiencia Provincial , mediante sorteo público por el orden de preferencia establecido en tal precepto, reforma que por cierto no resultó alterada por la entrada en vigor de la Ley Municipal de 1.935 , a tenor de lo dispuesto en su disposición transitoria 2ª  . En todo caso , tanto en la composición inicial del indicado Tribunal Provincial como tras su reforma , propiciada esencialmente por las corruptelas a las que al parecer sólo se imputaban a dichos Diputados Provinciales , no se garantiza una adecuada formación de los miembros de tal órgano jurisdiccional en Derecho Administrativo , que era el derecho sustantivo que se ventilaba en los mismos .


El objetivo inicial de este trabajo era el estudio de la totalidad de sentencias dictadas por el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo de Alicante desde su constitución se entiende en 1.888 hasta el 18 de julio de 1.936 para abarcar así períodos históricos completos con cierta distancia en su perspectiva temporal para su análisis , así como el de la organización , el funcionamiento y las competencias de dicho tribunal . Pero tras proceder a las iniciales labores de investigación en el Archivo Histórico Provincial de Alicante , se constató que sólo se conservan las sentencias o sus minutas ,  los autos y las providencias del aludido Tribunal y sus correspondientes expedientes para proceder a un estudio sistemático de las mismas como se ha pretendido  a partir de la sentencia de fecha 23 de marzo de 1.925 – Anexo ficha nº 1- . Si bien es cierto , como así se comprueba en alguna cita contenida en el texto de este trabajo y  sobre todo en los anexos que acompañan al mismo , que existe algún auto o providencia de carácter obviamente incidental anteriores a dicha fecha , pero sentencia anterior a la misma tan sólo se conserva la de fecha 4 de julio de 1.917 – Anexo ficha nº 0 - , que resolvió el recurso contencioso-administrativo que interpuso Eduardo Sastre Cortés , el día 29 de diciembre de 1.914 , contra el acuerdo de su destitución como Médico Titular del Ayuntamiento de Hondón de las Nieves , que fue objeto de recurso de apelación ante el Tribunal Supremo por el citado recurrente , dictando sentencia dicho Alto Tribunal el 31 de mayo de 1.919. Por tanto , con la excepción de dichos expedientes judiciales que se conservan satisfactoriamente , las resoluciones judiciales susceptibles de un análisis sistemático se dictaron durante los períodos históricos correspondientes a la Dictadura del General Primo de Rivera en el reinado de Alfonso XIII y la Segunda República de España hasta el inicio de la Guerra Civil , que acotan el alcance de este trabajo .

En todo caso , teniendo presente que tampoco se conservan respecto de los indicados períodos históricos , ni todas las resoluciones judiciales dictadas y mucho menos la totalidad de los expedientes judiciales que se tramitaron , como así se comprueba en el contenido de cada una de las fichas que como anexo se acompañan a este trabajo .


La presente investigación se ha elaborado analizando un número de 261 sentencias de dicho Tribunal Provincial y sus correspondientes sentencias del Tribunal Supremo motivadas por los recursos interpuestos contra las mismas que totalizan un número de 15 , que constituye el número de las que se conservan adecuadamente en el Archivo referido y dentro de los períodos históricos mencionados , así como un número de 9 autos y 1 providencia del citado Tribunal , que aunque en éstos dos últimos supuestos constituyen resoluciones meramente incidentales algún aspecto destacable aportaban al fondo del asunto enjuiciado , es decir , se estudian un total de 286 resoluciones judiciales o sus minutas – en concreto existen 78 minutas de tales resoluciones 
 - ,  respecto de aquellos recursos contencioso-administrativos que se hayan interpuesto con anterioridad al 18 de julio de 1.936 , aunque se hayan resuelto tales recursos con posterioridad a dicha fecha , teniendo presente que según los datos del propio Archivo consultado se catalogan respecto del citado Tribunal un total de 391 expedientes , desde el año 1.917 a 1.950 . 

En lo atinente a la legitimación activa en los recursos estudiados , un número de 14 de los 271 indicados, es decir , un 5% se interpusieron por las propias Administraciones intervinientes , entre otros supuestos , pretendiendo la declaración judicial de lesividad del acto dictado por la Administración Local autora del mismo e  impugnando los propios Ayuntamientos los presupuestos municipales aprobados por la Delegación de Hacienda . El resto de recursos – un 95% - se interpusieron por las personas físicas y jurídicas titulares del correspondiente derecho subjetivo que se considera vulnerado por la resolución administrativa dictada y en algún supuesto se interpuso por los vecinos del municipio reclamando la infracción de disposiciones administrativas con fuerza de Ley por la propia Administración demandada en base a lo dispuesto al efecto en el Estatuto Municipal .

Respecto a las Administraciones demandadas en los recursos analizados , los recursos referidos a la Administración periférica estatal son un total de 50 , constituyendo el 18,4% de los 271 interpuestos , en especial , respecto de la temática de Hacienda Pública , los presupuestos municipales y la defensa del patrimonio público . Contra la Administración Local se interpusieron 221 recursos – constituye el 81,4% del total - , si bien , 10 se presentaron contra la Diputación Provincial , es decir , el 3,6% de los formulados, frente a los 211 contra los Ayuntamientos que suponen el 77,8% , destacando los 16 recursos interpuestos contra el Ayuntamiento de Alcoy y contra el de  Orihuela – un 6% en ambos casos - , así como los 14 contra el Ayuntamiento de Alicante -5%- y 8 recursos contra los Ayuntamientos de Aspe , de Callosa de Segura y de Pego – en este caso todos en materia de personal – y 7 recursos contra los Ayuntamientos de Elda y Monovar .

 Los datos contrastados respecto de los distintos ámbitos materiales de las Administraciones Públicas analizadas – Administración Local y Administración periférica estatal – a las que se refieren dichos recursos jurisdiccionales resultan sumamente ilustrativos , toda vez que de las 271 resoluciones judiciales analizadas en primera instancia , un total de 162 corresponden a la temática de personal de las Administraciones Locales , obsérvese un 60 % de las mismas ; un total de 45 resoluciones se refieren a la temática de la Hacienda Pública ; un número de 15  aluden a la ordenación urbana ; 13 relativas a la contratación administrativa ; 8 en materia de presupuestos municipales ; 7 respecto de la defensa del patrimonio público ; 6 sobre el estatuto de los miembros de las Corporaciones locales ; 5 en sanidad municipal ; 4 en resolución de recursos sobre el censo electoral ; 3 en punto a servicios públicos ; 2 atinentes a fiestas locales y 1 sobre la demarcación territorial municipal .


Por tanto , si además tenemos en cuenta que de las 162 resoluciones en materia de personal de los entes locales , 30 de ellas se refieren al acceso de la función pública  y 98 resoluciones son motivadas por las sanciones de destitución o separación definitiva del servicio , se puede afirmar de manera concluyente que el Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo de Alicante se constituye materialmente en los períodos históricos mencionados y con las resoluciones que se conservan , como una instancia judicial dirigida fundamentalmente a garantizar el estatuto funcionarial , o , incluso ,el del empleado público o a sus aspirantes legítimos . Es decir , que dado el volumen indicado de recursos interpuestos por los empleados públicos o en mucha menor medida por los aspirantes a dicho empleo ante el meritado Tribunal y si además sumamos las 13 resoluciones producidas en materia de contratación administrativa , resulta obvio constatar que la función primigenia y esencial de tal órgano jurisdiccional era la de resolver los litigios referidos a las llamadas relaciones especiales de sujeción en el Derecho Administrativo .


De otra parte , en el estudio realizado los administrados – hoy ciudadanía – se constata que hacen un uso excepcional en términos cuantitativos de dicha jurisdicción , salvo en materia de Hacienda Pública y en su calidad de contribuyentes , en especial con referencia al arbitrio de utilidades  , que se caracteriza por ser un impuesto de devengo anual y el contribuyente lo era en concepto de propietario de bienes inmuebles o titular de rentas o salarios en elevadas cuantías anuales . Como se ha indicado el número de resoluciones judiciales en materia de Hacienda Pública es de 45 . Las razones de la expresada tendencia creo que serían en paridad , tanto la falta de asimilación colectiva de la implantación de dicho Tribunal por lo inminente de su entrada en funcionamiento , pero también sin duda alguna por la propia estructura económica , social , cultural y política en las etapas históricas en que se produjeron tales resoluciones . 

Asimismo es menester concluir que tanto las limitaciones como las virtudes de que se inviste la jurisdicción de lo contencioso-administrativo en su versión de la legislación de 1.888 , que han sido puestas reiteradamente de relieve por la doctrina jurisprudencial y científica , también se hacen patentes en las resoluciones judiciales analizadas en este trabajo , así por ejemplo , la existencia de cualquier potestad administrativa de carácter discrecional quedaba excluida de su enjuiciamiento por la jurisdicción que nos ocupa , así como también la necesariedad de utilizar el recurso contencioso-administrativo de lesividad para proceder por la Administración actuante a la revocación de una resolución firme en vía administrativa declarativa de derechos de los particulares y la posibilidad de interponer el recurso jurisdiccional en defensa del mero interés por los administrados , tras la entrada en vigor del Estatuto Municipal y sólo aplicable tal supuesto para los recursos contencioso-administrativos municipales . 


Pero en todo caso , el estudio de las resoluciones judiciales objeto de este trabajo  sirve para ilustrar la aplicación que tuvo la propia legislación de lo contencioso-administrativo por el Tribunal actuante respecto de las resoluciones de las Administraciones implicadas , así como la operatividad que tuvieron en la práctica de tales Administraciones tanto el Estatuto Municipal  como el Estatuto Provincial y la Ley Municipal de 1.935 , en cuanto normas más relevantes de régimen local en los períodos históricos mencionados . Amén de la relevancia que para resolución de múltiples recursos tuvieron las Ordenanzas municipales , en especial en materia de función pública local y en la regulación de la disciplina urbanística .

En el anexo que se acompaña a este trabajo se puede observar en cada una de las resoluciones dictadas  la relación de Abogados y Procuradores intervinientes en tales recursos , así como que los recursos interpuestos contra las 261 sentencias dictadas en primera instancia fueron 31 recursos de apelación ante el Tribunal Supremo – el 12% de las sentencias son objeto del recurso de apelación – y se conservan 15 sentencias dictadas por el Tribunal Supremo en lo referido a tales recursos , en el resto de casos o no se dictó sentencia o en algún caso no se conserva . Por tanto , el 100% de los recursos presentados contra las sentencias son de apelación .

Respecto a la duración de los procesos contencioso-administrativos en los 261 pleitos estudiados , consta que en primera instancia tienen una duración media de 16,6 meses desde el día de la presentación del escrito de interposición a la fecha en que se dicta sentencia – según el estudio de 112 fichas obrantes en el Anexo de este trabajo - ; la resolución de los recursos de apelación por el Tribunal Supremo tiene una media de 22,3 meses – según el estudio de 10 fichas del Anexo – y sólo en 5 casos reflejados en las fichas del anexo incorporado constan incidentes de ejecución de las sentencias dictadas , cuya sustanciación dura una media de 24,5 meses hasta su íntegra ejecución por la Administración obligada , pasándose en algún caso por el Tribunal provincial o el Tribunal Supremo el tanto de culpa correspondiente al juzgado penal competente por negarse injustificadamente el Ayuntamiento obligado a su ejecución , por concurrir el presunto delito de desobediencia a la autoridad judicial , teniendo presente que no se han computado a tales efectos los expedientes judiciales cuya resolución se interrumpió por la por la contienda civil española . 


Obra que el número de sentencias dictadas por el Tribunal de referencia que se conservan es el siguiente según los años que se enumeran:


- En 1.930 , a fecha de 13 de diciembre se dictaron 24 sentencias .


- En 1.931 , a fecha 30 de diciembre se dictaron 21 sentencias .


- En 1.932 , a 30 de diciembre se dictaron 35 sentencias .


- En 1.933 . a 30 de diciembre se dictaron 36 de sentencias .


- En 1.934 , a 18 de diciembre se dictaron 64 sentencias .


- En 1.935 , a 31 de diciembre se dictaron 48 sentencias . 

- En 1.936 , a fecha 11 de julio se dictaron 57 sentencias . Obsérvese el incremento del número de las sentencias dictadas hasta la indicada fecha en 1.936 sobre todo en materia de personal , que se interrumpe se entiende por el inicio de la Guerra Civil , constatándose que la mayor parte de los recursos interpuestos a lo largo del año 1.935 y hasta el 18 de julio de  1.936 se resuelven con fecha posterior al final de dicha contienda bélica , en concreto , a partir del año 1.940 por lo que también se ha procedido al análisis de tales resoluciones , teniendo presente que los Tribunales  Provinciales de lo Contencioso-Administrativo desaparecen según las previsiones de la Ley de 27 de diciembre de 1.956 , reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa  . 

Asimismo constan como Presidentes titulares del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo en las resoluciones que se conservan lo siguientes por orden cronológico :


- Años 1.925 y 1.926 , Daniel Chulvi Ramírez .


- Años 1.929 a 1.931 ,  Pascual Domenech Marín .


- Año 1.932 ,  Julián Plaza Miralles .


- Años 1.933 a 1.936 , Mariano Marín Buitrago .

También procede mencionar que los Magistrados que durante más tiempo integraron dicho Tribunal Provincial en el período mencionado fueron Manuel Domínguez , Fernando Candel y Francisco Arias , así como los Vocales que más tiempo ejercieron como tales fueron Ansemo Cutayar , Vicente Sorribes y Francisco Rodrigo y como Secretario del Tribunal Provincial consta que el que más tiempo desempeñó dicho cargo fue Antonio Fitera Tejeiro .
 Como corolario a todo lo expuesto , tan sólo añadir que el eco de los referidos recursos contencioso-administrativos en la prensa local de la época fue muy poco significativo o , incluso , insignificante , a diferencia de los procesos criminales que si que gozaban de tal traducción periodística . En concreto , se ha encontrado referencia en dicha prensa local consultada respecto del proyecto promovido por el Ayuntamiento de Alicante de la llamada “ Ciudad-Prieto “ previsto en la playa de San Juan y Cabo de las Huertas ; también sobre el derribo del edificio que ocuparon los HH. Maristas en la Avenida de Méndez Núñez esquina a la calle Bailén en la ciudad de Alicante ; así como en lo atinente al expediente disciplinario que instruyó el Ayuntamiento de Alicante contra sus servicios veterinarios , por haberse introducido en el Mercado Central unos 144 kilogramos de atún en un inadecuado estado , en el mes de julio de 1.933 . Pero en todo caso , obsérvese que constituyen noticia los referidos hechos que posteriormente motivarán los recursos en cuestión , no sobre los recursos en sí .               
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� Entre tales proyectos legislativos se encontraban los siguientes : la ley reguladora del derecho de asociación , el proyecto de ley de bases del Código Civil , el proyecto de ley municipal , el proyecto de ley de reforma de la Ley provincial , el proyecto de ley sobre el gobierno general de la isla de Cuba , el proyecto de ley para el establecimiento del juicio de jurados para determinados delitos , el proyecto de ley de sufragio universal masculino  o el proyecto de ley sobre el ejercicio de la jurisdicción contencioso-administrativa .





� En la obra citada  Historia de España de Menéndez Pidal  , páginas 352 a 357 , se contiene la relación de los distintos miembros y duración de los gobiernos del período histórico citado y , en concreto los siguientes :


1º gobierno , de 27 de noviembre a 10 de octubre de 1. 886 ; 2º gobierno , de 10 de octubre de 1. 886 a 14 de junio de 1. 888 ; 3º gobierno , de 14 de junio de 1. 888 a 11 de diciembre de 1. 888 . Los dos gobiernos que restan para conformar el período denominado como Parlamento largo , el Ministerio de Gracia y Justicia se desempeñó por José Canalejas Méndez ( desde el  11 de diciembre de 1. 888  a 21 de diciembre de 1. 890 ) y por Joaquín López Puigcerver (desde el 21 de enero a 5 de julio de 1. 890 ) .


�En la obra indicada , Historia de España de Menéndez Pidal  , página 374 , se caracteriza la fase del Gobierno liberal denominada como Parlamento largo en los siguientes términos :


“ por sus casi  cinco años de duración , desde noviembre de 1885 hasta julio de 1890 , siempre con Sagasta en la Presidencia del Consejo . Es este período durante el cual se percibe con más claridad el intento gubernamental de hacer efectivo en la medida de lo posible el desarrollo legislativo del ideario liberal …” 


� Una exposición en detalle respecto de la tramitación parlamentaria de la mencionada Ley de 27 de diciembre de 1. 844 se contiene en la obra  Historia legal de la Jurisdicción contencioso-administrativa ( 1845-1998 )  , FERNÁNDEZ TORRES , J. R. , Editorial Iustel , 1ª Edición , Madrid , 2. 007 , páginas 81 y siguientes , donde se manifiesta en la referida página 81 :


“ No obstante disponer de una mayoría parlamentaria sin precedentes , el Gobierno del partido moderado presidido por Narváez , a través de su Ministro de la Gobernación , Pedro José Pidal , pretendía así eludir el debate del texto presentado al Congreso para su aprobación a través de una delegación legislativa .”


También , el indicado autor en su monografía  , La formación histórica de la jurisdicción contencioso – administrativa ( 1845-1868 )   , Editorial Civitas S . A. , 1ª Edición , Madrid , 1. 998 , en las páginas 242 y 243 , concluye lo siguiente :


“ En uso de la delegación concedida , el Gobierno aprueba de manera sucesiva las leyes de organización y atribuciones de los Ayuntamientos y de las Diputaciones provinciales , ambas de 8 de enero de 1. 845, de los Consejos Provinciales de 2 de abril de 1845 y del Consejo Real , el 6 de julio del mismo año .


	En resumidas cuentas , las Cortes , hacen dejación expresa de sus responsabilidades en tanto que órgano constitucional copartícipe en el ejercicio de la potestad legislativa . Autorizan la transferencia de sus potestades en beneficio del Gobierno en contradicción con los dictados de la propia Norma Fundamental , de manera que su intervención en el proceso de elaboración de tan relevantes leyes queda limitada , tal y como pretenden sus impulsores moderados , a una sola deliberación de la delegación legislativa , y no a una detenida discusión sobre su parte dispositiva , acompañada de las correspondientes enmiendas , de conformidad con los Reglamentos vigentes de las Cámaras .” 


� FERNÁNDEZ TORRES , en la obra citada  Historia legal …  , además añade la nota de la precipitación en su elaboración y aprobación de la ley de los Consejos Provinciales y la del Consejo Real  , página 85 :


“ Estas dos últimas Leyes se elaboran de forma precipitada , tal como certifican las reordenaciones emprendidas en 1846 ( Real Decreto de 30 de diciembre de 1846 , de aprobación interina del reglamento de lo contencioso-administrativo, emanada del Ministro de la Gobernación , Pedro José Pidal ) y 1847 ( Real decreto de 29 de septiembre de 1847 , de organización de los Consejos provinciales , dictado por el Ministro de la Gobernación , Patricio de la Escosura ) … Este dato , unido al recurso a la delegación legislativa mencionada , lastran la Jurisdicción contencioso-administrativa en sus orígenes .”   


� FERNÁNDEZ TORRES , en su monografía  La formación histórica …  , páginas 262 y 263 , realiza la siguiente observación al respecto :


“ Las Leyes de 2 de abril y de 6 de julio de 1845 inauguran la planta de la jurisdicción contencioso-administrativa . Bien es verdad que los protagonistas de la escena política española del segundo tercio del siglo XIX , y en particular los moderados , dueños exclusivos del poder desde 1844 , exhiben muy serios reparos para aceptar la sujeción del Estado al Derecho , esto es , a las normas dictadas por ellos mismos y que los administrados están llamados a obedecer . En puridad , no debe hablarse tanto de sometimiento a la ley y al derecho cuanto de autolimitación de los Poderes públicos . Esto explica en parte la profunda animadversión de los políticos integrantes del partido moderado hacia cualquier género de inmisión judicial en el actuar administrativo – la visión de la Administración pública como conformadora de la sociedad , benefactora y creadora , defendida por los primeros administrativistas completaría el razonamiento . “


� Como observa al respecto FERNÁNDEZ TORRES en su obra  La formación histórica …  , páginas 264 y 265 , al tiempo que describe con precisión el haber optado en dichas leyes por el denominado modelo de “ jurisdicción retenida “ :


“ … la única opción viable desde un punto de vista político y jurídico pasa por confiar a la propia Administración la misión de resolver los litigios suscitados por su actuación . Por consiguiente , ésta se erige en juez y parte de sus propias causas .


… Sujeta a estas condiciones básicas , la jurisdicción instituida en 1845 satisface las ambiciones políticas de las clases dirigentes de liberar en primera instancia a la Administración del control – heterónomo – de los jueces ordinarios y potenciar así – hasta su consagración – su privilegiada posición jurídica para poder afrontar en segunda instancia la ingente tarea de erigir el Estado liberal burgués .”


� Sostiene FERNÁNDEZ TORRES en  La formación histórica …  , página 269 , siguiendo el razonamiento de Manuel COLMEIRO en su obra  Derecho administrativo español  , tras afirmar que la propia existencia de la jurisdicción queda en tela de juicio , dado que no hay un tribunal , en cuanto tal , en la cúspide de su organización :


“ El Consejo Real carece por sí mismo de potestades decisorias en las materias contencioso-administrativas . Tan sólo está facultado para elaborar las correspondientes propuestas de resolución, que compete al Rey aprobar .” 


Se añade en la página 289 de dicha obra lo siguiente respecto del papel de los ministros dada la composición prevista del Consejo Real – artículos 1 al 10 de Ley de 6 de Julio de 1. 845 - en su legislación reguladora :


“ los ministros que se hayan pronunciado sobre las peticiones o reclamaciones que los particulares – cuando así se trabe la instancia , pues como se advertirá más adelante  , no es presupuesto del proceso la existencia de un acto administrativo previo – disponen de voz y voto en el Consejo sobre cualesquiera asuntos , incluidos los contencioso-administrativos …”


� FERNÁNDEZ TORRES en la obra referida en la anterior nota parte que los Consejos Provinciales , por el contrario de lo dicho respecto del Consejo Real , gozan de una auténtica jurisdicción delegada sosteniendo al respecto en las páginas 310 y 311 , teniendo presente su organización prevista en los artículos 1 al 5 de la Ley de 2 de Abril de 1. 845   :


“ la concesión de la jurisdicción delegada a los Consejos provinciales no genera ni desconfianza ni aprensión alguna . La presidencia de los mismos a cargo de los Jefes políticos y el sometimiento de sus fallos a la revisión – entre otras cuestiones – amortiguan aquella disposición .”


Y obviamente el ejercicio por el Consejo Real “ de la jurisdicción por delegación del Monarca amenazaría la posición privilegiada de la supremacía jerárquica de la Administración activa  . Ello conduciría al establecimiento de un verdadero sistema de control del actuar administrativo que el ejecutivo no deseaba . “


� Para un estudio pormenorizado del ámbito objetivo y procesal de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo configurada por la referida legislación , FERNÁNDEZ TORRES ,  La formación histórica …  , en sus capítulos IV al VI , páginas 341 y siguientes .


� La evolución legislativa de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo en la indicada centuria se contiene de modo sucinto pero ilustrativo en la obra de PÍ y SUÑER , J. M. ,  Lo contencioso – administrativo . Versión taquigráfica , revisada , completada y anotada bibliográficamente , del curso profesado sobre la materia en la Facultad de Derecho de la Universidad de Barcelona ,  Centro de Administración Municipal , Barcelona , 1. 932 , páginas 54 y siguientes . También de manera extensa y pormenorizada , FERNÁNDEZ TORRES en  Historia legal …  , Capítulos I al VI , página 31 y siguientes .  





� En la obra de FERNÁNDEZ TORRES ,  La Historia legal …  , en la página 316 y en la nota a pié de página 149 , se contienen los siguientes datos para realizar un balance sobre la aplicación del régimen jurídico mencionado :


“ Ténganse en cuenta los datos obrantes en la ponencia 11ª sobre lo contencioso-administrativo del Congreso Jurídico Español de 1. 886 . Durante el período 1877-1881 , las Comisiones provinciales conocen de 276 pleitos , lo que equivale una media de 55 al año , apenas un poco más de uno por provincia , y el Consejo de Estado despacha 738 asuntos , de los que 570 corresponden a la primera instancia . La tendencia posterior apunta un incremento de las diferencias entre ambas instancias , con el consiguiente atraso en la resolución de los litigios : a finales de 1885, El Consejo de Estado despacha ya 2.224 asuntos  , teniendo 1.089 pleitos pendientes desde 1884 ( otros 900 en 1886 ) y otros 1.135 de nuevo ingreso . “


Asimismo en la nota 151 de la citada obra  , página 317 , se indica que en la mentada Ponencia se subraya el abusivo comportamiento de la Administración porque “ sabido es que ha habido ministros , especialmente en las ramas de Gobernación y Guerra , que han tardado en remitir los expedientes años enteros , y otros que se han negado a hacerlo , con manifiesto agravio de las leyes y de los intereses particulares .”





� Pueden observarse las diferentes iniciativas legislativas propuestas al respecto en FERNÁNDEZ TORRES ,  Historia legal …  , páginas 317 y 318 .También pueden verse tales iniciativas y su justificación en la obra de MARTÍN REBOLLO , L . ,  El proceso de elaboración de la Ley de lo Contencioso-Administrativo de 13 de Septiembre de 1888  , Instituto de Estudios Administrativos , Madrid , 1.975 ,  páginas 53 a 58 . Sin duda la obra más completa sobre la tramitación parlamentaria de la Ley de 13 de Septiembre de 1. 888 .


� Precisamente para MARTÍN REBOLLO ,  El proceso de elaboración … , en la página 57 , manifiesta la tendencia a justificar  la reforma legal “ basándose en otras legislaciones del momento o apelando a la fuerza moral de autores de la doctrina patria y extranjera “ .


Los autores más citados durante el trámite parlamentario del proyecto de ley que cristaliza como Ley de 13 de Septiembre de 1. 888 , que en el epígrafe siguiente se abordará , son los administrativistas franceses y , como auténtico paladín en la materia VIVIEN .


Ahora bien , también se suele mencionar como causa determinante de plantear la necesariedad de la reforma operada el propio inadecuado funcionamiento del régimen jurídico en vigor .


En este sentido , mantiene FERNÁNDEZ TORRES ,  Historia legal … , páginas 316 y 317 , que junto al debate doctrinal y político que alimentan la ansiada reforma legislativa en la materia , tales causas no se desligan de la  “ preocupación generalizada por el mal estado de la justicia administrativa : la acumulación de asuntos pendientes … y la lentitud en el despacho de litigios , pero además el obstruccionismo de la Administración activa , la inejecución de las sentencias o la falta de formación especializada de muchos de los juzgadores .”


Asimismo , MARTÍN REBOLLO ,  El proceso de elaboración …  , página 65 , sostiene como elementos que determinan la acuciente necesidad de la reforma de la legislación de lo contencioso-administrativo :


“ Entroncada en el movimiento codificador , pretendiendo enlazar con los planteamientos doctrinales del momento en las escuelas científicas y la legislación comparada , la ley responde también a otras razones , entre las cuales no son las de menor entidad las que aluden a la acuciante y compleja situación coyuntural en que se encontraba el tema de lo contencioso .”    


� VERA SANTOS , J . M . ,  Las Constituciones de Francia  , Tirant Lo Blanch , Textos Legales , Valencia , 2004 , “ I. Las Constituciones Revolucionarias ( 1789-1795 ) “ , su Estudio Preliminar , páginas 34 y siguientes . Así como , CARMONA Y CHOUSSAT , J. F . , Constituciones : Interpretación Histórica y Sentimiento Constitucional , Thomson Civitas , Cizur Menor , 2004 , “ Capítulo III. La Constitución Francesa “ , páginas 69 y siguientes . También , GONZÁLEZ HERNÁNDEZ ,  E . ,  Breve historia del constitucionalismo común ( 1787 – 1931 ) . Exilio político y turismo constitucional  , Editorial Universitaria Ramón Areces , Madrid , 2006 , páginas 63 y siguientes .


� GARCÍA DE ENTERRÍA , E . ,  La lengua de los derechos . La formación del derecho público europeo tras la Revolución Francesa  , Madrid . Alianza Editorial . Ciencias Sociales . 1999 , páginas 182 y 183 precisa citando a  J. CHEVALIER :


“ la observancia de la legalidad por los administradores tenía excluida expresamente la garantía judicial , por virtud de la temprana proclamación de la regla de la “ separación “ entre autoridades administrativas y judiciales por la Ley 16-24 de agosto de 1790 de Organización Judicial , que prohibió a los jueces , bajo pena de prevaricación “ interferir o molestar ( troubler ) de cualquier manera que fuese , las operaciones de los cuerpos administrativos ni citar ante ellos a los administradores por razón de su funcionamiento “.


Con mayor detalle y por el mismo autor español en su monografía ,  Revolución francesa y Administración contemporánea  , Madrid , Editorial Taurus , 2ª Edición , 1981 , páginas 34 y siguientes .


	También del dicho autor y respecto de la evolución de la jurisdicción contencioso-administrativa en Francia , España , Alemania , Italia y Portugal , su trabajo “ La formación y el desarrollo en Europa de la jurisdicción contencioso-administrativa . Su adquisición definitiva de un status  de jurisdicción plena y efectiva “ , Revista de Administración Pública , 2.009 , nº 179 , páginas 167-183 .    


� Dicha expresión tan plástica es de FERNÁNDEZ , T. – R . ,  Una Crónica de la Legislación y la Ciencia Jurídica en la España Contemporánea  , Madrid , Editorial Thomson – Civitas , Cuadernos Civitas , 2.003 , páginas 68 y 69 , donde de forma sucinta analiza el origen y evolución de tales instituciones y destacando que fue en 1. 872 , cuando Le Conseil d´Etat recibió la jurisdicción delegada . 


Para un análisis extenso de la evolución de Le Conseil  d´Etat , TAMAYO , J. A . ,  Algunas ideas sobre el Consejo de Estado Francés , Sevilla , Instituto García Oviedo , Universidad de Sevilla , 1967. En especial , páginas 48 y siguientes , resultando de sumo interés la bibliografía citada a lo largo de la misma .  


� Quizás el principal artífice de dicha ponencia congresual , destacando su obra  Colección bibliográfica de lo Contencioso-administrativo  , Madrid , Imprenta y Fundición de Manuel Tello , 1. 881 , donde se contienen una selección de los once escritos de mayor relevancia en la materia indicada , ya publicadas en los Diarios de Sesiones de las Cortes y en revistas jurídicas , en especial , en la Revista General de Legislación y Jurisprudencia , precisando también tal autor en la página 12 del prólogo de dicha colección , las monografías existentes al efecto en España , con objeto de completar exhaustivamente la bibliografía en la materia hasta el referido año 1. 881 , correspondientes a J. PELÁEZ DEL POZO , J. DÍAZ UFANO , SANTOS ALFARO ( 2 ) , J. MARTÍNEZ AGULLÓ y J. M. ROS BIOSCA .


 	También pertenece a  GALLOSTRA el opúsculo  Lo contencioso- Administrativo  , que cita en el prólogo de la anterior obra , cuya edición de dos mil ejemplares se vendieron en poco más de cuatro meses según  precisa el propio autor , páginas 6 y 7 .       


� El texto completo de la Ponencia indicada se contiene en FERNÁNDEZ TORRES ,  Historia legal … , páginas 332 a 349 .


Dicha ponencia con la firma de sus autores lleva fecha de 12 de Noviembre de 1. 886 y se publicó por la Imprenta de la Revista General de Legislación y Jurisprudencia en 1. 886 .


Una panorámica general de dicho Congreso puede consultarse en  SÁNCHEZ DE OCAÑA , R. , “ Congreso Jurídico Español de 1886 . Relación de los trabajos realizados por el mismo “ , en la  Revista General de Legislación y Jurisprudencia  , Tomo 69 , Madrid , 1886 , páginas 435-447 y 556-665 , donde obran las conclusiones de las ponencias y consta una síntesis de las intervenciones de mayor interés .


� Dicho concepto se contrapone por los referidos ponentes al concepto que denominan histórico o clásico , que tiene su origen en los publicistas y legisladores franceses , según los cuales “ lo contencioso-administrativo no era más que la Administración misma deteniéndose a examinar y juzgar sus propios actos en relación con derechos particulares por ella creados o amparados .”


� Existe la siguiente referencia en la mentada ponencia :


“ La ciencia y la legislación de los diferentes pueblos presentan tres sistemas o soluciones a esta cuestión : dos perfectamente definidos y radicalmente opuestos , y otro que puede considerarse como mixto , a saber el administrativo , que consiste en atribuir a la Administración misma por medio de sus Cuerpos consultivos , erigidos al efecto en tribunales , el trámite y resolución del recurso , y es el seguido en Francia , Austria , Prusia y aún en parte de Suiza ; el judicial , que encomienda la sustanciación y fallos a los tribunales ordinarios , como acontece en Inglaterra y en los Estados Unidos ; y el tercero , adoptado en Italia , que si bien ha abolido los tribunales especiales para conocer de estas materias , ha dejado a la Administración que entienda en todo lo contencioso-administrativo , con algunas variantes de importancia .”


La ponencia de una manera sintética pero con precisión encomiable plasma cual ha sido la situación de la organización jurisdiccional de lo contencioso-administrativo en España hasta el momento :


“ En nuestro país , después de cambios que todos conocen a impulsos de las revueltas políticas y de haber tenido el sistema francés , un tribunal especial contencioso – administrativo desde 1854 a 1855 y de haber encomendado esta jurisdicción al Tribunal Supremo , hemos vuelto al sistema administrativo puro .” 


Para un análisis conceptual y de derecho comparado sobre la indicada temática de la organización judicial , distinguiendo entre el sistema administrativo , el sistema judicial y el sistema mixto , PÍ Y SUÑER ,  Lo Contencioso – Administrativo …  , páginas 47 a 54 . Así como el estudio del caso español , páginas 54 y siguientes .


� Se contienen esencialmente tales datos numéricos en la nota 13 .


� Teniendo presente por lo que luego se dirá en el siguiente epígrafe que la ponencia califica a PÉREZ PUJOL y a SANTAMARÍA DE PAREDES como doctos escritores , “ honra de nuestras Universidades , en un libro recientemente publicado por el segundo ( 1885 ) , que responde dignamente a la última evolución de la ciencia .”


Sin duda , se refiere a la obra  Curso de Derecho Administrativo .


� Para un estudio pormenorizado de las mismas , MARTÍN REBOLLO ,  El proceso de elaboración … “, dedica su capítulo segundo al respecto , páginas 71 y siguientes .





� Sobre la tramitación en el Congreso de dichos proyectos legislativos en relación con la propuesta inicial del Gobierno , en concreto , en el de 1. 886 , tuvo una influencia esencial Vicente Santamaría de Paredes ( Madrid , 17 de Mayo de 1853 a 26 de Enero de 1. 924 ) , destacando de las notas biográficas contenidas en la obra ya indicada de MARTÍN REBOLLO , así como abundantes citas bibliográficas sobre su obra ,  El procedimiento de elaboración …  , páginas 131 y 132 , nota 97 , las que siguen :


Fue por primera vez Diputado a Cortes por el Partido Liberal por el distrito electoral de Motilla del Palancar ( Cuenca ) precisamente en 1. 886 , llegó a ser profesor de Alfonso XIII , Ministro de Instrucción Pública en el Gobierno Moret ( 1. 905 ) y posteriormente Presidente del Consejo de Estado – cuando la jurisdicción contenciosa se residenciaba en el Tribunal Supremo -.


 Catedrático de Derecho político y administrativo de la Universidad de Valencia en 1. 876 y posteriormente sucedió a Colmeiro en la Universidad de Madrid ocupando dicha cátedra  , consagrándose ya como autoridad doctrinal cuando se  publicó su   Curso de  Derecho Político  , Valencia , 1. 880-1. 881 y sobre todo , con la publicación de su eximia monografía  Curso de Derecho Administrativo , Madrid , 1. 885 – primera edición de las múltiples que se realizaron - .


Fue miembro de la Real Academia de la Historia , de la Ciencias Morales y Políticas , así como tuvo relaciones “ ideológicas o afectivas “ con la Institución Libre de Enseñanza  y , por ende , con el pensamiento krausista . 


También resultan esenciales el trabajo de POSADA , A . , “ Don Vicente Santamaría de Paredes , 1853-1924 “ , Revista de Ciencias Jurídicas y Sociales , año VII , nº 25 , 1.924 ; SÁNCHEZ DE TOCA , J. ,  Discurso necrológico en homenaje a  don Vicente Santamaría de Paredes en la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas  , Madrid , 1924 . Separata editada por la Real Académica de Ciencias Morales y Políticas . Asimismo BLASCO GIL , Y. , “ Vicente Santamaría de Paredes , político y administrativista “ , apud , La enseñanza del derecho en el siglo XX : homenaje a Mariano Peset , Coordinado por A. MORA CAÑADA  , páginas 45-80 , Madrid , Dykinson , 2.004 .


� En la indicada Exposición de Motivos del proyecto de ley de 1. 882 constaban , entre otros extremos , las siguientes consideraciones  :


“ La jurisdicción retenida por el Poder ejecutivo para el fallo de los asuntos contenciosos nació en España al calor fugaz de un doctrinarismo en que ya no se inspiran los partidos ni las agrupaciones políticas de nuestra patria , y ha sido además condenada por los Gobiernos menos apartados que el actual de aquel criterio doctrinario …


	Largamente ha meditado el Gobierno si los Tribunales en quienes la jurisdicción contenciosa debe delegarse habrían de revestir un carácter pura y especialmente administrativo , o ser por el contrario Tribunales del fuero común, optando a la postre por una organización que se acerca mucho más a este último extremo … ”. 





� FERNÁNDEZ TORRES ,  Historia legal … , página 362 , manifiesta la concurrencia de las siguientes notas en dicho proyecto de ley :


“ es de corte judicialista , si bien no es puro , toda vez que encomienda el conocimiento de los recursos contencioso-administrativos al Tribunal Supremo , a través de una nueva Sala , de composición dual o mixta ( artículos 4 y 6  ) , y a las Audiencias Territoriales . Adopta de este modo el sistema de jurisdicción delegada , con una cláusula general imprecisa y ambigua , en sustitución del anterior sistema de lista .” 


También con mayor extensión , MARTÍN REBOLLO ,  El proceso de elaboración …  , en su capítulo segundo , páginas 98 a 113 .


� Sobre los caracteres esenciales de dicho proyecto de ley en relación al procedimiento que regula el mismo , MARTÍN REBOLLO , obra citada , páginas 114 a 123 .


� Unos interesantes estudios biográficos y semblanzas políticas de la totalidad de los miembros integrantes de tal Comisión , MARTÍN REBOLLO , obra citada , páginas 128 a 134 , de los que ya nos hemos referido a los atinentes a Santamaría de Paredes , dada su participación indicada en la tramitación parlamentaria de dicho proyecto de ley .  


� Un extenso estudio y sistemática de los caracteres esenciales del dictamen de la Comisión del Congreso se contiene en la obra de MARTÍN REBOLLO ,  El proceso de elaboración …  , páginas 149 y siguientes . En especial , las cuestiones relativas a la ejecución de las sentencias – páginas 221 a 248 – y al recurso extraordinario de revisión – páginas 248 a 273 - .


� Sobre la tramitación parlamentaria de las indicadas temáticas , MARTÍN REBOLLO , obra citada , páginas 306 y a 323 respecto de la modalidad de jurisdicción retenida o delegada y páginas 323 a 348 sobre la organización de la jurisdicción .





� El referido discurso se contiene en la obra de MARTÍN REBOLLO ,  El proceso de elaboración …  , páginas 515 y siguientes . También en FERNÁNDEZ TORRES ,  Historia legal …  , páginas 393 y siguientes . 


� Sobre los referidos dictámenes y otros datos de interés en la tramitación parlamentaria del proyecto de ley que nos ocupa , MARTÍN REBOLLO , en la obra citada , Apéndices , páginas 387 y siguientes .


� Un tratamiento extenso de tales planteamientos se contienen en la obra citada de MARTÍN REBOLLO , 362 a 368 .


También el indicado autor en su meritada obra , páginas 377 y 378 , manifiesta de forma concluyente sobre la intervención de Santamaría de Paredes en la tramitación parlamentaria de la ley que nos ocupa y que en múltiples ocasiones se le ha dado su nombre a la misma , lo que sigue :


“ Santamaría fue el inspirador inicial de la ley , en el sentido de que bajo su orientación la Comisión del Congreso modificó totalmente el proyecto que les venía dado por el Gobierno , pero a su vez , como he dicho ya en numerosas ocasiones a lo largo de estas páginas , la idea de Santamaría fue remodelada , cambiada , completada , aceptada en parte y modificada sustancialmente en algunos puntos clave que se han tratado de analizar aquí . Al final , el autor de la primera ponencia renuncia , reniega del fruto producido , niega su firma al texto final . ¿ Se puede hablar entonces de la ley de la jurisdicción contencioso-administrativa de 13 de septiembre de 1888 como la “ Ley de Santamaría de Paredes “ ¿ Después de cuanto se ha expuesto es evidente que Santamaría no fue el autor material del texto definitivo de la misma , aunque participara muy activamente en los primeros momentos de su elaboración “ .	


� Pueden resultar sumamente ilustrativas al respecto las consideraciones del que fuera senador , A . M. FABIÉ , cuando sobre la tramitación parlamentaria de tal ley en su obra “ Lo Contencioso-administrativo “ , Revista General de la Legislación y Jurisprudencia , Tomo 74 , 1. 889 , en su página 14 , precisa lo siguiente :


“ La ley ha ofrecido en su preparación muy notables vicisitudes … El Gobierno presentó un proyecto de ley al Congreso . La Comisión nombrada para dar dictamen sobre él lo modificó profundamente  , hasta el punto de hacer otro nuevo , que en la discusión pública sufrió aún mayores modificaciones , pasando después al Senado , que las introdujo también muy importantes .” 


� En este punto se sigue a FERNÁNDEZ TORRES ,  Historia legal …  , páginas 372 y siguientes .


� En la ya aludida intervención de Santamaría de Paredes ante el Congreso el 14 de diciembre de 1. 887 – Diario de las Sesiones de Cortes . Congreso de los Diputados , legislatura 1887-88 , número 11 , 14 de diciembre de 1887, páginas 224-233 – se distinguen con nitidez las distintas opciones para la organización del orden jurisdiccional que nos ocupa :


	El sistema administrativo puro ( la jurisdicción retenida ) , el sistema judicial puro ( sometimiento de lo contencioso-administrativo a la jurisdicción ordinaria ) , la solución ecléctica que viene del ámbito administrativo ( que suprime el carácter retenido , pero mantiene en el ámbito administrativo la resolución de los asuntos ) , la solución ecléctica que viene del campo judicial ( la creación de un orden contencioso-administrativo en el poder judicial distinto de la jurisdicción ordinaria ) y la solución armónica ( tribunales especiales independientes del orden administrativo y del orden judicial y compuestos paritariamente por magistrados del Tribunal Supremo y consejeros de estado ) .	  


� Prescribe su artículo 8 :


	“ La jurisdicción contencioso-administrativa será ejercida en nombre del Rey y , por delegación suya , por el Tribunal de lo contencioso-administrativo , que formará parte del Consejo de Estado y por los tribunales provinciales .”


� Artículo 13 de la ley , donde sólo 3 plazas – de las 11 indicadas – podrá – que no deberá -  el Gobierno proveerlas en personas que reúnan las mismas condiciones que para ser Magistrados del Tribunal Supremo exijan las leyes sobre organización del Poder judicial .


� Dispone su artículo 12 :


	“ El Tribunal de lo contencioso-administrativo se compondrá de once Ministros Consejeros de Estado , todos Letrados , de los cuales uno será Presidente , disfrutando del haber anual de 25 . 000 pesetas y otro Vicepresidente , con el haber anual de 17.500 pesetas .” 


� Establece su artículo 15 :


	“ Constituirán el Tribunal Provincial el Presidente de la Audiencia territorial y dos Magistrados de la Sala de lo civil , en las capitales en donde exista Audiencia territorial ; en todas las demás , el Presidente y dos Magistrados de las Audiencias de lo criminal de las capitales de provincia y , en unas y otras , dos Diputados Provinciales letrados , elegidos por sorteo anual .


	Sólo concurrirán los Diputados provinciales a la resolución de incidentes sobre excepciones dilatorias y al fallo definitivo de los pleitos .”


� Prescribe el artículo 1 de la ley :


	“ El recurso contencioso- administrativo podrá interponerse por la Administración o por los particulares contra las resoluciones administrativas que reúnan los requisitos siguientes : 


	1º Que causen estado.


	2º Que emanen de la Administración en el ejercicio de sus facultades regladas .


	3º Que vulneren un derecho de carácter administrativo establecido anteriormente a favor del demandante por una ley , un reglamento u otro precepto administrativo . “


	Por su parte , los artículos 2 , 3 y 4 complementan el contenido de dicho precepto .


� Una glosa de dichos preceptos se contiene en la obra de DE PASO y DELGADO , N . , Exposición Histórico-Exegética de la Teoría de los Procedimientos Contencioso-Administrativos  de España y sus posesiones de Ultramar , Madrid , El Progreso Editorial , 1. 889 , páginas 5 a 15 . También dicha obra en su Libro I resulta sumamente esclarecedora a la par que sucinta respecto a la noción de justicia administrativa , al concepto de vía contencioso-administrativa y a la organización de los Tribunales de lo Contencioso-administrativo desde una perspectiva histórica .     


� Artículo 83 y siguientes de la ley .


� Artículo 103 de la ley .


� Dispone su artículo 12 lo siguiente :


	“ El Tribunal de lo contencioso-administrativo, una vez que se constituya , hará la clasificación de las demandas , pleitos y recursos pendientes en la actualidad ante la Sección y Sala de lo Contencioso del Consejo de Estado , y acordará lo conveniente para que tengan la tramitación establecida en los tres primeros párrafos de la primera disposición transitoria de la ley, según lo exija su estado . “


� Los miembros integrantes de las dos Comisiones referidas se relacionan en la obra de FERNÁNDEZ TORRES ,  Historia legal …  , página 375 .


� Sobre los avatares que sufrió la publicación de dicho Reglamento , BRAVO Y MOLTO , J . ,  Procedimiento Contencioso-administrativo  , Madrid , 1. 891 , páginas 4 y siguientes .  El Gobierno se apartó del indicado dictamen del Consejo de Estado respecto del parecer de éste , en concreto , en punto a la regulación del recurso extraordinario de revisión y en otras cuestiones menores a la mentada – artículos 493 a 500 del Reglamento - . 


� CORDERO TORRES , J. M . ,  El Consejo de Estado , su trayectoria y perspectivas en España  , Instituto de Estudios Políticos , Madrid , 1. 944 , páginas 107 a 109 .


� En su exposición de motivos se indica que respecto del Consejo de Estado , se reduce a veinticuatro el número de Consejeros de Estado , se reducen a tres las actuales cuatro Secciones suprimiéndose la Sección de Guerra y Marina , así como en lo atinente al Tribunal de lo Contencioso-administrativo se reducen a ocho sus Ministros incluyendo al Presidente . Traduciéndose dichas indicaciones a lo largo de su articulado , en concreto lo dispuesto en sus artículos 1, 8 y 12 .  


� Se modificaron los siguientes artículos de la Ley :


2, 4, 20 , 24 , 25 , 27 , 40 , 46 , 48 , 49 , 59 , 61 , 62 , 63 , 67 , 68 , 79 , 84 , 92 , 93 , 94 , 99 , 103 y 108 .


� Fueron modificados los siguientes preceptos del Reglamento :


2, 4, 5, 7 , 12 , 14 , 33 , 67 , 94 , 98 , 168 , 214 , 233 , 234 , 256 , 270 , 303 , 308 , 310 , 314 , 418 , 425 , 436 , 440 , 459 , 460 , 461 , 463 , 467 , 470 , 474 , 475 , 504 .


� Precisa la Comisión al respecto :


	“ No son , pues , perentorias por su índole ; no son , en lo contencioso , dilatorias porque lo impide la naturaleza de este recurso , que no permite señalar para interponerlo el largo plazo en que por regla general pueden hacerse valer los derechos civiles . “


� En dicho sentido la nueva redacción del artículo 2 del Reglamento de 1. 890 prescribe :


	“ Causan estado , y podrán ser reclamadas sólo en vía contenciosa ante los Tribunales provinciales , las resoluciones a que se refiere el número anterior , dictadas por los Gobernadores de la provincia , por los Delegados de Hacienda y por cualquiera otra Autoridad o Corporación provincial … “


� Para un pormenorizado estudio del referido período histórico pueden consultarse las siguientes obras :


 Historia de España de  Menéndez Pidal  , Tomo XXXVIII . “ La España de Alfonso XIII . El Estado y la Política ( 1. 902 – 1. 931 ).” , Madrid , Espasa Calpe , 2 Volúmenes . 1. 995  : Volumen I . “ De los comienzos del Reinado a los problemas de la Posguerra ( 1. 902 – 1. 922 ) “ por  C . SECO SERRANO , Volumen II . “ Del plano inclinado hacia la Dictadura al final de la Monarquía ( 1. 922 – 1. 931 ) “ por C . SECO SERRANO y J . TUSSELL ; SECO SERRANO , C . ,  La España de Alfonso XIII . El Estado . La Política . Los Movimientos Sociales , Editorial Espasa . Forum , Ensayo y Pensamiento , Madrid , 2. 002 – donde en su prólogo precisa el autor que esta obra “ no es una obra inédita , sino la refundición del T. XXXVIII ( 2 vols. ) de la Historia de España fundada por Menéndez Pidal “ - ;  Historia de España  , TUÑÓN DE LARA , M . , Tomos VIII – 5ª parte - y IX – 1ª parte -; CARR , R . ,  Historia de España …  , Capítulos XII al XIV ; PAREDES , J . ,  Historia Contemporánea de España ( siglo XX )  , Barcelona , Ariel Historia , 2ª reimpresión , julio 2. 002 , Capítulos 20 a 22 ; BAHAMONDE , A. ,  Historia de España . Siglo XX . 1875-1939  , Madrid , Editorial Cátedra  , 2ª Parte , capítulos VIII al XV ;  Historia de España  dirigida por J. FONTANA y R. VILLARES , volumen VII , “ Restauración y Dictadura “ , Capítulos 6 al 8 , MORENO LUZÓN , J . , páginas 307 y siguientes , así como la bibliografía citada , páginas 57 y siguientes , Editorial Crítica-Marcial Pons , Barcelona  , 2. 009 .  


� Dichas etapas sirven para la sistemática de su obra ya citada ,  La España de Alfonso XIII … 


� En su obra citada  La España de … , páginas 3 y siguientes , donde se exponen las expectativas que se pusieron en el nuevo monarca para la regeneración o , al menos , la revitalización del sistema político de la Restauración en el marco de la crisis colonial acaecida .


� Constituye buena prueba de lo expresado la propia elaboración y aprobación de la Ley de 5 de Abril de 1. 904 a la que con posterioridad me referiré .


� CARR , R . , obra citada , páginas 453 a 455 , en concreto , en la página 455 , donde describe  las relaciones de Alfonso XIII con Moret , en cuanto político liberal que esperaba consagrarse como candidato a Jefe de su partido tras la muerte de Sagasta .


� SECO  SERRANO , C . , obra citada , páginas 150 y siguientes .


� SECO SERRANO , C . , obra citada , páginas 166 y siguientes , que se inician con el epígrafe  “ La ferrerada en las Cortes : quiebra del Pacto de El Pardo .” 


� SECO SERRANO , C . , obra citada , un extenso estudio de tal problemática en las páginas 235 y siguientes .


� Un estudio preciso sobre la temática y cronología de la bibliografía aparecida sobre la Dictadura de Primo de Rivera se contiene en GONZÁLEZ CALLEJA , E . ,  La España de Primo de Rivera . La modernización autoritaria 1923-1930 , Alianza Editorial , Madrid , 2005 , en su Introducción – páginas 13 y siguientes – y Bibliografía – 421 y siguientes  - .


	Como gran obra de conjunto sobre dicho período histórico aunque centrada esencialmente en los avatares políticos acaecidos destaca TUSSELL , J . , “La Dictadura de Primo de Rivera ( 1923 – 1930 ) “ , en la Historia de España de Menéndez Pidal citada , Tomo XXXVIII , Volumen 2 , 1. 995 , páginas 131 a 474 .  También centrada en el sistema político de la Dictadura , la obra de BEN-AMÍ , S . ,  La dictadura de Primo de Rivera , 1923 – 1930  , Editorial Planeta , Barcelona , 1. 984 ; GONZÁLEZ CALBET , M . T . ,  La Dictadura de Primo de Rivera . El Directorio Militar , Ediciones El Arquero , Madrid , 1987  ; GÓMEZ – NAVARRO , L . ,  El Régimen de Primo de Rivera . Reyes , dictaduras y dictadores , Madrid , 1. 991 ; CASASSAS YMBERT , J . ,  La dictadura de Primo de Rivera , 1923 – 1930 . Textos  , Anthropos , Barcelona , 1. 983 ;  Historia de España dirigida por J. FONTANA y R . VILLARES , Volumen 7 , Capítulo 9 por MORENO LUZÓN , J . , páginas 497 y siguientes así como la bibliografía citada , páginas 579 a 581 .  


Para un estudio de otros aspectos de la Dictadura , cuales son , el régimen institucional , la economía , sociedad , cultura , la obra citada de GONZÁLEZ CALLEJA , capítulos 3 , 4 y 5 .


Sobre el anteproyecto de Constitución de 1. 929 , resulta indispensable la obra de GARCÍA CANALES , M . ,  El problema constitucional en la Dictadura de Primo de Rivera  , Madrid , Centro de Estudios Constitucionales , 1. 980 .  


� GONZÁLEZ CALLEJA , en su obra citada , sostiene en la página 19 :


	“ Pero el movimiento castrense de septiembre del 23 fue también la primera intervención corporativa de las fuerzas armadas , que a diferencia de las capillas militares del Ejército decimonónico no cedieron el poder a un partido , sino que forjaron como institución el primer régimen auténticamente pretoriano en nuestra historia  - el Directorio Militar - , trasladando los valores y actitudes corporativas del Ejército al conjunto de la vida pública .”


� Para un estudio del régimen parlamentario de la Restauración , la obra de DE AZCARATE , G. ,  El Régimen Parlamentario en la práctica  , edición a cargo de E. TIERNO GALVAN , Editorial Tecnos , Madrid , 1. 978 – 1ª edición de 1885- . Así como en un sentido muy crítico , POSADA , A . , Estudios sobre el Régimen Parlamentario en España  , Madrid , 1.891 .


� VARELA SUANZES-CARPEGNA , J. , La Constitución de 1.876 , Colección Las Constituciones Españolas dirigida por M. ARTOLA , Volumen VII ,Madrid , Iustel , 2.009 , páginas 19 y siguientes , en especial ,  sobre la abrogación del régimen constitucional en la Dictadura de Primo , páginas 96-97 . 


� Un estudio pormenorizado de las medidas y normas adoptadas a tal fin en la obra citada de GONZÁLEZ CALLEJA , páginas 53 y siguientes , precisando en la página 54 lo siguiente :


	“ la gestión del orden público durante la Dictadura se caracterizó por tres rasgos fundamentales : la militarización del poder gubernativo , la arbitrariedad de la función preventiva y represiva , y la imposición abusiva de obstáculos al normal desarrollo de las libertades individuales y colectivas . Factores que transformaron la vida pública española en un estado de excepción permanente .”


� GONZÁLEZ CALLEJA , obra citada , páginas 63 y siguientes .


� Entre otras se pueden destacar las siguientes normas : la Real Orden de 17 de Octubre de 1. 923 , sobre asistencia de los funcionarios a las oficinas y cesantías de los absentistas ; la Real Orden de 10 de Abril de 1. 924 , sobre prohibición de recomendaciones ; el Real Decreto de 12 de Octubre 1. 923 , sobre incompatibilidades . 


� Sobre la incidencia y efectos de la citada norma , GONZÁLEZ CALLEJA en la obra citada , páginas 70 y siguientes .


� GONZÁLEZ CALLEJA en su obra indicada , página 65 manifiesta lo siguiente :


	“ Se inspeccionaron 815 ayuntamientos y se detectaron irregularidades graves en 379 , incoándose 109 sumarios y destituyéndose a 152 secretarios . Hubo detenciones , algunos suicidios y reintegración de importantes sumas de dinero … “ 


� Tales Juntas estaban previstas en la Ley Municipal de 2 de Octubre de 1887 , se elegían por sorteo entre las diversas categorías de contribuyentes y tenían como función esencial la aprobación de los presupuestos anuales en reunión conjunta con el Ayuntamiento .


� La designación debía recaer en “ personas de alto prestigio social , de solvencia acreditada y a ser posible con título profesional o , en su defecto , mayores contribuyentes .”


� GONZÁLEZ CALLEJA en la obra citada , página 66 .


� Sobre la situación que planteaban tales Diputaciones forales , GONZÁLEZ CALLEJA , obra ya citada , páginas 133 y siguientes .


� Precisa CORDERO TORRES , en su obra citada ,  El Consejo de Estado  …  , en la página 108 se contiene lo siguiente :


	“ la idea de llevar lo Contencioso al Supremo de Justicia , cristalizó en la enmienda de Montero Ríos al proyecto de ley de Presupuestos de 1899 , recogida en la ley de Presupuestos de 1903 . “


� Los avatares de la tramitación parlamentaria de la indicada ley se contienen en la obra indicada de CORDERO TORRES , en sus páginas 111 y siguientes .


� El proyecto de ley mencionado y la aprobación del mismo como Ley se debió al impulso que en su tramitación parlamentaria se le dio por el Gobierno que presidía Antonio Maura Montaner – diciembre de 1. 903 – diciembre de 1. 904 - .


� Tal extremo a pesar de sus cualificadísimos efectos jurídicos no ha sido debidamente resaltado por la doctrina científica o , incluso , lo que es más grave se ha soslayado por ésta , con la salvedad de la posición que sostiene al respecto A . NIETO , en su artículo “ Los orígenes de lo contencioso-administrativo en España “ , Revista de Administración Pública , 1. 966 , nº 50 , donde en la página 49 y 50 manifiesta sobre el alcance de la Ley de 1. 904 lo siguiente :


	“ De ordinario suele considerarse a esta Ley como una medida de importancia secundaria o formal , que se limitó a consagrar legalmente una situación que realmente ya existía . Lo cual es cierto , pero hay otros aspectos que no pueden ser pasados por alto , ya que son transcendentales : la Ley de 1904 no es una simple reforma formal , sino que implica la liquidación definitiva de un problema constitucional que venía siendo la clave de toda la problemática del siglo anterior . La especialización de la jurisdicción contencioso-administrativa deja de ser la consecuencia de una peculiaridad temática esencial – la peculiaridad de la naturaleza de su objeto , el acto de la Administración revisado – para ser la simple consecuencia de la peculiaridad del Derecho aplicable , en el sentido de que por la dificultad se impone el nombramiento de Jueces de competencia técnica especializada …


	Por ello la tarea más urgente que se impone a la doctrina actual es la de tomar conciencia de la transformación , aparentemente sencilla , que tuvo lugar en 1. 904 y extraer las consecuencias de la misma , liberándose definitivamente de los principios inspiradores de la jurisdicción del siglo pasado  “ . 


� El artículo 1 de la Ley de 5 de Abril de 1. 904 prescribe :


	“ El Consejo de Estado es el Cuerpo supremo consultivo del Gobierno en los asuntos de Gobernación y Administración .


	Precede a todos los demás Cuerpos del Estado , después del Consejo de Ministros y es impersonal su tratamiento . “


Establece su artículo 2 :


	“ El Consejo de Estado se compondrá de los Ministros de la Corona  en ejercicio , de un Presidente , ocho ex Ministros de la Corona y cuatro Consejeros , nombrados todos por el Rey , con sujeción a las prescripciones de esta Ley  ; los últimos formarán la Comisión Permanente .”


Las nuevas atribuciones del Consejo de Estado se regulan en los artículo 26 al 30 . Precisamente con fundamento en lo dispuesto por el artículo 30 citado ,  se dictó el Real Decreto de 8 de Mayo de 1. 904 , aprobatorio del Reglamento del Consejo de Estado . 


Para un estudio pormenorizado de las consecuencias de la meritada reforma en el Consejo de Estado la obra citada , CORDERO TORRES , en sus páginas 112 y siguientes . En concreto en la citada página 112 se contienen las siguientes afirmaciones :


	“ La ley de 5 de abril de 1. 904 constituyó el Consejo sobre estas bases : reducción de su volumen ( de treinta y dos consejeros a doce ); disminución y selección rigurosa de los asuntos de su competencia , a la luz de la experiencia de los últimos cuarenta años ; simplificación de su procedimiento , reduciendo las relaciones entre el Consejo y la Administración a la facultad ministerial de asistir a los plenos y a la potestad del Consejo para invitar a informar a especialistas o permitirlo a los interesados .”


Un cuadro sinóptico pero sumamente expresivo de las funciones del Consejo de Estado en la nueva Ley de 1. 904 se contiene en la obra de FERNÁNDEZ DE VELASCO CALVO , R . ,  Resumen de Derecho administrativo y de Ciencia de la Administración  , Tomo I, Librería Bosch , Barcelona , 2 º Edición , 1930 , páginas 272 y siguientes .     


� Una semblanza exhaustiva de carácter  político y profesional del mismo se contiene en la obra de BULLÓN DE MENDOZA Y GÓMEZ DE VALUGERA , ALFONSO ,  José Calvo Sotelo  , Barcelona , Ariel . Biografías , 1º edición , Febrero de 2. 004 .


	También resulta de interés su propia obra , CALVO SOTELO , J. ,  Mis servicios al Estado . Seis años de gestión . Apuntes para la historia  , Madrid , IEAL , 2ª edición , 1974 .	


� BULLÓN DE MENDOZA , obra citada , página 136 .


� El proyecto de ley citado comprendía tras un artículo único de autorización , 24 bases distribuidas en 409 artículos , cuatro disposiciones adicionales y tres transitorias .


� En relación a la tramitación parlamentaria y contenido de dicho proyecto de ley municipal , POSADA , A. ,  Evolución legislativa del Régimen Local en España ( 1812-1909 )  , Madrid , IEAL , 1. 982 , páginas 429 y siguientes . 


� SECO SERRANO , C . , “ La España de … “ , páginas 126 y siguientes .


� GONZÁLEZ CALLEJA en la obra indicada , página 130 , manifiesta al respecto que Calvo Sotelo se rodeó :


“ de jóvenes y brillantes técnicos procedentes de la derecha católica , como José María Gil Robles o el Conde de Vallellano , de antiguos catalanistas procedentes del Ayuntamiento de Barcelona como José Pí y Suñer y Miguel Vidal Guardiola , de técnicos militares como el catedrático de Derecho Administrativo Luis Jordana de Pozas y de economistas como Antonio Flores de Lemus .” 


� En concreto , la Ponencia electoral se redactó por Gil Robles y Flores de Lemus adaptó con significativas novedades el proyecto de ley sobre Haciendas Locales de González Besada .


� Sobre la tramitación y contenido del llamado Estatuto Municipal  resulta de sumo interés la obra de ORDUÑA REBOLLO , E . ,  Municipios y Provincias . Historia de la Organización Territorial Española  , FEMP . INAP. CEPC , Madrid , 2. 003 , páginas 539 y siguientes . 


� En la obra citada de BULLÓN DE MENDOZA , en su página 136 , que la denominación citada se debió a Calvo Sotelo en base a las siguientes consideraciones :


	“ Ley , no era ; decreto-ley no me agradaba ; Reglamento local , como alguien propuso , me parecía empequeñecer su rango ; y al fin , opté por llamarlo Estatuto , calificativo ecléctico , que no declaraba el origen del cuerpo legal y lo vistió con ropaje de eficiencia suprema . Fue un hallazgo de palabra , porque posteriormente se aplicó a otros muchos textos legales .”


� ORDUÑA REBOLLO , obra citada , página 541 se contienen las propuestas que no se admitieron por el Directorio , cuales son , el derecho del sufragio a todas las mujeres , el derecho del sufragio pasivo de los que hubieran recibido las ordenes sagradas , ni la municipalización de las finanzas del inquilinato .


� Dicha campaña se financió al amparo de lo dispuesto en la Real Orden de 8 de marzo de 1. 924 , que estableció el monopolio transitorio para la publicación del Estatuto Municipal y disponiendo que  la mitad del producto de la venta de los ejemplares se invirtiese en la divulgación de la nueva norma .


� Tales conferencias se iniciaron en la Universidad de Valencia donde Jordana de Pozas ostentaba la cátedra de Derecho Administrativo y tuvieron importantes resonancias en la prensa nacional del momento , BULLÓN DE MENDOZA , obra citada , página 145 .


� BULLÓN DE MENDOZA en la indicada obra y página 145 manifiesta :


	“ En la primavera Calvo hizo un viaje de propaganda a Galicia , donde efectuó un recorrido superior a 1. 800 kilómetros y participó en 31 actos públicos que congregaron a mas de 30. 000 personas .”


� En el primer Congreso Internacional de Ciudades celebrado en París en 1. 925 acudió al mismo Jordana y se presentó un folleto como comunicación – por cierto con innumerables erratas en la lengua francesa  según refiere BULLÓN en su biografía indicada - , cuyos autores fueron CALVO SOTELO , JORDANA y GIL ROBLES ,  L ´autonomie Municipale , enqueté au sujet des relations entre le pouvoir central et les pouvoirs loiaux  , Madrid , Editorial Mateu , 109 páginas .  


� El Conde de Vallellano , a la sazón Alcalde de la ciudad de Madrid , auspició el Primer Congreso Nacional Municipalista en 1. 925 que tuvo lugar en dicha Villa y Corte , celebrándose con posterioridad otros en diversas ciudades . Para un estudio pormenorizado de dicha actividad , ORDUÑA REBOLLO , obra indicada , página 547 y siguientes .


� Obra citada , página 542 .


� Un extenso y riguroso estudio del Estatuto Municipal se contiene en la obra ,  Estudios conmemorativos del Cincuentenario del Estatuto Municipal , Madrid , IEAL, 1974 , 698 páginas .


� Dice la Exposición de Motivos lo siguiente :


	“ El municipio no es hijo del legislador ; es un hecho social de convivencia anterior al Estado y anterior también y además superior a la ley .”


� No sólo se reconoce respecto de los municipios , sino también a los anejos , parroquias , lugares , aldeas , caseríos y poblados con derechos e intereses  peculiares y colectivos diferenciados como entidades locales menores regidas por sus juntas vecinales .


� El Estatuto potencia el régimen de carta municipal con el fin que la organización de los municipios responda a su propia idiosincrasia y características esenciales .


� Nunca en España los municipios fueron titulares de tantas competencias como las que les asignaba el Estatuto , entre otras muchas , ferrocarriles , suburbanos , obras de ensanche , de urbanización de saneamiento y la posibilidad de municipalizar numerosos servicios en régimen de monopolio . 


� Dicho precepto contenía la manifestación eximia de la autonomía municipal , toda vez que se legitimaba a los municipios para interponer recurso contencioso-administrativo contra las disposiciones gubernamentales lesivas de dicha autonomía .


� La importancia de los artículos 42 y 51 del Estatuto .


� Eran electores en cada municipio los españoles mayores de 23 años y elegibles los mayores de 25 años , pudiendo también ejercer el derecho al sufragio las mujeres mayores de 23 años , no sujetas a patria potestad , autoridad marital , ni tutela , que fuesen vecinas con casa abierta en algún término municipal .   


� En el caso de los Alcaldes también podían ser depuestos mediante referendum entre los vecinos .


� ORDUÑA REBOLLO , obra citada , página 547 . También en el indicado sentido , pero con mayor carga de tremendismo manifiesta , TUSELL , J . , obra precitada , página 211 lo siguiente :


	“ La carencia de efectividad de las disposiciones de la época de Primo de Rivera , que de hecho , quedaron en el Olimpo de las idealidades incumplidas .”  


� El resultado de tales medidas estuvo en función de la propia gestión que realizara cada municipio , si bien , con carácter general destaca GONZÁLEZ CALLEJA en la obra citada los datos siguientes :


	“ Es cierto que la Dictadura dio un impulso al desarrollo material de los municipios , al allegar nuevos recursos de financiación , pero el monto de la deuda municipal pasó de 792 millones en 1923 a 1388 en 1. 929 , y en ciudades como Barcelona se duplicó . “  


� Un estudio pormenorizado y global del sistema fiscal del Estatuto Municipal se contiene en el trabajo de DUCHA ARRIZABALAGA , F . ,  El modelo fiscal de Flores de Lemus : Estudio cualitativo de las exacciones contenidas en el modelo fiscal configurado por el Estatuto Municipal de 1924  , Bilbao , Universidad del País Vasco , tesis de licenciatura , edición de 25 ejemplares .


� ORDUÑA REBOLLO en la obra indicada , en su página 545 , menciona los miembros del equipo redactor de los reglamentos que desarrollaron el precitado Estatuto y los propios reglamentos :


	“ Estos Reglamentos , promulgados entre el 2 de junio de 1924 y el 2 de febrero de 1. 925 , fueron los siguientes : los de Población y Términos municipales y de Contratación ( 2 de julio de 1924 ); Organización y Funcionamiento de los Ayuntamientos  ( 10 de julio ) ; Obras , Servicios y Bienes Municipales ( 14 de julio ) ; Secretarios , Interventores de fondos y empleados municipales ; Procedimiento en materia municipal y de Hacienda Municipal ( 23 de agosto de 1924 ). Finalmente , el de Sanidad Municipal sería promulgado el 9 de febrero de 1925 .


	Los Reglamentos elevaron a 1. 312 artículos el Código municipal , lo que a todas luces resultaba excesivo para su conocimiento y difícil aplicación en todos los municipios españoles . “


� Así se titula el Capítulo IV de la obra de MARTÍN – RETORTILLO , C . ,  Nuevas Notas sobre lo Contencioso-Administrativo , Prólogo de J. CALVO SOTELO , realizado en 1. 935 , con ocasión de la obra del mismo autor , Notas sobre el Procedimiento Contencioso - que constituye la primera edición de la ya mencionada - , Madrid , Editorial Aguilar , 1. 951 . En tal prólogo CALVO SOTELO confiesa que tanto en el Estatuto Municipal como en el Estatuto Provincial , “ me preocupé de otorgar el debido rango a la jurisdicción contencioso-administrativa , si bien es de lamentar que los rumbos allí trazados no hayan logrado fructificar , por lo menos en la extensión que hubiéramos deseado .”  


� Además del previsto en su párrafo primero de tal precepto : “ 1º Por lesión de derechos administrativos del reclamante “ .


Se maneja el texto del  Estatuto Municipal de 8 de Marzo de 1. 924 , extensamente anotado , comentado y concordado con los Reglamentos complementarios y con el Estatuto Provincial  , Redacción de El Consultor de los Ayuntamientos y Juzgados Municipales  , 4ª edición , 1. 930 .   


� Por su parte el artículo 255 exige haberse sustanciado por el recurrente el trámite previo de reposición como presupuesto para interponer los recursos previstos en los artículo 253 y 254 del Estatuto .





� Dichos recursos se examinarán con posterioridad , si bien se sistematizan de manera muy clara en la obra de DE MENA , A. M . ,  El Estatuto Municipal y la Actuación de los Tribunales de lo Contencioso-Administrativo . Estudio práctico de vulgarización seguido de formularios , 1.927 , Publicaciones Jurídicas , Madrid . Parte primera – capítulos I al VI- .


� Dicha observación se contiene en la obra de PARADA VÁZQUEZ , J . R. ,  Derecho Administrativo. Parte General, Madrid  , Marcial Pons , 1. 989 , página 538 .


� En la obra citada de DE MENA , A . M . ,  El Estatuto Municipal …  , en su Parte Tercera , Capítulo Único , páginas 159 a 177 , se contiene de forma exhaustiva la normativa que se dictó para la puesta en funcionamiento y en desarrollo de dicho artículo del Estatuto Municipal . También en la obra mencionada de MARTÍN – RETORTILLO , C . ,  Nuevas notas …  , páginas 243 y siguientes , se subraya la necesidad de la reforma que se contiene en el indicado precepto del Estatuto , toda vez que las reiteradas ausencias de los Diputados Provinciales en acudir a los Tribunales provinciales de los que formaban parte suponía una demora injustificada de los pleitos en cuestión , que en la mayoría de ocasiones era para favorecer bastardos intereses , ya que las Diputaciones provinciales de donde proceden los mismos , son auténticos “ viveros , acaso el más próvido de caciques” y así se hacía constar en reiteradas Memorias elaboradas por la Fiscalía del Tribunal Supremo y en la propia Memoria que elaboró el Presidente del Tribunal Supremo , Ciudad Aurioles ,  que se cita en la obra de referencia .    


� Así lo afirma en su obra citada ,   Mis servicios …  , página 66 .


� ORDUÑA REBOLLO en la obra citada , página 551 y 552 .


� BULLÓN DE MENDOZA , obra citada , páginas 150 y 151 , manifiesta lo siguiente sobre la cuestión regional :


	“ La cuestión regional estaba llamada a convertirse en la más ardua del Estatuto . Primo de Rivera , tras un inicial fervor regionalista que le había valido la adhesión entusiasta de las masas catalanas , “ reaccionó en sentido unitario , aunque no centralista “. Podía haber descentralización administrativa , pero “ sólo una bandera , sólo un himno , sólo un idioma oficial  “ . Este unitarismo le había llevado meses antes de la promulgación del Estatuto a la suspensión de la Mancomunidad de Cataluña , medida contra cuyos peligros fue debidamente advertido por Calvo Sotelo “.


Sobre las iniciales relaciones de Primo de Rivera con los regionalismos emergentes en diversos territorios del Estado  y con las Diputaciones vascas y de Navarra , resulta muy elocuente la obra de GONZÁLEZ CALLEJA , páginas 133 a 136 . 


�  Mis servicios …  , páginas 67 a 70 .


�  Mis servicios … , página 70 .


� En este sentido y así aparece en la Exposición de Motivos del Estatuto  , se les reconoce a las Diputaciones provinciales personalidad jurídica y competencias propias , bien entendido que dichas competencias no son cualitativamente distintas a las de los municipios , sino que participan de su misma naturaleza , aunque sirven las provinciales precisamente para la potenciación y perfección de las municipales .


	Como consecuencia de ello , las Diputaciones tienen una organización propia que se integra por Diputados de elección popular y de representación corporativa , el Gobernador civil ya no preside la Diputación provincial – sino que será un Diputado elegido al efecto - , ni tiene derecho a voto en la misma , aunque todavía mantiene ciertas competencias en la tutela de las resoluciones y acuerdos adoptados por tales Corporaciones provinciales , en cuanto representante del Gobierno en la provincia .


También se potencia aunque de modo más restrictivo que en el Estatuto Municipal la formula de la Mancomunidad para obras y servicios interprovinciales . 


� Al respecto la obra de GARCÍA DE ENTERRÍA , E . ,  Problemas actuales del Régimen Local  , Cizur Menor , Thomson – Civitas , 1ª Edición , 2. 007 – conferencias en la primavera de 1. 957 en la Universidad de Sevilla - , páginas 51 y siguientes . 


� El Estatuto abre el cauce con los requisitos previstos en el mismo a una organización territorial del Estado de carácter regional sin diseñar su futuro mapa .  	


� Mediante dicho régimen , como así se precisa en el preámbulo del Estatuto : “ El régimen de carta intermunicipal permitirá a los Municipios de una provincia alterar la organización de la misma , suprimiendo su Diputación , modificando , cuando menos , su estructura orgánica administrativa o económica o , desglosando de ella , a favor de un grupo de Ayuntamientos , parte grande o ínfima de sus servicios peculiares .”


� La iniciativa para la constitución de las regiones se reconoce exclusivamente a los municipios a tenor del artículo 304 del Estatuto . 


� Libro Segundo del Estatuto , artículos 193 y siguientes . En la obra citada de BULLÓN DE MENDOZA , página 149 y 150 , se dice al respecto :


	“ Todo ello supuso un importante aumento de los recursos disponibles que permitió a las diputaciones llenar sus cometidos , pudiendo afirmar Calvo , con legítimo orgullo , que las mejoras verificadas en los establecimientos de Beneficiencia y Sanidad provincial habían dado lugar a una significativa disminución de la tasa de mortalidad .”


� ORDUÑA REBOLLO , obra citada , página 554 y 555 , se citan los siguientes Reglamentos por orden cronológico :


	“ Reglamento de Vías y Obras Provinciales de 15 de julio de 1925 ; el de Comité y Caja Central de Fondos Provinciales de 5 de septiembre ; el de Sanidad Provincial de 20 de octubre y el de Funcionarios y subalternos provinciales de 2 de noviembre . En total se pueden calcular 310 artículos y 13 disposiciones transitorias del Estatuto Provincial y 196 artículos de los Reglamentos en su desarrollo “. 


� Para un estudio amplio y a la vez panorámico de este período histórico puede consultase , Historia de España de Menéndez Pidal , dirigida por J. M . JOVER ZAMORA , Tomo XL , “ República y Guerra Civil “ , coordinado por S . JULIÁ , Espasa Calpe , Madrid , 2. 004 . En especial las colaboraciones de CABRERA CALVO-SOTELO , M . y RUIZ-MANJÓN , O . . También ,  Historia General de España y América  , “ La Segunda República y la guerra “ , Tomo XVII , Madrid , Rialp , 1. 986 ;  Historia de España  de L . PERICOT , “ Época Contemporánea “ , Tomo VI , Barcelona , Gallach , 1. 978 , 7ª Edición , el capítulo de este período histórico a cargo de SECO SERRANO , C . ;  Historia de España  dirigida por M . TUÑÓN DE LARA “ La crisis del Estado : Dictadura , República , Guerra ( 1923-1939 ) “ , Tomo IX , Barcelona , Labor , 1º Edición . 1. 989 , Segunda parte , páginas 107 y siguientes ; CARR , R . ,  España 1808-1975  , Barcelona , Ariel Historia , 11 º edición. Julio 2002 , Capítulo XV , páginas 578 y siguientes ;  Historia Contemporánea de España ( siglo XX )  , Coordinador PAREDES , J . , Barcelona , Ariel Historia , 2ª reimpresión , julio 2002 , capítulo 23 , páginas 480 y siguientes ;  Historia de España Siglo XX . 1875-1939  , Coordinador  BAHAMONDE , A. , Madrid , Editorial Cátedra , 2. 000 , Tercera parte , páginas 541 y siguientes ;  Historia de España  de J . FONTANA y R . VILLARES, Barcelona , Editorial Crítica - Marcial Pons . Volumen 8 , “ República y guerra civil “ por CASANOVA , J . , 2. 007 , 526 páginas ;  GIL PECHARROMÁN , J . ,  Segunda República Española  , Madrid , Biblioteca Nueva , 2. 006 , 350 páginas .


� Se pormenorizan tales resultados electorales en la obra ya citada y coordinada por PAREDES , J . ,  Historia contemporánea …  , página 483 .


� Hay que tener presente que las Cortes republicanas en la madrugada del 19 al 20 de Noviembre de 1.931 por unanimidad se acuerda condenar al Rey Alfonso XIII por “ Traidor a la patria “ y “ Fuera de ley “ en él y en su descendencia , un estudio documentado de la cuestión en la obra de MERINO , J . ,  Año 1931 . Las Cortes condenan al Rey  , Editorial Espejo de Tinta , 1º Edición , Mayo 2. 005 ,Madrid, 275 páginas .


� Los debates más intensos se produjeron en la discusión de los artículos 3 , 26 y 27 referidos a la laicidad del Estado y , por ende , en lo referido a las relaciones del Estado con  la Iglesia católica , siendo menester recordar que la aprobación de dichos preceptos provocó la dimisión del Presidente del Gobierno Provisional de la República , Niceto Alcalá – Zamora , en su condición de católico confeso , aunque con posterioridad a la aprobación de la Constitución de 1. 931 volvió a ser elegido para el cargo de Presidente de la 2ª República de España .


	Para un estudio pormenorizado de la problemática la obra de DE MEER , F . ,  La cuestión religiosa en las Cortes Constituyentes  de la II República Española , Editorial EUNSA , Pamplona ,  1. 975 , así como la monografía de FRIAS GARCÍA , M. C . , Iglesia y Constitución . La jerarquía católica ante la II República , CEPC , Madrid , 2.000 . 


	También puede resultar muy sugerente al respecto la obra de SOSA WAGNER , F . ,  Juristas en la Segunda República  . 1. Los iuspublicistas  , Fundación Alfonso Martín Escudero . Marcial Pons , Madrid , 2.009 , páginas 57 a 62 .    


� Una completa compilación de la legislación aprobada con objeto de tales reformas con un sugerente estudio introductorio , se contiene en la obra RAMÍREZ JIMÉNEZ , M . ,  La legislación de la Segunda República Española ( 1. 931 – 1. 936 )  , BOE . Centro de Estudios Políticos y Constitucionales , Madrid , 2. 005 . 


	Para un estudio detallado del significado de la Constitución de 1. 931 y de la necesidad y desarrollo de las reformas planteadas en este período , CABRERA CALVO - SOTELO , M . , Capítulo I de la obra citada  Historia de España de Menéndez Pidal  , con el título “ Proclamación de la República , Constitución y Reformas “ , páginas 3 y siguientes .  


� Un estudio exhaustivo de tal etapa histórica se aborda por RUIZ – MANJÓN , O . , Capítulo II de la obra  Historia de España de Menéndez Pidal  , titulado “ La vida política en el segundo bienio republicano “ , páginas 61 y siguientes .


� Una original clasificación y composición de tales gobiernos se contiene en la obra citada de GIL PECHARROMÁN , J . , “ Segunda República … “ , páginas 259 y 260 .


� Para un estudio extenso de la indicada etapa histórica la aportación de S . JULIÁ , en el capítulo III , de la precitada obra  Historia de España de Menéndez Pidal  , titulado “ El Frente Popular y la política de la República en Guerra “ , páginas 101 y siguientes .


� Prescribe , entre otros extremos , dicho precepto constitucional :


“ El Presidente podrá disolver las Cortes hasta dos veces como máximo durante su mandato cuando lo estime necesario , sujetándose a las siguientes condiciones :


Por decreto motivado .


Acompañando al decreto de disolución la convocatoria de las nuevas elecciones para el plazo máximo de de sesenta días .


En el caso de segunda disolución , el primer acto de las nuevas Cortes será examinar y resolver la necesidad del decreto de disolución de las anteriores . El voto desfavorable de la mayoría absoluta de las Cortes llevará aneja la destitución del Presidente .” 


� Un estudio de las causas desencadenantes de la Guerra Civil y sus inmediatas consecuencias , en la obra de referencia ,  Historia de España de Menéndez Pidal  , capítulo IV , “ Rebelión militar y Guerra civil “ , CARDONA ESCANERO , G . , páginas 171 y siguientes .


� Un estudio minucioso del Texto constitucional de 1. 931 se contiene en la precisa monografía de PÉREZ SERRANO , N . ,  La Constitución española de 1. 931  , Editorial Revista de Derecho Privado , 1. 932 . También ALCALÁ – ZAMORA Y TORRES , N . ,  Los defectos de la Constitución de 1. 931 y tres años de experiencia constitucional  , Imprenta de R. Espinosa , Madrid , 1. 936 . En un sentido más critico , ROYO VILLANOVA , A . , La Constitución Española de 9 de diciembre de 1. 931 , con glosas jurídicas y apostillas políticas  , Valladolid , 1. 934 .


	Asimismo las dos magníficas obras del Catedrático de Derecho Penal y a la sazón Presidente de la Comisión Constitucional del Congreso de los Diputados que debatió dicha Constitución , JIMÉNEZ DE ASÚA , L . , Proceso histórico de la Constitución de la República española , Editorial Reus , Barcelona , 1. 932 , así como , La Constitución de la democracia española y el problema regional , Editorial Losada , Buenos Aires , 1. 946 . 


	También resulta de sumo interés el número monográfico dedicado a dicha Constitución de 1. 931 por la Revista de Derecho Político , en su número 12 , invierno de 1. 981 , así como la obra de S. Juliá , La Constitución de 1.931 , Madrid , Editorial Iustel , 2. 009 , Tomo VIII de la Colección Las Constituciones Españolas , dirigida por M. ARTOLA .


� Así como , existe referencia a “ Los territorios de soberanía del Norte de África “ . Sobre el expresado artículo 8 de la Constitución argumentaba el profesor PÉREZ SERRANO , obra citada , páginas 80-81 , lo siguiente :


	“ subsiste , aunque sin definirla la Nación española ; que va hacia un autonomismo federalista ; que existe por lo pronto una Región autónoma ( Cataluña ) ; que están a punto de organizarse otras  ( Vascongadas desde luego y Galicia acaso ) ; que quizás sigan las demás provincias , sin adoptar el régimen general ; que los territorios insulares tendrán una situación sui generis ; que lo mismo ocurrirá con las plazas de soberanía de Marruecos ; que el Municipio será autónomo, y que al cabo de algunos años veremos cuál es en definitiva la orientación del Estado español , porque la Constitución abre la puerta al porvenir en vez de reconocer lo presente .”   


� En el expresado período histórico – Abril de 1. 931 a Julio de 1. 936 - sólo fue aprobado el Estatuto catalán mediante la Ley de 15 de Septiembre de 1. 932 .


� A la disciplina del régimen competencial del Estado y las Regiones autónomas se dedica la mayor parte del Titulo I de la Constitución , denominado “ Organización Nacional “ , artículos 8 al 22 .


Para un estudio de detalle de la nueva organización territorial del Estado español establecida en la Constitución de 1. 931 y los debates de las Cortes Constituyentes que precedieron al texto constitucional , la obra de ALBACETE EZCURRA , J. E. ,  El Estado integral de la Segunda República Española  , Editorial Nausícaä , Murcia , 1ª Edición , Marzo de 2. 006 , Capítulos IX al XX , así como CHERNICHERO DÍAZ , C. A. , El Estado integral en la Constitución de la II República : proceso político , sistema parlamentario y conflictos territoriales  , Servicio de Publicaciones de la Universidad , Cádiz , 2.007 . 


	 La obra ya citada de ORDUÑA  REBOLLO , E . , páginas 557 a 564 .


	Asimismo , SOSA WAGNER , F. ,  Juristas en la Segunda República… , páginas 50 a 57 . 


 Un análisis del Tribunal de Garantías Constitucionales creado por la Constitución de 1. 931 esencialmente para la defensa de los derechos constitucionales y garantizar la distribución competencial entre el Estado central y las Regiones autónomas , RUIZ LAPEÑA , R. M . , El Tribunal de Garantías Constitucionales en la II República , Prólogo de E . GÓMEZ ORBANEJA , Editorial Bosch S. A. , Barcelona , 1. 982 , 463 páginas , con un interesante Apéndice Jurisprudencial  – páginas 345 y siguientes - , así como los estudios realizados sobre dicho Tribunal por N . ALCALÁ-ZAMORA , en la Revista de los Tribunales y de la Legislación Universal – números 22,24,25,26,28y29 de 1. 933 – y  también la magnífica monografía sobre la jurisprudencia emanada del indicado Tribunal de M . BASSOLS COMÁ , La Jurisprudencia del Tribunal de Garantías Constitucionales de  la II República , Madrid ,  Civitas , 1. 981 . 


	Al hilo de lo expuesto , también procede indicar que un preciso y documentado estudio sobre la Administración de Justicia como pilar fundamental del Estado proclamado por dicha Constitución republicana  y , en concreto , del Tribunal Supremo en la Segunda República , se contiene en la obra de MARZAL RODRIGUEZ , P . , Magistratura y República. El Tribunal Supremo ( 1. 931 – 1. 939 ) , Prólogo de M . PESET , Editorial Práctica del Derecho S.L. , Sedaví (Valencia ) , 2.005 , 276 páginas , destacando las referencias a lo largo de la obra a la jurisdicción de lo contencioso-administrativo ; en su Capítulo II , el epígrafe “ Un tribunal itinerante . El traslado a Valencia y a Barcelona . La Sección Delegada de Madrid “ , páginas 173 y siguientes ; así como , su interesante Capítulo III , “ Apuntes biográficos “ de los Magistrados del Tribunal Supremo , a los que tuvo acceso el autor apareciendo varios de la jurisdicción de lo contencioso-administrativo , que en algún caso se citan en la segunda parte de este trabajo y la abundante bibliografía que se menciona . 


� Un estudio del significado de dicho precepto y bibliografía al respecto  se contiene en la obra de SOSA WAGNER , F. ,  Juristas en la Segunda República …  , páginas 48 a 50  . Para una determinación de tales conceptos y la constatación del desfase temporal de dicho reconocimiento constitucional con la propia dinámica de la jurisprudencia gala debida a   Le  Conseil d´Etat  , que creó el recurso por exceso o desviación de poder durante el siglo XIX , la obra ya citada de FERNÁNDEZ , T. – R. , “ Una Crónica … “ , página 69 y su monografía ,  La doctrina de los vicios de orden público , Madrid , IEAL , 1. 969 . 


� Las notas esenciales de la tramitación parlamentaria de dicha ley se contiene en la obra citada de ORDUÑA REBOLLO , E . ,  Municipios …  , páginas 564 y siguientes . Los discursos parlamentarios de mayor importancia en la elaboración de esta ley , se reproducen en la obra  Historia de la Legislación de Régimen Local  , con estudios de ORDUÑA REBOLLO y COSCULLUELA MONTANER , Editorial Iustel , Fundación Democracia y Gobierno Local , 1ª Edición , 2. 008 , páginas 1523 y siguientes . 


	Las referidas notas coinciden con la posición mantenida al respecto por SOSA WAGNER , Juristas en la Segunda República …  , páginas 62 y siguientes .


� Resultando destacables las siguientes disposiciones transitorias :


“ Primera . Los preceptos e esta Ley relativos a la constitución y composición de los organismos municipales no serán de aplicación hasta la primera renovación de los Ayuntamientos …


Segunda . Subsistirá la composición actual de los Tribunales provinciales de lo Contencioso-administrativo hasta tanto que por otra ley se disponga su reforma …


Décima. Hasta que se publiquen los Reglamentos para la aplicación de la presente Ley , regirán provisionalmente , en cuanto no se opongan a las disposiciones de la misma , el Reglamento de 2 de julio de 1. 924 sobre población y términos municipales , el de igual fecha sobre contratación municipal , el de 9 de julio de 1.924 sobre organización y funcionamiento de los Ayuntamientos , el de 14 de julio de 1. 924 sobre obras , servicios y bienes municipales , los de 23 de agosto de 1. 924 sobre funcionarios municipales y sobre procedimiento en materia municipal y el de 14 de mayo de 1. 928 sobre funcionarios administrativos .”


� De los escasos estudios monográficos al respecto podrían destacarse la obra  Aportaciones al Derecho municipal  de BERMEJO GIRONÉS , J. I . , Editorial Reus , 1935 ; GASCÓN y MARÍN , J . ,  Régimen jurídico municipal ,   1. 935 ;  La nueva Ley Municipal  de MARTÍN – RETORTILLO , C . , Revista de Derecho Público , nº 49 , Enero de 1. 936 . 


� Puede servir de referencia doctrinal al respecto , los sucintos pero ilustrativos y precisos comentarios que sobre tal régimen jurídico se contienen en el capítulo II , de la Parte Tercera , de la obra de SANTAMARÍA DE PAREDES , V . – Catedrático de la Universidad Central - ,  Curso de Derecho Administrativo según sus principios generales y la legislación actual de España  , Madrid , Establecimiento Tipográfico de Ricardo Fe , Sexta edición , 1. 903 , Prólogo de E . PÉREZ PUYOL ,  páginas 745 a 758 . También UBIERNA , J. A. ,  Jurisdicción Contencioso-Administrativa  , Editorial Castro , Madrid , 1. 935 , páginas 94 y siguientes , donde cita abundante jurisprudencia sobre tales requisitos .


 


� Como observa BETANCOR RODRÍGUEZ , A . ,  El acto ejecutivo . Origen y formación de una categoría central del Derecho Administrativo   , Centro de Estudios Constitucionales , Madrid , 1. 992 , el la página 280 :


	“ Una de las principales novedades de la Ley de 1. 888 fue que lo contencioso se define por los requisitos formales que debía reunir la resolución que se pretendía impugnar , arrumbándose definitivamente el sistema de lista de las antiguas leyes de jurisdicción .”


� Observa CALVO Y MADROÑO , I . , en su calidad de Ex Secretario del Tribunal Contencioso y Catedrático de la Universidad Central , con motivo de prologar la obra de CABALLERO Y MONTES , J. M . , Estudios sobre el Procedimiento Contencioso – Administrativo . Providencias que causan estado  , Madrid , Imprenta de José Góngora Álvarez , 1. 896 , que dicho requisito es el que para su elucidación entraña más laboriosidad , toda vez que para averiguar si una resolución causa estado o no , “ no hay otro camino que leer detenidamente todas las disposiciones vigentes sobre la materia a que se refiera la resolución de que se trate , y ver si en alguna de ellas se dice expresamente cuando termina la vía gubernativa o cuando se puede pasar a la contenciosa ” – página VII - . Por tanto , en dicho sentido elogia la obra del citado autor en el prólogo que realiza cuando precisa :


 	“ Meritoria es , por tanto , la tarea de coleccionar en un pequeño volumen todos los casos en que las resoluciones administrativas causan estado . Esto es lo que ha hecho el autor del presente libro , y con él ha prestado un buen servicio a cuantos por deberes de su cargo , o por ser interesados en una resolución administrativa , quieran saber si ha causado estado o no ”-página VIII - . En especial , se elogia el capítulo 7º de la parte 1ª de la obra referida titulado “ Las resoluciones administrativas en relación con el recurso contencioso . “ Así como , la parte 2ª se dedica al estudio pormenorizado de la legislación sectorial y su incidencia en la materia , entre otras cuestiones , se aborda la problemática en la Administración municipal y provincial a la que específicamente nos referiremos , así como Aguas , Contratos administrativos , Contribuciones e impuestos , Funcionarios públicos y Clases pasivas , Ganadería , Minas y Montes ,Obras Públicas , Desamortización y Expropiación forzosa .


	También procede manifestar que con encomiable brevedad se trata la evolución legislativa del recurso contencioso y los caracteres esenciales de la Ley de 1. 888 , en su parte 1ª en sus capítulos I al V .  


	Así como resulta de sumo interés la bibliografía citada en la obra precitada , páginas 281 y 282 . 


� Prescribe el artículo 21 del meritado Real Decreto lo siguiente :


	“ Los Tribunales provinciales , en virtud de lo dispuesto en el artículo 11 de la ley , conocerán de las demandas que se entablen contra las resoluciones de las Autoridades provinciales y de las municipales cuando proceda .”  


� Para un estudio evolutivo sobre las competencias administrativas de dichas materias , CABALLERO Y MONTES ,  Estudios …  , Capítulo VIII de la Parte 2ª , página 199 y siguientes . 


� Un exhaustivo estudio jurisprudencial de los distintos preceptos de dicho Real Decreto en lo relativo al  ámbito competencial de lo contencioso-administrativo – artículos 1 al 7 – se contiene en la obra de GONZÁLEZ , A . ,  La materia contencioso-administrativa . Comentario a la legislación vigente : Jurisprudencia , Librería de Leopoldo Martínez , Madrid , 1. 903 , 2º Edición – la primera de 1. 891 , versaba sobre tal materia en la Ley de 1. 888 - , 468 páginas . Destaca por su utilidad el apéndice jurisprudencial contenido en su página 439 y siguientes . Asimismo resulta al menos curiosa la posición de dicho autor respecto a manifestar las dificultades inherentes para acotar conceptualmente lo contencioso-administrativo , páginas 16 y siguientes . 


� PÍ Y SUÑER , J. M . , obra ya citada ,  Lo contencioso-Administrativo …  , página 76 .


� Obra citada , página 77 .


� En este sentido manifiesta PÍ Y SUÑER , obra citada , página 77 :


	“ La pregunta de si los acuerdos municipales causan o no estado , ha de ponerse en relación con preceptos distintos de la Ley y del Reglamento de lo Contencioso . El artículo 2º de este último , excluye la posibilidad de recurrir contenciosamente contra las resoluciones de los Ayuntamientos , puesto que asigna a los Tribunales provinciales la facultad de tramitar los recursos contra las resoluciones dictadas por los Gobernadores de provincia , Delegados de Hacienda o cualquier otra Autoridad o Corporación provincial .


	La Ley de lo Contencioso dice , por el contrario , en su artículo 11 , que los Tribunales provinciales de lo contencioso-administrativo conocerán de las demandas que se entablen contra las resoluciones de las Autoridades provinciales y municipales de la respectiva provincia . El propio precepto consigna el Reglamento en su artículo 22 . “ 


En todo caso , el argumento determinante al respecto viene constituido en tanto la Ley Municipal de 1. 877 , en sus artículos 171 y 174 , prescribe que son apelables ante el Gobernador de la provincia las resoluciones municipales , mediante el oportuno recurso de alzada , como así se destaca por PÍ Y SUÑER , obra citada , página 78 y CABALLERO , J. M . ,  Lo Contencioso Administrativo  , Tomo I , páginas 81 a 85 .


También de esté último autor citado , de sumo interés el análisis al efecto llevado a cabo en su obra ,  Estudios … , capítulo I de su Parte 2ª , página 77 y siguientes , reforzando la argumentación expresada con la cita de las categóricas  sentencias del Tribunal Supremo de fechas 2 de noviembre de 1. 894 y de 28 de Diciembre de 1. 889 , analizando  la Administración provincial en el capítulo III de la referida parte de la obra indicada .    


� Obra citada , página 99 . Teniendo presente que se contiene un extenso estudio de dicha problemática en tal obra , páginas 77 al 99, conteniendo pormenorizadamente la normativa de aplicación y abundante doctrina jurisprudencial generada al efecto  .


� Para un extenso estudio de la referida cuestión , PÍ Y SUÑER en la obra citada , páginas 121 a 128 , donde se contiene un pormenorizado estudio de la normativa aplicable y la doctrina jurisprudencial generada .


	Un análisis casuístico en función  de las distintas materias concurrentes se contiene en la obra citada de CABALLERO ,  Estudios …  , páginas 131 y siguientes .


� Precisa al respecto CABALLERO , J. M . , en su obra citada ,  Lo Contencioso-administrativo  , Tomo I , página 193 , que el expresado concepto de facultades discrecionales de la Administración proviene de la doctrina clásica francesa , así VIVIEN en su magistral monografía  Estudios Administrativos  , puso de relieve que lo contencioso difiere del arreglo discrecional de simples intereses , en que sólo tiene lugar “ cuando se invoca el derecho “ . Y siguiendo tal argumentación , se llega a la conclusión que pueden distinguirse con nitidez dos especies de actuación de la Administración Pública : una libre , donde se dice que la Administración actúa discrecionalmente y otra mediatizada por la legislación administrativa , por lo que tal actuación administrativa se encuentra dentro de la esfera reglada y solamente en tal clase de asuntos procede el recurso contencioso-administrativo  . 


� PÍ Y SUÑER , en la obra indicada , páginas 130 a 137 , cita abundante doctrina jurisprudencial al efecto sistematizando la misma en materias y referida a las competencias de la Administración Central y la  Administración Local .


	Para un estudio pormenorizado y evolutivo de la reducción mediante la doctrina jurisprudencial del ámbito jurisdiccionalmente inmune de la potestad discrecional de la Administración , resulta imprescindible el trabajo de FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ , T. – R . , “ La doctrina de los vicios de orden público en el contencioso-administrativo : orígenes y evolución “  , Revista de Administración Pública , nº 56 , páginas 264 y siguientes , donde se cita la evolución de la doctrina de los vicios de orden público en la jurisprudencia del Tribunal Supremo y destaca la lentitud para su íntegra elaboración , respecto del control de los requisitos formales – competencia y vicios de forma - del ejercicio de dicha potestad administrativa discrecional , con independencia de cual fuera la decisión sobre el fondo y con posterioridad el control del propio fin del ejercicio de de tal potestad – abuso / desviación de poder - .


	Asimismo de este último autor , la obra  La doctrina de los vicios de orden público  , IEAL , Madrid , 1. 969 .


	Al respecto , también resulta de sumo interés el trabajo de MIRANDA y ALCÁNTARA , “ El recurso contencioso-administrativo y las potestades discrecional y reglada de la Administración Pública “ , Revista General de Legislación y Jurisprudencia , tomo 105 , 1. 904 , página 93 y siguientes .  


� Una exposición sistemática de la doctrina jurisprudencial de mayor relevancia recaída al efecto , se contiene en la obra citada de PÍ Y SUÑER  , páginas 137 a 154  .


� Sostiene BETANCOR RODRÍGUEZ , obra citada , páginas 280 – 281, la importancia que en la Ley de 1. 888 tiene el término “ recurso contencioso-administrativo “ para referirse a la “ vía de lo contencioso-administrativo” , cuando precisa :


	“ En 1845 lo contencioso-administrativo eran los asuntos contenciosos de la Administración ( art. 11.5º Ley  6 julio 1845 ) , en 1860 los asuntos de la Administración central cuando pasen a ser contenciosos ( art. 46 Ley de 17 de agosto de 1860 ) , en 1863 , las cuestiones contencioso-administrativas que se susciten con motivo de las providencias dictadas por los Gobernadores en aplicación de las Leyes , ordenanzas , reglamentos y disposiciones administrativas ( art. 82 Ley de 25 de septiembre de 1863 ) . En 1888 , lo contencioso-administrativo era el recurso contencioso-administrativo . Esta evolución en el modo de entender lo contencioso-administrativo es el fiel reflejo de la propia evolución del contencioso. En un principio la jurisdicción no era revisora , el proceso contencioso-administrativo era un proceso sobre derechos y los negocios contencioso-administrativos estaban tasados . Poco a poco se fue consolidando la jurisdicción revisora y  generalizándose su ámbito  … “


� Quizás la obra más completa sobre el proceso contencioso-administrativo general , sea la ya citada de CABALLERO Y MONTES , J. M. ,  Lo contencioso-administrativo  , 3 Tomos , Madrid , 1.901-02 y del mismo autor  Estudios sobre el procedimiento contencioso-administrativo .Providencias que causan estado  , Madrid , 1. 896 . También la obra de ALFARO y LAFUENTE , S . ,  Lo contencioso-administrativo , su materia , sus tribunales , sus procedimientos  , Madrid , Librería Universal de Córdoba y Compañía , 1. 881 . Respecto de la Ley de 1. 888 resulta sumamente ilustrativa la obra de DE PASO Y DELGADO , N . ,  Exposición Histórico- Exegética de la Teoría de los Procedimientos Contencioso – administrativos de España y sus posesiones de Ultramar  , Madrid , El Progreso Editorial , 1. 889 , su Libro Tercero titulado “ Reglas procesales en la Jurisdicción Contencioso-Administrativa “ , páginas 146 y siguientes.  La obra de FERNÁNDEZ MOURILLO ,  Lo Contencioso-Administrativo  , 1. 926 . MANRESA NAVARRO , J. M. , Jurisdicción contencioso-administrativa , Imprenta de la Revista General de Legislación y Jurisprudencia , 1.894 – texto comentado de la ley con un largo prólogo - . Asimismo ,  PÍ Y SUÑER ,  Lo Contencioso-administrativo  , Lección novena , páginas 161 y siguientes , así como la obra citada de UBIERNA , J. A .  ,  Jurisdicción Contencioso-Administrativa , Editorial Castro  , Madrid , 1. 935 , páginas 134 y siguientes .  Y desde una perspectiva funcional , MARTÍN – RETORTILLO , C . , obra citada ,  Nuevas Notas …  , en su Capítulo III se analizan los “ Obstáculos procesales “ – página 27 y siguientes - , donde se estudia la situación creada por la legislación de 1. 888 y se proponen una serie de medidas  de “ lege ferenda “ para la mejora y mejor funcionamiento del sistema procesal de lo contencioso-administrativo . 


� Sobre la cuestión de las causas de la inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo , ALONSO IBAÑEZ , M. R . ,  Las causas de inadmisibilidad en el proceso contencioso-administrativo  , Editorial Civitas , 1. 996 , Capítulo Primero en su apartado III , titulado “ La evolución legal desde la Ley de 13 de septiembre de 1. 888 hasta la Ley de 27 de diciembre de 1. 956 “ , páginas 84  y siguientes . 


En relación a la problemática de la ejecución de sentencias en la jurisdicción que nos ocupa , la obra de MARTÍN DELGADO , I. ,  Función jurisdiccional y ejecución de sentencias en lo contencioso-administrativo . Hacia un sistema de ejecución objetivo y normalizado  , Marcial Pons , 2. 005 , Prólogo de FONT I LLOVET  , Capítulo Primero en su apartado I , donde se analizan las diversas etapas históricas desde 1. 812 a la Ley de 1. 956 , páginas 28 y siguientes  .


Por lo que hace a las garantías de los administrados en el proceso contencioso-administrativo conteniendo diversas propuestas para la reforma de tal proceso , la interesente conferencia pronunciada en sesión pública el día 24 de enero de 1. 917 por GASCÓN Y MARÍN , J . , publicada por la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación , con el título  Las garantías jurídicas del ciudadano y evolución del recurso contencioso-administrativo  ,  Madrid , Establecimiento Tipográfico de Jaime Ratés , 1. 917 .   


� Sobre dicho extremo destacan los siguientes trabajos ordenados por su importancia al respecto :


	GARCÍA OVIEDO , C . , “ Los orígenes del  Derecho Administrativo Español “ , Revista General de Legislación y Jurisprudencia , nº 6 , 1.943 , páginas 39 y siguientes ; GARCÍA - TREVIJANO FOS , J . A . , “ Hacia un nuevo sistema de justicia administrativa en España “ , Revista de Administración Pública , nº 34 , páginas 293 y siguientes ; NIETO , A . , “ Los orígenes de lo contencioso-administrativo en España “ , Revista de Administración Pública , nº 50 , 1. 966 , páginas 27 y siguientes ; PARADA VAZQUEZ , J . R . , “ Privilegio de decisión ejecutoria y proceso contencioso “, Revista de Administración Pública , nº 55 , 1. 968 , páginas 65 y siguientes ; NIETO , A . , “ Sobre la tesis de Parada en relación con los orígenes de lo contencioso-administrativo “ , Revista de Administración Pública , nº 57 , 1. 968 , páginas 9 y siguientes ; PARADA VÁZQUEZ , J. R . , “ Réplica a Nieto sobre el privilegio de decisión ejecutoria y el sistema contencioso-administrativo  “ , Revista de Administración Pública , nº 59 , 1. 969 , páginas 41 y siguientes ; GARRIDO FALLA , F . , “ La evolución del recurso contencioso-administrativo en España “ , Revista de Administración Pública , nº 55 , 1. 969 , páginas 9 y siguientes ; FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ , T. R . , “ La doctrina de los vicios de orden público en el contencioso-administrativo : orígenes y evolución “, Revista de Administración Pública , nº 56 , páginas 223 y siguientes ; MARTÍN – RETORTILLO , L . , “ Unidad de jurisdicción para la Administración Pública “ , Revista de Administración Pública , nº 49 , páginas 143 y siguientes ; GARCÍA DE ENTERRÍA , E . , “ La configuración del recurso de lesividad “ , Revista de Administración Pública , 1. 954 , páginas 109 y siguientes ; SANTAMARÍA PASTOR , J. A . , “ Sobre el origen y evolución de la reclamación administrativa previa “ , Revista de Administración Pública , nº 77 , 1. 975 , páginas 80 y siguientes ; MARTÍN REBOLLO , L . , “ El anteproyecto de ley de lo contencioso-administrativo y su contexto histórico : de la Ley de 1888 a la situación actual “ , Revista Documentación Jurídica , Tomo XIII , nº 51 , 1. 986 , páginas 699 y siguientes ; MARTÍN MATEO , R . , “ Derecho Administrativo y materia contenciosa “ , Revista de Administración Pública , nº 38 , páginas 113 y siguientes .


	En cuanto a monografías jurídicas destacan , SANTAMARÍA PASTOR , J.  A . , Sobre la génesis del Derecho Administrativo Español en el siglo XX ( 1812-1845 ), Iustel , 1º edición , 2. 006 ; POSADA , A . , Tratado de Derecho Administrativo según las teorías filosóficas y la legislación positiva , Tomo I , Madrid , 1.897 . BETANCOR RODRÍGUEZ , A . ,  El acto ejecutivo  , Centro de Estudios Constitucionales , Madrid , 1. 992 , prólogo de R . PARADA , en especial el Capítulo V , páginas 271 y siguientes ; FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ , T . – R . ,  La doctrina de los vicios de orden público  , IEAL , Madrid , 1. 969 ; GARCÍA DE ENTERRÍA , E . , Las transformaciones de la justicia administrativa : de excepción singular a la plenitud jurisdiccional ¿ Un cambio de paradigma ¿ , Thomson.Civitas , 1º edición , 2.007 , Capítulos I al VI . También resulta de interés la obra de GARCÍA DE ENTERRÍA Y FERNÁNDEZ – RODRÍGUEZ ,  Curso de Derecho Administrativo  , Tomo II , Civitas , 6ª Edición , 1. 999 , Capítulo XXIV , páginas 549 y siguientes , el epígrafe I , titulado “ La formación del contencioso-administrativo “ ;  MUÑOZ MACHADO , S. , “ La reserva de jurisdicción y el problema del control jurisdiccional de la Administración “ , página 2741 y siguientes ,  Estudios sobre la Constitución Española . Homenaje al Profesor Eduardo García de Enterría  , Tomo III , Civitas , 1. 991 , conteniendo interesantes datos sobre la influencia del sistema contencioso-administrativo francés en España y su evolución en nuestra patria .      	     


� UBIERNA, J. A . , obra citada , páginas 89 y siguientes , donde se detallan algunas de las propuestas de reforma contenidas en tales Memorias y que en la mayoría de casos se acogieron en el Estatuto Municipal según dicho autor .


� DE MENA en la obra citada , página 33 , manifiesta que el considerar este recurso como acción popular no constituye ninguna extralimitación ni inexactitud , sino que adquiere tal acción carta de naturaleza a tenor de lo dispuesto en el artículo primero  del  Real Decreto-Ley de 14 de Septiembre de 1. 925 , donde en relación con tal recurso : “ Desaparece pues toda limitación ; no hace falta la condición de vecino ni se requiere tampoco un interés directo ; la acción popular se concede salvo precepto en contrario a todas las personas naturales o jurídicas , para acudir a la vía contenciosa … “


� DE MENA , obra citada , página 31 y siguientes , se contiene un estudio de los requisitos exigibles al efecto entre los que destacan : que la resolución municipal infrinja  una disposición con fuerza de ley – no bastaría vulnerar un Reglamento, Ordenanza o instrucción - , si resulta imprescindible o no que tal infracción normativa se debe de poner en conocimiento del órgano que emane o su superior jerárquico y si se ha de interponer recurso de reposición en este caso como presupuesto ineludible para acudir a la vía contencioso-administrativa .


� De MENA , obra citada , dedica la parte primera de la misma al estudio y sistemática de los mismos , capítulos I al VI .  También un cuadro exhaustivo de recursos municipales especiales , se contiene en PÍ y SUÑER , obra citada , páginas  104  a 113 .


� Puede servir de paradigma ilustrativo de lo indicado el Real Decreto – Ley de 14 de Septiembre de 1. 925 , que establece las únicas excepciones de incompetencia que pueden alegarse  por los Fiscales y declararse por los Tribunales en materia del recurso contencioso-administrativo municipal y provincial , entre las que no se encuentra que la resolución administrativa local pertenezca a la potestad discrecional , derogándose el artículo 4.1 del Real Decreto de 22 de Junio de 1. 894 en este punto , lo que determina que  se pueda sustanciar un recurso contencioso-administrativo local al respecto , pero la sentencia que recaiga será desestimatoria al efecto con las pretensiones del administrado , toda vez que el objeto del recurso jurisdiccional citado se fija en el artículo 1 de la Ley de 1. 888 . 


� Para un estudio detallado de los aspectos procesales del recurso contencioso-administrativo municipal , DE MENA , obra citada , Parte Segunda , páginas 87 y siguientes . También MARTÍN – RETORTILLO , Nuevas Notas …  , donde a lo largo de sus XXIII capítulos se enuncian y estudian las especialidades del recurso contencioso-administrativo municipal , destacando su Capítulo V – Deficiencias que ofrece el vigente sistema de lo contencioso-municipal - , Capítulo VI – La acción popular - , Capítulo XIV – acuerdos lesivos - , XVIII – Suspensión del acuerdo impugnado - . Una visión panorámica de las novedades contenidas en tal Reglamento de 23 de agosto de 1.924 en PÍ Y SUÑER , obra citada , páginas 102 a 104 . 


� Se cita en la obra de UBIERNA mencionada , página 86 y 87 , según se plantea por el Fiscal Jefe de la Audiencia Provincial de Zaragoza .


� PÍ Y SUÑER , obra citada , contiene un completo cuadro de los recursos provinciales , páginas 117 a 121 . Así como , en las páginas 114 a 117 el cuadro de recursos regulados en la Ley provincial de 29 de Agosto de 1. 882 .


� UBIERNA en la obra citada , páginas 6 y 7 , describe con elocuencia la situación concurrente respecto del recurso contencioso-administrativo con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley Municipal de 1. 935 , cuando manifiesta :


	“ el crecido número de pleitos interpuesto ante la jurisdicción contenciosa – revelador de la importancia que el recurso tiene y de la conveniencia que su aplicación implica - : la dificultad que representa el estudio de la complicada y caótica legislación administrativa , más difícil aún cuando como consecuencia de la publicación de los aludidos Estatutos municipal y provincial , aparecen en la órbita legal preceptos nuevos a los que los recurrentes pretenden dar un alcance y una interpretación que ha de debatirse en el litigio y cuya contradicción , precisamente por tratarse de una legislación nueva , no puede encontrar , por regla general , el amparo de una tradicional jurisprudencia y la falta en nuestro país de recientes obras jurídicas dedicadas especialmente a este recurso .”


	Precisa los asuntos despachados por la Fiscalía del Tribunal Supremo en los siguientes años : 1910 , 544 ; 1932 , 1515 ; 1933 , 1636 .


� MARTÍN – RETORTILLO , C . , obra citada , páginas 49 a 53 , realiza un estudio comparativo entre los artículos 253 del Estatuto Municipal  y 223 de la Ley Municipal de 1. 935 , llegando a la siguiente conclusión tras mantener diversos argumentos en su discurso :


	“ A nuestro modesto criterio , la redacción de este artículo 223 de la Ley Municipal , lograda tras interesante discusión parlamentaria , no fue afortunada , y queriendo ampliar y ensanchar el campo de lo Contencioso-administrativo , en cierto modo lo reduce , lo limita más aún que el Estatuto Municipal .” 


� Así se sostiene por  I. BORRAJO INIESTA , “ Constitución canovista y jurisdicción contencioso-administrativa “ , apud , La jurisdicción contencioso-administrativa en España . Una historia de sus orígenes , dirigida por M. LORENTE SARIÑENA , Cuadernos de Derecho Judicial  nº VII , CGPJ. Escuela Judicial , Madrid , 2.008 , cuando en la página 411 refiriéndose a los Tribunales Provinciales mencionados afirma : ” Los únicos trabajos disponibles son glosas a las normas de la legislación del ramo contencioso-administrativo , que no nos permiten saber cómo era la composición ni el funcionamiento de los tribunales existentes , ni cuáles o cuántos los asuntos que resolvían “. �   


� Prescribe al respecto el artículo 15 en su párrafo “ in fine “ de dicha Ley : “ Sólo concurrirán los Diputados provinciales a la resolución de incidentes sobre excepciones dilatorias y al fallo definitivo de los pleitos . “


� En su artículo “ Tribunales Provinciales de lo Contencioso-Administrativo “ , Revista de la Vida Local nº 89, 1.959 , páginas 680 a 689 .


� La obra citada de PASO Y DELGADO , página 147 y siguientes .


� Un análisis sintético pero ilustrativo de tales requisitos se contiene en la obra citada de PI Y SUÑER , páginas 177 a 179 .


� El trascrito precepto forma parte de lo dispuesto en el indicado artículo 63 de la citada Ley en cuyo frontispicio se dispone : “ La interposición , sustanciación y decisión de los recursos contencioso-administrativos ante los Tribunales provinciales se acomodará a lo preceptuado en el cap. 1º de este mismo título para los que hayan de interponerse ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo , con las modificaciones siguientes … “


� Dice tal precepto y párrafo de dicha norma : “ Cuando hubiere discordia por no reunirse los votos necesarios para que haya sentencia , se citará a nueva vista ante el Tribunal en pleno , cuya sentencia , votada por la mayoría de los Ministros presentes o por la mitad con el voto de calidad del Presidente del Tribunal , será la definitiva … “


� En el trabajo indicado de BORRAJO INIESTA , en la página 411 , se indica a modo de ejemplo que en la Memoria de dicha Fiscalía del año judicial 1.892-1.893 , el Tribunal Provincial de Alicante dictó 2 sentencias y no dictaron ninguna el de Albacete , Ávila , Granada , Logroño , Murcia o Zamora .


� Sentencia del Tribunal Provincial de lo Contencioso-Administrativo – en adelante TPCA – de Alicante  nº 20 / 1. 929 , de 13 de Diciembre ( Archivo Histórico Provincial de Alicante – a partir de ahora AHPA -. Archivo General –  en lo sucesivo AG - 917. 5. Ficha que se contiene en el anexo adjunto respecto de las sentencias o , en su caso , se especificará la parte correspondiente del anexo en cuestión – en adelante Anexo ficha - nº 7 ). 


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 14 / 1. 930 , 11 de Agosto ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 22 ).





� Minuta de Sentencia TPCA de Alicante nº 16 / 1. 930, de 8 de Septiembre ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 24 )


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 11 / 1. 932 , de 28 de Abril ( AHPA . AG 919 . 4 . Anexo ficha nº 46 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 21 / 1. 931 , de 30 de diciembre ( AHPA . AG 965 .  Anexo ficha nº 41 ) .





� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 15 / 1. 932 , 19 de Mayo ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha  nº 48 ). 


� Sentencia de TPCA de Alicante nº 1 / 1. 932 , de 20 de Enero ( AHPA . AG 946 . 9  Anexo ficha  nº 42 ) .


� Sentencia TPCA de Alicante nº 15 / 1. 932 , de 2 de Julio ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 50 ) .


� Sentencia del TPCA nº 20 / 1. 933 , de 3 de agosto ( AHPA . AG 923.7 . Anexo ficha nº 76  ).


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 42 / 1. 935 , de 5 de Diciembre ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 182 ).





� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 7 / 1. 934 , de 31 de Marzo ( AHPA. AG 964 . Anexo ficha nº 94 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 4 / 1. 931 , de 29 de abril ( AHPA . AG 918.4 . Anexo ficha nº 35 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 14 / 1. 936 , de 30 de Marzo ( AHPA . AG 935.4 . Anexo ficha nº 201 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA nº 20 / 1. 930 , de 20 de Octubre ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 28 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 17 / 1. 930 , de 16 de Octubre ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 25 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 30 / 1. 934 , de 21 de Junio ( AHPA . AG 929.1 . Anexo ficha nº 114 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 38 / 1. 935 , de 29 de Octubre ( AHPA . AG . Anexo ficha nº 178 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 21 / 1. 929 , de 14 de Diciembre ( AHPA . AG 917.3 . Anexo ficha nº 8 ) .


� Sentencia del TPCA nº 12 / 1. 932 , de 3 de Mayo ( AHPA . AG 947.3 . Anexo ficha nº 47 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de 18 de Agosto de 1. 932 ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 56 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 5 / 1. 934 , de 28 de Febrero ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 92 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 4 / 1. 936 , de 18 de Febrero ( AHPA . AG 937.1 . Anexo ficha  nº 192 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 12 / 1. 936 , de 23 de Marzo ( AHPA . AG 932.8 . Anexo ficha nº 199 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 12 / 1. 934 , de 26 de Abril ( AHPA . AG 928.3 . Anexo ficha nº 98 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 14 / 1. 934 , de 28 de Abril ( AHPA . AG 928.6 . Anexo ficha nº 100 ) .





� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante  nº 11 / 1. 930 , de 15 de Mayo ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 19 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 39 / 1. 935 , de 23 de Noviembre ( AHPA . AG 932.14 . Anexo ficha nº 179 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº  60 / 1. 934 , de 19 de Noviembre ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 145 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 20 de Junio de 1. 936 ( AHPA . AG 968 . Anexo ficha nº 215 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 24 / 1. 936 , de 18 de Mayo ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 209 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 13 / 1. 930 , de 1 de julio ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 21 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 34 / 1.936 , de 25 de Junio ( AHPA . AG 935.12 . Anexo ficha nº 217 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 44 / 1. 934 , de 2 de Agosto ( AHPA . AG 923.5 . Anexo ficha nº 128 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 63 / 1. 934 , de 12 de Diciembre ( AHPA. AG 928.8 . Anexo ficha nº 148 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 24 / 1. 932 , de 5 de Septiembre ( AHPA . AG 920.9 . Anexo ficha nº 57 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 10 de Octubre de 1. 935 ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 174 ) .


�  Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante nº 2 / 1. 936 , de 27 de Enero ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 190 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 34 / 1. 932 , de 10 de Diciembre ( AHPA . AG 919.2. Anexo ficha nº 64 )


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 16 / 1. 933 , de 8 de Junio ( AHPA . AG 923.9 . Anexo ficha nº 73 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 17 de Octubre de 1. 934 ( AHPA. AG 966 . Anexo ficha nº 137 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante de fecha 11 de Abril de 1. 936 ( AHPA . AG 968 . Anexo ficha nº 202 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 23 / 1. 936 , de 16 de Mayo ( AHPA . AG 937.3 . Anexo ficha nº 208) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 33 / 1. 936 , de 25 de Junio ( AHPA . AG 937.10 . Anexo ficha nº 216 ) .


� Sentencia del TPCA nº 1 / 1. 934 , de 19 de Enero ( AHPA nº 926.10 . Anexo ficha nº 88 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante  nº 11 / 1. 934 , de 25 de Abril ( AHPA . AG  921.4 . Anexo ficha nº 97 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 10 / 1. 946 , de 21 de Junio ( AHPA . AG nº 924.1 . Anexo ficha 258 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 12 / 1. 930, de 5 de Junio ( AHPA AG 965 . Anexo ficha nº 20 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 4 / 1. 932 , de 12 de febrero ( AHPA . AG  920.6 . Anexo ficha nº 43 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante nº 1 / 1. 993 . de 2 de Febrero ( AHPA . AG  964 . Anexo ficha nº 66 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 3 / 1. 934 , de 7 de Febrero ( AHPA . AG  927.2 Anexo ficha nº 90 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante nº 40 / 1. 934 , de 17 de Julio ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 124 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 19 / 1. 932 , de 30 de Julio ( AHPA . AG nº 921.1 . Anexo ficha nº 53 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 54 / 1. 936 , de 11 de Julio ( AHPA . AG 938.5 . Anexo ficha nº 224 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante de fecha 11 de Julio de 1. 936 ( AHPA . AG  968 . Anexo ficha nº 225 ) .





� Sentencia del TPCA de Alicante nº 56 / 1. 936 , 11 de Julio ( AHPA . AG  934.2 . Anexo ficha nº 226 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 45 / 1. 934 , 13 de Agosto ( AHPA . AG 929.11 . Anexo ficha nº 129 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 64 / 1. 934 , de 18 de Diciembre ( AHPA . AG  967 . Anexo ficha nº 149 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 8 / 1. 941 , de 13 de Noviembre ( AHPA . AG 939.7 . Anexo ficha nº 233 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante  nº 26 / 1. 934 , de 14 de Junio ( AHPA . AG 947.2 . Anexo ficha nº 110 ) . 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 1 / 1. 941 , de 24 de Julio ( AHPA AG 938.17 Anexo ficha nº 231 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 1 / 1. 942 , de 15 de Enero ( AHPA . AG 838.16 . Anexo ficha nº 234 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 8 / 1. 944 , de 18 de octubre ( AHPA . AG 940. 15 . Anexo ficha nº 252 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 13 / 1. 944 , de 5 de diciembre ( AHPA . AG 939.6 . Anexo ficha nº 253 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 15 / 1. 944 , de 15 de Diciembre ( AHPA . AG 939.5 . Anexo ficha nº 254 ) .


� En el referido artículo 197 de la Ley Municipal de 1. 935 se regula pormenorizadamente la composición de dicho Tribunal , constituido en la capital de cada provincia y presidido por el Juez decano de sus Juzgados , precisándose que : “ Sus fallos serán dictados en el improrrogable plazo de de cuarenta días ,  a contar desde la presentación del recurso y serán ejecutivos , cabiendo contra ellos recurso contencioso-administrativo . “ 


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 28 / 1. 933 , 25 de Octubre ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 82 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante nº 33 / 1. 935 , 19 de Octubre ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 176 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante nº 9 / 1. 936 , de 7 de Marzo ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 196 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 38 / 1. 936 , de 4 de Julio ( AHPA . AG 938.15 . Anexo ficha nº 220 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 9 / 1. 942 , de 30 de Junio ( AHPA . AG 939.4 . Anexo ficha nº 236 ) .


�  Sentencia del TPCA de Alicante nº 46 / 1. 934 , 16 de Agosto ( AHPA . AG 929 . 3 . Anexo ficha nº 130 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 15 / 1. 933 , de 31 de Mayo ( AHPA AG 922.8 . Anexo ficha nº 72 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 2 / 1. 934 , 25 de enero ( AHPA .  AG  928.11 . Anexo ficha nº 89 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 24 / 1. 934 , 4 de Junio ( AHPA . AG 922.5 . Anexo ficha nº 109 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 15 / 1. 935 , 31 de Mayo ( AHPA . AG 932.1 . Anexo ficha nº 164 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 22 / 1. 935 , de 6 de Julio ( AHPA . AG 932.4 . Anexo ficha nº 170 ) . 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 3 / 1. 936 , 15 de Febrero ( AHPA . AG 932.10 . Anexo ficha nº 191 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 11 / 1. 936 , de 14 de Marzo ( AHPA . AG  965 . Anexo ficha nº 198 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante nº 21 / 1. 936 , 7 de Mayo ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha 206 ) . 


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante de fecha 1 de Febrero de 1. 943 ( AHPA AG 968 . Anexo ficha nº 241 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 8 / 1. 943 , de 5 de Abril ( AHPA AG 941 .2 Anexo ficha nº 243 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 22 / 1. 943 , de 26 de Octubre ( AHPA AG 940.7 . Anexo ficha nº 248 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 14 / 1. 932 , de 22 de Junio ( AHPA . AG 922.4 . Anexo ficha nº 49 ) .





� Sentencia del TPCA de Alicante nº 17 / 1. 934 , de 9 de Mayo ( AHPA . AG  950 .4 . Anexo ficha nº 102 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 35 / 1. 934 , de 2 de Julio ( AHPA . AG 923.4 . Anexo ficha nº 119 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 47 / 1. 934 , de 23 de Agosto ( AHPA . AG 922.1 Anexo ficha nº 131 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 3 / 1. 935 , 25 de Junio ( AHPA . AG . Anexo ficha 153 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 19 / 1. 935 , 25 de Junio  ( AHPA . AG 939.11 . Anexo ficha nº 167 ) . 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 46 / 1. 935 , 28 de de Diciembre ( AHPA . AG 935.11 . Anexo ficha nº 186 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 42 / 1. 936 , 9 de Julio ( AHPA . AG 938.1 . Anexo ficha nº 221 ) .


� También se conservan las Sentencias del TPCA de Alicante  nº 44 / 1. 936 , 9 de Julio ; nº 45 / 1. 936 , 9 de Julio ; nº 46 / 1. 936 , 10 de Julio ; nº 47 / 1. 936 , 10 de Julio ; nº 48 / 1. 936 , 10 de Julio .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 25 / 1. 943 , 6 de Diciembre ( AHPA . AG 937.12 . Anexo ficha nº 249 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante de 8 de Agosto de 1. 932 ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 55 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 28 / 1. 934 , 18 de Junio ( AHPA . AG 928.5 . Anexo ficha nº 112 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 34 / 1. 934 , 30 de Junio ( AHPA . AG 918.8 . Anexo ficha nº 118 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 37 / 1. 935 , 28 de Octubre ( AHPA . AG 933.7 . Anexo ficha nº 177 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante nº 28 / 1. 936 , 28 de Mayo ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 212 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante  nº 43 / 1. 936 , 9 de Julio ( AHPA . AG 938.7 . Anexo ficha nº 222 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante de 7 de Abril de 1. 943 ( AHPA . AG 968 . Anexo ficha nº 245 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 15 / 1. 926 , 9 de Julio ( AHPA . AG 951.2 . Anexo ficha nº 5 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 32 / 1. 932 , 2 de Diciembre ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 62 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 27 / 1. 934 , 14 de Junio ( AHPA. AG . Anexo ficha nº 111 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante de 19 de Julio de 1. 934 ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 126 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 54 / 1.934 , 20 de Octubre ( AHPA . AG 921.7 . Anexo ficha nº 138 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 58 / 1. 934 , 8 de Noviembre ( AHPA . AG 966 . Ficha nº 142 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 59 / 1. 934 , 17 de Noviembre ( AHPA . AG 926.4 . Anexo ficha nº 144 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 62 / 1. 934 , 8 de Diciembre ( AHPA . AG 926.6 . Anexo ficha nº 147 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 40 / 1. 935 , 28 de Noviembre ( AHPA . AG 933.1 . Anexo ficha nº 180 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 29 / 1. 936 , 1 de Junio ( AHPA . AG 947.4 . Anexo ficha nº 213 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 6 / 1. 943 , 4 de Marzo ( AHPA . AG . Anexo ficha nº 242 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 1 / 1. 944 , 5 de Enero ( AHPA . AG 939.13 . Anexo ficha nº 250 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 11 / 1. 946 , 12 de Noviembre ( AHPA . AG 933.5 . Anexo ficha nº 259 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante de 4 de Julio de 1. 917 ( AHPA . AG  950 . 10 . Anexo ficha 0 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 5 / 1. 929 , 16 de Marzo ( AHPA . AG 950.12 . Anexo ficha nº 6 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 24 / 1. 933 , 18 de Octubre ( AHPA . AG 926.8 . Anexo ficha 79 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 49 / 1. 934 , 31 de Agosto ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 133 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 7 / 1. 935 , 4 de Abril ( AHPA . AG 925.3 . Anexo ficha 157 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 1 / 1. 936 , 15 de Enero ( AHPA . AG 930.7 . Anexo ficha nº 189 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 3 / 1. 926 , 5 de Abril y nº 2 / 1. 928 , 21 de Enero ( AHPA . AG 951.7 . Anexo ficha nº 4 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 31 / 1. 934 , 22 de Junio ( AHPA . AG 927.10 . Anexo ficha nº 115 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 9 / 1. 931 , 11 de Septiembre ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 37 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 29 / 1. 933 , 28 de Octubre ( AHPA . AG 923.2 . Anexo ficha nº 83 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 10 / 1. 933 , 6 de Abril ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 70 ) . 


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 15 / 1. 930 , 20 de Agosto ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 23 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 16 / 1. 932 , 5 de Julio ( AHPA . AG 921.6 . Anexo ficha nº 51 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 31 / 1. 932 , 30 Noviembre ( AHPA . AG 923.6 . Anexo ficha nº 61) .


 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 36 / 1. 936 , 25 de Junio ( AHPA . AG 937.6 . Anexo ficha nº 219 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 12 / 1. 942 , 30 de octubre ( AHPA . AG 938.14 . Anexo ficha 238 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 35 / 1. 932 , 30 de diciembre ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 65 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 26 / 1. 933 , 26 de octubre ( AHPA . AG 920.2 . Anexo ficha nº 81 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA nº 23 / 1. 934 , 26 de Mayo ( AHPA . AG 966 . Anexo fichas nº 108 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 32 / 1. 934 , 26 de Junio ( AHPA AG 964 . Anexo ficha nº 116 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 36 / 1. 934 , 4 de Julio ( AHPA . AG 927.12 . Anexo ficha nº 120 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 2 / 1. 935 , 24 de Enero ( AHPA . AG 927.8 Anexo ficha nº 152 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 13 / 1. 935 , 16 de Mayo ( AHPA . AG 932.2 . Anexo ficha nº 162 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 8 / 1. 948 , 20 de Marzo ( AHPA . AG 940.11 . Anexo ficha nº 260 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 1 / 1. 943 , 1 de Febrero ( AHPA . AG 939.8 . Anexo ficha 240 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 12 / 1. 943 , 7 de Abril ( AHPA . AG 940.2 . Anexo ficha nº 244 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 1 / 1. 931 , 24 de Abril ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 34 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 20 / 1. 932 , 1 de Agosto ( AHPA . AG 920.7 . Anexo ficha nº 54 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 22 / 1. 933 , 23 de Agosto ( AHPA . AG 920.4 . Anexo ficha nº 77 ).


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 26 / 1. 936 , 25 de Mayo ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 211 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 17 / 1. 933 , 15 de Junio ( AHPA . AG 919.6 . Anexo ficha nº 74 ) . 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 10 / 1. 943 , 7 de Abril ( AHPA . AG 940.1 . Anexo ficha nº 246 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 18 / 1. 934 , 14 de Mayo ( AHPA . AG 922.3 . Anexo ficha nº 103 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 11 / 1. 935 , 10 de Mayo ( AHPA . AG 931.8 .Anexo ficha nº 101 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 9 / 1.935 , 26 de Abril ( AHPA . AG . 931.7 . Anexo ficha nº 159 ) .


� Minuta de sentencia del TPCA de Alicante nº 33 / 1. 934 , 28 de Junio ( AHPA . AG 964. Anexo ficha nº 117 ) .


� Minuta de sentencia del TPCA de Alicante nº 48 / 1. 934 , 30 de Agosto ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 132 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 10 de Octubre de 1. 935 ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 173 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 20 / 1. 935 , 28 de Junio ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 168  ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 10 de Octubre de 1. 935 ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 175 ) . 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 21 / 1. 935 , 2 de Julio ( AHPA . AG 932.3 . Anexo ficha nº 169 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 37 / 1. 934 , 5 de Julio ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 121 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 6 / 1. 945 , 28 de Marzo ( AHPA . AG 940.12 . Anexo ficha nº 255 ).


� Minuta de sentencia del TPCA de Alicante nº 17 / 1. 935 , 6 de Junio ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 166 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 57 / 1. 936 , 11 de Julio ( AHPA . AG 937.8 . Anexo ficha nº 227 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 10 / 1. 936 , de 12 de Marzo ( AHPA . AG 935.7 . Anexo ficha nº 197 ) .


� MARTÍNEZ DE PISÓN APARICIO , I . , Régimen jurídico de la Función Pública y derecho al cargo , Civitas . Servicio de Publicaciones Facultad de Derecho Universidad Complutense , Madrid , 1. 995 , páginas 39 y siguientes , donde se analiza , entre otros aspectos , desde una perspectiva conceptual y jurídica dicho derecho subjetivo funcionarial , así como la naturaleza del vínculo funcionarial , con esenciales aportaciones de su evolución histórica durante los siglos XIX y XX en España  . 


� Resulta ilustrativa en el devenir histórico la obra de TOSCAS SANTESMANS , E . , Secretarios Municipales y construcción del Estado Liberal en España , Tirant . Monografías nº 518 , Valencia , 2. 008 . También MARTÍNEZ MARÍN , A . , Funcionarios locales con habilitación. Pasado , presente y futuro , Editorial Tecnos , Madrid , 1. 999 , Capítulos I al V, en especial , el Capítulo IV – La Dictadura de Primo de Rivera - , págs, 76 y siguientes y el Capítulo V – La Segunda República - , págs. 89 y siguientes .


� Para un estudio de dicha temática desde el Estatuto de Bravo Murillo , los trabajos de MARTINEZ DE PISÓN , citados en la página 38 , nota de pié de página 1 , de su propia obra citada “ Régimen Jurídico … “ , publicados en varios números del “ Anuario Jurídico-Económico Escurialense “ .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 9 / 1. 930 , 29 de Abril ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 17 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 13 / 1. 934 , 27 de Abril ( AHPA . 927.6 . Anexo ficha nº 99 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 38 / 1. 934 , 12 de Julio ( AHPA . AG 929.4 . Anexo ficha nº 122 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 31 de Diciembre de 1. 934 ( AHPA . AG 930.14 . Anexo ficha nº 150 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 26 / 1. 935 , 10 de Octubre ( AHPA . AG 930.12 . Anexo ficha nº 172 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 10 / 1.935 , 27 de Abril ( AHPA . AG 930.9 . Anexo ficha nº 160 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 44 / 1. 935 , 19 de Diciembre ( AHPA . AG . 964 . Anexo ficha nº 184 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA nº 45 / 1. 935 , 24 de Diciembre ( AHPA . AG 935.6 . Anexo ficha nº 185 ) . 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 21 / 1. 942 , 31 de Diciembre ( AHPA . AG 937.7 . Anexo ficha nº 239 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante de 17 de Marzo de 1. 933 ( AHPA . AG 946.8 . Anexo ficha nº 68 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante  nº 36 / 1. 933 , 30 de Diciembre ( AHPA . AG 918. 7 . Anexo ficha 87 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 33 / 1. 933 , 6 de Noviembre ( AHPA . AG 964 . Ficha nº 84 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante 1 / 1. 935 , 17 de enero ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 151 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 8 / 1. 935 , 20 de Abril ( AHPA . AG 948.12  . Anexo ficha nº 158 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante de 8 de Noviembre de 1. 934 ( AHPA . AG 929.15 . Anexo ficha nº 143 ) .


� Auto del TPCA de Alicante de 24 de Diciembre de 1. 934  .





� Auto del TPCA de Alicante de 18 de Mayo de 1. 935 .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 58 / 1. 936 , 13 de Julio ( AHPA . AG 936.13 . Anexo ficha nº 228 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 24 / 1.935 , 1 de Agosto ( AHPA . AG 933.4 . Anexo ficha 171 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 2 / 1. 940 , 3 de Septiembre ( AHPA . AG 165 . Anexo ficha nº 229 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 14 / 1. 933 , 3 de Mayo ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 71 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 55 / 1. 934 , 20 de Octubre ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 139 ) .


� Auto del TPCA de Alicante de 27 de Julio de 1. 934 ( AHPA . AG 927. 11. Anexo ficha Autos nº 26   ).


� Sentencia del TPCA de Alicante  nº 2 / 1. 925 , 23 de Marzo ( AHPA . AG 951.3 . Anexo ficha nº 1 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 15 / 1. 925 , 23 de Noviembre ( AHPA . AG 951.6 . Anexo ficha nº 3 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 8 / 1. 940 , 4 de Septiembre ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 230 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante  nº 19 / 1. 934 , 19 de Mayo ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 104 ).


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 20 / 1. 934 , 20 de Mayo ( AHPA . AG 929.6 . Anexo ficha nº 105 ) .





� Sentencia del TPCA de Alicante  nº 21 / 1. 934 , 22 de Mayo ( AHPA . AG 929.5 . Anexo ficha nº 106 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 6 / 1. 935 , 28 de Marzo ( AHPA . AG 924.5 . Anexo ficha nº 156 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 47 / 1. 930 , 30 de Diciembre ( AHPA . AG 935.8 . Anexo ficha nº 187 ) .


� Minuta de sentencia del TPCA nº 6 / 1. 930 , 15 de febrero ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 14 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA nº 23 / 1. 930 , 5 de Diciembre ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 31 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 25 / 1. 936 , 20 de Mayo ( AHPA AG 965 . Anexo ficha nº 210 ) .


� Minuta de sentencia del TPCA de Alicante nº 17 / 1. 932 , 18 de Julio ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 52 ) .


� Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española , el amillaramiento es “ la lista o padrón donde consta los bienes amillarados y sus titulares , es decir , la regulación de los caudales y granjerías de los vecinos de un municipio para repartir entre ellos las contribuciones . “


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 41 / 1. 935 , 29 de Noviembre ( AHPA . AG 930.8 . Anexo ficha 181 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 1 / 1. 930 , 2 de Enero ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 9 ) . 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 21 / 1. 930 , 11 de Noviembre ( AHPA . AG  965 . Anexo ficha 29 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 10 / 1. 931 , 17 de Septiembre ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 38 ) . 


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 18 / 1. 933 , 20 de Julio ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 75 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 24 de Octubre de 1. 934 ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha 140 ) . 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 5 / 1. 942 , 14 de Abril ( AHPA . AG 931 . 14 . Anexo ficha nº 235 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 4 / 1. 934 , 22 de Febrero ( AHPA . AG 917.6 . Anexo ficha nº 91 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 10 / 1. 934 , 11 de Abril ( AHPA . AG 927.5 . Anexo ficha nº 96 ) .


� Minuta de sentencia del TPCA de Alicante  nº 13 / 1. 936 , 26 de Marzo ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 200 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 2 / 1. 930 , 21 de Enero ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 10 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 3 / 1. 930 , 24 de enero ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 11 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 7 / 1. 930 , 28 de Febrero ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 15 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 8 / 1. 930 , 15 de Marzo ( AHPA . AG 950 . 11 . Anexo ficha nº 16 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 22 / 1. 930 , 27 de Noviembre ( AHPA . AG 918.1 . Anexo ficha nº 30 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 12 / 1. 931 , 8 de octubre ( AHPA . AG 918.5 . Anexo nº 40 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 9 de Febrero de 1. 933 ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 67 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 25 de Junio de 1. 936 ( AHPA . AG 968 . Anexo ficha 218 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA nº 25 / 1. 930 , 6 de Septiembre ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 58 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 25 / 1. 933 . 20 de Octubre ( AHPA . AG 925.1 . Anexo ficha nº 80 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 29 / 1. 934 , 19 de Junio ( AHPA . AG 921.3 . Anexo ficha nº 113 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 42 / 1. 934 , 19 de julio ( AHPA . AG  926.1 . Anexo ficha nº 125 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante  nº 11 / 1. 945 , 11 de Julio ( AHPA . AG 935 . Anexo ficha nº 256 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante de 29 de Marzo de 1. 952 ( AHPA . AG 918.6 . Anexo ficha nº 261 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 29 / 1. 932 , 15 de Noviembre ( AHPA . AG 918.6 . Anexo ficha 59 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 34 / 1. 933 , 24 de Noviembre ( AHPA . AG 923.8 . Anexo ficha nº 85 ) .


� Sentencia del TPCA nº 61 / 1. 934 , 6 de Diciembre ( AHPA . AG . 926.12 . Anexo ficha nº 146 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 3 / 1. 925 , 15 de mayo ( AHPA . AG 950.7 . Anexo ficha nº 2 ) . 


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 30 / 1. 932 , 5 de Noviembre ( AHPA . AG 464 . Anexo ficha nº 60 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 16 / 1. 934 , 4 de Mayo ( AHPA . AG 926.11 . Anexo ficha nº 101 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 4 / 1.941 , 24 de Septiembre ( AHPA . AG 939.9. Anexo ficha nº 232 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 8 / 1. 933 , 22 de Marzo ( AHPA . AG . 921.2 . Anexo ficha nº 69 ) . 


� Sentencia del TPCA de Alicante de 15 de Julio de 1. 934 ( AHPA . AG . 927.4 . Anexo ficha nº 123 ) . Es posible la existencia de un error tipográfico en el texto de la sentencia que se conserva y el año de la misma no sea 1. 934 , sino 1. 944 .


� Sentencia del TPCA de Alicante de 15 de Junio de 1. 944 ( AHPA . AG 925.7 . Anexo ficha nº 251 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 33 / 1. 932 , 6 de Diciembre ( AHPA . AG 918.3 . Anexo ficha nº 63 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 21 / 1. 943 , 30 de Junio ( AHPA . AG 927.9 . Anexo ficha nº 247 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 5 / 1. 935 , 21 de Mayo ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 155 ) .


� Al respecto la obra de PARADA VAZQUEZ , J. R. , Los orígenes del contrato administrativo en el derecho español , Instituto García Oviedo , Universidad de Sevilla , 1.963 . 


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 52 / 1. 934 , 27 de Septiembre ( AHPA . AG 928.7 . Anexo ficha nº 136 ) . 


� En los aspectos conceptuales en la materia de expropiación forzosa resulta de sumo interés la obra de ÁLVAREZ GENDIN , S . ,  Expropiación Forzosa , su concepto jurídico  , Editorial Reus , Madrid , 1. 928 , que contiene un interesante apéndice relativo a la gestión de las obras de urbanización y ensanche de las ciudades aplicando la legislación citada , donde se exponen las conclusiones de la Semana Municipal celebrada en Oviedo en el mes de Septiembre de 1. 927 y organizadas por el Colegio del Secretariado local de Asturias , cuyos ponentes fueron el propio ÁLVAREZ GENDIN y DIAZ BLANCO , páginas 147 y siguientes . También resulta de interés el estudio que se incluye en dicha monografía de MARTIN RETORTILLO , C . , “ Algo sobre la Expropiación Forzosa . Nuevas Orientaciones “ , en especial , resulta muy ilustrativo , por su extensión y complejidad , el preciso panorama legislativo del derecho patrio que en tal temática y por materias se describe , página 226 y siguientes .     


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 18 / 1. 930 , 22 de Octubre ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 26 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 25 / 1. 930 , 19 de Diciembre ( AHPA . AG 917.1 . Anexo ficha nº 33 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 22 / 1. 936 , 9 de Mayo ( AHPA . AG 921. 9 . Anexo ficha nº 207 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 48 / 1. 935 , 31 de Diciembre ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 188 ) .


� Minuta de la Sentencia del TPCA de Alicante de 11 de Julio de 1. 942 ( AHPA . AG . 967 . Anexo ficha nº 237 ) .


� Recurso Contencioso-Administrativo nº 40 / 1. 933 . Providencia inicial de admisión del recurso .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 24 / 1. 930 , 13 de Diciembre ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 32 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 35 / 1. 933 , 7 de Diciembre ( AHPA . AG 920 . 8 . Anexo ficha nº 86 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 7 de Marzo de 1. 934 ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 93 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante de 22 de Abril de 1. 936 ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 204 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 3 / 1. 946 , 29 de Enero ( AHPA . AG 941.3 . Anexo ficha nº 257 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 50 / 1. 934 , 6 de Septiembre ( AHPA . AG . 925.1 . Anexo ficha nº 134 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante  nº 4 / 1. 935 , 15 de Febrero ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 154 ) .


� Auto del TPCA de Alicante de 14 de Junio de 1. 933 .


� Un estudio pormenorizado sobre la evolución del Derecho Urbanístico durante los siglos XIX y XX en la obra de BASSOLS COMA , M. , Génesis y evolución del Derecho Urbanístico Español ( 1.812 – 1.956 ) , Editorial Montecorvo , Madrid , 1.973 . En especial su 2ª Parte , Capítulo IV y 4ª Parte , Capítulo II . También la obra de LORA-TAMAYO VALLBE , M. , Historia de la Legislación Urbanística , Editorial Iustel. Ministerio de la Vivienda , 1ª edición , 2.007 .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 4 / 1. 930 , 31 de Enero ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 12 ) .


� Minuta de sentencia del TPCA de Alicante  nº 11 / 1. 931 , 28 de Septiembre ( AHPA . AG . 965 . Anexo ficha nº 39 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 19 / 1. 930 , 28 de Octubre ( AHPA . AG . 964 . Anexo ficha nº 27 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 10 / 1. 932 , 22 de Abril ( AHPA . AG . 964 . Anexo ficha nº 45 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 43 / 1. 934 , 27 de Julio ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 127 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 57 / 1. 934 , 30 de octubre ( AHPA . AG 929.10 . Anexo ficha nº 141 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 31 / 1. 936 , 11 de Junio ( AHPA . AG 936.2 . Anexo ficha nº 214 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 5 / 1. 930 , 1 de Febrero ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 13 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 10 / 1. 930 , 8 de Mayo ( AHPA . AG  965 . Anexo ficha nº 18 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 6 / 1. 931 , 30 de Julio ( AHPA . AG 917.2 Anexo ficha nº 36 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 43 / 1. 935 , 30 de Julio ( AHPA . AG 966 . Anexo ficha nº 183 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 20 / 1. 936 , 6 de Mayo ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 205 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 8 / 1. 932 , 10 de Marzo ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 44 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante  nº 18 / 1. 936 , 22 de Abril ( AHPA . AG 935.1 . Anexo ficha nº 203 ) .


� Auto del TPCA de Alicante de 11 de Abril 1.935 .


� Minuta de Sentencia del TPCA nº 8 / 1.934 , ilegible la fecha ( AHPA . AG .966 . Anexo ficha nº 95 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 14 / 1. 935 , 20 de Mayo ( AHPA . AG 928.2 . Anexo ficha nº 163 ) .


� Sentencia del TPCA de Alicante nº 23 / 1. 933 , 28 de Septiembre ( AHPA . AG 927.1 . Anexo ficha nº 78 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 22 / 1. 934 , 23 de Mayo ( AHPA . AG 964 . Anexo ficha nº 107 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 51 / 1. 934 , 19 de septiembre ( AHPA . AG 967 . Anexo ficha nº 135 ) .


� Minuta de sentencia del TPCA de Alicante nº 5 / 1. 936 , 20 de Febrero ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 193 ) .


� Minuta de Sentencia del TPCA de Alicante nº 6 / 1.936 , 20 de Febrero ( AHPA . AG 965 . Anexo ficha nº 194 ) .


� En tales documentos consta la firma  del Ponente de la sentencia en cuestión , que normalmente se conservan en los libros custodiados por la Secretaría del Tribunal pero sin que se conozca el contenido de la sentencia definitiva y así se hace constar en las fichas del anexo de sentencias que se incorpora al presente trabajo .
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